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PRINCIPIOS  DEL  DERECHO  CONYUGAL 


I. — Sociología  del  matrimonio. 

El  concepto  del  Matrimonio,  en  bu  unidad  é  integridad,  no 
es  un  concepto  jurídico,  sino  eociológico.  Toda  institución 
jsocial  tiene  un  aspecto,  sin  duda,  correspondiente  al  Derecho; 
pero  éste  no  la  crea,  ni  aun  tomado,  según  todavía  es  uso  domi- 
nante, como  equivalente  y  reducido  á  «legislación».  La  misma 
superstición  legislativa  actual,  que  no  es  ciertamente  novedad 
revolucionaria,  sino  que  trae  bastante  más  largo  abolengo  (1), 
no  puede  menos  de  limitar  las  funciones  de  la  ley  á  consagrar 
los  elementos  reales  de  la  vida,  que  preexisten  por  tanto  á  sus 
declaraciones,  á  protegerlos  (al  menos,  tal  es  la  teoría),  por 
medio  de  una  reglamentación,  cuyo  contenido  está  formado 
por  preceptos  positivos  y  negativos,  mandatos  y  prohibiciones, 

(1)  Esta  superstición  es  ya  característica  de  la  última  parte  de  la  Edad 
Media,  donde  engendra  consiguientemente  cierta  petrificación  en  el  desarro- 
llo de  sus  instituciones,  según  Rashdall  (Boletín  de  la  IiMtüueión  libre  de  En»e' 
.^rnixa,  vol.  20,  1806).  Pero  cuando  la  importancia  de  la  acción  legislativa  se 
acentúa  más  y  más,  es  en  las  monarquías  absolutas  del  Benacimiento,  here- 
deras de  aqueUos  «legistas»  del  siglo  Xii  (E.  Descamps,  Vaction  du  durúHa- 
nimne  dan»  la  setejice  et  dan8  lea  lo%a),  cuya  representación  pasa  consecutiva- 
mente á  los  reyes  filántropos,  á  las  revoluciones  modernas  y  &  los  parlamen- 
tos actuales  (Tocqueville,  L* anden  régime  et  la  révoluHon). — Hoy,  después  de 
tanta  experiencia  y  del  influjo  de  la  escuela  histórica  y  su  consnetudinaris- 
mo,  que  relegaba  k  tan  segundo  término  la  acción  legislativa,  parece  adver- 
tirse de  nuevo  cierta  reaqoión  en  favor  de  ésta  (compañera  tal  vez  del  rena- 
<3imiento  kantiano),  que  considera  al  Derecho,  ante  todo,  como  regla  ema- 
nada del  poder  púbUco:   v.  gr.,   Ihering,  Herkel,  Stammler,  Neukamp,   etc. 
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ealvo  las  permisiones  ¿  que  á  veces  se  extiende — más  ó  menos- 
útilmente,  en  cnanto  á  su  eficacia  exterior. 

A  dos  métodos  científicos  cabe  reducir  en  último  extrema 
todos  los  enumerados  y  discutidos  por  los  lógicos;  á  saber:  el 
analítico,  que  parte  de  la  intuición  directa  y  real  del  objeto, 
tal  como  se  nos  da  á  conocer  por  sí  mismo,  y  el  sintético  ó 
constructivo,  que  lo  determina  como  parte  de  un  todo  y  en  re- 
lación con  él;  método,  del  cual  es  función  esencial  la  especula- 
tiva, ilegítimamente  hipertrofiada  y  dislocada  por  el  idealis- 
mo. Las  consideraciones  siguientes  obedecen  al  segundo  de 
estos  métodos.  Son  fragmentos  de  lín  estudio  más  amplio.. 
Suponen  presente  ante  nosotros  el  hecho  actual  del  matrimo- 
nio— aquí,  en  la  experiencia  exterior  é  histórica —  y  elabora- 
dos reflexivamente  sus  ^atos  permanentes  en  un  concepto  pre- 
liminar, que  asimismo  supone  ya  formado,  aunque  para  pro- 
ceder á  su  revisión.  Prescinde,  además,  de  la  deducción  y 
construcción  (trascendental,  metafísica)  de  este  concepto  en 
la  unidad  de  sus  relaciones,  ó  sea,  en  la  concepción  general 
del  mundo  y  su  principio,  limitándose  á  determinarlo  en  el 
género  á  que  inmediatamente  pertenece,  según  debe  ser  ha- 
llado, como  fruto  del  proceso  analítico,  en  su  último  y  supe* 
rior  grado  de  cuestiones  (1). 

En  cuanto  á  la  forma  de  esta  exposición,  no  aspira  á  ser 
'  tampoco  rigorosa  y  técnica^  que  se  podría  decir.  No  se  dirige 
á  un  público  profesional^  para  contribuir  á  la  discusión  y  solu- 
ción científica  del  problema  á  que  se  refiere;  sino  á  todo  lector 
medianamente  culto,  familiarizado  con  los  términos  de  dicha 
problema,  sobre  el  cual  quiera  ensanchar  el  horizonte  de  sus 
ideas  y  colocarse  en  otros  puntos  de  vista  que  los  que  le  son 

(1)  Sobre  la  verdadera  oonoepción  del  análisis  y  la  síntesis,  sin  lo  oaal 
estas  dos  palabras  (de  que  tanto  uso  y  aboso  se  suele  hacer  entre  nosotros) 
sólo  representan  dos  lugares  comunes  vagos  é  indefinidos,  véase:  Sane  del 
Bio,  en  su  exposición  de  la  Ánaltíica  de  Krause,  1860,  lecciones  4,  28  y  29,  y 
sus  Leeeiones  sobre  ti  etatema  de  la  Füoao/iat  L868,  lee.  3/  y  6.* — Véase  también. 
Castro,  Metafíaica,  tomo  2.*,  cap.  1,  1893. 
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quizá  habituales;  no  formar  doctrina,  ni  conclusiones,  que  pre- 
eenten  pleno  valor  objetivo. 

Por  todo  ello,  este  ensayo,  privado,  por  una  parte,  de 
sus  naturales  fundamentos  y  apoyos,  y  presentado,  por  lo  mis- 
mo, en  forma  un  tanto  dogmática  y  sólo  como  serie  de  notas 
particulares  sobre  puntos  más  ó  menos  coherentes,  no  pretende 
más— y  ojalá  lo  consiguieRC — que  interesar  á  la  opinión  ge- 
neral culta  sobre  ciertos  problemas,  que  hoy  son  objeto  de  pre- 
ferente estudio. 

1. — Sociedades  totales. 

£1  concepto  de  sociedad  total,  general,  personal,  fundamen- 
tal, y  aun  territorial — ^que  de  todos  estos  modos  (1)  ha  sido 
Uanoada— ,  es  el  de  una  comunidad  de  seres  racionales  (2),  con 
la  consiguiente  cooperación  de  sus  miembros,  involuntaria  ó 
voluntaria  (3)^  que  toda  sociedad  supone;  sólo  que  en  ésta  es 


(1)  GUner  (F.),  Estudios  y  fragmentos  sobre  la  teoría  de  la  persona  social,  1899, 
en  especial,  p.  228. — En  cnanto  á  los  nombres,  Eirause  (á  qnien  creo  se  deba 
en  primer  término  esta  clasificación)  snele  llamar  k  los  grupos  de  oarÍMster  to  * 
tal  so<nedades  y  personas  «fundamentales»  ( írrundgeseUschaftent  hoheren  Orund- 
personen);  Ahrens,  ya  las  denomina  «personas  totales»  (Qesammtpersonen) , 
ya  por  medio  de  perífrasis;  Bdder  sigue  su  ejemplo;  Sanz  del  Bio,  en  su  re- 
fundición del  Ideal  de  la  humanidad  para  la  vida^  de  Kranse,  les  da  el  nombre 
de  sociedades  «personales»,  por  oposición  k  las  «reales»,  consagradas  á  los 
fines  de  la  ciencia  y  el  arte,  y  á  las  «formales»,  cuyos  objetos  son  la  moral,  el 
derecho,  la  religión...;  Ascárate  las  designa  indistintamente  como  «totales» 
é  «fimdamentales»;  Sohftffle,  que  tan  de  cerca  sigue  k  Krause  en  esto,  «te- 
rritoriales». La  última  sociedad,  en  que  todas  se  enlazan  y  contienen,  es  la 
Sociedad  fundamental  humana,  como  la  Uama  Sanz  del  Bio,  en  su  Ideal, 
2.*  ed.,  p.  87  (Menschheitbund,  para  Krause). 

(2)  En  las  sociedades  animales,  no  parece  que  exista  el  tipo  prefigurado 
de  las  sociedades  especiales;  pero  si  el  de  las  totales,  y  en  varios  grupos  (fa- 
Búlias,  tribus,  órdenes...). — Modernamente,  donde  puede  hallarse  tratado  con 
más  especialidad  el  problema  de  estas  sociedades,  después  de  su  renovación 
proñinda  por  Darwin,  es  en  Spencer,  Bomanes,  Espinas  y  Wundt,  aunque 
con  muy  distinto  sentido  en  cada  uno  de  ellos. 

(8)  Involuntarias,  lo  son  siempre  todas  en  cuanto  á  sus  fundamentos  y  k 
los  estimules  de  que  nacen;  y  voluntarias,  lo  son  todas  en  gran  parte  tam- 
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sólo  para  hacer  vida  común,  y  por  consiguiente,  para  la  prác- 
tica  y  mutuo  auxilio  en  todos  los  fines  y  necesidades  de  su 
vida.  Se  diferencian  por  esto  de  aquellas  otras  uniones,  cuyos 
individuos  no  aportan  sino  ciertos  elementos  particulares  de 
su  naturaleza,  ni  por  tanto  se  ayudan  entre  sí  más  que  para 
tal  ó  cual  obra  y  fin  especial,  á  que  dichos  elementos  corres- 
ponden. 

Las  primeras  clases  de  sociedades  se  fórman,  merced  á 
la  convivencia  inmediata  de  sus  miembros  en  un  determi- 
nado lugar:  condición  que  en  las  sociedades  especiales,  como 
tales,  no  ya  es  accidental,  sino  que  aun  puede  decirse  que,  las 
más  de  las  veces,  ni  existe.  Además,  la  adhesión  y  participa- 
ción á  cualquiera  de  los  institutos  organizados  para  un  particu- 
lar objeto  es  siempre  potestativa;  hasta  el  punto  de  que  puede 
haber  individuos  que  no  pertenezcan,  v.  gr.,  á  corporación 
alguna  científica^  confesión  positiva  religiosa,  asociación  bené- 
fica, industrial,  etc.  Pues,  por  más  que  la  práctica  de  estas  re- 
laciones, en  tal  ó  cual  modo,  sentido  y  límite,  sea  siempre  una 
necesidad  del  hombre,  á  la  que  no  puede  sustraerse,  quiéralo 
y  sépalo,  ó  no,  cabe  ejercitarlas  aparte  de  toda  organización 
concreta  y  definida.  En  cambio,  todos  pertenecemos  indefecti- 
blemente á  una  familia  (1)  y  vivimos  forzosamente  en  una  co- 
marca^ y  dentro  de  su  organización,  más  ó  menos  desarrolla- 
da (v.  gr.,  una  ciudad),  con  todas  las  consecuencias  jurídicas 
que  este  hecho  trae  consigo;  y  sin  perjuicio,  se  entiende;  de  la 
movilidad  y  libertad  del  individuo  (2)  para  cambiar  de  domi- 

bién,  por  necesidad,  en  bvl  evolnoión  y  funciones.  Pero  hay  algunas  que  pro- 
ceden, como  obra  instintiva  y  gradual,  de  un  mero  impulso;  mientras  que 
otras  se  forman  por  previa  deliberación;  si  bien,  como  es  natural,  la  reflexión 
jamás  alcanza  &  predeterminar  en  qué  vendrá  á  parar  un  día  el  nuevo  órgano 
social,  á  cuya  constitución,  sin  embargo,  ha  presidido. 

(1)  En  el  sentido  moderno  de  procedencia  mediante  el  vinculo  de  la  san- 
gre, de  donde  surgen  las  relaciones  éticas  consiguientes;  aunque  tal  ó  oual 
individuo  se  halle  (ya  normal,  ya  anormalmente)  apartado  y  aun  excluid* 
de  la  vida  común,  propia  de  la  sociedad  que  de  aquel  vinculo  se  deriva. 

(2)  Mientras  más  complicada  y  delicada  es  la  estructura  de  un  ser,  ma- 
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<2Ílio,  sea  por  tiempo  dado,  sea  de  una  manera  más  ó  me-  B 
nos  permanente,  y  aun  para  llevar  una  vida  nómada,  que 
43e  podría  decir;  como,  por  otra  parte,  ex^tender  sus  relacio* 
nes  reales  y  efectivas — y  por  tanto,  de  derecho  también —  á 
varias  sociedades  totales  á  un  tiempo.  Puede,  por  ejemplo» 
pertenecer,  en  cuanto  á  su  vida,  relaciones  e  intereses,  á  una 
ú  otn^  nación  (1),  y  aun  en  diversos  respectos,  á  varias  (2); 


yor  es  sa  flexibilidad  para  adaptarse  á  condiciones  diferentes  de  vida.  Por  fl 

«sto,  el  hombre  vive  en  todos  los  climas  y  hasta  hace  que  vivan  los  otros 
seres,  por  el  cultivo  y  la  domesticación.'— V.  Hoxley,  Etkic9  and  evolutián, 

(1)  La  nacionalidad  Uamada  cde  origen r,  no  es  un  vinculo  ya  hoy  come 
«1  de  la  adscripción  á  la  gleba  (salvo  en  Busia,  donde  el  vinculo  es  indele- 
ble), aunque  todavía  quedan  bastantes  restricciones  al  principio  de  la  libre 
opción  (Weiss,  Traite  théoHque  et  pratíque  de  drott  international  privé,  vol.  I,  Pa- 
rís, 1802,  oh.  I.  Ahora,  cuando  tanto  influye  la  ausencia  en  la  intensidad, 
continuidad  y  aun  existencia  de  la  comunidad  de  vida,  ¿es  cuestión  ésta,  que 
deba  resolverse  en  el  sentido  del  ammu».  ó  en  el  de  la  efectividad  real  y  ob- 
jetiva de  las  relaciones,  aparte  la  intei^ción  del  sujeto  y  sin  tomarla  ea 
cuenta?  Aún  no  se  ha  llegado  &  una  solución  clara  en  este  punto.  El  prin- 
cipio de  la  voluntad  parece  tal  vez  dominante  en  estos  últimos  tiempos, 
i'rente  á  los  otros  dos  del  origen  y  el  territorio,  que  según  Fernández  Prida, 
sólo  valen  hoy  como  presunciones  de  voluntad  (juriti  tantum).  Torres  Campos, 
en  sos  Bases  de  una  legislación  sobre  extraterritorialidad  'Madrid,  1896,  o.  X), 
analiza  estos  casos,  proponiendo  que,  frente  al  principio  simplicista,  ya  de 
la  nacionalidad,  ya  del  domicilio,  se  aplique  uno  peculiar  y  distinto  &  cada 
^upo  de  relaciones.  En  Paulsen  (System  der  Ethik,  11,  1900,  págs.  541  y  545) 
puede  verse  una  de  las  más  recientes  exposiciones  de  la  característica  dife- 
rencial de  estos  dos  principios,  gentiUcio  y  político,  y  del  diverso  modo  como 
se  verificó  el  tránsito  del  primero  al  segundo  entre  los  griegos  y  romanos  y 
entre  los  germanos.  (En  esto,  sigue  á  Gierke.) 

{^  Aunque  necesariamente  se  impone,  dista  harto  de  ser  reconocido  to^ 
davia,  el  principio  de  la  pluralidad  de  las  nacionalidades  en  ua  mismo  sujeto 
(individual  ó  sooial);  ó  si  se  quiere,  más  propiamente,  de  la  pluralidad  de 
«ciudadanías»,  como  prefieren  se  diga  Flore  y  F.  Prida,  para  distinguir,  sobre 
todo  el  últimoy  la  cualidad  Mocial  de  miembro  de  la  nación  y  la  cualidad  jw 
ridioa  de  miembro  del  Estado;  por  más  que  Weis  no  admite  esta  terminolo- 
gía, alegando  que,  especialmente  en  Francia,  « ciudadano  *  se  dioe,^o  de 
-todo  miembro  del  Estado,  sino  sólo  del  que  se  haUa  «investido  de  la  pleni- 
tud de  derechos  civiles  y  políticos:  por  ejemplo,  el  de  sufragio.»  (Traite  de 
drait  international  privé,  vel.  I,  París,  1888,  oh.  i;.  Pero  es  dudoso  que  tal  haya 


] 
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pero  no  renunciar  á   todas    y   quedar  fuera  de  ellas   (1)» 
La  necesidad  de  esa  convivencia  personal  inmediata  se  ma- 

sido,  precisamente  en  Francia,  el  sentido  técnico  de  esta  expresión  en  la  Z>e- 
elaraeión  de  derechos  del  88,  qne  la  usa  indistintamente  con  las  de  <  hombre » 
é  «individuo «,  al  enumerar  facultades  que  nada  tienen  de  politicas,  no  impli 
cando  participación  al^na  en  el  poder,  ni  aún  mediante  el  sufragio:  tales 
como  el  iuibeas  corpiM,  la  libertad  de  imprenta,  etc.,  etc. 

Volviendo  ahora  al  expresado  principio  de  la  ciudadanía  plural  ó  múlti- 
pie,  si  el  derecho  es  una  propiedad  real  de  la  vida,  ceñida  indivisamente  á 
ésta,  y  no  una  entidad  abstracta,  una  regla  venida  de  otra  fuente — v.  gr.,  1^ 
voluntad  del  legislador,  la  razón  subjetiva,  etc. — ,  donde  quiera  que  el  8U> 
jeto  actúa  una  relación  de  su  vida,  actúa  inevitablemente  una  relación  de 
derecho,  y  es  miembro  y  participe,  por  tanto,  de  la  respectiva  sociedad  juri* 
dica.  Los  autores  citan  además  ejetnplos,  mJM  ó  menos  frecuentes,  de  acumu- 
lación de  varias  nacionalidades  en  un  mismo  individuo,  incluso  para  ejercer 
funciones  politioan  en  diversos  Estados,  que  parece  el  caso  m&s  extremo  ante^ 
las  ideas  ultranacionalistas  hoy  todavía  reinantes.  (Véase  también  la  Sra.  Are- 
nal, Ensayo  sobre  el  derecho  de  gentes,  c.  IH).  Bien  es  verdad  que  se  suele  con- 
siderar á  estos  fenómenos  como  viciosos  y  anómalos,  deseando  su  desapari- 
ción: por  ejemplo,  Weiss,  Traite  de  droit  international  privé,  vol.  I  (París,  1892) 
ch.  I.-^Sin  embargo,  Conde  y  Luque,  que  en  sus  Oficios  del  derecho  interna- 
cional privado  (Madrid,  1901,  p.  252  y  sigs.),  recoge  muchos  ejemplos  antiguos 
y  modernos,  incluso  actuales,  de  estas  situaciones  complejas,  las  estima  como 
señales  de  que  €la  ciudadanía  universal  del  extranjero  es  un  ideal  del  de- 
recho internacional  privado,  y  que  &  lograrlo  se  encamina  su  progreso»; 
aunque,  hoy  por  hoy,  juzga  «aspiración  unánime  del  derecho  científicos  la 
ciudadanía  úniea  fcamino,  que  ciertamente  no  parece  el  más  directo  para 
aquel  fin).  Pero  el  principio  de  la  ciudadanía  universal,  en  el  sentido,  v.  gr.» 
del  derecho  cosmopolitico  de  Kant,  tiene  tal  vez  otra  significación  que  el  de 
la  pluralidad  de  ciudadanías:  pues  aquel  se  apoya  en  la  idea  de  que  cada 
hombre,  como  tal,  sólo  por  ser  hombre,  es  ciudadano  de  todos  los  Estados, 
con  los  consiguientes  derechos,  en  nn  como  Estado  general  humano;  mien- 
tras que  el  segundo  principio  lo  hace  ciudadano  tan  sólo  de  aqueUas  soeie- 
dades  particulares,  y  entidades;  políticas  por  tanto,  en  cuyo  seno  ha  desen- 
vuelto y  conserva  relaciones  efectivas,  peculiares  y  concretas  de  su  vida  in- 
dividual, uno  de  cuyos  aspectos,  el  jurídico  (pues  como  Krause  y  Savigny 
han  mostrado — por  distintos  caminos — no  es  el  derecho  otra  cosa),  forma 
el  Estado  de  dichas  sociedades:  lo  cual  no  se  concibe,  si  los  titulares  de  di- 
chas relaciones  pueden  quedar  personalmente  fuera  de  ese  Estado»  que  es  lo  que 
hoy  se  suele  entender  y  practicar,  según  el  principio  de  la  ciudadanía  única. 
.    (ly     Los  €  antipatriotas»  tienen  patria,  aunque  protesten  de  eUo:  es  de- 
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üifie^ta  exteriormente,  según  queda  indicado,  en  la  conexión 
de  esta  clase  de  intereses  sociales  con  una  esfera  continua  de 
la  superficie  terrestre,  cerrada  en  limites  más  ó  menos  defini- 
dos (1),  donde  forzosamente  se  realiza:  el  suelo,  el  territorio» 
Aun  las  hordas  nómadas  han  menester  de  esta  unidad  geográ- 
fica;  sólo  que  entonces  varía  de  lugar  y  tiene  cierta  elasticidad^ 
sin  llegar  á  concretarse  en  forma  de  una  morada  fija  y  perma- 
nente. 

Por  el  contrario,  las  instituciones  finales  ó  especiales, 
si  bien,  como  todos  los  órganos  de  la  vida  social,  actúan 
en  un  medio  exterior,  á  que  el  hombre,  en  concepto  de  tai,  se 
halla  siempre  ligado,  y  en  constante  acción  y  reacción  con  sus 
fuerzas^  no  requieren  esa  unidad  territorial,  que  se  deriva  de 
la  exigencia  de  la  vida  en  común  (2).  Esta  misma  condición 
es  también  la  que  hace  que  el  Estado  de  las  personas  sociales 
de  carácter  total,  ó  para  hablar  con  más  propiedad,  el  sistema 
de  sus  magistraturas—de  los  órganos  específicos  del  poder  pú 
blico  inherente  á  dicho  Estado  (su  «Gob¡erno»)--sea  en  la  so- 
ciedad general  humana  el  agente  encargado  de  la  tutela  de  la 
vida,  la  libertad  y  el  derecho  exteriores,  y  por  tanto,  el  único 


«ir,  -viven  en  el  seno  de  lüg^na  comunión  (social  y  en  lo  tanto,  de  derecho),  á 
qtte,  por  consigniente,  le»  es  imposible  sustraerse,  paes  no  basta  la  voluntad 
para  snprimir  las  consecuencias  joridioas  de  las  relaciones  de  la  vida,  sin  su- 
primir éstas  previamente.  Por  estimarlas  (con  error)  suprimidas,  sea  por  el 
nomadismo,  sea  por  oonfiicto  entre  las  legislaciones  de  varios  Estados  (v.  gr.^ 
perdiendo  la  ciudadanía  en  uno,  sin  adquirirla  en  otro  ,  han  nacido  las  di- 
Tersas  cuestiones  de  los  llamados  san»  patrü,  hetmatkhsenf  análogos  k  los  an- 
tiguos apolideet  que,  según  Hildenbrand,  sólo  eran  sujetos  del  jtu  genHum 
{€fe»ekiAte  und  Syetem  der  Eecktsphilosophiej  I,  616;. 

(1)  A  veces,  no  son  enteramente  concretos:  v.  gr.,  en  los  pueblos  bárbaros> 
6  en  las  sonas  neutrales  ó  intermedias,  ó  en  las  hoy  llamadas  «esferas  de 
influencia»,  Hinterlander,  etc. 

(8^  Por  ejemplo,  los  antiguos  Estados  Pontificios  no  eran  «la  Cristian- 
dad >  (sociedad,  ósta,  distribuida  en  muchas  naciones;;  sino  tan  sólo  una  na- 
ción como  las  demás,  aunque,  á  la  vez,  la  expresión  política  del  CMitro  de 
aquélla,  la  residencia  de  su  jefe. 
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investido  de  fuerza  coercitiva,  asi  civil  como  penal,  en  el  sen- 
tido actual  técnico  de  esta  expresión,  á  ^aber:  en  el  de  una 
restricción  legal  de  la  actividad  de  sus  miembros  (en  cuanto 
material  y  exteriorizada),  como  condición  preliminar  para 
mantener  ó  restaurar /según  los  casos,  y  hasta  donde  quepa,  la 
normalidad  perturbada  de  las  relaciones  sociales  jurídicas. 

En  otras  épocas,  han  reinado  otros  conceptos.  Al  principio 
^e  la  convivencia  y  su  expresión  material  en  el  terrritorio,  se 
faa  sobrepuesto  (y  á  veces  se  sobrepone  todavía  en  los  pueblos 
más  atrasados)  el  principio  de  la  troncalidad,  gentilicio  ó  de 
sangre;  pero  el  proceso  de  la  civilización  ha  ido  aumentando 
el  valor  del  primero,  que  nunca  tal  vez  ha  dejado  de  tener 
mayor  ó  menor  representación  en  la  historia.  Mas  el  hecho 
real  y  verdadero,  que,  por  cima  de  toda  abstracción^  sirve  de 
núcleo  á  la  condensaci'ón  de  las  sociedades  totales,  es  el  de  la 
Tida  en  común:  lo  prueba  que,  donde  ella  no  existe,  ó  se  disuel- 
ve, viniendo  en  consecuencia  á  faltar  los  intereses  peculiares 
y  característicos  de  dicha  clase  de  grupos,  éstos,  por  más  que  sus 
individuos  conserven  el  vínculo  indeleble  de  la  sangre,  ó  se 
separan,  ó  se  trasforman  en  otra  clase  de  institutos:  v.  gr., 
en  una  compañía  industrial.  Y  al  contrario:  cuando  en  una 
corporación  especial — por  ejemplo,  religiosa— se  engendra  esa 
convivencia  inmediata  entre  sus  miembros,  ésta  le  imprime 
cierto  carácter  total,  desenvolviéndose  en  ella,  de  consiguiente» 
las  relaciones  propias  de  él,  inútiles  é  imposibles  en  su  ante- 
rior supuesto.  La  vida  común  exige  entonces,  por  sí  misma» 
que  la  cooperación,  inherente  á  toda  sociedad,  se  extienda 
aquí  (desde  la  obra  especial  del  fin  que  ligaba  antes  exclusiva- 
mente los  individuos)  á  intereses  personales,  tanto  más  genera 
les  y  varios,  cuanto  mayor  es  la  intimidad  de  esa  vida.  La  be- 
neficencia, la  educación,  la  religión,  la  amistad,  la  necesidad 
-del  mutuo  auxilio,  la  relación  industrial  (en  otro  tiempo  (I) 


(1)     ScháMe  (en  su  Estructura  y  vida  del  cuerpo  eocialy  I)  hace  resaltar  el  an- 
tiguo carácter  profesional  de  la  familia,  v.  gr.,  en  la  Edad  Media. — Wnndt 
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I  tan  frecuente  y  que  asocia  bajo  un  techo  común  á  los  depen- 
'dientes  y  aprendices  del  artesano,  el  comerciante,  etc.),  son 
otros  tantos  motivos  que  determinan  la  formación  de  un  nú- 
cleo de  relaciones  de  carácter  local,  y  total  por  tanto,  análogas^ 
á  las  de  la  familia,  relaciones  que  tienen,  como  todas,  su  va- 
lor  jurídico  adecuado  (1). 

Para  las  ideas  actuales,  seria  dificil  admitir  que,  v.  gr.,. 
una  ciudad  es,  ni  puede  ser  ya,  el  desarrollo  diferencial  de  un 
núcleo,  ni  aun  de  varios  núcleos  genealógicos  primitivos, 
cuyos  miembros  se  enlazan  todos  por  vínculos  de  sangre;  y  no 
hay  que  decir  de  otros  grupos  sociales  de  mayor  complejidad. 
Sólo  al  m¿B  elemental  de  la  serie,  la  familia,  ó  más  bien  al 
segundo  de  sus  momentos  (la  sociedad  natural  de  padres  é  hi- 
jos), se  aplica  ese  principio  de  la  comunidad  de  origen;  y  aun 
esto,  en  cierta  medida  y  sentido,  como  después  veremos. 

Los  oi^ganismos  totales  forman  una  serie  de  distintos  gra- 
dos, á  partir  de  la  sociedad  doméstica,  con  su  territorio,  la 
casa,  hasta  la  Humanidad,  que  habita  el  planeta  y  que  cada 
día  se  va  aproximando,  en  medio  de  caídas  y  retrocesos  que  lo 
estorban  por  tiempo,  á  la  condición  de  una  verdadera  sociedad 
efectiva  en  trato  y  relación,  conforme  va  despertando  en  sus 
miembros  la  conciencia  de  su  solidaridad,  todavía  harto  em- 
botada. Pero,  en  el  estado  actual  de  la  parte  más  civiliza- 
da del  mundo,  la  historia  ha  ido  consolidando  y  organizan- 
do hasta  hoy  principalmente  algunos  de  esos  grados  interme- 
dios,  en  particular,  el  de  la  vida  local  ó  municipal  y  el  de  la 
nación,  entre  los  cuales  existen  á  menudo  otros  círculos  de 
tipo  menos  uniforme  y  á  veces  más  indefinido,  aunque  produ- 


diee  qne  hoy  sóIq  cabe  «sto  en   ciertas  profesiones  muy  elementales,  v.  gr., 
«n  los  labriegos:  Ethikt  sec.  4.* 

(1)  Las  «ciudades  obreras  >;  las  €  repúblicas  escolares»,  ensayadas  con  ca- 
rácter correccional  en  los  Estadas  Unidos;  los  internados  para  la  educa- 
ción, eto  ,  son  otros  tantos  ejemplos,  donde  se  desenvuelve  el  tipo  total  sobre 
una  base  especial;  al  contrario  de  lo  que  acontece  en  los  Antes  citados  de  la 
familia  labradora  ó  artesana. 
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cidoB  igualmente  por  las  fuerzas  naturales  de  la  evolución 
social  Jiistórica  (reinos,  provincias,  regiones,  distritos,  comar- 
cas, condados.... )  y  tan  reales  como  aquéllos,  si  bien  no 
siempre  con  existencia  legal  reconocida;  como,  á  su  vez,  por 
cima  de  la  nación,  comienzan  á  prepararse  organizaciones  más 
amplias,  desde  las  antiguas  uniones  personales,  á  las  Ck)nfede 
Taciones,^  etc.  '  ^ 

Tal  es  por  el  momento,  en  resumen,  la  situación  actual  de 
ias  sociedades  totales. 

2. — Familia. 

La  palabra  familia  (1)  ofrece  más  de  un  sentido, —  1)  En 
ocasiones,  representa  la  serie  indefinida  de  personas  que  tie 

(1)     Esta  voz  latina  se  darÍTa  de  familia^  el  ^rupo  de  los  famuli  (del  oseo 
Jamely  según  unos;  feméis  según  otros;  y  en  mny  distinto  sentido,  al  parecer 
poco  fundado,   de  famesj  hambre,   según  Taparelli  y  De  Q-reef ).  Fámnlos  son 
los  individuos  que  viven  con   el  padre   y  señor  en  la  casa  ÍWebster;  Bréal: 
éste  advierte  que,  en  oseo,  faamat  significa  chabita:», — tal  vez  del  sánscrito 
vamaf  hogar,  habitación);  aunque   algunos,  como  Burgfaold,  añaden  que  sólo 
en  concepto  de  servidores — k  semejanza  del  alemán  Knecht — ,  comprendiendo 
á  la  esposa,  los  hijos  legi timos  y  adoptivos  y  á  los  esclavos  domésticos  <por 
oposición  á  los  rurales,  aervi);  llamando,  pues,  familia  y  famulia  al  conjunto 
de  todos  ellos. — En  Boma,  sea  desde  un  principio  (Puchta,  Bréal,  Iheríng, 
Marquardt,  Bouché-Leclerc>,  sea  desde  la  introducción  « de  la  agricultura  y 
la  esclavitud  legalizada»  (Marx,  Engels),  Iavoz  familia  no  comprende  única- 
mente individuos,  sino  también,   además  de  éstos,   los  bienes,   el  caudal,  la 
re»  familiaris:  ya  el  patrimonio  entero  (Valbnena,  Webster,  Marquardt),  ya 
sólo  la  res  maiicipi,  k  distinción  de  la  pecunia^  ó  re*  neo  mancipi  (Ihering;;  hona 
es  expresión  posterior  y  equivalente  á  ambos,  ó  sea  á  familia  pecuniaque. — 
(Adviértase  que,  para  Sohm,  los  bienes  constituyen  el  elemento  fundamental 
de  que  se  deriva  la  familia  toda). — Desde  Niebuhr  y  Savigny,  es  bien  sabido 
que  la  familia  romana  descansa,  no  en  el  principio  de  la  sangre,  sino  en  el 
de  la  poteataxj  como   vinculo  de  la  convivencia  en  la  casa.  •  Asi  dice  nuestro 
inolvidable  Maranges:  €si  la  ciudad  romana  es  omnipotente...,  omnipotente 
también  se  nos  ofrece  en  su  esfera  la  familia,  y  el  padre  como  su  represen 
tante:  poder  y  derecho,  dominio  y  jurisdicción,  están  en  sus  manos  exclusi- 
vamente depositados;  y  la  mujer  y  el  hijo,  el  esclavo  y  el  cliente,  desapare- 
cen [al  principio]  ante  la  vigorosa  entidad  del  jefe  de  la  casa:». — «Familiam 
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Den  una  misma  descendencia  (familia  «troncal»,  «parentela»); 
serie,  cuyo  limite  es  imposible  ñjar,  aunque  á  veces  se  haya 
establecido  más  ó  menos  arbitrariamente,  cerrándola  y  organi- 
zándola  en  la  historia  (la  gens,  el  clan^  la  tribu,  etc.). — 2)  En 
su  acepción  actual,  denota  un  grupo  mucho  más  restringido, 
la  sociedad  doméstica,  ya  sea:  a)  la  de  los  padres  con  los  hijos 
que  hacen  vida  común  con  ellos,  ya:  b)  la  de  los  cónyuges  úni 
camente. —  3)  Más  todavía:  al  que  de  éstos  sobreviva,  y  aunque 
quede  y  viva  solo,  se  le  sigue  llamando  (como  en  recuerdo  de  la 
sociedad  conyugal,  que  formó  un  tiempo)  «jefe»  y  «cabeza»  dé 
familia. — 4)  Por  una  especie,  quizá,  de  asimilación,  y  siguiendo 
la  tradición  romana  (1),  se  aplica  este  nombre  también  hasta 


dicimns  plores  personas  qaae  sunt  snb  uniíis  potestate  aat  natura,  ant  iure 
snbieotae»,  dice  el  Dig^esto,  donde  se  halla  mny  al  pormenor  la  pluralidad 
de  acepciones  de  la  voz  familia  en  Boma  (1.  1,  tits.  6  y  50,  tít.  16),  que  Puchta 
resume  en  tres:  amptia,  estricta  y  estrictísima. — Véanse  los  Diccionarios  lati- 
no8  de  Calepino,  Valbuena  y  Migniel  y  Morante,  y  el  Dice,  inglés  de  Webster. 
— Bréal  et  BaiUy,  Diet.  élymologiqtu  latin;  París,  1891. — Puchta,  InatituHonen; 
Leipsig,  1875,  TI,  §§  99  y  194. — S.  Maine,  Áncient  law;  London,  1886,  oh.  6. — 
ICarquardt,  La  vie  privée  des  romains  (trad.  Henry;;  París,  1892,  t.  I,  introd. — 
Xhering,  üntwicklungsgeseh,  d.  rómisvhes  Reckt»;  Leipzig,  1894,  p  86. — Sohm,  His- 
toria é  instituciones  del  derecho  privado  romano  (trad.  Dorado);  Madrid,  sin  fecha . 
— Maranges,  Estudios  jurídicos;  Madrid,  ld74,  págs.  52  y  68. — Engels,  Origen  de 
la  familia f  de  la  propiedad  privada  y  del  Estado  (trad.  de  €La  España  Moderna»); 
Madrid,  sin  fecha,  c.  2.^ — Burghold,  üeher  die  Entwick.  d.  Ehe  (Nord  und  Süd; 
Agosto,  1901,\ — Bouohé-Leolerc,  Manuel  des  instit.  rom.;  París,  1886.^ — ^Begels- 
berger,  Fandekten,  1901,  §  69.—  Savigny,  Sist,  del  Der.  rom,  actual  (trad.  Messia 
y  Poley).  t.  I,  §  63;  Madrid,  1860. 

(1)  Son  padres  de  familia,  según  el  Digesto,  cqui  sunt  suae  potestatis, 
sive  púberes,  sive  impúberes»  (1.  1,  t.  6.**);  y  en  otro  pasaje  (1.  60,  t.  16):  cpa- 
ter  autem  familias  appeUatur,  qui  in  domo  dominium  habet;  recteque  hoc 
nomine  appeUatur,  quamvis  filium  non  habeat». — Véase  también  Sohm, 
ob.  cit.,  §  341,  y  nuestra  1.  6/,  t.  38,  Partida  7.*,  que  signe  al  Digesto  y  llama 
asimismo  pater  familias  al  «que  es  señor  de  la  casa,  maguer  non  haya  fijos». 
£1  individuo  independiente,  dice  Puchta,  es,  por  sí  solo,  un  princeps  famiHae, 
representa  una  familia,  aunque  á  nadie  tenga  en  su  potestas  6  en  su  manus^ 
ni  pueda  tenerlos,  como  acontece  á  la  mujer,  que  es,  sin  embargo,  cabeza  de 
familia;  si  bien   ésta   al  par  acaba  en  ella  (famüiae  suae  capul  et  finis  e*it). — 
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al  individuo  soltero,  mayor  de  edad,  que  habita  y  gobierna  casa 
independiente,  ora  solo,  ora  en  compañía  de  otros  individuos,, 
parientes,  huéspedes,  criados,  dependientes,  amigos,  etc.,  más 
ó  menos  unidos  en  diversa  relación  con  aquél. — 5)  Repárese- 
cómo  entran  á  veces  eñ  este  concepto  segundo,  puramente  ético 
y  derivado,  de  la  familia,  ciertas  comunidades,  v.  gr. ,  ]as  reli- 
giosas, ó  un  asilo,  un  hospicio;  y  que,  por  último,  la  Huma- 
nidad entera  se  dice  á  cada  instante  que  constituye  una  her  • 
mandad,  una  familia. 

Si  buscásemos  ahora  el  residuo  homogéneo  que  subsiste  en 
todos  estos  sentidos,  propios  ó  impropios,  precisos  ó  vagos,  se 
podría  decir  que  es  la  idea  de  un  todo  de  vida  sustantiva,  sea 
de  varias  personas  en  común,  con  la  intimidad  que  entre  ellas 
de  esta  suerte  se  engendra,  en  un  suelo  común  también,  sea 
de,  un  individuo  (ya  solo,  ya,  v.  gr.,  con  sus  criados),  en  la  casa^ 
que  siempre  queda  como  expresión  material  y  exterior  de  ese 
foco  independiente  de  vida  en  la  naturaleza  (I),  tan  luego  como 
el  grupo  social  adquiere  cierta  localización. 

Recuérdese  el  sentido  representativo  y  psendo* corporativo  del  individuo  en 
la  8ole  Corporation  del  derecho  inglés. 

(1)  Para  Ihering,  «todo  el  derecho  privado  tiene  en  la  casa  el  pnnto  d» 
partida  de  sn  evolución  y  extensión  ulteriores»;  oh.  cit. — Domini/um  viene  d» 
domtu, — Según  Pi^chta,  Wehster,  Gothein,  familia  equivale,  en  parte  al 
menos,  á  Hatt^westnt  Hauaatandf  liousehold,  maison  (v.  gr.,  «la  maison  dn  roi>, 
la  Casa  Beal).  —Para  el  P.  Mayer,  no  hay  familia  completa  sin  la  casa,  primer 
templo  y  primer  foco  de  vida  moral,  de  civilización,  etc.  InstU.iurit  naturali»^ 
par.  2.',  Prihurgo  (en  B.),  1900,  sec.  2",  lih.  1.®,  cap.  4.®— Ya  hahia  conside- 
rado  Krause  análogamente  la  casa  como  el  primer  centro  dinámico  (dynaíni'- 
«cher  Ortj  de  todas  estas  funciones;  no  sólo  como  territorio  del  primero  de  los 
Estados  sociales  (el  doméstico);  concepción  que  luego  influye  en  Soh&ffle, 
Wundt,  Paulsen,  etc.  Por  esto  es  muy  interesante  el  cuadro  que  traza  de  lo 
que  la  casa  comprende,  en  relación  con  aquellas  diversas  funciones  y  como 
ettfera  de  su  acción  en  el  espacio,  ürbild  der  Menschkett^  Gk>tinga,  2.*  ed.,  1851, 
págs.  87  88. — Maranges  dice  tamhién  que  el  hogar  es  el  territorio  de  la  casa, 
cuya  inviolahilidad  descansa  en  que  es  «expresión  exterior  y  morada  de  un 
propio  y  verdadero  Estado»:  Estudio*  juridicos^  187H,  p.  16  y  nota. — Por  otra 
parte,  en  el  orden  de  la  familia  y  su  vida,  «>e  reproduo<«,  en  cierto  limite,  la 
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Ahora  bien:  recuéideBe  que  esta  expreeión,  el  territorio,  re- 
presenta una  condición  esencial  para  las  sociedades  totales, 
cualesquiera  que  ellas  sean.  El  individuo  mismo»  primer  sujeto 
elemental,  centro  de  donde  parten  las  dos  series  opuestas  de 
personas  sociales,  y  que,  bien  ó  mal,  lleva  de  frente,  á  un 
tiempo,  asi  todas  las  funciones  de  nuestra  naturaleza,  como 
una  inclinación,  vocación  y  aptitud  especial  dominantes,  ora 
las  cultive,  ora  las  abandone,  de  grado  ó  por  fuerza,  parece, 
^in  embargo,  que  sólo  llega  á  la  plenitud  exterior  de  su  cuali- 
dad como  tal  sujeto  independiente,  mediante  la  constitución 
de  su  hogar,  de  su  damus,  donde  su  vida,  con  todo  el  núcleo 
de  relaciones  materiales,  morales,  jurídicas,  que  se  desenvuel 
ven  bajo  su  gobierno,  asi  objetivadas  y  localizadas  de  un  modo 
más  ó  menos  permanente,  ofrece  semejanza  con  la  vida  fami- 
liar, estrictamente  dicha. 

Resumiendo.  Hay,  pues,  dos  sentidos  de  la  voz  «fami- 
lia». —  1)  En  el  más  amplio,  se  podría  decir  que  se  aplica  á 
toda  unidad  de  vida  local  independiente,  individuo  ó  sociedad; 
y  en  este  último  caso,  á  toda  sociedad  de  carácter  total,  ó  sea, 
aquélla  (máxima  ó  mínima,  aldea,  nación,  convento,  casa  de 
educación...,  la  Humanidad  entera),  cuyos  miembros  habitan 
juntos,  y  por  tanto,  se  ayudan  mutuamente  en  cuantas  nece- 


opoflieión  entre  el  principio  de  la  sangre  y  el  territorial.  Asi,  por  ejemplo, 
SAnohes  Bomán,  qne  signe  la  distinoión  de  Kranse  y  Ahrens  entre  socieda- 
des totales  y  especiales,  distingue  la  familia  de  las  otras  del  primer  grupo, 
sobre  todo  fseparimdose  de  Starcke)por  eljti*  aanguiniSf  mientras  que  en  las- 
dejnás  el  vinonlo  es  más  bien  el  territorio,  el  ju»  boU,  EttudioB  de  dertóho  civil: 
Derecho  de  familia  y  Yol.  1.*;  Madrid,  1896,  págs.  11  y  86  — Huber,  el  autor,  del 
Código  suiao,  también  considera  'y  análogamente,  Sumner  Maine  y  Kohler) 
qne  la  famiUa  es  una  derivación  pura  de  la  relación  general  del  parentesco 
(^ippe,    Verwündtachaft);  no  de  la  convivencia.  Syat,  u.  Oe»ch,  d.  Ñch\oei%.  Pri- 
vaireeht$;  Basilea,  18B6,  t.  1.*,  §  13;  en  el  t.  5.*,  dice  que,   al  establecerse  los 
alemanes  y  borgoñones  en  Suiza,  la  familia  comprendía:  1)  la  parentela;  S) 
la  fkmxlia  doméstica,  ó  sea  en  sentido  estricto;  8)  el  matrimonio  — Sobre  el 
concepto  germánico  de  la  familia,  debe  verse  el  libro,  todavía  hoy  clásico,  de 
Mittermaier,  Orundtütae  d.  gem.  dtut.  7VtvalreeAe«,  t.  2.*,  §  869. 
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sidades,  fines  é  interefies  personales  los  estimulan,  promovien* 
do  su  bien,  resistiendo  al  mal  y  la  contrariedad  (1)  y  respon- 
diendo asi  en  espíritu  y  obra  á  lo  que  pide  el  destino  univer- 
sal humano. —  2)  En  su  sentido  más  estricto,  denota  hoy  una 
sola  de  estas  sociedades:  la  conyugal,  ora  en  su  grado  más  ele- 
mental y  sencillo,  ora  diferenciada  en  un  grupo  de  fuerzas 
más  complejo,  y,  ante  todo,  como  armonía  de  la  oposición 
natural  entre  padres  é  hijos;  y  de  aquí  con  los  parientes,  hués- 
pedes, auxiliares,  amigos  y  servidores,  que  habitan  bajo  el 
Tuismo  techo  (2). 

(1)  Unidos  «para  el  bien,   como  para  la  deshacía  y  el   dolor». — Sans 
del  Rio,  Ideal  de  la  Humanidad,  §  12. 

(2)  A  este  concepto  de  la  familia,  en  estricto  sentido,  como  la  sociedad 
doméstica,  con  ó  sin  YÍncalo  de  sangre,  constituida  para  la  vida  en  común 
y  las  mntaas  reacciones  qne  de  ellas  se  derivan,  se  enlazan  m&s  ó  menos,  no 
sólo  la  idea  romana,  sin  dada  parcial  y  exclasiva,  donde  el  vinculo  funda- 
mental es  jaridioo  (el  poder),  como  ya  se  ha  recordado,  sino  las  de  Kant, 
Kranse,  Ahrens,  Michelet  (de  Berlín),  TapareUi,  Trendelenbnrg,  Kayer,  Costa- 
Bossetti,  SchftfEe  y  (hasta  cierto  ponto)  Roder;  contra  las  cuales,  y  en  pro 
de  la  concepción  paramente  de  sang^re  'cónyuges  é  hijos),  están  k  su  ves 
Hegel,  Bosmini,  Wundt,  Starcke,  Spencer,  Huber,  Hdffding  y  otros.  Lermí 
nier»  Introd.  genérale  d  l'hiat.  du  droit.  (Bruselas,  1890),  ch.  Xm,  p.  t65,  nota', 
<>pone  la  idea  de  Tico,  que  funda  la  familia  en  la  protección  del  padre,  no 
sólo  á  sus  hijos,  sino  á  los  débiles  (famxili)  que  se  le  someten  al  efecto,  oon 
la  concepción  de  Bodin,  que  cno  ve  en  la  familia  más  qne  á  los  h^os  del  pa- 
dre». Pero  el  mismo  Lerminier  cita  (ch.  \l)  dos  pasajes  de  Bodin,  de  que 
más  bien  resulta  que  el  vínculo  de  la  familia  es  la  potestad  (al  modo  do 
Boma),  no  la  sangre,  v.  gr.:  €  familia  est  plurium  sub  unius  ac  ejusdem  pa- 
tria familiae  imperium  9ubditorvm,  earumque  rerum  quae  ipsius  propriae  sunt, 
recta  moderatio.» 

Gothein,  en  su  articulo  del  Diccionario  de  Conrad,  expone  como  corrientes 
tres  opiniones:  1)  grupo  de  parientes,  aunque  no  vivan  juntos;  2)  sociedad  do  • 
móstiea  (Hausetand),  aunque  sus  individuos  no  sean  parientes;  3)  g^po  de 
parientes  que  viven  juntos  en  la  casa,  que  es  la  síntesis  de  las  anteriores  y 
la  qne,  en  su  sentir,  predomina  en  la  actualidad,  i 

(Continuará,  f 

Francisco  Ginsb. 
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CnarteroB  y  quinteras. 

12.  Importa  mucho  averiguar  de  qué  manera  en  Cataluña 
«86  han  convertido  en  campos  de  cultivo  los  que  antes  fueron 
matorral  y  monte  bajo,  en  tierras  de  labor,  extensiones  in- 
mensas inhospitalarias,  desiertas  y  abandonadas,  y  en  granjas, 
alquerías,  casas  de  labor,  ricas  cabanas  .y  tierras  plantadas  de 
olivar  y  viña,  lo  que  fueron  lugares  inhabitados,  lejos  de  po- 
blado y  naturalmente  improductivos. 

Hemos  tenido  por  regla  general  en  las  cuatro  provincias 
de  Cataluña,  un  verdadero  miedo  á  los  latifundios.  Los  nobles, 
los  grandes  terratenientes,  los  pr(yt>ietaríos  de  considerables 
extensiones  de  terreno,  no  han  creído  conveniei^te  dejarlas  en 
administración  á  procuradores  y  apoderados  generales,  sino 
que  han  preferido  cultivarlas  ó  cederlas  á  persona  que  las  cul- 
tivase* 

A  ello  han  contribuido  los  antiguos  feudos,  los  estableció 
mientós  de  predios  francos  en  alodio,  el  enfiteusis,  la  aparce- 
ría, la  masovería,  el  establecimiento  conocido  con  el  nombre 
de  á  rabassa  moría^  y  el  establecimiento  de  cuariers^  quirUers  y 
sisai^ers. 

13.    En  muchos  puntos  de  Cataluña,  cuando  el  propietariot 
sea,  porque  tuviese  necesidad  de  recorrer  y  vigilar  heredades 

(1)     Véase  U  p&g.  225  del  tomo  lOH  de  esta   Revista. 
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sitas  en  diversos  puntos,  distantes  unos  de  otros,  sea  porque 
los  negocios  exigiesen  su  presencia  en  la  ciudad,  no  podía  per- 
manecer constantemente  en  la  hacienda  (hisenda)  ó  predio» 
nombraba  un  masovers  ó  colono^  quien  debía  permanecer  cons- 
tantemente en  ella,  vivir  en  la  casa  ó  en  el  mas  (1),  cultivar 
las  tierras,  cuidar  del  ganado,  y  tenia  una  parte  de  frutos. 

£1  masovero  no  solía  ser  propietario,  y  no  siéndolo,  no  po- 
día  tomarse  el  interés  que  tiene  aquel  que  cultiva  hacienda 
propia.  El  feudo  perpetuo,  bien  es  verdad  que  tenía  algo  de- 
humillante,  pues  le  eran  inherentes  prestaciones  que  revela- 
ban vasallaje,  pero  el  adquirente  se  sentía  propietario  y  lo  era 
en  realidad  (2). 

Bn  el  enfíteusis  había  entrada  y  prestaciones  en  dinero; 
únicamente  el  establecimiento  con  pago  de  parte  de  frutos  á 
perpetuidad  tenia  la  ventaja  de  que  no  había  dominio,  vasa 
llaje,  prestaciones  en  dinero,  entrada  ni  los  demás  inconve- 
nientes que  presentaban  otros  contratos. 

En  Cataluña  el  contrato  de  establecimiento  de  aparcería 
perpetuo,  y  á  cuarta  parte  de  frutos,  es  muy  antiguo. 

Balari  hace  mención  de  uno,  fecha  de  29  de  Noviembre  del 
año  1193,  que  celebraron  los  Templario"^,  que  es  sustancial- 
mente  como  sigue:  iBezo,  Comendador  de  Miravet  y  Tortosa, 
Ramón  de  Moneada,  Fray  Guerau  de  Caercino,  Ramón  Bernat, 
Comendador  de  Tortosa  y  otros  Templarios,  dieron  á  Ju9ef  Cor- 
nela,  judio,  á  Abnalfachín,  sarraceno,  y  á  Abnafrayati,  también 
sarraceno,  y  á  su  posteridad  perpetuamente  per  sécula  cunda 
una  algezira  llamada  Juter  ambas  aguas  que  tenía  en  Benifallet. 
Hicieron  la  donación  para  que  ellos  y  los  suyos  la  trabajaran  y 
mejoraran,  y  la  tuvieran  y  explotaran  como  propiedadsuya,  con 

(1)  Ma»  es  sinónimo  de  casa  ó  inorada.  De  Man  Sus  se  deriva  Mas  y  Maiia. 
Véase  Balari  y  Jovany.  Origene»  hUtóricos  de  Cataluña,  P&(?8*   ^^f  S¿1  y  otras. 

(8)  El  curioso  lector  puede  encontrar  en  las  obras  del  distinguido  juris- 
consulto catalán  D.  Félix  María  Falquera,  Fórmalo  rio  de  Notaría.  Barcelona, 
imprenta  de  José  Rubio,  año  1836,  págs.  59,  148,  157  y  siguientes,  modelos  de 
fetidOf  estabtecimiento  de  un  predio  franno  en  alodio  *in  entrada  ni  paetoa,  etc. 
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la  obligación  de  dar  anualmente  la  cuarta  parte  de  todos  loe  fru- 
tos que  recolectaran,  sin  dispendio  por  parte  de  los  donantes. 
No  podían  elegir  ni  llamar  á  otros  Señores  sino  á  los  donantes 
quienes  se  obligaron  á  salvar  y  defender  perpetuamente  dicha 
algezira,  por  los  labradores,  quienes  podían  venderla,  hipóte- 
caria  y  enajenarla  á  labradores  cristianos,  judíos  ó  sarracenos, 
después  de  transcurridos  treinta  días  sin  que  los  donantes  hu- 
biesen utilizado  el  derecho  de  fadiga  ó  de  taqteo.  Si  éstos  qui« 
siesen  retenerla,  deberían  pagar  el  precio  común,  salvo  el 
cuarto  y  el  derecho  de  señorío.  Los  X^Qt^plarios  recibieron  por 
entrada  per  introitum  diez  mazeras  nuevas  jucefias»  (1). 

Este  contrato  se  parece  más  al  enfíteusis,  pues  tiene  en- 
trada y  señorío,  lo  que  no  ocurre  en  el  establecimiento  á  par- 
cería  á  cuartas;  lo  que  hace  suponer  que  esta  es  una  transfor- 
mación de  la  enfiteusis. 

En  terrenos  de  buena  calidad,  ó  cuando  había  mucha  de- 
manda de  tierras,  se  comprende  que  los  propietarios  fuesen 
exigentes  y  cobrasen  entrada,  y  conservasen  dominio  y  seño- 
río; pero  la  necesidad  de  labrar  tierras  improductivas,  la  ca- 
restía del  personal,  la  buena  voluntad  y  espíritu  colonizador 
y  poblador  de  los  grandes  terratenientee  de  Cataluña,  fueron 
cambiando  las  condiciones,  prescindiendo  de  la  entrada,  del 
dominio  y  señorío,  y  reduciendo  la  prestación  á  la  cuarta 
parte  de  loe  frutos. 

14.  En  nuestros  tiempos,  ios  grandes  terratenientes,  en 
varios  puntos,  cuando  no  han  podido  cultivar  sus  heredades, 
antes  de  desampararlas,  han  constituido  en  la  casa  principal 
de  la  heredad  (casa  pairal),  en  la  casa  solariega,  una  maso- 

vería. 

Esta  pudiéramos  denominar  es  la  célula  matriz,  el  núcleo 

de  donde  han  salido  luego  gran  número  de  familias  con  casa 

y  patrimonio  aparte.  He  aquí  los  cuarteros,  los  quinteros  y 

sisaneros. 

(1)     Arcl^ivo  de  la  Corona  de  Aragón,   Alfonso  I  de  Cataluña,  núm.   ddS, 
«it.  por  Balari. 
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LoB  hijos  y  deBcendientes  del  masovero  ó  colono,  6  lo& 
mozoBde  labranza  de  la  casa  ó  maeia,  cuando  tenían  algúi^ 
ahorro  y  querían  trabajar  por  bu  cuenta,  emanciparse,  crear 
familia  y  tener  casa  propia,  tomaban  á  cuartas  ó  quintas  par- 
tes una  porción  de  terreno,  y  en  él  construían  su  casa. 

Por  regla  general  coincidía  el  matrimonio  de  uno  de  loe 
mozos  de  labranza  con  la  emancipación  de  la  casa  pairal,  y  á 
la  vez  que  se  firmábanlas  capitulaciones  matrimoniales  que 
fijaban  el  régimen  de  la  familia  (capitols),  se  firmaba  bu  es 
critura  de  establecimiento  ó  aparcería  perpetua,  ó  parte  de  fra- 
tes que  fijaba  el  régimen  patrimonial.  De  esta  manera  aumen- 
taba y  aumenta  hoy  la  familia  y  la  propiedad  en  Cataluña,, 
uniendo  indisolublemente  el  hombre  al  kuelo  y  asegurando  su 
porvenir  á  la  futura  sucesión. 

15.  Los  dueños  de  la  heredad  ó  gran  patrimonio  estable- 
cían y  establecen  aun  hoy  á  perpetuidad  una  gran  porción  de 
terreno,  señalan  un  solar  para  la  construcción  de  la  casa,  y  el 
antes  mozo  ó  criado,  constituido  en  propietario  cuarter  ó  quin.- 
ter  con  los  ahorros  que  hizo  cuando  mozo,  compra  ropas,  mué 
bles,  aperos  de  labranza,  animales  y  construye  su  vivienda», 
corrales,  etc.,  y  funda  de  esta  manera  una  familia  y  un  patri- 
monio. 

La  familia  y  los  antiguos  dueños  regalaban  y  regalan  á  los 
novios  ropas,  joyas,  muebles  y  especialmente  la  caixa  ó  arcón 
que,  con  otros  objetos  adquiridos,  comprados  y  regalados,, 
constituye  el  ajuar  de  la  nueva  casa. 

Este  edificio  construido  por  el  cuarter ^  quinter  ó  sisané^  e& 
de  propiedad  de  éste  y  pasa  de  padres  á  hijos. 

En  algunos  puntos  de  Cataluña  es  costumbre  que  la  casa 
sea  siempre  del  cuarier  ó  quinter ^  aun  cuando  el  cuarter  y  quiñ 
ter  no  cumplan  dando  la  cuarta  parte  de  frutos  ó  no  cultivoD 
las  tierras,  lo  cual  es  rarísimo;  el  primitivo  propietario  puede 
reincorporarse  de  las  tierras,  pero  no  de  la  casa  y  edificacio 
ncB  construidas  por  el  cuarter.  Claro  es  que  ningún  beneficio 
reportará  éste  teniendo  la  casa  aislada,  sin  poder  cultivar  las^ 
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tierras  que  hay  alrededor,  y  cuan  molesto  y  perjudicial  ee 
para  el  labrador  tener  lejos  de  su  vivienda  las  tierras  que  cul- 
tiva» significándole  una  pérdida  de  tiempo  considerable  y  la 
imposibilidad  de  vigilar  los  cultivos,  especialmente  en  la 
época  de  la  recolección  de  los  frutos. 

En  la  práctica  se  observa  que  iónicamente  en  los  casos  de 
pérdida  total  de  la  cosecha  deja  el  caarter  de  entregar  la  parte 
de  frutos,  y  iónicamente  en  caso  de  imposibilidad  material 
deja  de  cultivar  los  campos,  compensándose  en  caso  de  in- 
cumplimiento del  contrato,  porque  el  cuarter  no  quiere  desha* 
cerse  de  la  casa,  ni  quiere  desprenderse  de  lin  patrimonio  que 
desde  el  día  de  la  ñrma  de  la  escritura  considera  como  suyo  y 
de  su  familia. 

16.  También  se  observa  en  la  práctica  qu'e  por  efecto  de 
eetas  instituciones,  se  crean  vínculos  entre  el  propietario,  los 
colonos  y  los  cuarters,  y  hay  una  solidaridad  y  armonía  de  in- 
tereses que  se  traduce  y  revela  en  aimonia  de  las  clases  socia- 
les. Existe  un  extraordinario  apego  y  adhesión  de  los  cuarkr» 
y  quinters  al  propietario,  al  dueño  que  fué  del  terreno,  y  cierta 
veneración  á  la  casa  solariega,  á  la  casa  más  antigua  del  pa- 
trimonio; de  manera  que  asi  como  lo&  rabassaires  han  promo- 
vido conflictos  y  algaradas,  no  tengo  noticia  de  que  los  cuar* 
ters  y  quinters  hayan  suscitado  jamás  hostilidad  á  los  due- 
ños, y  esto  se  explica  y  tiene  su  razón  de  ser,  á  pesar  de  que 
muchos  euarters  y  quinters  son  de  condición  muy  miserable,  no 
todos  viven  en  casas  grandes  y  espaciosas,  sino  que  algunos 
sólo  han  tenido  medios  para  construir  una  pobre  choza  y  tra- 
bajan una  tierra  dura,  ingrata  y  pobre,  que  da  escasos  rendi- 
mientos; pero  el  trabajador,  porque  al  fin  y  al  cabo  el  cuarter 
es  un  obrero,  no  se  subleva,  ni  aun  se  queja  de  su  suerte,  por- 
que trabaja  por  sí  y  para  sí  y  tiene  familia  propia,  casa  propia 
y  tierras  propias,  y  aun  cuando  paga  parte  de  frutos,  entiende 
que  esta  prestación  es  muy  justa,  porque  es  el  precio  de  un  ca- 
pital que  se  le  ha  puesto  á  su  disposición  desde  luego  y  que 
amortiza  con  el  producto  de  bu  trabajo. 
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Tiene  conciencia  el  cuarter  y  el  quinter  de  que  es  Buya  la 
casa  que  habita  (pues  aun  cuando  se  destruyera  la  casa  por 
fuerza  mayor,  puede  solver  á  edificar  otra  sin  intervención  nin- 
guna del  dueño),  y  de  que  también  es  suya  y  de  sus  sucesores 
la  tierra  que  cultiva  pagando  la  cuarta,  la  quinta  ó  la  sexta 
parte  de  los  frutos,  según  los  casos,  pues  las  partes  contratan- 
tes, ó  sean  el  dueño  primitivo  del  terreno  y  el  cuarier^  quinter 
ó  sisané,  calculan  cuando  estipulan  las  condiciones  y  bases  del 
es^^^ablecimiento,  ya  tienen  muy  en  cuenta  la  naturaleza  del  te- 
rreno y  el  esfuerzo  que  ha  de  hacer  el  hombre  para  cultivarlo, 
y  por  esto  en  tierras  regulares  se  obliga  á  pagar  el  adquisidor 
la  cuarta  parte,  en  tierras  de  inferior  calidad  sólo  se  estipula 
el  quinto  de  los  frutos  y  en  tierras  de  Ínfima  clase  sólo  se  pacta 
la  sexta  parte,  f  al  adquisidor  se  le  conoce  en  Cataluña  con  el 
nombre  de  gisané,  porque  paga  la  «mna  que  recibe  el  dueño 
anualmente,  haciéndose  cargo  de  que  las  otras  cinco  sextas 
partes  las  necesita  el  adquisidor  y  buena  falta  le  hacen  para 
atender  á  sus  necesidades,  y  es,  á  la  vez,  la  debida  remunera 
ción  de  su  trabajo. 

17.  La  institución  de  que  nos  ocupamos,  no  sólo  liga,  por 
decirlo  asi,  el  hombre  á  la  tierra,  hace  algo  más,  porque  esta- 
blece un  vinculo  de  unión  entre  una  familia  y  una  generación 
con  el  predio,  la  heredad,  el  fundo.  Se  ha  observado  en  Cata- 
luña que  en  caso  de  justa  causa  de  desheredación,  podrá  el 
cuarter  posponer  á  uno  de  sus  hijos,  pero  otro  hijo  le  sucederá 
indefectiblemente  en  la  casa,  porque  los  derechos  son  perpetuos 
y  la  cesión  del  terreno  se  hace,  no  para  una  generación,  sino 
para  la  presente  y  para  las  generaciones  futuras. 

18.  Es  igualmente  digno  de  notarse  que,  en  algunos  pun- 
tos, no  puede  cambiarse  el  cultivo  por  parte  del  cuarter  y  quin* 
ier  sin  avisar  al  dueño;  que  en  el  reparto  de  frutos  se  prome- 
dian las  cantidades  y  calidades  equitativamente,  y  que  el  pro 
pietario  ó  dueño  del  terreno  es  el  que  paga  los  impuestos  de 
toda  clase,  lo  cual  es  una  grandísima  ventaja  para  el  cuarter. 
Tan  respetable  se  considera  el  derecho  de  éste,  que  en  algunas 
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ocasiones,  segÚD  me  han  referido  propietarios  de  las  comar 
cas  (1),  habiéndose  hecho  cargo  el  Estado  de  una  finca  por 
falta  de  pago  de  las  contri  bQCÍon(s,  ha  respetado  el  derecho 
del  cuarle}^  y  quinter  y  se  ha  limitado  á  percibir  la  cuarta  ó 
quinta  parte  de  frutos  como  repuesto  en  el  lugar  y  derecho  del 
primitivo  dueño  de  ella. 

19.  Terminamos  este  trabajo  recomendando  el  estudio  de 
la  institución  en  él  descrita  al  jurisconsulto,  su  aplicación  al 
gran  terrateniente  que  tiene  heredades  yermas  é  incultas  y  al 
pobre  bracero  que  carece  de  trabajo,  y  sobre  todo  al  legislador, 
que  anda  buscando  fórmulas  y  soluciones  para  resolver  el  pro- 
blema social,  cuando  no  tiene  más  que  fijarse  en  aquellas  ins* 
tituciones  espontáneas  que  han  nacido  en  nuestro  suelo  cata- 
lán, harto  desconocido,  y  que  han  respetado  y  perpetuado  el 
uso  y  la  costumbre. 


(1)     Relato  del  Sr.  Tila  del  Soles,  propietario,  y  otros  de  varias  comaroaa 
de  Oatáloña. 

Pedro  Estasén. 


LA  VOLUNTAD  DEL  ESTADO 

PLANTÉASE  EL  PROBLEMA.-ANTECEDEÍíTES 


El  recoDocimijnto  de  la  crealidad  del  Estado»,  quiere  de« 
cir6e,de8u  sustantividad  y  de  su  pereonalidad,  depende,  en  gran 
parte,  de  que  ee  afirme  ó  niegue  la  existencia  de  una  t  voluntad 
colectiva  política»,  de  una  voluntad  suya,  que  tiene  por  sujeto 
generador  y  vivo,  á  manera  de  ser  positivo  y  capaz,  una  en- 
tidad orgánica  y  activa:  el  Estado. 

Es  para  muchos  la  «voluntad»  lo  distintivo  de  la  persona* 
'  lidad,  más  aún,  la  personalidad  misma:  llegan  algunos  á  esti- 
mar la  voluntad  como  la  realidad  suprema,  ó  como  lo  intimo 
de  la  realidad:  recuérdese  á  Schopenhauer;  la  voluntad  viene 
á  resolver  la  antinomia  kantiana  del  fenómeno  y  del  noúmeno  ^ 
más  que  á  resolverla,  á  aclarar  el  misterio  del  noúmeno^  de  la 
cosa  en  si...  «ese  substractum  de  todos  los  fenómenos  y  de  la 
naturaleza  toda,  no  es  más  que  aquello  que  siéndonos  conocido 
inmediatamente  y  muy  familiar,  hallamos  en  el  interior  de 
nuestro  propio  ser  como  voluntad...;  esta  voluntad,  que  es  la 
única  cosa  en  sí,  lo  único  verdaderamente  real,  lo  único  origi- 
nario y  metafísico,  en  un  mundo  en  que  todo  lo  demás  no  es 
más  que  fenómenos,  es  decir,  mera  representación;  esta  volun- 
tad, digo,  presta  á  cada  cosa,  sea  la  que  fuere,  la  fuerza  para 
que  pueda  existir»  (1). 

(1)    Schopenhauer,  La  voluntad  en  la  naturaleza^  trad.  esp.,  pá- 
ginas 30  31. 
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De  cierto  el  problema,  desde  este  punto  de  vista  metaíisico,. 
por  lo  menos,  desde  la  metafísica  de  Schopenhauer,  resulta 
liencillo  en  sus  términos:  la  realidad  del  Estado,  como  cosa  en 
BÍ,  y  la  justificación  de  su  existencia  fenomenal  como  represen* 
tación  sustantiva,  se  afirmará  desde  el  momento  en  que  su- 
pongamos ó  demostremos,  que  en  el  Estado  hay  voluntad:  una 
voluntad  propia  que  se  revele  en  hechos,  á  ella,  y  sólo  á  ella, 
atribuibles. 

Y  no  ya  para  los  defensores  de  esta  particular  hipótesis 
metafisica,  sino  para  cuantos  ven  en  la  voluntad  el  principio 
inicial  de  la  realidad,  la  expresión  de  la  vida,  y  equiparando 
la  voluntad  con  la  acción,  pueden  afirniar  con  Goethe:  «en  el 
principio  existía  la  acción,  la  fuerza»;  la  realidad  del  Estado 
tendrá  que  subordinarse  á  la  existencia  de  una  acción,  de  una 
fuerza,  de  una  voluntad^  quizá  diriamos  mejor,  de  una  energía^ 
inexplicable  por  sí  misma  y  como  tal,  sin  un  sujeto,  más  bien,, 
sin  un  ser  ó  sustantividad,  que  sería  naturalmente  el  Estado 
mismo. 

No  estimo  que  todo  el  problema  de  la  realidad  del  Estada 
dependa  de  la  existencia  de  la  voluntad,  es  decir,  no  puede 
quizá  tomarse  como  lo  característico  del  Estado,  ni  de  la  per- 
sonalidad, la  voluntad;  bien  se  desprende  esto  de  la  misma 
concepción  de  Schopenhauer,y  de  la  misma  observación  diaria, 
que  atribuye  voluntad  real  y  concreta,  voluntad  empírica* 
mente  demostrable,  á  quienes  aun  siendo  seres,  no  son  perso- 
nas; pero  prescindiendo  de  esta  reserva,  es  indiscutible  que  el 
problema  de  la  voluntad  del  Estado,  está  íntimamente  ligado 
con  el  de  su  realidad  como  cosa  distinta,  y  además,  es  noiorio, 
que  la  doctrina  dominante  hace  depender  la  realidad  de  la  per- 
sonalidad, de  la  voluntad;  lo  que  puede  ocurrir  es  que  la  de- 
mostración de  la  voluntad  no  baste  en  opinión  de  algunos  para 
afirmar  la  personalidad,  pero  positivamente  no  cabría  concebir 
ésta  sin  aquélla. 

Esto,  sin  contar  la  trascendencia  grande  que,  para  toda  la 
doctrina  del  Estado,  y  para  la  orientación  de  la  política  tiene 
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este  problema  de  la  voluntad.  La  concepción  mecánica  ú  or- 
gánica del  Estado,  la  explicación  de  la  soberanía,  la  relación 
entre  el  derecho  y  el  poder  político,  y  otra  porción  de  cueetio- 
nes  capitales,  están  intimamente  subordinadas,  á  la  manera, 
según  la  cual,  se  conciba  y  explique  la  noción  de  una  voluntad 
del  Estado,  como  voluntad  colectiva  real,  ó  como  mera  coinci- 
dencia, ó  menos  todavía,  como  simple  suma  por  yuxtaposición 
4e  las  voluntades  individuales:  únicas  realidades  positivas  (1). 
La  crisis  á  que  en  otro  trabajo  me  he  referido  (2),  da  la 
idea  del  Estado,  se  manifiesta  en  este  capital  problema  de  la 
filosofía  política,  en  la  lucha  ó  contraposición  de  dos  hipótesis 
ó  doctrinas  al  parecer  irreductibles,  en  rigor  no  tanto,  como  lo 
•demuestra  el  hecho  curiosísimo  según  el  cual,  aun  en  los  re- 
presentantes más  acentuadamente  radicales  de  cada  una  de 
aquéllas,  se  advierte  el  influjo  de  la  contraria.  Las  dos  doctri 
nos  entrañan  estas  dos  afirmaciones  respectivamente:  hay  una 
voluntad  colectiva,  real  y  distinta  de  la  mera  suma  de  las  vo 
luntades  individuales,  y  la  manifestación  más  imponente  ver- 
daderamente suprema  de  ella  es  la  voluntad  del  Estado:  el  Es- 
tado según  esto,  obra  por  propio  impulso,  tiene  un  querer  suyo, 
elabora  mediante  una  conciencia  colectiva,  actos  que  entrañan 
una  voluntad,  una  energía  creadora:  por  el  contrario,  la  otra 
doctrina,  que  podríamos  definir  como  un  individualismo  ab 
soluto,  y  que  acaso  culmine  en  el  anarquismo  de  un  Stirner 
ó  de  un  Nicetesche  (3),  pero  que  tiene  manifestaciones  más 
templadas  y  de  rnás  sencilla  interpretación,  afirma  que  no  hay 
más  voluntad  real  que  la  del  individuo,  y  que  la  voluntad  del 
Estado  no  tiene  objetividad  verdadera,  ni  otra  realidad  que 
la  que  le  preste  el  mero  concurso  de  las  voluntades  indivi- 


(1)  V.  Daguit,  L'Etat,  I. 

(2)  Estadio  preliminar  á  la  tradnc.  esp.  del  libro  de  Wilson,  El 
JEstadOf  próximo  á  publicarse.  V.  en  esta  misma  Rüvista  (Septiem- 
bre-Octabre  últimos),  mi  articulo  La  personalidad  del  Estado, 

(3)  Hasta  cierto  punto^el  de  Nlctesuhe;  su  aristocratismo  podría 
llevarnos  á  una  concepción  del  Estado,  con  voluntad;  pero  ¿quiéa 
fleria  el  Estado? 
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duales;  puede  á  veces  el  Estado  tener  voluntad,  cuando  su  per  • 
Bonificación  se  concreta  en  un  déspota;  pero,  desde  el  mo 
mentó  en  que  el  Estado  se  manifieste  como  una  colectividad», 
no  hay  voluntad  del  Estado,  sino  la  suma  de  las  voluntades  de 
quienes  lo  forman  concretamente. 


II 


Prescindiendo,  por  de  contado,  de  si  la  voluntad  es  la  cosa 
en  si,  ó  si  no  es  también  ella  más  que  una  apariencia  de  nues- 
tra energía  objetivada,  algo,  en  suma,  cuya  realidad  afirmamos 
como  consecuencia  de  nuestra  estructura  mental,  psiquica; 
prescindiendo  además  de  si  la  voluntad  es  lo  característico 
de  la  sustantividad  real,  y  por  ende  de  la  personalidad  (1),  y 
por  último,  prescindiendo  por  el  momento,  al  menos,  de  las 
cuestiones  políticas  que  puede  entrañar  el  reconocimiento  d 
negación  de  la  voluntad  del  Estado,  como  una  voluntad  abso- 
luta y  suprema,  ó  como  una  simple  demostración  sintética,  ó 
por  mera  composición  de  fuerzas  combinadas  y  convenidas,, 
veamos  de  qué  suerte  aparece  boy  visto  y  resuelto  el  problema 
de  la  voluntad  del  Estado,  en  algunas  de  108  representaciones 
más  autorizadas  de  la  filosofía  política.  En  la  labor  de  recons- 
trucción de  conceptos  y  de  ideas,  que  en  ésta  se  impone  cada 
día  con  mayor  apremio,  la  determinación  de  la  actual  crisis  de 
la  voluntad  colectiva  es  indispensable. 

La  corriente  general,  ó  man  general,  dominante  en  el  pen- 
samiento científico  de  la  política,  parece  ser  favorable  al  reco- 
nocimiento de  una  voluntad  del  Estado,  Asi  lo  reconoce  Mr.  Du« 
guit,  cuyo  libro  £'  Etat  entraña  un  admirable  esfuerzo  para  des- 
truir hasta  las  últimas  raíces  la  hipótesis  de  semejante  volun- 
tad. Ef'to  no  obstante,  la  afirmación  contraria  tiene  manifesta- 
ciones tan  importantes  como  las  que  supone  toda  la  tendencia. 


(l)     V.  Giner,  ^stvdios  y  Fragmentos  sobre  la  tforia  de  ¡a  persona- 
Udad  norial. 
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individualista, — aunque  aquí  habría  que  hacer  no  pocas  reser- 
vas,— y  naturalmente  la  negación  anarquista,  con  ]a  concep- 
ción mecánica  del  Estado,  y  la  interpretación  democrática, 
atomística,  de  la  idea  rousseauniana  del  contrato  social. 

Porque  ocurre  en  este  problema  de  la  voiuniad  del  Estado 
un  fenómeno  muy  curioso.  Rousseau  es  en  cierto  modo  inspi- 
rador— uno  de  los  más  principales,  quizá,  el  más  influyente 
en  cierto  sentido,  de  las  dos  doctrinas,  aunque  quizás  un  aná- 
lisis directo  del  coniraéo  social  induzca  á  considerarle  más  bien 
como  favorable,  en  definitiva,  al  reconocimiento  de  la  rea- 
lidad  efectiva  de  la  voluntad  del  Estado. 

Probablemente,  en  la  doctrina  actual  de  la  voluntad  del 
Estado,  es  decir,  en  las  afirmaciones  favorables  al  reconocí* 
miento  de  éste  como  una  cosa  real,  como  una  fuerza  que  tiene 
su  sujeto,  y  que  pueden  recogerse  en  los  trabajos  de  Bluntschli, 
Gerber,  Gierke,  Rehme,  Laband,  Jellinek,  Esmein,  Han- 
rioa,  etc.,  etc.,  se  advierte  el  influjo,  más  ó  menos  lejano,  sen- 
tido y  reflexivamente  aceptado,  de  estas  tres  concepciones,  á 
veces  contradictorias:  la  concepción  de  Rousseau  de  la  voluntad 
general,  la  del  Estado  de  Hegel,  la  del  pueblo  como  una  en 
tidad  orgánica  que  tiene  un  espíritu  propio,  de  la  escuela  his 
tórica,  á  las  cuales  habría  que  añadir  el  influjo  importantísimo 
de  toda  la  corriente  orgánica,  y  de  las  doctrinas  sociológicns. 

Aunque  Rousseau,  haya  sido  el  inspirador  de  la  construcción 
atomística  del  Estado,  del  régimen  de  las  mayorías  numéricas, 
y  quepa  inferir  de  su  idea  de  la  igualdad  humana  y  del  estado 
de  naturaleza,  una  concepción  del  Estado  sin  personalidad,  sin 
cohesión  íntima,  obra  artiflcial  del  concurso  rectificable  de  las 
voluntades  individuales,  por  otra  parte,  el  Contrato  social^  en  • 
traña  la  afirmación,  sugestiva  en  grado  sumo,  de  una  existencia 
Incorporada  del  Estado,  mediante  la  formación  de  la  «voluntad 
:general». 

Quien  atentamente  lea  el  Contrato  social^  puede  ver  surgir 
esta  voluntad,  como,  brote  espontáneo  de  un  germen  que  es 
desarrollo  bajo  una  ley  de  necesidad  lógica. 
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tOomo  loB  hombres,  dice,  no  pueden  engendrar  nuevas 
fuerzas,  sino  solamente  unir  y  dirigir  las  que  ya  existen,  no 
tienen  otro  medio  para  conservarse  que  formar  por  agregación 
una  suma  de  fuerzas  que  pueda  sobrepujar  á  la  resistencia, 
ponerlas  en  juego  par  un  solo  móvil  y  hacerlas  obrar  de  con- 
cierto» (!)• 

Bste  párrafo  tiene  el  germen  de  las  dos  doctrinas  que  antes 
formulao^os;  si  sólo  se  trata  de  construir  una  suma  de  fuerzas — 
las  de  los  hombres— por  simple  agregación — el  Estado — que  es 
lo  que  Kousseau  va  á  hacer  nacer,  no  pasará  de  ser  una  plurali 
dad  unida.  He  aquí  la  interpretación  de  Mr.  Dugnit:  c  Aunque 
la  hipótesis  del  contrato  social  fuese  verdadera,  no  conducirla, 
como  lo  creyeron  Rousseau  y  los  hombres  de  la  Revolución,  al 
dogma  de  la  voluntad  colectiva.  En  un  contrato,  dos  ó  varios 
individuos  quieren  una  misma  cosa  ó  cosas  corolarias,  sus  vo- 
hmtades  se  sienten  provocadas  unas  por  otras:  pero  de  ese 
concurso  de  voluntades  no  nace  una  voluntad  mtai^  (2).  cima- 
ginad,  añade,  millones  de  hombres  que  quieren  la  misma  cosa, 
determinados  por  el  mismo  ñn;  no  tendréis  una  voluntad  eo* 
lectiva»  (3). 

Pero  ese  mismo  párrafo  de  Rousseau  entraña  el  germen  de 
la  doctrina  de  la  c  voluntad  del  Estadoi.  Está  en  la  indicación 
de  lá  suma  de  fuerzas  cque  pueda  sobrepujar  á  la  resistencia 
y  ponerla  en  juego  por  un  solo  móvil». 

Pero  si  esto  no  bastara,  tenemos  la  explicación  ulterior  del 
mismo  Rousseau,  de  la  experiencia  y  valer  de  la  voluntad  ge- 
neral. 8i  prescindimos  del  trámite  del  contrato,  la  doctrina  de 

« 

Rousseau,  entraña  la  afirmación  más  resuelta  de  la  sustantivi- 
dad  del  Estado,  tan  positiva  y  firme  como  la  de  los  sociólogos 
organicistas  y  como  la  del  propio  Hegel.  cCada  uno  de  nosotros, 
dice,  .pone  su  persona  y  poder  bajo  la  suprema  dirección  de  la 


(1)  Contrato  social,  Lib.  I,  VI. 

(2)  Dugnit,  L'Eíat,  pág.  88. 

(3)  ídem,  pág.  89. 
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voluntad  general,  y  recibe  en  cuerpo  á  cada  miembro  como  par- 
te indi  visible  del  todo»;  esto  es,  Rousseau  pone  como  base  de 
la  sociedad  civil  cía  solidaridad»;  porque  si  prescindimos  de  la 
idea  del  contrato,  de  lo  artificial  de  la  construcción,  lo  que  hay 
en  ese  párrafo  es  un  principio  inicial  de  solidaridad  social»  de 
tal  fuerza,  que  cen  el  momento,  en  lugar  de  la  persona  par- 
ticular de  cada  contratante,  ese  acto  de  asociación  produce  un 
cuerpo  moral  y  colectivo,  compuesto  de  tantos  miembros  oomo 
la  asamblea  de  votos,  el  cual  recibe  de  este  mismo  acto  la  ani- 
dad, su  YO  común,  su  vida  y  su  voluntadla  (1).  Y  luego,  aíkade,. , 
ccada  individuo  puede,  en  cuanto  hombre,  tener  una  voluntad 
particular  contraria  ó  desemejante  de  la  voluntad  general,  que 
tiene  como  ciudadano...»  (2).  «Hay,  escribe  eti  otro  pasaje,  ma- 
cha diferencia  entre  la  voluntad  de  todos  y  la  voluntad  general: 
ésta  no  mira  más  que  el  interés  común,  la  otra  no  es  más  que 
una  suma  de  voluntades  particulares»  (3). 

Resulta,  pues,  claro,  terminante  (4),  que  Rousseau  rece- 
noce  la  existencia  de  una  voluntad  del  Estado;  la  ley  no  es 
otra  cosa  que  la  expresión  de  la  voluntad  general,  de  la  volun- 
tad del  Estado,  y  también  puede  admitirse  esta  otra  afirma- 
ción de  M.  Duguit,  según  Ja  cual,  la  teoría  metafisica— y  la 
que  no  lo  es,  añadiría  yo— que  ve  en  el  Estado  una  voluntad,  la 
voluntad  colectiva,  cprocede  directamente  de  Rousseau»  (5), 
y  de  él  tomaron  las  constituciones  revolucionarias  francesas,  y 
á  través  de  ellas,  algunas  de  las  españolas  (6). 

(1)  Contr.  8oe.,  id. 

(2)  Ídem,  lib.  VII. 
(8)    ídem,  Lib.  II,  III. 

(4)  V.  Mestre,  Les  perssofines  morales,  pág.  144. 

(5)  Ob.  cit.;  I,  pág.  2. 

(6)  cLa  ley  es  la  expresión  de  la  voluntad  general.»  «La  sobera- 
nía es  nna,  indivisible,  inalienable  é  imprescindible:  pertenece  á  la 
nación.»  (Constitución  francesa  de  1791.)  «La  ley  es  la  voluntad  ge- 
neral.» (Constitución  del  afio  III.)  «La  soberanía  r^dieZe  esencialmen- 
te en  Za  naeiAn,  y  por  lo  mismo  pertenece  á  ésta  exclusivamente  el 
derecho  de  establecer  sns  leyes  fundamentales»,  art.  8.®  de  la 
Const.  esp.  de  1812. 
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Pero  quizá  la  huella  más  profunda»  que  en  la  concepción 
actaal  más  corriente  de  la  voluntad  del  Estado  se  advierte,  es 
la  de  Hegel.  Pocof  hombres — afuera  de  Kant — pueden  seña- 
larse que,  como  Hegel,  hayan  tiranizado,  ó  por  lo  menos  in- 
fluido en  el  pensamiento  contemporáneo,  y  en  sus  más  dife- 
rentes y  al  parecer,  más  contrarias  manifestaciones.  Parece 
extraño»  en  verdad,  que  el  Imperio  alemán  actual,  y  el  Es- 
tado prusiano  antes,  hayan  recibido  su  gran  impulso  del  mis- 
mo pensador  qué  ha  originado  la  corriente  de  la  c  izquierda 
hegeliana»  con  Stranss,  Feuerbach,  Marx  y  sobre  todo  Max 
Stirner  y  Mestre  el  anarquismo  (1).  Pero  así  es  lo  cierto. 

Quizá  á  esto  mismo,  á  este  carácter  contradictorio  y  uni- 
versal del  influjo  de  Hegel,  se  debe  lo  que  nota  M.  Levy* 
Bruhl  (2).  Según  este,  cdespués  de  un  periodo  de  esplendor 
incomparable,  en  el  cual  la  doctrina  de  Hegel  ejerció  un  do- 
minio sin  rival,  y  la  filoEofía,  la  ciencia,  la  teología,  la  histo- 
ria, todo  convergía  hacia  ella  y  se  inspiraba  en  sus  principios, 
ha  caído  muy  pronto  en  un  profundo  descrédito.  Mientras 
Elant,  Schopenhauer,  Herbart,  Krause  y  otros  tienen  sus  disci- 
pQloe,ya  no  hay  propiamente  escuela  hegeliana».  Pero  añade 
M.  Levy  Bruhl;  csi  el  hegelianismo  no  ha  podido  subsistir 
como  un  cuerpo  de  doctrina,  su  influjo  se  advierte  do  quiera, 
en  el  dominio  de  la  acción,  pero  difuso,  y  por  decirlo  así,  en 
segundo  grado,  ejerciéndose  por  el  intermedio  de  los  hombres 
de  Estado,  de  los  publicistas,  de  los  historiadores»...  c Cuando 
se  juzguen,  desde  más  lejos  y  de  conjunto,  las  transformacio- 
nes de  Alemania  en  el  siglo  xix,  el  papel  del  influjo  de  Hegel 
se  destacará  por  si  mismo»  (8). 


(1)  Max  Stirner,  sin  embargo,  es  acaso  más  de  Fichte  que  de 
Hegel. 

(2)  L'Allemagne  depuii  Leibnitz,  p.  8SS. 
(8)    ídem,  p.  9S9. 
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I*  La  apreciación  del  escritor  francés  se  comprueba  con  gran 

;  exactitud  en  el  problema  de  la  c voluntad  del  Estado».  Si  no 

hay  un  hegelianismo  político,  ya  ahora  se  destaca  de  una  ma- 
nera suficiente  para  ser  visible^  el  influjo  de  la  concepción  he- 
geliana  en  el  modo  de  comprender  la  existencia  positiva  4el 
Estado,  como  realidad  sustantiva  y  práctica. 

Por  de  pronto  es  notorio  el  influjo  que  en  toda  la  doctrina 
de  Hegel  acerca  de  la  persona  (individual  y  colectiva)  tiene 
la  noción,  atributo  ó  realidad  preeminente  de  la  volunUad^  y  es 
además  notorio,  el  influjo  que  este  punto  de  vista  de  Hegel,  ha 
ejercido  y  ejerce,  en  todas  las  teorías  que  tratan  de  explicar  la 
personalidad.  «Hegel,  recuerda  el  Sr.  Giner,  define  ésta  como 
la  «voluntad  que  es  por  si  misma,  ó  sea  la  voluntad  abstracta, 
lo  supremo  que  hay  en  el  hombre»;  idea  que  puede  verse 
luego  en  Michelet,  de  Berlín,  que  la  considera  como  «la  vo 
luntad  de  ser  libre»;  en  Ihering,  quien  acentuando  esta  ten* 
dencia,  proclama  que  «la  voluntad  es  el  órgano  creador  de  la 
personalidad»;  en  Vigliarolo,  en  Zitelmann,  quien  üace  con- 
sistir la  personalidad  en  la  capacidad  de  voluntad,  «única  cna» 
lidad  necesaria  para  convertir  un  ser  en  persona»  (1). 

Considerado  de  una  manera  general,  pl  influjo  directo,  ó 
más  directo,  de  Hegel,  en  la  noción,  idea  y  concepción  actual 
de  la  voluntad  del  Estado,  quizá  se  manifieste,  como  luego 
iremos  viendo:  primero,  en  el  fondo  mismo  de  la  doctrina  mo- 
derna, en  cuanto  las  corrientes  más  dominantes  se  inclinan  á 
considerar  al  Estado  como  algo  distinto,  y,  sobre  todo,  en  cuanto 
ven  en  él  una  voluntad,  ya  en  el  sentido  de  que  el  Slstado 
es  especialmente  voluntad  (aunque  sea  la  voluntad  ddl  pue» 
blo),  ó  bien  en  el  de  que  tiene  una  voluntad — voluntad  una, 
dé  la  colectividad— que  entraña  un  sujeto  personal,  real,  ó  un 
sujeto  abstracto  (2);  y  segundo,  en  determinadas  formas  poli- 
ticas,  históricas,  y  en  la  interpretación  de  éstas,  como  expre- 

(1)  Ob.  cit.,  págs.  23  y  24. 

(2)  Compárese,  por  ejemplo,  Gierke  y  Laband.  (V.  Laband,  Le 
droit  puMic  de  VÉmpire  AUemand,  trad.  ir..  I,  p.  158,  nota.) 
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«iones  Bustantivas  que  tratan  de  explicar  el  carácter  real  y  posi- 
Uto,  soberano  y  director  de  las  instituciones  de  gobierno;  y.  gr., 
la  explicación  del  Estado  prusiano,  de  que  luego  hablaremos, 
y  muchas  de  las  explicaciones  del  actual  Imperio  alemán  (1). 

Mas  aún:  el  influjo  de  la  concepción  hegelíana^se  manifiesta 
de  una  manera  ostensible  en  los  psicólogos  y  filósofos,  que  no 
acometen  el  problema  del  Estado,  de  su  realidad,  de  una  raa  • 
ñera  directa,  como  el  político,  y  el  mismo  sociólogo,  sino  que 
llegan  á  él  en  el  desarrollo  de  una  concepción  general  filoso- 
fea y  psicológica.  Wundt  es  un  buen  ejemplo  de  semejante 
influjo,  como  ha  demostrado  el  Sr.  Giner  (2),  como  luego  ve- 
remos. 

A  mi  modo  de  ver,  la  doctrina  del  Estado  de  Hegel,  inde- 
pendientemente de  la  teoría  de  la  voluntad,  es  un  realismo 
metafísico;  y  en  cuanto  realismo  (y  á  veces  con  dejos  metaf isl- 
eos), perdura  y  domina  en  gran  manera  en  el  pensamiento  polí- 
tico moderno;  se  trata  de  un  realismo  interpretativo  que  permite 
-ser  rectificado,  infundiendo  en  él  por  vía  de  interpretación, 
un  idealismo  imaginativo,  personalísimo. 

Procuraré  explicarme. 

En  el  hermosísimo  prólogo  á  la  Filosofía  del  Derecho  (1820), 
indica  Hegel  su  método  y  su  criterio  filosófioo.  cEl  objeto  de 
oste  tratado,  dice,  como  ciencia  política,  se  reduce  á  un  ensayo 
para  comprender  y  exponer  el  Estado  como  un  racional  en  sí. 
En  cuanto  filosofía,  se  cuidará  muy  bien  de  construir  un  Es- 
tado cual  debería  ser»;  una  doctrina  filosófica  no  puede  enseñar 
á  los  Estados  cómo  deberían  ser:  clai^filosofía  busca  lo  que  es, 
porque  loque  es,  es  la  razón»  (8).  Recuérdese  el  famoso  afo- 
rismo, resumen  y  compendio  de  la  filosofía  hegeliana: 

Lo  que  es  racional  ei  real; 
Y  lo  ^ue  es  real  es  racional. 


(1)  V.  Laband,  ob.  cit. 

(2)  Ob.  cit.,  pá«e.  161  y  187. 

(3)  Hegel.  Werke.  Orandlinien  der  Philophie  des  Bechts.^  pág.  18. 
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«El  individuo  es  hijo  de  su  iUmpo,  y  la  filosofía  consiste  en* 
comprender  su  tiempo  en  el  pensamiento»  Es  tan  vano  soñar  un» 
filosofia  que  se  adelante  á  la  actualidad,  como  creer  que  un 
individuo  está  fuera  de  su  tiempo.  Si  una  teoría  va  más  allá^ 
lo  que  hace  entonces  es  fabricar  un  mundo  eomo  debía  ser. 
Un  mundo  que  no  existe  sino  en  la  imaginación,  elemento 
aéreo,  en  el  cual  toma  forma  todo  lo  que  se  quiera»  (1). 

Verdaderamente,  para  Hegel  la  función  de  la  filosofía  es^ 
«reconocer  la  razón  en  la  realidad  y  darse  por  contento»:  di- 
riamos  que  la  tarea  de  la  filosofía  y  de  la  ciencia  como  filoso- 
fía (y  aun  como  historia),  consiste  en  desentrañan*  la  realidad,, 
en  cuyo  fondo  late  lo  racional,  lo  que  es. 

Ahora  bien:  ¿quién  no  ve  en  este  criterio  metódico  y  lógi- 
co, el  germen  de  toda  la  corriente  posiiiva  de  nuestros  tiempos?* 
Lo  particular  de  Hegel,  quizá  esté  en  la  interpretación  me- 
tafísica de  la  sustancia  ó  contenido  de  la  realidad,  como  reali-^ 
dad  absoluta,  interpretación  por  donde  Hegel  se  separa  de 
Eánt;  para  Hegel,  en  efecto,  no  hay  en  rigor  noúmeno  A  dife- 
rencia del /eitdmeno,  ni  distinción,  como  en  Schopenhauer;  el 
noúmeno  voluntad^  el  fenómeno  representación.  El  fondo  de  la 
realidad  es  lo  racional,  que  se  manifiesta  como  real. 

Pero  esta  posición  realista,  quietista^  y  en  cierto  respecto  de 
puro  histerismo,  de  Hegel,  no  impide  que  este  baya  idealizado 
la  realidad,  imaginando  todo  un  proceso  histórico,  y  toda  una 
misión  providencial,  v.  gr.,  al  Estado  germánico.  Hegel  des- 
entraña de  la  realidad  la  justificación  metafísica  del  Estado 
alemán  ó  prusiano;  tarea  científica  que  aun  domina,  no  pocos 
espíritus  políticos  modernos.  En  rigor,  siguen  á  Hegel  muchos 
de  los  comentaristas  actuales  de  la  constitución  alemana  que 
se  imponen  como  tarea  construir  doctrinas  jurídicas  para  jus 
tificar,  por  el  examen  de  Ja  realidad  del  Imperio  alemán,  su 
sustantividad,  su  soberanía,  su  personalidad,  su  omnipotencia.. 


(1)    Ob.  cit.,  pág.  18. 


/ 
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JBastará  consultar  por  vía  de  ejemplo  á  M.  Laband  (1).  Esto 
í"  -aparte  de  que  en  la  doctrina  política  de  Hegel  hay— sobre  todo 

al  explicar  la  organización  interior  del  Estado  y  la  ley  general 
-de  la  historia  univer-^al— ana  orientación  de  cómo  debe  ser  el 
Estado,  que  por  cierto  realizó  á  las  mil  maravillas  el  Estado 
prusiano  ó  germánico.  La  filosofía  política  hegeliana  fué,  no 
ya  idealista,  ó  mejor  sugestiva  de  una  realidad  futura  para  el 
pueblo  alemán,  sino  hasta  prof ética  (2). 

Mas  prescindiendo  de  estas  indicaciones  generales,  veamos 
cómo  afirma  Hegel  la  existencia  real  y  racional  del  Estado,  y 
<i6mo  surge  en  éste  la  voluntad,  ó  bien,  como  es  esta  voluntad 
«n  6í. 

El  Estado,  en  la  filosofía  de  Hegel,  está  comprendido  en  el 
■mundo  moral,  el  cual  entraña  como  contenido,  el  Derecho,  la 
Etica,  el  Estado  y  la  Historia  universal.  Y  el  fondo  común  del 
mundo  es  la  voluntad. 

«Así  como  en  definitiva,  dice  Btahl  exponiendo  á  Hegel» 
«1  Universo  emana  del  pensamiento,  abstracción  hecha  de  un 
49ujeto  pensante,  el  mundo  moral  procede  de  la  voluntad,  abs- 
tracción hecha  de  un  sujeto,  no  de  la  voluntad  humana,  como 
en  Rousseau,  ni  de  la  voluntad  divina,  como  en  el  punto  de 
vista  cristiano,  sino  de  la  voluntad  simple,  que  implica  loa 
puros  momentos  de  la  voluntad  que  se  encuentran  en  todo 
querer  de  la  voluntad  tomada  como  idea.  Según  esto,  el  dere- 
cho, la  moral,  el  Estado,  todas  las  prescripciones  é  institución 
nes  éticas,  no  tienen  otro  fundamento  ni  otro  fin,  que  realizar 
«sta  voluntad  sin  sujeto  activo  impersonal»  (3).  La  innovación 
quizá  más  interesante  que  Hegel  introduce  en  el  punto  de 
vista  político  y  jurídico,  es  la  afirmación  de  la  voluntad  objeH* 
m.  «Hasta  entonces  y  á  partir  de  Grecia,  dice  Stabl,  el  de- 
irechp  se  había  fundado  en  la  voluntad  individual»  (4)    He- 


(1)  Ob.  cit..  I,  cap.  2.<',  10.  El  sujeto  de  la  poteacla  del  loiperlo. 

(2)  Véase  sobre  esto  Levy-Brahl.  Ob.  cit.,  parte  8.*,  cap.  3.° 
fS)  Historia  de  la  Filosofía  del  derecho,  trad.  ean  pág.,  812. 
(i)  Stahl,  id.  ,        ) 
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gel  pone  como  fondo  de  la  realidad  moral,  como  contenido  det 
mundo  moral,  la  volnntad,  sin  sujeto;  lo  racional,  la  entraña 
de  la  realidad,  es  voluntad.  A  pesar  de  las  acometidas  de  Scho- 
penhauer,  Hegely  él  no  están  tan  alistantes.  Si  quitamos  todo 
el  sabor  metaflsico  á  la  idea  de  voluntad  de  Hegel,  ahí  está  el 
germen  de  muchas  concepciones  modernas,  empíricas,  de  la 
fuerza,  de  la  energía,  de  la  actividad,  no  oomo  fondo  de  la  rea- 
lidad, sino  como  expresión;  el  germen  del  dinamismo  social  y 
político,  hoy  tan  en  auge  en  la  ciencia  sociológica  y  del  Es- 
tado (1). 

SI  Estado  es  para  Hegel  un  momento — lógico,  dialéctico — 
del  mundo  moral;  por  el  Estado  se  resuelve  la  oposición  de  la 
familia  y  de  la  sociedad  civil.  El  Estado,  según  esto,  es  necesa- 
rio, como  expresión  de  la  voluntad  que  se  pone  en  contradic- 
ción de  términos  y  se  completa  en  una  superior  armonía  (2). 

Concretamente:  cel  Estado  es  la  realidad  de  la  idea  moral,. 
— Sitilichen  Idee — el  espíritu  moral,. como  la  voluntad  sustan- 
cial manifiesta  y  por  sí  evidente,  que  se  piensa  y  sabe,  y  cumple 
lo  que  sabe  en  cuanto  lo  sabe.  Tiene  su»  realidad  inmediata  en 
la  moral,  y  su  existencia  inmediata  en  la  conciencia,  en  el  saber 
y  en  la  actividad  del  individuo,  quien  tiene  su  sustaiuial  liber- 
tad en  el  seno  del  Estado,  como  esencia,  fin  y  producto  de  sa 
actividad»  (3). 

cEl  Estado,  añade,  como  la  realidad  de  la  voluniai  sustan- 
ctoZ,  que  alcanza  en  él  la  elevación  de  la  conciencia  particular 
á  la  universalidad,  es  lo  raciimal  en  sí  y  para  sí— ito  an  una 
fürBtck  Vemünjiige—.  Semejante  unidad  sustancial  es  el  fin  ab 
soluto  y  firme,  en  el  cual  la  libertad  alcanza  su  punto  subli  • 
me,  que  tiene  sobre  los  individuos  el  más  alto  derecho,  siendo» 


(1)  Claró  es  que  la  concepción  no  se  inicia  en  Hegel;  pero  en  He- 
gei  en  1  mina  á  modo  de  nna  gran  intuición  que  constituye  el  eje  de 
su  sistema. 

La  doctrina  de  las  Ideas  fuertas,  de  Fonillée,  tiene  un  fondo  he- 
geliano  indudable. 

[2;    Ob.  Cit.,  §§  264,  256  y  266. 

[8)    Ob.  cit.,  pág.  806. 
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para  éstoe  el  más  alio  deber  ser  miembros  del  Estado»  (1).  Por- 
que el  individuo  no  tiene,  ni  objetividad,  ni  virtud,  ni  moral, 
eino  en  cuanto  es  miembro  del  Estado,  el  cual  es  «el  espíritu 
objetivo». 

Refiriéndose  á  Rousseau,  y  contrastando  su  doctrina  con  la 
del  Céntralo  social^  escribe  Hegel  estas  lineas  interesantes:  <  Al 
investigar  Rousseau  tal  noción — el  Estado — ha  tenido  el  mé- 
rito de  señalar  como  principio  del  Estado,  la  voluntad;  prin- 
cipio éste,  que  no  sólo  por  su  forma,  como  el  del  instinto  so- 
cial ó  el  de  la  autoridad  divina,  sino  también  por  su  contenido, 
es  xm  pensamiento  i  más  el  'pensar  mismo.  Pero  cuando  la  vo- 
luntad se  comprende  tan  sólo  en  la  forma  determinada  de  la 
voluntad  individual  (como  hace  Fichte),  y  no  se  entiende  la 
voluntad  universal  como  la  voluntad  racional  en  sí  y  para  sí, 
sino  como  voluntad  proveniente  de  las  voluntades  individua- 
les, en  cuanto  conocidas,  la  asociación  de  los  individuos  en  el 
Estado,  se  verifica  por  contrato,  el  cual  tiene  por  l^ase  el 
acuerdo  expreso,  arbitrario  y  caprichoso,  de  donde  se  siguen 
ulteriores  consecuencias  intelectuales  destructivas  del  Estado 
divino  y  de  la  absoluta  majestad  del  mismo...»  (2).  He  aquí 
aun  más  clara  la  idea:  €Ck)ntra  el  principio  de  la  voluntad  in- 
dividual, es  preciso  prevenirse  con  la  noción  fundamental  de 
que  la  voluntad  objetiva  es  lo  racional  en  si,  en  su  noción,  sea 
ó  no  sea  reconocida  y  querida  por  loe  individuos  á  su  capri- 
cho» (8).  El  Estado  en  sí  y  para  sí,  es  el  todo  moral,  la  actua- 
ción de  la  libertad;  es  el  espíritu  que  está  en  el  mundo,  y  se 
realiza  con  conciencia  en  el  mismo...;  el  Estado  está  presente 
en  la  conciencia,  conociéndose  á  sí  propio  como  objeto  exis» 
tente...»,  y  se  realiza,  conózcalo  ó  no  el  hombre;  es  la  efectivi* 
dad  de  Dios  en  el  mundo;  el  fundamento  del  Estado  «es  la 
fuerza  de  la  razón  que  obra  como  voluntada.  «El  Estado  no  es  una 


(1)  Ob.  cit.,  pág.  806. 

(2)  Ob.  cit.,  pág.  807. 
(8)    Ob.  cit.,  pág.  808. 
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obra  de  arte»,  persiste  y  vive  á  través  de  lo  accideotal...  (],)• 
Para  señalar  todo  el  alcance  del  inflajo  de  Hegel,  ó  por  lo 
menos  la  huella  de  su  pensamiento,  en  buena  parte  de  las  doe» 
trinas  contemporáneas,  aun  habría  que  seguir  su  razonamiiento 
á  través  de  sus  explicaciones  de  los  momentos  en  que  se  des  - 
arrolla  la  idea  del  Estado,  á  saber:  1.^,  el  Bstado  en  su  organi- 
zación interior,  esto  es,  el  Estado  .en  la  Constitución  ó  en  su 
Derecho  político  interno—Verfasiung  oder  inneres  SíaaUrechi;  2.^, 
el  Estado  en  relación  con  los  demás,  ó  sea  en  el  Derecho  palUico 
extemo^üusseres  Staatsrechl;  y  ó.^,  el  Estado  en  la  idea  ani- 
versal,  el  Estado  en  la  historia  del  mundo;  sobre  todo,  para 
nuestro  efecto,  importaría  el  primer  desarrollo  de  esta  dialéc* 
tica  especial  del  Estado. 

Hegei,  aunque  deduce  la  existencia  del  Estado  de  la  vo- 
luntad sin  sujeto,  de  la  voluntad  como  realidad,  que  contiene 
toda  la  fuerza  que  entraña  la  Idea*-DÍ06 — al  concretar  la 
existencia  de  la  Idea  del  Estado,  en  el  desarrollo  lógico  del 
mundo  moral,  en  suma,  al  pasar  de  la  voluntad  absoluta,  á  la 
voluntad  actuante  que  se  manifiesta  en  el  Estado,  no  puede 
menos  de  personificarlo  en  una  representación  actual,  en  ei 
Gobierno;  y  así,  prácticamente,  la  doctrina  del  Estado  de  He- 
gei, con  todo  su  aparato  metafísico,  se  traduce  en  una  afir- 
mación favorable,  no  ya  á  la  sustantividad  del  Estado,  y  al 
reconocimiento  de  una  voluntad  colectiva,  cuyo  sujeto  fuera 
el  todo  social — v.  gr.,  el  pueblo — ,  sino  á  la  sustantividad  vir- 
tual, elevada,  omnipotente,  metafísica,  indiscutible  en  su 
fuerza  incontrastable,  de  las  instituciones  gobernantes,  en  las 
cuales  viene  como  á  sintetizarse  lo  racional,  la  entraña  mis* 
ma  de  la  realidad.  Por  este  lado  Hegel  ha  sido,  y  es,  el  inapi- 
pirador  más  poderoso  del  absolutismo  del  príncipe  y  del  ab- 
solutismo del  Estado,  que  ha  tenido  su  expresión  más  pura 
y  completa  en  el  Estado  prusiano,  y  de  la  cual  es  aun  una 
consecuencia  muy  específica,  el  actual  Imperio  alemán,  te» 

(1)    Ob.  cit.,  V.  el  §  2áS. 
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Hiendo  reflejos  á  veces  harto  acentuados  en  las  aspiraciones 
«imperialistas»  de  los  puebloe. 

Pero,  prescindiendo  de  esto,  si  una  vez  más  procuramos 
despojar  de  su  ropaje  metafísico  y  personal,  de  estilo  á  veces, 
é  las  ideas  de  Hegel  sobre  el  Estado,  en  sus  dos  elementos, 
fundamental  y  personal,  quiero  decir,  el  concepto  del  Estado 
en  si,  y  la  noción  de  éste  como  Estado  constituido,  quedan  á 
mi  ver  en  pie  varias  indicaciones,  que  traducidas  en  un  len- 
i;aaje  positivo,  quizá  puedan  expresarse  en  estos  términos: 

1.^  El  Estado  es,  sobre  todo,  volunf<id;  en  otras  palabras,  el 
Estado  es  fuerza,  energía,  que  tiene  su  raíz  originaria  en  la 
realidad,  y  más  concreta  y  expresivamente,  en  la  vida;  allá  en 
'Cl  fondo  de  donde  brota  la  energía  del  Universo,  brota  ó  se 
«labora  el  Estado;  mejor  aún,  el  Estado  es  actividad  real  y 
viva,  que  se  hace  sentir  como  voluntad. 

2.^  El  Estado  es  cosa  sustantiva:  su  acción  es  suya,  se  re« 
vela  con  voluntad  propia,  distinta,  que  no  nace  del  acuerdo  de 
las  voluntades  individuales,  que  no  es  posterior  á  éstas,  sino  su- 
perior siempre,  y  constantemente  existente  al  par  de  ellas:  en 
suma,  la  voluntad  concreta  del  Estado  es  voluntad  del  Esta- 
do, que  se  elabora  como  voluntad  del  Estado,  por  él  y  en  él. 

3.^  £1  Estado  es  necesario,  y  como  necesario,  natural, 
tiene  una  voluntad  necesaria. 

4.^  La  voluntad  del  Estado  se  manifiesta  en  la  historia  j 
á  través  de  ella,  expresándose  á  través  de  la  constitución,  en 
las  instituciones  que  le  personifican. 

Ahorf  .bien:  estas  ideas,  rectificadas,  interpretadas  aegún 
las  enseñanzas  positivas,  bajo  el  influjo  de  la  sociología,  priva* 
das  ó  no  de  sus  supuestos  metafisioos,  ó  apoyadas  en  otros  máa 
ó  menos  implicitoe,  y  mezcladas  á  veces  con  las  de  Rousseau, 
imperan  en  gran  parte  de  las  doctrinas  políticas  modernas,  y  se 
traslucen  en  todas  las  que  se  inclinan  á  atribuir  al  Estado  vo- 
luntad distinta,  personalidad  sustantiva,  ó  cuando  menos  el 
carácter  de  simple  sujeto  de  dereehos. 

Hay,  sin  duda,  ya  lo  advertimos,  cambios  importantes;  no 
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puede  prescindirse  en  la  interpretación  de  las  concepciones 
contemporáneaB,  de  la  voluntad  del  Estado  y  de  bu  personali» 
dad,  de  la  acción  modificadora  de  la  escuela  histórica,  qu& 
introduce  en  la  voluntad  hegeliana  objetiva,  el  sujeto  vivo 
del  pueblo,  con  su  espíritu  generador  de  la  costumbre  real,  7 
con  su  fuerza  efectiva,  ó  sea  con  dinamismo  creador  del  dere- 
cho, del  lenguaje,  de  la  religión,  y  de  todas  las  grandes  obras 
oolectivas;  ni  cabe  tampoco  prescindir  del  punto  de  vista  or- 
gánico, que  procedente  de  Schelling,  tiene  una  manifestación 
fecundísima  en  Elrause  y  su  escuela;  punto  de  vista  que  mo- 
difica el  carácter  exclusivista  de  la  voluntad,  para  explicar  la 
sustantividad  del  Estado;  ni  es  posible  olvidar,  por  fin,  cuánto 
supone  en  la  elaboración  de  la  noción  contemporánea  de  la  vo« 
luntad  del  Estado,  la  psicología  colectiva  ó  social,  y  la  socio- 
logia  con  todas  sus  hipótesis,  para  explicar  la  naturaleza  de 
la  sociedad — la  voluntad  social — ...;  todo  esto,  repito,  es  preci- 
so recordarlo,  y  de  todo  ello  hay  huellas  profundas,  manifesta- 
ciones  importantísimas,  en  la  elaboración  actual  de  las  doctri- 
nas favorables  á  la  sustantividad  del  Estado,  y  no  podría  formu- 
larse una  teoría  de  ésta  sin  tenerlo  presente;  pero  esto  no 
obsta  para  que  podamos  asegurar,  que  los  antecedentes  más 
calificados  de  las  concepciones  contemporáneas  del  Estado, 
que  admiten  como  cosa  real  la  existencia  de  una  voluntad  en 
el  mismo,  aunque  sea  como  expresión  política  de  la  voluntad 
social,  voluntad  colectiva,  están  en  las  doctrinas  de  Rousseau 
y  de  Hegel. 

Procuraremos  demostrar  nuestra  tesis  en  otro  articulo. 

Adolfo  Posada, 

Profesor  de  U  Univenidad  de  Oyiedo. 


DERECHO  PENAL 


LftiBtendta  tn  les  dalitei  7  n  esUfflMlta  por  al  Jwsdo. 

I.  La  intenoión  como  elemento  ético:  ausencia  total  del  elemento  intencio-- 
nal,  y  nM>diñcacione8  de  la  intención. — II.  Competencia  del  Jurado  y 
términos  de  su  contenido. 

L  La  determinación  injusta  de  la  voluntad  negando  vio- 
lentamente el  Derecho,  y  la  posición  antijurídica  en  que  eL 
sujeto  se  coloca,  desconociendo,  no  un  derecho  privativo  y  es- 
pecifico, sino  todo  un  orden  de  relaciones  jurídicas,  genera  el 
hecho  culposo  que  requiere  para  el  restablecimiento  de  dicha» 
relaciones  la  reacción  de  la  pena,  que  debe  subseguir  inmedia- 
tamente  á  la  violencia  que  la  acción  malvada  representa. 

La  intención  en  el  proceso,  desenvolvimiento  y  finalidad 
del  acto  antijurídico  que  el  delito  significa,  es  un  elemento  de 
naturaleza  psíquica,  cuya  presencia,  dado  su  origen  interno,, 
sólo  podrá  ser  apreciada  por  hechos  de  observación  extema 
que  revelen  la  relación  lógica  entre  los  medios  de  acción  uti*^ 
Usados  por  el  agente,  y  el  resultado  de  la  acción  misma. 

Porque  no  es  la  voluntad  en  su  concepto  genérico  lo  quo 
integra  la  intencionalidad  característica  del  dolo,  que  es  alma,, 
vida,  raíz  y  sustancia  del  delito  en  toda  la  extención  de  su  sig- 
nificado ante  el  Derecho.  Sin  la  voluntad,  ó  sea,  sin  la  cons-^ 
cíente  resolución  que  impulsa  nuestro  activo  movimiento  en 
el  obrar  injusto,  no  puede  sernos  atribuido^  ^xx  términos  de 
responsabilidad,  ningún  acto;  porque  lo  involvxtx^^^^  ^^  ^^  ^^^ 
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más  faente  de  imputabilidad,  y  los  movimientos  primeros  é 
inconscientes,  aun  no  siendo  ordenados  al  fin  del  Derecho, 
son  en  todo  caso  motivo  de  excusación  ante  la  ley  penal. 

Pero  ocurre  á  veces  que  en  las  determinaciont;s  de  nuestra 
actividad,  el  acto  que  nos  propusimos  realizar,  ajeno  tal  y 
como  fué  concebido  á  toda  transgresión  jurídica,  produce  en 
BUS  consecuencias  un  delito;  ó  que,  reprobado  ó  punible  en  si 
mismo  el  hecho  ejecutado,  la  finalidad  excedió  á  aquello  que 
nuestra  voluntad  quiso  real  y  efectivamente  ejecutar.  Licito  es 
el  acto  voluntario  de  desmontar  en  el  interior  de  nuestra  casa 
«un  arma  de  fuego,  y  seguramente,  quien  esto  hizo,  no  tuvo  el 
propósito  criminal  y  doloso  de  herir  ó  matar  al  transeúnte  que 
discurría  por  la  calle:  voluntaria  fué  la  acción,  pero  nos  guar- 
daríamos mucho  de  llamarla  intencionada,  en  razón  á  que  la* 
relación  de  armonía  entre  el  imperativo  de  la  voluntad  del 
agente  y  la  finalidad  de  su  resultancia,  aparece  clara  y  vsoio- 
ñámente  quebrantada.  La  ausencia  del  intento  que  caracteriza 
^1  dolo,  es  total,  pero  no  puede  decirse  sin  error  que  el  acto  fué 
involuntario,  pues  obra  de  la  voluntad  debe  estimarse  el  hecho 
de  descargar  el  arma  sin  prever  lo  que,  siendo  previsible,  pudo 
ser  evitado;  y  esa  omisión  punible  en  el  obrar  es  precisamente 
^1  origen  de  la  responsabilidad,  que  surge  más  bien  que  del 
^cto  querido  por  el  sujeto  responsable,  de  sus  previsibles  aun  • 
^ue  imprevistas  consecuencias. 

Acontece  también,  que  concurriendo  el  dolo,  ó  sea  la  vo- 
luntad criminal  en  la  concepción  del  hecho  y  en  su  ejecución 
consciente,  la  realidad  fué  más  allá  del  propósito  del  culpa* 
ble,  que  el  mal  causado  excedió  del  que  éste  se  propuso  ejecu- 
itar,  en  una  palabra,  que  el  delito,  tal  y  como  se  oirece  atíte  la 
sanción  de  la  ley,  no  tiene  notas  de  tanta  gravedad  como  aquél 
<iue  quiso  é  intentó  cometer  el  sujeto  responsable.  No  es  posi- 
ble entonces  negar  el  dolo  por  la  inconoorrencia  de  la  inten- 
<;ión  5.^,  la  cual  únicamente  se  nos  presenta  parcialmente 
aminorada,  y  así  surtirá  sus  efectos  en  orden  á  laresponsa^ 
bilidad. 
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TodaTÍa  habrá  de  ofrecérsenos  el  elemento  intencional  en 
otro  bien  original  aspecto.  Nos  referimos  al  caso  en  que  el  de« 
lito  realmente  ejecutado  es  absolutamente  distinto  de  aquél 
qne  el  sujeto  quiso  y  se  propuso  en  efecto  ejecutar:  aspecto  de 
la  intención  en  el  delinquir  previsto  en  el  art.  66  de  nuestro 
Código  penal.  Si  la  intención  es  aquella  determinación  cons- 
ciente de  nuestra  voluntad  en  orden  al  propósito  concebido,  de 
tal  manera  que  el  acto  realizado  sea  en  sí  mismo  y  en  sus  con- 
secuencias el  que  el  agente  quiso  realizar,  so  puede  dudarse 
de  que,  quien  al  herir  y  matar  á  un  extraño,  hiere  ó  mata  á  su 
padre  por  un  accidente  ajeno  á  du  propósito,  no  tuvo  intención 
de  cometer  un  parricidio,  y  ello  no  obstante,  la  ley  agrava  su 
responsabilidad  imponiéndole  una  mayor  pena  que  al  reo  de 
homicidio  no  cuali^cado.  Desde  luego  que  cuando  en  el  obrar 
de  la  voluntad  no  se  adivina  propósito  alguno  de  delinquir, 
el  dolo  no  concurre  en  la  acción,  que  en  si  misma  es  ajena  de 
todo  punto  á  la  sanción  de  la  ley  penal.  No  hay  la  voluntad 
culpable — voluntas  sceleris — que  integrando  el  dolo  origina  la 
imputabilidad  criminal  en  el  sujeto  responsable;  pero  si  ese 
acto  voluntario,  aunque  criminalmente  imputable,  causa  un 
mal  definido  como  delito  por  efecto  de  nuestra  actividad  inerte 
y  descuidada,  de  nuestro  proceder  temerario,  aunque  ininten- 
cional,  ¿cómo  no  exigir  responsabilidad  ante  la  loy  á  quien  por 
obra  de  su  voluntad,  ya  que  no  de  su  intención,  produjo  un 
hecho  perturbador  de  aquella  tranquilidad  jurídica,  que  es  la 
resultante  del  ordenado  ejercicio  del  Derecho?  La  ley  positiva 
atiende,  al  acudir  á  la  defensa  del  derecho  social,  más  que  al 
estudio  psicológico  de  ciertos  elementos  de  investigación  in- 
terna  que  informan  y  determinan  el  modo  de  obrar  de  la  acti- 
vidad del  hombre,  al  efectivo  resultado  de  la  acción  ejecutada, 
entendiendo  justo  reprimir  los  aticntados  al  derecho  que  son 
debidos  á  una  omisión  culpable  en  el  desenvolvimiento  de 
nuestres  facultades  psíquicas,  si  bien  templando  los  rigores  de 
la  pena,  invocando  motivos  de  equidad  que  dulcifican  y  dan- 
realidad  de  vida  á  la  acción  de  la  justicia. 
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La  concurrencia  en  más  ó  en  menos  del  elemento  intendo* 
nal,  reviste,  por  el  contrario,  de  la  notoriedad  de  en  ausencia, 
^1  acto  voluntario  del  carácter  de  doloso,  y  en  virtud  del  princi- 
pio de  que  el  que  es  causa  de  la  causa,  es  causa  de  lo  causado,  é 
invocando  la  doctrina  jurídica  de  la  responsabilidad  del  hecho 
por  sus  consecuencias,  se  imputa  al  agente  un  delito  que  no 
tuvo  intención  de  cometer,  como  acontece  en  el  delito  de  lesio- 
nes, cuando  por  circunstancias  ajenas  al  propósito  del  culpa- 
ble sobreviene  la  muerte,  y  se  le  estima  reo  de  homicidio. 

Nuestro  Tribunal  de  casación  ha  establecido,  en  cuanto  á 
la  responsabilidad  del  autor  de  un  hecho,  cuyas  consecuencias 
originaron  un  distinto  delito  de  aquél  que  el  culpable  quiso 
y  se  propuso  cometer,  una  doctrina  tan  explícita  como  termi- 
nante.  Son  imputables,  dice  la  sentencia  de  3  de  Abril  de  1908, 
publicada  el  23  de  Mayo,  al  culpable,  las  naturales  consecuen 
xíías  del  acto  constitutivo  del  delito  que  ejecuta,  siempre  que 
el  hecho  no  resultase  agravado  por  cualquier  otra  acción  im 
putable  al  ofendido  ó  á  tercera  persona;  en  virtud  de  cuya  doc- 
trina, al  establecer  el  Jurado  que  la  pulmonía  traumática  con- 
secutiva á  la  herida  del  pecho  sobrevino  por  no  haber  sido  la 
lesionada  oportuna  y  convenientemente  curada,  como  en  el  ve- 
redicto no  se  afirma  que  una  tercera  persona  pueda  ser  respon- 
sable de  tal  omisión,  ni  en  qué  consista  la  falta  de  oportuni- 
dad y  conveniencia  del  tratamiento,  y  pudiendo  la  muerte  ser 
una  consecuencia  fatalmente  necesaria  de  la  lesión,  debe  res* 
ponder  el  acusado  del  delito  de  homicidio  y  no  del  de  lesio- 
nes (1). 


(1)  Es  por  todo  extremo  notable  la  doctrina  establecida  acerca 
-de  la  responsabilidad  del  heciio  y  sns  consecnencias  en  la  sentencia 
de  11  de  Octubre  de  1902,  pnb.  el  17  de  Enero  de  1908.  En  ella,  y 
no  obstante  haber  negado  el  veredicto  la  culpabilidad  del  actuado  como 
autor  de  la  muerte,  afirmando  tan  sólo  en  otra  pregunta  serlo  de  le 
siones  graves,  el  Tribunal  Supremo  declaró  que  aún  no  recono 
ciendo  el  Jurado  la  culpabilidad  por  el  homicidio,  como  el  autor  de 
un  acto  consciente  y  voluntario  lo  es  de  sus  consecuencias,  y  no 
•constando  abandono,  negligencia  ó  descuido  en  el  lesionado,  ni 
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Ocurre  asimismo  con  sobrada  frecaencia,  que  los  tribuna- 
les del  juicio  se  ven  en  la  necesidad  del  investigar,  ^1  definir 
-el  delito,  cuál  fuese  la  intención  del  culpable,  elemento  sus- 
tancial en  muchos  casos  para  la  acertada  denominación  jurí- 
dica del  hecho  procesal.  El  disparo  de  arnia  de  fuego  que  no 
produce  consecuencias,  ó  que  ocasiona  tan  sólo  lesiones,  puede 
elevarse  á  la  categoría  de  un  homicidio  ó  asesinato  frustrado, 
según  conste  ó  no  probado  que  el  agente  tuvo  intención  de 
matar,  y  si  no  produjo  la  muerte  se  debió  á  causas  ajenas  de 
todo  punto  á  su  propósito,  criminalmente  encaminadoá  tal  fina- 
lidad. Fenómeno  interno  éste  de  la  intención,  sólo  puede  ser 
determinado  poniendo  en  armonía  la  resultancia  del  acto  con 
los  medios  utilizados  para  su  ejecución,  estableciendo  la  pro 
porcionalidad  necesaria  entre  la  extensión  del  mal  causado  j 
los  antecedentes  del  lugar,  tiempo  y  forma  en  que  fué  produ- 
-cido.  Dificil  tarea  de  investigación,  porqué  hay  necesidad  de 


laobservancia  de!  plan  curativo,  el  procesado  era  responsable  del 
delito  de  homicidio  y  no  del  de  lesiones  graves. 

Otra  sentencia,  la  de  2  de  Abril  de  1902,  pub.  el  23  de  Mayo,  es- 
tablece las  excepciones  del  caso  de  i m potabilidad  del  hecho  por  sns 
consecuencias,  de  modo  tan  explícito,  que  no  puede  suscitarse  duda 
alguna  en  la  materia.  He  aquí  su  doctrina: 

Que  8Í  Hen  e»  constante  doctrina  del  Tribunal  Snpremo  que  quien 
-es  autor  voluntario  de  un  hecho  lo  es  también  de  sus  consecuencias,  y  por 
tanto,  que  el  que  causa  unas  lesiones  que  ocasionan  la  muerte  por  reía- 
aián  más  ó  menos  directa^  habrá  de  responder  del  resultado  definitivo  del 
acto  Secutado,  esa  doctrpta  carece  de  aplicación  al  caso  en  que  notoria- 
mente conste  que  las  lesiones  hubiesen  curado  dentro  de  tal  ó  cual  periodo 
con  independencia  de  la  muerte  sobrevenioa,  y  resulta  asimismo  probado 
que  ésta  ocurrió  á  consecuencia, de  actos  maliciosos  ó  imprudentes  del  le  • 
sumado^  ó  de  tercera  persona,  porqtie  es  principio  de  moral,  universal- 
mente  reconocido,  que  Tíadie  debe  responder  más  que  de  8us  propios  actos 
y,  de  las  conseeuendas  de  clips  lógicamente  derivadas,  y  no  de  los  que  con 
solucién  de  continuidad  con  relación  á  la  cwusa  inicial,  son  producto  del 
dolo,  imprudencia  ó  impericia  de  un  tercero, 

Qj^e  en  consecuencia  de  esta  doctrina,  afirmando  él  Jurado  con  in- 
cuestionable competencia^  que  las  lesiones  hubieran  curado  con  pérdida 
del  brazo,  si  no  hubiesen  sobrevenido  complicaciones  por  los  errores  que  el 
Médico  cometió^  es  obvio  que  el  procetado  no  puede  ser  responsable  del 
delito  de  homicidio,  sino  simplemente  del  de  lesiones  graves  con  pérdida 
de  iñienibro  principal,  previsto  en  el  núm,  2.^  del  art.  431  del  Código 
penal.— (S.  del  A.) 


48  BBVIBTA  DK  LXGIBI^AOIÓN 

exteriorizar  aquella  misteriosa  labor  del  intelecto  humano  que 
concibe  y  desarrolla  en  impenetrable  silencio  la  realización 
externa  de  los  actos  humanos»  cuya  ejecución  encomienda  á  la 
voluntftd. 

En  conclusión:  la  intención  como  elemento  ético  del  delito 
no  aparecerá  seguramente  en  aquellos  actos  que  contra  el  pro 
pósito  del  culpable,  si  bien  por  su  descuido  ó  negligencia,  oca- 
sionaron un  mal  expresamente  definido  como  punible  en  la  ley 
— imprudencia  temeraria  ó  simple  con  infracción  de  reglamen- 
tos — ;  resultará  como  motivo  de  atenuación  si  el  mal  produ- 
cido fué  de  mayor  gravedad  que  el  que  se  propuso  realizar  el 
culpable;  y  finalmente,  el  elemento  intencional  podrá  sufrir 
tal  desviación  que  llegue  á  penarse  un  delito  de  distinta  natu- 
raleza  de  aquel  que  el  culpable  quiso,  y  en  efecto  se  propuso 
cometer. 

II.  La  determinación  de  las  facultades  del  Jurado  en  sus 
relaciones  con  la  Sección  de  Derecho,  aparece  concretamente 
establecida  en  la  ley,  y  la  constante  doctrina  del  Tribunal  d& 
Casación  es  por  todo  extremo  clara  y  concluyente. 

.  Los  jurados  con  absoluta  libertad  de  conciencia  declararán 
la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  de  los  acusados,  respecto  á  ]o& 
hechos  que,  determinantes  de  delito,  les  atribuyan  las  conclu- 
siones definitivas  de  las  partes,  y  la  concurrencia  ó  inconcurren- 
cia  de  los  hechos  circunstanciales  modificativos  total  ó  parcial- 
mente de  la  responsabilidad  criminal;  reservándose  á  los  Magis- 
trados establecer  la  calificación  jurídica  de  los  hechos  afirmado» 
en  el  veredicto,  ya  en  cuanto  á  la  definición  del  delito,  ya  res* 
pecto  á  sus  circunstancias  excluyentes,  agravantes  ó  atenuantes^ 
asi  como  todo  lo  relativo  á  la  responsabilidad  civil  del  procesado- 
ó  de  terceras  personas,  aplicando,  finalmente,  la  pena  estable- 
cida por  la  ley,  ó  decretando  la  absolución  caso  de  inculpaba 
lidad  ó  de  exención  completa  de  responsabilidad  del  presunto 
culpable. 

Ese  principio,  que  pudiéramos  denominar  general,  relativa 
á  la  conúTpetencia  respectivamente  privativa  de  los  jurados  de 
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hecho  y  de  los  Jaeces  de  derecho,  se  desenvaelve  en  otros  ar 
ticaladoB  de  la  ley  al  establecer  la  fórmula  de  las  preguntas 
del  veredicto»  atribuyendo  al  Jurado  la  facultad  de  resolver 
acerca  de  hechos  inductivos  de  elementos  materiales  y  morales 
influyentes  en  la  naturaleza  jurídica  del  delito  imputado,  á  la 
participación  de  los  acusados  como  autores,  cómplices  ó  encu- 
bridores, al  estado  de  ejecución  á  que  llegó  el  delito,  y  á  lai^ 
circunstancias  eximentes,  atenuantes  ó  agravantes  que  hubie- 
ren concurrido. 

En  cuanto  al  elemento  intencional,  cuya  trascendencia 
es  innegable  en  el  delito,  el  Jurado  define,  no  el  hecho,  sino 
el  concepto  integrante  de  la  intención  en  los  casos  de  impru 
dencia  temeraria  ó  simple,  con  infracción  evidente  de  dispo- 
siciones de  carácter  reglamentario. 

La  tesis  jurídica  de  la  imprudencia  punible  que  el  Jurado 
afirma  ó  niega  al  contestar  la  pregunta  cuya  fórmula  establece 
elart.  76  de  la  ley,  habrá  siempre  de  venir  subordinada  á  la 
inexcusable  de  culpabilidad,  de  la  cual  es  modificación  que 
á  ella  subsigue,  porque  sin  la  culpa  clara  y  explícitamente 
reconocida,  no  hay  términos  posibles  de  finalidad  en  la  impru- 
dencia. Así  lo  ha  reconocido  el  Tribunal  Supremo  en  senten 
cías  de  10  de  Febrero  de  189t)  y  20  de  Noviembre  del  mismo 
año,  insistiendo  en  tal  doctrina  en  la  de  26  de  Octubre  de  1899, 
publicada  en  7  de  Mayo  de  l^iOO;  siendo  muy  de  tenerse  en 
cuenta  io  establecido  en  la  de  10  de  Enero  de  1902,  publicada 
en  22  de  Septiembre  siguiente,  por  cuanto  en  ella  se  previene, 
que  tratándose  de  simple  imprudencia  con  infracción  de  regla  • 
menfos,  la  pregunta  ha  de  ser,  además  de  subordinada  á  la 
general  de  la  culpa,  única,  esto  es,  incluyendo  en  la  interro- 
gación de  la  simple  imprudencia  la  infracción  de  los  regla- 
mentos, que  la  reviste  del  aspecto  de  delito  atribuido  á  la  com- 
petencia del  Jurado. 

La  doctrina  del  Tribunal  Supremo  en  lo  relativo  á  la  de- 
terminación por  el  Jurado  de  la  intención  como  elemento  mo- 
ral del  delito,  es  bien  terminante  y  aleja  todo  moiivo  de  posi* 
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bles  dudas.  Ed  aquellos  juicios  crimiDales,  en  los  cuales  el 
Jurado  no  interviene,  el  elemento  intencional  no  es  de  la  ex- 
clusiva apreciación  de  las  Salas  sentenciadoras,  porque  de  en- 
tenderse asi,  resultaría  que,  sin  prohibirlo  expresa  ni  tácita- 
mente  la  ley,  vendría  á  quedar  anulado  el  recurso  de  casación 
sobre  tan  importante  extremo,  y  sin  efecto  la  facultad  otor- 
gada al  Tribunal  Supremo  para  resolver  si  el  hecho  era  real- 
mente malicioso  y  no  imprudente  y  temerario,  y  viceversa. 
(Sent.  de  30  de  Diciembre  de  1896.)  Por  el  contrario,  en  los 
procesos  sometidos  al  Tribunal  del  Jurado,  á  éste  con  jurisdic- 
ción inapelable,  toca  y  corresponde  resolver  sobre  la  intencio- 
nalidad en  el  agente,  ya  la  intención  se  estime  como  constitu  • 
yente  del  delito,  ya  haya  de  ser  estimada  como  mera  circuns- 
tancia modificativa  de  la  responsabilidad  criminal  del  acusado. 
(Sentencias  de  10  de  Febrero  y  16  de  Marzo  de  1896  y  6  de 
Abril  de  1897.) 

Aparte  de  los  casos  de  notoria  imprudencia  punible,  en 
que  la  ausencia  de  la  intención  de  causar  el  mal  que  la  ley 
califica  de  delito  es  evidente,  ocurre  á  veces  que  la  intención 
en  el  ánimo  del  culpable  define  ó  no  el  delito,  según  la  deter 
minación  más  ó  menos  concreta  de  ese  elemento  en  sus  rela^ 
clones  con  el  mal  ciertamente  producido.  Sirva  de  ejemplo  el 
delito  especial  de  disparo  de  arma  de  fuego,  en  cuyo  delito,  si 
la  intención  de  dirigir  el  disparo  contra  cualquiera  pér&ona  no 
se  revela  claramente,  ó  si  el  acto  se  produjo  por  mero  descuido 
ó  grave  negligencia,  el  delito  sancionado  en  el  art.  423  del  Có 
digo  penal  desaparece,  y  únicamente  será  estimable  el  de  le* 
siones,  si  con  aquél  se  hubiesen  efectivamente  causado.  (Sen- 
tencia de  20  de  Junio  de  1900.) 

Más  ese  mismo  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  sufre 
modificaciones  trascendentales  en  cuanto  á  su  calificación  ju- 
rídica por  la  presencia  demostrada  de  la  intención  encaminada 
á  la  producción  de  la  muerte  en  la  perBona  victima  del  dis- 
paro, pues  entonces  pudiera  resultar  un  homicidio  ó  un  asesi 
nato  frustrado  integrados  en  el  acto  de  disparar  un  arma  de 
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ioego  contra  una  persona  cualquiera.  El  Tribunal  Supremo 
•decía,  con  sumo  acierto  (Sent.  de  6  de  Abril  de  1897),  «que  al 
4iutor  de  un  delito  penado,  determinado  individualmente  en  la 
ley,  no  cabe  atribuirle  otra  intención  que  la  que  lógica  y  ra* 
<:ionalmente  pueda  derivarse  del  mal  causado,  salvo  cuando 
de  manera  clara  y  terminante  se  demuestre  mayor  trascenden  • 
cia  en  los  propósitos  del  culpable»;  y  a^^imismo,  que  era  evi- 
dente la  intención  de  matar,  «si  atendido  el  arma  con  la  que 
«I  agente  hizo  el  disparo,  la  distancia  á  que  lo  verificó,  la  re* 
^ón  del  cuerpo  á  donde  fué  dirigido  y  las  palabras  ccn  que 
acompañó  la  acometida,  demuestran  por  indudable  modo,  no 
sólo  el  propósito  de  causar  la  muerte,  sino  la  integra  realiza- 
<!ión  de  todos  los  actos  que  debieron  producir  el  delito  de  ase- 
sinato, el  cual  no  llegó  á  consumarse  por  ajenos  motivos  á  la 
voluntad  del  acusado».  (Sent.  de  8  de  Enero  de  1908.) 

La  determinación  del  intento  como  factor  que  en  tales  ca- 
sos define  el  delito,  viene  atribuida  al  Jurado  á  quien  la  ley 
encomienda  la  declaración  concreta,  no  sólo  de  ese  elemento 
moral,  sino  acerca  del  estado  de  ejecución  á  que  llegó  ei  delito, 
sin  que  deba  redactarse  la  pregunta  en  cuanto  á  la  tentativa  ó 
al  delito  frustrado,  en  los  términos  establecidos  por  el  art.  850 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872,  en  razón  á  que 
•el  76  de  la  vigente  ley  del  Jurado,  prohibe  terminantemente 
-el  empleo  en  el  interrogatorio  de  todo  concepto  jurídico.  Bas- 
tará, por  tanto,  fijar  cuidadosamente  los  elementos  morales 
constitutivos  del  delito  ó  de  sus  circunstancias,  á  fiu  de  que  la 
lección  de  derecho  pueda  establecer  la  oportuna  calificación 
legal,  que  de  de  otra  suerte  no  habrá  términos  de  ser  determi- 
nada, mediante  á  la  relación  de  dependencia  que  la  ley  re- 
'quiere  exista  entre  el  reconocimiento  afirmado  en  el  veredicto 
sobre  los  elementos  morales  del  hecho  culposo,  y  su  conceptúa- 
•ción  jurídica  en  la  sentencia. 

No  quiere  ésto  decir  que  cuando  de  homicidio  ó  asesinato 
frustrado  se  trate  no  deba  interrogarse  claramente  al  Jurados! 
él  culpable  tuvo  el  propósito  de  matar ^  limitándose  á  demandar 
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6U8  añrmaciones  acerca  de  hechos  reveladores  de  la  intenciÓD». 
La  doctrina  del  Tribunal  Suprenao  en  las  sentencias  de  27  de 
Enero  y  11  de  Julio  de  190*3,  no  obstante  lo  establecido  en  la 
de  8  de  Enero  del  mismo  año,  parece  requerir  la  necesidad  de 
que  la  afirmación  del  Jurado  sea  explícita,  no  sobre  hechos 
meramente  inductivos  de  la  intencionalidad,  sino  acerca  de  la 
realidad  del  propósito  de  matar  en  el  agente;  y  ante  lo  esta* 
blecido  de  manera  tan  categórica  por  nuestro  Tribunal  de  Ca- 
sación, los  Tribunales  obrarán  con  más  acierto  si,  aparte  de 
establecer  en  el  interrogatorio  al  Jursdo  los  hechos  que  crean 
oportunos  para  deducir  los  elementos  morales  de  la  intención,, 
formulan  la  pregunta  concreta  que  la  revele  de  modo  que  no 
deje  lugar  á  dudas  sobre  tal  extremo  (1). 


(1)    Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  8  de  Enero  de  1S03,  pu* 
blicada  el  80  de  Marzo: 

La  clase  de  arma  con  que  el  culpable  verificó  el  disparo^  la  distancia 
á  que  lo  hizo,  la  región  del  cuerpo  á  donde  lo  dirigió  y  las  palabras  de 
toma,  Médico,  con  que  acompañó  sii  acto,  demuestran  por  evidente  modo^ 
fio  sólo  la  intención  de  matar,  sino  la  integra  realización  de  todos  los  actos 
que  debieron  producir  el  delito  y  la  muerte^  por  consiguiente,  de  la  víeti' 
ma,  la  cual  no  se  produjo  por  ajenos  motivos  á  la  voluntad  del  acusado. 
Sentencia  de  27  de  Enero  de  1903,  pub.  el  21  de  Abril: 
Calificado  por  las  acusaciones  el  hecho  procesal  de  asesinato  frustrado^ 
al  Jurado  correspondía  declarar  si  el  agente  tuvo  ó  no  intención  de 
matar,  ya  porque  se  trata  de  un  elemento  moral  atribuido  concretamente 
á  su  competencia  por  el  art.  72  de  la  ley  de  20  de  A  bril  de  1888,  ya 
también  porque  el  art,  76  de  dicha  ley  ordena  que  el  Jurado  declare  sobre 
el  estado  á  que  llegó  el  delito^  lo  cual  implica  la  necesidad  de  que  sefor^ 
mulé  una  pregunta  en  el  veredicto  acerca  de  la  intención  en  los  casos  en 
que  de  la  contestación  á  ella  depende  que  exista  el  delito  objeto  de  la  ca^ 
lificadón,  ú  otro  distinto. 

Afirmado  por  el  Jurado  que  el  culpable  se  propuso  matar  á  la  victi- 
ma^ tal  afirmaciones  base  coligada  de  criterio  para  la  apreciación  por  la 
Sección  de  derecho  del  concepto  juridico  del  hecho,  y  en  tal  supuesto, 
constando  que  el  agente  se  propuso  matar  ^  sin  que  la  muerte  se  produjese^ 
y  realizados,  no  obstante,  todos  los  actos  de  ejecución,  no  es  posible  esti- 
mar un  simple  delito  de  lebiones,  sino  de  mayor  trascendencia,  puesto  que 
su  calificación  habrá  de  elevarse  á  la  de  homicidio  ó  asesinato  frustrado. 
Sentencia  de  11  de  Julio  de  1903,  pub.  el  25  de  Octubre: 
El  disparo  de  arma  de  fuego  contra  una  persona,  y  las  lesiones  que 
por  ese  ú  otro  medio  voluntariamente  se  ocasionan,  sólo  pueden  tener  el 
carácter  de  homicidio  ó  asesinato  frustrado,  cuando  de  modo  cierto  conste 
que  la  intención  del  culpable  fué  la  de  producir  la  muerte  al  ofendido- 
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La  intención,  como  elemento  demoRirativo  de  la  voluntad 
-culpable  en  el  obrar,  es  á  veces  una  mera  accidentalidad  del 
cielito  que  naturalmente  influye  como  hecho  circunstancial  de 
atenuación,  porque  contra  el  propósito  doloso  del  agente  el 
hecho  resultó  de  mayor  gravedad  que  la  querida  por  su  autor. 
€urge  entonces  una  atenuante  en  cuanto  á  la  imputabilidad 
del  acto  ejecutado,  ó  sea  aquella  circunstancia  de  no  haber 
tenido  el  culpable  intención  de  producir  un  mal  de  tanta  gra- 
vedad como  el  efectivamente  causado.  No  se  trata  en  tal  su- 
puesto de  la  total  (lusencia  de  la  voluntad  dolosa  en  la  produc 
ción  de  un  hecho  que  sin  embargo  es  punible — imprudencia, 
negligencia  ó  descuido  graves — ,  ni  tampoco  de  que  queriendo 
dolosamente  el  culpable  cometer  determinado  delito,  resultó 
ejecutado  uno  más  grave,  ú  otro  de  naturaleza  distinta,  sino  de 
que  queriendo  el  autor  realizar  efectivamente  el  hecho  punible, 
éste  resultó  en  desproporción  evidente  con  el  propói^ito  que  le 
dio  realidad  de  vida. 

Ahora  bien:  que  al  Jurado  corresponde  establecer  el  alcance 
de  la  intención  como  elemento  modificativo  de  la  responsabi- 
lidad, parécenos  incuestionable,  porque  la  afirmación  ó  nega- 
ción de  los  supuestos  de  hecho,  motivo  de  elementos  morales 
influyentes  en  la  acción  culpable,  son  de  la  privativa  compe 
tencia  de  dicho  Tribunal,  según  expreso  mandato  de  la  ley  y 
constante  doctrina  de  la  Sala  de  casación  en  lo  criminal.  Las 


sin  MHseguirlo^  no  obstante,  por  motivos  independientes  de  su  voluntad. 

En  los  procesos  que  son  de  la  competencia  del  Jurado ^  á  éste  exelusi^ 
vamente  corresponde  declarar  acerca  de  ese  elemento  moral,  á  cuyo  efecto 
debe  formularse  en  el  veredicto  la  correspondiente  pregunta  con  arreglo 
al  párrafo  segundo^  art.  72  de  la  ley,  por  lo  cual  es  indispensable  90- 
meter  á  la  decisión  del  Tribunal  popular  lo  relativo  á  la  intención,  que 
es  un  elemento  ético  por  excelencia  y  base  de  la  culpabilidad  atribuida 
por  la  acusación  al  procesado. 

Omitida  indebidamente  dicha  pregunta,  no  cabe  sustituirla  de  ningún 
modo  por  otras  cualesquiera^  sin  notoria  extralimitación,  tanto  más 
cuanto  que  la  afirmación  de  que  el  procesado  mataría  á  quien  le  quitoBe 
el  cargo,  no  arguye  necesariamente  en  el  culpable  el  propósito  de  matar, 
Jtabiendo  por  lo  expuesto  incurrido  en  error  el  Iribunal  al  estimar  como 
€ue8Ínato  frustrado  lo  que  dados  los  términos  del  veredicto  no  era  sino  un 
-delito  de  di^aro  de  arma  de  fuego,— (1^,  del  A.) 
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dificaltades  que  pudieran  surgir  en  el  establecimiento  de  las- 
lineas  separatorias  entre  la  jurisdicción  del  Jurado  y  la  reser- 
vada á  la  Sección  de  Magistrados,  aparecen  sin  embargo  dibu- 
jadas con  innegable  claridad  ea  el  art.  2.^  de  la  ley  de  20  de- 
Abril  de  1888,  acertadamente  interpretada  por  nuestro  Supre- 
mo Tribunal. 

Corresponde  al  Jurado,  según  su  reiterada  doctrina,  resol- 
ver en  su  veredicto  acerca  de  la  existencia  ó  inexistencia  de 
supuestos  de  hecho  determinantes  ó  no  de  circunstancias  qu» 
excluyan,  atenúen,  cualifiquen  ó  agraven  la  responsabilidad 
criminal  del  inculpado^  y  es  privativo  del  Tribunal  de  Magis- 
trados calificar  jurídicamente  dichas  circunstancias,  deriván- 
dolas rectamente  de  los  hechos  contenidos  en  el  veredicto,  cu- 
yas cuestiones  son  ó  deben  ser  el  trasunto  fidelísimo  de  la& 
conclusiones  de  las  partes  respectivas,  consignadas  en  los  es- 
critos de  acusación  y  de  defensa. 

La  Sección  de  derecho  posee  en  lo  relativo  á  la  intención», 
como  modificativa  de  la  responsabilidad,  una  atribución  im- 
portantísima: la  de  no  reconocer  la  exibtencia  de  la  circuns- 
tancia atenuante  3.^,  si  el  Jurado,  con  incompetencia  notoiia^ 
afirma  el  concepto  de  la  no  intención  en  lugar  de  afirmar  sim- 
plemente hechos  de  los  cuales  pudiera  rectamente  derivarse.. 
Aan  afirmando  el  Jurado  que  el  culpable  no  tuvo  el  propósito 
de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  producido,  no 
puede  deducirse  de  tal  .afirmación,  dicen  las  sentencias  de  14 
de  Julio  de  18^6  y  10  de  Marzo  de  llOo,  la  concurrencia  de 
la  circunstancia  atenuante  3.^,  si  el  culpable  empleó  volun- 
tariamente un  medio  de  ejecución  adecuado  á  producir  la 
muerte  (1). 

Es  evidente,  por  tanto,  que  cuando  se  requiera  del  Jurado 

(i)  Sentencia  de  10  de  Marzo  de  1908,  pnb.  el  11  de  Mayo: 
No  esponhU  la  estimación  de  la  circunstancia  atenuante  3.^^  pues 
aunque  elJurado  afirma  que  el  culpable  no  quiso  matar  á  la  victima  al 
taparla  la  boca  y  la  nariz ^  tal  afirmadán  se  contradice  por  el  hecho  reco- 
nocido también  en  el  veredicto^  de  que  con  tal  procedimiento  prodigo  el 
acusado  la  asfixia  y  consiguiente  muerte  de  la  ofendida.^(Ñ.  del  A.) 
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la  afirmación  ó  negación  de  la  mencionada  circunstancia,  la 
pregunta  de  la  Sección  de  Magistrados  ha  de  sustentarse,  no 
sobre  términos  jurídicos  prohibidos  por  el  art.  72  de  la  ley 
de  20  de  Abril  de  1888,  sino  que  en  el  interrogatorio  han  de 
consignarse  hechos  tomados  de  las  conclusiones  definitivas  de 
las  partes,  inductivos  de  la  falta  de  intención  en  el  agente,  la 
cual  ha  de  ser  estimada  en  la  sentencia  por  la  relación  de  pro* 
porcipnalidad  entre  el  mal  real  y  efectivamente  causado,  y  los 
medios  utilizados  por  el  culpable  para  producirlo. 

Terminante  es  acerca  de  ello  la  doctrina  de  modo  reiterado 
establecida  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  No  es  admi- 
sible, condigna  la  sentencia  de  20  de  Mayo  de  1903,  publicada 
el  7  de  Agosto,  el  recurso  de  casación  en  la  forma,  fundado  en 
el  art.  77  de  la  ley  del  Jurado,  por  haber  omitido  el  Tribunal 
del  juicio  la  inclusión  en  el  veredicto  de  una  pregunta  reía* 
tiva  á  si  cel  culpable  tuvo  intención  de  causar  la  muerte  al 
interfecto  al  darle  el  pinchazo»,  cuya  pregunta  fué  rechazada 
por  no  aducirse  hecho  alguno  en  que  pudiera  fundarse  tal  cir- 
cunstancia, porque  la  denegación  de  la  Sala  se  ajustó  estric- 
tamente á  la  ley,  sin  incurrir  en  la  falta  procesal  invocada 
como  motivo  del  recurso. 

La  simple  afirmación  por  lo  expuesto  del  concepto  que  in- 
tegra jurídicamente  esa  circunstancia  atenuante,  no  puede 
constituir  el  texto  de  la  pregunta  que  haya  de  llevarse  al  ve- 
redicto, porque  conforme  á  los  arts.  70  y  72  de  la  ley  de  20  de 
Abril  de  1888,  las  preguntas  que  habrá  de  formular  el  Presi- 
dente á  los  jueces  populares  han  de  ajustarse  á  los  hechos  de 
las  conclusiones  con  exclusión  de  todo  concepto  jurídico;  y  en 
cuanto  á  las  relativas  á  elementos  morales  ó  materiales,  de- 
berá el  interrogatorio  encaminarse  á  la  determinación  de  la 
existencia  de  esos  mismos  elementos,  únicos  que  corresponden 
al  conocimiento  y  son  la  competencia  del  Jurado. — (Sentencia 
de  26  de  Marzo  de  1903,  pub.  el  18  de  Mayo.) 

Estudiadas  de  modo  muy  sintético  las  manifestaciones  del 
elemento  intencional  en  el  delito  que,  como  fenómeno  de  or- 


56  RBVI8TA  DE  LMISLAOIÓN 

den  psicológico,  que  es  la  intención,  sólo  puede  sernos  cono* 
cido  por  manifestaciones  externas  y  siempre  de  modo  más  ó 
menos  perfecto,  y  deslindados  asimismo  los  términos  de  com- 
petencia en  cuanto  á  su  apreciación  por  el  Jurado  ó  por  los 
Tribunales  de  derecho,  habremos  de  concluir,  resumiendo  en 
brevísimas  palabras,  cuál  sea  la  jurisdicción  respectiva  en  la 
materia  de  los  Jueces  de  hecho  y  de  derecho,  conforme  á  la 
adecuada  interpretación  de  la  ley  de  20  de  Abril  de  1888  (1), 
Al  Jurado  corresponde  ante  todo  resolver  con  arreglo  á  su 
conciencia  acerca  de  la  existencia  de  los  hechos  morales  y  ma- 
teriales, originarios  é  integrantes  de  la  culpabilidad  del  acá* 
sado,  y  determinantes  ó  no  de  aquellas  circunstancias,  que 
excluyen,  atenúan,  cualifican  ó  agravan  la  criminal  respon- 
sabilidad  del  acusado.  Es  también  de  su  competencia  la  libé- 
rrima apreciación  del  elemento  ético  de  la  intención  en  los 
casos  de  imprudencia  culpable,  ó  deque  ella  informe  la  natu- 
raleza ó  el  grado  de  ejecución  á  que  llegó  el  delito,  quedando 
euB  atribuciones  limitadas  á  reconocer  ó  negar  supuestos  de 
hecho  cuando  el  elemento  intencional  modifique  como  ate- 
nuante la  responsabilidad  criminal  del  inculpado.  Y  á  la  Sec- 
ción de  derecho,  en  armonía  con  las  afirmaciones  del  vere- 
dicto, incumbe  calificar  y  dar  nombre  al  delito,  á  su  grado  de 
perpetración,  á  la  participación  legal  del  acusado  y  á  la  deter- 
minación de  las  circunstancias  rectamente  derivadas  de  los 
hechos;  y,  finalmente,  á  la  resolución  de  todas  las  cuestiones 
relativas  á  la  responsabilidad  civil  del  procesado  ó  de  terceras 
personas  por  consecuencia  del  delito. 

(1)    Sentencia  de  30  de  Diciembre  de  1896,  pub.  el  4  de  Febrero 
de  1897; 

En  las  cauBos  sin  interveneián  del  Jurado^  el  elemento  moral  de  la 
intención  no  es  de  la  exclusiva  apreciación  de  las  Satas  sentenciadoras, 
porque  de  entenderse  asi  resultaría  que  sin  prohibirlo  expresa  ni  táci- 
tamente la  ley,  vendría  á  quedar  anulado  el  recurso  de  casación  sobre 
tan  importante  extremo,^ (Ñk  del  A,) 

P.  González  dbl  Alba, 

Magistrado  de  la  Andienoia  de  Madrid. 
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Gaceta  del  Notariado. 

(Núm.   l.^    1904,   Madrid.) 

Antomo  J.  Castáñón:  Interpretación  del  art.  1572  del  Código 
eiml. — Dice  este  artícnlo:  cEl  comprador  con  pacto  de  retraer  no 
puede  nsar  de  la  facultad  de  desahuciar  al  arrendatario  hasta  que 
haya  concluido  el  plazo  para  usar  del  retracto».  Menciona  el  articu- 
lista los  precedentes  del  citado  precepto  legal.  Transoribe  lo  dicho 
por  el  8r.  García  Goyena,  en  sus  Comentarios  al  proyecto  del  Có- 
digo civil  de  1851,  al  tratar  de  explicar  el  fundamento  del  precepto 
legal  antes  copiadp:  cel  comprador,  dijo  el  Sr.  García  Goyena,  no 
adquiere  irrerocablemente  la  propiedad  de  la  cosa  hasta  que  haya 
expirado  el  plazo  ó  término  del  retracto.  8i  el  vendedor  hace  uso  de 
él  habrá  de  mantener  el  arriendo.  Todo  pende,  pues,  de  este  even- 
to. Arrendatario,  se  entiende  del  que  lo  es  al  tiempo  de  la  compra, 
no  del  posterior,  que  él  mismo  ha  admitido. 

No  está  conforme  el  articulista  con  la  opinión  del  Sr.  García  Go- 
yena, y  entiende  que,  como  el  comprador,  con  pacto  de  retraer, 
ejerce  sobre  la  cosa  el  mismo  derecho  de  propiedad  que  cualquiera 
otro  comprador,  sin  más  diferencia  que  aquél  puede  ser  propietario 
temporal,  pues  todo  depende  de  que  la  venta  se  consume,  y  al  no 
tener  eljus  ábutendi,  debe  tener  el  derecho  de  desahuciar,  tanto  más 
cnanto  lo  tiene  el  usufructuario,  que  ejerce  siempre  sobre  la  cosa 
un  derecho  temporal,  derecho  que  puede  ser  perpetuo  cuando  del 
pacto  de  retraer  se  trata. 

Según  el  articulista,  la  intención  del  legislador  al  redactar  el 
precepto  contenido  en  el  art.  1672  del  Código,  68  la  siguiente:  cque 
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el  comprador  con  pacto  de  retraer  no  paeda  desahaciar  al  arrenda- 
tario hasta  qne  haya  conclaido  el  plazo  para  usar  del  retracto;  es 
decir,  qne  si  no  se  fijó  término  al  arriendo  ó  éste  f né  menor  qne  el 
del  pacto,  no  rigen  las  disposiciones  de  los  arts.  1677  y  1681  del  Có- 
digo, ni  tampoco  la  cansa  1.'  del  art.  1669.  El  legislador  trató  de 
hacer  nna  excepción  á  la  cansa  1.^  del  art.  1669,  pero  no  á  la  2.% 
8.^  y  4.&>.  Por  tanto»  según  el  articulista,  el  comprador  con  pact»^ 
de  retraer,  puede  desahuciar  al  arrendatario,  por  falta  de  pago,  del 
precio  convenido  y  por  las  demás  causas  que  dan  lugar  al  desa- 
hucio. 

*  m 

El  Consultor  de  ios  Ayuntamientos. 

fNúm.  62,  1906,  Madrid.) 

La  Rboacción:  Accidentes  del  trabajo.  De  cuáles  responde  el  pa- 
trono.— La  sentencia  del  Trihunal  Supremo  de  Justicia  de  21  de  Oc- 
tubre próximo  pasado,  estableció  la  doctrina  que  el  patrono  no  res- 
ponde del  accidente  del  trabajo,  cuando  éste  sobreviene  «por  culpa 
ó  falta  inexcusable  del  obrero  que  abandona,  rehusa  ó  no  aplica  los 
medios  que  debe  adoptar  para  prevenir  el  accidente,  puestos  á  su 
disposición  por  el  patrono».  Esta  doctrina  parece  á  El  Consultor  de 
los  Ayuntamientos  poco  conforme  con  el  espíritu  y  la  letra  de  la  ley 
de  30  de  Eaero  de  1900,  qne  sólo  admite  como  causa  de  exención 
para  el  patrono,  cuando  de  accidentes  ocurridos  á  sos  operarios  se 
trata,  la  fuerzamayor  extraña  al  trabajo  en  que  se  produzca  el  accidente. 

En  el  art.  2.^  del  Proyecto  de  la  mencionada  ley  se  consignó  este 
inciso:  por  acto  voluntario  ó  falta  inexcusable  de  la  victima;  pero  ese 
inciso  fué  suprimido  por  las  Cortes,  por  haber  entendido  éstas 
que  podían  comprometerse  los  fíaes  á  que  obedecía  la  ley.  Supri- 
mido en  ésta  el  inciso,  no  puede  discutirse  si  el  patrono,  cuando 
ei  accidente  sobrevenga,  está  ó  no  sujeto  al  cumplimiento  de  lae 
obligaciones  que  la  ley  sefiala,  según  que  aquél  se  haya  ó  no  pro- 
ducido por  acto  voluntario  ó  falta  inexcusable  de  la  víctima.  Aun 
cuando  el  acto  voluntario  ó  la  falta  inexcusable  existan,  la  res- 
ponsabilidad del  patrono  podrá  hacerse  efectiva,  porque  la  ley  cla- 
ramente así  lo  ha  querido  para  evitar  que  el  derecho  del  obrera 
perjudicado  quede  pendiente  de  la  apreciación  referente  á  tales  ex- 
tremos. Sólo  la  fuerza  mayor,  extrafia  al  trabajo  en  que  el  acci- 
dente se  produzca,  es  lo  que  puede  ser  alegado  útilmente  para  que 
quede  relevado  el  patrono  de  sus  obligaciones..* 
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La  ley  de  30  de  Baero  no  debe  entenderse  y  aplicarse  en  relí^ 
cióneon  los  principios  del  Código  civil  que  á  lacnlpa  atafien. 


m  « 

Revista  de  los  Tribunafes. 

(Númi  50,  1903.  Madrid.) 

Go^zALEZ  Mata  y  Avila:  La inhibitaria  en  lo8  juicios ejeeutiws. 
— Gomo  prólogo  de  su  correcto  y  bien  meditado  trabajo,  consigna  el 
articnlista  exactas  y  pertinentes  reflexiones  para  demostrar  los  gra- 
ves inconvenientes  y  los  conflictos  á  qne  dan  ocasión  las  oscurida- 
des é  insnficienciaei  de  los  preceptos  legales,  porque  unas  y  otras 
engendran  cavilaciones  y  el  sostenimiento  de  cnestiones  discutibles^ 
amparada  cada  parte  en  el  derecho  de  suplir  la  oscuridad  ó  la  omi- 
sión con  sus  propios  raxonamientos  é  iniciativas.  En  estos  casos,  la 
ley  deja  de  ser  ley,  porque  ya  no  es  fuente  dé  dite^Una  é  que  mwes- 
tra  el  derecho,  é  que  ordena  la$  buenas  costumbres^  é  ama  justicia.,,^ 
sino  que  se  convierte  en  una  verdadera  red  en  la  que  se  envuelven 
los  que  litigan... 

El  cumplimiento  de  los  preceptos  legales  en  la  sustanciaeión  de 
las  inhibitorias  en  los  juicios  ejecutivos  ofrece  dificultades  práoti- 
cas,  cosa  que. también  puede  suceder  en  los  declarativos,  siquiera 
la  tramitación  amplia  de  éstos  haga  más  difícil  y  raro  el  caso.  Sa- 
bido es  que  en  los  juicios  ejecutivos  puede  proponerse  la  cuestión  de 
competencia,  ó  valiéndose  de  la  excepción  núm.  11  del  art.  1464  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  proponiéndola  en  forma  inciden» 
tal  (art.  1480),  ó  bien  entablando  la  inhibitoria  ante  el  Juagado  com- 
petente. En  los  dos  primeros  casos,  no  existen  dificultades  prácti- 
cas; pero  en  el  caso  tercero,  ó  sea  cuando  el  ejecutado  hace  uso  de 
la  inhibitoria,  puede  sobrevenir  un  conflicto  procesal  deplorable. 

Porque  dada  la  brevedad  del  procedimiento  ejecutivo,  en  el  que 
al  ejecutado  sólo  se  le  conceden  tres  días  para  personarse  en  los  au- 
tos, oponiéndose  á  la  ejecución,  transcurridos  los  cuales  sin  haberla 
realizado,  se  le  declara  en  rebeldía,  mandando  traer  los  autos  á  la 
vista  para  sentencia,  la  que  queda  firme  dentro  del  quinto  día,  ter- 
minando aquí  el  juicio  ejecutivo  (sentencia  de  28  de  Febrero 
de  1866).  Y  como  la  tramitación  de  la  inhibitoria,  aunque  rápida» 
exige  algunas  dilaciones,  ocurre  en  la  práctica,  que  si  presentado 
el  escrito  deduciéndola  no  es  tramitada  pronto,  llega  el  oficio  re- 
quiriendo de  inhibición  cuando  ya  es  firme  la  sentencia  de  remate 
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y  ee  ha  entrado  en  el  procedimiento  de  apremio,  según  ha  ocurrido 
en  uno  de  los  Juzgados  de  Granada. 

Y  aqní  snrge  la  gran  difícnltad,  aparece  el  antagonismo  de  loe 
preceptos  legales  y  sn  insuñciencia.  El  derecho  antiguo  concep- 
tuaba nula  y  sin  ningún  valor  la  sentencia  dictada  por  Juez  incom- 
petente, y  de  aquí  la  necesidad  de  ratificar  ante  Juez  competente 
todo  lo  actuado;  práctica  que  ha  modificado  sustancialmente  el  ar- 
tículo 116  de  la  ley  procesal  vigente,  que  declara  válidas  todas  las 
actuaciones  que  ee  hayan  practicado  hasta  la  decisión  de  la  compe- 
tencia sin  necesidad  de  que  se  ratifiquen  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
que  sea  declarado  competente.  ¿Para  qué  és  la  competencia  del  Juez? 
Principalmente  para  conocer;  secundariamente,  para  ejecutar.  Buena 
prueba  de  esto  es  el  contenido  del  art.  76  de  la  citada  ley  de  Enjui- 
ciamiento, que  prohibe  las  cuestiones  de  competencia  en  los  juicios 
terminados  por  sentencia  firme. 

Sin  embargo,  en  el  caso  que  el  articulista  estudia,  fué  recibido 
el  oficio  inhibitorio  cuando  ya  se  había  dictado  y  era  firme  la  sen- 
tencia; y  entrado  en  el  procedimiento  de  apremio,  se  declaró  el  Juez 
incompetente,  dándose  el  caso  anómalo  de  tramitar  y  fallar  un  Jaez 
y  «ejecutar  la  sentencia  otro,  lo  cual  es  contrario  á  los  principios 
fundamentales  del  Derecho  procesal,  porque  separa  del  Juez  las 
dos  facultades  anejas  á  su  autoridad:  Itkjurisdictio  y  el  «mprnum...» 
la  jurisprudencia,  en  vez  de  templar  el  rigor  de  la  ley,  ó  suplir  me- 
diante una  recta  interpretación  su  vacío,  ó  armonizar  sus  contra- 
dicciones, enreda  más  la  cuestión,  pues  la  sentencia  de  10  de  Enero 
de  1884,  declara  que  aunque  el  Juez  requerido  haya  recibido  el  oficio 
de  inhibición  después  de  haber  dictado  la  sentencia  y  si  hubiere  el  deman- 
dado  propuesto  la  inhibitoria  el  día  mismo  en  que  se  le  cite  y  estando 
pendiente  el  juicio^  no  pueden  perjudicar  las  dilaciones  propias  de  la 
tramitación  de  aquella  inhU)itoria;  de  donde  parece  deducirse  que  esa 
sentencia  es  nula,  que  nada  de  lo  actuado  desde  la  interposición  de 
la  inhibitoria  puede  perjudicar  al  demandado,  doctrina  que  es  evi- 
dentemente contradictoria  con  el  contenido  del  art.  116  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Revista  de  Legislación  l/nlversai. 

(Núm,  24^  ld03.  Madrid.) 

E.  Peláez  Maspons:  Apuntes  jurídicos,  Pre^^rtcidn.— La  pre- 
terición ó  desheredación  descansa  actualmente]  en  tres  bases  prin- 
cipales, según  enseña  la  lectura  de  los  artículos  848  y  849  del  Có- 
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digo  cítíI:  que  se  haga  constar  en  testamento;  que  tenga  causa  le- 
gal, y  se  cite  en  aquél  esta  causa.  A  continuación  expone  el  arti- 
culista el  contenido  del  Derecho  romano  en  lo  que  atafie  á  la  des- 
heredación. 

Después,  dice,  hablando  ya' del  Código  civil  vigente,  que  la  pre- 
terición no  ha  sido  recibida  con  agrado  por  los  tratadistas.  Esta  ins- 
titución, como  las  legítimas,  la  libertad  de  testar  y  tantas  otra» 
trascendentales  en  el  orden  familiar,  ha  sido  vituperada  acerbamente 
por  la  critica.  El  Código  no  define  lo  que  entiende  por  desheredación. 
¿En  qué  sólida  base  puede  asentarse  la  teoría  de  la  desheredación? 

Buscan  esa  base  los  partidarios  de  la  preterición  en  ei  premio  que 
merece  el  hijo  bueno  y  el  castigo  á  que  se  hace  acreedor  el  malo» 
Tal  criterio  no  tiene  mucho  valor,  desde  el  momento  en  que  sin  ape- 
lar á  la  desheredación,  el  padre  puede  mejorar  á  sus  mejores  herede- 
ros. Otros  hallan  esa  base  en  la  conveniencia  de  sostener  en  los  hi- 
jos los  principios  de  sumisión  y  respecto  á  la  autoridad  paterna..» 
La  desheredación  tiene  más  carácter  de  venganza  que  de  castigo,  y 
viene  á  ser  un  arma  de  dos  ñlos  que  del  mismo  modo  puede  esgri- 
mirse contra  ios  ascendientes  que  contra  los  descendientes.  Según 
el  articulista,  la  desheredación  no  es  racional  ni  moral.  Pero  como 
existe  legal  mente,  cabe  transigir  con  la  desheredación  de  los  descen- 
dientes: mas  nunca  debió  haberse  autorizado  ir  contra  los  padres. 

Debiendo  constar  la  desheredación  en  testamento,  y  otorgándose 
éste,  por  lo  general  á  las  puertas  de  la  muerte,  al  separarse  la  vista 
de  toda  idea  mundana,  se  debe  perdonar,  ya  que  el  perdón  redime  y 
la  venganza  envilece...  Si  la  desheredación  es  una  pena,  no  cabe 
dentro  del  círculo  represivo  penal,  porque  es  perpetua...  Como  la 
desheredación  no  significa  otra  cosa  que  quitar  la  legítima  asignada 
á  loa  herederos  forzosos,  sólo  á  éstos  puede  alcanzar  la  preterición. 
Si  alguno  de  éstos  tiene  hijos,  como  no  son  ni  pueden  ser  responsa- 
bles de  la  conducta  de  sus  padres,  la  ley  civil,  con  muy  buen  acuerdo 
— art.  857  del  Código  civil— dispone  que  ocupen  el  lugar  del  deshe- 
redado, conservando  los  derechos  de  herederos  forzosos  á  la  legitima. 
Este  es  el  único  precepto,  en  cuanto  afecta  á  la  desheredación,  que 
ha  merecido  aplauso  de  la  generalidad  de  los  tratadistas,  quienes 
verían  con  placer  la  desaparición  de  la  sección  9.^,  libro  3.^,  tít.  3.^ 
del  Código  civil  vigente. 

José  García  Fernández 

Granada,  Enero  1904. 
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Anales  de  iurlsprudencia. 

ÓRGANO  DE  LA  SOCIEDAD  COLOMBINA  DB  JURISPRUDENCIA 

(Núm.  57.  Ootabre,  1908;  Bogotá.) 

Alejandro  Santander:  El  Ecuador  y  Colombia  en  lo  relativo  al 
cumplimientolie  kí$  sentencias  extranjeras. — La  ejecución  extraterri- 
torial de  las  sentencias  constituye  nn  problema  de  derecho  interna- 
cional privado  de  mucha  importancia.  <La  Administración  de  Justi- 
cia, dice  Vattel,  exige  necesariamente  que  toda  sentencia  definitiva 
pronunciada  con  arreglo  á  la  ley,  sea  considerada  cómo  justa  y  como 
tal  ejecutada.  El  intentar  el  examen  de  si  es  ó  no  justa  una  senten- 
cia definitiva^,  es  atacar  la  jurisdicción  del  que  la  ha  dictado.  El 
Principe  no  debe,  pues,  intervenir  en  las  causas  de  sus  subditos  en 
el  extranjero  Con  Vattel  opinan  muchos  otros  publicistas  de  gran 
renombre,  siendo  reducido  el  número  de  autores  que,  con  Merlin, 
opinan  lo  contrario. 

El  cumplimiento  de  las  sentencias  extranjeras  es  un  punto  de  de- 
recho de  diferente  aplicación  en  cada  Estado,  según  haya  sido  ó  no 
previsto  en  su  Constitución  y  leyes.  Ese  punto  ha  sido  estudiado  de 
distinto  modo  y  clasificado  en  sistemas.  Ferreira  enumera  ocho  sis- 
tomas:  Oastellani  los  reduce  ¿  cinco,  y  Constant  á  tres.  Podrían 
enumerarse  tantos  cuantos  son  los  Estados  autónomos,  porque  cada 
legislación  difiere  de  las  demás,  cambiando  los  Tratados,  por  lo  ge- 
neral, el  derecho  interno  de  cada  nacioiíalidad. 

Pascual  Flore,  que  reduce  á  cuatro  esos  sistemas,  ofrece  una  cla- 
flificación,  que  satisface  por  lo  ordenada  y  científica.  Estos  sistemas 
son:  1.^,  el  de  las  leyes  que  niegan  á  las  sentencias  extranjeras  toda 
fuerza  ejecutiva;  2.^,  el  de  las  que  subordinan  la  eficacia  de  los  fa- 
llos á  la  reciprocidad;  3.^,  el  de  las  que  niegan  en  absoluto  esa  efica- 
cia cuando  la  sentencia  extranjera  es  dictada  contra  un  ciudadano  ó 
flúbdito  del  país  en  que  se  solicita  su  ejecución,  y  4.^,  el  de  las  que 
reconocen  á  dichas  sentencias  la  autoridad  de  cosa  juzgada  y  las  con- 
flidera  como  un  título  ejecutivo,  sin  más  que  someterlas  á  una  pre- 
via deliberación,  acerca  de  si  reúnen  ciertos  requisitos  esenciales  á 
toda  sentencia.  Baisini  admite  esta  clasificación,  denominando  cada 
flistema  con  el  nombre  de  la  nación  que  lo  ha  establecido  y  lo  man- 
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tiene  en  vigor.  De  ItaÜB,  Alemania,  Inglaterra  y  Franela  provienen 
los  sistemas  más  conocidos  referentes  á  la  materia  qne  se  estndia. 

Según  Baisini,  sistema  italiano  es  el  qne  reconoce  á  la  sentencia 
extranjera  autoridad  de  cosa  j  negada,  cnando  no  tiene  vicios  esen- 
ciales qne  la  Invaliden;  sistema  alemán,  el  de  la  reciprocidad;  sis- 
tema inglés,  el  qne  reconoce  á  la  sentencia  la  fnerza  de  nn  titulo  ó 
pmeba  de  obligación,  y  sistema  francés,  el  qne  exige  la  revisión  de 
la  sentencia  en  el  fondo,  no  atribuyendo  á  los  fallos  de  los  Tribuna- 
les extranjeros  eficacia  algnna  en  el  país.  ¿En  cuál  sistema  sobre 
ejecución  de  fallos  extranjeros  se  bailan  comprendidas  Colombia  y 
el  Ecuador? 

Oolombia,  en  1886,  sancionó  su  Oódigo  judicial,  incluyendo  en 
él  loe  arts.  876  á  884.  Por  el  primero  se  preceptúa:  <Las  sentencias 
pronunciadas  en  países  extranjeros  tendrán  en  Colombia  la  fuerza 
qne  establezcan  los  Tratados  respectivos  de  los  Gobiernos  de  esos 
países  con  esta  República.  Si  no  hubiere  Tratados  especiales  con  la 
nación  en  que  se  haya  pronunciado  la  sentencia  de  cuya  ejecución 
se  trata,  tendrá  ésta  en  Oolombia  la  misma  fuerza  que.  en  dicha  na- 
ción se  otorga  á  las  sentencias  de  los  Tribunales  colombinos.!  De 
modo  que  Colombia  acepta  el  sistema  iiaUano  ó  de  delíberaeión  con 
-los  palees  que,  como  con  España,  tiene  celebrados  Tratados  al  efecto; 
y  acepta  el  sistema  alemán  6  de  reciprocidad,  siempre  que  se  trate  de 
sentencia»  provenientes  de  países  con  los  cuales  no  se  haya  celebrado 
Convención. 

Por  el  Tratado  de  Colombia  y  Espafia,  ratificado  en  23  de  Agosto 
de  1898,  se  dispone:  <Qae  las  sentencias,  decretos  y  resoluciones 
legales  dictadas  sobre  las  solicitudes,  quejas  ó  demandas  de  los  es* 
pañoles  en  Colombia,  y  de  los  colombinos  en  España,  y  que  adquie- 
ran carácter  definitivo  con  arreglo  á  los  recursos,  instancias  y  trá- 
mltee  que  ofrezcan  la  legislación  local,  surtirán  su  efecto  y  se  eje- 
cutarán del  propio  modo  que  las  de  los  ciudadanos  de  cada  país.> 
De  suerte  que  á  Colombia,  en  su  caso,  le  obligará  la  redprecidad 
d^lamáHca,  y  no  de  heeho^  con  España. 

En  El  Ecuador,  según  resolución  de  su  Corte  Suprema  de  31  de 
Marzo  de  1903,  €no  existen  leyes  positivas  qne  determinen  los  re- 
quisitos ó  reglas  á  que  deban  sujetarse  los  Jueces  para  conceder 
fuerza  obligatoria  á  las  sentencias  extranjeras  y  mandar  su  cumpli- 
miento. Ttfknpoco  existen  sobre  la  materia  Tratados  con  la  Repú- 
blica de  Colombia.  Pero  á  faltado  las  sobredichas  leyes  ó  Tratados 
la  legislación  ecuatoriana  reconoce,  respecto  de  las  sentencias  ex- 
tranjeras, los  principios  del  Derecho  internacional,  como  lo  com- 
prueba el  art.  194  de  la  ley  orgánica  de  los  Tribunales  que,  al  pre- 
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venir  el  camplimiento  de  los  depreoatorios  librados  por  los  Jueces 
de  otras  naciones,  se  reñere,  no  sólo  á  los  que  tienen  por  objeto  la 
práctica  de  simples  notificaciones,  declaraciones  ú  otras  diligencias 
de  esta  natnralesa,  sino  también  á  la  ejecución  de  las  sentencias, 
puesto  que  el  citado  artículo  es  general  y  no  establece  ninguna  ex- 
cepcióm>  De  modo. que,,  según  esta  resolución,  la /al^a  de  ley  pon* 
tivüt  sólo  es  en  cuanto  á  la  detemUnaeión  de  los  regumtos  á  que  de- 
ben sujetarse  los  Jueces  ecuatorianos,  pero  no  en  cuanto  al  eumpUr 
miento  que  deba  darse  á  las  sentencias  extranjeras,  .porque  no  con- 
teniendo el  citado  art»  194  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  ex- 
cepción, comprende  los  fallos  extranjeros.  Pues  la  parte  final  del 
art  194  del  Código  de  Enjuiciamiento  civil,  dispone  que:  «Las  dili- 
gencias judiciales  ejecutadas  fuera  de  la  República,  en  conformi- 
dad á  sus  leyes  ó  prácticas  del  país  respectivo,  valdrán  también  en 
el  Ecuador.»  Además,  en  esta  República  está  vigente  el  Tratado  de 
Lima  de  1878,  Tratado  que  fué  aprobado  por  la  ley  ecuatoriana  de 
2  de  Noviembre  de  1880,  y  que  dispone  el  cumplimiento  de  las  sen- 
tencias extranjeras:  l.o,  si  no  se  oponen  á  la  jurisdicción  nacional; 
2.^,  si  la  parte  hubiere  sido  citada  legalmente;  y  8.^,  si  la  sentencia 
estuviere  ejecutoriada  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  haya  sido 
expedida.  Dicho  Tratado  prohibe  toda  controversia  que  no  se  refíeiía 
á  alguno  de  estos  tres  puntos,  y  aun  previene  se  cumplan  los  fallos 
extranjeros,  aun  cuando  provengan  de  naciones  no  signatarias,  con 
sólo  que  se  acredite  se  [observa  en  ellas  la  reciprocidad.  En  este 
caso  se  halla  Colombia,  según  el  art.  876  de  su  Código  judicial.  Por 
lo  tanto,  existe  en  el  Ecuador  la  legislación  positiva  de  que  se  trata^ 
aun  en  relación  con  los  países  con  los  cuales  no  hubiere  celebrado 
Tratados  sobre  el  particular. 

De  aquí  deduce  el  articulista,  «que  el  Ecuador,  como  Colombia, 
han  adoptado  el  sistema  italiano  ó  de  previa  deliberadán;  y  el  de  reci- 
procidad, con  países  con  los  cuales  no  hubieren  celebrado  Tratados 
al  efecto 

Dice  el  articulista  que  la  Corte  Suprema'  de  la  República  de  El 
Ecuador,  ha  pasado  al  Congreso  un  proyecto  de  ley  que  determina 
con  más  claridad  y  precisión  que  el  Tratado  de  Lima,  los  trámites 
que  deben  observarse  cuando  se  trate  de  la  ejecución  de  sentencias 
extranjeras.  También  existe  un  Tratado  completo  sobre  todos  los 
puntos  que  requiere  el  Derecho  internacional  privado.  Tratado  que 
fué  acordado  en  18  de  Junio  de  1903,  y  que,  como  el  de  Lima  de 
1878  y  el  de  Montevideo  de  1889,  establece  cuanto  es  necesario 
respecto  al  cumplimiento  de  las  sentencias  extranjeras.  Si  los  Con- 
gresos respectivos  de  Colombia  y  El  Ecuador  aprueban  el  Tratado 
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ya  convenido  entre  el  Ministro  Plenipoteneiario  de  la  primera  Se- 
pública  7  el  de  Relaciones  Exteriores  de  la  segunda,  quedará  la 
sneetión  definida  con  la  precisión  deseada. 

Francisco  Ochoa:  La  mimn  del  Ahogado.—iyiGe  el  articnlista 
7  culto  jurisconsulto  venezolano,  Sr.  Ochoa— en  su  notable  trabajo, 
que  muchos  deben  leer  y  no  pocos  inspirarse  en  él — ,  que  es  gran- 
de»  noble  y  trascendental  la  misión  del  Abogado.  Defensor  éste  de 
la  justicia  y  del  Derecho,  vela  por  que  sus  fueros  y  prerrogativas 
se  conserven  incólumes;  custodio  tutelar  de  la  familia,'  de  la  socie- 
dad y  del  Estado;  guardián  incorruptible  de  las  garantía^  y  dere- 
chos de  los  asociados...;  intérprete  de  la  ley  que  consagra  sus  vigi- 
lias para  fijar  la  verdadera  inteligencia  de  ella,  haciendo  que  des- 
canse sobre  principios  equitativos  y  racionales,  y  se  inspire  en  los 
inmniablee  preceptos  de  la  moral  y  de  la  justicia. 

El  Ab3gado  evita  que  la  ambición  insaciable  y  la  codicia  rapaz 
arrebaten  al  hombre  probo  y  laborioso  su  patrimonio,  que  la  calum- 
nia arrastre  al  inoceute  á  lóbrega  prisión  y  que  la  virtud  sea  abati- 
da. tLos  Abogados  son,  dice  Castro,  en  sus  Díbcutwb  sobre  las  leyes, 
los  qne  con  sus  sanos  consejos  previenen  el  mal  de  la  turbación,  les 
qne  con  rectas  decisiones  apagan  el  fuego  de  las  ya  encedidas  dis- 
cordias, los  que  velan  sobre  el  sosiego  pábllco;  de  ellos  pende  el 
consuelo  de  los  miserables...  Por  ellos  cada  udo  tiene  lo  suyo  y  re- 
cupera lo  perdido;  ¿  sus  voces  huye  la  iniquidad,  se  descubre  la 
mentira,  rompe  el  velo  la  falsedad,  se  destierra  el  vicio  y  tiene  se- 
gnro  apoyo  la  virtud.»  El  articulista,  después  de  haber  transcrito  lo 
dicho  por  el  espafiol  Castro  acerca  de  los  Abogados,  afirma  que  la 
profesión  de  Abogado  es  magnifica,  excelsa,  y  <tan  antigua,  según 
el  Canciller  D'Agnesseau,  como  la  Magistratura,  tan  noble  como  la 
▼iftud,  tan  necesaria  como  la  justicia  >. 

Lógico  es  que  desde  que  se  instituyeron  los  Juecep  para  conocer 
y  decidir  los  asuntos  ó  actos  de  los  hombres,  naciera,  como  una 
tonsecnencia  necesaria,  el  derecho  de  defensa,  el  derecho  de  hacer- 
se o|r  en  los  juicios,  de  hacer  exculpaciones  ó  alegatos.  Y  para  esto, 
los  que  por  su  falta  de  experiencia  ó  conocimientos  no  podían  de- 
fenderse por  sí,  debieron  requerir  el  auxilio  de  hombres  más  aptos 
é  instruidos,  que  por  su  pericia  y  honradez  pudiesen  prestar  el  ser- 
vicio deseado.  De  aquí  el  origen  de  la  palabra  adooeafus— llamado 
en.  auxilio  de  otro — y  el  ejercicio  de  la  Abogacía. 

No  en  todos  los  pueblos  antiguos  fué  considerada  la  profesión 
de  Abogado  de  una  misma  manera,  ni  en  todos  tuvo  la  misma  im- 
portancia. El  pueblo  egipcio  estimaba  en  poco  la  oratoria,  no  exis- 
tiendo en  los  juicios  que  en  él  se  celebraban  informaciones  ni  ale- 
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gatos  verbales,  pnes  sólo  se  litigaba  por  escrito.  En  Roma  y  Grecia 
llegó  la  Abogacía  al  más  alto  grado  de  esplendor.  En  un  principio 
estuvo  reservada  esta  profesión  para  la  clase  patricia;  mas  luego 
alcanzó  mayores  horieontes,  llegando  los  plebeyos  á  ensefiar  públi- 
camente el  Derecho,  como  lo  hizo  Tiberio  Oorcuncanio,  el  primer 
plebeyo  que  llegó  á  obtener  la  dignidad  del  Pontificado.  Otros  mu- 
chos jurisconsultos  siguen  su  ejemplo,  surgiendo  asi  unas  brillan- 
tes pléyades  de  profesores  en  la  ciencia  del  Derecho,  llamados  ju- 
risprudentes, jnrisconsultoB  ó  prudentes.  Expone  después  el  articu- 
lista el  desarrollo  histórico  de  la  Abogacía  hasta  nuestros  días. 

Dice  que  si  al  Abogado  se  le  considera  como  ministro  de  la  diosa 
Tbemis,  es  menester  que  los  que  ofician  en  los  altares  de  ésta  €ten- 
gan  la  conciencia  pura,  el  corazón  tranquilo,  la  mente  llena  de  luz 
y  la  vista  incontaminada!.  Vir  banus^  dicendi  perittu,  decían  los  an- 
tiguos del  orador  forense;  y  aunque  esa  definición  no  es  rigurosa- 
mente la  del  Abogado,  da  idea  clara  y  precisa  de  lo  que  él  debe  ser, 
y  determina  las  dos  condiciones  más  notables  que  han  de  caracteri- 
zarlo: la  bondad  ó  la  probidad  y  la  pericia  ó  competencia. 

La  probidad  es  la  primera  condición  que  debe  poseer  el  Abogado. 
<sSastentar  siempre  el  imperio  de  la  ley,  su  respeto  y  debido  cum- 
plimiento; proclamar  la  majestad  de  los  principios  y  la  inviolabili- 
dad de  sns  fueros;  defender  la  jasticia,  huir  de  la  mentira  y  del 
error,  del  dolo  y  de  la  mala  fe;  combatir  el  vicio,  la  iniquidad  y  el 
crimen;  hacer  frente  á  las  maquinaciones  protervas  del  fuerte  y  del 
poderoso;  tal  debe  ser  el  norte  del  Abogado...  Y  debe  el  Abogado 
llegar  hasta  á  renunciar  la  defensa  de  la  parte  si  en  el  curso  del 
juicio  se  convence  de  que  ésta  carece  de  razón  y  de  derecho. i.  La 
honradez  profesional  obliga  además  á  una  diligencia  suma,  á  fin  de 
que,  por  descuido,  no  paedan  sufrir  detrimento  los  intereses  de  las 
partes...  Tiene  la  Abogacía,  como  todas  las  profesiones,  su  morali- 
dad peculiar,  que  debe  ser  practicada  cuidadosamente.  No  debe  el 
Abogado  desacreditar  al  compafiero,  ni  sembrar  rivalidades  entre 
los  miembros  del  gremio,  ni  valerse  de  manejos  para  obtener  asun- 
tos, ni  concitar  el  enojo  del  cliente  hacia  el  Juez  ó  contra  el  Aboga- 
do defensor  de  la  otra  parte,  ni  disimular  y  menos  ocultar  la  ver- 
dad, ni  oponerse  á  una  transacción  honrosa  ó  dilatar  las  actuacio- 
nes para  devengar  más  honorarios...  La  misión  del  Abogado  no  es 
sembrar  odios  ni  fomentar  enemistades:  su  campo  de  acción  es  el 
sereno  de  la  razón  y  del  derecho,  que  no  están  reñidos  con  la  con- 
cordia y  el  mutuo  respeto... 

El  sigilo  profesional  es  uno  de  los  más  altos  deberes  del  Aboga- 
do... CuAlidnd  e1evadÍ9Íma  del  Abogado  es  el  desinterés.  En  Roma, 
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-el  ejercicio  de  la  Abogacía  faé  gratuito  durante  mucho  tiempo...  La 
ley  Cinda — afio  549  de  Roma — no  concedía  al  Abogado  acción  a]gu-» 
na  para  el  cobro  de  sus  honorarios.  Fué  el  Digesto— L.  6,  lib.  17 
tít.  1.^,  mandati  vel  contra— el  que  le  concedió  la  acción  de  mandato. 
Posteriormente  se  creyó  justo  que  el  que  consagra  su  tiempo  y  es- 
tudio é  invierte  su  patrimonio  en  la  defensa  de  los  intereses  de 
otro,  tenía  derecho  á  una  recompensa,  y  nació  el  hanarariOf  voz  que 
indica  1«  noción  y  el  carácter  de  dicha  recompensa  ó  remuneración. 
'No  es  un  salario  el  que  se  da  al  Abogado:  es  la  recompensa,  el  hon$r 
debido  á  quien  consagra  sus  desvelos  á  tan  noble  oficio... 

El  célebre  Canciller  D'Agnesseau  encarece  la  independencia  en 
el  Abogado  como  la  más  digna  presea  de  su  alto  ministerio.  «Hom- 
bre de  lacha,  el  Abogado  debe  arrostrar  todos  los  peligros  y  hacer 
frente  á  las  contrariedades  con  ánimo  sereno  y  espíritu  tranquilo. 
Hombre  de  acción,  debe  hacer  esfuerzos  supremos  y  poseer  ener- 
gías extraordinarias.  Hombre  de  carácter,  en  persecución  de  los 
nobles  ideales  á  que  aspira,  no  debe  enervarlo  ninguna  influencia» 
detenerlo  ningún  temor  ni  avasallarlo  ningún  poder. 

Vicente  Olarte  Oamacho:  LaprofeHán  de  J.&o^a(fo. —Ocúpase 
este  artículo,  como  indica  su  título,  del  mismo  asunto  que  sirve  de 
tema  al  notable  trabajo  extractado  antes. 

José  V.  DB  Castro:  La  embriaguez  ante  el  Derecho  penaL  Jiidi- 
cadonea  históriccut, 

Enrique  Sánchez  Pastor:  Teoría  positiva  penal  italiana. —Aáe-- 
más  de  los  trabajos  extractados  y  simplemente  mencionados,  in- 
serta este  núoxero  de  los  Anales  de  Jurisprudencia  otros  de  interés 

puramente  local. 

José  García  Fernández. 


FRA^NOESAS 


Nouvelle  Revue  hlstorfque  de  droit  franjáis  et  étranger. 

GusTAvE  Aron:  Etude  sur  les  ¿oís  suecessorales  de  la  Réoo- 
iution  depvUs  1789  jusqu'h  la  promulgation  du  Code  eioiL  (Desde 
la  ley  de  17  nivoso,  afío  II,  hasta  el  Código  civÍI.)~No8otro8  deno- 
minamos período  de  reacción  al  movimiento  legislativo  que  se 
comprende  entre  la  ley  de  17  nivoso  y  el  Código  civil.  Pero  esta  re* 
noción  no  se  efectuó  inmediatamente  ni  con  brusquedad. 
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Durante  algunos  meses  después  de  la  promulgación  de  aquella 
ley,  el  legislador  de  la  Oonvención  mantuvo  enérgicamente  su  obra,. 
y  desenvolvió  más  bien  que  restringió  los  principios  establecidos- 

Los  ataques  contra  esta  ley,  después  de  la  caída  de  Robespierre, 
fueron  tímidos  y  raros  al  principio;  después,  numerosos  y  violen- 
tos; pero  no  se  dirigían  precisamente  contra  el  fondo  de  la  disposi- 
ción misma,  sino  contra  su  efecto  retroactivo,  y  se  consiguió  que 
ése  efecto  desapareciese,  aunque  para  dar  lugar  á  disposiciones  re- 
itoactivas  en  si  mismas^  lo  cual  engendró  una  serie  de  dificulta- 
des que  el  Directorio  se  esforzó  en  resolver. 

Sin  embargo,  salvo  lo  relativo  á  su  efecto  retroactivo,  la  ley  de 
nivoso  subsistió  íntegra  hasta  el  Consulado.  La  ley  de  8  germinal, 
afio  VIII,  le  imprimió  una  modificación  profunda.  Las  dos  idea» 
fundamentales  que  habían  guiado  al  legislador  de  la  Oonvención— 
la  neóesidad  de  reducir  casi  á  la  nada  la  cuota  disponible,  para  lle- 
gar, por  la  aplicación  de  las  reglas  de  la  sucesión  abintestaío,  ¿  la 
extrema  división  de  las  fortunas,  y  la  igualdad  absoluta  entie  los 
herederos— fueron  desconocidos  por  el  legislador  del  Consulado.  8s 
aumentó  la  cuota  disponible,  y  la  ley  permitió  al  testador  mejorar 
á  uno  de  sus  hijos  ó  á  uno  cualquiera  de  sus  herederos. 

La  ley  de  nivoso  debía  -  suscitar  y  suscitó  una  honda  conmoción 
en  Francia.  Esa  ley,  con  efecto,  trastornaba  costumbres  seculares 
y  destruía  todo  el  antiguo  sistema  sucesorio.  Por  la  aplicación  del 
efecto  retroactivo  destruía  situaciones  creadas,  sin  contar  con  que 
votada  con  la  precipitación  y  la  fiebre  de  las  más  candentes  jorna- 
das revolucionarias,  fué  redactada  muy  precipitadamente,  lo  cual 
originó  muchas  dificultades  de  interpretación,  y  el  Comité  de  legis- 
lación se  vio  agobiado  de  reclamaciones  en  .demanda  de  aclaracio- 
nes, excepciones,  etc. 

La  cuestión  planteada  á  la  Comisión  de  legislación  fué  contes- 
tada por  la  Convención,  y  esta  respuesta  constituye  la  interpreta- 
ción de  la  ley  de  nivoso.  Esta  circunstancia  dio  á  los  textos  una 
forma  enteramente  particular  de  leyes  hechas  por  preguntas  y  res- 
puestas, estilo  enteramente  distinto  al  acostumbrado  en  las  leyes 
y  en  los  decretos. 

El  derecho  de  23  ventoso,  afió  II,  contestó  á  sesenta  cuestiones; 
el  de  9  fructidor  á  treinta  y  seis;  el  correspondiente  al  primer  día 
de  las  Sans  Culotttdes,  por  último,  contestó  á  siete  cuestiones  re- 
lativas á  ley  de  12  bramarlo. 

Pero  nosotros  no  vamos  á  examinar  aquí  detalladamente  todas 
las  materias  tratadas  en  estas  tres  leyes.  Nos  referiremos  sólo  á  Ios- 
principios  en  que  la  Convención  precisa  las  ideas  capitales  que  dan 
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Á  la  ley  de  niyoeo  su  grande  alcance  jaridlco,  histórico  y  eocial. 
Clasiñcaremos,  por  tanto,  las  cuestiones  en  estos  castro  grnpos: 

a)    Gaestlones  referentes  al  principio  de  anidad  legislatiya. 

6)    Gaestlones  referentes  á  la  retroactividad. 

e)    Gaestlones  relativas  á  las  relaciones  de  los  donatarios  y  de 
4oB  herederos  natnrales. 
.    d)    Gaestlones  relativas  á  las  snstitaciones. 

Principio  de  unidad  legislativa.— Kstñ  es  la  gran  conquista  de 
la  legislación  revolacionaria;  pero  no.se  llegó  á  ella  sin  vencer  mny 
serias  dificaltades,  ocasionadas  por  las  protestas  y  las  reclamacio- 
nes qae  surgieron  de  todas  las  rogiones  de  Francia,  singniarmente 
de  Normandia.  Siu  embargo,  la  Asamblea  mantayo  su  pensamiento 
en  nombre  del  principio  de  unidad  legislativa  necesario  en  un  país 
libre. 

La  primera  cuestión  del  decreto  de  ventoso  responde  precisamen- 
te á  las  quejas  formuladas  por  í^ormandía*  £1  texto  es  interesante, 
^bre  la  cuestión  referente  <á  que  se  establesca  excepciones  al  de- 
creto de  17  nivoso  en  favor  de  los  ciudadanos  de  la  antigua  provin* 
cia  de  Normandia,  donde  ios  yarones  llamados  por  el  estatuto  á  su- 
ceder con  perjuicio  de  las  hembras,  habiendo  aportado  á  la  casa 
paterna  trabajo  y  aun  reatas,  cuya  partición  por  aquél  con  las  her- 
manas casadas  sería  lesiva  para  elloe»,  la  Gonveoción  contesta: 

Qae,  sin  trastornar  el  orden  social,  no  serla  posible,  en  la  parti- 
■ción  de  una  sucesión,  tener  en  cuenta  ni  los  años  que  los  hijos  han 
estado  en  la  casa  paterna,  ni  mucho  menos  el  trabajo  que  en  bene- 
^cio  de  ésta  hayan  podido  realisar;  <pero  qae  en  todo  caso  es  una 
cosa  inadmisible  la  inclusión  de  un  artículo  especial  referente  á  los 
habitantes  de  la  antlgaa  provincia  de.Normandía,  cuando  la  unifor- 

« 

midad  de  las  leyes  es  uaa  de  las  primeras  necesidades  de  un  pueblo 
<M)m puesto  de  hombres  iguales  y  libres». 

Cuestiones  rej érenles  al  principio  de  retroaetioidad.—Ei  ie- 
^slador  de  la  Gon vención  retrotrajo  al  14  de  Julio  la  época  de  la 
aplicación  de  la  ley  de  nivoso.  En  su  pensamiento  no  había  un  ver- 
dadero atentado  al  principio  de  la  no  retr actividad  de  las  leyes, 
porque  en  la  ley  de  nivoso  el  legislador  no  hacia  más  que  desen- 
volver < los  principios  proclamados  el  14  de  Julio  por  un  gran  pue- 
blo que  se  reintegra  en  saa  derephoe;  el  efecto  retroactivo  comensa- 
ría  solamente  en  cuanto  se  rebasara  ese  límite...»,  como  se  dice  en 
el  derecho  de  ventoso,  en  la  respuesta  á  la  4.*  cuestión,  á  lo  cual  se 
podría  añadir  la  respuesta  á  la  cuestión  64.* 

Cuestiones  relativas  á  las  relaciones  de  los  donatarios  y  le- 
{¡atareos  y  de  los  herederos  naturales.— Lti  idea  que  galo  al  legis- 
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lador  de  la  Convención  fué  servirse  de  U  ley  de  nivoso  á  nn  fin  pa- 
litico:  la  división  de  las  fortanas;  la  constitución  democrática  de  la. 
sociedad,  tanto  en  el  orden  civil  como  en  el  político.  Para  conse- 
gairio  restringió  mnclio  la  facultad  de  disponer,  considerando  qne 
U  sncesión  testamentaria  era  eminentemente  favorable  á  la  consti- 
tución de  las  grandes  fortunas,  y  en  cuanto  á  las  sucesiones  abiri' 
testato  dictó  un  conjunto  de  reglas  cuyo  objeto  era  producir  la  di*^ 
visión  de  la  propiedad. 

El  legislador  de  la  Convención  afirma  resueltamente  sn  aversión 
por  las  liberalidades,  su  bostilidad  contra  donatarios  y  legatarios» 

Beneficiarios  de  disposiciones  gratuitas  anuladas  por  la  ley  de 
nivoso,  dirigieron  en  gran  número  peticiones  ¿  la  Convención  mani- 
festando que  las  liberalidades  que  les  babian  Sido  concedidas  esca> 
paban  á  la  nulidad  prescrita  por  la  ley,  y  se  ofrecían  á  probar  qne^ 
los  dones  recibidos  por  ellos  no  eran  más,  que  restitución  de  co- 
sas que  el  donante  tenia  desde  antiguo  de  la/amilia  del  dona- 
torio. 

La  Convención  contestó:  «que  la  excepción  pedida  haría  en  al- 
gún  modo  revivir  el  sistema  de  las  propias  ó  antiguas  é  introduciría, 
distinciones  frecuentemente  fraudulentas  y  más  frecuentemente  aun 
erizadas  de  dificultades  y  de  incertidumbres,  y  que  para  no  enervar- 
él  nuevo  sistema,  se  tomará  las  personas  y  los  bienes  en  el  estado- 
en  que  se  encontraban  en  14  de  Julio  de  1789. 

Se  pidió  que  las  ventajas  posteriores  al  14  de  Julio  de  1789  fue- 
sen mantenidas  cuando  las  donaciones  fuesen  hechas  en  favor  del 
nifio  que  el  donante  hubiese  mantenido  y  educado.  Pretensión  que- 
fué  contestada  en  los  siguientes  términos:  cestos  son  los  hijos  naci- 
dos fuera  de  matrimonio,  á  los  cuales  una  ley  especial  les  ha  resti- 
tuido sus  derechos  después  del  14  de  Julio  de  1789». 

Reglas  relativas  á  las  sustituciones. — Es  sabido  cómo,  fué  re- 
gulada la  cuestión  de  las  sustituciones  por  la  ley  de  1792  (25  de  Sep- 
tiembre). El  legislador  decidió  que  los  bienes  actualmente  afectados- 
á  sustitución,  y  que  los  gravados  tuvieran  en  su  poder  á  título  de 
usufructo,  los  retuvieran  en  plena  propiedad. 

He  aquí  ahora  las  dificultades  que  naturalmente  podían  surgir 
de  estos  principios. 

Si  era  legítimo  remontar  hasta  el  14  de  Julio  de  1789  la  apertura, 
de  las  sucesiones  que  hubiesen  ocurrido  entre  esta  fecha  y  la  ley  de 
nivoso,  si  todos  los  principios  nuevos  debían  aplicarse  desde  esta 
fecha,  ¿por  qué  hacer  una  excepción  en  materia  de  sustituciones? 
¿Por  qué  las  sustituciones  eran  válidas  hasta  el  26  de  Septiembre? 
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Y  ¿por  qaé  no  aplicar  las  reglas  de  la  ley  de  1792  á  partir  del  14  de 
Jaiio? 

Por  otra  parte,  esta  regla  había  abolido  laa  sustitacionea  p«ra  el 
porvenir.  Mae  para  las  saatltaciones  aun  existentes,  si  aquélla  había 
Miprimido  el  derecho  de  los  llamados,  había  fortificado  el  de  los  gra- 
vados. Consolidando  la  propiedad  en  sne  manos,  había  asimilado  á 
los  derechos  de  los  herederos  naturales  los  parientes  del  snstitayen- 
te.  Ahora  bien:  ¿no  era  esto  contrario  á  la  ley  de  nivoso?  ¿No  era  eso 
confirmar  las  donaciones  prohibidas  por  esa  ley? 

AboUeión  del  efeetó  retroaetiüO.-^DeBpuéB  de  la  caída  de  Ro- 
beepierre,  después  del  9  thermidor,  se  manifestó  vigorosamente  la 
opinión  que  concluyó  con  la  supresión  del  efecto  retroactivo  de  la 
ley  de  nivoso.  En  las  instancias  dirigidas  á  la  Oonvención,  y  en  los 
folletos  profusamente  repartidos  al  público,  se  discute  la  cuestión 
violentamente  y  se  le  da  carácter  político.  Los  segundogénitos  y  las 
mujeres  se  amparaban  en  las  ideas  republicanas  y  se  esforzaban  en 
presentar  á  sus  adversarios,  los  primogénitos  y  los  varones,  como 
enemigos  de  la  República. 

Al  dirigirse  ¿  la  Oonvención  los  ciudadanos,  ia"^ felicitaban  por  la 
jornada  del  9  thermidor,  y  exponían  los  motivos  que  les  asistía 
para  pedir  la  modificación,  unos,  y  otros  la  revocación  completa  de 
la  ley  de  nivoso.  Qtros,  por  el  contrario,  pedían  el  mantenimiento 
de  la  ley  de  nivoso  y  del  efecto  retroactivo. 

£e  muy  interesante  la  discusión  pública  promovida  sobre  este 
aaanto  y  mantenida  por  numerosos  folletos,  medio  normal  de  pro- 
paganda en  aquella  época,  por  los  partidarios  y  por  los  adversarios 
del  efecto  retroactivo  de  la  ley  de  nivoso.  Aparte  de  lo  curioso  de  la 
dlecnsión  en  sí  misma,  ésta  nos  ofrece  al  propio  tiempo  un  elocuente 
ejemplo  de  las  dificultades  y  de  la  complejidad  problema  genera]  de 
Ift  retroactividad  de  las  leyes. 

Los  defensores  de  la  ley  de  nivoso  parecían  ocupar  una  posición 
inexpugnable:  cá  partir  del  14  de  Julio  de  1789,  la  ley  no  hace  más 
que  desenvolver  los  principios  proclamados  entonces...  el  e/eeto 
retroiietiüo  eomenzaria  desde  que  ae  rebasara  eaa/eeftay,  y  pro- 
curaron reforzar  el  argumento  de  varios  modos;  pero  poco  confor- 
mes todos  ellos  con  la  verdad  jurídica.  A  este  unían  otros  argumen- 
tos de  carácter  político  y  sentimental,  que  si  bien  eran  de  efecto,  no 
llevaban  el  convencimiento  al  ánimo. 

Todas  las  razcmes  alegadas  en  pro  las  resumió  Charlier  en  la  tri- 
buna de  la  Oonvención  en  la  discusión  habida  el  6  floreal  sobre  esta 
materia.  <No  hay  tal  efecto  retroactivo,  decía,  porque  la  desigual- 
dad de  las  particiones  es  contraria  á  las  leyes  de  la  naturaleza,  y  el 
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decreto  de  17  de  nivoso  no  ha  hecho  más  qae  restablecer  las  leyes, 
á  partir  del  14  de  Jallo  de  1789;  es  decir,  á  (5ontar  desde  el  día  en 
qae  nosotros  hemos  recobrado  la  libertad  y  la  igualdad.  81  derogáis, 
esa  ley,  arraináis  á  los  segandogénitos,.  qoe  son  casi  todos  ios  de- 
fensores de  la  patria,  los  ponéis  en  peor  situación  qne  lo  era  la  de 
que  les  hal)óls  sacado;  enriquecéis  á  los  primogénitos,  quienee  ven 
tranquilamente  cómo  sus  hermanos  recogen' una  miserable  suma  dé 
100  libras  cuando  ellos  retiran  SO.OOO  de  la  sucesión  de  su  padre.» 

Los  adversarios  de  la  retroactlvidad  no  respondían  directamente 
á  estos  argamentos.  Naturalmente,  no  querían  reconocer  que  defen- 
dían la  causa  de  los  enemigos  de  la  revolución.  No  acudieron  á  ra- 
zones jurídicas  para  su  refutación,  sino  que  se  sirvieron  de  otros  ar- 
gumentos para  demostrar  ya  la  ilegitimidad  de  la  retroactlvidad  y 
la  necesidad  de  su  supresión. 

El  más  importante  de  esos  argumentos  y  sobre  el  cual  se  insiste 
en  las  instaocias  dirigidas  á  la  Convención  y  en  los  folletos,  es  «qae 
la  retroactlvidad  es  contraria  á  la  declaración  de  los  derechos  del 
hombre». 

A  ese  argumento  se  respondió:  que  el  art.  14  de  la  declaración  de 
los  derechos  del  hombre  no  se  aplica  más  que  en  materia  penal 
que  no  habla  máe  que  de  jueces  ordinarios  y  no  del  legislador,  y 
que  en  tiempo  de  reooluetón^  el  efecto  retroactivo  impreso  á  Im 
ley  era  justo  y  necesario ,  etc. 

Daspaés  de  una  discusión  tan  larga  como  empefiada  y  de  estar 
la  ley  en  vigor  diea  y  ocho  meses,  su  revocación  conducía  derecha- 
mente á  nuevos  trastornos,  y  Gairot  se  dirigió  en  los  siguientes  tér- 
minos á  la  Convención:  «Puesto  que  la  ley  está  hecha,  yo  creo  que 
debe  ejecutarse,  porque  abrogándola  nos  exponemos  á  promover  loe 
mismos  trastornos,  las  mismas  divisiones  á  que  ella  dió  lugar 
cuando  fué  promulgada.  No  es  lo  que  importa  á  la  República  que 
tai  ó  cual  individuo  sea  más  ó  menos  rico,  sino  la  certeza  de  la 
propiedad  y  que  la  tranquilidad  esté  asegurada.» 

Sin  embargo,  el  legislador  adoptó  ciertas  precauciones  para  ate- 
nuar los  inconvenientes  de  la  retroactlvidad.  Las  disposiciones  re- 
ferentes á  este  momento  de  transición  se  contienen  en  la  ley  de  3 
vendimiarlo,  afto  IV. 

La  legislación  del  Directorio, — En  esta  época,  respecto  de  la 
ley  que  nos  ocupa,  encontramos  las  leyes  siguientes:  1.^,  la  de  SO 
prarial,  año  IV  (8  Junio,  1796);  2.o,  la  de  15  thermidor,  afio  IV 
(2  Agosto,  1796);  8.®,  la  de  18  pluvioso,  afio  V  (6  Febrero,  1797); 
4.^  la  de  2  ventoso,  afio  VI  (20  Febrero,  1798). 

La  ley  de  20  pralrial,  año  VI,  resuelve  respecto  de  dos  personas 
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mnertaven  la  misma  ejecución,  cuál  de  las  dos  morió  primero» 

La  ley  de  15  thermidor,  afio  IV,  biso  en  cuanto  á  los  derechos 
Buceeorioe  de  los  hijos  naturales  lo  que  había  hecbo  la  ley  de  9 
veñdUniario  en  los  otros  derecbos  sucesorios:  reguló  las  oonsecuen- 
eias  de  la  supresión  de  la  retroactividad. 

£i  arr.  1.^  de  esta  ley  abolió  el  efecto  retroactivo  establecido  por 
la  de  brumario. 

£1  art.  2.^  remite  para  su  ejecución  á  los  principales  artículos  de 
la  ley  de  8  Tendimiario. 

£1  art.  4.®  establece  cque  el  derecho  de  sucesión  recíproca  entre 
loa  hijos  extramatrimoniales  y  sus  parientes  colaterales  y  el  con- 
cedido á  estos  hijos  y  á  sus  descendientes  para  representar  á  su  pa- 
dre y  madre,  no  tendrá  efecto  más  que  para  el  muerto  de  estos  úl- 
timos con  posterioridad  á  la  publicación  de  la  ley  de  4  áe  Junio  de 
1798  y  solamente  sobré  las  sucesiones  abiertas  posteriormente  á  la 
publicación  de  la  ley  de  12  brumario. 

£sta  disposición  fué  modificada  por  la  ley  de  2  ventoso,  afio  VI 
(art.  1.^),  porque  contenía  un  efecto  retroactivo  que  interesaba  ha- 
cer desaparecer. 

cArt.  1.^  Los  hijos  nacidos  fuera  de  matrimonio,  de  personas 
libres,  y  en  su  defecto,  sus  hijos  y  descendientes,  han  sido  llamados 
á  recoger,  sea  inmediatamente  de  su  ascendiente,  sea  por  represen- 
tación de  su  padre  ó  madre,  las  sucesiones  directas  y  colaterales 
abiertas  después  de  la  publicación  de  la  ley  de  12  brumario,  afio  U, 
hasta  la  ley  de  15  thermidor,  afio  IV,  aunque  8ü  padre  y  madre 
h€tyan  muerto  antes  del  4  de  Junio  de  1793.* 

Ley  de  18  plumoso^  año  V  (6  Febrero  179T),-^En  esta  ley  sólo 
dos  cuestiones  fueron  objeto  de  un  debate  jurídico  interesante:  una, 
la  relativa  á  la  renuncia  contractual  de  las  hijas  dotadas^  y  la 
otra  referente  á  las  donaciones  no  renovadas  conforme  al  art.  4T 
de  la  leg  de  ventoso. 

Respecto  de  la  primera,  la  cuestión  se  reduce  á  saber  si  la  ley  de 
1791  alcanza  á  las  renuncias  contractuales  de  las  hijas  dotadas. 

Según  una  opinión,  estas  renuncias  deben  cesar  por  la  aplicación 
del  art.  1  ^  de  la  ley  de  1791,  que  establece  la  igualdad  entre  los 
hijos.  Proscribiendo  todas  las  desigualdades  provinientes  de  la 
edad  ó  del  sexo,  el  legislador  ba  prescrito  implícitamente  las  renun- 
cias contractuales.  Estas  renuncias,  con  efecto,  no  eran  válidas 
más  que  si  eran  hechas  en  favor  de  los  varones. 

Según  otra  opinión,  teniendo  en  cuenta  los  arts.  3.^  y  4.^  de  la 
ley  de  1791,  lo  que  el  legislador  ba  querido  suprimir  es  las  des- 
igualdades provinientes  de  la  costumbre  ó  de  la  ley;  pero  aquella 


74  BBVIBTA  DX  LBOIBLAOIDN 

ley  no  ha  qnerido  influir  las  desigualdades  originadas  en  la  eon- 
vención,  en  la  voluntad  de  las  partea.  Por  consiguiente,  las  renun- 
cias de  las  bijas  por  contrato  de  matrimonio  deben  mantenerse. 

Triunfó  una  opinión  intermedia,  mantenida  por  Troncbet. 

Ley  de  4  germinal,  año  VIII.—Jjob  decretos  que  se  refieren  á 
la  materia  basta  aquí  tratada,  se  limitaban  á  reglamentar  las  difi- 
cúltades  surgidas  por  la  supresión  del  efecto  retroactivo;  pero  la  ley 
de  nivoso  permanecía  intacta.  La  ley  de  germinal,  afio  VIII,  la  que- 
brantó pn  una  de  sus  instituciones  más  trascendentales. 

Nos  referiremos  sólo  á  las  ideas  mantenidas  ante  la  Asamblea 
respecto  al  derecho  á  disponer.     > 

El  derecho  de  testar  no  es  un  derecho  natural.  No  resulta  del 
derecho  de  propiedad,  porque  la  propiedad  se  extingue  con  la  muer- 
te, y  no  podemos  disponer  de  las  cosas  que  no  nos  pertenecen  ya. 

El  derecho  á  testar  fué  atacado  en  su  fundamento  político  y  so- 
cial. En  manos  del  padre  de  familia  se  convertía  en  un  arma  que  le 
permitía  romper  entre  sus  hijos  la  igualdad  establecida  por  la  natu- 
ralesa.  Ejercitándose  en  favor  deeztrafios,  era  un  medio  de  concen- 
trar las  fortunas  en  las  mismas  manos,  restablecer  una  aristocra- 
cia de  dinero,  impedir  la  división  de  las  riquezas,  querida  por  la 
idea  republicana.  Traduciendo  en  forma  legal  esas  ideas,  la  Con- 
vención había  restringido  en  grandes  proporciones  la  libertad  de 
disponer:  Vi*  con  hijos;  V«  cuando  el  testador  no  deja  más  que  cola- 
terales. Esa  cuota  de  libre  disposición  el  testador  no  podía  darla  á 
BUS  hijos. 

£1  proyecto  de  ley  presentado  al  Cuerpo  Legislativo  el  19  ven- 
toso del  afio  VIH,  por  Boulay  (de  la  Meurthe),  agrandó  mucho  la 
cuota  disponible  y  permitió  al  testador  disponer  de  ella  á  favor  de 
un  hijo  ó  de  otro  heredero. 

Las  discusiones,  tanto  ante  el  Cuerpo  Legielativo  como  ante  el 
Tribunado^  no  puede  decirse  que  aportasen  ideas  nuevas,  por  lo 
cual  es  inútil  seguir  los  argumentos  de  los  distintos  oradores.  Bes- 
pecto  de  la  legitimidad  del  derecho  de  disponer  reaparecen  las  dos 
tésifl  mantenidas  en  la  Asamblea  constituyente:  se  afirmaba  de  una 
parte  que  la  propiedad  es  de  derecho  natural,  y  que,  por  tanto» 
existe  antes  que  toda  sociedad,  y  que  el  derecho  á  disponer  no  es 
más  que  una  consecuencia  esencial  de  aquél.  Be  otra  parte  se  man- 
tenía, por  el  contrario,  que  el  derecho  á  disponer  no  es  más  que 
ana  convención  social,  como  el  derecho  de  propiedad,  y  que  el  le- 
gislador puede  reconocerle  ó  negarle. 

Pero  en  este  caso  no  se  trataba  de  mantener  principios,  como  en 
la  Constituyente,  sino  de  llegar  á  un  fin  práctico;  no  se  discutía  el 
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derecho  ¿  testar  en  si,  sino  si  mantendría  ente  derecho  en  el  límite 
fijado  por  el  legislador  de  nivoso,  ó  si  se  extendería  en  los  límites 
pretendidod  en  el  proyecto  de  ley. 

De  los  dos  órdenes  de  disposieiones  que  contenía  el  proyector 
extensión  de  la  facultad  de  testar  y  posibilidad  de  dar  á  ano  de  los 
hijos  la  cuota  de  libre  disposición,  este  último  singularmente  apa- 
sionó los  ánimos. 

Los  que  combatían  este  extremo  se  fundaban  en  que  esa  dispo- 
sición conducía  á  restablecer  la  primogenitura  con  todos  sus  incon- 
venientes, y  que  violaba  los  derechos  de  la  naturaleza,  que  exige 
la  igualdad  entre  los  hijos  de  un  mismo  padre;  por  último,  que  era 
contrario  á  los  principios  republicanos  que  querían  la  igualdad  en- 
tre los  que  la  naturaleza  ha  hecho  iguales. 

Los  partidarios  de  la  reforma  alegaban  el  clamor  de  la  opinión 
pública,  que  la  libertad  de  testar  era  favorable  al  desarrollo  de  1& 
industria  y  del  comercio;  pero  muy  principalmente  su  razón  funda- 
mental era  la  fundada  en  el  restablecimiento  de  «la  autoridad  pa- 
terna en  la  familia,  relajada  por  los  principios  de  la  Revolución. 

Esto  es,  á  indicar  que  la  reacción  se  iniciaba. 

El  legislador  de  la  Convención  estuvo  dominado  por  la  pasión 
de  la  igualdad  y  de  la  libertad.  Había  suprimido  los  jefes  en  el  Es- 
tado y  destruido  la  autoridad  paterna  en  la  familia. 

Estableció  la  igualdad  política  y  pretendió  temblón  la  igualdad 
civil  y  la  igualdad  material:  igualdad  dé  los  hijos  en  la  familia, 
igualdad  de  fortunas  en  la  sociedad.  Puede  decirse  que  ia  ley  de  ni- 
voso, concebida  según  estss  ideas,  era  una  ley  de  nivelación  sociaL 

Por  el  contrario,  el  legislador  del  Consulado  estaba  dominado 
por  la  idea  del  orden  y  de  la  autoridad.  Ha  podido  apreciarse  los 
excesos  á  que  condujeron  las  ideas  de  libertad  y  de  igualdad.  Se 
tiende  á  reobrar  sobre  el  pasado,  y  al  propio  tiempo  que  se  resta- 
blece el  orden  y  la  autoridad  en  el  Estado,  se  restablece  la  autori- 
dad paterna  en  la  familia,  en  nombre  de  la  moral. 

El  primer  acto  legislativo  correspondiente  á  esta  nueva  tendencia 
fué  la  ley  de  4  germinal  del  año  VIII.  He  aquí  sus  disposiciones: 

Los  artículos  del  !.<'  al  4.<>  fijan  la  cuota  de  libre  disposición,  la 
cual  varía  según  los  herederos  que  deje  el  difunto. 
a)    Si  el  difunto  deja  hijos,  la  cuota  libre  varia  según  su  número «^ 
SI  son  menos  de  cuatro,  *i^. 
Si  son  cuatro,  Vs* 

Si  son  cinco,  y«;  y  así  sucesivamente,*  afiadiendo  una  mitad 
al  número  de  hijos  para  determinar  la  cuota  disponible. 
-6)    Si  el  difunto  deja  ascendientes,  hermanos  y  hermanas  ó  des- 
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ceadisntes  de  hermanos  ó  hermanas,  la  cuota  disponible  es  de  la 
mitad. 

e)  Si  deja  tíos  ó  tíos  hermanos  del  abaelo  ó  de  la  abuela;  tíos  ó 
tías  hermanos  del  abuelo  ó  de  la  abuela  (grands  oneles  j  grantU^ 
tantes)t  7  primos  y  primas  carnales,  la  cuota  Ubre  es  de  V^* 

£a  defecto  de  parientes  en  los  gradoa  dichos,  la  sucesión  es  de 
libre  disposición  en  su  totalidad. 

El  art;  6.^  dispone  que  la  cuota  libre  puede  ser  adjudicada  á  los 
iiljos  ó  á  cualquier  heredero. 

Archives  d'Anthropologle  crlninelle. 

(Nám.  118.) 

Dr.  G.  Ricoux:  Débauehe  sexaelle  et  responsabtliié  pénale.— 
(Notas  7  observaciones  médico  legales). — Bl  determinismo  cientí- 
fico no  ha  penetrado  aún  en  las  concepciones  modernas  de  la  justi- 
cia en  términos  que  permita  al  perito  juzgar  según  principios  inya- 
riables.  Implica  fatalmente  la  negación  del  libre  arbitrio,  y  de- 
rrumba, por  consiguiente,  todo  el  edificio  de  la  responsabilidad  cri- 
minal. 

En  consecuencia,  el  médico  encargado  de  examinar  un  acusado, 
l>ajo  el  punto  de  ylsta  mental,  no  acertaría  actualmente  á  admitir 
«1  principio  absoluto  de  la  irresponsabilidad  en  todo  acto  inmoral  ó 
criminal. 

Es  necesario  reconocer,  por  otra  parte,  que  ese  principio  sería 
peligroso  en  una  sociedad  en  que  la  justicia  se  funda,  no  en  la 
preservación  social,  sino  en  el  derecho  á  castigar;  no  en  la  terapéu- 
tica del  criminal,  sino  en  el  castigo  del  culpable. 

En  lá  sociedad  ideal  en  que  la  justicia  será  simplemente  el  ór- 
gano protector  que  ejerza  sus  funciones  de  defensa  por  los  medios 
pfiiporcionados  al  peligro,  el  libre  arbitrio  subsistiría,  y  con  él  las 
teorías  de  la  responsabilidad  penal. 

€  Vendrá  un  tiempo,  dice  el  profesor  Krafft-Eblng,  en  que  nues- 
tras apreciaciones  actuales  sobre  la  legitimidad  ética  y  jurídica  de 
•  ciertas  penas,  singularmente  de  la  pena  de  muerte,  serán  insosteni- 
bles. El  criminal,  en  efecto,  no  será  más  que  un  ser  desgraciado, 
peligroso  para  sus  semejantes,  y  las  penas  nos  parecerán  tan  mons- 
truosas é  inexplicables  como  los  procesos  por  hechicería  y  la  tor- 
tura de  la  Edad  Media.» 

El  régimen  penal  actual  nos  parecerá  entonces  tan  bárbaro  como 
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nos  lo  parece  hoy  el  régimen  de  los  hospitales  y  de  los  asilos  ante» 
de  la  Revolación. 

Mas  atendiendo  á  la  evolueión  científica  de  la  jnsticia  humana^ 
el  médico  legista  está  obligado  á  conformarse  á^las  teorías  corrien- 
tes; el  requerimiento  del  Magistrado  es  un  ultimátum  al  caal  ha  de 
someterse  y  declarar  si  el  acusado  disfruta  ó  no  de  sos  facnltadea 
mentales;  si  su  rrsponsabilidad  debe  ser  entera,  atenuada  ó  nula. 

Por  nuestra  parte,  en  desacuerdo  con  muchos  de  nuestros  com- 
pafieros,  no  podríamos  admitir  una  responsabilidad  atenuada,  pri- 
vándonos, por  otra  parte,  de  los .  medios  necesarios  para  llegar  á 
una  conclusión  que  satisfaciese  á  nuestra  conciencia. 

Con  efecto,  ai  admitimos  el  libre  arbitrio,  la  responsabilidad 
debe  ser  entera  ó  nula.  Entera,  si  no  falsea  la  voluntad  ninguna 
cansa  independiente  de  ella  misma.  Nula,  si  recibe  aquélla  alguna 
influencia,  sea  la  que  quiera,  capas  de' desviarla.  Porque,  en  buena 
lógica,  no  podemos  admitir  que  una  fuerza  pueda  disminuir  la  ca- 
pacidad de  imputación  sin  concederle  un  poder  determinante,  sin. 
que  perturbe  el  principio  mismo  de  la  libertad  de  acción. 

Si  admitimos  el  determinlsmo,  no  puede  ser  parcialmente,  en 
cuyo  caso  no  somos  moralmente  responsables  de  ninguno  de  nues- 
tros actos,  porqué  éstos,  en  ese  supuesto,  no  obedecen  á  nuestra  vo- 
luntad, sino  que  están  sometidos  á  leyes  complejas,  desconoci- 
das aún. 

Aparte  de  que  peca  contra  la  lógica,  la  atenuación  de  la  respon- 
sabilidad ofrece  el  inconveniente  de  todas  las  soluciones  mixtas. 

81  disminuye  la  penalidad  en  cierta  medida,  si  en  vez  de  las  de 
la  cárcel,  abre  las  puertas  de  los  manicomios,  no  resuelve  la  cues* 
tión  en  su  fondo;  lo  que  hace  es  encarcelar  siempre  á  un  enfermo  ú 
hospedar  á  un  criminal  peligroso;  pero  de  ningún  modo  llena  la  la- 
guna de  nuestras  leyes,  y  cuanto  se  consigue  por  su  medio  es  apli- 
carse á  esos  casos  eztrafios,  en  los  cuales  el  perito  no  ha  podida 
formular  una  convicción,  ó  no  se  ha  atrevido  á  emitirla  claramen- 
te, ioflaído  por  consideraciones  extra  médicolegales. 

No  consultando  más  que  su  conciencia,  el  perito  está  en  su  plena 
derecho  al  formular  esta  solución  mitigada;  pero  ha  de  tener  el  va- 
lor «de  confesar  resueltamente  la  duda  que  él  puede  abrigar,  ó  la 
imposibilidad  en  que  se  encuentra  de  formular  conclusiones  pre- 
cisas». 

Pero  si  es  resuelta  y  definida  la  convicción  del  perito;  si  no 
quiere  acogerse  á  ninguno  de  los  subterfugios  legalmente  admitidos, 
se  encuentra  en  la  necesidad  de  absolver  ó  de  condenar. 

Porque  si  bien  el  perito  no  obra  como  juez,  y  si,  antes  bien,  su 
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ianción  se  reduce  á  iluminar  el  ánimo  del  Jues  oon  las  luces  de  su 
ciencia  j  las  de  su  rasón  j  experiencia  propia,  b^usado  su  informe 
en  una  competencia  frecuentemente  especial,  tiene  un  peso  conside- 
rable é  influye  necesariamente  en  las  determinaciones  del  Magis- 
trado. 

^  Desgraciadamente,  el  perito,  lo  mismo  que  el  Jurado  en  materia 
de  culpabilidad,  ha  de  limitarse  á  responder  «^  ó  no. 

Pero  tratándose  de  casos  en  que  el  campo  de  sus  conclusiones 
traspasa  los  limites  de  las  costumbres  sociales,  de  lo  vulgar,  debe 
poder  decir  al  Juez: 

«El  hombre  que  comparece  á  vuestra  presencia  no  es  un  crimi- 
nal ni  un  alienado:  pertenece  á  un  tipo  que  no  admiten  aún  vues- 
tras leyes  escritas.  Oarecéls,  por  consigaiente,  de  derecho  á  casti- 
gai,  porque  no  tenéis  derecho  á  deshonrar. 

^Tenéis  el  deber  de  preservar  á  la  sociedad;  pero  no  tenéis  dere- 
(iho  á  imponer  á  ese  desgraciado  los  rigores  de  la  prisión,  ni  á  sus 
descendientes  un  estigma.» 

Sólo  en  este  caso  el  médico  perito  podrá  obrar  con  independencia 
y  con  lealtad;  pero  la  ley  no  le  ofrece  libertad:  ha  de  reducirse  á  los 
«stablecimien¿08  de  preservación  social:  prisiones  ó  asilos,  prescri- 
tos para  los  actos  culpables  debidos  á  la  hereacia  ó  á  la  educación; 
pero  sin  garantías  para  que  el  recluido  ni  la  sociedad  puedan  pro- 
meterse un  resultado  eficaz. 

En  establecimientos  de  este  género,  ese  verdadero  producto  pa- 
tológico de  una  sociedad  enferma,  encontraría  los  cuidados  necesa- 
rios, y  quedaría  reducido  á  la  impotencia  para  sembrar  el  contagio 
en  derredor  suyo. 

En  el  mayor  número  de  casos,  el  médico  perito  se  ve  constreñido 
^  emitir  un  informe  fundado  en  reglas  especiales,  artificiales,  en  las 
ciales  debe  limitar  su  observación  á  los  términos  de  una  orden  re- 
cibida, y  formular,  por  consiguiente,  una  conclusión  que  no  está  de 
conformidad  á  su  conciencia,  sino  conforme  á  la  conciencia  de  otros. 

Esta  falsa  situación  no  puede  menos  de  perjudicar  á  la  claridad 
de  BU  trabajo,  á  la  sinceridad  de  sus  apreciaciones  y  á  la  precisión 
de  sus  conclusiones.  ; 

Si  bajo  el  punto  de  vista  profesional  está  obligado  el  médico  pe- 
rito á  conformarse  á  la  ley  y  á  las  imperfecciones  de  una  justicia 
empírica,  bajo  el  punto  de  vista  social  tiene  derecho  á  emitir  un  in- 
forme de  conformidad  á  un  hombre  libre,  á  sacar  su  personalidad 
consciente  del  estrecho  marco  á  que  la  reduce  la  jurisprudencia. 

Francisco -J.  J.  Bbnlloch. 
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ITALIANAS 


Rivista  italiana  di  Sociología. 

(Julio  Agosto,  1903.) 

G  MA8PILLER0:  CíOíUzaetón,  familia^  moralidad.—Si  á  cada 
uno  de  nosotros  se  nos  pidiera  qne  defiaiéramos  ó  explicáramos  lo 
•que  llamamos  civilización,  se  nos  pondría  en  nna  situación  emba- 
razosa, y  despnés  de  recurrir  á  circunloquios  ó  á  simples  enumera- 
ciones, nos  yeriamos  obligados  á  insistir  sobre  un  carácter  espé- 
<sia!:  el  urbanismo^  la  aglomeración  de  la  población  en  ciudades. 

Eq  efecto;  si  ordenamos  las  naciones  segúael  concepto  que  noa 

formamos  de  su  civilización,  y  después  independientemente,  según 

la  relación  de  la  población  urbana  con  la  rural,  veremos  coincidir 

las  dos  series.  He  aquí  las  cifras: 

Poblacáón  urbana 
•n  1900. 

Italia 14  por  100. 

Francia 18  » 

Alemania 19  » 

Bélgica 26  > 

Holanda 27  » 

Gran  Bretaña 88  » 

Estados  Unidos 32  > 

Por  esto,  Boccardo  pudo  sentar  esta  ley:  «el  número  de  las  gran- 
des poblaciones  y  la  masa  de  sus  habitantes,  están  siempre  en  ra- 
zón directa  con  la  civillzacióa  y  la  riqueza». 

Podemos  fijar  uaa  segunda  coacomitaocia  afirmando  que  el  pro- 
greso de  la  civilización  en  las  varias  naciones  es  paralelo  al  pro- 
greso del  urbanismo.  ¿Qniéa  no  lee  el  espléndido  empuje  de  los  Es- 
tados Unidos  hacia  el  porvenir  en  la  siguiente  estadística?: 

p  Proporción  Proporción 

de  la  población  rural.         de  la  población  urbana. 

1800 97  08  3,97 

1810 95,07  4,98 

1820 96,07  4.93 

1830 93  28  6,72 

1840 91,48  8.62 

1860 87,61  12.49 

18R0 83,87  16,13 

1870 79,07  20.93 

1880 77,43  22,67 

1890 71,36  28,64 
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En  Inglaterra  y  en  Francia  se  ve  otro  tanto. 

Todayía  podemos  fijar  nn  tercer  panto:  loe  momentos  más  ex- 
celsos y  luminosos  de  toda  civilización  corresponden  á  so  más  in- 
tenso urbanismo.  En  tiempos  de  Pericles,  el  Ática  contaba,  sobre 
poco  más  ó  menos,  220.000  habitantes,  de  los  cuales,  70.000  vivían 
en  Atenas;  estoes,  el31,81  porjlOO  de  la  población  total.  En  tiempos 
de  Augusto,  la  población  total  de  Italia  era  de  6.260.000  habitantes, 
contando  Boma  de  800  á  860.000,  sin  contar  las  populosas  ciudades 
italianas:  elevado  urbanismo  á  que  correspondía  una  altísima  civi-* 
lixación.  Entre  el  siglo  xvi  y  el  xvii,  toda  Italia  contaba  una  po- 
blación de  18  millones  de  habitantes,  y  en  el  xv  había  cinco  eluda* 
des  con  más  de  100.000  habitantes;  cuatro,  con  más  de  60.000; 
siete,  con  más  de  80.000,  y  ocho,  con  más  de  20.000,  nrbanisma 
bastante  fuerte,  al  que  corresponde  la  civiliaación  del  Renaci- 
miento. 

Se  puede  expresar  todavía  una  última  concomitancia  en  este 
punto:  el  nacimiento  de  la  civliizacióa  en  un  país  coincide  con  los 
comienzos  del  urbanismo,  y  donde  cesa  el  movimiento  urbano,  se 
detiene  enseguida  la  civilización. 

Por  todas  estas  concomitancias  se  puede  afirmar  que  el  urba- 
nismo es  la  causa  primera  de  la  civilización.  ¿Pero  cuáles  son  lo» 
efectos  del  urbanismo  sobre  la  moral  y  la  familia? 

Oon  el  esplendor  de  la  civilización  ateniense,  viene  la  corrup- 
ción de  las  costumbres.  Aparecen  los  fastos  de  la  prostitución  y  del 
hetairismo  docto  y  elegante.  Para  limitar  la  población,  la  moral  y 
ciencia  sugerían  el  amor  an  ti  físico,  el  aborto,  la  exposición  de 
nifiOB,  el  infanticidio. 

Tenemos  otro  tanto  en  Roma,  y  una  nueva  repetición  del  fenó» 
jneno  en  el  Renacimiento. 

¿Pasarían  las  cosas  de  otro  modo  en  la  edad  nuestra? 

Las  separaciones  de  cónyuges  y  el  divorcio  crecen  en  razón 
directa  del  urbanismo.  Desde  que  en  el  Imperio  germánico  se  esta- 
bleció el  divorcio  por  ley  de  6  de  Febrero  de  1876,  aquél  ha  aumen- 
tado en  el  28  por  100.  En  Inglaterra  y  el  país  de  Gales,  los  procesos 
de  divorcio  fueron  de  206  en  término  medio  anual  durante  el  pe» 
ríodo  1868  62  y  de  682  en  el  período  1888-92.  Lo  mismo  en  otros 
países. 

Por  otra  parte,  el  urbanismo  aleja  ai  hombre  de  la  familia  y 
contribuye  á  la  disolución  de  ésta.  La  edad  del  matrimonio  se  re- 
trasa, una  estadística  austríaca  muestra  que  en  las  ciudades  de 
más  de  20.000  habitantes  el  máximum  de  matrimonios  se  dá,  en 
los  hombres,  entre  los  60  á  60  afios,  y  en  las  mujeres,  entre  los  30  á 
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40.  Ahcira  bien:  la  fisiología  ensefia  qae  la  madnrex  sexual  la  al- 
caDsa  si  hombre  á  los  25  afios  y  la  mujer  á  los  19.  ¿Qué  ocnrrirá 
entonces?  Ün  aumento  en  la  prostitnción,  en  la  natalidad  ilegítima, 
en  loe  delitos  contra  las  costumbres.  He  aqní  algunas  cifras  tocantes 
á  la  primera.  En  el  siglo  xv,  sólo  en  Venecia,  se  calculaban  11.664 
prostitutas  para  una  población  de  800.000  habitantes.  En  París,  en 
1866,  se  calculaba  que  había  34.600  prostitutas;  en  1872,  más  de 
100.000;  en  1880,  más  de  120.000. 

Por  consiguiente,  ¿el  urbanismo  no  produce  sino  males  en  la 
familia? 

De  ningún  modo.  A  la  vez,  el  mejoramiento  en  las  condiciones 
intelectuales  y  morales  de  las  gentes,  producto  de  toda  civilización, 
contribuye  al  íntimo  mejoramiento  de  la  familia,  eterna  idealidad 
humana,  y  á  su  transformación  en  un  tipo  más  elevado. 

La  literatura,  índice  y  efecto  de  las  corrientes  sociales,  da  fé  en 
nuestro  tiempo  de  ese  hecho.  En  nuestra  edad,  la  familia  entra 
triunfalmente  en  el  arte:  en  la  pintura,  en  la  escultura,  en  la  no- 
vela, en  la  poesía,  y  la  literatura  familiar  comienza  cuando  se 
inicia  el  urbanismo  y  lo  sigue  fielmente.  Por  esto  el  mundo  sajón 
puede  gloriarse  de  los  dos  más  grandes  líricos  familiares:  Tennyson 
y  I^ongfellow. 

En  conclusión:  el  urbanismo,  que  parcialmente  es  elemento  des- 
tructor de  la  familia,  la  reconstruye  luego  con  mayor  fuerza*  y 
cohesión,  valiéndose  de  la  elevación  de  la  intelectualidad. 

Scuola  Positiva. 

(NoTÍembre  de  1903.) 

A.  T08T1:  LúB  Eicabino8,^El  escabinato  se  remonta  á  los  anti- 
guos germanos,  entre  los  cuales  estaba  muy  arraigado  el  principio 
de  que  la  fororación  de  las  leyes  y  la  administración  de  la  justicia, 
pertenecían  directamente  al  pueblo. 

A  la  calda  del  Imperio  romano,  cuando  la  invasión  de  los  bár- 
banos  comenzaba  á  caxñbiar  de  aspecto  el  mundo  social,  y  del  cruce 
del  elemento  romano  y  del  elemento  bárbaro  surgía  una  nueva  so- 
ciedad, era  natural  que  ni  los  antiguos  usos  del  pueblo  germano  ni 
las  leyes  romanas  fueran  suficientes  á  regalar  las  relaciones  que, 
poco  á  poco,  íbanse  formando.  Las  leyes,  por  consiguiente,  debían 
modificarse  adaptándose  á  las  nuevas  necesidades,  fenómeno  que  se 
verificó  principalmente  mediante  las  costumbres  nacidas  de  la  con- 
ciencia popular. 

TOMO  104  s 
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Para  comprobar  el  dereebo  consuetudinario,  á  veces  se  recurría 
á  una  información  pública;  á  veces  el  juea  interrogaba  á  los  escabi* 
nos,  esto  es,  á  los  hombres  buenos^  á  los  ancianos,  á  los  qn^  gozaban 
mayor  autoridad,  ante  el  pueblo  reunido,  para  obtener  una  declara- 
ción sobre  las    costumbres,  y  estas  declaraciones   se  llamaban 

En  la  Eidad  Media  sucedía  con  frecuencia  que  faltaba  en  los  Ini- 
cios la  regla  legal  y  la  consuetndinar^,  y  entonces,  loe  escabinos, 
constituyendo,  juntamente  con  el  jues,  el  Tribunal,  inveniebani  sen^ 
tefUiam,  y  juzgaban  según  su  conciencia. 

Dado  este  carácter  de  los  escabinos,  era  lógico  que  la  institseión 
decayera  poco  á  poco,  á  medida  que  crecía  el  número  é  importancia 
de  los  juristas,  esto  es,  de  los  profesionales  del  derecho.  En  un  prin- 
cipio, los  escabinos  dejaron  de  ser  elegidos  por  el  pueblo  y  eran 
nombrados  por  el  juez;  después  comenzó  á  ser  costumbre  de  que 
fuera  el  juez  quien  dictara  la  sentencia;  finalmente,  con  el  procedi- 
miento secreto,  hasta  llegó  á  desaparecer  el  nombre  de  escabino. 

Pero  esta  institución  que  parecía  muerta  y  sepultada  para  siem- 
pre, reapareció  hacia  la  mitad  del  siglo  pasado  en  el  mismo  país  ori- 
ginario. 

En  ley  de  8  de  Noviembre  de  1890,  el  Estado  de  Hannover,  dis  • 
puso  que  eo  los  delitos  leves  pronunciara  sentencia  el  juez  togado 
asistido  de  dos  jueces  populares,  Uapiados  escabinos. 

Oldenburgo,  Hesse  electoral,  el  Gran  Ducado  de  Badén,  el  ins- 
tado de  Bromen,  Prusiaen  1861,  Wastembey  y  Sajonia  en  1868,  si- 
guieron el  ejemplo,  hasta  que  en  1877  se  promulgaron  el  Código  de 
procedimiento  penal  y  la  ley  orgánica  judicial  del  Imperio  germá- 
nico. De  conformidad  á  estas  leyes,  en  todo  Tribunal  de  distrito  se 
constituía  un  Tribunal  de  escabinos,  compuesto  de  un  juez  togado, 
presidente,  y  de  dos  escabinos  ó  asesores  populares:  Tribunal  en- 
cargado de  conocer  de  las  faltas,  de  los  delitos  penados  con  menos 
de  dos  meses  de  prisión  ó  menos  de  600  marcos  de  multa,  de  los  de- 
litos leves  contra  la  propiedad  y  de  los  delitos  más  graves  devueltos 
por  las  Cámaras  de  los  Tribunales,  punibles  con  penas  leves  por 
razón  de  circunstancias  atenuantes. 

Los  escabinos  tienen  voto  igual  al  juez  togado,  y  juntamente  con 
éste  pronuncian  acerca  de  todas  las  cuestiones  de  hecho  y  de  dere- 
cho. Todos  los  años  se  los  sortea  sobre  una  lista  de  ciudadanos  con 
determinados  requisitos,  se  les  toma  juramento,  que  tiene  eficacia 
en  todo  eí  año  jurídico,  y  ejercen  sus  funciones  no  más  de  cinco  días. 
Han  adoptado  el  escabinato,  además  de  Alemania:  Dinamarca, 
Suecia,  Finlandia,  y  el  Cantón  Tesino. 
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Gomo  se  ye,  esta  institación  es  difereot^  dsi  Jurado,  aunque  las 
dos  se  informeii  en  el  principio  de  la  participación  directa  del  poe- 
l>lo  en  la  administración  dé  jasticia.  Lo  típico  del  escabinato  es  la 
igualdad  de  Jueces  populares  y  del  jnes  togado  en  la  declaración  de 
-tedas  las  cuestiones  de  hecho  y  de  derecho. 

CONaXANCIO  Behnaldo  db  Quir68. 


ALEaMANAS 


ZsMselirlfl  fQr  Vergieioheniie  Rseiitswfssf nseliaft. 

(Tomo  16,  cnademos  1.®  y  f  ®,  Stnttgart,  1908.) 

Richard  Niese:  Derecho  de  las  penónos  y  de  la  famiUa  entre  loe 
SuaheH. — El  trabajo  está  hecho  dentro  de  la  tendencia  que  á  esos  es- 
tudios da  el  Profesor  Kohler,  de  Berlín.  A  pesar  de  que  el  autor  co- 
noce el  idioma  Suaheli  habría  sido  la  empresa  de  casi  insuperables 
dificultades,  por  contarse  con  muy  pocos  materiales  escritos,  sin  la 
cooperación  de  una  persona  de  aquella  nacionalidad,  un  instruido 
suaheli,  Lector  á  la  sazón  en  el  Seminario  de  lenguas  orientales  de 
Berlín. 

Trátase  de  Derecho  consuetudinario,' y  por  tanto,  debe  adyertlrse 
que  hay  variaciones  de  uno  á  otro  territorio.  Gomo  elemento  de 
comparación  se  toma  el  derecho  musulmán. 

Inirúduceián.—Le,  población  de  los  territorios  alemanes  en  la 
costa  Este  de  África,  se  compone  de  elementos  diversos,  entre  los 
que  pueden  distinguirse  el  elemento  indígena  y  el  inmigrado.  Aquél 
pertenece  á  la  gran  familia  Bantu.  Los  inmigrados  son  principal- 
mente árabes,  llegados  como  comerciantes,  establecidos  en  aquella 
«osta  y  elemento  de  primordial  influencia  á  pesar  de  la  resistencia 
Indígena. 

Del  cruce  entre  árabes  y  bantus  surgió  en  el  curso  de  los  siglos 
una  nueva  rasa  que  se  designa  con  el  nombre  de  Suaheli  (habitan- 
tes de  la  costa).  La  influencia  árabe  los  ha  elevado  á  un  alto  grado 
de  cultura.  Sin  embargo,  grandes  diferencias  ios  separan  de  este 
pueblo.  El  idioma  es  un  dialecto  bantu,  con  la  particularidad  de  es- 
cribirse con  caracteres  árabes,  lo  cual  estrema  las  dificultades  de  bu 
lectura  de  un  modo  extraordinario  por  la  poca  adecuación  de  los 
signos. 
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LoB  Suaheli  eon,  al  menos  de  nombre,  mahometanos.  El  derecho» 
musulmán  es  también  el  dominante,  aunque  mezclado  con  derecho^ 
indígena.  Pero  las  máximas  jurídicas  no  tienen  eficacia  como  dere- 
dho  impuesto,  sino  como  libremente  aceptado  por  las  partes.  (El  de- 
recho musulmán  desempefia  en  cierto  sentido  allí  el  papel  del  ro- 
mano, en  Alemania,  después  de  la  Recepción.) 

Alejado  el  territorio  de  las  universidades  muslimes,  el. derecho 
penetró  por  transmisión  oral.  Soló  más  tarde  llegaron  libros,  siendo- 
el  principal  el  Minbág.  La  masa  del  pueblo  que  no  sabe  leer,  sigue 
rigiéndose  por  un  derecho  consuetudinario  formado  bajo  la  influen- 
cia árabe. 

I.— Derecho  de  los  libres. 

a)  Matrimonio.'-El  matrimonio  se  halla  en  alto  período  de  des- 
arrollo. La  celebración  es  de  importancia  primordial.  El  influjo  fun- 
damental es  musulmán,  pero  mientras  ScMitas  y  Sutrnitaa^  acentúan, 
el  aspecto  moral  y  religioso,  entre  los  Suaheli  eS  el  matrimonio 
antes  que  nada  una  compra.  El  precio  no  es  un  símbolo,  sino  una 
suma  con  que  el  padre  de  la  novia  se  lucra.  - 

Como  mahometanos,  son  ios  Suaheli  polígamos,  y  aunque  el  nú* 
mero  de  mujeres,  se  halla  limitado  por  el  Koran  (cuatro  el  libre  y 
dos  el  esclavo),  se  toman  como  concubinas  las  que  exceden  el  límite.. 

Poliandria  y  matrimonio  por  grupos,  no  se  conocen.  La  exoga- 
mia es  regla  general;  pero  la  endogamia  se  permite  hasta  el  cuarto 
grado. 

Llegado  un  nifio  á  los  quince  años  aproximadamente,  negocia  su 
padre  el  matrimonio  con  el  que  posea  una  hija  de  edad  análoga,  sin 
que  en  ello  intervengan  para  nada  los  interesados.  El  precio  que  se 
abona  varía  entre  40  y  76  rupias  (60  ó  100  marcos).  De  este  precio 
recibe  una  parte  la  madre,  y  otra,  más  pequefia,.  los  abuelos  paterno 
y  materno. 

Al  llegar  á  los  veinte  afios  (aproximadamente,  porque  no  llevan 
cuenta  de  la  edad),  puede  el  suaheli  elegir  mujer  sin  asistencia  del 
padre*  La  muchacha  no  es  libre  nunca  en  este  sentido. 

A  falta  de  padre  está  facultado  el  abuelo  paterno  para  negociar 
el  matrimonio  de  su  nieta.  En  su  defecto,  el  hermano  del  padre  ó  la 
madre  misma;  pero  necesitan  el  consentimiento  de  los  parientes  y 
de  la  interesada.  Donde  no  haya  estas  personas,  elige  libremente  la 
muchacha,  no  mediando  precio.  Es  frecuente  en  este  caso  acudir  al 
Magistrado  alemán  para  que  haga  la  entrega. 

No  es  raro  que  los  padres  concierten  los  matrimonios  antes  del 
nacimiento  de  los  hijos,  bajo  la  condición  d^  que  éstos  naecan. 
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Un  retracto  de  todos  esocí  esponsales  ocurre  raramente  j  es  des- 
AionroBO. 

El  precio  es  en  dinero  y  su  pago  no  se  sostitnjre  con  servicios, 
^lo  cabe  qne  alguien  interceda  para  la  rebaja  en  vista  de  las  bue- 
nas condiciones  del  futuro  esposo. 

Oeiebrados  los  esponsales,  sefiala  el  padre  de  la  novia  día  para 
la  boda.  Las  ceremonias  de  la  celebración  del  matrimonio  son  muy 
varias.  Lo  principal  suele  ser  la  expresión  del  consentimiento  hecha 
,por  el  novio  y  por  el  padre  de  la  novia  ante  algunos  amigos  y  el 
Maestro  (^waallim).  Ei te  comunica  la  resolución  á  la  interesada  y 
lee  después  algún  pasaje  del  Koran.  £1  marido  reparte  dinero  entre 
.la  gente  que  espera  á  la  puerta,  sin  lo  cual  no  le  está  permitida  la 
•entrada  en  el  cuarto  de  su  mujer,  -y  da  á  ésta  misma  unas  monedas 
para  que  le  reciba. 

Siete  días  suele  permanecer  la  mujer  en  casa  de  sus  padres  des- 
pués del  matrimonio.  Durante  ellos  se  celebran  fiestas  á  las  cuales 
4isiste  el  marido,  pero  no  la  mujer,  que  permanece  recluida  en  su 
euarto.  Al  octavo  día  son  conducidos  los  esposos  solemnemente  á  su 
jiuevo  domicilio. 

La  mujer  no  lleva  dote  aunque  el  padre  sea  rico  (aparte  objetos 
-de  Qso  personal  y  algunas  esclavas). 

El  marido  dá  á  la  mujer  una  Mitrgmgabe  (wahari),  cuya  cuantía 
•se  ajusta  también  y  suele  exceder  al  precio.  Es  muy  frecuente  que 
no  se  pague  inmediatamente,  en  cuyo  caso  el  marido  suscribe  con 
•dos  testigos  un  documento  reconociendo  la  deuda. 

Las  diversas  mujeres  de  un  hombre  no  viven  reunidas,  sino  en 
•diversos  departamentos,  y,  generalmente,  casas.  No  hay,  pues,  uni- 
dad de  economía  doméstica.  No  hay  preferencia  de  una  mujer  (pre- 
ferencia de  derecho). 

La  autoridad  del  marido  no  se  extiende  á  poder  vender  ó  empe- 
llar á  su  mujer;  antes  bien,  ha  de  tratarla  con  consideración. 

La  mujer  puede  adquirir  bienes  durante  el  matrimonio,  sobre 
los  cuales  conserva  la  propiedad  y  disposición.  Es  general,  sin  em- 
bargo, que  los  dé  al  marido,  á  veces  solo  en  usufructo. 

Hay  divorcio  por  consentimiento  mutuo  y  repudio  de  la  mujer, 
•ambos  sin  solemnidades. 

La  mujer  no  puede  reclamar  la  separación.  Tiene  un  medio  in- 
directo de  conseguirla:  comprándole  al  marido  su  emancipación  ma- 
trimonial por  un  precio  en  dinero,  si  él  consiente. 

La  separación  se  hace  constar  en  un  documento.  En  caso  de  di- 
vorcio, el  marido  está  obligado  á  satisfacer  á  la  mujer  la  Margen- 
gabe  prometida  y  no  pagada,  á  no  ser  que  la  mujer  renuncie  ó  me- 
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die  pftcto  en  contrario.  La  majer  se  lleva  loe  objetos  de  sn  pertenen- 
cia. Las  cosas  comunes  se  reparten  por  mitad.  Oaso  de  diseordia- 
hay  establecido  nn  procedimiento  jadicial  (testigos,  juramento,  etc.). 
Si  los  esposos  tienen  hijos  comunes,  se  reparten  éstos  según  la 
edad.  Los  menores  de  siete  afios  los  toma  la  mujer,  debiendo  abo- 
nar el  padre  la  manutención  y  hasta  pagar  un  tanto  á  la  madre  por 
HU  trabajo  si  ésta  lo  reclama.  Desde  los  siete  afios  decide  el  nifio  li- 
bremente con  quién  quiere  vivir. 

La  mujer  divorciada  necesita  esperar  un  placo  de  tres  meses  para 
contraer  nuevo  matrimonio,  y  ha  de  solicitar  para  celebrarlo;  el 
permiso  del  anterior  marido,  que  no  puede  negarlo  sin  causa  justa. 

Muerto  el  marido  no  tienen  los  herederos  derecho  alguno  sobre 
la  viuda.  Esta  puede  contraer  nuevo  matrimonio  pasado  un  placo 
de  cuatro  meses  y  diez  días.  Recibe  la  Morgengabe,  si  antes  no  f  aé^ 
pagada,  y  como  herencia,  uña  octava  parte^  en  concurrencia  eon  hi- 
jos, y  una  cuarta  si  no  los  hay. 

b.  Farenteseo.  —  Entre  los  Suaheli  reina  el  Patriarcado  (Va- 
terrecht)  de  tal  modo  que  los  hijos  todos  pertenecen  á  la  familia  del 
padre  y  toman  el  nombre  de  éste  después  del  suyo  propio.  Esto 
ocurre  aun  con  hijos  procreados  fuera  de  matrimonio  si  la  paterni- 
dad puede  fijarse. 

La  autoridad  del  padre  sobre  los  hijos  no  se  extiende  á  disponer 
de  su  vida  ó  su  libertad»  Los  hijos  deben  obediencia  absoluta  á  sus^ 
padres  hasta  la  edad  aproximada  de  veinte  afios;  las  hijas  hasta  que 
salen  del  poder  paterno  (por  matrimonio).  Muerto  el  padre,  tiene  la. 
madre  la  tutela  sobre  los  hijos  menores  (el  limite  de  edad  no  está 
definido).  En  su  defecto,  los  abuelos,  y  no  habiéndolos,  el  má» 
I^ózimo  pariente.  Todos  lew  hijos,  aunque  sean  de  diferentes  muje- 
res (y  aun  de  concubinas  por  concesión  del  padre),  gosan  igual  po- 
sición. 

Diversas  ceremonias  acompañan  al  nacimiento  de  un  nifio.  Se 
apaga  el  antiguo  fuego  y  se  enciende  otro  nuevo;  se  planta  un  coco- 
tero cuyo  tamafio  sirve  luego  para  graduar  la  edad  del  nacido,  etc» 
Generalmente  recibe  ei  nombre  del  abuelo  (sin  embargo,  no  existo 
la  creencia  de  la  transmisión  del  espíritu).  Ei  nombre  puede  luego- 
cambiarse.  La  matanaa  de  nifios  está  prohibida. 

Los  nifios  son  circuncidados  á  la  edad  en  que  abandonan  la' es- 
cuela. 

La  moralidad  y  castidad  de  las  mujeres  hasta  su  casamiento  e» 
rigurosamente  exigida.  Exigen  las  buenas  costumbres  que  el  seduc- 
tor de  una  muchacha  se  case  con  ella. 

No  existe  Toiemiiíno  ni  creencia  en  paso  del  alma  á  un  animaU 
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Ba  la  nome&dfttara  del  parenteaoo  se  aprecian  distintamente  los 
ireeltgtios  de  anteriores  grapoa  de  parientes  pertenecientes  á  la  época 
del  matrimonio  por  gmpos.  Asi  la  palabra  Paire  sirve  también  para 
el  hermano  de  la  madre,  y  la  palabra  hijo  se  aplica  al  hijo  del  her- 
m«io  7  al  de  la  hermana. 

Sin  embargo,  las  únicas  relaciones  profundamente  acentuadas 
son  dentro  de  la  familia  propia.  El  suegro  es  objeto  de  gran  yene- 
ración  y  respeto  por  parte  del  yerno. 

Los  funerales  por  los  muertos  duran  siete  días,  durante  los 
cuales  dúermMi  los  allegados  sobre  el  suelo.  Se  envían  cartas  de 
pésame. 

No  existe  el  cnito  de  los  antepasados. 

Son  muy  frecuentes  Us  disposieioiies  testamentarias.  La  vo- 
luntad del  que  murió  se  considera  sagrada.  £1  testamento  puede 
ser  oral  ó  escrito.  El  testador  debe  dejar  una  parte  de  la  herencia  á 
los  más  próximos  parientes.  Eacuéntranse  en  algunos  testamentos 
cláusulas  estableciendo  fundaciones.  La  majer  tiene  capacidad  para 
testar. 

La  herencia  intestada  pasa  á  tos  descendientes,  recibiendo  los 
varones  doble  porción  que  las  hembras.  A  falta  de.  descendientes 
heredan  hermanos  y  hermanas,  recibiendo  éstas  una  euarta  parte 
de  la  porción  asignada  á  aquéllos.  No  hay  derecho  de  represen- 
tación. Si  hay  sólo  descendientes  de  hermanos  heredan  la  mitad  y 
ta  dtra  pasa  al  Fisco.  Este  es  el  heredero  en  todo  otro  caso. 
I  La  adopción  íbb  desconocida.  En  cambio  existe  el  ajuste  de  una 

hermandad  de  sangre  entre  dos  ó  más  personas,  sin  consecuencias 
para  el  régimen  económico,  pero  que  crea  un  vínculo  para  casos  de 
necesidad  ó  peligro.  La  ceremonia  que  la  aeompafia  .se  basa  en  la 
idisa  de  la  meada  de  sMigre. 

II.— Derbcho  de  los  no  libres. 

Ettti«  los  Snaheli  existe  la  esclavitud.  Su  origen  es  vario:  a)  pri- 
1  eioneros  de  guerra;  6)  el  secuestro  de  personas  por  los  traficantes 

en  esclavos;  c)  venta  de  los  nifios  en  casos  de  apuro  económico  (y 
^  avs  por  codicia),  realizada  por  los  padres;  d)  supersticiones;  e) 

paaa  (el  médico  que  mataba  un  enfermo  se  hacía  esclavo  de  la  fami- 
lia de  éste.) 

La  posición  del  esclavo  es  análoga  á  la  del  derecho  remano.  No 
pnede  contraer  matrimonio  con  persona  libre,  ni  sin  permiso  del 
duefio.  Los  hijos  de  esclavos  que  nacen  en  la  casa  del  sefior  gozan 
de  mía  cietta  preferencia. 
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El^daefio  paede  vender  libremente  sus  esclavos,  castigarlos  eor* 
poralmente,  pero  no  matarlos.  Ea  la  práctica,  el  esclavo  es  tratado 
con  consideración.  El  daefio  puede  tomar  á  la  esclava  como  con* 
cabina.  Para  casarse  con  ella  necesita  previamente  emanciparla. 

El  señor  responde  de  los  daños  de  sa  esclavo.  Este  es  vendido 
para  repararlo,  y  si  su  precio  no  basta,  se  le  castiga  como  mal- 
hechor. 

Las  emancipaciones  son  muy  frecuentes,  especialmente  como 
recompensa  por  fidelidad  ó  servicios.  El  emancipado  se  iguala  al 
libre;  los  hijos  que  en  lo  sucesivo  tenga,  nacen  libres;  pero  los  an- 
teriores permane(^en  esclavos.  La  concubina  esclava  se  hace  libre 
por  el  nacimiento  de  un  hijo. 

El  Gobierno  y  la  inñaencia  alemana  han  dulcificado  mucho  la 
esclavitud.  Su  único  origen  hoy,  es  el  nacicniento. 

» 
Zeitschrlfl  fflr  das  privat  and  ofTentliohe  Reoht  der  Gegenwart. 

(Tomo  31,  cuaderno  1.®— Yiena,  1908.) 

Dr.  jACQues  EsTBRN :  La  doürina  general  del  E$tado  y  wm 
Etica  pontivUta .  —  Entre  las  numerosas  ramas  del  árbol  de  la» 
ciencias  jurídicas,  hay  una  que  hasta  tiempos  muy  recientes  paréela 
seca  y  decadente,  al  pasó  que  las  restantes  se  desarrollaban  en  plena 
fiorescencia,  hasta  el  punto  de  poder  dudarse  si  á  tal  rama  le  estaba 
reservado  un  porvenir.  Hoy  es  otra  cosa.  La  doctrina  general  del. 
Estado  ha  despertado  á  nueva  vida  desde  que  se  ha  acometido  por 
diversos  Jados  la  elaboración  de  trabajos  sistemáticos  y  comprensi- 
vos,^en  lugar  del  procedimiento  de  monografías  que  casi  exclusiva- 
mente dominaba.  Bderece  citarse  ante  todas,  como  rompiendo  mar- 
cha, la  obra  de  Jellinek,  Doctrina  general  del  Estado,  en  cuyo  pró- 
logo se  señala  con  razón,  como  cooperando  al  Estado  de  postración 
de  esta  disciplina  científica,  la  posición  de  la  Glencia,  en  que  casi 
todo  es  cuestionable:  método,  plan  y  fin  de  la  investigación,  modo 
de  las  afirmaciones  y  formación  de  los  particulares  resultados. 

Una  imagen  de  la  confusión  reinante  ofrece  Rehm  en  la  intro- 
ducción de  su  Doctrina  general  del  Estado,  enumerando  nada  míenos 
que  seis  diversos  puntos  de  vista  en  lo  que  toca  ai  concepto  de  esta 
ciencia:  desde  el  más  antiguo,  que  ve  en  ella  una  < Filosofía  del  Es- 
tado», hasta  la  concepción  de  Mohl,  como  cestabiecimiento  del  con- 
cepto general  del  Estado,  su  esencia  y  sus  relaciones». 

Repetidas  veces,  antes  de  Platón  y  Aristóteles,  habían  empren» 
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4ido  los  pensadores  el  desarrollo  de  ana  doctrina  del  Estado,  pura 
ereación  de  la  rssuSn  hnmana,  sobre  un  camino  de  especnlacidn  filo- 
eófica,  para  llegar  asi  á  nn  tipo  ideal  del  Estado.  Al  contrario,  el 
Derecho  Natural  pado  sólo  temporalmente  allanar  el  camino  á  nna 
consideración  jurídica  del  Estado,  y  entró  enseguida  en  lucha,  pre- 
cieamente  en  sus  más  signiñcados  representantes,  con  el  espíritu 
de  los'  antiguos  y  de  la  escolástica  medioeval  que  aspiraba  á  una 
idea  del  mismo. 

Así  puede  decirse  que  hasta  la  primera  decena  del  siglo  xix,  la 
doctrina  general  del  Estado  era  exolusiyamente  Filosofía  del  Es- 
tado, un  estudio  de  la  esencia  del  Estado,  edificado  sobre  una  espe- 
eulación  metafísica  ó  teleológica.  La  escuela  histórica  consiguió 
hacer  triunfar  también  en  este  terreno  su  proceso  investigativo  de 
carácter  empírico,  basado  en  los  hechos  de  la  historia.  Aunque  con 
ello  se  quitaba,  al  menos  al  jurista,  toda  base  para  la  construcción 
de  una  cFllosofía  del  Estado»,  en  el  sentido  de  concepto  extraído 
de  la  razón  absoluta,  no  han  faltado,  sin  embargo,  hasta  nuestros 
días,  recaídas  en  una  ó  en  otra  dirección  de  tal  «Filosofía  del  Es- 
tado», y  h'asta^escritores  que  desconocían  su  propio  punto  de  vista, 
como,  por  ejemplo,  Gumplowlcx,  cuya  doctrina  no  cabe  en  modo  al- 
guno identificar  con  la  «Filosofía  del  Estado»,  aunque  él  así  lo  sos- 
tenga. 

tíin  embargo,  podría  marcarse  con  Schmidt,  como  carácter  co- 
mún á  todas  las  doctrinas  acerca  del  Estado  desde  Savigny,  el  es- 
fuerao  hacia  la  comprensión  de  la  evolución  histórica  del  «Estado» 
y  «Derecho  del  Estado»  en  sí  misma  y  en  los  hechos.  Oon  ello  se 
declara  algo  referente  al  método  de  investigación,  pero  no  al  de  ex- 
posición. Reina  hoy  unidad  en  reconocer  que  no  todas  las  manifes- 
taciones del  Estado  son  de  naturalexa  jurídica,  y  por  tanto,  que  n» 
todas  han  de  ser  tratadas  jurídicamente,  sino  que  la  Sociología, 
la  Historia  y  la  Política  están  llamadas  á  contribuir  con  su  parte 
correspondiente,  y  con  aplicación  de  su  especial  método,  á  la  expli- 
oación  del  Estado .  La  distinción  entre  este  método  y  el  jurídico 
aparece  como  necesaria  en  la  división  de  la  doctrina  general  del 
Estado  que  Jellinelc  por  vez  primera  adopta :  «Doctrina  social 
general  del  Estado»  y  «  Doctrina  jurídica  general  del  Estado».  Sólo 
en  esta  forma  puede  dedicarse  la  correspondiente  atención  al  as- 
pecto ^  social  y  al  jurídico  del  Estado  y  evitarse  lámesela  de  dos 
métodos  esencialmente  diversos .  El  método  de  la  primera  parte 
es  inductivo,  en  cuanto  que  procede  por  comparación  histórica;  la 
segunda  no  puede  ser  expuesta  sino  por  método  deductivo,  por  dis* 
cutirse  en  ella  el  contenido  de  las  varias  normas  é  instituciones. 
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Aanqne  todas  Us  iávestlgaeiones  para  tratar  el  cDerecho  del  Es- 
tado» por  procedimiento  empírico,  biológico,  soeioiógico,  de  laa  cien- 
cias natarales,  se  refieren  esencialmente  á  la  doctrina  tocial  del 
Bstado,  y  queda  sólo  aplicable  para  la  exposición  de  aqaél  el  mé- 
todo jaridico,  es  con  todo  evidente  qne  este  método  necesita  com- 
pletarse con  el  histórico  y  sociológico  (inductivo),  porque  también 
al  Derecho  del  Estado  y  al  Derecho  mismo  son  aplicables  considera- 
ciones históricas  y  sociológicas. 

SI  negamos  la  existencia  de  una  doctrina  general  ó  filosófica  del 
Estado  como  rama  especial  de  las  ciencias  jurídicas  en  el  sentido 
de  un  «complejo  de  puras  positivo-  Jurídicas  disciplinas»  y  la  re- 
mitimos más  bien  á  la  Filosofía,  surge  enseguida  la  pregunta  de 
cuál  sea  la  sigulfieación  de  tal  consideración  filosófica  del  Estado 
para  la  doctrina  de  éste  como  Disciplina  jurídica.  Para  la  determi- 
nación de  estas  relaciones  puede  invocarse  hoy  aún  la  frase  de 
Adolfo  Merkel  en  el  primer  artículo  de  esta  Revista,  sefialando  la 
Filosofía  del  Derecho  como  el  o^eto  deembarcuBo  (Verlegenheits- 
objeki)  de  la  ciencia  positiva  del  Derecho. 

El  criterio  de  Bomhak  es  prescindir  de  la  consideración  filoso*  - 
fica  del  Estado  por  entender  que  éste  no  ha  de  ser  construido  racio- 
nalmente sino  comprendido  empíricamente  sobre  fundamentos  his- 
tóricos y  de  derecho  comparado.  Pero  con  ello  no  se  quita  la  posi- 
bilidad de  una  consideración  filoeófica  del  Estado,  en  cuanto  se  en- 
tienda distinto  de  la  teoría  creadora  procedente  de  la  absoluta 
razón,  que  es  siempre  una  imagen  refl:*jada  de  los  Estados  existen- 
tes en  la  época  en  que  el  pensador  constituye  su  Eitado  ide(d. 

Antes  bien  concuerdan  todos  los  modernos  sistematiaadores  de 
la  doctrina  general  del  Estado,  en  que  «no  es  posible  una  exposi- 
ción de  las  leyes  del  desarrollo  del  Estado  sin  el  empleo  de  inves- 
tigaciones filosóficas»  (Rehm).  En  qué  puntos  hallan  éstas  su  logar 
y  qué  radio  deben  abrazar,  queda  en  una  cierta  oscuridad. 

En  el  vasto  dominio  de  la  Filosofía,  está  la  Etica  especialmente 
llamada  á  ejercer  infinencia  sobre  la  doctrina  general  del  Estado,, 
porque  Derecho  y  Estado  son  partes  integrantes  de  la  Etieai  to- 
mada ésta  en  el  más  amplio  sentido,  como  doctrina  de  las  acciones 
humaoías  y  norma  para  las  mismas. 

Todo  sistema  de  Etica  tiene  la  misión  de  desarrollar,  al  menos 
en  sus  líneas  fundamentales,  mna  doctrina  general  (filosófica^  del 
Estado.  Hay  que  reconocer  que  la  mayor  parte  no  la  cumplen  total- 
mente. Fundadamente  reprocha  Jellinek,  con  referencia  á  la  doc- 
trina de  la  justificación  del  Estado,  á  los  nuevos  sistemas  deEtiea  de 
Wnndt,  Panlsen  y  Hóffding,  que  no  ventilan  ó  sólo  tocan  de  paso 
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Ift  onMtión.  Aniuiae  m  niegme  á  la  eonsideraclóa  del  Salado  sobre 
baae  metalísiea,  no  oiertomenle  U  jaflUfícación,  pero  ai  U  utilidad 
))ara  la  doctrina  del  fiatado  que  peraigoe  aolación  práctica  de  laa^ 
cneationea,  no  paede  diacatirae  la  aignifioación  de  laa  inveatigacio- 
nea  aobre  la  eaeneia  del  Eatado,  baaadaa  en  otroa  íandamentoa  dia- 
tintea  de  loa  pretendidoa. 

La  ezpoaiei6n  en  ana  eiementoa  íondamentalea  de  ana  doctrina 
general  del  Batado^  baaada  en  ana  Etica  independiente  de  aapnea- 
toe  metafíaicea  j  veligioaoa,  ea  el  fin  de  laa  conaideracionea  qae  ai- 
«HMn.. 

I  £1  primer  enaaTO  de  nna  Etica  independiente  en  eae  aeatido,  ae 

^  eacnentra  en  la  obra  de  Gaiiermo  Stern,  Fundacián  erUÍGa  de  lafEtica 

oomo  eUneia  pmtivá, 

I  Veamoa  laa  ideaa  landamentalea  del  aistema* 

fil  ponto  de  vista  general  de  la  Etica,  eomo  ciencia  poaitiva,  ea 
el  poaitiTiamo  critico.  Coincide  éate  con  la  concepción  de  Angaata 
Coaate,  el  f andador  del  PoaitiTiamo  en  general,  en  rechaaar  toda. 
Metafiaica;  pero  repata  eate  poaitiviamo  de  Oomte,  ea  cnanto  aóla 
ae  lía  de.loaaeatidoa  eztemoai  por  conaiderar  toda  aparición  coma 
pocamente  externa,  como  an  candido  ó  an  critico  realiamo  <;^ae  ae 
aoeaca  demaaiado  al  materiAÜamo  dogoiático.  El  Poaitiviamo  cri-- 
tico,  tal  como  ae  entiende,  deja,  por  el  contrario,  abierta  la  poaibl- 
lidad  de  qae  exlata,  á  máa  del  principio  material,  otro  eaplriinal 
diatinto  eaencialmente  de  aqoéi.  Eate  Poaitiviamo  crítico  ea  la  anióa 
de  doB  pantoa  de  viata:  el  idealiamo  critico  de  Kant  y  el  materia- 
lismo crítico  de  Da  Boia  Beymoad. 

Deade  la  poaiciOn  del  Poaitiviamo  crítico  aparece  la  "aceptación 
de  lo  eapiritaal  como  la  máa  íraotífera  hipóteaia  y  la  máa  apropiada, 
máxima  de  la  inveatigaeióa  eapeoial  dentro  del  terreno  científico- 
eapiritoal  (gelateawiaaenachaftlicb)  y  la  ace)f»tación  de  lo  material», 
como  igaalmente  neoeaaria  para  la  eapecial  Inveatigación  en  el  te- 
rieao  de  laa  cieneiaa  natnralea.  Ni  el  idealiamo  crítico  de  Kant,  ni 
el  materiaüamo  crítico  de  Da  Boia  Beymond,  ae  imponen  limitacióa 
semejante.  Para  el  Poaitiviamo  crítico  no  hay  otro  modo  de  invea- 
tigación eieatífica  qae  la  inveatigaeióa  particalar. 
.  De  lo  dicho  reaalta  qae  la  Etica  científica,  aegnn  el  Poaitiviamo 
crítico,  no  paede  fandane  aobre  aapneatoa  dogmático -metafíaicoa^ 
Bcluí  Idealiataaó  mateiialiataa,  aino  habrá  de  aernna,  poaitivo- 

f  cia^iñoa  ó  poaitivieta,  ciencia  particalar  qae  caal  laa  demáa  nece- 

sita pedir  á  cieaciaa  máa  generalea  ana  primerea  aapaeatoa.  Del 
mismo  modo  redMaa  el  Poaitiviamo  crítico  todo  máa  particalar  6 
cercano  aapaeatOt  afirmativo  ó  negativo,  aaí  como  el  dogmático  re- 
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conocí  miento"  ó  negación  de  la  Teología.  Lo  único  qne  coneerva 
«orno  Indiapensable  es  el  determinante  libre  albedrio,  qne  pnede 
eer  f  andado  mediante  nna  Paleología  empírica. 

Bl  úaico  método  poaibie  en  la  Etica  científico  positiva  es  el  in- 
ductivo, y  especialmente  el  genesiaco,  qne  retrotrae  el  nacimiento 
de  la  moralidad  á  nn  panlatino  devenir,  á  nn  secular  desarrollo  y 
herencia  en  el  reino  hominal  y  animal.  Ei  exigencia  especial  de  la 
Etica  positiva,  qne  sn  principio  fundamental  sirva  también  para 
esclarecer  las  pocas  pero  marcadas  manifestaciones  morales  entre 
los  animales,  porque  sino  alcanza á explicar  estas  sencillas,  inenos 
podrá  hacerlo  tratándose  de  las  mucho  más  complicadas  que  se  dan 
«ntre  los  hombres. 

La  Etica  positivo-científica  retrotrae  el  origeb  de  la  moralidad 
al  cambio  de  influencias  que  en  los  tiempos  primitivos  se  operó 
«ntre  el  hombre  y  los  seres  animados,  de  un  lado,  y  la  Naturaleaa  y 
los  Elementos,  del  otro;  infliencias  consistentes  en  dañosos  atenta- 
dos de  estos  últimos,  en  la  vida  psíquica  de  aquéllos  cuyo  senti- 
miento de  la  vida  herían.  A  ello  siguió  la  reacción  del  hombre  y 
de  los  seres  de  espíritu  contra  el  mundo  objetivo  exterior.  Esos 
«taques  de  los  elementos  á  la  vida  psíquica  ee  refieren  principal- 
mente á  la  época  del  hielo,  á  las  inundaciones,  huracanes,  graniso, 
Tayo,  persistente  sequía,  avalanchas,  incendio  de  bosques,  erup- 
ciones volcánicas,  terremotos,  etc.  De  este  común  sufrir  y  de  la  re- 
petida defensa  común  por  parte  de  hombres  y  seres  animados,  se 
desarrolló  en  el  curso  de  muchos  siglos  entre  hombres  y  animales 
nn  más  ó  menos  marcado  sentimiento  de  homogeneidad  con  los  de- 
más seres  animados  frente  á  las  invasiones  del  mundo  objetivo  ex- 
terior. Más  tarde,  unido  esto  al  sentimiento  natural  de  conserva- 
ción de  la  vida,  se  produce  un  rencor,  una  enemiga,  traducidos  en 
impulso  más  objetivo  dé  defensa  contra  un  algo  impersonal,  neu- 
tro, general.  Aquí  se  halla  el  móvil  de  la  moralidad. 

Ede  impulso  se  hereda  y  se  ensancha  poco  á  poco,  objetivándose 
hacia  una  defensa,  no  sólo  contra  el  mundo  inanimado,  sino  contra 
el  mundo  animado  exterior.  Así  se  llega  al  impulso  moral  objetivo, 
^omo.  conservación  de  lo  psíquico  en  sus  diversas  manifestaciones  me- 
diante defensa  de  todo  dañ)So  ataque.  Esta  es  la  esencia  de  la  mora- 
lidad y  el  principio  fundamental  de  la  Etica. 

Toda  acción  moral  tiene  como  nota  el  hallarse  ligada  durante 
eu  curso  á  un  (voluntario  ó  forzado)  sacrificio;  y  aquí  descansa  nna 
<soincidencia  con  el  concepto  de  Kant,  en  cuanto  la  acción  moral  se 
realiza,  si  no  con  resistencia,  al  menos  con  nn  cierto  vencimiento. 

Es  significativa  la  nueva  diferencia  que  la  Etica  establece  entre 
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moralidad  y  cultura:  la  primera,  es  defensa  y  repreeión;  la  segun- 
da, es  precaución  y  prevención.  El  origen  de  la  cultura,  al  contra- 
rio que  el  de  la  moralidad,  se  halla  en  el  impulso  é  inclinación  á 
prevenir  las  ini^asiones  dañosas  de  la  Naturaleza  y  loe  elementos» 
jugando  en*  ello  papel  principal  la 'inteligencia,  la  razón  y  el  espí- 
ritu, bajo  excitación  y  ayuda  del  sentimiento  que  ezclueivament» 
está  al  servicio  del  instinto  de  conservación  de  la  vida. 

Del  principio  fundamental  de  la  Etica  ee  deriva  la  regla  impe- 
rativa: obra  cuanto  te  sea  posible,  correspondiendo  al  impulso  de 
conservación  de  lo  psíquico  ó  espiritual  en  sus  diversas  manifes- 
taciones, mediante  defensa  contra  toda  dafiosa  invasión. 

Del  principio  fundamental  de  la  Etica,  se  deriva  después  la 
Moral  ó  doctrina  de  la  moralidad  en  sentido  estricto,  esto  es,  la 
doctrina  de  las  virtudes  y  deberes  y  del  biien  supremo;  y  se  deriva, 
por  último,  la  doctrina  general  del  Derecho  y  del  Estado. 

La  regla  ética,  como  el  principio  fundamental  de  la  Etica,  tiene 
dos  aspectos:  primero,  el  deber  de  la  justicia,  correspondiente  á  la 
virtud  de  la  justicia,  y  segundo,  el  deber  del  amor  general  ó  activo^ 
correspondiente  á  su  análoga  virtud.  El  último  queda  fuera  de  es- 
tas consideraciones. 

La  justicia  es  la  defensa  (Abwehr),  frente  á  dañosas  invasionee 
del  sujeto  en  la  vida  psíquica  de  otro  ó  en  la  suya  propia. 

De  la  idea  de  justicia  se  deriva  luego  el  derecho  racional  (Ver- 
Bunftrecht). 

Por  lo  que  serenero  á  la  denominación  áe derecho  raetonaí, mien- 
tras que  la  doctrina  general  del  Derecho  y  del  Estado  ha  sido  lla- 
mada Filosofía  del  derecho,  ó  Doctrina  filosófica  de  Derecho  y  Es- 
tado, ó  también  Derecho  Natural,  aquella  denominación  descansa^ 
de  un  lado,  en  que  la  Etica  positivo  científica  no  admite  como  ci««n- 
oias  sino  á  las  positivas  ó  especiales,  y  la  denominación  de  cFilo- 
sofía»  ó  €  filosófica»  á  ninguna  conviene,  excepción  hecha  de  la  His- 
toria de  la  Filosofía;  y  de  otro,  en  la  oposición  entre  lo[natural  y  lo 
ético,  perteneciendo  á  esto  último  el  Derecho. 

El  que  afirme  la  existencia  de  un  derecho  racional  frente  al  po- 
sitivo, de  aquél  derivado,  tiene  que  entendérselas  con  la  concep- 
ción de  la  escuela  histórica  que  sostiene  la  necesidad  de  considerar 
las  fuentes  de  Derecho  y  Estado  (sujetas  como  toda  otra  manifesta- 
ción de  cultura  á  la  evolución  histórica)  en  el  espíritu  del  pueblo. 

Pero  el  místico  concepto  del  «espíritu  del  pueblo»,  corazón  de  la 
doctrina  de  Savigny,  es  al  mismo  tiempo  su  más  flaca  posición,  y 
donde  siempre,  en  la  última  época  especialmente  por  parte  de 
Stammler,  ha  recibido  los  más  duros  ataques.  El  romanista  Bruns- 


94  BBVI8TA  DB  LSQIBLiüQIÓN 

ha  indicado,  que  ai  se  identifican  Derecho  y  conyieción  popular, 
hay  que  negar  el  inflnjo  del  aibiUio,  del  error  y  de  lo  casual  en  las 
.leyes,  lo  cnal  pngna  con  loa  hechos.  El  número  de  partidarios 
de  la  teoría  es  hoy  insignificante.  El  menosprecio  de  la  filoaofia 
del  Derecho  por  parte  de  los  representantes  de  la  ciencia  positlra 
iia  disminnído  constantemente.  Con  ello  llega  á  oonfesarae  que  la 
misión  de  la  filosofía  del  Derecho  yiene  á  ser  la  misma  qué  la  del 
combatido  Derecho  natural,  annqne  éste  eolia  traapasar  su  fin  en 
ulteriores  desarrollos. 

La  Ética,  como  ciencia  positiva,  representa  la  opinión  de  qae  la 
idea  del  Derecho  es  general,  hnmana,  derivada  en  primera  línea  de 
la  regla  ética.  Dando  esta  norma  la  escala  de  lo  justo  é  injusto,  se 
deduce  que  antes  ha  tenido  que  ser  como  una  conciencia  popular  en 
eae  respecto.  Ei  incuestionable  infiujo  de  historia  y  experiencia,  de 
circunstancias  de  tiempo,  lugar  y  nacionalidad  sobre  el  Derecho 
y  el  Estado,  aparece  para  la  teoría  expuesta  sólo  como  una  modifi- 
cación de  la  general  humana  vida  del  Derecho  y  del  Estado.  A  la 
objeción  de  que  el  Derecho  empieza  en  todos  los  pueblos  en  forma 
de  costumbre  y  no  de  ley,  contesta  la  Ética  positiva,  que  precies- 
mente  ei  Derecho  racional  halla  su  inmediata  é  instintiva  expre- 
filón  en  el  Derecho  consuetudinario,  sin  que  esto  sea  afirmar  que 
éste  represente  siempre  la  razón.  Tampoco  puede  desconocerse  que 
hombres  como  Licurgo  y  Solón,  han  establecido  nuevas  máximas, 
no  originadas  en  el  derecho  consuetudinario. 

Dedúcese  de  lo  expuesto,  que  bajo  la  denominación  de  «derecho 
racional»  no  se  entiende  un  derecho  absoluto,  construido  a /anorten 
el  antiguo  Derecho  natural,  porque  sólo  se  trata  del  reconocimiento 
de  la  generalidad  y  necesidad  de  la  idea  fundamental  ética  de  De- 
recho y  Estado  y  la  determinación  de  sus  derivadas  generales, 
mientras  las  especiales  varían  según  tiempo,  lugar  y  circunstancias 
nacionales. 

A  este  lado  ético  y  jurídico  del  Estado  se  incorpora  otra  función 
ética,  el  cuidado  de  la  prosperidad;  pero  )a  parte  preventiva  de  éste 
no  tiene,  según  lo  expueeto,  carácter  ético,  sino  de  cultura,  y  sólo 
para  no  destruir  la  unidad  puede  ser  al  mismo  tiempo  discutida* 

La  determinación  del  origen  del  Derecho  racional  se  enlaza  con 
la  virtud  y  deber  de  justicia.  Mientras  que  en  el  ejercicio  de  toda 
virtud  y  deber  éticos  como  tales,  es  decir,  considerados  como  cuali- 
dades morales,  importa  la  intención  moral  subjetiva  y  no  el  resul- 
tada de  la  acción  ni  el  fin  que  fuera  de  ésta  se  dá,  puede  importaren 
cambio  en  el  ejercicio  de  la  virtud  y  deber  de  justicia  otra  cosa  que 
flu  libre  cumplimiento,  y  tratarse  del  restablecimiento  de  la  posibi- 
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4idad  de.  la  convivencia  de  los  individoos,  ó  sea  el  estobleciniiente 
del  orden.  En  cnanto  la  joeticia  deviene  principio  de  orden,  ceea  de 
ser  nna  cnalidad  moral  del  sujeto  7  pasa  á  eer  algo  objetivo,  el 
Derecho,  y  ante  todo  derecho  reciooal,  como  algo  que  todo  hombre 
puede  exigir  de  otro,  obligándole  á  ello  (deede  el  pnnto  de  vista 
ético),  porque  de  lo  contrario  no  podría  coexistir  con  loe  demáfl 
hombres.  La  admisión  moral  de  la  coacción  y  el  prescindir  de  la 
intención  moral  snbjetiva,  son  las  notas  que  separan  la  justicia» 
como  derecho  racional,  del  deber  7  la  virtud  de  justicia.  Si  á  la  ad- 
misibilidad de  la  coacción  (Zwang)  se  incorpora  el  poder  físico 
(Macht)  del  Estado,  el  derecho  racional  deviene  positivo.  Podrá, 
pues,  definirse  el  derecho  racional:  la  idea,  que  aparece  como  pen- 
eamiento  jurídico  7  tiende  á  realisarse,  de  la  justicia,  pensada,  no 
desde  el  punto  de  vista  de  la  intuición  subjetiva,  sino  desde  el  ob- 
jetivo de  fiu  como  principio  de  orden,  7  protegida  por  la  admisión 
moral  de  la  coacción. 

Del  derecho  racional  derivase,' pues,  el  positivo;  pero  éste  no  se 
extiende  sino  á  una  parte  de  ías  acciones,  porque  el  particular  Eb- 
tado  entresaca  de  los  deberes  jurídicos  los  que  cree  necesarios  para 
la  ordenada  convivencia  de  sus  miembros.  Esto  se  hace  en  forma 
de  107  ó  por  el  reconocimiento  como  derecho  consuetudinario.  La 
parte  restanta  de  delires  jurídicos  los  abandona  el  Estado  al  do- 
minio de  la  Moral,  ó  expresado  objetivam^ente  (prescindiendo  de  la 
intención  moral  que,  sin  embargo,  en  el  hombre  moral  siempre 
existe)  del  derecho  racional.  Este  se  divide  en  objetivo  7  sub- 
jetivo. 

Veamos  ahora  el  fundamento  (justificación)  del  Estado,  proble- 
ma distinto  del  de  su  modo  de  nacer. 

La  Ética  positivo- científica  lo  justifica  de  ^temodo:  el  individno 
no  tiene  poder  físito  baMante  para  protejer  las  facultades  ó  dere- 
chos subjetivos  que  por  derecho  racional  le  corresponden.  El  deaeo 
de  conseguir  esa  protección  de  un  lado,  7  la  tendencia  de  todo  in- 
dividuo á  la  realización  de  la  idea  de  justicia  (derecho  objetivo  ra- 
cional) que  en  él  como  pensamiento  del  derecho  se  presenta,  de 
otro,  impulsa  á  los  individuos  á  unirse  con  el  vínculo  de  Esta  Jo. 
En  el  estado  pre  político  contiénete  difícilmente  la  auto  a7uda  en 
sus  furopios  límites  7  ha  de  mirarse  como  ideal  la  formación  de  un 
Estado.  La  aspiración  de  los  individuos  á  ser  defendidos  en  paa  7 
en  guerra  de  las  invasiones  (1)  de  otros  hombres  en  su  vida  psíqui- 

/l)     Apoddramiento,  asimiento,  usnrpaoión.  La  palabra  alemana  Eingriffk^ 
que  el  autor  emplea,  no  es  de  fácil  traducción  exacta.  (N.  del  T.) 
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ca,  es  el  fnndamento  principal  de  la  formación  del  Estado.  I^a  abi- 
'  males  se  han  nnido  en  Estados  para  guardarse  y  defenderse  contra 
análogas  íoyasiones  procedentes  de  la  naturaleza  inanimada. 

La  manera  de  nacer  el  Estado  es  muy  varia,  decidiendo  las  cir- 
cunstancias históricas.  Como  más  poderosa  causa  sefialóee  la  guerra 
(Estado  israelita  antiguo)  7  también  la  aspiración  á  un  caudillo- 
jnea  (Imperio  medo).  De  aquí  que  pueda  sefiaiarse  como  modo  de- 
nacimiento un  poder  físico  ó  espiritual  en  unión  con  una  declara- 
ción de  voluntad,  convenio  ó  contrato,  que  pueden  ser  tácitos  ó  ex- 
presos* Pero  al  hablar  aquí  de  contrato,  no  se  olvide  que  se  consi- 
dera como  modo  de  nacimiento,  no  como  fundamento.  Preséntase* 
la  cuestión  de  si  el  Estado  nace  por  unión  de  individuos  ó  de  pre- 
existentes agrupaciones  que  surgieran  por  causas  religiosas  ó  eco- 
micas.  La  Ética  positivo-científica  se  decide  por  esto  último,  cre- 
yendo, sobre  todo,  dominantes  las  ligas  ó  agrupaciones  basadas  en- 
la  sangre. 

En  cuanto  al  fin  del  Estado,  junto  á  las  dos  funciones  éticas,, 
«mantenimiento  del  derecho»  y  <defensadel  territorio»,  que  se  refie- 
ren á  la  defensa  contra  el  mundo  exterior  animado,  se  ooloca  una 
tercera,  también  ética:  la  defensa  contra  el  mundo  exterior,  espe- 
cialmente contra  los  elementos.  Las  dos  últimas  representan  la 
parte  ética  del  «fomento  de  la  prosperidad»,  que  en  unión  del  «man- 
tenimiento del  derecho»  é  incluyendo  el  «derecho  de  inspección»,, 
forman  la  esencia  propia  del  Estado.  Otras  funciones  de  cultura  y 
creación  de  medios  materiales  no  pertenecen  á  la  ética,  por  ser 
preventivas;  pertenecen  al  que  llamamos  «preventivo  fomento  de 
la  prosperidad»,  y  se  enumeran  entre  ellas  las  medidas  preven- 
tivas de  posibles  dafios:  la  Religión,  Oiencia,  Arte,  Técnica  y  Acti- 
vidad económica.  Estas  funciones  sirven  de  sostén  á  las  éticas.  La 
definición  del  Estado  será:  una  unión  completa  y  domiciliada  de 
muchos,  bajo  un  duradero  poder  central  superior,  con  el  fin  de  que 
éste  defienda  y  proteja  á  todos  los  miembros  contra  dañosos  aten- 
tados en  el  derecho  y  en  el  bien  de  cuantos  pertenecen  á  la  co- 
munidad. 

El  derecho  general  del  Estado  se  divide  en  derecho  constitu- 
cional y  derecho  administrativo. 

El  derecho  general  constitucional,  según  se  deduce  del  derecho 
racional  que  queda  expuesto',  contiene  sólo  el  principio  funda- 
mental de  la  subordinación  de  los  individuos  á  una  voluntad  su^ 
perior,  puesto  que  al  formarse  el  Estado  cedieron  una  parte  de  su» 
derechos  para  hallar  una  protección  por  parte  de  éste.  Esa  voluntad 
la  representan  los  gobernantes. 
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Ulteriores  configuraciones,  como  si  es  preferible  la  monarquía 
ó  la  república,  son  indiferentes  desde  el  punto  de  vista  ético,  ó  sea 
jurídico- racional  7  moral.  Para  cada  pueblo  7  en  un  pueblo  para 
cada  época,  puede  ser  apropiada  una  diferente  forma.  La  única  le7 
fundamental  es  que  ni  los  gobernantes  ni  los  gobernados  sufran 
demasiado  perjuicio. 

La  actividad  administrativa  abarca  el  mantenimiento  del  de- 
recho (Justicia)  7  el  cuidado  defensivo  7  preventivo  de  la  prospe- 
ridad (negocios  exteriores,  guerra,  administración  interior,  ha- 
cienda). 

De  todas  estas  funciones  son  éticas:  el  mantenimiento  del  de- 
recho 7  la  parte  defensiva  del  fomento  de  la  prosperidad.  En  esta 
última  se  comprende  la  defensa  del  territorio  7  la  defensa  contra 
dafios  de  los  elementos  en  la  vida  psíquica  de  los  individuos  (por 
ejemplo,  lo  referente  á  proletariado,  á  establecimientos  para  enfer- 
mos 7  ciegos.) 

La»  otras  funciones  son:  preventiva  directa  (policía)  7  preven- 
tiva indirecta  (fomento  de  arte,  industria,  técnica).  Sólo  la  policía 
judicial  tiene  carácter  defensivo  7  por  tanto  naturaleza  ética. 

De  lo  dicho  se  deduce  que  el  Estado  derivado  del  principio  fun- 
damental de  la  ética  positivo  científica,  es  tanto  un  Estado  de 
Derecho  como  un  Estado  de  cultura. 

Por  último,  como  afirma  Jellinek,  la  justificación  puramente 
jurídica  del  Estado,  es  imposible.  Trátase  más  bien,  en  última  ins- 
tancia,  de  una  pura  cuestión  ética:  si  se  reconoce  ó  no  el  Estado 
como  fundado  en  una  necesidad  superior  á  los  individuos,  al  Estado 
7  á  sn  derecho. 

B«rlin,  Dioiembre,  1906. 

J.  Oastilleío. 
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El  Crédito  afríoola.— Calas  rurales  ile  présiamos,  por  Rafael  Bamio$^ 
con  nna  carta  prólogo  de  D.  Francisco  Mivas  ííoreno.— Dos  tomos 
de  276-307  páginas.  Precio  de  la  obra,  6  pesetas. 

Una  nota  bibliográfica  es,  á  la  verdad,  insuficiente  para  dar 
cuenta  del  oportuno  é  interesante  Estudio  sobre  el  trascendental 
problema  agrario,  que  Rafael  Ramos  analiza  en  su  bien  meditada 
obra.  Hemos  leído  el  trabajo  del  publicista,  y  confesamos  que  al 
terminar  su  lectura,  nuestra  impresión  ba  sido  de  verdadera  tris- 
teza. Parecíanos  que  este  país  infortunado  se  asemejaba  á  aquellas 
nobiliarias  familias,  que  enorgullecidas  por  tradicionales  glorias 
conquistadas  en  tiempos  antepasados,  caen  desbordadas,  al  sentir 
los  estragos  de  la  miseria,  en  las  garras  del  usurero  sin  entrafias 
que  trueca  los  vetustos  ó  inservibles  pergaminos  en  el  pagaré  con 
intereses  abrumadores,  seguido  muy  pronto  de  la  inmoral  retro- 
venta.  Acuérdanse  entonces  los  espoliados,  de  su  riqueza  territoriaV, 
destrozada  por  el  colonato  y  los  apremios  del  Fisco,  y  retoman  con 
amoroso  afecto  su  vista  entristecida  á  los  abandonados  campos  de 
la  solitaria  aldea,  venero  oculto,  y  por  ellos  seco  y  encenegado,  de 
fructuoso  y  sólido  bienestar,  que  no  cultivaron  oportunamente, 
ni  acaso  fuera  ya  tiempo  de  explotar. 

Ante  la  presente  situación  agraria  hacen.,  indudablemente  falta 
libros  como  el  de  Rafael  Ramos,  porque  la  opinión  no  se  satisface 
con  promesas  insustanciales  de  política  agronómica  é  hidráulica, 
muy  adecuadas  á  los  giros  retóricos  de  un  discurso  de  aspiración 
al  codiciado  poder  público,  ó  á  la  trama  literaria  de  artículos  perio- 
dísticos de  inútil  propaganda.  Lo  que  es  fructuoso,  trascendente 
y  oportuno,  es  que  nuestros  intelectuales  hablen  menos  y  escriban 
más,  porque  problemas  tan  arduos  como  los  del  crédito  agrícola 
y  reorganización  de  nuestra  riqueza  territorial,  no  pueden  ni  aun 
exponerse,  cuanto  mas  polucionarse,  en  frases  hechas,  en  tópicos 
vulgares,  ni  en  conceptos  retocados  por  el  arte  de  la  palabra,  debien- 

V*)  De  todas  las  obras  jarídioas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos an  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bbvista.  De  las  que  versen  sobre 
otras  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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•do,  por  el  contrario,  ser  ofrecidM  7  estedUdas  fsas  cosae  enja 

¡jabor  meditada  del  libro,  qne  ee  como  campo  ca1tÍTado  que  easo- 
na  la  idea  y  la  hace,  por  la  madures  reflexiva  con  qae  ee  expone,  útil 
\  :y  nutritiva  al  cuerpo  social. 

La  obra  de  Rafael  Bamoe  vale  más  que  cien  diBcursos  oidoa  con 
naiaral  desconftanaa,  porque  es  nula  la  garantía  que  del  eumi^i- 
miento  de  su  palabra  nos  da  el  que  nos  ofrece  proi»to  remedio  al 
mal  que  nos  aniquila,  y  porque  entre  el  follaje  ret<>rioo  que  seduce 
.  los  sentidos,  se  percibe  una  brisa  helada  de  escepticiBI^o  é  increda* 
lidad  que  entristece  y  acongoja  el  ánimo  de  quien  lo  escucha. 

El  crédito  agrícola,  estudiado  por  Eamos  en  su  sustancia  y  en 
relación  con  la  usura  qne  mata  el  capital  imposibilitando  el  ahorro 
y  la  producción,  es  una  de  las  páginas  más  trascendentales  de  la 
obra,  en  la  cual  el  autor,  verdadero  sociólogo^  hace  la  disección 
completa  del  absentismo,  que  en  el  propietario  es  la  ruina  de  la 
riqueza  puesta  en  manos  del  colono,  y  ea  el  Estado  la  inercia  qne 
aniquila  la  tierra  como  valioso  manantial  de  producción  agraria 
Así  puede  decirse  con  el  autor  y  como  afirmación  de  categoría,  que 
la  ausencia  del  propietario  de  los  lugares  de  cultivo  para  consumir 
los  rendimientos  de  la  tierra  como  se  gasta  el  cupón  de  la  Deuda 
pública;  la  inhibición  del  Estado,  preocupado  tan  sólo  del  alza  de 
eue  ingresos,  y  el  caciquismo  en  sus  diversas  fases  imperando  en 
nuestros  campos,  bastan  á  impedir  la  reconstitución  agrícola,  digan 
lo  qne  quieran  utópicos  soladores  de  regeneraciones  halagadoras» 
pero  fantásticas. 

Todas  estas  cuestiones  son  materia  del  tomo  primero  del  libro, 
estando  dedicado  el  fiegundo  á  exponer  la  urgencia  del  plantea- 
miento de  instituciones  de  crédito  y  auxilio  mutuo  para  el  des- 
arrollo positivo  de  la  agricultura,  como  las  Cajas  rurales  de  prés,- 
tamo,  sociedades  cooperativas,  sindicatos,  cámaras  agrícolas,  etc.; 
con  lo  cual  el  autor  procede  tan  acertadamente,  que  expuesto 
sin  reservas  el  mal»  suministra  el  adecuado  remedio,  ofrecido  al 
enfermo,  no  con  artificioso  y  rebuscado  ropaje  de  inshstanciai  par 
iabrería,  siáo  en  estilo  claro,  sencillo  y  conveniente,  que  tal  es  el 
lenguaje  adecuado  á  la  verdad. 

£1  Crédito  agricola  y  ku  Caja»  ruraleg  de  prMtawiú^  es,  por  lo 
tanto,  un  libro  oportunísimo,  y  mucho  habrán  de  aprender  con  su 
lectura  los  que  honrad^  y  sinceramente  se  interesen  por  la  prospe- 
ridad de  la  riqueza  agrícola,  hoy  en  grave^  riesgo  %e  asoladora  y 
^acaso  próxima  ruina. 
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Lo8  aeoid€Btc6  del  trabajo  y  el  Seforo  de  aootdeiitat.— Libro  de  Pe- 
dro EHÍOBén.—TJn  voltimeii  de  «38  páginaa.— Hijos  de  Rene,  edi- 
tores; Madrid,  1904. — Precio,  ocho  pesetas  en  Madrid  y  ocha 
cincuenta  en  proyinoias. 

Becía  Hnbert  Valleronx,  en  sus  Eitudios  Bohre  él  contrato  del 
trébajo^  cqne  al  reglamentar,  condicionándola,  la  labor  del  obrero  y 
ana  accidentes^  el  legislador  hacia  la  cansa  del  socialismo».  Tal 
afirmación  integra,  i  nuestro  entender,  una  concepción  imperfecta 
del  Estado  en  sus  naturales  relaciones  con  la  iniciativa  individual 
que  la  actividad  humana  significa,  actividad  no  indiferente  á  loa 
fines  de  la  convivencia  social. 

En  la  lucha  perdurable  del  derecho  privativo  del  individuo-rno 
desprovisto  en  su  aspecto  ótico  del  egoísmo — frente  al  derecho  de 
ia  colectividad,  el  Estado,  institución  de  suprema  tutela,  tiene  que 
realizar  aquella  finalidad  que,  según  el  feliz  concepto  de  Qnesnay,. 
representa  la  fuerza  puesta  al  sertncio  de  la  jueticia;  por  lo  cual,  el 
trabajo,  que  es  actividad  y  vida,  debe,  como  materia  de  convención^ 
de  servicios  prestados  mediante  precio,  ser  materia  de  la  ley  en  sa 
forma  y  en  sus  accidentes,  regulando  para  ello  laa  relaciones  jurí- 
dicas entre  obreros,  capitalistas  y  cooperadores,  y  garantizando  se- 
gún las  reglas  de  los  contratos  aleatorios  los  accidentes,  consecuen- 
cia del  trabajo,  en  cuanto  á  la  salud  y  la  vida  desgastadas  y  á  ve- 
cea  perdidas  por  la  labor  del  obrero  en  sus  diversas  manifestaciones 
niacánicas  ó  intelectuales* 

Negar  al  Estado  un  intervencionismo  racional  y  discrecto,  tau: 
distante  del  sociallamo  práctico  como  del  individualiamo  perturba- 
dor y  acrático,  equivaldría  á  solucionar  el  problema  jurídico-so- 
cial  de  las  relaciones  entre  el  obrero— que  es  por  su  trabajo  fuente 
de  riqueza,  y  el  capital  que  lo  fomenta  y  sostiene—,  no  por  los  de- 
rroteros del  Derecho,  que  es  la  expresión  legítima  de  la  justicia,, 
sino  por  los  peligrosos  caminoa  de  los  egoísmos  y  de  la  violencia,, 
para  dar  fondo  en  el  desquiciamiento  de  aquella  tranquilidad  jurí- 
dica, en  la  cual  la  armonía  de  todoa  los  derechos  privativos  da  como 
resultante  er  imperio  del  derecho  colectivo,  y  con  él  la  realidad  de 
la  justicia,  finalidad  la  más  trascendental  del  Estado  en  orden  áau< 
carácter  de  institución  suprema  del  Derecho. 

Esto  se  nos  ocurría  al  leer  con  el  detenimiento  que  por  su  im^- 
portaneia  le  es  requerido,  el  libro  de  Estasén;  estudio  completo  y 
meritísimo  de  la  ley  spbre  Accidentes  del  trabajo,  debida  ésta  á  la 
iniciativa  de  un  hombre  de  Estado  ilustre,  y  que  con  ella  supo  pa- 
tentizar que  el  problema  social,  si  se  complica  hasta  lo  imposible 
por  los  procedimientos  autoritarios  de  la  fuerza,  puede,  con  eí 
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transcurso  del  tiempo  7  al  amparo  de  la^  ley  qoe  acalla  loe  egole>> 
mos,  mitiga  los  rencores  hijos  de  la  miseria  7  modifica  las  costam- 
afores,  tener  nna  solución  de  paa  7  de  armonía. 

No  es  la  obra  de  Estasén  nna  enojosa  disertación  sociólógica-al- 
rededor  del  manoseado  asanto  del  capital  7  el  tralMJo,  ni  el  antor 
se  maestra  como  paladín  esforzado  del  socialismo  de  escuela  en 
•contra  del  individualismo  histórico,  rayano  en  sus  naturales  evo- 
luciones en  el  moderno  anarquismo  doctrinario  7  científico  de  teo- 
rías derivadas  de  la  filosofía  spenceriana.  Su  labor  es  práctica,  su 
espíritu  abierto,  la  dicción  fácil  7  sencilla,  la  exposición  de  la  ma- 
teria completa  7  sin  divagaciones,  el  conjunto  metódico  7  al  al- 
cance de  inteligencias  no  versadas  en  elucubraciones  sociológicas, 
sino  en  la  observación  de  la  vida  tal,  7  como  ésta  se  nos  ofrece  en 
flo  natural  7  ordenado  desenvolvimiento  jurídico.  A  Estasén  le  ee 
bastante  afirmar  que  el  trabajo  es  una  manifestación  de  la  activi- 
dad, condicionada  7  sometida  á  los  postulados  invariables  del  De- 
recho, para  afirmar  resueltamente  lo  inexcusable  de  la  sanción, 
protección  7  respeto  en  los  códigos  civiles  de  aquella  le7  natural, 
amparadora  de  la  actividad  humana,  que  jamás  habrá  de  ser  per- 
turbada por  el  arbitrio  ó   la  intransigencia  antijurídica  de  los  de- 
más. La  vida  del  trabajador,  manantial  de  la  riqueza,  capital  que 
la  muerte  agota,  génesis  de  la  prosperidad  colectiva,  debe,  por  lo  tan 
to,  estar  tutelada  por  el  Estado  7  porsus  le7es  protegida,  7  en  esa  de- 
fensa 7  protección  consiste  la  Uyjuridica  del  trabajo  y  desús  aceideiP' 
4es,  He  aquí  una  verdad  de  categoría,  con  CU70  enunciado  contesta 
victoriosamente  Estasén  á  los  impugnadores  del  intervencionismo 
^bernamental. 

La  naturaleza  del  trabajo,  las  personas  que  en  él  intervienen, 
el  trabajo  de  las  mujeres  7  niños,  el  descanso  semanal  7  un  dete- 
nido análisis  del  contrato,  son  materia  del  libro  primero  de  la  obra 
que  tenemos  á  la  vista.  El  estudio  de  los  riesgos  7  accidentes  del 
trabajo  constltu7e  la  labor  del  libro  segundo:  labor  interesantísima 
en  que  el  autor  analiza  cuestiones  tan  trascendentales  como  las  de 
la  responsabilidad  ó  irresponsabilidad  del  patrono,  la  fuerza  ma7or 
y  el  concepto  jurídico  del  accidente. 

El  Seguro  de  accidentes  es  objeto,  por  último,  de  exposición  en  el 
libro  tercero,  completando  la  obra  cuatro  apéndices  con  la  le7  7  dis- 
posiciones legislativas  vigentes,  formularlos  clarísimos  para  su 
aplicación  7  tarifas  del  Seguro  de  accidentes  en  sus  múltiples  for- 
mas de  aseguramiento. 

P.  González  del  Alba, 

Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid. 
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t«  propiedad  tanueble  improductiva,  por  Bafaet  Jl^rtinez  Maca-^ 
rtfio.-- Un  tomo,  9S  páginas.— Madrid,  1 908. —Eet.  tipográfico  de- 
Blyadeneira. 

El  antor  se  ha  propuesto  en  este  opúscnlo,  dar  á  conocer  la  can- 
tidad de  propiedad  inmueble  que  hay  improductiva  en  Eepafia, 
para  lo  cual  se  sirve,  á  falta  de  otros  más  recientes,  de  ios  datoe- 
publicados  por  el  Instituto  Geográfico  y  Estadístico  en  1888. 

Según  ellos,  puede  calcularse  aproximadamente  en  veinte  miüO' 
ne$  de  hectáreas  la  tierra  cultivable  que  existe  inculta,  y,  por  tanto,, 
improductiva,  en  Espafia;  es  decir,  que  sólo  la  mitad,  próxima- 
mente, de  la  tierra  explotable  está  puesta  en  cultivo. 

Este  dato,  verdaderamente  alarmante,  lo  consigna  el  Sr.  Martí- 
nez Macarino,  después  de  establecer  el  carácter  social  de  la  pro- 
piedad,  y  fundado  en  ese  principio  Ueica  á  las  siguientes  conclu- 
siones: 

1.^    Todo  propietario  está  obligado  á  explotar  útilmente  sns  bie- 
nes inmuebles,  por  sí  mismo  ó  por  otra  persona. 

2.^  Que  se  obligue  á  vender  la  propiedad  ó  á  contratar  su  apro- 
vechamiento,  en  un  plazo  prudencia],  y  transcurrido  éste,  se  cas- 
tigue la  falta  de  cultivo  con  el  recargo  de  la  contribución,  para 
compensar  la  pérdida  que  la  Sociedad  experimenta. 

3.^  Que  en  todo  tiempo  se  proteja  más  al  poseedor  laborioso  que 
al  propietario  holgazán. 

á.*"  Qae  se  acorte  el  plazo  para  la  prescripción  del  dominio  y  se- 
establezca  uno  especial  para  los  terrenos  incultos. 

6.^  Qae  se  acorte  el  plazo  para  la  transmisión  definitiva  de  lo» 
bienes  en  caso  de  ausencia. 

6.^  Qae  el  Estado  ceda  gratuitamente  sus  baldíos,  sin  otra  obli- 
gación que  ponerlos  en  cultivo  en  un  plazo  breve. 

7.^  Qae  se  favorezca  la  roturación  de  terrenos  incultos,  me- 
diante la  exención  de  contribuciones  ú  otro  género  de  auxilios. 

8.^  Qae  se  declaren  nuÜius  los  terrenos  no  aprovechados' por  su» 
duefios  durante  tres  afios. 

La  ovestiéii  social  y  las  escvelas  socialistas,  por  Federico  CarhonerOy 
Abogado. —  Un  tomo,  116  páginas.  —  Va  Uadolid,  1003«— Im- 
prenta de  F.  Santarén. 

Se  trata  de  un  escrito  de  polémica.  £1  autor  define  la  cuestión 
social,  cuya  importancia  reconoce;  investiga  las  causas  productora» 
dtíl  socialismo  y  pasa  después  á  la  exposicién  de  la  doctrina  man- 
tenida por  diversas  escuelas  socialistas,  y  á  su  critica. 
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Desde  laego  ee  advierte  qne  el  autor  no  se  ha  propuesto,  en  el 
opúsculo  que  reseño,  ni  la  exposición  ni  el  examen  del  socialismo 
y  de  las  diversas  escuelas  que  lo  mantienen,  porque  ni  se  hace 
cargo  de  todo  el  problema,  ni  de  todas  las  direcciones  del  pensa- 
miento socialista.  Además,  trata  con  sobrada  brevedad  problemas 
tan  interesantes  como  el  relativo  al  derecho  al  producto  integro  del 
trabajo^  y  el  referente  al  salario. 

La  exposición  y  la  crítica  del  socialismo  (tal  como  la  hace)  no 
ha  servido  al  8r.  Carbonero  más  que  de  motivo  para  exponer  su 
pensamiento  referente  á  una  parte— la  económica — del  problema 
social,  7  eso  no  en  su  totalidad,  sino  en  una  pequeña  parte  de  él: 
la  que  se  contiene  en  lo  denominado  j^aup^rúmo.  Presiente  el  autor 
lo  estrecho  de  ese  campo  y  protesta  de  ello  al  decir:  cNo  soy  yo  de 
ios  que  piensan  que  la  única  causa  del  malestar  social...  lo  sea  la 
pobreza».  Sin  embargo,  todas  sus  conclusiones  se  refieren  á  este 
orden. 

Dice:  «¿Quiérese  reducir  á  sus  verdaderos  límites,  por  lo  que 
hace  al  sustento  del  pobre  ...  la  cuestión  social?  Pues  le  basta  al 
Estado  con  hacer  harina  abundante  para  los  pobres». 

Las  conclusiones  del  Sr.  Carbonero  son: 

a)  Supresión  del  impuesto  de  consumos. 

b)  Establecer  escuelas  gratuitas  de  apreadizaje,  en  todos  los 
pueblos,  respecto  de  los  oficios  de  mayor  aplicación  en  cada  lo- 
calidad. 

e)  Crear  en  cada  pueblo  un  «padre  de  pobres»,  encargado  de  pro- 
curar ocupación,  conforme  á  sus  aptitudes,  á  los  individuos  de 
aquél  que  careciesen  de  ella. 

d)  Dar  á  la  propiedad  una  organización  más  perfecta,  excitando 
el  patriotismo  y  caridad  de  los  ricos. 

€)  Abrir  en  cada  término  municipal  un  cerno  de  pobres ^  en  qne 
06  clasifique  á  éstos  por  el  sexo,  la  edad  ó  la  enfermedad,  y  cuya 
asistencia  esté  á  cargo  de  cada  Ayuntamiento. 

También  el  Sr.  Carbonero  es  socialista,  aunque  él  protesta  de 
ello.  Aboga  por  la  libertad  individual  y  por  el  respeto  á  la  propie- 
dad» que  considera  como  «el  más  grande  fundamento  y  soporte  de 
la  sociedad  moderna». 

Lo  difícil  está  en  conciliar,  con  estos  principios,  aquellas  con- 
clasiones. 

F.-J.  J.  Benlloch. 
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PROYECTO  DE  CÓDIGO  CIVIL  DEL  BRASIL 


No  hay  duda  que  el  procedimiento  de  formación  de  un  Có-^ 
digo,  ea  una  de  las  cosas  que  más  importan  para  que  la  codifi- 
cación se  haga  en  forma  sistemática,  científica  y  completa.  Yo 
creo,  que  \a,  mayor  parte  de  los  defectos  que  se  atribuyen  á  los 
Códigos,  desde  que  el  ilustre  Savigny  se  mostró  resueltamente 
contrario  á  la  codificación,  obedecen  á  la  excesiva  rigidez  é  in  • 
flexibilidad  de  los  preceptos  en  ellos  recogidos  por  defecto  dé 
formación,  si  bien  esa  dureza  en  las  fórmulas  puede  suavizarse 
si  el  legislador  pretende  llevar  al  Código  reglas  del  derecho 
consuetudinario,  que  es  el  principalmente  vivido  en  la  socie- 
dad, y  procura  recoger  las  aspiraciones  de  la  ciencia  jurídica, 
incorporándolas  con  las  convenientes  adaptaciones  á  la  obra 
legislativa.  Reconozco  las  dificultades  que  ofrece  la  codifica- 
ción civil,  por  lo  mismo  que  en  ella  han  de  regularse  las  reía 
clones  más  importantes  de  la  vida  social;  pero  no  obstante  los 
inconvenientes  que  esto  ofrece,  yo  estimo  que  en  las  socieda^ 
dades  modernas  son  indispensables  los  Códigos,  porque  se  sa- 
tisfacen mejor  con  ellos  las  necesidades  sociales  estereotipando 
el  pensamiento  jurídico  dominante,  contribuyendo  al  progreso 
del  derecho,  traduciendo  en  sencillas  fórmulas  la  plenitud  de 
la  conciencia  jurídica  del  país,  y  mostrando  claramente  la  re- 
gla jurídica  que  como  preceptiva  unas  veces  y  permisiva  otras. 
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fie  declara.  El  Proyecto  de  Código  civil  del  Brasil,  ha  sido  for 
mado  por  encargo  del  Gtobierno,  por  un  Profesor  eminente,  por 
un  jurista  que  honra  el  foro  brasileño,  el  Dr.  Ciovis  Bevila 
qaa,  Catedrático  de  Legislación  comparada  en  la  universidad 
del  Brasil  (I),  el  cual  ha  cumplido  su  honroso  encargo  presen  • 
tando  al  gobierno  su  Proyecto  que  se  insertó  en  el  Diario  Oficicd 
de  los  Edtadoe  Unidos  del  Brasil  en  15  de  Mayo  de  1900.  A  imi- 
tación del  encargo  que  se  hizo  á  Laurent  por  el  gobierno  belga 
para  que  hiciera  un  Código  civil,  el  gobierno  brasileño  le  co- 
misionó á  Bevilaqua  este  trabajo,  habiendo  cumplido  su  difí- 
cil misión  con  indiscutible  éxito.  No  diré  yo  que  este  procedi- 
miento para  la  formación  de  un  Código  civil  sea  el  mejor,  pues 
entiendo  con  el  Sr.  Azcárate,  que  eL  trabajo  de  redacción  de  un 
•código  civilt  una  vez  establecidas  las  bases  en  que  esté  resuelto 
lo  fundamental  con  relación  á  las  instituciones  jurídicas,  debe 
encomendarse  á  un  Abogado,  á  un  Profesor  y  á  un  tercero  que 
no  fuera  Profesor  ni  Abogado  y  ni  siquiera  licenciado  en 
Jeyes;  pereque  tuviera  una  gran  dosis  de  buen  sentido,  espi- 


(1)  El  autor  del  Proyecto  es  una  de  las  figuras  más  salientes  de  la 
Bepública  brasileña,  y  a  do  de  ios  civilistas  más  competentes.  De  gran 
<;nltara  jurídica,  se  preocapa  macho  de  las  orientaciones  científicas 
europeas,  y  mantiene  con  ios  Profesores  de  Alemania,  Francia  é  Ita- 
lia, relaciones.  La  circunstancia  de  haber  conocido  la  obra  mía  La» 
modernas  direcciones  del  Derecho  ctm7,  ha  hecho  que  haya  tenido  con 
-él  continaada  correspondencia,  y  haya  podido  proporcionarme  un 
ejemplar  de  dicho  Proyecto  de  Código  civil,  del  que  doy  cuenta  en 
el  texto.  Oircnnstancias  especiales  han  motivado  la  suspensión  de 
nuestra  correspondencia,  y  desconoaco  si  el  Proyecto  es  ley  en  aque- 
lla República;  pero  de  todos  modos  considero  de  mucha  importancia 
la  obra  del  Profesor  brasileño,  y  por  eso  me  decido  á  darla  á  cono 
cer,  siquiera  sea  ligeramente,  con  tanta  mayor  razón,  en  cuanto  que 
hoy  tiene  la  legislación  comparada  nna  función  social  que  cumplir 
importantísima.  La  obras  publicadas  por  Bevilaqua,  y  que  yo  le  co- 
nosco,  son  las  sigaieutes:  Lugisla^ao  comparada;  A  Philosophia  po- 
sitiva no  Brazil;  Estados  de  direlto  e  economía  política;  Direito 
das  abrigacóes;  Direito  da  familia;  Juristas  philosophos;  Crimino- 
logía e  Direito;  Direito  das  succespQes;  Esbozóse  Fragmentos;  Con  - 
cierto  das  Pessoas  Jnridicas,  en  la  Revista  Académica  da  Facnlda- 
de  de  Direito  do  Recife  en  1901;  y  otros  innumerables  trabajos  pn- 
bilcados  en  otras  revistas,  y  de  esta  citada,  es  de  la  que  es  Director. 
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rítu  práctico  y  mucho  conocimiento  del  país  (1);  no  obstante^ 
^estimo  mejor  procedimiento  que  el  empleado  para  la  forma- 
ción del  Código  civil  de  España,  que  combatió  tan  duramente 
el  8r.  Gomab  en  el  Senado  y  el  Sr.  Pisa  también,  que  ha  dado 
por  resultado  que  en  nuestro  Código  se  noten  defectos  esencia- 
les de  contenido,  importación  de  instituciones  exóticas,  repro- 
ducción literal  de  |;iastantes  artículos  de  Códigos  extranjeros,, 
principalmente  del  francés,  lamentables  incongruencias,  que 
no  obstante  la  reforma  del  Código,  algunas  subsisten,  artícu- 
los faltos  de  tecnicismo,  otros  defectuosos  por  impropiedad  de 
fórmula  legislativa,  y  otros  por  errores  de  concepto  legal,  sin 
contar  las  antinomias  que  se  notan  y  la  difícil  aplicación  de 
alguno  de  sus  preceptos,  cuyos  defectos  se  hubieran  evitado  en 
0u  mayoría  con  otro  más  racional  procedimiento  de  formación 
del  Código  (2). 

El  gobierno  del  Brasil  pensó,  sin  duda,  que  la  competen- 
cia del  Dr.  Beviiaqua  era  una  garantía  para  hacer  un  Códiga 
civil  científico  y  práctico  á  la  vea,  pero  comprendiendo  la  im- 
portancia de  un  Código  civil,  del  que  depende  el  desenvolvi- 
miento y  progreso  de  las  instituciones  que  sirven  de  funda- 
mento y  sostén  de  la  sociedad,  no  convirtió  en  ley  el  referide 
proyecto,  sin  antes  contrastarle  con  otras  respetables  opinio- 
nes científicas,  sin  estudiarle  detenidamente  y  sin  examinar 


(1)  Paede  verse  esta  opinión  del  8r.  Azcárate,  en  el  discurso  qne< 
pronunció  en  la  sesión  del  Congreso  de  8  de  Abril  de  1889,  y  las  ra- 
aones  en  qne  se  apoyaba  para  defenderla,  criticando  á  sn  vez  el  pro- 
cedimiento de  formación  del  Código  civil. 

(2)  Dice  el  docto  Sánchez  Román,  en  su  obra  Estudiot  de  Derecha 
ctvtj,  tomo  1.®,  pág.  580:  cA  este  propósito  bneno  es  deplorar  una 
vez  más  los  nsos  de  nuestro  país,  de  encomendar  la  formación  de 
proyectos  legislativos  á  personas  que,  dotadas  de  ilustración,  labo- 
riosidad y  patriotismo  indudables,  las  atenciones  de  su  vida  prufe- 
eional,  las  exigencias  de  su  vida  pública  y  las  condiciones  de  su 
propio  valer  social,  no  pueden  menos  de  impedirles  prestar  toda  la 
atención  necesaria  y  que  seguramente  llevarían  á  Comisiones  nn 
merosas  de  varia  índole,  delicadas  y  hasta  gratuitas,  como  las  de 
intervenir  en  funciones  legislativas,  consultivas  ú  otras  análogas, 
qne  por  consecuencia  de  sn  representación  social  y  política,  ae  lee 
suele  encargar...» 
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la  importante  obra  con  el  detenimiento  y  reflexión  que  la 
magnitud  del  asunto  reclama,  y  por  eeo  se  nombró  una  comi* 
8ión  revisora  del  Proyecto,  para  que  pudiera,  por  así  decirlo,, 
refinar  la  labor  hecha  por  el  Profesor  Bevilaqua. 

Las  corporaciones  científicas  no  se  cruzaron  de  brazos  ante 
la  publicación  del  proyecto,  sino  que  le  estudiaron  y  dictami- 
naron algunas  de  ellas,  haciendo  observaciones  á  la  obra  le- 
gislativa. Tengo  noticia  del  trabajo  analítico  que  de  dicha 
proyecto  ha  hecho  el  Dr.  Afranio  Peixoto,  Profesor  en  la  Fa- 
cultad de  Medicina  de  Bahía,  en  el  que  se  hacen  observaciones 
muy  pertinentes  sobre  el  proyecto,  desde  el  punto  de  vista  de 
la  Medicina  legal,  y  especialmente,  sobre  ciertos  requisitos 
para  la  celebración  del  matrimonio;  y  desde  el  mismo  punta 
de  vista,  hizo  una  crítica  al  proyecto  en  la  Revista  db  Jüris* 
PKUDfiNciA,  el  Dr.  Amancio  Garvalho,  Profesor  de  Medicina 
legal  en  la  Facultad  de  San  Paulo,  y,  por  último,  del  informe 
de  la  Facultad  de  Direito  de  Minas  Geraes,  que  ha  sido  con- 
testado brillantemente  por  el  mismo  Bevilaqua  en  la  Revista 
Académica  de  la  Facultad  de  Derecho  de  Recife. 


Acompaña  al  texto  del  Proyecto  de  Código  unas  observa- 
ciones preliminares,  en  que  el  autor  revela  una  vasta  erudi- 
ción, empezando  por  justificar  la  necesidad  de  la  codificación 
y  la  historia  de  la  codificación  en  el  Brasil,  fijándose,  princi* 
pálmente,  en  el  proyecto  de  Teixeira  de  Feitas  y  el  de  Anto- 
nio üoelho  Rodrigues,  que  le  han  servido  de  antecedente  para 
confeccionar  el  Proyecto  de  Código  referido;  se  hace  cargo  de 
las  corrientes  científicas  modernas,  iniciadas  especialmente  en 
Italia,  por  el  malogrado  Cimbali,  D'Aguanno  Puglia,  Tortor! 
Gogliolo,  y  tantos  más  que  han  sido  criticadas  y  expuestas  en 
los  distintos  países  (1);  y  fija  su   atención  en  el  problema 

(1)  No  me  creo  en  el  deber  de  hacer  la  crítica  de  estas  doctri- 
naa  da>lft  la  índole  de  este  trabajo;  paede  verse  mi  modo  de  pensar 
en  mi  libro  La8  Modernas  direcciones  del  Derecho  civil. 
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del  socialismo  jaridico  en  su  aplicación  al  Derecho  privado» 
eetndiando  con  brillantez,  aunque  eobriamente,  la  cuestión  de 
la  unidad  del  Derecho  privado,  sobre  la  que  dice,  que  las  re* 
laciones  jurídicas  de  los  dos  dominios,  el  civil  y  el  comercial, 
son  fundamentalmente  idénticas,  pero  que  no  es  el  momento 
actual  para  proceder  á  la  unificación,  puesto  que  las  relacio- 
nes se  presentan  con  caracteres  suficientemente  distintos  en  el 
Derecho  privado  común  y  en  el  especial  de  comercio. 

Ha  tenido  además  la  buena  idea  de  fijar  sa  pensamiento 
«cerca  de  la  naturaleza  de  las  principales  instituciones  jurídi- 
cas, precediendo  al  texto  lo  que  pudiéramos  llamar  una  ex« 
posición  de  motivos  de  las  principales  disposiciones  conteni- 
das en  el  Proyecto,  con  lo  cual  se  facilita  mucho  la  interpre» 
tación  de  algunos  preceptos  que  ofrezcan  dudas  en  su  aplica 
x}ión,  porque  se  conoce  el  verdadero  y  auténtico  pensamiento 
del  legislador,  no  incurriendo  en  el  defecto  de  nuestro  Código, 
que  §e  publico  sin  razonamiento  previo  alguno,  lo  cual  ha 
dado  lugar  á  quedar  sin  resolver  muchas  cuestiones  que  la 
jurisprudencia  ha  tenido  que  interpretar  posteriormente,  si 
guiendo  Bevilaqua  el  ejemplo,  digno  de  imitar,  del  Código  ci 
vil  alemán,  que  al  articulado  de  cada  institución  acompaña  una 
-exposición  de  motivos. 


En  derecho,  dice  el  Dr.  Bevilaqua  (1),  como  en  cualquier 
<ytro  círculo  de  ideas,  la  clasificación  es  un  proceso  lógico  que 
tiende  á  facilitar  el  más  exacto  conocimiento  de  los  fenómenos, 
agrupándolos  jerárquicamente  en  un  reducido  número  de  ti- 
pos. El  plan,  por  consiguiente,  de  un  Código  civil,  es  una  de 
las  cuestiones  más  importantes,  por  lo  mismo  que  de  la  colo- 
cación respectiva  de  las  instituciones  jurídicas  depende  cono- 
cer con  exactitud  la  naturaleza  jurídica  de  ellas,  y  como  dice 
Oapitant  (2),  mediante  él,  será  posible  entrever  la  unidad  del 

(1)  Pág.  8  del  Proyecto. 

(2)  lutrodaction  á  l'etade  de  Droit  civil,  pág.  1. 
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edificio,  los  puntos  de  contacto  de  sus  diferentes  partes,  el 
lugar  que  cada  institución  ocupa  y  el  papel  que  cada  una  de 
ellas  juega  en  el  conjunto  del  organisnio  del  derecho  privado», 
cpor  lo  que  puede  decirse  que  es  el  sistema  óseo  del  cuerpo- 
del  derecho».  Desde  que  Savigny  (1)  expuso  su  admirable 
plan,  concebido  en  distinta  forma,  y  atendiendo  singularmente 
á  la  naturaleza  de  las  instituciones  de  derecho  privado,  que  el 
plan  adoptado  por  Justiniano  en  su  Instituta,  reformado  xná& 
tarde  por  el  Código  de  Napoleón,  si  bien  esta  reforma  no  afec- 
taba á  lo  fundamental  de  aquel  plan  romano,  se  ha  discutido- 
mucho  entre  romanistas  y  civilistas  acerca  de  las  ventajas  é 
inconvenientes  de  ambos  planes,  teniendo  hoy  más  aceptación 
en  los  tratadistas  el  plan  llamado  alemán,  y  ya  los  Código» 
modernos  van  apartándose  del  modelo  romano-francés,  coma 
ha  ocurrido  con  el  Código  civil  alemán  y  el  Código  civil  del 
imperio  del  Japón  y  el  proyecto  de  Código  civil  que  exami- 
namos (2). 

Al  adoptar  en  principio  el  plan  alemán,  claro  es  qne  el 
Proyecto  se  divide  en  dos  partes:  general  y  especial;  lo  cuales^ 
de  alabar,  porque  es  indispensable  la  existencia  de  una  parte 
general  que,  según  la  expresión  de  Puchta,  repetida  por  Un- 
ger(b),  forma  la  atmósfera  inmaterial,  dentro  de  la  cual  se 
mueven  las  diversas  instituciones  jurídicas,  pues  es  incuestio- 
nable, que  conviene  siempre  estudiar  las  doctrinas  comunes  á 
todas  las  instituciones,  y  que  son  como  los  principios  que  la» 
informan,  pues  ""la  constituyen  conceptos  tan  generales,  que 
podrían  servir  para  todos  los  códigos  civiles  que  se  formaran 
en  los  diferentes  paises,  lo  cual  facilita  el  conocimiento  del 
derecha  civil  conipafado,'que  actualmente  desempeña  una  fun- 


(1)    Sistema  del  Derecho  romano  actual. 

Ct)  No  algne  eate  plan  el  Proyecto  de  Código  euizo.  Tiene  un 
titulo  preliminar  y  cinco  libros:  1.®  De  las  personas.  2.^  De  la  Fa- 
milia, a.^  De  las  BQceBionee.  4.^  De  loe  Derechos  reales.  5.^  De  la» 
obligaciones. 

(S)  System  dea  osterreichiscben  allgemeine  Privatrechts,  párra- 
fo 24. 
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don  social  importanti0ima  (IX  y  contribuyendo  de  esta  stierte 
á  la  internacionalizaoión  del  Derecho  civil,  que  es  hoy  una  de 
las  aepiracionee  modernas,  siquiera  haya  sido  combatida  muy 
duramente  esta  tendencia,  y  que  si  en  la  actualidad  no  puede 
pensarse  en  realizarla  totalmente^  no  es  imposible  hacerla  par- 
cialmente, fijando  el  derecho  común  legislativa  sobre  algunas 
materias  (2).  Tiene  en  esta  cuestión  del  plan,  el  código  de  Be 
vilaqua  una  superioridad  indiscutible  sobre  el  nuestro,  que 
tomando  por  modelo  el  plan  romano  francés  con  ligeras  va  • 
riantes,  lleva  en  si  todos  los  inconyenientes  que  le  han  atri 
buido  con  razón  lo?  civilistas  modernos,  y  sobre  todo  carece 
<le  la  parte  general,  que  es  cada  vez  más  necesaria  si  ha  de  es- 
tudiarse con  fruto  el  Derecho  civil,  bajo  un  método  distinto 
que  el  tradicional,  ó  de  los  intérpretes  del  Derecho,  que  con 
tanta  brillantez  refuta  Mr.  Geny  (S). 

Sn  la  parte  especial,  ofrece  el  Proyecto  á  que  me  refiero 
una  singularidad  digna  de  ser  conocida.  Admite,  como  no 
puede  menos,  ios  cuatro  grandes  tratados  que  costituyen  los 
<liferentes  grupos  de  relaciones  que  integran  el  contenido  del 
Derecho  civil,  pero  los  presenta  en  distinto  orden  que  Savig- 
ny,  Makeldey,  Chironi,  Cogliolo,  Carvalho,  Sánchez  Bomán 
y  cuantos  aceptan  en  su  totalidad  y  en  toda  su  pureza  el  plan 
llamado  alemán.  Bevilaqua  cree  que  debe  comenzarse  á  expo- 
ner las  materias  del  Derecho  civil  por  las  relaciones  de  fami 
lia,  como  lo  hace  el  código  civil  de  Austria  y  algunos  escricores 


(1)  No  es  mi  propósito  defender  el  plan  alemán,  que  yo  sigo  en 
mi  programa;  pero  conviene  oecir  que  antee  que  Savigoy  expusiera 
este  plan,  pudiera  considerarse  como  antecedentes  é  intentos  de  re- 
forma del  plan  Jnstinianeo,  las  clasificaciones  de  derecho  presenta- 
das por  Connanus,  Vigelins,  Althnsius,  Leibniz,  Domat,  y  otros;  de- 
biendo advertir  qne  uno  de  los  que  aplicaron  primeramente  al  De- 
recho civil  el  plan  de  Puchta  y  Savigny,  fné  el  Profesor  alemán 
Heisse. 

(2)  Véase  á  Ldmbert  en  sn  erudita  y  profunda  obra  el  Régimen 
mtcesoraly  en  el  tomo  pnblicado  este  afio,  Introducción.  La  fonetion 
4u  droit  dril  comparé^  París. 

(S)  Método  y  fuentes  del  derecho  privado^  obra  traducida  al  cáete  - 
llano  por  la  Revista  de  Legislación  y  Jurisprudencia. 
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isotno  Cimbally  D'Aguanno,  Gabba,  Qianturco  y  Botfa;  de  ma» 
neia  que  altera  el  orden  de  expoBÍción  magistralmente  ex- 
puesto por  Savigny,  y  en  el  Proyecto  ee  presentan  las  mate- 
TÍas  en  esta  forma:  derecho  de  familia,  derecho  de  las  cosas, 
derecho  de  obligaciones  y  derecho  de  8uce.''ione6. 

Esta  novedad  no  creemos  tenga  gran  fundamento,  noobs* 
tante  las  razones  que  el  autor  del  proyecto  presenta  en  favor 
•de  BU  novedad,  porque  como  dice  Winscheid  (1),  el  deredio 
privado  debe  regular:  1.^,  las  relaciones  patrimoniales;  2.^, 
las  relaciones  de  familia,  ó  como  afirma  Savigny,  la  primera 
clase  de  relaciones  de  derecho,  son  las  que  el  hombre  tiene 
considerado  como  ser  aislado,  extendiendo  su  consideración 
sobre  el  mundo  exterior,  mientras  que  las  relaciones  que  no 
son  patrimoniales,  como  las  anteriores,  figura  el  hombre  como 
miembro  de  un  todo  orgánico  que  compone  la  humanidad  (2), 
yes  claro,  lógicamente,  éstas  no  pueden  preceder  sino  que  de- 
ben seguir  á  las  primeras,  y  sin  una  expresión  completa  del 
derecho  de  familia,  no  es  posible  comprender  la  influencia  de 
la  familia  gobre  loe  bienes,  siendo  imponible  explicar  esta  in- 
fluencia sin  conocer  antes  la  relación  jurídica  condicionada, 
por  lo  cual,  el  orden  lógico  exige  que  se  estudie  antes  el  dere- 
cho patrimonial!  que  el  derecho  de  familia,  y  no  como  lo  hace 
Berilaqua  en  eu  proyecto  de  Código. 


m  * 


Aunque  no  me  proponga  en  este  trabajo  exponer  ninguna 
institución  jurídica  regulada  en  el  Proyecto  referido,  porque 
esto  seria  materia  baetante  para  ser  tratada  en  algunos  artícu- 
los, á  cuya  labor  no  renuncio,  sí  conviene  hacer  constar  que,  en 
general,  el  proyecto  de  Código  civil  del  Brasil,  á  juzgar  por  su 
contenido,  se  mantiene  dentro  de  los  moldes  del  individua- 


(1)  Lehrbuch  des  Pandee ktenrechts;  tomo  1.®,  párrafo  18. 

(2)  Sistema  del   Derecho   romano   actual;   tomo   1.^,   párrafos 
57  y  68, 
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liemoy  Bi  bien  da  mayores  desarrolloB  á  alguna  materia,  que  en 
nuestro  Código  es  deficientisimo,  como  por  ejemplo,  el  con- 
trato de  trabajo,  aunque  no  llega  á  lo  que  hoy  la  exigencia 
científica  de  acuerdo  con  las  necesidades  de  la  vida  práctica 
reclama  sobre,  este  punto. 

Otro  tanto  podríamos  decir  de  algunas  materias;  pero  el 
referido  proyecto  sigue  los  caminos  trazados  por  la  mayor 
parte  de  los  Códigos,  esto  es,  el  de  los  Códigos  civiles,  en  vez 
de  aspirar  si  no  á  formar  un  tipo  de  Código  privado  social»  al 
menos  á  marcar  una  tendencia  necesaria  en  este  sentido  de 
aproximación  al  ideal  jurídico  en  esta  materia,  abandonándo- 
los extrechos  limites  del  exagerado  individualismo  que  les  in» 

iorma. 

» 

Pero  no  obstante,  creo  sinceramente  que  si  este  proyecto- 
Bo  es  una  obra  extraordinaria,  tiene  un  mérito  indiscutible  y 
satisfecho  puede  estar  el  Dr.  Bevilaqua  de  su  trabajo,  pues 
muestra  con  él,  que  es  digno  colega  de  Teixeira  de  Freitae  y 
de  Coelho  Rodríguez  y  que  conoce  á  la  perfección  el  movi- 
miento jurídico  contemporáneo,  como  lo  prueba  la  sólida  eru- 
dición de  que  hace  gala  en  la  exposición  de  motivos  que  aoom-^ 
paña  al  proyecto. 

Calixto  Valvsbdj:, 

C»t»<bátíoo  de  la  Universidad  de  Valladoli^. 


SECCIÓN  DE  SOCIOLOGÍA 


CRÓNICA   DEL  MOVIMIENTO   SOCIOLÓOICO 


SvifAmio:  Una  sección  de  iSbctoíogria. -^Importancia  aetnal  de  los  estudios  so- 
«iel^gioos.— Las  Bevistas  de  Sociología. — Plan  — El  Nouveau  Progrttmme 
de  Sóciologife  de  B.  d«  Boberty. — Los  problemas  del  objeto,  del  método  y 
de  la  ley  en  Sociología.— Bl  fenómeno  social,  snperorgánico. — Explica- 
ción del  mismo  por  Boberty. — Lo  social  y  lo  psicológico. — Organicistas 
y  psieosoeiólogos. — Posición  de  Boberty. — Ezplicacione«. — La  Revue  ía' 
iemaiitmaU  de  Soeiologie. — Spencer. — Los  salarios  desde  1900  á  1900,  por 
Schmoller.  —  Noticias. 


La  Revista  de  Legiiülajion  t  Jurisprudencia  inaugura 
boyuna  sección,  especialmente  destinada  á  recoger  el  movi- 
miento científico  de  la  Sociologia,  De  antiguo  ya,  los  asuntos 
sociológicos,  y  los  problemas  doctrinales  de  la  nueva  ciencia, 
se  tratan  desde  estas  páginas:  quien  repase  con  cuidado  los 
índices  de  la  Revista,  verá  en  ellos,  al  menos  en  parte  indi- 
cada, desde  el  punto  de  vista  que  á  su  índole  importa,  la  géne- 
sis de  la  Soáologia:  las  iniciaciones  primeras,  la  lucha  en  pro 
y  en  contra  de  su  admisión  como  ciencia  sustantiva,  las  fór- 
mulas propuestas  para  caracterizarla  como  disciplina  indepen- 
diente, la  elaboración  accidentada  de  sus  métodos  y  sistemas, 
con  más  el  influjo  renovador  que  la  labor  sociológica  ha  ejer- 
cido en  aquellas  ciencias  que  de  un  modo  especial  cultiva  esta 
RsvibTA:  las  ciencias  jurídicas. 

Pero  ante  la  creciente  importancia  que  la  Sociología  ad« 
quiere  en  el  mundo  científico,  ante  el  valor  particular  que  al- 
canzan todos  los  problemas  sociológicos,  y  sobre  todo,  tenien- 
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do  en  cuenta  el  interés  especialisimo  qoe^  para  el  jurista  y 
para  el  publicista,  revisten  hoy  los  aspectos  sociales,  y  los 
puntos  de  vista  sociológicos  del  derecho  y  de  la  jurispruden* 
cia,  se  ha  considerado  oportuno  por  la  Dirección  y  Redacción 
de  la  Revista  destinar  á  la  ciencia  social,  considerada  como 
Sociologia,  una  sección  propia. 

Bn  rigor,  ya  no  cabe  discutir  los  títulos  de  la  legitimidad 
con  que  la  Sociologia  puede  tomar  posiciones  en  la  literatura 
científica.  Recibida  al  principio,  si  no  la  idea— la  idea  de  una 
ciencia  de  las  sociedades  ó  de  lo  social — ,  por  lo  menos  la  pa- 
labra, con  gran  repugnancia,  hoy  está  consagrada  por  el  uso 
en  todos  los  idiomas,  habiendo  recibido  su  existencia,  como 
disciplina  intelectual,  una  confirmación  oficial,  universitaria. 
Bastará  recordar  que  hay  hoy  cátedras  de  Sociología  en  Amé- 
rica, en  Alemania,  en  Bélgica,  en  Francia,  en  Italia  y  en  £s* 
paña. 

Y  no  sólo  esto:  la  Sociologia  supone  uno  de  los  movimien- 
tos bibliográficos  y  de  investigación  científica  más  fecundos, 
ricos  é  interesantes  del  mundo  culto.  De  un  lado,  las  gentes  sa- 
bias organizan  instituciones  ó  corporaciones  para  cultivar  la 
nueva  ciencia,  ó  sencillamente  para  relacionar  entre  sí  á  sua 
cultivadores;  sirvan  de  ejemplo  de  este  género  de  iniciativas, 
el  Instituto  internaeiofMl  de  Sociologia  de  París,  la  Sociedad  de 
Sociologia^  de  París  también,  la  Sociedad  de  Sociologia  de  Lon 
dres,  y  entre  nosotros,  el  Instituto  de  Sociologia  de  Madrid.  Por 
otra  parte,  son  ya  numeroBÍsimas  las  publicaciones  periódicas 
destinadas  á  condensar  las  investigaciones  sociológicas:  sin  áni- 
mo de  señalar  todas,  he  de  recordar,  L'Ánnée  Sodologique,  los 
Annales  de  Vlnstitut  iniernational  de  Sociologie  y  la  Bevue  interna' 
Uonále  de  Sociologie^  en  Francia;  los  Annales  de  Sociologie  y  el 
ñíouvement  sociologique,  en  Bélgica;  la  Bivista  italiana  de  Socio 
logie,  en  Italia,  y  el  American  Journal  of  Sodology,  en  los  Es* 
tados  Unidos,  Además,  una  gran  revista  alemana,  la  de  Mach, 
Avenarius  y  Riehl,  revista  filosófica,  para  responder  á  las  nue- 
vas orientaciones  de  la  especulación  científica,  se  ha  conside- 
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Tado  obligada  á  añadir  á  su  títalo  la  palabra  de  moda,  y  asi 
^ora  se  llama  la  indicada  publicación  Vierteljahsekriff  für 
wssenschaftliche  Phüosaphie  und  SoaoLoera. 

Y  cuenta  que  en  Alemania  es  donde  la  invención  de  Comte 
tropezó,  y  tropieza,  con  mayores  dificultades. 

Todo  esto  sin  referirnos,  ni  á  la  importancia  que  dan  las 
revistas  de  carácter  general,  las  jurídicas,  las  económicas  y  las 
filosóficas,  á  los  estudios  sociológicos,  ni  la  abundantísima  li- 
teratura especialmente  sociológica  que  ya  existe,  y  que  aumen* 
ía  de  una  manera  constante,  en  proporciones  verdaderamente 
-extraordinarias. 

No  hay  duda,  que  el  espíritu  científico  contemporáneo  se 
•siente  atraído  dé  un  modo  particularísiipo  por  lo  social:  todas 
las  relaciones  sociales,  con  más  lo  social  por  lo  social  mismo,  y 
la  sociedad,  como  realidad  viva,  compleja,  misterioaa,  no  obs- 
tante su  existencia  positiva:  he  ahí  los  objetos  predilectos  del 
hombre  científico  que  siente  curiosidad  por  conocer  la  natura 
leza  humana.  Y  no  hay  duda,  además,  que  existe  una  ten- 
-dencia  muy  acentuada  y  dominante,  en  el  sentido  de  conside- 
jrar  sodológicanüsnU^  es  decir,  como  fenómenos  sociales,  como 
productos  sociales,  las  instituciones  todas,  y  las  ideas,  senti- 
mientos, necesidades:  en  suma,  todo  lo  que  entrañe  una  ma- 
nifestación de  la  actividad  humana,  v.  gr.,  la  propiedad,  el 
Estado,  la  religión,  la  moral,  el  arte,  las  lenguas,  el  derecho. 
No  puede,  pues,  creo  yo,  discutirse  la  oportunidad  con  que 
la  Revista  db  LBaisLACióN  t  Jurisprudencia  abre  esta  Sec- 
ción de  Sociologia. 

¿Y  qué  se  va  á  comprender  en  ella? 
No  se  ha  formado  un  plan  cerrado:  se  irá  desarrollando 
-éste  con  el  tiempo.  Por  de  pronto,  figurarán»  en  esta  parte  de 
la  Revista,  crónicas,  como  la  presente,  en  las  cuales  se  pro- 
curará dar  cuenta  de  alguna  obra  sociológica  importante,  y  de 
los  trabajos  de  mayor  interés  que  se  inserten  en  las  revistas 
extranjeras  relativos  á  sociología.  Además  se  publicarán  ar- 
tículos sobre  problemas  de  esta  ciencia,  de  autores  españoles 


^ 
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y  extranjeros.  Para  este  último  efecto,  se  promete  la  Revista. 
DE  Legislación  obtener  el  apoyo  positivo,  de  muchos  de  lóSr 
principales  sociólogos  de  otros  países. 


• 


Y  hechas  las  anteriores  indicaciones,  veamos  qué  libro  de 
sociología,  reciente,  importa  registrar  esta  vez.  Sin  duda,  me- 
rece la  preferencia  el  Nauveau  Programme  de  Soeiologie  de  Bo- 
bertj.  Su  autor  lo  considera  como  un  bosquejo  de  una  intro- 
ducción general  al  estudio  de  las  ciencias  del  mundo  superor  • 
gánico;  en  realidad,  pudiera  considerarse  como  el  remate  de 
un  edificio  hace  largo  ^tiempo  comenzado.  Porque  no  es  el  libro 
de  M,  de  Hoberty  una  introducción,  que  se  limite  á  anunciar 
una  obra  futura  sistemática  de  sociología,  sino  que  viene  des- 
pués que  el  autor  ha  elaborado  gran  parte  de  un  ensayo  de  cons- 
titución de  la  sociología,  ensayo  contenido  en  las  siguientes 
obras:  Le  Soeiologie^  VElhique:  le  Bien  el  le  Mal^  Le  Psyéhisnie 
social t  Les  fondements  de  VEthique  y  Constituiion  de  VEthique  (la 
Ética  se  connidera  aquí  como  sociología  elemental).  El  Nuevo 
Programa  parece  aeí  como  un  intento  de  reconstrucción,  en  el 
cual  se  recoge  gran  parte  de  la  obra  hecha,  dándole  una  mayor 
consistencia,  y  á  la  vez  se  prepara  una  ulterior  continuación 
de  la  labor,  en  campos  todavía  no  explorados. 

En  el  primer  capítulo  del  Programa  indica  M.  de  Roberty 
el  objeto  capital  del  mismo.  Vuelve  la  vista  hacia  atrás,  á  su 
obra,  á  su  esfuerzo,  sin  cesar  mantenido,  hacia  estos  dos  íines 
ilógica  é  históricamente  conexos:  1.^,  la  constitución  de  la  so 
ciologiat  problema,  dice,  que  se  pone  en  primer  lugar  y  que  no 
admite  aplazamiento;  y  2.^,  la  constitución  de  la  filosofía,  pro- 
blema de  un  alcance  social  mayor  aún,  pero  que  se  deriva  del. 
anterior,  que  se  anuncia  como  su  consecuencia  próxima».  El 
nuevo  libro  de  Roberty  viene  á  continuar  este  esfuerzo,  viene 
á  aclarar,  coordinar  y  enmendar,  si  hubiere  lugar,  sus  te8i&< 
filosóficas  y  sociológicas,  y  al  efecto  trata  en  él  de  hacer  paten- 
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^es  «los  puntos  efienoialeí»  y  decisivos  de  su  doctrina  socioló» 
:gica>.  Estos  pantos  comprenden:  1.^,  una  hipótesis  fundamen* 
tal  sobre  la  naturaleza,  del  fenómeno  superorgánico;  2,^,  un 
método  particular  apropiado  al  estudio  de  los  hechos  de  este 
(»den;  y  3.",  una  ley  general  que  gobierne  el  conjunto  de  su 
evolución;  es  decir,  comprenden  los  problemas  cuya  solución 
pide  toda  construcción  sistemática  de  una  sociología  científica: 
-objeto,  método,  ley% 


Aunque  los  tres  problemas  examinados  y,  en  hipótesis,  re-* 
sueltos  por  M.  de  Roberty,  tienen  para  el  sociólogo  idéntico 
interés,  voy  á  limitarme,  por  hoy,  á  exponer  las  ideas  del  au- 
tor acerca  del  primero,  esto  es,  acerca  del  objeto,  materia  ó 
•realidad  sociológica,  que  tanto  supone  la  determioación  del  fe- 
nómeno superorgánico.  Al  fin  ahí  está  la  raíz  de  la  sociología» 
y  para  muchos,  de  ahí  debe  partirse  para  admitir  ó  rechazar  la 
-existencia  de  ésta.  ¿Hay  ó  no  hay  un  fenómeno  social,  un  or- 
-den  social?  La  sociedad  ¿entraña  una  existencia  real,  específi- 
ca?: «el  problema  de  lo  específico,  de  lo  social,  suscitado,  aun* 
que  no  resuelto,  dice  M.  de  Roberty,  por  Gomte  y  su  discípulo 
Xiittré,  atrajo  por  diversos  títulos  la  atención  de  los  sociólogoSé 
Y  aun  hoy  resucita  en  sus  preocupaciones,  ocupando  en  ellas 
un  lugar  considerable,  y  adquiriendo  un  aire  hamletiano:  ser 
i  no  ser  9  (1). 

El  fenómeno  social  es  un  fenómeno  superorgánico  ^  es  decir, 
-que  trasciende  del  mundo  orgánico,  que  está  sobre  lo  mera- 
mente orgánico;  pero  ¿qué  es?  ¿existe  en  realidad?  Los  fenóme 
nos  superorgánicos  ¿üo  pueden  considerarse  como  manifesta- 


(1)  Página  83:  alude  el  autor  aquí  á  M.  Espinas,  que  escribió  na 
artícnlo  fiobre  el  problema  á  que  nos  referimos,  con  el  título  Etre  ou 
ne  pos  étre^  en  la  Reoue  philosopMque  ^  de  Ribot,  núm.  1.* 
^e  1901. 
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clones  originadas  en  una  diferenciación  vital  sui  generi»^  laten»^ 
te  primero  y  producida  sólo  en  determinadas  especies  vivas^ 
puramente  instintiva  y  estacionaria  en  unos  seres  (sociedades 
animales),  y  eanscimie  ó  inteligente  y,  por  ende,  modifieablea^ 
y  susceptibles  de  un  largo  desenvolvimiento,  en  otros— la  es- 
pecie humana — ,  y  la  cual  consiste  al  fin  en  coponer  el  cyo> 
(individuo  biológico)  al  cotro»,  hasta  establecer  entre  esos  dos 
términos  una  interacción  constante  y  fecunda  en  resultados  y^ 
en  relacumes  variadas? 

La  comunicación  de  espíritu  á  espíritu:  tal  parece  ser  la 
indicación  general  de  lo  superorgánioo:  su  fondo  acaso.  Bn  Ios- 
espíritus  que  viven  juntos,  comunicándose  entre  sí,  surgen^ 
sensaciones,  percepciones,  representaciones,  y,  en  su  conse- 
cuencia, emociones,  deseos,  voluntades  muy  semejantes,  si  no« 
idénticas;  y  el  fenómeno  social  se  concreta  en  esas  manifes* 
taciones  provocadas  por  la  interacción  psíquica.  cSometidas  aL 
conjunto  de  condiciones,  que  usualmente  se  denominan  cvida 
en  común»,  las  energías  cerebrales  difusas  por  los  cerebros 
aislados  se  penetrarán  mutuamente,  se  asociarán,  se  combina 
rán  de  diversas  maneras.  Y  desde  entonces,  dejando  de  ofre- 
cerse como  cantidades  discretas^  esas  energías  se  afirmarán  así 
como  cantidades  continuáis  y  la  multiplicidad  biológica  ó  viva 
se  apagará  ante  la  unidad  superorgánica  ó  social.» 

Quiere  decirse  que  lo  social  tiene  un  fondo  psicológico,  j 
que  consiste  en  una  síntesis  de  interacciones  espirituales;  en 
otros  términos,  la  acción  y  reacción  psíquicas  que  producen  la 
social,  producen  quizá  una  cosa  nueva^  una  forma  nueva  de  vivir 
ó  de  ser,  que  no  explica  el  análisis»  descomponiendo  sus  ele* 
mentos  individuales.  Lo  social  es  algo  real\  entre  individuo  é  ia< 
dividuo  (psíquicamente  considerados),  bajo  el  influjo  de  la  in- 
teracción psicológica,  se  establece  una  conHnuidad^  surge  un 
fenómeno  nuevo,  se  produce  una  unidad. 

c Débilmente  realizada  primero  esta  especie  de  contigüi- 
dad,  de  cohesión  ó  de  coherencia  de  los  espíritus,  se  desen- 
vuelve y  se  afirma  más  y  más.  La  fenomenalidad  superorgáni- 
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ca— no  debe  olvidaise  esto — tiene  en  el  universo  un  lugar  con- 
eiderable.  Desempeña  en  él  un  papel  preponderante,  y  se  re- 
Tela  por  las  más  abundantes  cosechas  de  hechos.  Sin  embar- 
go, éstos  se  refieren,  en  último  análisis,  á  dos  grandes  causas, 
á  saber:  1.%  la  acción  reciproca  ejercida  entre  los  estados  de 
conciencia  simples,  que  persisten  siendo  esencialmente  orgá- 
nicos; j  2.^,  la  acción  recíproca  ejercida  entre  los  estados 
conscientes  que  ofrecen  una  naturaleza  mixta  ó  compuesta. 
Estos  estados  nacen  y  evolucionan  bajo  la  influencia  directa  y 
creciente  de  la  reciprocidad  notada  en  primer  lugar;  se  puede, 
por  tanto,  considerarlos  como  el  producto  ó  el  efecto  constan  • 
te  de  una  colaboración  activa  de  éstos  con  el  conjunto  de  las 
propiedades  puramente  orgánicas.> 

Hay,  pues,  en  la  producción  de  lo  superorgánico  dos  accio- 
nes que  fluyen  superpuestas,  ambas  de  naturaleza  psíquica:  la 
una,  cuna  interacción  cerebral  elemental» — psicofísica — ,y 
otra  que  se  añade  luego:  cuna  interacción  compleja  derivada» — 
f9Íeológica — .  Bajo  el  influjo  de  la  primera  se  esboza  la  vida 
social  grosera,  cel  alma  del  grupo  primitivo»  (podríamos  decir 
el  alma  de  niño),  que  es  la  que  por  reacción  constructiva,  ac- 
tivísima, persistente,  provoca  la  otra,  plenamente  superorgá- 
niea,  y  ese  sirve  del  alma  colectiva  para  alcanzar  un  fin  más 
lejano,  más  difidl,  más  delicado.  Es  la  que  hace  surgir  el  cin- 
dividuo  social»,  forma  la  cpersona  moral»...  De  acuerdo  es- 
tricto con  este  fin  último,  se  persigue  y  desarrolla  la  interac- 
ción psicológica,  la  evolución  lenta  de  los  conocimientos,  de 
las  creencias,  de  loe  gustos,  de  los  modos  de  conducta,  de  las 
costumbres,  de  las  instituciones,  de  todo  lo  que  sirve  para  el 
establecimiento  de  los  grupos  sociales  más  y  más  estables,  ex- 
tensos y  perfectos». 

Pero  estas  acciones  ó  influjos  superpuestos,  ¿no  son  en  el 
fondo  psicológicos?  ¿no  serán  puramente  psicológicos  los  fenó- 
menos sociales  que  resultan?  ¿no  estará  todo  ello  reducido  á 
una  pura  acción  intermental  en  el  sentido  de  Tarde?  Toda  la 
acdón  y  reacción  psíquica  provocada  por  la  oposición  de  los 
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«yo»»  ¿no  será  su  último  análisis  pnra  psicología  indivi-. 
dual?  (1). 

cLos  fenómenos  superorgánícos,  dice  M.  de  Robertj,  se 
distinguen,  tanto  de  los  procesos  psicofisicos  que  forman  su 
base  profunda,  como  de  los  procesos  psicológicos  que  se  ofre- 
cen como  el  producto  inmediato  de  una  combinación  intima 
de  las  propiedades  vitales  con  la  eflorescencia  superorgánica. 
Esta  última  se  nos  aparece  así  como  una  complicación  supe 
rior  de  las  potencias  de  la  vida.  Pero  las  mismas  necesidades 
de  orden  metodológico  que  obligan  al  biólogo  á  no  asumir  la 
tarea  del  químico,  ó  al  químico  y  al  físico  á  estudiar  separa- 
damente los  hechos  químicos  y  físicos,  se  imponen  con  fuerza 
al  espíritu  del  (sociólogo,  cuyas  investigaciones,  para  ser  fruc 
tí f eras,  no  deben  ingerirse  en  los  dominios  vecinos.» 

El  influjo  del  punto  de  vista  diferencial  de  Comte,  co 
mienza  á  aparecer  en  el  sistema  de  M.  de.Roberty. 

Pero  veamos  cómo  razona  el  autor  lo  especifico  de  lo  social: 

€por  otra  parte,  si  el  fenómeno  superorgánico  sucede  al  he 
cho  vital,  precede  siempre  al  hecho  psicológico.  La  primera 
tesis  va  implícita  en  la  noción  misma  del  .fenómeno  superor 
gánico,  y  la  segunda  se  deriva  del  hecho  probado,  de  que  el 
hecho  psicológico  (ideas  por  poco  abstractas  y  generales  que 
sean,  sentimientos  complejos,  etc.)  no  se  produce  jamás  sino 
en  un  medio  social;  es  decir,  jamás  sino  á  consecuencia  de 
una  comunicación  y  de  una  transmisión  previas,  de  un  cerebro 
á  otro  cerebro,  en  la  misma  especie  zoológica,  de  representa 
clones,  de  emociones,  de  deseos,  de  volieiones  muy  simples  ó 
que  no  pasan  del  límite  psicofísico.  Posterior,  y  en  ese  sen  • 
tido,  exterior  al  hecho  vital,  el  fenómeno  superorgánico  sim 
pie  ó  elemental,  es,  por  tanto,  anterior  y  exterior  al  hecho  psi- 
cológico.» 

Y  he  ahí  por  qué  (porque  el  fenómeno  superorgánico  se 
diferencia  del  psicoñsico  y  del  psicológico)  se  debe  clasificar 


(1)    Comp.  Dagait,  L'  Etai,  I. 
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dicho  fenómeno»  aparte,  en  una  categoría  científica  distinta. 
Qaizá  algún  día  el  fenómeno  Buperorgánico  eerá  referido  ente  . 
lamente  á  sas  orígenes  inmediatos,  los  fenómenos  orgánicoi^; 
pero  por  hoy,  hay  que  verlo  aparte,  diferenciado,  irreductible. 

cY  he  ahí  también  porqué,  añade  M.  de  Bobertj,  no  dejo 
de  defender, la  idea  de  una  sociología  autónoma,  que  ocupe  en 
la  jerarquía  de  las  ciencias  un  rango  análogo  al  de  la  biología, 
la  química,  la  físióa,  las  matemáticas,  y  por  qué  pienso  poder 
añadir  á  mi  definición  del  fenómeno  superorgánico  el  desen 
Tolvimiento  siguiente:  ea  una  transmutación  sui  generis  de  la 
mulHplicidad  orf  antea  (especie,  raza)  en  una  unidad  más  alta  ó 
^uperorgámca  (comunidad,  ciudad)  acompañada  por  la  meta- 
morfosis de  la  unidad  orgánica  (egoísmo,  aislamiento,  siinbio 
eÍB  parásita)  en  una  muUiplicacián  superorgániea  (altruismo, 
eooperación,  solidaridad). i 

Prescindiendo  de  otras  indicaciones,  conviene  recoger, 
como  características  de  la  concepción  del  fenómeno  social  ó 
superorgánico  de  M.  de  Rpberty,  estas  tres  principales.  Prime 
raménte,  para  M.  de  Roberty  aquél  es  un  fenómeno  sui  ¿eneriSt 
específico,  base  de  una  disciplina  sustantiva;  en  su  virtud,  la 
doctrina  de  M,  de  Roberty  viene  en  apoyo  de  la  legitimidad 
científica  de  la  sociología.  £n  segundo  lugar,  M.  de  Roberty, 
procediendo  de  Oomte,  se  coloca  pox  entero  en  la  corriente 
psicológica  de  la  sociología;  pero  á  su  numera,  como  veremos. 
Y  en  tercer  lugar,  el  fondo  de  la  concepción  sociológica  del 
citado  auu>r  entraña  una  base  ética. 

Para  determinar  de  un  modo  más  definido  la  idea  sociolá 
giea  de  M.  de  Roberty,  conviene  insistir  en  señalar  cómo  ex- 
plica BU  punto  de  vista  psicológico,  dentro  de  la  corriente  ge- 
neral de  la  sodologia  moderna. 


«  « 


Es  indiscutible  que  la  tendencia  más  importante  á  la  hora 
presente  en  la  sociología,  es  la  psicológica.  £1  biologismo,  un 
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tiempo  tan  de  moda,  está  hoy  muy  desacreditado  entre  los  so- 
ciólogos. M.  de  Roberty,  al  afirmar  el  punto  de  vista  psicoló- 
gico, en  su  concepción  del  fenómeno  superorgánico,  se  coloca 
dentro  de  la  tendencia  imperante.  Pero  se  esfuerza  por  mante- 
ner una  posición  personal. 

cComo  nosotros^  dice,  la  escuela  psicológica  moderna  en 
sociología,  hace  de  los  fenómenos  de  interacción  psicológica  el 
objeto  propio  de  los  estudios  sociológicos.  Pero  en  lugar  de 
admitir  con  nosotros,  al  menos  en  hipótesis,  la  realidad  de  un 
nuevo  modo  de  la  existencia  universal  (ó  de  la  fuerza  última, 
en  el  sentido  spenceriano  de  la,  palabra),  á  saber:  el  mundo 
superorgánico  ó  social,  prefiere  ignorar  este  aspecto  del  proble- 
ma... La  interacción  psicológica,  parece  que  dicen,  es  un  fenó* 
meno  que  pertenece  esencial  y  originariamente  al  orden  de  los 
hechos  psicológicos  puros...  Bn  otros  términos,  lo  social  no  es 
más  que  un  aspecto  de  lo  mental,  por  así  decirlo;  una  vista  de 
nuestro  espíritu,  que  ya  encierra  lo  psíquico  en  los  límites  es- 
trechos de  un  cerebro  individual — y  hacemos  entonces  psicolo* 
gía  basada  en  la  psicofísica — ,  ó  ya  destruye  esa  bairera  más  ó 
menos  ficticia,  y  deja  salir  lo  psíquico  fuera  y  lo  considera  en 
sus  peregrinaciones  múltiples  en  diferentes  cerebros — ^y  esti* 
mamos  entonces  que  hacemos  sociología.» — Bn  suma:  en  esta 
escuela,  la  ciencia  social  viene  á  ser  un  capítulo  de  la  psico- 
logía. 

Podría  ponerse  algún  reparo  á  esta  manera  de  considerar 
la  tendencia  psicológica  de  la  sociología  moderna,  por  cuanto 
hay  maneras  de  considerar  psicológicamente  el  fenómeno  so- 
cial, que  no  implican  una  confusión  de  la  sociología  y  la  psico* 
logia.  La  psicología  intermental  de  M.  Tarde^le  base  indivi- 
dual— entraña  esta  confusión;  pero  no  ocurre  lo  mismo  con 
otras  fórmulas  importantísimas  (1). 

M.  de  Roberty  afirma  su  posición  distinta  frente  á  los  orga- 
nicistas  y  los  psicólogos.  Los  organicistas  (como  Spencer, 

(1)    V.  mi  Literatura  y  problemas  de  la  aodologia. 
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Schüffle;  Llienfeld,  Gamplowios  (?)»  Letourneau,  MongeoUe^ 
Worms,  Novicow,  etc.),  fieles  á  la  doctrina  qoe  vela  en  la  peí* 
oologia  una  simple  BBcción  de  la  biología,  ee  apresuraron  & 
identificar  el  organismo  social  con  el  aotóntioo  organismo 
TÍTO.>  Pero  añadiré  que  entre  los  organioistas  debe  buscarse  el 
antecedente  mAs  interesante  del  reaU$mo  social,  de  la  sustan» 
tividad  de  la  sociedad,  si  no  como  un  ser,  como  un  orden  dis- 
tinto. Los  psicosodólogos  (como  Lazaras,  Steinthal,  Ihering, 
De  Greef,  Fouillée,  Tarde,  Simmel,  Ward,  Baldwin,  etc,  etc.) 
ae  dedicaron  á  hacer  notar  la  identidad  admitida  por  Ck)mte 
entre  el  hecho  psicológico  y  el  social. 

Para  M.  de  Roberty,  ambos  hechos  son  irreductibles,  dis- 
tintos; no  es  el  segundo  un  complejo  del  primero;  ni  éste  un 
hecho  puramente  cerebral,  ni  un  hecho  simple,  clave  expli- 
cativa de  la  complicación  sin  número  del  mundo  social  y  de 
BU  historia  (Comte),  sino  un  hecho  compuesto,  hioiocial.  El 
€^iritu^  es  el  resultado  de  una  combinación  intima  de  propie- 
dades orgánicas  de  la  materia  (que  estudia  ]a  biología,  con  sus 
piopiedades  superorgánicas).  De  donde  resulta  que  el  fenó- 
meno superorgánico,  no  püdiendo,  ex  definüianef  ser  el  efecto 
de  su  propio  efecto,  ó  del  fenómeno  psicológico,  debe  por  ne- 
eesidad  poseer  una  causa  independiente,  ó  bien,  como  el  Dios 
de  Spinoza,  ser  su  propia  causa.  Y  como  es  preciso  siempre 
comenzar  dando  nombre  á  las  cosas,  doy  á  esta  causa  el  nom- 
bre de  Mcta/tdad—ioaa/i/^—,  preferible  al  de  cpsiquismo  so* 
daU  que  antes  he  empleado  (1). 

Y  luego  añade:  cmis  lectores  habituales  saben  lo  que  yo 
entiendo  por  ese  término. «Be  trata  para  mi  de  un  modo  nuevo 
y  provisionalmente  irreductible  de  la  existencia  universal. 
Pero  sin  dar  á  mi  concepción  ningún  sentido  trascendental» 
Todo  se  reduce  á  una  indicación  de  las  más  sencillas  y  hecha 
muy  á  menudo.  He  aquí  en  qué  consiste.  Como  los  demás  he- 
chos naturales,   los  fenómenos  superorgánioos   constituyen 

(1)    Gons.  Boberty,  Le  peyehieme  social  (1897). 


^encialmente  relaciones  obserTadafi  por  nosotros  entre  Iaá  ¿o> 
8á8,  Bsas  relaciones  nos  sirven  para  i^eoonocer.  los  obje^s,  9tíá 
separándolos,  sea  agrupándolos.  Por  tal  camino  llegamos  á  es* 
pedjicarlos,  á  daaificarlos,  á  generalizarlo»-^  colocarlos  en  es- 
pecies, clases,  géneros  distintos — .  Pero  siempre  qne  esas  relar 
cienes,  que  ponen  en  evidencia  ciertos  beohoSf  no  llegan  á  re 
ferirlos  á  alguna  clase  más  vasta  ó  ya  conocida,  los  calificamos 
de  irreductible» f  y  los  consideramoe  como  materia  de  una  oien^ 
cia  llamada  cfandamental  ó  abstracta». 

Bn  conclusión,  escribe  más  adelante  nuestro  autor:  «la  /e- 
wmenáliiad  superorgánica  pasa,  prolongándola  la  orgánica; 
como  ésta,  pasa  continuándola  la  inorgánica.»  Asi  como  did  la 
química,  puede  decirse  que  es  una  «física  química»  y  de  Is 
biología  que  es  una  «química  viva»,  de  la  sociología  pudiera 
decirse  que  es  una  biología  superorgánica». 


•  • 


Por  lo  demás,  aunque  el  fenómeno  superorgánico  es  siem* 
pre  y  esencialmente  un  fenómeno  de  interacción  psicofísica  ó 
psicológica,  podemos,  sin  embargo,  considerarlo  de  tres  maiie 
ras  diversas:  «como  separado  tanto  del  fenómeno  orgánico  como 
del  inorgánico,  ó  como  unido  al  simple  fenómeno  vital,  ó  biea 
como  asociado  á  la  ves  á  éste  y  al  fenómeno  inorgánico.  £q 
el  primer  caso  lo  consideramos. como  hecho  ahiirado:  en  loe 
otros  dos,  como  un  hecho  concreto,  Y  necesariamente,  si^quece* 
moB  conocerle  bajo  todos  sus  aspectos,  debemos  estudiarle 
desde  esos  tres  puntos  de  vista»,  sin  oponerlos,  sin  disminuir 
el  uno  en  beneficio  de  los  otros* 

M.  de  Roberty  insiste  mucho  sobre  la  importancia  del  es* 
tudio  de  loe  fenómenos  sociológicos  concretos,  en  sus  dos  cla- 
ses, ya  que  en  ellos  se  manifieste  siempre  la  determinacióa 
positiva  de  la  «socialidad».  Bn  la  primera  se  compruebas 
siempre  estos  dos  elementos  abstractos  combinados  íntima* 
mente:  1.®,  la  viia\  2.®,  la  «socialidad»  primordial.  Bn  «la  se* 


ganda  ebse,  donde  pululan  los  hechos  más  complejos,  que  un 
primer  esfoezao  de  abstracción  agrupa  y  rastra  bajo  las  deno- 
minaciones variadas  de  hechos  científicos,,  de  hechos  religiosos 
ó  filosóficos,  de  hechos  estéticos,  y  en  fin,  de  hechos  prácticos 
ó  teleológicos — estos,  á  su  vez,  divididos  en  hechos  técnicos, 
económicos,  jurídicos,  políticos,  etc. — ,  el  mismo  pensamiento^ 
rabio,  ansioso  de  penetrar  en  el  corazón  de  las  cosas,  com  • 
prueba  la  presencia  y  la  actividad  combinadas  de  tres  especiea 
de  elementos  abstractos:  1.^,  la  sodalidad^  amplificada,  y  que 
ha  evolucionado,  manifestándose  por  la  interacción  que  ha 
entrado  ya  en  la  fase  psicológica;  2.^,  la  vüa^  que  representa 
el  conjunto  de  las  fuerzas  ó  propiedades  orgánicas  esparcidas 
por  el  universo,  y  3.^,  la  energía  mecánica,  el  nwüimiento  qu(^ 
representa  el  conjunto  de  las  propiedadas  físico-químicas  y 
.  cuantitativas  de  las  cosas.  Los  hechos  sociales  y  su  producto 
íkltimo,  su  expresión  á  la  vez  la  más  particular  y  la  más  con^ 
creta;  el  individuo  social,  se  nos  ofrecen  asi  como  el  resumen 
Bucinto,  ó  en  toda  la  fuerza  del  término,  el  auténtico  cmicro^ 
cosmos»  del  mundo». 

Conviene  advertir,  sin  embargo,  para  señalar  el  campo  es- 
pecial  de  la  sociología,  que  al  estudiar  los  fenómenos  concre* 
tos,  en  que  contiene  su  parte  de  csocialidad»,  el  sociólogo  per- 
eigue  un  fin  único:  el  conocimiento  profundo  de  las  leyes  de 
la  interacción  mental,  en  esos  hechos  en  que  se  cruzan  con 
ésta  los  otros  de  aspectos  fundamentales  de  la  energía  univer- 
«il.  Y  este  estudio  constituye  el  vasto  dominio  de  la  HüíQria 
natural  de  las  sociedades. 

8i  no  fuera  que  nuestra  misión  hoy  Be  reduce  á  exponer 
fielmente  la  pura  doctrina  de  M.  de  Boberty,  sería  este  el  mo- 
mento oportuno  de  explicar  la  trascendencia  que  este  modo 
de  explicar  los  hechos  sociales  debe  tener,  para  la  consideración 
súdológiea  de  todos  los  órdenes  concretos  y  especiales  de  la  ac» 
tivida4  humana;  v.  g.,  el  orden  político,  el  económico,  el  ju- 
rídico, etc.  Bn  la  concepción  de  M.  de  Roberty  aparece  como 
eintetisados,  aunque  sea  desde  el  punto  de  vista  predominante 
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psicológico,  lo8  diyerBos  aspectos  que  en  esos  hechos  ú  órdenes 
de  hechos  se  ofrecen ,  y  que  á  las  veces  se  olvidan;  en  efecto: 
en  el  hecho  jurídico,  ó  en  el  económico,  como  hechos  sociales, 
el  sociólogo  debe  ver,  además  de  su  explicación  especial — te- 
leológica — ,  el  cruce,  la  combinación  de  la  interacción  mental, 
con  el  influjo  de  las  condiciones  orgánicas  de  la  vida  del  poe- 
blo,  y  con  el  de  las  condiciones  inorgánicas, — f  isioo  químicas — 
del  medio  cósmico... 

^Una  sociología  jurídica,  implicaría,  pues,  el  análisis  de  la 
interacción  mental — sodalicUtd — moviéndose  en  relación  íntima 
Con  todas  esas  condiciones. 

Pero,  repito,  que  no  puedo  insistir  en  esta  digresión;  me 
doy  por  satisfecho  con  indicarla,  y  continúo. 

una  última  explicación:  ¿qué  valor  real^  no  meramente 
lógico,  tienen  para  M.  de  Roberty  los  caracteres  de  especifico  y. 
de  irreducHhle  de  lo  social?  ¿Entrañan  un  poligeniemo  eseneiatf 
Al  referirse  el  autor  al  problema  del  ber  ónoeer  de  la  socio 
logia,  dependiendo  este  ser  ó  no  ser  del  carácter  distinto  y  sus- 
tantivo de  la  sociedad  ó  de  lo  social,  dice:  cEstimo  que  no  está 
mal  que  de  nuevo  se  discuta  esa  cuestión  primordial.  Pero 
pienso  además  que  se  haría  bien  ampliando  sus  términos 
hasta  abrazar  en  una  sola  fórmula,  no  sólo  lo  específico  de  lo 
eocial  como  distinto  de  lo  específico  vital,  sino  también  la  dis- 
tinción de  este  específico  del  mecánico.  Porque  la  dificultad 
es  exactamente  la  misma  en  los  dos  casos,  y  vencida  en  el  uno, 
pierde  mucho  de  su  poder  obstructivo  en  el  otro.  Por  lo  de* 
más,  he  aquí  cómo  concibo  los  datos  esenciales  del  problema 
así  generalizado  y  la  solución,  siempre  en  mi  sentir  hipotética^ 
que  entraña. 

>La  autogénesis  del  espíritu,  ó  de  su  contenido  ideológico, 
emocional  y  volitivo,  me  parece...  una  doctrina  insostenible... 
Todo  lo  que  un  cerebro  humano  encierra  de  fenómenos  psico- 
físicos,  ó  de  una  manera  virtual,  de  fenómenos  psicol(!|gioos  y 
de  hechos,  de  acontecimientos  sociales,  le  viene  de  afuera, 
debe  ser  considerado  como  un  producto  adecuado  del  universo 
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que  lo  rodea  (según  una  exacta  interpretación  de  la  relación 
esencial:  el  mundo  es  mi  ó  nuestra  representación  del  mundo). 
Pero  el  universo  omnieomprensivo,  la  realidad  mesológica  om- 
nipresente, se  deja  seccionar  por  el  análisis  abstracto;  y  la  ra- 
zón que  preside  ese  proceso  divisor  nos  solicita  para  investigar 
los  elementos  fundamentales  j  últimos  que,  componiendo  el 
mundo,  nos  componen  á  nosotros:  nos  solicita  además  para 
establecer  entre  ellos  un  lazo  causal,  para  colocarlos  en  un  or 
den  serial  fijo,  que  es  aquel  en  que  aparecen  j  se  reproducen 
de  la  manera  más  constante  en  nuestra  conciencia.» 

Sn  otros  términos:  que  el  carácter  irreductible,  bajo  que  á 
la  razón  se  ofrece  el  fenómeno  social,  al  modo  que  el  biológico 
y  el  químico,  no  entraña  una  rutura  objetiva  de  la  realidad» 
Qna  polígénesis  del  mundo,  sino  que,  independientemente  de 
aquello  en  que  consista  lo  irredi^ctible  de  cada  orden  para 
nosotros,  la  continuidad  del  universo,  su  monogénesis  se  man- 
tiene y  afirma,  aunque  por  ahora  no  se  explique. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere,  la  idea  del  fenómeno  superorgánico 
.de  M.  de  Roberty,  entraña  un  gran  esfuerzo,  que  no  puede  me- 
nos de  anotarse  y  de  tomarse  en  cuenta,  en  la  constitución  doc 
trinal  de  la  sodologia,  y  es  un  ensayo  importantísimo  de  in- 
vestigación, rigurosamente  especulativa,  de  \xnA  base  real  y  de 
concepto  para  construir  la  nueva  ciencia,  ó  mejor  un  ensayo,  á 
veces  muy  aprovechable,  y  en  todo  caso  muy  digno  de  estudio, 
de  determinación  del  objeto  propio  de  las  indagaciones  socio- 
lógicas. 


El  sumario  del  número  de  Enero  de  la  Revue  iníemaHonale 
de  Sociologie  (Director  M.  Worms),  comprende  tres  trabajos  in- 
teresantes. Figura  en  primer  término  una  nota  del  Director 
sobre  Herheri  Speneer.  El  juicio  del  Sr.  Worms  acerca  de  la  re- 
presentación filosófica  del  sabio  sociólogo  inglés  es  exactísimo. 

cSu  grande  obra  enciclopédica,  dice,  ha  sido  para  el  último 
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tercio  del  siglo  xix  cosa  análoga  á  lo  que  fué  la  de  Hegel  para 
el  primero  y  la  de  Augusto  CJomte  para  el  segundo.» 

Bn  efecto,  Spencer  resume,  como  Kant,  como  Hegel,  como 
Gómte,  el  pensamiento  filosófico  dé  un  periodo.  Como  ellos,  re- 
cogió  Spencer  la  orientación  dominante,  sintetizándola,  dán- 
dole forma  y  aderezándola  para  que  sirviera  de  alimento  á  las 
gentes.  El  spencerismo,  como  el  kantismo,  como  él  hegelia* 
nismo,  como  el  positivismo  comtiano,  representa  una  corriente 
del  espíritu  científico,  algo  más  ya  que  la  obra  de  un  hombre» 
un  estado  de  opinión  y  hasta  una  disposición  general  del 
ánimo  que  á  veces  se  traduce  en  manera  de  vivir,  en  conducta... 

A  continuación  de  la  nota  de  M.  Worms,  puede  leerse  un 
excelente  trabajo  del  economista  alemán  Schmoller  sobre  BX 
Movimiento  histórico  de  los  salarios  desde  1800  á  1900  y  sus  cau- 
sas. No  es  fácil  de  extractar  este  artículo,  lleno  de  indicaciones 
estadísticas  y  de  razonamientos  complejos,  no  resamibles,  sino 
á  costa  de  su  claridad  y  de  su  valor  científico;  hay  que  leerlo. 
Bolo  copiaré  estos  párrafos,  que  parecen  contener  la  idea  del 
autor,  sobre  la  causa  del  alza  de  los  salarios,  en  los  últimóa 
cincuenta  años. 

cLos  grandes  movimientos  que  se  producen  en  las  ramas 
de  la  actividad  económica,  las  grandes  fluctuaciones  históri- 
cas y  las  pequeñas  fluctuaciones  pasajeras,  el  alza  y  la  baja  del 
valor  del  dinero  y  de  W  precios,  tienen  un  influjo  ya  favora* 
ble,  ya  desfavorable,  en  el  salario.  Su  juego  y  sus  cambios  no 
pueden  dejarse  dominar  completamente  por  ninguna  política 
económica,  sino  tan  sólo  modificarse  en  parte.  Bl  alza  ó  la  baja 
de  los  salarios  queda,  pues,  por  tanto,  abandonada  á  las  inevi- 
tables ó  invencibles  decisiones  de  la  suerte.  Hay  que  estar  re* 
conocidos  á  ésta,  cuando  es  favorable  á  la  clase  obrera,  como  ha 
ocurrido  en  definitiva  desde  1850  á  1900. 

»Pero  en  todo  caso,  esas  causas  no  explican  por  sí  solas  el 
alsa  d0  los  salarios  en  los  cincuenta  últimos  años.  Hay  que 
atribuirla  también,  en  mucha  parte,  á  la  elevación  psicológica 
é  intelectual  de  la  clase  obrera,  y  ésta  á  la  reforma  social,  á  laa 
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infititaoioneB  mejoradas,  á  la  potencia  creciente  de  las  claBes 
bajas,  al  mejor  conocimiento -que  de  ellas  tienen  las  clases  su- 
periores, y  á  la  simpatía  que  les  demuestran.  Y  toda  esta  se- 
rie de  causas  pertenece  al  dominio  de  la  acción  humana,  á  la 
política,  y  depende  de  un  concurso  de  ideas  y  de  voluntades» 
de  ideales  y  de  fuerzas  morales. 

»Y  además,  {cuanto  ha  influido  el  mejoramiento  de  la  ins* 
truccción  general  y  de  la  edecución  técnica  del  pueblo;  qué  de 
fuerzas  han  hecho  nacer  y  aumentar  la  iniciativa  individual  y 
el  espíritu  de  asociación;  cuánto  ha  hecho  el  espíritu  de  unión 
en  todos  sentidos;  qué  de  valor  y  de  empuje  no  ha  dado  á  las 
gentes,  procurándolas  seguridad,  el  establecimiento  de  las  cajas 
de  ahorros  y  de  los  seguros  obreros!  La  extensión  de  los  dere- 
chos políticos  ha  fortificado  la  conciencia  y  el  sentimiento  per- 
sonales; ha  elevado  parcialmente  ya  al  partido  obrero,  dándole 
una  potencia  temida,  á  menudo  mal  empleada,  pero  en  suma 
beneficiosa  para  suf  intereses...» 

Y  no  copio  más:  las  lineas  preinsertas  entrañan  una  amplia 
comprensión  de  las  causas  económicas,  políticas  y  sociales 
{eticáis,  no  pocas),  que  Obran  en  la  evolución  de  un  fenómeno 
tan  estrictamente  económico,  como  el  salario:  entrañan  labor 
de  sociólogo^  y  además  entrañan  sugestionas  profundamente 
instructivas,  para  determinar  el  valor  y  trascendencia  eco- 
nómica inclusive,  de  toda  reforma  y  de  toda  acción  social,  de 
contebido  moral  ó  educativo. 

El  último  artículo  de  la  Revue  citada  es  uno  del  Dr.  Rousy 
sobre  Ciencia  y  Democracia, 

También  da  cuenta  la  Revue  en  el  mismo  número,  de  las 
discusiones  recientes  habidas  en  la  Sociedad  de  Sociología  de 
París:  hablaron  en  ellas  M.  Rauh  y  M.  Tarde  de  Sociología  y 
MoraL 

Adolfo  Posada, 

Profesor  de  la  Faonltad  de  Derecho 
en  la  Univergidad  de  Oviedo. 

TOMO   104  9 


SOCIOLOGÍA  Y  CIENCIAS  SOCIALES  <•> 


Se  dice  ordinariameote  de  la  eociologia  que  es  la  ciencia  de 
loe  hechos  sociales,  es  decir,  de  los  fenómenos  que  manifies- 
tan la  vida  propia  de  las  sociedades;  y  esta  definición  puede 
pasar  por  una  verdad  corriente,  que  nadie  discute.  Pero  es  pre» 
ciso,  además,  que  el  objeto  de  la  ciencia  se  determine.  En  efec- 
to, esos  mismos  hechos  que  se  le  asignan  como  materia,  son  ya 
estudiados  por  una  multitud  de  disciplinas  particulares:  histo- 
ria de  las  religiones,  del  derecho,  de  las  instituciones  políticas, 
estadística,  ciencia  económica,  etc.,  etc.  Se  está,  pues,  ¿  lo  que 
parece,  en  la  alternativa  siguiente:  ó  la  sociología  tiene  el 
mismo  objeto  que  las  ciencias  llamadas  históricas  y  sociales,  y 
entonces  se  confunde  con  estas  últimas,  y  es  sólo  el  término  ge- 
nérico que  sirve  para  designarlas  colectivamente;  ó  bien  es  una 
ciencia  distinta,  tiene  su  individualidad  propia,  lo  cual  exige 
que  tenga  un  objeto  que  especialmente  le  pertenezca.  4Y  dón- 
de encontrarle  fuera  de  los  fenómenos  de  que  tratan  las  dife- 
rentes ciencias  sociales? 

El  objeto  de  este  trabajo  es  mostrar  cómo  se  resuelve  este 


(*)  Para  inaugurar  los  trabajos  de  sociólogos  extranjeros  en 
esta  sección  especial  de  Sociología,  nada  más  á  propósito  que  esta 
estudio  del  eminente  director  del  Année  Soeiologique,  M.  Dar- 
kheim,  y  de  uno  de  sus  colaboradores,  M.  Fanconnet,  estadio  pu- 
blicado en  la  Reoue  PMlosophique,  que  dirige  M.  Bibot.  Sus  auto- 
res y  el  editor  de  la  Reoue^  M.  Alean,  nos  han  autorizado  para  re- 
producir en  nuestras  páginas  tan  importante  trabajo,  por  lo  que  les 
enviamos  desde  aquí  la  expresión  de  nuestro  sincero  reconoci- 
miento.~(NL  de  la  R.) 
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•dilema.  Nos  proponemos  establecer,  de  una  parte,  que  la  so- 
ciología nd  es  y  no  paede  ser  más  que  el  sistema,  el  corpui  de 
las  ciencias  sociales;  de  otra,  que  esa  comprensión,  bajo  nn 
epigrafe  común,  no  constituye  una  simple  operación  yerbal, 
sino  que  implica  é  indica  un  cambio  radical  en  el  método  y 
en  la  organización  de  esas  ciencias.  Pero  entiéndase  que  no  que 
remos  procederá  esta  demostración  de  una  manera  puramente 
dialéctica.  No  se  trata  de  analizar  lógicamente  el  contenido  de 
una  noción  previamente  construida.  Bsas  disertaciones  de  con- 
cepto se  consideran,  con  razón,  como  vanas.  La  sociología  exis 
te,  tiene  ya  una  historia  que  pone  de  relieve  su  naturaleza:  no 
hay  para  qué  tratar  de  imaginarla,  Pero  es  posible  observarla. 
Si  para  nada  sirve  disputar  ín  absíraeio  sobre  lo  que  la  ciencia 
debe  ser,  tiene,  en  cambio,  verdadero  interés  darse  cuenta  de 
loque  llega  á  ser,  á  medida  que  se  hace,  délos  elementos, 
diversos  de  que  es  resultado,  y  de  su  parte  respectiva  en  la 
obra  total.  Bso  es  lo  que  intentaremos  realizar  en  las  páginas 
que  van  á  leerse. 


Reducir  la  sociología  á  no  ser  más  que  el  sistema  de  las 
ciencias  sociales,  equivale,  según  parece  á  primera  vista,  á 
ponerse  en  oposición  con  los  fundadores  de  la  ciencia  nueva 
y  romper  con  la  tradición  que  han  establecido.  Limitándcmos 
al  más  grande  de  todos  ellos,  es  muy  cierto,  que  Augusto  Oomte, 
jamás  concibió  la  sociología  sino  como  una  especulación  uni 
taria  é  integral,  estrechamente  unida  con  la  filosofía  general. 
Es  como  el  coronamiento  y  la  clave.  No  está  allí  por  sí  sola, 
sino  porque  sólo  ella  puede  procurar  el  principio  necesario  á 
una  sistematización  completa  de  la  experiencia.  Así  ha  podido 
decirse,  no  sin  razón,  que  en  un  sentido  es,  no  una  ciencia  es- 
pecial, sino  fia  ciencia  única»,  cía  ciencia  universal»,  porque 
las  otras  ciencias  pueden  ser  consideradas  como  grandes  he- 
chos sociológicos,  y  por  que  el  conjunto  de  lo  qt;ie  en  ellas  nos 
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68  dado,  86  eabordina  á  la  idea  suprema  de  la  humanidad»  (L)% 
Y  en  efecto,  la  ley  de  los  tres  estados,  que  domina  en  todo  eP 
Ctmrg  de  philoaapkie  posüivej  es  una  ley  esencialmente  socioló- 
gica; y  como,  por  otra  parte,  la  demostración  de  esta  ley,  se 
apoya  sobre  consideraciones  filosóficas,  relativas  á  las  condi- 
ciones del  conocimiento,  resulta  que  la  filosofía  positiva  es 
por  completo  una  sociología,  y  que  la  sociología  comtiaoa  ee^ 
en  sí  misma  una  filosofía. 

No  sólo  la  sociología  naciente  ha  presentado  ese  carácter, 
sino  que  era  además  necesario  que  lo  presentase.  No  podía  na- 
cer más  que  en  el  seno  de  una  filosofía:  porque  tradiciones- 
filosóficas  eran  las  que  se  oponían  á.que  se  constituyese.  £1 
primero  de  esos  obstáculos  era  el  dualismo  religioso  ó  metafí 
sico,  que  hacía  de  la  humanidad  un  mundo  aparte,  sustraído, 
por  DO  se  sabe  qué  oscuro  privilegio,  al  determinismo,  cuya 
existencia  consignaban  las  ciencias  .naturales»  en  el  resto  deli 
universo.  Para  que  la  nueva  ciencia  pudiera  fundarse,  era  pre  < 
ciso,  pues,  extender  la  idea  de  las  leyes  naturales  á  los  fenó  • 
menos  humanos.  Mientras  esta  primera  condición  no  se  cum- 
pliese, la  aplicación  del  pensamiento  á  los  hechos  sociales,  na* 
podía  engendrar  una  verdadera  ciencia  positiva  y  progresiva. 
8i  las  juicioeas  ó  penetrantes  observaciones  que  Aristóteles  y 
Bossuet,  Montesquieu  y  CJondorcet,  han  podido  hacer  sobre  la^ 
vida  de  las  sociedades,  no  constituían,  sin  embargo,  una  so 
ciología,  es  qué  les  faltaba  ese  principio  fundamental.  El  cual 
DO  podía  resultar  sino  de  un  progreso  del  pensamiento  filoso  • 
fico.  Bl  prejuicio  dualista  no  podía  retirarse,  más  que  ante  una- 
afirmación  resuelta  de  la  unidad  de  la  Daturaleza,  y  esta  afir- 
mación mÜBma  no  podía  ser  sino  el  coronamiento  de  ana  sín< 
tesis,  más  ó  menos  integral,  de  los  conocimientos  ya  adquirid 
dos  por  la  ciencia.  Sólo  dándose  á  sí  mismo  el  espectáculo  de 
la  obra  realizada,  es  como  el  espíritu  humano  podía  adquirir 
el  valor  necesario,  para  impulsarla  más  lejos.  Si  los  físicos,  loe- 


-.1.^ 


(1)    Levj-Brnhl:  La  philo$ophie  d'Auguste  Comte,  p.  403. 
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•quimiooB,  loe  biólogoB,  eon  espíritus  positivosi  es,  la  mayoria 
-de  las  veces,  porque  sus  oienoias  son  desde  hace  largo  tiempo 
positivas.  La  práctica  familiar  del  método  que  en  ellas  está  en 
XMBOt  el  conocimiento  de  los  resultados  obtenidos,  de  las  leyes 
establecidas,  bauta  para  formar  su  educación.  Mas  para  adver- 
tir el  carácter  positivo  de  ona  ciencia,  que  no  estaba  hecha, 
para  afirmar  que  un  orden  de  fenómenos  está  sometido  á  leyes, 
antes  que  éstas  fuesen  descubiertas,  era  preciso  un  filósofo, 
•que  trajera  su  fe  positiva  de  una  cultura  enciclopédica,  forti 
ficándola,  por  otra  parte,  mediante  un  esboso  sumario  de  la 
ciencia,  pero  sin  que  ésta  fuese  separable  de  la  filosofía  gene* 
«ral  que  hubiera  sugerido  su  idea,  y  que  encontrase  en  ella  su 
-confirmación. 

Todavía  se  implicaban  mutuamente  sociología  y  fíiosofia 
positiva  en  otro  respecto.  La  afirmación  de  la  unidad  de  la 
naturaleza  no  bastaba,  en  efecto,  para  que  loe  hechos  sociales 
se  convirtieran  en  materia  de  una  ciencia  nueva.  £1  monismo 
-materialista  también  postula  que  el  hombre  está  en  la  natu- 
raleza; pero  haciendo  de  la  vida  humana,  sea  individual,  sea 
colectiva,  un  simple  epifenómeno  de  laa  fuerzas  físicas,  hace 
inútil  la  sociología  como  la  psicología.  Desde  ese  punto  de 
vista,  los  fenómenos  sociales,  como  las  representaciones  indi- 
^duales,  están  como  reabsorbidas  en  uii  substráete  material, 
linico  que  implicaría  la  investigación  científica.  Para  que  la 
sociología  pudiera  nacer,  no  bastaba,  pues,  proclamar  la  oni» 
dad  de  lo  real  y  del  saber:  era  preciso  que  esta  unidad  fuese 
4ifirmada  por  una  filosofía,  que  no  desconociese  la  heterogenei- 
dad natural  de  las  cosas.  No  era  suficiente  haber  establecido 
que  loe  hechos  sociales  están  sujetos  á  leyes:  era  necesario 
añadir  que  tienen  sus  leyes  propias,  específicas,  comparables 
á  las  leyes  físicas  ó  biológicas,  pero  sin  ser  inmediatamente 
reductibles  á  estas  últimas;  era  además  preciso,  que  para  des- 
cubrir esas  leyes,  el  espíritu  se  aplicase  directamente  al  estu 
dio  del  reino  social,  considerándole  en  sí  mismo^  sin  interme- 
•diario,  sin  sustituto  de  ninguna  suerte,  dejándole  toda  su 
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complejidad.  Ahora  bien:  sabido  es  que  para  Comte,  las  dife- 
rentes ciencias  fundamentales,  son  irreductible»  las  unas  á  las* 
otras,  aunque  su  conjunto  forme  un  sistema  homogéneo.  La^ 
unidad  del  método  positivo  no  obsta  á  su  carActer  especifico. 
En  su  virtud,  y  por  el  hecho  solo  de  que  la  sociología  era  co- 
locada en  el  rango  de  las  ciencias  naturales,  su  individualidad 
resultaba  asegurada;  pero  el  principio  que  la  garantizaba  su- 
ponía evidentemente  una  larga  comparación  de  las  ciencias 
anteriores,  de  sus  métodos  y  de  sus  resultados,  comparación 
que  no  podía  ser  hecha  sino  en  el  curso  de  una  vasta  síntesis 
filosófica,  tal  como  la  filosofía  positiva. 

Nacida  en  el  seno  de  una  filosofía,  la  sociología,  pues,  de- 
bía, por  necesidad,  presentar  en  su  nacimiento  el  carácter  dis- 
tintivo de  toda  disciplina  filosófica,  es  decir,  el  gusto  por  las 
ojeadas  generales  y  de  conjunto^  y,  por  el  contrario,  cierta  in- 
diferencia hacia  el  detalle  de  los  hechos,  y  las  investigaciones^ 
de  los  especialistas.  En  su  virtud,  era  natural  que  se  constitu- 
yese fuera  de  las  técnicas  especiales,  como  un  modo  de  espe- 
culación autónomo,  capaz  de  bastarse  á  sí  propio.  Esta  actitud» 
por  otra  parte,  estaba  justificada  por  el  estado  en  que  entonces 
se  encontraban  las  ciencias,  por  él  espíritu  de  que  se  hallaban 
animadas,  y  que  en  esos  puntos  "esenciales  era  radicalmente 
opuesta  á  aquel  de  donde  procedía  la  ciencia  nueva.  No  sin 
razón,  en  efecto,*  censura  Comte  á  la  economía  política  de  su 
tiempo,  por  no  ser  una  ciencia  verdaderamente  positiva,  de 
ebtar  impregnada  todavía  de  filosofía  metafísica,  de  entrete- 
nerse en  discusiones  estériles  sobre  las  nociones  elementales 
de  valor,  de  utilidad,  de  producción;  discusiones  que  recuer- 
dan, dice,  clos  extraños  debates  escolásticos  de  la  Edad  Me- 
dia sobre  los  atributos  fundamentales  de  sus  puras  entidades 
metañsicas»  (1).  Además,  el  acuerdo  general  de  los  economis-^ 
tas  cBobre  el  aislamiento  necesario  de  su  pretendida  ciencia 
con  respecto  al  conjunto  de  la  filosofía  social»,  le  parecía,  con. 


(1)    Cour8  de  philozoph.  po8.,  t.  V,  p.  216. 
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rasón,  oonetitair  «un  ínvolantario  reconocimiento,  deciBÍTo, 
aunque  iudirecto,  de  la  inanidad  científica  de  eeta  teoría... 
PcNrque,  por  la  naturaleza  del  asunto,  en  los  estudies  sociales, 
6omo  en  todos  los  relativos  á  los  cuerpos  vivos,  los  diversos 
aspectos  generales  son,  por  necesidad,  mutuamente  solidarios 
y  racionalmente'  inseparables,  hasta  el  punto  de  no  poder  ser 
claramente  explicados  sino  los  unos  por  los  otros»  (1).  Es,  en 
efecto,  cierto  que  la  noción  de  ley  natural,  tal  como  la  enten- 
día  Comte,  era  extraña  á  la  ciencia  económica.  Sin  duda,  los 
economistas  han  hecho  un  amplio  uso  de  la  palabra  ley;  pero 
LO  tenia  en  manera  alguna  en  su  boca  el  sentido  que  tiene  en 
las  ciencias  de  la  naturaleza.  No  indicaba  relaciones  de  hechos, 
objetivamente  observables  entre  las  cosas,  sino  conexiones  pu- 
ramente lógicas,  entre  conceptos  formados  de  una  manera  por 
completo  ideológica.  Para  el  economista  se  trataba,  no  de  des- 
cubrir lo  que  pasa  en  la  realidad,  ni  de  investigar  cómo  efec- 
tos dados  se  derivan  de  causas  igualmente  dadas,  sino  de  com* 
binar  mentalmente  nociones  enteramente  formales,  como  las 
de  valor,  de  utilidad,  de  escasez,  de  oferta,  de  demanda,  etc. 
Y  la  misma  censura  se  podía  dirigir  á  las  teorías  más  en  boga 
sobre  el  derecho  y  sobre  la  moral,  á  la  de  Montesquieu,  al 
igual  que  á  la  de  Kant. 

Por  esas  diversas  razones  la  sociología  no  podía,  pues,  te- 
ner conciencia  de  sí  propia,  más  que  en  un  pensamiento  de 
filósofo,  lejos  de  las  disciplinas  especiales  y  de  su  influencia. 
Aun  ese  carácter  tenía  causas  harto  profundas  para  que  haya 
podido  perder  toda  razón  de  ser  desde  el  día  en  que  la  ciencia 
recibía  un  oomienzo  de  organización.  He  ahí  por  qué  no  debe 
extrañar  el  encontrarle  en  el  sucesor  inmediato  de  Gomte:  en 
Spencer.  Que  Spencer  haya  hecho  sociología  como  filósofo,  es 
cosa  por  completo  evidente,  porque  se  propuso,  no  estudiar 
los  hechos  sociales  en  sí  mismos  y  por  sí  mismos,  sino  mos- 
trar cómo  la  hipótesis  evolucionista  se  verifica  en  el  reino  so* 

fl)     Td.,  p.  216. 
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ciai.  Mas  por  eso  mismo  se  ha  encontrado  en  situación  de  com* 
pletar  ó  rectificar  en  machos  pantos  importantes,  las  concep 
ciones  generales  de  la  sociología  comtiana.  Aunque  Gomte 
haya  definitivamente  integrado  las  sociedades  en  la  naturale- 
za»  el  intelectualismo  de  que  estaba  impregnada  su  doctrina,  se 
armonizaba  mal  con  este  axioma  fundamental  de  toda  socio 
logia.  Si  es  la  evolución  cientifica  la  que  determina  la  evolu- 
ciÓQ  política,  económica,  moral,  estética,  la  separación  es 
grande  entre  las  explicaciones  sociológicas  y  las  que  están  en 
uso  en  las  otras  ciencias  de  la  naturaleza,  y  es  difícil  no 
recaer  en  la  ideología.  Mostrando  que,  bajo  diferentes  formas, 
una  misma  ley  domina  el  mundo  social  y  el  fí8Íco,  Spencer  ha 
unido  más  estrechamente  las  sociedades  con  el  resto  del  uni- 
verso: nos  ha  dado  .el  sentimiento  de  que,  bajo  los  hechos  que 
se  producen  en  la  superficie  de  la  conciencia  colectiva,  y  que 
traducen  las  obras  del  pensamiento  reñexivo,  hay  fuerzas  os- 
curas que  no  mueven  á  los  hombres  en  virtud  de  una  simple 
necesidad  lógica,  como  la  que  une  entre  sí  las  fases  sucesivas 
del  desenvolvimiento  científico.  Por  otro  lado,  Gomte  no  ad 
mitía  que  haya  una  pluralidad  de  tipos  sociales:  no  existe,  se- 
gún él,  más  que  una  sola  sociedad,  esto  es,  la  asociación  hu- 
mana en  su  integridad,  y  los  Estados  particulares  no  represen 
tan  más  que  momentos  diferentes  en  la  historia  de  esta  única 
sociedad.  La  sociología,  por  tal  manera,  se  encontraba  en  una 
situación  singular  entre  todas  las  ciencias,  porque  tendría  por 
objeto  un  ser  único  en  su  género.  Spencer  ha  hecho  cesar  esta 
anomalía,  mostrando  que  las  sociedades,  como  los  organismos, 
pueden  clasificarse  en  géneros  y  en  especies,  y,  valga  lo  que 
valga  la  clasificación  que  ha  propuesto,  el  principio,  á  lo  me- 
nos, merecía  conservarse  y  ha  sobrevivido.  Aunque  elaboradas 
filosóficamente,  esas  dos  reformas  constituían,  pues,  para  la 
ciencia  adquisiciones  preciosas. 

Pero  si  esta  manera  de  entender  y  de  hacer  la  sociología, 
ha  sido  ciertamente  en  un  momento  dado  necesaria  y  útil, 
esta  necesidad  y  esta  utilidad  era  sólo  provisional.  Para  cons- 
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ütoirae»  y  hasta  para  hacer  bob  progreeos  primeroBi  la  socio* 
logia  necesitaba  apoyarse  en  una  filoBofia;  ipas  para  llegar  á 
ser  verdaderamente  tal,  era  indispensable  que  revistiese  otro 
eazácter.     . 


II 


Esto  es  lo  que  él  ejemplo  de  Comte  mismo  puede  venir  á 
probar;  porque  en  razón  de  su  carácter  filosófico,  la  sociología 
que  ha  edificado,  ha  resultado  que  no  satisfacía  en  manera  al- 
|;una  las  condiciones  que  él  mismo  exigía  de  toda  ciencia  po- 
sitiva. 

Bn  efecto:  de  las  dos  partes  que  distinguía  en  esta  ciencia, 
la  estática  y  la  dinámica,  sólo  ha  tratado  verdaderamente  la 
segunda:  era,  por  lo  demás,  desde  su  punto  de  vista,  la  más 
importante,  porque  si  hay,  según  él,  hechos  sociales  distintos 
de  los  fenómenos  puramente  individuales,  es,  sobre  todo,  por- 
que hay  una  evolución  progresiva  de  la  humanidad;  es  decir, 
porque  la  obra  de  cada  generación  le  sobrevive,  y  se  suma  á  la 
de  las  generaciones  que  siguen.  El  progreso  es  el  hecho  social 
por  excelencia.  Ahora  bien:  la  dinámica  social,  tal  como  él  la 
ha  expuesto,  no  presenta  en  ningún  grado  «esta  continuidad 
y  esta  fecundidad»,  que,  según  la  indicación  misma  de  Comte, 
constituían  «los  síntomas  menos  equívocos  de  todas  las  con- 
cepciones verdaderamente  científicas»  (1),  porque  el  propio 
Cómte  la  consideraba  casi  terminada  por  él.  En  efecto:  está 
toda  entera  en  la  ley  de  los  tres  estados,  y  esta  ley,  una  vez 
descubierta,  no  sé  cómo  sería  posible  completarla,  extenderla 
y  y  menos  aún,  qué  leyes  diferentes  podrían  descubrirse.  La 
ciencia  estaba  cerrada,  apenas  fundada.  De  hecho,  los  discí 
pulos  de  Oomte,  que  se  atuvieron  estrictamente  al  contenido 
de  la  doctrina,  no  han  podido  más  que  reproducir  las  propo- 
siciones del  maestro,  ilustrándolas  á  veces  con  ejemplos  nue  • 


<1)    Cours,  IV,  214. 
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VOS,  pero  sin  que  esas  variantes  de  pura  forma,  jamás  hayan 
constituido  descubrimientos  verdaderos.  Asi  se  explioa  la  de- 
tención del  desenvolvimiento  dé  la  escuela  propiamente  oom- 
tiana  después  de  Comte;  se  han  repetido  las  mismas  fórmulas 
ritualmente,  sin  q}xe  ningún  progreso  se  realizase.  Y  una  cien- 
cia no  puede  vivir  y  desenvolverse  cuando  se  reduce  á  un  úni- 
co problema,  sobre  el  *  cual  imprime  sus  huellas  de  tarde  en 
tarde.  Para  que  una  ciencia  progrese,  es  preciso  que  se  resuel- 
va en  una  cantidad  progresivamente  creciente  de  cuestiones 
especiales,  para  hacer  asi  posible  la  cooperación  de  espíritus 
diferentes  y  de  generaciones  sucesivas.  Sólo  con  esta  condición 
tendrá  el  carácter  colectivo  é  impersonal,  sin  el  cual  no  hay 
investigación  científica.  Ahora  bien:  la  concepción  filosófica  y 
unitaria  que  Gomte  se  formara  de  la  sociología,  se  oponía  á 
esta  división  del  trabajo.  Así  su  dinámica  social  no  es  en  el 
fondo  más  que  una  filosofía  de  la  historia,  de  una  profundidad 
y  novedad  notables,  pero  construida  según  el  tipo  de  las  filo 
Sofías  anteriores.  Se  trata  de  percibir  la  ley  que  domina  cel 
movimiento  necesario  y  continuo  de  la  humanidad»,  y  único 
que  permitirá  introducir  en  la  serie  de  los  acontecimientos 
históricos  la  unidad  y  la  continuidad  que  les  faltan.  Pero 
BosBuet  no  se  proponía  otra  cosa.  El  método  difiere  como  la 
solución;  pero  la  investigación  es  de  la  misma  natnraleza  (!)• 
Y  sin  embargo,  á  pesar  de  lo  que  tenía  de  instructivo,  el 
fracaso  de  semejante  tentativa,  la  sociología  ha  seguido  siendo, 


(1)  La  Statique  soeiale  consiste  en  un  peqnefio  número  de  teo- 
rías qne,  en  snma,  recuerdan  la  PolitiecL  fíioflófica  de  los  sigloa 
precedentes  sobre  la  familia,  la  naturaleza  del  lazo  social,  la  del  go- 
bierno. Sin  dnda,  hay  allí  indicacioDes  preciosas.  No  sólo  la  mayo- 
ría de  los  modos  de  agrupación,  clases,  castas,  corporaciones,  ciu- 
dades, etc.,  no  se  consideran,  sino  qne  el  elemento  social  fnnda- 
mental,  la  familia,  se  concibe,  como  siempre,  semejante  á  si  pro- 
pio: la  idea  de  nna  clasificación  de  los  tipos  diversos  de  organiza* 
ción  doméstica,  qne  implica  correlaciones  diversas  entre  la  familia 
y  las  organizaciones  más  vastas,  no  aparece  en  el  espíritu  de  Ck>m- 
te.  No  hay,  pues,  allí  materia  para  descubrimientos,  y  la  teoría  de 
la  familia  está  formulada  de  nna  vez. 


BOOIOLOGÍA  T  CUBNCIAfi  S0GIALK8  18& 

para  la  mayoría  de  nueetroB  contemporáDeos,  casi  lo  que  era 
pan  Gomte;  ee  decir,  una  especulación  esencialmente  filosó- 
fica* AsistimoB  desde  hace  veinte  años  á  una  eflorescencia  de 
la  literatura  sociológica.  La  producción,  en  otro  tiempo  inter- 
mitente y  rara,  se  ha  hecho  continua;  se  han  construido  siste- 
mas nuevos,  y  á  diario  se  construyen.  Pero  siempre,  ó  casi 
siempre,  se  trata  de  sistemas  en  los  cuales  toda  la  ciencia  se 
leduee,  más  ó  menos  abiertamente,  á  un  solo  problema.  Como 
#n  Oomte  ó  en  Spencer,  se  trata  de.  descubrir  la  ley  que  do- 
mine la  evolución  social  en  su  conjunto.  Para  unos,  es  la  ley 
de  la  imitación;  para  otros,  la  de  la  adaptación,  ó  la  lucha  por 
la  vida,  y  más  especialmente,  la  lucha  de  razas;  para  otros,  la 
acción  del  medio  ñsico,  etc.  De  cierto,  al  ver  á  todos  esos  tra 
bajadores  buscando  la  ley  suprema,  la  causa  que  domine  todas 
las  causas,  clif  llave  que  abra  todas  las  cerraduras»  (1),  no 
puede  uno  menos  de  acordarse  de  los  alquimistas  de  otros 
tiempos,  entretenidos  en  buscar  la  piedra  filosofal  (2). 

Lejos  de  haber  progresado,  ha  habido  un  retroceeo.  Para 
Comte,  al  menos,  la  sociología  era  la  ciencia  integral  de  todos 
los  hechos  sociales;  comprendía  en  si  los  múltiples  aspectos  de 
la  vida  colectiva;  ninguna  categoría  de  fenómenos  quedaba  sis- 
temátimente  excluida.  Si  se  negaba  á  ver  en  la  economía  políti- 
ca una  ciencia  sociológica,  es  porque  en  su  tiempo  se  la  trataba 
con  un  espíritu  que  no  tenía  nada  de  científico  y  desconocía 
la  naturaleza  verdadera  de  la  realidad  social;  pero  en  manera 


(1)  La  frase  es  de  M.  Tarde  (Lois  de  l'imitation,  p.  V),  qaien  la 
pone  bajo  la  autoridad  de  un  filósofo,  que  parece  ser  Taine.  Pero 
sea  quien  fuere  el  autor,  nos  parece  poco  cientifica..  No  creemee  que 
haya  ciencia  donde  llave  tal  exista.  Las  cerraduras  deben  ser  abier- 
tas, y  basta  forzadas,  unas  tras  otras  y  laboriosamente. 

(2)  Esta  manera  de  concebir  la  sociología  es  tan  inveterada,  que 
á  veces  se  interpretan  los  trabajos  de  los  sociólogos  como  si  no  pu- 
dieran ser  concebidos  de  otro  modo..  De  ahí  que  se  nos  haya  censu- 
rado el  querer  reducirlo  todo  á  la  división  del  trabajo,  porque  he- 
mos hecho  un  libre  sobre  ese  asunto,  ó  de  explicarlo  todo  por  la 
coacción  colectiva,  siendo  así  que  no  veíamos  en  el  carácter  coerci- 
tivo de  las  instituciones  más  que  un  medio — y  quizás  no  el  Unico- 
de definir  les  hechos  para  determinar  el  campo  del  estudio.— (E.  D.) 
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alguna  qneria  poner  Io6  hechos  ecoDÓmicos  faera  de  la  socio- 
logia.  Por  consiguiente,  quedaba  abierto  el  camino  para  una 
división  ulterior  del  trabajo,  para  una  especialización  creciente 
de  loe  problemas,  á  medida  que  el  dominio  de  la  ciencia  se  ex* 
tendiese,  y  que  se  conociera  mejor  su  complejidad.  Por  el  con- 
trario, entre  loe  sociólogos  más  recientes,  se  ha  ido  afirmando 
poco  á  poco  la  idea  de  que  la  sociología  es  distinta  de  las  cien- 
cias sociales;  que  hay  una  ciencia  social  general  que  se  opone 
á  esas  disciplinas  particulares,  que  tiene  su  objeto  propio,  bq 
método  especial,  y  á  la  cual  se  le  reserva  el  nombre  de  sociolo- 
gía. Partiendo  del  hecho  de  que  las  ciencias  sociales  se  han 
Ksonstituído  fuera  de  las  grandes  síntesis  filosóficas,  á  propósito 
de  las  cuales  se  ha  creado  la  palabra  aodologia^  se  ha  estimado 
que  debe  haber  ahí  dos  clases  de  investigadones  perfectamente 
diferentes,  y  se  ha  tratado  de  diferenciarlas.  Centras  cada 
ciencia  social  se  refiere  á  una  categoría  dada  de  fenómenos  so- 
ciales, la  sociología,  se  ha  dicho,  tiene  por  objeto  la  vida  colec- 
tiva general,  y  á  este  titulo  de  ciencia  social  general  es  como 
constituye  una  individualidad  distinta. 

Mas  para  poder  expresar  y  discutir  con  alguna  precisión  las 
diferentes  tentativas  que  han  sido  hechas  en  ese  sentido,  es 
necesario  distinguir  dos  sentidos  diferentes,  según  los  cuales 
esa  palabra  general  ha  sido  tomada  por  los  autores. 


*  « 


£n  el  primer  sentido,  la  sociología  se  llama  general,  porque 
considera  en  toda  su  complejidad  la  realidad  social  que  las 
ciencias  particulares  dividen  y  descomponen  por  abstracción; 
es  la  ciencia  concreta,  sintética,  mientras  que  las  otras  son 
analíticas  y  abstractas.  Hablando  el  lenguaje  de  los  lógicos» 
la  palabra  general  se  toma  aquí  como  comprensión;  significa 
que  el  objeto  de  la  investigación  se  considera  con  todos  los  ca- 
racteres que  le  pertenecen  y  todos  los  elementos  que  lo  cons* 
tituyen.  Así  es  como,  para  Stuart  Mili,  la  ciencia  social  gene* 
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lal  Ó  Bociológica,  propiamente  dicha,  tendría  por  objeto. los 
«estados  de  sociedad»,  tal  como  se  suceden  en  la  historia  4e 
los  pueblos.  Bntiende  por  esa  palabra,  «el  estado,  en  un  mo- 
mento dado,  de  todos  los  hechos  ó  fenómenos  sociales  más 
importantes»  (1);  da  como  ejemplos  el  grado  de  instrucción  y 
de  cultura  moral  en  la  comunidad  y  en  cada  clase,  el  estada 
de  la  industria,  el  de  la  riqueza  y  de  la  distribución,  las  ocu* 
paciones  ordinarias  de  la  nación,  su  división  en  clames,  la  na- 
turaleza y  la  fuerza  de  las  creencias  comunes,  la  naturaleza 
misma  del  gusto,  la  forma  de  gobierno,  las  leyes  y  costumbres 
más  importantes,  etc.  El  conjunto  de  esos  elementos  es  el  que 
forma  el  estado  de  sociedad,  ó  para  servirnos  de  otra  expresión 
que  Mili  emplea  también,  el  estado  de  civilización. 

'  Mili,  en  efecto,  asienta  que  esos  elementos  no  pueden  com- 
binarse de  una  manera  cualquiera,  sino  que  existen  entre  ello& 
correlaciones  naturales,  en  virtud  de  las  cuales  no  pueden  aso- 
ciarse sino  según  una  relación  dada.  La  sociología  tendrá  que^ 
tratar  dos  especies  de  ^problemas:  ó  determinará  cuáles  son 
esas  correlaciones,  es  decir,  cuáles  son  las  uniformidades  do 
existencia  de  un.  mismo  estado  de  sociedad,  ó  investigará  coma 
loe  estados  sucesivos  se  encadenan  y  cuál  es  la  ley  de  este  en- 
cadenamiento. Muy  otro  será  el  objeto  de  las  ciencias  sociales . 
particulares.  Tomarán  como  punto  de  partida  lo  que  es  el 
punto  de  llegada  de  la  sociología;  dado  un  estado  de  ¿ociedad» 
deberán  investigar  qué  cambios  puede  introducir  en  él,  este 
ó  aquel  factor  determinado;  se  preguntarán,  por  ejemplo,  qué 
efecto  tendría  Ja  supresión  de  la  ley  sobre  los  cereales  (econo- 
mía política)  ó  la  abolición  de  la  Monarquía  y  la  introducción 
del  sufragio  universal  (ciencia  política)  sobre  un  conjunta 
dado  de  condiciones  sociales.  Desde  este  punto  de  vista,  la 
sociología  es  tan  independiente  de  las  ciencias  sociales,  que 
tiene  Fobre  éstas  una  verdadera  preeminencia;  porque  ella  es 

(1)  Jjigiea^  I,  VI,  c.  z,  §  62.  La  distinción  de  los  dos  f^entido» 
de  la  palabra  generaU  b»  pido  bi#>n  h^cha  por  m.  Belot  en  sn  iotro- 
dncción  al  libro  VI  de  Ir  Lógica  (1897),  p.  LXX  V,  trad.  franc. 
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la  que  les  procQra*8UB  postulados  fandamen tales,  á  saber:  esos 
«atados  de  sociedad  que  sirven  de  base  á  las  deducciones  da 
los  especialistas.  A  ella,  dice  Mili,  ccorresponde  limitar  y  cod* 
trastax  las  conclusiones  de  las  investigaciones  más  especialeB 
de  la  otra  categoría»  (1). 

No'  nos  detendremos  á  hacer  ver  lo  que  esta  concepción  de 
las  táencias  especiales  tiene  de  insostenible.  Manifiestamente, 
Mili  se  las  representa  según  el  modelo  de  aquella  economía 
política  abstracta  y  deductiva,  que  Gomte  no  había  querido 
<;olocar  entre  las  ciencias  positivas.  ¿Cómo,  en  efecto,  dar  ese 
nombre  á  una  investigación  que  no  tiene  por  objeto  un  grupo 
de  hechos  adquiridos,  dados  en  lo  real,  sino  que  tan  sólo  se 
ocupa  de  deducir,  de  causas  conjeturales,  efectos  simplemente 
posibles?  Por  lo  que  á  la  sociología,  propiamente  dicha,  se  re- 
fiere, la  definición  que  de  ella  (^  Mili  resiste  á  esta  obje- 
<íión:  los  estados  de  sociedad  de  que  debe  tratar  forman  parte 
de  lo  real.  Sólo  que  están  formados  por  un  con jut  to  de  leñó* 
menos  tan  diversos,  que  es  imposible  que  una  sola  ciencia 
pueda  dominar  una  materia  de  una  diversidad  tal.  Bn  efecto: 
en  un  estado  de  sociedad,  entran  como  elementos  el  sistema 
religioso,  el  jurídico,  el  moral,  él  económico, el  técnico,  el  cien 
tífico,  etc.,  de  una  sociedad  en  una  época  dada.  Y  cada  sistema 
de  esos,  á  su  vez,  es  un  todo  complejo  de  instituciones  muy 
complejas  en  sí.  £1  religioso,  por  ejemplo,  comprende  una 
multitud  de  dogmas,  de  mitos,  de  ritos,  una  organización  sa 
cerdotal,  etc.;  el  sistema  jurídico,  comprende  loe  códigos  más  ó 
menos  numerosos  y  voluminosos,  las  costumbres,  una  organiza- 
ción judicial,  etc.  Un  todo  tan  heterogéneo  no  podrá,  pues,  ser 
estudiado  en  junto,  como  si  estuviera  dotado  de  una  unidad  ob 
jetiva.  Se  trata  de  un  mundo  infinito,  del  cual  no  se  puede  tener 
sino  una  representación  truncada,  cuando  se  quiera  abrazarle 
de  una  vez  y  en  su  conjunto;  porque  es  preciso  para  eso  resig* 
narse  á  percibirlo  en  general  y  sumariamente,  es  dedr,  con- 

(1)    Ibld,  cap.  X,  §  1.® 
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!tU30.  Eb,  pueB,  necesario  que  cada  parte  sea  estudiada  por  se- 
parado; cada  una  de  ellas  es  bastante  vasta  para  servir  de  ma« 
teria  á  toda  una  ciencia.  Y  asi  esta  ciencia,  general  y  única,  á 
la  coal  se  qneria  dar  el  nombre  de  sociología,  se  resolvió  en  una 
mnlütud  de  ramas  distintas,  aunque  solidarias;  y  las  relacio- 
nes que  unen  entre  si  los  elementos  asi  descompaeetos,  lajs 
acciones  y  las  reacciones  que  ejercen  unas  sobre  otras,  no  pne* 
den  ser  determinadas  sino  con  el  auxilio  de  investigaciones 
que,  por  estar  situadas  qu  los  confines  de  dos  ó  varios  domi* 
nioe,  no  por  eso  ton  menos  especiales.  Por  ejemplo,  á  loe  ba- 
.bioB  que  tratan  de  economía  política  ó  de  religión,  es  á  quienes 
corresponde,  y  sólo  á  ellos,  investigar  las  relaciones  de  loe  fe- 
nómenos religiosos  y  económicos. 

Pero  lo  que  aun  es  más  incomprensible  quizá,  es  que  se 
pretenda  explicar  esos  estados  de  sociedad,  estableciendo  entre 
ellos  un  orden  de  filiación.  Porque  un  estado  de  sociedad  no  es 
una  especie  de  entidad  invisible  que  engendra  el  estado  que 
sigue,  como  él  ha  sido  engendrado  por  el  precedente.  Cada  sis 
tema  y  hasta  cada  institución  de  las  que  lo  forman,  tiene  su 
individualidad  y  depende  de  condiciones  especiales.  No  es  el 
todo  quien  produce  el  todo,  sino  que  cada  parte  tiene  su  géne- 
sis propia  que  puede  ser  establecida  por  separado.  Así,  para 
mantener  la  unidad  de  la  investigación.  Mili  se  vio  obligado  á 
admitir,  como  Ck>mte,  que  en  cada  estado  de  sociedad  hay  un 
elemento,  siempre  el  mismo,  que  domina  todos  los  demás  y 
que  constituye  el  agente  principal  del  movimiento  social, 
«una  cadena  madre,  de  cada  uno  de  cuyos  anillos  estarían  sus- 
pendidos los  anillos  correspondientes  de  todos  los  demás  pro 
gresos».  Este  elemento  privilegiado  sería  «el  estado  de  las  fa- 
cultades especulativas  de  la  raza  humana,  manifestado  en  la 
naturaleza  de  las  creencias  á  las  cuales  ha  llegado  respecto  de 
sí  y  del  mundo  que  le  rodea»  (1). 


(1)    Logique,  libro  6.®,  cap.  10,  §  7.* 
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El  problema  inextricable  que  se  habla  puesto  al  sociólogo 
resulta  asi  singularmente  simplificado:  á  la  evolución  de  los 
estados  de  sociedad,  tomados  en  toda  su  complejidad,  susti* 
tuje  la  sola  evolución  de  la  religión  y  de  la  filosofía.  Pero  no 
hace  falta  demostrar  lo  que  semejante  postulado  tiene  de  ar* 
bitrario.  Nada  nos  autoriza  á  suponer  que  haya  un  fenómeno 
social,  que  goce  de  tal  prerrogativa  con  respecto  á  los  otros:  áui> 
suponiendo  que  en  cada  tipo  social  haya  un  sistema  de  opi- 
niones ó  de  prácticas,  y  que  verdaderamente  tenga  un  papel 
un  tanto  preponderante,  no  está  probado  que  sea  siempre  el 
mismo,  en  todos  los  tiempos  y  en  todos  los  países.  El  influjo 
de  las  prácticas  religiosas  era  antes  mucho  más  geñalado  que 
el  de  las  ideas;  el  influjo  del  fenómeno  económico  ha  variado 
en  sentido  inverso.  Las  condiciones  de  la  vida  social  han  cam<^ 
biado  demasiado  en  el  curso  de  la  historia,  para  que  las  mis* 
mas  instituciones  hayan  podido  siempre,  y  en  todas  partes,  te- 
ner la  misma  importancia,  ^si  es  como,  en  la  serie  zoológica» 
la  función  preeminente  cambia  según  las  especies,  y  cuenta 
que  eu:  esta  palabra  preeminencia  no  hay  sino  una  acepcióD 
vaga  y  un  tanto  figurada. 


Mas  la  palabra  general  se  toma  en  un  sentido  muy  diferen- 
te, y  casi  contrario,  por  muchos  sociólogos  que  llaman  ciencia 
social  general  ó  sociología,  la  ciencia  social  más  abstracta  de 
todas,  la  que,  llevando  más  allá  el  análisis,  se  aleja  más  de  la 
realidad  compleja,  y  se  da  por  objeto  las  relaciones  socialea 
más  simples,  aquellas  de  las  cuales  todas  las  demás  no  serían 
sino  modalidades  ó  combinaciones.  Podrá  decirse  que  la  pala- 
bra  es  empleada  aquí  por  extensión:  es  decir,  que  por  generad 
se  entiende  lo  que  es  bastante  indeterminado,  para  darse  en  to- 
dos los  casos  particulares.  Así  es  como  Oiddings  ha  definido 
la  sociología.  Reconoce  sin  esfuerzo,  que  los  diversos  lados  de 
la  vida  social  están  ya  estudiados  en  las  diferentes  cienciaa 
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económicas,  históricas,  políticas.  Pero  según  él,  ésa  no  es  la 
cuestión  del  sociólogo.  cLa  sociedad,  ¿es  un  todo?  La  activi- 
dad social,  ¿es  continua?  ¿Hay  ciertos  hechos  esenciales,  cier- 
tas causas,  ciertas  leyes  qtie  se  encuentran  en  las,  comunida- 
des de  toda  especie,  de  todos  loe  tiempos,  én  las  cuales  las 
formas  sociales  más  especiales  se  apoyan  y  por  las  cuales  se 
manifiidstan?  Si  estamos  autorizados  para  responder  afírmati- 
yamente,  sigúese  de  ahí  que  esas  verdades  universales  deben 
ser  enseñadas»  (1). 

Betablecerlas  y  enseñarlas,  tal  serla  el  objeto  de  la  sociolo« 
gla.  Por  ejemplo:  la  economía  política  se  pregunta  cómo  las  ri« 
quesas  se  producen  en  la  sociedad,  cómo  circulan  en  ella;  la 
ciencia  política  estudia  el  estado  orgánico  de  la  sociedad,  luego 
que  ae  ha  convertido  en  Bstado  constituido.  Pero  una  y  otra 
ciencia  descansan  en  un  hecho  que  ellas  postulan  sin  estu« 
diarlo:  que  hay  sociedades,  esto  es,  que  cloe  humanos  se  aso- 
cian». Bse  hecho  es  el  que  servirla  de  materia  á  la  sociología. 
Tendría  ésta,  pues,  que  investigar  en  qué  consiste  la  asocia  • 
ción  humana  en  general,  abstracción  hecha  de  las  formas  es* 
pedales  que  pueda  revestir,  cuáles  son  los  factores  de  que 
dependen  sus  principales  caracteres,  los  elementos  mentales 
á  que  da  nacimiento.  Bn  una  palabra:  será  la  ciencia  «de  los 
principios  generales»;  y  consistirá  cen  un  análisis  de  las  ca- 
racterísticas generales  de  los  fenómenos  sociales  y  en  la  de- 
terminación  de  las  leyes  generales  de  la  evoluclóc  social»  (2). 
Cierto,  si  se  quiere  decir  tan  sólo  que,  una  vez  habiendo 
avanzado  bastante  las  ciencias  sociales,  serla  ocasión  de  apro- 
ximar unos  á  otros  los  resultados  obtenidos  en  cada  una  de 
ellas,  á  fin  de  señalar  las  relaciones  más  generales  que  entra- 
ñan;  el  problema  asi  planteado  no  tendría  nada  de  insoluble. 
Sólo  que  la  sociología  asi  definida  no  se  diferenciarla  por  su 
naturaleza  de  las  ciencias  sociales,  tendría  el  mismo  dominio, 


(1)  The  PHneip.  of  aoeioL,  p.  82  (hay  traducción  espafiola  de 
este  libro).— N.  del  T. 

(2)  ídem,  p.  83. 
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salvo  que  lo  abrazarla  desde  más  alto,  y  en  su  conjunto.  Lejos 
de  constituir  una  ciencia  autónoma,  por  el  contrario,  estarla 
bajo  la  dependencia  más  inmediata  de  esas  diversas  discipli- 
nas de  las  cuales  deberla  tomar  todos  sus  materiales,  y  no  po- 
dría progresar  más  que  en  la  medida  en  que  ellos  mismos  pro- 
gresan. No  habría,  pues,  ninguna  razón  para  hacer  de  ella  nin- 
guna entidad  científica  distinta,  designada  con  un  vocablo  es- 
peciaL  Pero  no  es  así,  por  completo,  como  M.  Giddings  y  con 
él  muchos  sociólogos  actuales,  entienden  esta  ciencia  general 
de  las  sociedades.  No  podrían,  por  otra  parte,  sin  verse  obliga- 
dos á  reconocer  al  mismo  tiempo  que  la  hora  de  la  sociología 
está  lejos  aún;  porque  esas  altas  generalizaciones  no  serán  po- 
sibles, sino  cuando  los  estudios  especiales  estén  más  avanza- 
dos que  hoy  lo  están.  Mas  .para  ellos,  esta  ciencia  sintética, 
lejos  de  ir  á  remolque  de  las  ciencias  particulares,  ejercería 
por  el  contrario  isobre  estas  últimas  una  verdadera  «primacía 
lógica»;  en  lugar  de  ser  la  conclusión  última,  proporcionaría 
las  bases  fundamentales.  cLejos  de  ser  no  más  que  la  suma  de 
las  ciencias  sociales,  es  más  bien  la  base  común  de  ellas/  Sus 
principios,  que  son  de  una  gran. extensión,  son  los  postulados 
de  las  ciencias  especiales»  (1).  La  economía  política,  la  cien- 
cia del  Estado,  etc.,  son  las  que  necesitarán  apoyarse  sobre 
otra  ciencia;  porque  el  estudio  de  las  formias  más  complejas  de 
la  vida  social,  no  puede  ser  útilmente  emprendido  más  que 
si  ya  se  tiene  una  noción  suficiente  de  las  formas  más  elemen- 
les.  Ahora  bien:  la  sociología,  se  dice,  es  la  que  trata  de  éfitas 
últimas.  Puede,  pues,  y  debe  bastarse  á  sí  propia.  Las  demás 
ciencias  sociales  la  suponen,  pero  no  suponen  ninguna  antes 
que  ella.  Por  ella  es  por  donde  deben  comenzar  la  investiga- 
ción y  la  enseñanza  (2). 

Desgraciadamente,  esas  formas  elementales  no  existen  en 


(1)  ídem,  p.  33. 

(2)  GiddiDgs  llegó  á  decir  que  las  ciencias  sociales  se  diferen- 
cian de  la  sociología  como  ésta  de  la  psicología,  como  la  paidología 
de  la  biología.  (ídem,  págs.  26-26). 
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parte  algnna  en  un  estado  de  aislamiento,  n!  aan  relativo,  que 
permita  su  observación  directa.  No  deben,  en  efecto,  confan* 
dirse  con  las  formas  primitivas.  Las  sociedades  más  rudimen- 
tarias son  también  complejas,  aanque  de  ana  complejidad  con* 
insa:  contienen  en  sí  perdidcttunos  en  otros,  y  no  obstante  rea- 
lesi  todos  los  elementos  que  se  diferencian  y  se  desenvuelven 
en  la  evolución.  Son  sociedades  muy  especiales;  constituyen 
tipos  particulares,  y  por  otra  parte  es  lo  Cierto  que  ni  M.  Gid- 
dings,  ni  los  demás  sociólogos  que  le  han  precedido  ó  seguido» 
no  han  querido  limitar  su  investigación  á  esas  sociedades  tan 
sólo,  ni  reducir  la  sociología,  á  no  ser  más  que  una  etnografía 
comparada.  Esas  formas  que  llama  elementales,  son,  coíno  se 
ha  visto,  las  formas  más  generales;  ambas  expresiones  se  em* 
plean  indiferentemente.  Ahora,  trátese  de  fenómenos  sociales 
ó  de  fenómenos  físicos,  lo  general  no  existe  más  que  en  lo  par* 
ticular.  Lo  que  se  llama  la  asociación  humaba,  no  es  una  socie- 
dad determinada,  sino  el  conjunto  de  los  caracteres  que  se  en- 
cuentran en  todas  las  sociedades;  esos  caracteres  no  se  presen- 
tan, pues,  jamás  al  observador,  sino  inextricablemente  mezcla- 
dos con  los  caracteres  distintivos  de  los  diversos  tipos  sociales, 
y  de  las  diferentes  individualidades  colectivas.  Como  por  otra 
parte,  para  separar  los  primeros  de  los  segundos,  se  prescinde 
del  método  que  consistiría  en  constituir  primero  los  tipos  par-' 
ticulares,  y  luego  inferir,  por  vía  de  comparación,  lo  que  tienea 
de  común,  falta  un  criterio  para  realizar  esta  disociación,  y  no 
puede  precederse  sino  según  el  juicio  y  las  impresiones  com- 
pletamente personales.  Se  reservan  ciertos  hechos,  se  excluyen 
tales  otros,  porque  los  primeros  parecen  esenciales  y  los  segun- 
dos parecen  secundarios,  pero  sin  que  pueda  darse  de  esas  pre- 
ferencias ó  de  esas  exclusiones,  ninguna  razón  objetiva.  Asi» 
cuando  M.  Oiddings  emprende  el  análisis  de  esos  elementos  - 
primarios  y  generalas,  comienza  por  sentar,  como  un  axioma 
evidente,  cque  están  todos  coatenidos  en  la  base  física  de  la 
socied^di  la  población  tocial»  (1).  Es  muy  cierto  qué  la  pobla-' 

(1)    id.,p.  79. 
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oión  68  un  elemento  esencial  de  toda  sociedad.  Pero,  prioaera* 
mente,  hay  una  ciencia  especial  que  estudia  las  leyes  de  la  po* 
biación;  es  la  demografía,  ó  de  un  modo  más  especial,  la  que 
Mayr  llama  la  demologia.  El  sociólogo,  para  distinguirse  del 
demógrafo,  ¿deberá  colocarse  en  un  punto  de  vista  particular? 
¿listará  sin  duda,  obligado  á  estudiar  la  población »  hacienda 
a,b6tracción  de  las  formas  diversas  que  presenta  según  las  so- 
ciedades? Pero  entonces  no  hay  gran  cosa  que  decir.  Y  asi 
M.  Giddings  se  ve  obligado  á  salir  de  esas  extremas  general!- 
dades:  habla  de  la  distribución  de  la  población  en  las  diferen- 
tes sociedades  (no  civilizadas,  semicivilizadas,  civilizadas,  pá- 
ginas 82  87),  de  las  diferentes  especies  de  agrupaciones  (gené- 
ticas, congregativas,  p.  89),  etc.  ¿Dónde  detenerse  en  este  ca« 
mino,  y  dónde  encontrar  el  límite  entre  lo  que  toca  al  soció« 
logo  y  lo  que  corresponde  á  las  demás  ciencias?  En  el  cap.  8.^ 
del  lib.  2.^,  bajo  el  epígrafe  Composición  social,  se  habla  de  loa 
grupos  poliándricos  y  poligámicos,  de  las  tribus  matroními- 
casy  patronímicas,  de  las  sociedades  de  base  de  aldeas;  ese 
desenvolvimiento  contiene  toda  una  teoría  sobre  los  orígenes 
de  la  familia.  El  objeto  así  asignado  á  la  sociología  queda» 
pues,  esencialmente  indeterminado;  el  sociólogo  mismo  es 
quien  lo  determina^  de  una  manera  arbitraria,  según  la  exten- 
sión de  sus  conocimientos,  y  sus  gustos  personales.  Hay  más: 
determinándolo  así,  está  obligado  á  andar  por  los  dominios  de 
las  ciencias  especiales,  sin  lo  cual  le  faltaría  por  entero  la  ma* 
teria.  Las  cuestiones  que  trata  no  difieren  por  su  naturaleza  de 
las  que]  tratan  los  especialistas;  únicamente  como  no  puedo 
tener  una  competencia  universal,  está  condenado  á  las  genera- 
lidades, sin  precisión,  inciertas,  ó  hasta  por  completo  inexactas. 
Y  cuenta  que  el  tratado  de  M.  Giddings  es  uno  de  los  mejo- 
res, quizá  hasta  el  mejor  de  su  género.  El  autor  se  esfuerza  en 
él,  por  lo  menos,  por  circunscribir  su  asunto,  y  estudia  un 
Qúmero  limitado  de  elementos.  Sería  aun  más  difícil  decir 
en  qué  oonslBie,  para  MM«  Tarde,  Gumplowicz,  Ward,  y  mu<» 
chos  otros,-  el  objeto  preciso  de  la  sociologíai  y  cómo  esta  cien- 
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oía,  que,  sin  embargo,  de  hecho  se  distingae  de  las  otras  cieu* 
cías,  66  coloca  coa  respecto  á  estas  últimas.  Aqai  la  indeter* 
mioaciÓQ  se  ha  erigido  en  principio.  No  se  trata,  paee,  de 
ciencia.  No  se  trata  ya  tampoco  de  aquella  filosofía  metódica 
que  Concite  había  intentado  constituir;  es  un  modo  muy  partid 
colar  de  especulación  intermedio  entre  la  filosofía  y  la  literatu- 
ra, donde  algunas  ideas  teóricas,  muy  generales,  se  pasean  á 
través  de  todos  los  problemas  posibles. 

No  es,  por  tanto,  oponiendo  la  palabra  general  á  la  especial^ 
como  se  podrá  establecer  jamás,  una  linea  de  demarcación  cla- 
ramente determinada  entre  la  sociología  y  las  ciencias  parti- 
culares de  la  sociedad»  Podríamos,  pues,  considerar  esta  dis- 
tinción como  imposible,  si  no  se  hubiera  realizado  reciente^- 
mante  un  ensayo  para  efectuarla,  según  un  principio,  en  apa* 
riencia  diferente,  en  Alemania,  por  M.  Simmel. 


• 


Según  este  escritor,  lo  que  diferencia  esas  dos  especies  de 
investigaciones,  es  que  las  ciencias  especiales  estudian  lo  que 
pasa  en  la  sociedad,  no  la  sociedad  misma.  Los  fenómenos  de 
-que  tratan  (religiosos,  morales,  jurídicos,  etc.),  se  producen  en 
el  seno  de  los  grupos;  pero  los  grupos,  en  el  seno  de  los  cuales 
86  verifiüan,  deben  ser  el  objeto  de  otra  investigación,  inde- 
pendiente de  las  anteriores,  y  que  es  la  sociología.  Los  hom- 
bres que  viven  en  sociedad  persiguen,  al  abrigo  de  la  sociedad 
que  forman,  toda  clase  de  fines  variados:  los  unos,  religiosos; 
los  otros,  económicos;  los  otros,  estéticos,  etc.,  y  las  ciencias 
particulares  tienen  precisamente  por  materia  los  processus  es* 
peciales,  en  virtud  de  los  cuales  esos  fines  se  logran.  Pero  esos 
processus  no  son  sociales  por  sí  mismos,  ó,  por  lo  menos,  no 
tienen  ese  carácter,  sino  indirectamente,  y  porque  se  desarro* 
lian  en  un  medio  que  es  propiamente  colectivo.  Las  ciencias 
correspondientes  no  son,  pues,  verdaderamente  sociológicas. 
O  de  otro  modo,  en  ese  complexus  que  se  llama  sociedad,  hay 
dos  clases  de  elementos,  que  pueden  ser  distinguidos  con  el 
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mayor  cuidado;  hay  el  contenido,  es  decir»  loa  fenómenos  di- 
versos, que  pasan  entre  los  individuos  asociados;  y  luego  hay 
el  continente,  es  decir,  la  asociación  misma  en  el  interior,  de 
la  cual  se  observan  esos  fenómenos.  La  asociación  es  la  única 
cosa  expresamente  social,  y  la  sociología  es  la  ciencia  de  la 
asociación  tn  ateírac/o.  cLa  sociología  debe  buscar  sus  proble* 
mas,no  en  la  materia  de  la  vida  social,sino  en  su  forma... Sobre 
esta  consideración  abstracta  de  las  formas  sociales  es  sobre  lo 
que  descansa  todo  el  derecho  á  la  existencia  de  la  sociología; 
del  propio  modo,  la  geometría  debe  su  existencia  á  la  posibili 
dad  de  abstraer,  de  las  cosas  materiales,  sus  formas  especiales.»- 
Mas  ¿por  qué  medios  realizar  esta  abstracción?  Si  toda 
asociación  humana  se  forma  en  vista  de  fines  particulares» 
¿cómo  aislar  la  asociación  misma  de  los  ñnes. variados,  á  los 
cuales  sirve,  hasta  determinar  sus  leyes?  €  Aproximando  laa 
asociaciones  destinadas  á  los  ñnes  más  diferentes  é  infiriendo 
lo  que  tienen  de  común.  De  esta  manera,  todas  las  diferen* 
cias  que  presentan  los  fines  alrededor  de  los  cuales  las  socie- 
dades se  constituyen,  se  neutralizan  mutuamente,  y  la  forma 
social  será  lo  único  que  resalte.  Así  es  como  un  fenómene, 
cual  es  el  de  la  formación  de  los  partidos,  se  advierte  tanto 
en  el  mundo  artístico,  como  en  los  medios  políticos,  en  la 
industria,  al  igual  que  en  la  religión.  Si,  pues,  se  investiga 
lo  que  se  encuentra  en  todos  esos  casos,  á  pesar  de  la  diversi- 
dad de  los  £nes  y  de  los  intereses,  se  obtendrán  las  especies  y 
las  leyes  de  ese  modo  particular  de  agrupación.  Bl  mismo  mé« 
•todo  permitirá  estudiar  la  dominación  y  la  subordinación,  la 
formación  de  las  jerarquías,  la  división  del  trabajo,  la  concu- 
rrencia» (.1). 


(i)  Comment  les  formes  sociales  se  maintiennent^  en  V  Année 
Soeiologique,  I,  p.  72.  V.  del  mismo  autor,  über  soeiale  Difieren- 
xierung;  Leipzig,  1890,  p.  20,  y  Le  probleme  de  la  soeiologte,  en 
la  Revue  de  Metaphysique,  II,  p.  497. 

(Comdvh  á.) 

E.   DOBKBEIM  Y  P.   FaUCOKN£T. 


ESTUDIOS  SOCIALES 


LAS  AGENCIAS  DE  COLOCACIÓN  EN  FRANCIA  (*) 


II 


En  mi  anterior  articulo  acerca  de  esta  materia  hacia  la  ei- 
guiente  pregunta:  c¿Admitirá  el  Senado  (francés),  el  acuerdo 
de  1a  Cámara,  ó  insistirá  en  defender  la  libertad  de  trabajo  y 
la  coexistencia  de  las  agencias  gratuitas  y  las  retribuidas?* 

Al  mismo  tiempo  que  se  publicaba  el  número  de  la  Revis- 
ta, se  repartía  á  los  Senadores  el  informe  de  M.  Aucoin,  resu- 
miendo los  trabajos  de  la  Comisión,  ante  la  cual  ec  plantea- 
ron estas  cuestiones:  ¿Deben  ser  mafitenidas  las  agencias  de 
colocación?  ¿La  supresión  debe  tener  lugar  con  ó  sin  indem- 
nización? ¿Debe  ser  obligatoria  ó  facultativa?  Cuestiones  que 
resolvió  en  contra  la  primera,  por  2  votos  contra  7,  á  favor 
de  la  indemnización,  y  de  la  supresión  facultativa  las  dos  úl- 
timas, determinando  estas  votaciones  que  el  dictamen  fuese 
favorable  á  la  facultad  (no  obligación)  dejada  á  los  Munici- 
pios para  suprimir  las  agencias  establecidas  en  su  territorio, 
á  la  indemnización  y  á  la  reglamentación  de  la  comisión  de- 
bida por  los  colocados  á  los  colocadores,  proporcionalmente 
á  la  duraciÓQ  del  empleo  procurado. 

Con  esta  solución,  contraria  á  la  de  la  Cámara,  se  planteó 

{*,    Véase  1*  pág.  426  del  tomo  108  de  esta  Be  VISTA. 
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nuevamente  el  problema  en  el  Senado.  Al  votarla — decía  Aa« 
coin — no  se  ha  creído  poner  ñn  á  la  lucha  peligrosa' del  capi* 
tal  y  el  trabajo  ni  á^  la  agitación,  que  proviene  más  de  ser 
mayor  el  número  de  trabajadores  en  París  que  el  de  empleos, 
que  de  los  abusos  imputados  á  las  agencias,  cuya  prueba  no  se 
ha  presentado. ..;  pero  hay  la  convicción  de  que,  á  pesar  de  las 
críticas  que  se  le  podrán  hacer,  realizará  un  progreso  real  li* 
brando  el  salario  de  los  obreros  de  todo  censo  y  asegurando  el 
desenvolvimiento  de  las  oñcinas  gratuitas. 

En  contra  de  las  ideas  de  la  Comisión,  defendidas  en  la  se- 
sión del  19  de  Enero  por  el  Ponente,  M.  Paul  Strauss,  M.  La- 
terrade  y  M.  Trouillot,  Ministro  de  Comercio,  argumentaron  á 
favor  del  Proyecto  aprobado  por  la  Cámara  de  Diputados,  in- 
dicando el  primero  que  el  malestar  denunciado  no  era  arti- 
ficial, que  el  Senado  debía  hacer  desaparecer  organismos  que 
Be  oponen  al  desenvolvimiento  pacífico  de  las  relaciones  de 
capital  y  trabajo,  contribuyendo  á  la  cesación  artificial  de  éste 
y  manifestando  el  último  que  daba  su  adhesión  al  contra* 
proyecto  presentado  por  M.  Félix  Martín,  sosteniendo:  la  su- 
pifesión  obligatoria  con  indemnización,  que  el  Prefecto  de  po* 
licía  ha  declarado  que  los  cargos  hechos  contra  las  agencias 
«ran  fundados,  y  que  sólp  el  día  en  que  desaparecieran  las  agen- 
cias retribuidas  podrían  funcionar  útilmente  las  oficinas  gra* 
tuitas. 

196  votos  contra  85,  desecharon  el  contra-proyecto,  moe* 
trando  esta  votación  cómo  el  Senado  insistía  una  vez  más  en 
no  dejarse  llevar  por  los  impugnadores  de  las  agencias  de  pago* 

Puesto  á  discusión  el  art.  1.^  del  dictamen  de  la  Comi- 
sión (supresión  facultativa  mediante  justa  indemnización) 
M.  Prevet,  que  como  ya  indiqué  defendía  la  libertad  en  1899 
y  1902,  insistió  en  que  se  mantuviesen  los  acuerdos  que  en 
las  anteriores  ocasiones  había  adoptado  dicho  Cuerpo  Colé- 
gislador,  logrando  que  fuese  su  propuesta  tomada  en  con- 
sideración y  que  sólo  en  segunda  votación  fuese  desestimada 
por  186  votos  contra  126,  obteniendo  éxito  al  presentar  una 
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eomienda  al  segundo  párrafo  del  mismo  articulo,  en  el  sen- 
tido de  qae  fuese  facultativo  en  los  Municipios  conceder  ó  no 
nuevas  aatorizaciones;  enmienda  aprobada  por  14  votos  de  ma- 
yoría, 7  en  vista  de  la  que,  se  redactó  de  nuevo  el  párrafo  apro- 
bándose en  esta  forma:  cToda  agencia  creada  en  virtud  de  au- 
torización posterior  á  la  promulgación  de  la  ley,  no  tendrá  de* 
recho  en  caso  de  supresión  á  ser  indemnizada». 

El  Senado,  modificando  eisencialmente  no  sólo  el  Proyecto 
aprobado  por  la  Cámara,  sino  el  presentado  por  la  Comisión 
de  su  seno,  hasta  tal  punto  que  dio  lugar  á  la  dimisión  del  Po- 
nente Aucoin,  há  adoptado  un  criterio  que  paréceme  ha  de  ser 
combatido  al  no  resolver  el  problema  planteado  en  .Francia 
por  la  oposición  de  los  Sindicatos  obreros  á  las  agencias  de  co- 
locación retribuidas. 

Tres  soluciones  se  han  propuesto — decia  M.  Prevet — :  ó 
el  sistema  de  libertad  para  el  establecimiento  de  oñfcinas  de 
colocación,  ó  la  negación  de  ella  á  los  particulares,  ó  el  que  la 
Comisión  adoptó;  sistema  que  calificaba  de  detestable.  Real- 
mente dicho  Senador  tenia  razón  ál  combatirlo,  porque  una  de 
dos,  ó  se  cree  que  los  abusos  denunciados  son  exactos  é  inhe- 
rentes al  funcionamiento  de  las  agencias  privadas,  de  tal  suerte 
que  es  insuficiente  remedio  la  reglamentación,  ó  se  consideran 
injustificados  los  cargos.  Si  lo  primero,  la  consecuencia  es  la 
supresión  de  las  agencias  existentes  y  la  no  autorización  en  lo 
porvenir.  Si  lo  segundo,  debe  seguirse  el  criterio  de  libertad  y 
no  oponer  obstáculos  al  establecimiento,  limitándose  el  Go- 
bierncá  la  reglamentación. 

£1  problema,  como  Paul  Pie  ha  sostenido,  se  ha  planteado 
para  que  se  eligiera  entre  la  supresión  legislativa  de  las  ofici- 
nas retribuidas,  poniendo  fin  auna  efervescencia  peligrosa  para 
el  orden  público  y  la  consolidación  legal  de  esta  industria;  y 
el  Senado  no  ha  ido  por  ninguno  de  eatoB  caminos,  quiso  se- 
guir la  tendencia  hacia  la  supresión,  pe^^  ^^o  ^^  ^  atrevido  á 
llegar  á  la  legislativa,  dejando  que  fa^^  ^^0^  l&vxuicipioB  los 
que  la  acordasen.  Solicitado  por  la  Hv  '^^  x  ^^  *^^^^»^'^*»  ®^^ 
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decidirse  por  ella,  admite  que  eea  facultativo  también  conce* 
der  nueraa  autorizaciones;  y  apenas  adoptado  este  acuerdo, 
vuelve  sobre  sus  pasoe  negando  derecho  á  indemnización  á  las 
agencias  creadas  con  posterioridad  á  la  promulgación  de  la 
ley,  caso  de  ser  suprimidas. 

¿Puede  ser  solución  la  adoptada?  (1).  Creo  que  no:  si  el  pro« 
blema  se  resolviese  y  la  agitación  cesara,  sefia  por  otros  moti- 
vos que  el  de  la  eficacia  de  esas  medidas.  Si  el  decreto  de  13  de 
Marzo  de  1852,  prescribió  que  no  se  podrían  abrir  agencias  sin 
permiso  de  la  autoridad  municipal,  y  que  la  autorización  se 
retiraría  sí  se  contravenían  las  decisiones  del  Municipio,  á  éste, 
por  ese  decreto  se  le  hizo  arbitro  de  que  existiesen  ó  no  las 
agencias,  y  por  ello,  con  anterioridad  á  la  ocasión  presente,  sé 
había  discutido  si  el  dueño  de  la  agencia  ejercía  su  profesión 
al  amparo  de  la  ley  de  1791,  defensora  de  la  libertad  de  tra- 
bajo, ó  la  ejercía  merced  á  la  tolerancia  admiinistrativa,  cre- 
yéndose que  la  autorización  municipal  era  lo  esencial,  pu- 
diendo  negarse  ó  retirarla  una  vez  concedida  en  ciertos  casos. 

No  hay  solución  ^  pues  si  los  Municipios  pueden  suprimir 
y  pueden  conceder  nuevas  autorizaciones,  la  situación  no  varía 
notablemente,  y  lo  único  que  resulta  es  que  en  lugar  de  ser 
las  Cámaras  las  que,  mediante  una  ley,  adoptasen  acuerdos  en 
uno  ú  otro  sentido,  ha  optado  el  Senado  por  descentralizar  la^ 
solución,  y  que  cada  Municipio  adopte  la  que  mejor  le  parezca. 

Ni  siquiera  se  deja  que  sea  realmente  facultativa  la  supre- 
sión por  los  Municipios,  pues  el  art.  11  del  proyecto,  que  coa< 
signaba  el  auxilio  del  Estado  y  los  departamentos  en  el^specto 
económico  de  la  supresión,  ha  sido  suprimido,  merced  á  la  en- 
mienda de  M.  Sal,  para  que  cya  que  la  ley  discutida — según 
decía — venía  de  abajo,  no  se  dejase  arrastrar  el  Parlamento», 


(1)  La  Comisión  del  Trabajo  de  la  Cámara  de  Diputados,  ha  de- 
cidido votar,  por  espíritu  de  conciliación,  lo  aprobado  por  el  Senado, 
pero  se  ha  reservado  el  derecho  de  adoptar  nuevamente  el  texto  que 
ella  propuso,  si  por  la  aceptación  de  alguna  enmienda,  hubiera  de 
volver  nnevamente  el  proyecto  á  la  otra  Cámara. 
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y  loB  Manicipioe,  con  sus  propios  recoraos,  fuesen  los  que  abo- 
nasen 6n  BU  caso  las  indemnizaciones.  El  senador  Poirrier  com- 
batió la  enmienda,  fundándose  en  el  interés  general  que  la  lej 
representaba;  pero  el  Senado  votó  la  propuesta  de  Sal,  resul- 
tando que  en  definitiva  el  Senado  se  ha  limitado  á  resolver 
que  si  se  suprimían  agencias  fuesen  indemnizadas;  principio 
lógico,  pero  que  no  era  el  punto  principal  que  había  que  de- 
batir. 


• 
«  * 


I 


Lo  principal  era  resolver  si  la  industria  de  referencia  es  ó 
no  lícita,  y  hay  ó  no  deber  social  de  procurar  trabajo  al  que  no 
lo  tiene. 

Conocido  el  pensamiento  de  los  legisladores  franceses» 
bueno  será  conocer  el  de  los  hombres  de  ciencia;  tarea  fácil  de 
realizar,  ya  que  al  propio  tiempo  s^  imprimían  el  artículo  an- 
terior y  una  información  acerca  del  asunto  en  la  Eevue  popu- 
taire  d'  JEc<monue  sociale^  de  París,  en  la  que  las  firmas  de  Passy» 
Oaowés,  Vaillant,  Molinari,  Gide,  Pie,  Berry  y  Normand,  ga- 
rantizan la  importancia  del  trabajo  en  que  son  diversas  las 
opiniones  emitidas. 

cKadie  debe  impedir  que  ciudadanos  declarados  libres  por 
la  Constitución  vayan  donde  quieran  y  traten  sus  asuntos  como 
les  convenga»,  ha  contestado  Federico  Passy.  No  deben  ser  su- 
primidas las  agencias;  lo  que  debe  hacerse  es  que  se  regulen 
por  el  derecho  común,  dice  Molinari.  No  puede  justificarse  por 
título  alguno  la  colocación  privada  y  retribuida,  escribe  Vai- 
llant. Las  agencias  de  colocación  no  deben  ser  objeto  de  indus- 
tria libre,  ni  aun  reglamentada,  dados  los  graves  abusos  inhe- 
rentes á  su  funcionamiento,  opina  Cauwés.  Pie  hace  suyas  las 
palabras  de  Millerand,  considerando  esta  industria  como  po- 
eialmente  mala  por  obtener  sus  beneficios  sobre  los  recurso» 
de  los  desgraciados,  y  por  crecer  tales  beneficios  en  razón  di- 
lecta de  la  intensidad  de  la  carencia  de  trabajo* 
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No  68  de  extrañar  tal  divergencia  de  pareceres,  pues  los  ar^ 
gumentos  expuestos  en  las  Cámaras  han  sido  repetición  de  la 
que  en  estudios  económico-sociales  habían  desarrollado  los  es- 
critores, y  son  consecuencia  lógica  de  la  significación  que  cada 
cual  da  al  denominado  dereeho  al  trabajo  y  á  las  palabras  de 
la  declaración  de  los  derechos  del  hombre:  cBs  un  deber  para 
la  sociedad  procurar  gratuitamente  trabajo  á  los  que  se  hallan 
faltos  de  él.»  Y  asi,  junto  á  las  afirmaciones  anteriormente  tranel- 
critas,  pueden  leerse  la  de  Vaillant,  reclamando  con  la  clase 
obrera  y  para  ella  el  derecho  de  vivir,  y  por  consecuencia  el 
de  trabajar,  que  sólo  cree  tendrán  entera  realidad  con  la  eman- 
cipación obrera  del  yugo  capitalista;  la  de  Normand,  soste- 
niendo que  el  derecho  de  trabajar  es  el  derecho  de  vivir,  y  el 
derecho  de  vivir  no  puede  ser  producto  explotable  y  negocia- 
ble, y  por  ende  la  colocación  del  obrero  debe  ser  ante  todo 
una  obra  gratuita  de  asistencia  social;  la  de  Gide,  creyendo  en 
el  deber  social  de  procurar  empleos,  y  la  de  Cauwés,  tratando 
de  un  deber  general  de  asistencia,  al  hablar  del  derecho  al 

trabajo. 

No  se  llegó  á  una  solución  unánimemente  admitida,  poir 

no  haberse  llegado  á  ella  en  lo  fundamental;  porque  todavía 
no  hay  conformidad  en  el  papel  que  corresponde  á  los  sindica- 
tos, y  en  el  que  corresponde  á  los  organismos  oficiales;  porque 
no  la  hay  en  cuanto  á  la  forma  en  que  deba  prestarse  la  asis- 
tencia social;  porque  hay  muchos  que  temen  al  monopolio  sin- 
dical, creyeiido  que  es  conceder  al  sindicato  cderecho  de  vida 
y  muerte  sobre  todos  los  asalariados»;  porque  no  existe  entre 
la  organización  profesional  obrera  y  la  patronal  la  debida  in- 
teligencia para  que  su  acción  pudiera  ser  duradera  y  útil;  por- 
que hay  quien  teme,  no  sin  razón,  como  Pie,  que  suprimidas 
las  agencias  de  pago  sin  haber  aclimatado  la  colocación  gra- 
tuita por  modo  debido,  existirían  clandestinamente,  á  pesar 
de  las  prohibiciones  legales,  oficinas  más  perjudiciales  para  el 
obrero  que  las  que  se  trata  de  suprimir. 

La  existencia  de  los  abusos  no  puede  ser  desconocida.  Na 
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«B  sólo  en  Francia;  es  en  los  Estados  Unidos  también  donde  las 
inUlUgenee  agencies  son  consideradas  como  una  calamidad,  te 
niendo  frente  á  ellas  las  emplopment  hureaus;  es  en  la  República 
norteamericana  donde  se  han  hecho  públicos  informes  de  Qo« 
misarios  del  Trabajo,  como  el  de  Missouri,  que  indica  son 
oficinas  sin  rival  para  la  práctica  de  abusos  de  confianza,  y 
como  el  de  Maryland,  que  las  califica  de  calamidad  para  los 
que  se  ven  obligados  de  acudir  á  ellas,  sin  que  las  ventajas  que 
procuran  compensen  el  mal  que  causan. 

El  problema  de  las  oficinas  de  colocación  no  se  soluciona 
con  decidir  si  se  suprimen  las  de  pago.  Aun  adoptado  este  cri- 
terio, queda  por  resolver  la  lucha  entre  la  organitación  sindi- 
cal del  servicio  de  colocación  y  la  municipal,  entre  la  primera 
y  la  debida  á  las  sociedades  de  mutualidad,  pues  ya  se  ha  lan- 
zado la  especie  de  que  sólo  los  sindicatos  presentan  suficientes 
garantías  para  organizar  lealmente  la  colocación,  y  que  las  de- 
más formas  híbridas,  á  las  que  en  el  proyecto  Chambón  se  con- 
fiere el  derecho  de  organizar  el  servicio,  no  harían  sino  perpe- 
tuar el  sistema  de  explotación. 

Y  decidida  la  organización  del  servicio  páblico,  hay  preci- 
sión de  regular  con  gran  cuidado  su  funcionamiento,  muy  es- 
pecialmente en  circunstancias  en  que  una  huelga  ó  un  Iccheut 
exijan  de  la  oficina  una  neutralidad  que  garantice  los  derechos 
de  los  interesados  en  el  conflicto. 

Jofí  Gascón  Marín. 

Catedrático  de  la  Ufiiversidad  de  Sevilla» 


LA  ESCUELA  ITALIANA 

EN  ORDEN  Á  LÁ  INDIVIDUALIZACIÓN  DE  LA  PENA 


OomencemoB  por  no  mostrar  estrañeza  por  cuando  que  al 
Bjar  nuestra  atención  en  un  punto,  en  un  tema,  en  un  aspecto, 
cualquiera  que  él  sea,  de  la  ciencia  penal,  volvamos  á  Italia 
nuestros  ojos.  Ella  representó  siempre  el  movimiento  y  el  ade- 
lanto jurídico;  ella  lo  personifica  hoy,  con  mayor  razón  que 
nunca,  y  sin  que  le  dispute  nadie;  desde  el  momento  que  in- 
voca su  nobilísimo  abolengo  y  afirma  y  arraiga  con  su  genial 
esfuerzo  la  prestigiosa  hegemonía  que  le  hace  por  títulos  tan* 
tos  acreedora  á  la  más  sentida  admiración  y  á  la  más  cordial 
simpatía.  No  olvidemos  que  italiano  era  el  insigne  Beccaria, 
heraldo  glorioso  de  la  reforma  y  de  la  legislación  penal;  que 
Bossi,  á  quien  cupo  el  honor  de  educar  esa  pléyade  ilustre  de 
criminalistas  célebres,  que  tan  brillantemente  represent'ó  Pa* 
checo  en  el  renacimiento  literario  de  Bspaña,  era  de  origen 
italiano;  y  finalmente,  que  el  clásico  Garrara,  apóstol  de  la  es- 
cuela tradicionalista  y  neoclásica  italiana,  fué,  y  á  él  siguieron 
los  más  conspicuos  profesores  de  las  Universidades;  y  mante- 
nedor brillante  de  sus  teorías  en  nuestro  suelo  lo  ha  sido  el 
profundo  y  castizo  Groizard. 

Ahora  bien:  partiendo  de  esta  base  inicial  en  orden  de  la 
investigación  científica,  fijémonos  en  que  el  Código  penal  ita- 
liano de  1889,  reputado,  no  sólo  por  la  laboriosa  gestación  en 
que  hubo  de  formarse^  sí  que  también  por  el  cúmulo  de  datos  é 
informes,  autorizados  todos,  y  fuentes  de  conocimiento  cónsul- 
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tadas  para  su  fonnación,  como  la  última  palabra  de  la  materia, 
adoptó  el  plan  mismo  (no  ein  esenciales  variantes  que  no  hacen 
al  caso)»  la  estructura  y  la  razón  propia  de  nuestro  Oódigo 
del870, 

SI  cuerpo  legal,  el  imperativo  categórico  de  la  ley,  consti* 
tóyese  de  antemano;  en  jues  que  adivina  y  presiente»  agotando 
la  fuerza  poderosísima  de  ln  más  sabia  previsión;  los  casos 
todos,  los  más  variados  supuestos  que  diurse  pueden  en  el  hom- 
bre, como  formas  y  modos  de  delinquir,  truécalos,  como  dice 
muy  bien  Saleilles,  la  ley  penal,  en  simple  catálogo  de  soíucio* 
nes  individuales;  el  juzgador  no  tiene  que  hacer  otra  cosa,  cua- 
lesquiera que  sea  el  hecho  criminoso  y  el  agente  inculpado, 
que  abrir  el  Código  para  hallar  la  sanción  reservada  al  caso,  ya 
previamente  reseñado  y  descrito. 

¿Quién  no  halla  á  primera  vista  el  sistema,  si  racional  en 
lineas  generales,  á  fuerza  de  casuístico  y  ciegp,  equivocado  y 
vano?  La  ley  ha  podido  acotar  en  su  prontuario  criminal  mil  y 
variadísimos  hechos  que  califica  y  pena  como  delitos,  y  trazar, 
como  jalones  de  sanción,  para  aquellos  otros  que,  esfumados 
en  su  pensamiento  y  perdiéndose  en  las  brumosas  lejanías  de 
los  horizontes  de  su  previsión,  no  alcanzaran  .ü  ser  debida* 
mente  determinados;  ¿pero  quién  duda  que  si  eso  es  hacedero 
hasta  cierto  punto,  tratándose  de  la  materia  punible,  es  irriso- 
rio pretender  hallarlo,  ni  aun  remotamente,  respecto  á  la  san- 
ción aplicable  y  adecuada  al  hombre  delincuente?  ¿Y  cómo  ha 
de  ser,  dados  los  fines  de  la  pena  y  cualquiera  que  se  repute 
en  sus  fundamentos,  en  atención  á  las  diversas  escuelas  rei- 
nantes, la  que  el  Código  señale,  la  justa  y  apropiada  precisa- 
mente al  sujeto  activo  del  delito? 

Convengamos  en  que  sólo  con  enunciarlo,  el  problema  se 
ofrece  insoluble  y  pavoroso.  Y  cuenta  que  la  dificultad  surge, 
cualesquier  que  sea  el  punto  de  vista  que  como  de  partida  y 
fundamento  para  la  represión  se  tome:  o^a  ^^  ^^^^  ^®  ^^  ^^^ 
estimarse  pueda  causa  eficiente  ó  ^01^05^,^.-.^  ^^  4^^^^  ty^  ^^^ 
dentro  de  la  propia  escuela  italiana  h>\    AAt>*®  tnalices  para 
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todos  los  gustos),  estimando  la  delincuencia  como  un  producto 
natural,  como  el  resultado  de  obligados  factores  que  no  dejan 
espacio  ni  desembarazado  lugar  á  la  idea  de  libertad;  califi« 
quense,  con  Lombroso,  de  factores  antropológicos;  ó  con  Ferri, 
de  especialmente  sociológicos;  que  el  crimen  se  deriva  y  ema- 
na de  condiciones  atávicas,  ó  híbrido  y  anormal  fruto  es  de 
elementos  sociales,  tales  como  la  influencia  del  medio,  las 
condiciones  económicas  de  la  vida,  ó  acaso  más  todavía,  del 
fatal  contraste  entre  el  lujo  deslumbrador  y  la  creciente  y  ate- 
rradora miseria;  de  la  corrupción  misma,  que  en  entender  de 
Tarde,  se  produce  y  se  refleja  como  los  rayos  de  un  prisma  en 
el  foco  radiante  de  imitación  cosmográfica,  es  lo  cierto  que 
nunca  nos  dará,  frente  al  sujeto  delincuente,  norma  segura  y, 
entiéndase  bien,  preestablecida,  de  graduación  de  pena. 

Y  si  nos  apartamos  de  los  prodomos,  de  las  iniciaciones 
reveladoras  del  juicio  criminal,  si  queremos  individualizar  la 
pena  á  posieriari,  á  lo  que  más  parece  tender  nuestro  actual 
sistema  represivo,  buscando  en  el  régimen  penitenciario,  en 
soñada  equidad,  ese  anhelado  principio  de  proporcionalidad 
entre  la  sanción  y  el  mal  del  delito  y  la  temibilidad  del  de- 
lincuente,  convengamos  en  que  tampoco  se  obtiene  ni  consi* 
gue,  ya  por  error  de  aplicación,  ya  por  deficiencias  del  propio 
sistema  carcelario^  ya  en  fin,  porque,  ni  espaciándose  el  espí- 
ritu en  los  aventurados  ideales  de  Walter  Croftou  y  de  Lavei- 
lie,  habrá  de  llegarse  á  la  garantía  de  acierto  que  ofrece  al 
juzgador  el  estudio  singularísimo  del  juicio.  A  nuestro  humil- 
de entender,  ese  es  el  momento  propicio  de  descubrir  la  incóg* 
nita:  la  adaptación  individual  de  la  pena.  En  la  solemnidad 
de  los  debates,  en  el  inquirir  de  los  interrogatorios,  en  la  apor* 
tación  de  informes  y  antecedentes,  y  en  los  encontrados  <x)n- 
trastes  de  la  prueba,  es  donde  surgen  y  se  destacan  los  é\e^ 
mentos  individualizadores  que  conducen,  como  por  la  mano» 
ya  conocido  el  acusado,  á  escoger  la  sanción  apropiada  y  justa 
no  en  orden  exclusivamente  al  delito,  sino  determinada  y  cir- 
cunstancialmente  en  razón  del  delincuente. 
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Dentro  de  la  órbita  del  sistema  peoitenclario,  ee  decir,  dea- 
paéB  del  juicio  y  de  la  condena,  las  fuentes  de  conocimiento 
disminuyen  en  número,  y  la  claridad  de  sus  manantiales^  de 
desear  purísimos,  se  enturbia:  la  hipocresía  y  la  ficción  de&> 
plegan  toda  suerte  de  artes,  y  de  muy  difícil  manera  el  mái 
hábil,  inteligente  y  celoso  carcelero,  ll^;a  á  saber  la  intención 
felina  del  más  escrupulosamente  observado  de  sus  reclusoe. 
Por  regla  general,  y  como  adagio  (á  fuer  de  cierto  es  reconoci- 
do), el  incorregible  y  empedernido,  suele  ser  el  9»^'ar  pr^o.  Y 
¿á  quién  puede  extrañar  esto,  si  al  exterior,  y  contra  laa  ter- 
minantes y  generalmente  aceptadas  afirmaciones  de  Lombro- 
so,  hallamos  las  mantenidas  por  Granier  en  sus  interesantísi- 
mas observaciones  al  Uomo  ddinquenUf  de  que  existen  crimi- 
nales de  raza  muy  pervertidos,  desprovistos  en  absoluto  de 
todo  sentido  moral,  que  han  perdido  todo  sentimiento  de  pie- 
dad, de  probidad,  y  que,  sin  embargo,  ofrecen  la  conformación 
normal  que  ostentar  pudiera  el  hombre  honrado? 

Calcúlese,  dadas  estas  premisas,  cuan  aventurado  será  de- 
mandar y  exigir,  si  han  de  cumplirse  en  algún  modo  los  fines 
de  la  pena,  la  impuesta,  habida  razón  á  las  previsiones  de  la 
ley  y  al  alcance  matemático  de  la  cuantía,  especie  y  gravedad, 
que  la  impuesta  sea  y  pueda  ser  la  acomodada  y  propia  al  que 
fué  sujeto  activo  del  delito,  y  ha  de  convertirle  en  pasivo  de 
la  corrección. 

No;  nuestro  Código,  como  el  italiano,  tan  justamente  cele- 
brado» adolecerán  siempre  del  defecto  de  un  empirismo  que  por 
sí  propio  le  presenta  ante  el  buen  sentido  ineficaz  y  deficiente.. 
Convenzámonos  de  una  vez,  porque  la  lógica  es  inflexible  e^ 
sus  dictados,  y  no  guarda  consideraciones  á  nadie.  La  pena 
que,  en  rigor  de  concepto,  no  puede  estimarse  sólo  sanción, 
porque  ni  bajo  el  sentir  más  clásico  del  angélico  doctor  se  IjS 
asignó  únicamente  ese  carácter  al  definirla  cual  lo  hizo,  lexio 
qumpuniiei^fmdieai^  sino  que  es  también  especie  de  trata- 
miento individual,  cual  hubo  de  enten^^^Yo  mucho  antea  qu.e 
los  criminalistas  italianos  varón  tan  iwaifg^^  ^  compatiioia 
TOMO  104         •  ^^  t^ 
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nueeiro  como  Alfonso  de  Castro,  la  pena  no  puede  ser  fijada 
evidentemente  de  antemano  por  la  ley  eq  relación  con  an  cri- 
men abstracto,  en  razón  únicamente  á  su  materialidad  objeti 
va.  No  puede  decirse  de  antemano  en  medicina  cuánto  puede 
durar  matemáticamente  el  tratamiento  de  una  enfermedad 
determinada;  esto  depende  de  exclusivo  modo  del  enfermo. 
De  igual  suerte  en  criminología  es  absurdo  fijar  con  pretensio- 
nes de  acierto  de  antemano  la  pena  sin  conocer  al  individuo 
llamado  á  sufrirla,  su  naturaleza,  condiciones  y  circunstancias 
que  le  indujeran  á  delinquir,  y  que,  una  vez  sufrida,  le  lleva 
ran  probablemente  á  la  delincuencia.  La  pena  no  es,  repeti 
mos,  la  sanción  del  crimen,  siquiera  sea  uno  de  sus  fines  pri 
mordíales,  y  en  definitiva  y  de  hecho,  por  seguir  á  éste,  como 
la  sombra  al  cuerpo,  por  tal  y  en  general  se  tenga.  Medicina 
del  alma  la  llamó  Platón,  y  la  verdad  es  que  hoy,  tras  el  pro- 
greso incontestable  de  las  edades  y  de  los  tiempos,  el  sociólo- 
go moderno,  que  no  en  balde  aprendió  en  Beccaria  á  ver  en 
ella  obstáculos  políticos  contra  el  delito,  considérala  en  puri- 
dad como  una  medida  de  prevención  llamada  á  tomarse  contra 
la  criminalidad  individual;  medio  de  curación  si  la  sanidad 
fuera  posible;  medida  de  eliminación  definitiva  si  no  hay.  ba- 
rruntos ni  esperanzas  de  regeneración  ni  de  enmienda;  todo  el 
ei^fuerzo  judicial  se  reduce,  pues,  á  una  acertada  clasificación 
de  delincuentes  mediante  el  procedimiento  de  individualiza 
ción.  Individualización  de  la  pena,  sustituyendo  pura  y  sim- 
plemente, el  trillado  y  ciego  recurso  de  aplicar  la  preestableci  • 
da,  según  la  materialidad  del  delito;  individualización  logra- 
da, no  en  consideración  á  éste,  sino  en  razón  á  la  criminali- 
dad  orgánica  ostensible,  latente  y  singularísima  del  culpable. 
Mucho  debemos  aprender,  y  gratitud  sincera  nos  toca  guar- 
dar  á  la  escuela  italiana,  que  se  ha  esforzado  en  llamar  la 
atención  de  filósofos  y  legisladores  sobre  la  individualización 
de  la  pena;  cierto  que  no  alardea  de  original,  pues  sin  echar 
envolvido  que  ya  en  1869  Walhberg  lanzó  al  campo  de  la  ea- 
pe^lación  este  concepto,  distinguiendo  con  la  perspicacia  de 
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'sn  Babia  intuicito  entrevia  subjetividad  psicológica  del  indi- 
7Íduo  y  la  determinación  de  la  pena,  la  verdad  es  qne  á  aqné* 
Ha  corresponde  la  gloria  del  más  cumplido  desarrollo  de  una 
teoría  cuya  admisión  se  impone  con  fuensa  incontrastable,  que 
influye  á  diario  en  la  decisión  de  los  Tribunales,  y  que  trans* 
lormará,  á  no  dudar,  la  tetra  y  alcance  de  los  Códigos. 

De  hoy  en  adelante  dejará  de  ser  cada  vez  menos  necesario 
y  frecuente,  en  el  papel  del  juzgador,  y  llegará  á  borrarse,  qui- 
zás para  siempre,  de  sus  augi:Étas  funciones,  el  enojoso  y  me- 
i^ánico  esfuerzo  de  hallar,  poniendo  trabas  á  su  albedrio,  en 
cabalísticas  tablas,  como  el  logaritmo  frío  en  las  calculadoras 
matemáticas,  la  cifra  que  ha  de  revelar  clase,  cuantía,  alcance 
y  medida  fija  de  la  pena  puesta  y  encasillada  frente  á  la  figu- 
ra, también  prevista  y  esbozada  del  delito,  para  que,  una  vez 
impuesta,  cuadre  ó  no,  se  acomode  ó  la  repela  el  sujeto  pasi- 
vo de  ella,  eficaz  resulte  ó  irrisoria  sea.  No  convertirá  á  ciegas 
en  estatua  de  sal,  en  ejecución  de  la  amenaza  bíblica,  á  quien 
ose  mirar  á  la  ciudad  proscrita,  sino  que,  por  el  contrario,  es* 
eudriñada  y  conocida  la  personalidad  del  culpable,  declarará 
la  pena  conforme  éste  la  demande,  en  ley  de  represión,  de 
equidad,  de  enmienda,  de  soberana  justicia.  Cuique  suum^  * 

JosA  Oabcía  Rombbo  db  Tejada; 

XAgiftrado  de  1*  AndimoU  de  líftdrid. 
15-7ebrero  1904. 
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lA  política  Y  EL  ESTADO,  SEGÚN  EL  PROFESOR  F.  E.  6IDDINGS  (*}, 


No6  proponemos  en  este  trabajo,  meramente  expoBitívo». 
resumir  las  ideas  del  sabio  sociólogo  americano,  M.  F.  B.  Oid- 
dings,  sobre  la  política  y  el  Estado,  tomando  como  base  para 
realizar  esta  tarea  sus  Principios  de  Soeiatogia» 

Sabido  es  que,  M.  Giddings  ocupa,  dentro  de  la  corriente 
sociológica  moderna,  un  lugar  sumamente  importante  entre 
los  varios  autores  que  han  procurado  encauzar  esta  nueva  cien- 
da  en  límites  definidos  y  concretos. 

Bntre  otras  cosas,  se  ha  propuesto  determinar  el  aspecto 
psíquico  del  fenómeno  social. 

Tarde  y  Durkheim,  según  él,  han  conseguido  acercarse  no 
poco  á  la  determinación  de  este  fenómeno;  pero  ambos  no  es- 
tudian más  que  un  mismo  hecho,  si  bien  considerándolo  desde 
distintos  puntos  de  vista.  Al  fundar  el  primero  lo  social  en  la 
tendencia  á  la  imitación  producida  por  la  invención  de  algu* 
gunos  espíritus,  y  al  establecer  Durkheim  este  hecho  en  el 

(*)    Memoria  leída  en  la  Cátedra  de  Derecho  político  de  la  üni* 
versidftd  de  Oviedo. 
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acto  coactivo^  que  ejecatan  varios  espiritas  sobre  aquél  que  ha 
ilufrido  la  imioesión,  no  hacen  más  que  dar  vueltas  alrededor 

* 

del  mismo  fenómeno.  Oiddings  hace  notar  que  las  fórmulas 
empleadas  por  éstos  son  demasiado  amplias,  pudiendo  darse 
^impresiones  de  un  espíritu  por  otro  ó  por  muchos  espíritus^ 
sin  que  se  produzca  ni  se  pueda  producir  la  asociación.. .t  y 
«cpuede  ocurrir  una  imitación  que  no  contenga  germen  de  so» 
ciedad».  cLa  serpiente,  añade  este  publicista,  impresiona  al 
pájaro  y  le  mata  paralizándole.  Hay  aves  que  imitan  el  grito 
de  otras  sin  intento  ni  resultado  socialt  (1). 

Por  eso  cree  que  el  hecho  social  hay  que  fundarlo  en  un 
acto  más  determinado,  que  no  esté  expuesto  á  error,  esto  es, 
-c,..  en  un  fenómeno  inseparable  de  la  sociedad  potencial... t^ 
«orno  él  dice. 

Tal  es  la  candencia  de  la  especie  {ihe  caneciauinees  (jfkind)^  * 
qae  viene  á  definirla,  como  cun  estado  de  conciencia  en  el 
cual  un  ser,  más  ó  menos  elevado  en  la  escala  de  la  vida,  re^ 
conoce  á  otro  ser  consciente  como  de  la  misma  especie  que  él 
mismo». 

Hechas  estas  indicaciones,  pasaremos  á  ocuparnos  de  una 
manera  más  detallada,  del  asunto  objeto  de  nuestro  trabajo,  si 
bien  antes  expondremos  á  grandes  rasgos,  las  cuestioiw  ^0» 
trata  y  los  capítulos  en  que  se  desenvuelve  la  obra  que  q^  hé 
de  servir  de  guia.  v 

n 

Parte  Giddings  de  la  consideración  de  los  problemas  pri- 
fnarios  y  secundarios  que  se  comprenden  en  la  Sociología,  abar- 
cando, dentro  de  los  primeros  los  de  estrueíura  y  crecimienU 
sociales^  y  en  los  segundos,  loe  del  proceso  sodalt  ley  y  causa.  En 
los  primeros,  analiza  al  mismo  tiempo  loe  problemas  de  descrip- 
ción y  los  de  histariat  estudiando  en  loe  de  descripeián  los  pro- 

(1)    Ob.  eU.,  pág.  as. 
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blemas  de  agrupación^  muíuo  auxilio  j  clases  social^ ^  loe  caale» 
fie  presentan  paralelamente,  si  bien  son  menos  importantes,. 
coa  los  del  espiriCu^  eompastcián  j  cimstilucián  sociales.  Sn  Im 
de  historia^  trata,  de  la  asodaeión  zooginica^  antropogémca,  etno- 
génica  y  demogénica.  Finalmente,  en  la  Lep  y  causa  del  procesO' 
«ooaJ,  destayuelve.los  procesos  físico  j  psíquico ^  tratando  á 
continuación  de  la  ley  y  causa  sociales»  y  por  último,  estudia 
en  lüieas  generales  la  naturaleza  y  fin  de  la  sociedad. 

Como  se  vé,  M.  Giddings.  no  deja  de  inspirarse  en  la  co- 
rriente evolutiva  que  generalmente  se  advierte  en  la  Sociolo- 
gía,  sin  que  por  esto  se  aleje  de  la  consideración  del  aspecta 
psicológico,  antes  al  contrario,  reconoce  que  es  de  suma  utili* 
dad  ¿  importancia  para  la  eítplicación  y  estudio  de  los  varia*^ 
dísimos  y  complejos  hechos  sociales.  Asi,  al  exponer  el  procesa 
social  físico  y  fijarse  en  la  asociación  zoogénica,  etnogónica,  etc.,. 
no  hace  más  que  aplicar  las  leyes  de  la  evolución,  mientras  quo 
al  estudiar  el  proceso  jurídico,  el  espíritu  so  eial,  etc.,  des- 
envuelve  una  concepción  psicológica. 

Dejando  esto  aparte,  veamos  si  nos  es  dado,  señalar  lo  que 
M.  Giddings  entiende  por  Política  y  qué  por  Estado. 

Consideremos  el  primer  concepto  brevemente;  en  el  segun- 
do nos  detendremos  más. 

Para  él  cel  estudio  detallado  del  Estado  corresponde  á  la 
ciencia  política.  A  la  Sociología  general  corresponde  sólo  indi- 
car los  grandes  rasgos  de  la  organización  política  y  algunas  do 
las  relaciones  entre  el  Estado  y  las  asdeiaciones  menoresi. 

Como  se  vé,  la  distinción  que  entre  ambas  ciencias  esta- 
blece»  y,  por  lo  tanto,  la  relación  en  que  se  hallan,  es  la  misma 
que  puede  verse  en  las  partes  de  un  mismo  todo»  La' Política 
y  la  Sociología  tienen  un  punto  común  del  cual  parten,  y  se 
dirigen  al  objeto  propio  de  su  investigación  particular.  Este 
punto  de  separación  es  el  tránsito  de  la  sociedad  á  Estado  cons- 
tituído»  La  Sociología  tiene  á  su  cargo  la  primera  labor;  la  Po- 
lítica se  concreta  á  esta  última. 

Por  otra  parte,  M.  Giddings  reconoce  qué,  á  pesar  de  tanto 
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como  06  tiene  trabajando  desde  tiempo  de  Aristóteles,  el  paso 
más  decisivo  que  la  ciencia  política  ha  dado,  ha  sido  al  desea* 
hrir  que  sos  dominios  no  abarcan  la  investigación  de  la  socie- 
dadt  y  qoe  las  lineas  qoe  limitan  su  esfera  pueden  ser  defini* 
üvamente  tratadas. 

Burgess,  es,  en  opinión  del  sociólogo  de  quien  tratamos,  el 
que  «no  sólo  ha  distinguido  con  exactitud  el  Gobierno  del  Es- 
tado, sino  que,  por  primera  vez  en  filosofía  política,  ha  distin- 
guida claramente  el  Estado  organizado  en  la  Constitución  del 
Estado  fuera  de  la  Constitución»;  por  eso  afirma  luego,  que  el 
objeto  de  la  ciencia  política  es  estudiar  el  Estado  en  las  Cons- 
tituciones, ¿  inquirir^  cómo  este  Estado  constituido,  ha  sido 
creado  ymoldeado  por  el  Estado  anteconstitucional,  pero  Hn  que 
la  ciencia  poliHca  pueda  ir  más  allá.  cBl  Estado  anteconstitucio- 
nal, ó  sociedad  natural,  como  por  otro  lado  podemos  llamarla» 
es  para  la  Política,  como  para  la  Economía  política,  ten  iaío. 
El  eetudia  detallado  de  sus  orígenes  y  evoluciones  corresponde 
i  la  Sociología». 

Además,  esta  ciencia  parece  ser  para  ¿1  la  que,  por  excelen- 
cia, estudia  el  fenómeno  social  en  toda  su  amplitud,  abarca  su 
objeto  propio,  y  no  tiene  que  descender  á  estudiar  simplemente 
'os  hechos  para  servir  de  preliminares  á  otras  ciencias;  más 
bien  éstas  deben  admitir,  sin  explicación  alguna,  las  conclu- 
siones de  aquélla.  Por  eso  indica  en  uno  de  los  capítulos  de  su 
libro,  que  la  Política,  en  lo  que  se  refiere  á  la  interpretación 
objetiva  de  los  fenómenos  sociales,  no  puede  pretender  remon- 
tarse hasta  los  hechos  primarios  del  mundo  social,  sino  que, 
por  el  contrario,  debe  aceptar  francamente  y  csin  explicacio- 
nes el  fenómeno  de  la  asociación  humana». 

Aunque  no  dejamos  de  reconocer  que  á  esta  distinción  es- 
tablecida entre  lob  limites  de  la  Política  y  de  la  Sociología  no 
le  falta  fundamento,  sin  embargo,  al  determinar  M.  Oid- 
dings  que  la  Política  tiene  su  punto  de  partida,  una  vez  que  la 
Sociología  le  haya  suministrado  loa  datos  deHOstadotrnteeons- 
títucional,  como  él  dice,  cabe  oponer  el  reparo  que  puede  in- 
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ferirse  de  lo  que  alganofl  publicistas  Boetienen,  cuando 
que  el  Estado  nace  con  la  sociedad. 

Según  esto,  el  punto  desde  donde  partirá  la  Política  no 
derá  tomando  el  Estado  anteconstitucional,  ó  sociedad  nata-' 
ral,  como...  un  dato,  sino  que  sus  límites  vendrán  á  confun^ 
dirse  en  este  lugar  con  los  de  la  Sociología,  siendo  bastante  di  • 
fídl  deslindar  loe  campos  propios  de  una  y  otra  ciencia.  Ten  • 
dremos,  pues,  que  la  distinción  entre  ellas  quisa  más  bien  será 
ewiliíaíiva  que  euantitaiiva,  y  las  relaciones  que  entre  ellas  hay, 
podrán  equipararse  á  las  que  existan  entre  Estado  y  Sociedad , 
fenómeno  social  y  fenómeno  político. 


III 


Pasemos  ahora  á  la  segunda  cuestión: 

¿Qué  será  lo  que  M.  Giddings  entiende  por  Estado...?  Para 
responder  esta  pregunta  de  una  manera  inmediata,  necesi- 
taríamos primeramente  exponer  los  capítulos  en  los  que,  con 
bastante  extensión,  expone  la  evolución  hüióriea  de  la  soeiedad^ 
y  luego  ir  deduciendo  y  entresacando  de  su  doctrina  lo  refe- 
rente á  este  asunto.  Pero  como  esta  es  labor  que  nos  ocupará 
más  adelante,  por  ahora  nos  limitaremos  á  transcribir  algu- 
nas noticias  que,  relativas  al  Estado,  parece  dar,  cuando  trata 
de  la  cansiUueión  social,  su  naturaleza»  extensión  y  formas. 

Según  las  indicaciones  que  en  este  capítulo  hace,  el  Estado 
es  para  Oiddings  da  organización  capital  final  de  la  sociedad 
civilizada...!,  la  cual  atiende  con  verdadero  interés  á  .las  aso- 
ciaciones menores  privadas  y  procura  mantener  c.  las  con* 
diciones  en  las  cuales  todos  sus  subditos  pueden  llevar  una 
vida  perfecta  y  en  si  mi9ina  suficiente* ,  como  decía  Aristóteles. 
Luego,  tomándolo  de  Fouillée  (Za  ciencia  social  eontemporáneaj^ 
dice:  dmaginaos  un  gran  círculo,  dentro  del  cual  están  otros 
menor^,.  combinados  de  mil  maneras,  formando  las  más  va- 
riadas, figuras,  sin  franquear  el  límite  que  los  define:  tal  es  la 
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rapieeentadón  propia  de  la  gran  asooiaoión  del  Eetado  y  de 
las  asociaciones  particulares  que  abraia». 

De  conformidad  con  Bargess,  añade  que  el  Bstado  es  comni  • 
oomprensiyoi,  abarcando  en  su  esfera  á  todas  las  personas  / 
asociaciones,  etc%,  que  en  él  existen:  y  á  continuación  indica^ 
que  debe  considerarse  Á  todos  los  individuos  como  formando 
parte  del  Estado^  pero  no  como  subditos.  Asi,  dice,  que  centre 
loe  subditos  del  Bstado  y  los  miembros  del  Estado,  puede  ba- 
bor alguna  diferencia.  Todos  son  subditos  del  Estado,  en  cuan  • 
to  sobre  ellos  ejerce  éste  su  autoridad.  Y  sólo  son  miembros 
del  Estado  los  que  participan  de  su  conciencia,  y  los  que,  por 
BU  lealtad  y  con  su  voluntad,  contribuyen  á  su  autoridad  y  po< 
der.  El  rebelde,  el  traidor,  están  en  el  Bstado,  pero  no  son 
de  él». 

En  esta  misma  distinción  funda  Giddings  la  existencia  de 
las  clases  sociales  ó  categorías,  comprendiendo  en  ella,  las  de 
los  subditos  y  la  de  los  que  ejercen  la  autoridad  legal.  cLos 
jigentes  de  la  autoridad  legal,  añade  más  adelante,  considera 
•dos  colectivamente,  son  el  Gobierno.  9 

Bespecto  á  los  fines  del  Estado,  parece  reconocer  la  exis- 
tencia de  unos  eminentemente  primordiales  y  otros  de  menor 
mportancia,  que  no  por  eso  dejan  de  tener  su  relativo  valor. 
Asi  expresa  categóricamente  que  cel  fin  primario  del  Estado 
•es  la  perfecta  integración  social.  Con  este  propósito  sostiene 
ol  Ejército,  el  cual,  con  la  diplomacia,  procura  proteger  á  la 
ilación  contra  las  agresiones,  aumentar  su  territorio  y  su  po- 
blación; además  sostiene  los  Tribunales  y  la  policía  para  man« 
tener  la  paz  ó  el  orden  dentro  de  sus  fronteras». 

Para  el  cumplimiento  de  este  como  de  otros  fines,  reconoce 
la  necesidad  de  que  el  cEstado  desarrolle  actividades  econó- 
micas»; por  eso  examina  á  continuación  algunos  elementos, 
que,  como  la  acuñación  de  moneda,  los  impuestos,  etc.,  etc., 
constituyen  los  ingresos  con  que  el  Estado  podrá  cubrir  los 
^gastos  que  el  cumplimfentode  sus  finés  ortg!^^®* 
'    Y  con  relación  á  otros  ftbes,  como,  w^^  ejemplo,  él'de  ins* 
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tracción,  dice:  cNo  menoa  inevitable  ea  qae  el  Estado  aaama 
funcionefl  de  cultora.  Loe  miembros  del  Estado  Ten  que  la 
cohesión  social  es  más  unión  espiritual  que  unión  por  acción 
exterior,  y  que  depende  de  las  ideas  de  los  individuos.  La 
creen  tan  necesaria  para  guiar  el  espíritu  de  los  hombres»  como 
para  suprimir  el  crimen  y  la  rebelión.»  Por  eso  sostiene  que, 
además  de  las  instituciones  religiosas  que  ejercen  gran  Influjo 
en  este  respecto,  c  todos  los  Estados  actualmente  reconocen 
ciertos  deberes  respecto  de  la  literatura,  de  la  ciencia  y  del 
arte,  y  procuran  cumplirlos  sosteniendo  Universidadee  ó  instir 
tuciones,  como  la  Academia  francesa  y  los  numerosos  centros 
científicos  de  los  Estados  Unidos,  ó  bien  BiblioteeaÉ»,  Museos 
y  colecciones  artísticas.» 

Estas  son,  en  términos  generales,  las  funciones  más  im- 
portantes que  Giddings  parece  asignar  al  Estado,  y  ahora,  te- 
niendo en  cuenta  estos  antecedentes,  podiemós  ya  pasar  á  la 
investigación  histórica  del  mismo. 


IV 


Desde  luego  se  comprendía  que  los  limites  de  nuestro  tra- 
bajo no  pueden  extenderse  á  las  investigaciones  de  carácter 
puramente  antropológico,  y  ver,  por  tanto,  si  el  sociólogo  4 
quien  venimos  refiriéndonos,  se  indina  á  una  ú  otra  de  las  va- 
rias doctrinas  referentes  á  este  particular,  y  si  para  él  la  so* 
oiedad  humana  es  una  continuación  de  la  sociedad  animal,  y 
si  debe  ó  no  admitirse  la  existencia  de  una  ó  varias  socieda- 
des primitivas. 

Como  es  sabido,  hay  trec;  medios  para  determinar  de  un 
modo  aproximado  loe  caracteres  distintivos  del  hombre  pri- 
mitivo. Es  el  primero  el  considerable  conjunto  de  hechos  bio- 
lógicos y  aeológicos,  de  loe  cuales  podemos  inferir,  de  un 
modo  aproximado,  la  naturaleza,  del  hombre  primitivo  y  las 
condiciones  en  que  vivió.  El  segundo,  la  consulta  de  materia- 
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les  arqaeológieo09  que  nos  revelao  muchaB  cotas  relativas  á  la 
yida  de  los  hombres  primitivos.  Bt  tercero  :1o  constituye  el 
paralelismo  general  entre  ciertas  formas  de  las  sociedades  pri* 
mitivas»  y  algunas  de  las  existentes  hoy  dia  en  las  sociedades 
salvajes. 

Este  último  es  al  quot  en  definitiva»  se  inclina  el  mencio* 
nado  escritor,  entre  otras  razones,  porque  c.  las  creencias  y 
oostnmbres  de  los  pueblos  citrilisados,  dice,  contienen  muchas 
supervivencias  de  creencias  y  prácticas  que  aún  existen  con 
gran  fuersa  en  las  comunidades  salvajes.  Indican  éstas,  no  s61a 
que  las  naciones  dvilisadas  provienen  del  salvajismo,  sino  que 
las  hordas  salvajes  existentes  se  hallan  en  estado  de  desenvol- 
vimiento estacionario,  y  por  tanto,  de  un  modo  aproximado, 
en  la  condiciún  del  hombre  primitivo.  Otra  rasón  estriba  en  el 
hecho  de  que  los  más  antiguos  recuerdos  de  la  industria  hu- 
mana, revelan  que  los  hombres  paleolíticos  y  neolíticos  tenían 
las  mismas  artes  que  el  hombre  salvaje  tiene  en  nuestros 
tiempos». 

Si  claramente  notamos  cómo  se  aprovecha  este  procedí- 
miento,  es  precisa,  sin  embargo,  reconocer  que  las  sociedades 
salvajes  existentes  no  reproducen  por  completo  la  vida  de  los 
primeros  hombres,  los  cuales  estarían  relativamente  bien  ali- 
mentados, á  la  ves  que  gosarian  de  mejores  territorios  que  los 
salvajes  de  nuestro  tiempo  que  c.  viven  en  las  regiones  de  la 
tierra  relativamente  estériles,  inhospitalarias  é  inaccesibles,  á 
donde  los  han  arrojado  los  pueblos  más  fuertes». 

Siguiendo,  pues,  nuestro  camino,  estudiaremos  á  continua- 
ción la  manera  como  Qtddings  establece  las  relaciones  que  su- 
cesivamente se  han  dado  en  la  familia,' la  horda,  el  clan,  la 
tribu,  y,  finalmente,  la  nación. 

Podemos  decir  con  Giddings,  que  hoy  dia  hay  cuatro  ex- 
plicaciones posibles  para  determinar  el  origen  de  la  tribu  ma- 
tronimica.  Puede  admitirse  que  los  clanes  son  más  antiguos 
que  la  tribu,  y  que  las  tribus  se  originan  ^e  \^  clanes,  por  in- 
tegración...  £n  segundo  lugar,  puede  soaten^^  ^^^  ^^^  ^™* 
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pie  horda' indiferenciada  ha  crecido  hasta  alcanzar  las  dimen* 
«iones  de  la  tribu,  diferenciándose  luego  en  clanes.  En  tercer 
lugar,  cabe  sostener  que  cada  una  de  las  hordas  vecinas  se  ha 
diferenciado  en  organizaciones  de  clanes;  que  cada  uno  de  los 
clanes,  á  consecuencia  del  rapto  de  las  mujeres  y  de  la  exoga- 
mia de  las  hordas,  se  halla  representado  en  todas  las  hordas, 
y  que,  píor  la  guerra  ó  por  cualquiera  otra  presión,  estas  hordas, 
heterogéneas  ya,  se  han  reunido  en  una  tribu,  la  cual  está  cons* 
tituida  necesariamente  por  todos  los  clanes  representados  en 
todas  las  hordas.  FinalmentCi  puede  suponerse  que  cada  horda, 
en  un  grupo  de  hordas,  llega  á  ser  prácticamente  un  clan  que 
comprende  una  mayoría  de  todos  los  miembros  de  aquel  clan, 
y  con  ellos  algunos  individuos  de  los  otros  clanes,  y  que  tales 
clanes — ^hordas  al  fin — forman  juntos  una  organización  tribal. 
Gomo  se  vé,  no.deja  de  ser  difícil  y  complicado  el  problema 
de  que  se  trata,  y  cuya  resolución,  como  dice  el  Sr.  Giddings, 
ha  sido  descuidada  por  muchos  escritores,  estimándola,  tal  vez, 
sencilla. 


Pero  dejando  á  parte  estas  cuestiones,  podemos  comenzar 
ya  el  proceso  evolutivo  del  Estado,  según  lo  presenta  el  socio* 
logo  á  que  nos  estamos  refiriendo,  si  bien  no  debemos  olvidar 
que  el  punto  de  vif  ta  que  toma  es  el  comparativo,  aunque 
kaya  que  reconocer  que  los  salvajes  hoy  existentes,  no  reprodu- 
cen exactamente  las  comunidades  primitivas. 

La  familia  del  hombre  primitivo  debió  ser  tuna  forma  in- 
termediaria entre  la  de  los  animales  superiores  y  la  de  los 
hombres  más  inferiores  que  existen»,  constitoyendo  de  esta 
manera  una  asociación  familiar  €•••  de  parejas  fácilmente  se- 
parables, y  que  acaso  muy  raramente  durasen  de  por  vida».  ^ 

Gomo  se  vé,  el  punto  desde  donde  parte  para  la  explicación 
de  las  sociedades-^  humanas,  es  para  él  la  familia,  la  cual  se 
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halla  formada  por  matrimonios  monógamos»  cuja  nnión  es 
más  ó  menos  larga.  Así,,  en  lagares  donde  la  vida  es  fácil»  ^1 
marido  abandona  á  la  mnjer  una  ves  llegado  el  periodo,  de  la 
lactancia  de  los  hijos»  mientias  que  en  los  terrenos  áridos  y 
donde  los  recursos  alimenticios  requieren  grandes  esfuerzos»  si 
se  dianelve  el  matrimonio»  es  después  que  los  hijos  han  llegado 
á  ser  adultos. 

Loe  hechos  ponen  de  manifiesto  que  la  duración  de  la  vida 
conyugal  no  es  más  que  un  fenómeno  económico»  y  además, 
▼emoB  en  ellos  indicarse  la  distinciijn  física  del  varón,  y  de  la 
mujer;  el  hombre  se  dedica  á  la  guerra  y  á  la  caza,  y  en  los 
múltiples  traslados,  que  por  su  condición  nómada  ha  de  veri* 
ficar»  lleva  el  peso  de  las  armas,  al  par  que  la  mujer  es  la  en- 
cargada de  los  quehaceres  domésticos»  debe  cuidar  del  fuego» 
buscar  alimentos  á  sub  hijos,  y  en  los  viajes,  llevar  el  carga- 
mento. 

Asi  parece  encontrarse  organizada  la  familia  primitiva; 
pero  ¿cómo  ha  llegado  ha  formarse?  Dos  modos  distintos  es* 
tudia  Giddings  en  este  respecto,  á  saber:  el  matrimonio  por 
captura  y  el  matrimonio  heena. 

El  rapíOy  ó  matrimonio  por  captura,  proviene  de  la  convi- 
vencia de  varias  hordas  en  un  mismo  territorio,  donde  ya  por 
meras  relaciones  amistosas,  por  la  guerra  entre  ellas  ó  por 
simples  actos  de  violencia,  se  verifica  el  cambio  ó  hurto  de 
las  mujeres.  El  matrimonio  beena  se  halla  muy  extendido  en 
el  Céylán,  y  consiste  en  abandonar  por  completo  los  hombres 
la  horda  de  donde  proceden  y  juntarse  con  otro  grupo  vecino; 
si  en  éste  encuentra  alguna  mujer  de  su  gusto,  puede  casarse 
con  ella,  pero  quedando  siempre  sujeto  á  la  horda  de  ésta,  en 
la  cual  quedan  siempre  su  mujer,  hijos  y  propiedad,  en  caso 
de  abandonarla. 

Una  vez  producido  el  parentesco  de  la  familia»  y  teniendo 
en  cuenta  la  exogamia  reinante  en  l^s  hordas,  entrevé  ya 
Giddings  una  evolución  producida  hacia \eLÍotmación  ^^^  ^^^^» 
pues  cno  ofrece  duda,  dice,  que  el  xi^»^>^  on&uario  del  pa- 
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rentesGO  lo  forma  nn  grapo  actnal  de  hermanos  y  de  hermanas 
que  cottBtitayen  un  hogar  ó  casa».  Además,  dos  hermanos  y 
las  hermanas,  por  la  sangre,  constituyen  grupos  naturales,  eco- 
cómicos  y  definitivos,  los  cuales  se  auziUao  espontáneamente, 
ya  sea  para  buscar  el  alimento,  ya  para  vengar  las  ofensas 
recibidas  de  otros  grupos.»  Teniendo  en  cuenta  también  la 
adopción  que  sucesivamente  se  va  realizando,  y  el  casamiento 
de  km  individuos,  llega  de  tai  manera  á  aumentar  el>  <^culo 
totémico,  que  más  tarde,  adoptando  el  mismo  tótem  materno,* 
se  separan,  y  teniendo  idea  del  parentesco  existente  entre 
ellos  y  sus  hermanos,  concebirán  igualmente  el  que  existe 
entre  su  tótem  y  los  de  aquéllos.  De  este  modo  c.  el  paren- 
tesco se  ha  convertido  á  la  larga  en  un  clan». 

Bt  clan  totémico  llega  con  el  tiempo  á  modificar  la  horda, 
la  cual  puede  contener  fragmentos  de  varios  clanes,  ó  estar 
formada  especialmente  con  los  miembros  de  un  clan;  y  debido 
á  las  emigraciones  de  individuos  de  horda  á  horda,  por  los 
matrimonios  heena  y  él  rapto  de  mujeres,  los  miembros  de 
cada  parentela  tote  mica  tienden  á  distribuirse  por  todas  las 
hordas  vecinas,  de  cuya  integración,  y  merced  á  la  estrecha 
unión  á  que  pueden  ser  forzadas  por  cualquier  causa  exterior, 
como  una  inundación,  el  fuego,  la  sequía,  el  refugio  invernal, 
etcétera,  ó  bien  porque  puede  aumentar  la  amistosa  concu- 
rrencia de  tal  modo,  que  si  el  medio  es  adecuado  para  la  sub^ 
eisteneiade  una  más  amplia  comunidad,  las  hordas  se  junten 
para  satisfacer  su  deseo  de  unión,  surge  entonces  la  vérda 
dera  tribu  matronimica,  llegando  asi  á  su  término  la  evolu- 
ción del  espíritu  social,  á  la  vez  que  comienza  la  de  la  consti» 
tudón  social. 
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VI 


La  familia  ee,  para  Oiddings,  la  más  pequeña  de  las  aao* 
ciadonee  de  la  GooBtitución  sociaL 

SI  claot  dice,  es  el  encargado  de  vigilar  la  triba  matroní- 
mica,  y  regular  la  adopción,  matrimonios,  etc.,  obligando  á 
que  las  familias  se  conformen  con  aquélla.  La  tierra  de  una 
tribu  se  distribuye  en  porciones,  primeramente  entre  los  cla- 
nes, y  luego,. para  que  ae  cultiye,  se  reparte  éntrelas  varias 
casas  4e  cada  clan.  El  clan  regula  también  las  transacciones 
comerciales,  prohibiendo  la  vengansa  personal  dentro  del 
mismo  clan;  si  bien  ésta  solía  llevarse  á  cabo  cuando  se  tra^ 
taba  de  individuos  de  clases  distintas. 

La  fratría  se  origina  de  una  nueva  evolución  de  la  tribu 
matronimica,  y  tiene  su  origen  en  el  crecimiento  ezperimen* 
tado  en  un  clan,  el  cual  se  ha  subdividido  en  subclanes,  que 
con  el  tiempo  se  declararán  independientes,  constituyendo 
entre  sí  varias  fratrías. 

cComo  guardián  especial  de  la  tradición  religiosa  la  fra* 
tria  desempeña  un  papel  importante  en  los  funerales  de  los 
miembros  distinguidos  de  la  tribu  ..»  y  dos  médicos  de  las 
fratrías  se  convierten  á  la  larga  en  una  dase  religiosa  dife 
rendada». 

Según  lo  expuesto,  podemos  decir,  en  síntesis,  que  da 
casa  es  una  organización  esencialmente  económica;  el  clan, 
una  oi^anización  jurídica,  y  la  fratría  una  organixación  esen- 
cialmente rdigiósa».  Por  último,  la  tribu  podemos  conside- 
rarla como  una  organisadón  militar,  en  la  cual  los  jefes  gue- 
rreros de  cada  clan  cconstituyen  además  otra  asociación  final 
muy  importante — el  Consejo  de  la  tribu — .  En  algunas  tribus, 
este  Consejo  no  es  un  cuerpo  gobernante  en  el  sentido  usual 
del  término...  Lo  que  le  concierne,  refiérese  á  las  relaciones 
déla  tribu  con  otras  tribus...»  cLa  tribu  xxvatronimioa,  pues, 
tiene  una  constitución  muy  bien  organi^^^^^  \a  cual...  prepara 
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la  triba  para  una  ulterior  conversión  de  U  misma  en  compo- 
nente de  agregados  más  amplios— el  pueblo-~.De  esta  manera 
facilita  la  realización  de  nuevos  progresos  en  la  oomposi- 
cito».       ' 

Aumentando  cada  dia  el  número  de  tribus  y  enlazadas  en* 
tresiporlos  clanes  respectivos,  hablando  dialectos  de  una 
misma  lengua,  y  conservando  la  tradición  de  un  linaje  común; 
tales  tribus  llegan  á  ser  un  pueblo  errático  ó  matronimieo  me* 
diante  un  nuevo  desenvolvimiento  del  espíritu  social. 

Llegado  este  momento,  estudia  Giddings  la  transición  de 
la  tribu  matronímica  á  la  patronímica,  la  cual  se  debe,  entre 
otras  causas,  ya  á  la  práctica  del  matrimonio  por  captura  y  no 
beena,  porque  el  marido  ed  el  jefe  de  la  familia  y  no  quckia, 
como  en  este  último,  sometido  al  clan  de  la  mujer,  ya  también 
por  el  hecho  de  ir  los  hombres  acompañados  de  sus  mujeres  ¿ 
hijos  en  busca  de  agua  de  que  en  los  lugares  desiertos  care* 

cen,  y  al  organizar  expediciones  para  la  caza,  así  como  el  he- 

• 

cho  de  obtener  las  mujeres  por  compra  hace  que  la  autoridad 
del  marido  sobre  éstas  sea  reconocido;  no  pudiendo,  por  lo 
tanto,  acariciar  la  idea  de  volver  entre  los  suyos.  Por  último, 
la  vida  errante  y  el  aislamiento  relativo  de  la  familia  del  pas- 
tor, que  le  separa,  no  sólo  de  los  parientes  de  su  mujer,  sino 
por  un  largo  periodo,  de  los  suyos  mismos,  son  favorables  al 
establecimiento  de  la  completa  autoridad  del  padre  sobré  sú 
pequeña  comunidad. 

La  autoridad  paterna  reobra  momentáneamente  sóbrela  re^ 
ligión.  Los  animales  y  las  plantas  de  poderes  mÍ8terios6l9,  las 
fuerzas  de  la  naturaleza,  los  espíritus  de  los  desaparecidos,  to- 
dos han  sido  objeto  de  culto.  Algunos  han  logrado,  al  pare- 
cer, más  éxito,  y  mediante  un  proceso  selectivo  han  llegado  á 
ser  deidades  tribales.  Los  clanes  han  creído  siempre  descen- 
der de  su  dios  totémico.  Caando  la  descendencia  comienza  á 
ser  contada  por  los  varones,  son  inevitables  ciertos  cambios 
en  el  sistema  religioso.  Bl  jefe  varón  de  un  grupo  familiar  es 
ahor^  «1  tipo  de  la  autoridad  y  del  poder.  Considerado  así  de 
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por  vida»  asi  se  le  considera  después  de  muerto.  Si  la  casa 
puede  continuar  mirando  las  fuerzas  y  los  objetos  naturales  y 
los  diversos  espíritus  con  sentimientos  supersticiosos,  sin  em- 
bargo, el  mejor  sentimiento  de  veneración  se  reserva  para  su 
fundador  desaparecido.  Piensan  todos  en  el  espíritu  del  ante* 
pasado  como  su  protector  en  el  país  de  las  sombras.  A  él  es 
¿  quien  dedican  su  devoción  principal.  En  su  virtud,  sin  des- 
truir por  entero  las  demás  observaciones  religiosas,  el  culto 
de  los  antepasados  llega  á  ser  la  fe  dominante». 

Como  se  comprenderá,  y  el  mismo  M.  Giddings  no  deja  de 
reconocerlo,  todos  estos  cambios  eon  favorables  para  la  inte' 
gración  social,  dando  por  resultado  la  identificación  del  qlan 
con  la  horda  ó  aldea,  y  haciendo  que  el  lazo  del  parentesco  se 
debilite  por  grados,  á  la  vez  que  el  de  la  alianza  personal  se 
hace  más  fuerte.  cPuede  en  un  momento  dado,  dice,  ser  el 
cambio  imperceptible;  pero  con  el  tiempo  se  advierte  que  el 
sistema  tribal  ha  sido  grandemente  modificado  por  un  feuda* 
lismo  bárbaro.» 

Debido  á  este  cambio,  pueden  verse  ya  las  distintas  clases 
sociales,  y  reconocer  familias  que,  siendo  descendientes  de  je* 
fes  distinguidos,  se  consideran  como  nobles,  gozando  por  este 
mero  hecho  de  privilegios  y  distinciones,  tales  como  el  de  que 
BUS  ganados  puedan  pastar  en  tierras  comunes,  etc.  Segán  el 
criterio  bárbaro,  su  riqueza  es  vasta,  y  para  él  la  diferencia  en* 
tre  lo  que  tiene  y  lo  que  posee  cualquier  miembro  de  la  tri- 
bu, se  hace  cada  vez  más  fuerte  y  evidente. 

El  antiguo  Código  de  Irlanda,  llamado  la  ley  Brehon  ex- 
presa de  un  modo  terminante  cómo  los  que  son  acariciados 
por  la  fortuna  llegan  á  desempeñar  las  primeras  funciones  en 
la  tribu,  y  asi  prescribe  en  uno  de  sus  capítulos  que  el  jefe  de 
una  tribu  debe  ser,  entre  otras  varias  cosas,  cel  más  rico,  el 
más  poderoso  para  luchar,  el  más  rápido  en  procurarse  benefi-* 
cios,  y  el  más  dificil  en  las  pérdidas». 

Formada  de  esta  manera  la  jefatura  a^  \ft  tribu  por  lo  co 
mún  en  aqaellas  personas  más  ricas,   ^  k^x^VdvAo  el  que  este 
TOMO  104  '^  la 
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oargo  desempeña,  ademáB  del  séquito  de  favoritos  que  sus 
diepBDf^as  atraen,  un  gran  número  de  hombres  que,  de^espe 
rados  ó  arruinados,  se  han  asociado  á  él  como  sos  dependien* 
tes,  llega  á  producirse  el  periodo  de  rudo  feudalismo  por  el 
cual,  según  el  autor,  todos  los  pueblos  históricos  han  pasado 
probablemente. 

La  reunión  de  varias  de  estas  tribus  descendientes  de  una 
misma  rama  étnica,  y  la  convivencia  en  un  territorio  geográ- 
ficamente unido,  hace  que  se  transformen  en  confederaciones 
militares  patronímicas,  las  cuales  llegan  á  formar  un  pueblo 
que  puede  desenvolverse  en  un  gran  Estado  civilizado.  Los 
egipcios^  los  caldeos,  los  griegos,  los  romanos,  los  francos,  etc., 
eran,  quizá,  pueblos  organizados  en  tribus,  los  cuales,  merced 
á  ulteriores  crecimientos  é  integraciones,  se  convirtieron  en 
Estados  nacionales. 

cCuando  las  tribus  patronímicas  se  confederan  y  forman 
la  nación  étnica,  el  principio  agnático  y  el  culto  de  los  ante- 
pasados,, combinados  con  las  condiciones  políticas  y  milita- 
res,  confieren  gran  autoridad  al  jefe  de  la  confederación.  Se 
convierte  en  un  jefe  militar,  en*  un  jefe  religioso  ó  sacerdote 
/supremo  juez,  todo  á  la  una.  £1  jefe,  en  una  palabra,  ee 
hace  rey. 

Con  el  establecimiento  de  la  confederación  y  la  instaura- 
ción de  la  monarquía,  se  completa  la  evolución  etnogénica. 
Nace  entonces  un  pueblo  gentil  ó  étnica.  Su  ulterior  desen^ol* 
vimiento,  si  la  evolución  no  se  detiene  en  este  punto,  lo  lleva 
á  vivir  bajo  las  condiciones  de  la  vida  civil  y  del  progreso  de- 
mogénico.» 

Ck)n  estos  párrafos  termina  Giddings  el  capítulo  de  La  asoci  a 
Cían  etnogénica,  en  el  que  estudia,  como  hemos  visto,  el  origen 
y  desenvolvimiento  progresivo  del  Estado,  dejando  para  el  si- 
guiente, titulado  La  asociación  demogénica^  el  estudio  detallado 
de  los  grados  de  civilización.  Como  el  entrar  en  el  examen  de  • 
tenido  del  mismo— donde  indica  algunas  veces  las  razones  por 
las  cuáles  la  constitución  social  llega  á  ser  superior  á  la  com* 


LA  política  y   el  B8TAD0  179 

pofiición  social,  y  de  qué  manera  el  Estado  contribuye  á  ase- 
:garar  la  unidad  étnica,  con  otras  cuestiones  muy  interesantes 
— nos  llevaría  muy  lejos  del  asunto  que  tratamos,  hacemos 
punto  aqui,  por  considerar  lo  expuesto  suficiente  para  nuestro 
-objeto. 

José  J^abía  Sempsre  y  Olivabbs. 

Oviedo, 
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Delta  riparazione  del  danno  nelfa  funzlone  punitiva,  per  V  Avvocato 
G¿u$€ppe  Gregoractf  con  prefazione  del  prof.  Enrico  Pessina. 
—Torino,  ünione  tipográfico  eijitrice,  1903.  Un  vol.  de  xii-880 
páginas,  8  liras. 

Desde  que  la  pena  de  privación  de  la  libertad  personal  adquirió, 
en  los  siglos  xviir  y  xix,  el  predominio  sobre  todas  las  otras,  ha- 
biendo llegado  á  proscribirlas  casi  enteramente,  la  indemnización 
civil  á  las  victimas  de  los  delitos  se  ha  hecho  también  poco  menos 
qae  ilusoria.  Los  Tribunales  la  han  segnl'io  y  la  signen  decretando 
como  nna  consecaencia  de  la  responsabilidad  penal;  pero  en  la  ma- 
yoría de  los  casos  no  se  lleva  á  efecto,  por  razones  que  ahora  no  po- 
demos decir. 

Tal  estado  de  cosas  ha  provocado  ana  reacción  qne,  hasta  ahora, 
apenas  si  ha  trascendido  del  campo  de  la  doctrina  al  de  las  leyes. 
De  veinte  años  acá,  próximamente,  son  bastantes  los  escritores  qne 
vienen  llamando  la  atención  hacia  esta  materia,  que  ha  conseguida 
también  ser  discutida  en  el  último  Congreso  penitenciario  interna- 
cional celebrado  en  Bruselas  en  1900. 

Ahora  bien:  una  de  las  monografías  más  completas  sobre  e) 
asunto  es  esta  de  Gregoraci,  recomendable  á  cuantos  se  interesen 
en  el  estudio  de  los  problemas  penales.  Lo  examina  bajo  sus  dife- 
rentes aspectos. 

Comienza  el  libro  con  una  primera  parte,  que  acaso  podríamos 
llamar  general,  donde  el  autor  presenta  la  cuestión  y  marca  las  re- 
laciones de  la  misma  con  otras  directamente  encadenadas  con 
ella,  V.  gr.,  la  de  las  funciones  del  Estado,  la  del  fin  de  la  pena,  1& 
de  la  evolución  histórica  de  ésta,  etc. 


{*)  De  todas  lad  obras  jnridioas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos ank  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bsyista.  De  las  qne  versen  sobr» 
otras  materias,  pondremos  nn  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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£a  ana  segunda  parte  aplica  los  principios  generales  desarroü»- 
-d08  en  la  primera  á  las  distintas  especies  de  delitos  en  particular, 
^aegún  la  clasificación  qae  de  los  mismos  hace  el  Código  penal  común 
'<iel  Reino  de  Italia,  üaa  tercera  parte  se  halla  consagrada  á  estudiar 
la  reparación  del  dafio  con  respecto  á  una  multitud  de  leyes  espe- 
ciales, también  italianas. 

En  la  cuarta  parte  se  ocupa  de  las  condiciones  que  deben  acom- 
pañar al  resarcimiento  de  los  daños  según  la  naturaleza  de  éstos, 
tratando  así  de  los  materiales  como  de  los  morales,  y  de  los  modos 
y  procedimientos  como  unos  y  otros  han  de  ser  reparados. 

Por  último,  la  quinta  parte  la  dedica  el  autor  á  examinar  la  re- 
paración del  dafio  en  sus  relaciones  con  la  ejecución  de  la  pena  y 
con  la  extinción  de  la  acción  penal,  estudiándola  bajo  el  aspecto  del 
influjo  que  puede  ejercer  esa  reparación  en  la  reprensión  judíela  1, 
en  la  condena  condicional,  en  la  liberación  condicional,  en  la  gracia 
condicional,  en  la  amnistía  y  en  otros  medios  de  extinguirse  la  acción 
penal.  En  esta  parte  se  trata  también  de  los  medios  de  asegurar 
•eficazmente  á  las  víctimas  de  los  delitos  la  reparación  de  los  dafios 
sufridos,  ora  embargando  los  bienes  de  los  delincuentes,  ora  cons- 
trifiéndoles  al  trabajo*  Todo  ello  con  doctrina,  orden  y  claridad  su- 
ficientes. 

Además,  acompaña  al  libro  un  índice  de  autores. 

P.  Dorado. 


ensayos  de  Polftlea  y  Administración,  por  Eugenio  Stloela.—hXhro 
de  288  páginas.— Madrid,  1904;  Imprenta  de  la  Revista  db  Le- 
gislación.—Precio:  3  pesetas. 

Eugenio  Silvela,  polemista  infatigable,  orador  correctísimo,  sin- 
tético en  el  decir,  pero  profundo  en  el  concepto,  ha  tenido  la  idea» 
muy  feliz  á  nuestro  juicio,  de  dar  permanencia  en  las  páginas  de 
un  libro  á  algunas  de  sus  labores  parlamentarias,  perdidas  de  otra 
suerte  entre  la  indiferencia  y  el  olvido  de  una  masa  de  opinión  poco 
atenta  á  los  problemas  políticos  de  las  Cámaras  deliberantes. 

Nuestros  intelectuales  de  la  política,  abrumados  por  la  cuotidia- 
na labor  del  Parlamento^  no  suelen  escribir  libros,  y  asi  ocurre  que 
-á  la  brillantez  del  concepto  expuesto  en  el  \|j^pto^Vea4ó  discurso  que 
justamente  conmueve  y  agita  el  ánimo^  j^cv  atxco^^  en  la  opinión  pú-; 
blica  ese  estado  de  convicción  prof  utiA     i  Y^eXX»»»'^^^  q^«  8<>^o  se 
^produce  cuando  la  madurez  de  las  id^A^^     ^  o\>^^^^^  estudio  y  de 
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la  reflexión,. se  saborea  en  las  páginas  del  libro,  gran  maestro  de- 
lodas  las  enseñanzas  que  adoctrinan  nuestra  inteligencia.  Si  el  apos- 
tolado meritísimo  de  la  ciencia  de  la  Política  se  iniciase  en  la  labor 
de  la  palabra  y  se  complétase  en  el  libro;  si  nuestros  grandes  ora- 
dores escribiesen  para  dar  realidad  y  permanencia  á  sns  ideas  en 
Política  y  Administración,  no  estaría  tan  aynno  y  desmedrado  el 
sentido  político  en  este  país,  que  vive  del  impresionismo,  y  qno 
snele  bascar  la  fuente  de  sns  conocimientos  en  el  ajeno  pensar,  sin 
cuidarse  de  la  nutrición  de  su  intelecto  en  el  puro  caudal  de  las 
ideas  propias,  que  no  se  adquieren  rapsodiando  aquello  qu'e  á  otro- 
se  le  ocurre,  y  que  sin  gran  trabajo  puede  ser  adoptado  como  verdad 
inconcusa  é  incontrovertible,  sino  laborando  por  sí  mismo  la  idea 
ajena  y  enderezándola  bacía  el  camino  de  la  verdad  basta  conseguir 
que  ella  sea  posesión  legítima  de  nuestro  conocimiento. 

Basta  leer  el  caestionario  del  libro  de  Eagenio  Sil  vela  para  per- 
suadirse de  que  lo  que  en  las  páginas  de  la  obra  se  trata  son  cosas 
de  tal  actualidad,  que  no  de  otros  asuntos  se  habla  entre  aquellos- 
que  se  preocupan  de  Política  y  Administración...  La  reforma  de  la 
ley  Municipal,  empresa  formidable  ante  el  desquiciaoi lento  de- 
nuestras  venerandas  municipalidades;  la  modificación  de  los  orga- 
nismos judiciales;  la  crítica  del  Jurado,  cuyo  irregular  funciona- 
miento conturba  la  imperturbable  serenidad  de  la  Justicia;  el  pre- 
supuesto del  Clero  y  el  de  las  Clases  pasivas,  estudiados  desde  pun- 
tos de  mira  muy  superiores  á  las  vulgaridades  del  sectario  ó  del 
economista  incoercible;  la  libertad  de  la  cátedra,  despojada  de  la 
tiranía  del  maestro  por  la  imposición  forzosa  y  oficial  de  determi- 
nadas enseñanzas  extrañas  á  la  finalidad  de  la  ciencia,  que  es  ó^ 
debe  ser  la  vetdad  en  su  simpllcísima  expresión...;  he  aquí,  entre 
otras  muchas  materias,  lo  que  constituye  el  libro  de  Eugenio  Sil- 
vela. 

Ensayos  denomina  el  autor  á  su  bien  pensado  trabajo,  y  cierta- 
mente, si  á  los  esbozos  de  tan  trascendentes  y  arduas  cuestiones 
Bubsigaiese,  andando  el  tiempo,  una  obra  consagrada  al  estudio  de 
lo  que  ahora  inicia,  el  talento  crítico  de  Eugenio  Silvela,  la  preci- 
sión del  concepto,  que  es  la  característica  de  su  estilo,  y  la  firmeza. 
en  el  convencimiento,  contribuirían  sin  duda  alguna  á  enriquecer 
la  exhausta  bibliografía  política  con  un  libro  de  innegable  valor  en 
el  mercado  literario,  y  que  habría  de  ser  leído  con  verdadera  delec- 
tación por  los  que  deseasen  conocer  á  fondo  el  estado  actual  de- 
nuestra  Política  y  Administración. 


p 
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Teorías  panales,  por  D.  Felipe  ValM^y  Lápez.-^lAhtQ  de  xxx-285 

páginas;  primera  parte.  Oviedo,  1903. 

Hemos  leído  con  la  detención  qne  requiere,  la  primera  parte  de 
esta  obra  interesantísima.  Ezamínanse  en  ella  las  más  debatidas 
cuestiones  de  la  moderna  ciencia  penal,  revelando  el  8r.  Valdés  y 
Lopes  el  frnctnoso  estudio  qne  de  ellas  ha  hecho,  y  la  posesión  de 
ideas  propias;  valioso  caadal  de  privativos  conocimientos,  qne  le 
permite  solncionar  los  debatidos  problemas  del  Derecho  penal  con 
un  criterio  de  independencia,  bien  ajeno  á  las  intransigencias  y  ra- 
dicalismos qne  dividen  á  los  positivistas  y  á  los  partidarios  del  espi- 
ritaalismo  absoluto,  al  estudiar  el  delito  y  el  delincuente,  el  concepto 
racional  de  la  pena  y  las  relaciones  innegables  entre  el  Derecho 
penal  y  las  ciencias  naturales  y  sociológicas. 

No  ee  en  España  muy  abundante  la  bibliografía  del  Derecho 
penal.  Los  innumerables  trabajos  de  los  jurisconsultos  extranjeros 
han  llegado  á  ser  conocidos  tardía  é  inoportunamente,  y  cuando  el 
positivismo  radical  declinaba  ante  las  orientaciones  más  seguras  de 
un  eclecticismo  racional  y  transigente,  empezaba  á  ser  nota  de  ac: 
tnaiidad  entre  nosotros  la  devoción  más  sincera  al  naturalismo  cien- 
tífico,  ó  el  ardimiento  del  apóstol  en  pro  de  las  teorías  espiritualis- 
tas. Seguramente  los  jurisconsultos  españoles  andaban  algo  retrasa- 
dos en  la  evolución  de  la  Oiencia  penal. 

£1  libro  de  Valdes  y  Lopes,  cuya  segunda  parte  habrá  de  publi- 
carse en  breve,  es  oportunísimo,  porque  al  meritorio  trabajo  analí* 
tico  de  la  Ciencia  penal  en  su  iniciación  y  desenvolvimiento,  se  une 
el  estudio  de  los  problemas  del  derecho  punitivo  en  la  actualidad, 
tal  y  como  deben  ser  conocidos  y  tratados  según  la  posición  pre- 
sente de  esta  importantísima  especialidad  del  derecho  humano. 

La  crítica  de  la  escuela  antropológica,  el  examen  de  la  teoría 
Bobre  el  delito  natural,  la  moral,  el  derecho  y  la  religión,  y  el  aná- 
lisis de  las  conclusiones  científicas  de  los  tres  apóstoles  del  positi- 
vismo en  Italia— Ferri,  Lombroso  y  Garoíalo— -son  capítulos  muy 
salientes  de  la  obra  de  Valdés,  y  revelan  una  lenta  y  provechosa 
meditación  en  el  autor  del  libro,  y  un  espíritu  crítico  madurado,  y 
como  tal,  muy  por  encima  de  los  apasionamientos  y  prejuicios  de 
aquellos  escritores,  que  no  permiten  por  la  ligereza  de  la  concreción 
de  la  idea,  que  la  inteligencia  sazone  debl5)^«.^el^^  ^^  trnlo  de  sus 
estudios. 


P-C^O^  -^^«'V.kl.BK, 
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La  República  en  Baroelofla.— Apantes  para  una  crónica, 
por  MiguelGonxález  Sugrañes  ^Segunda  edición. 

Es  nna  monografía  por  todo  extremo  interesante,  referente  á 
nno  de  los  periodos  más  agitados  de  la  Historia  de  España;  y  deci- 
mos de  España,  por  la  relación  íntima  que  con  la  general  del  país 
gnardan  los  sucesos  ocurridos  en  la  cindad  condal  en  187S. 

En  el  libro  se  signen  con  interés  siempre  creciente,  la  sitnación 
política  de  los  partidos  políticos  barceloneses  al  verificarse  la  pro- 
clamación de  la  República;  las  turbulencias  promovidas  por  los 
obreros;  las  agitaciones  de  que  fueron  causa  los  mismos  republica- 
nos y  su  división  en  intransigentes  y  gubernamentales;  la  ida  á  la 
capital  catalana  de  los  generales  Lagunero  y  Oontreras  y  de  D.  Es- 
tanislao Figuerae,  Presidente  de  la  República;  la  luctuosa  jornada 
en  que  bailó  gloriosa  muerte  Cabrinetty;  cuanto,  en  suma,  aconte- 
ció mientras  regían  los  destinos  del  país  Pí  y  Margall,  Salmerón  y 
Castelar. 

La  narración  se  hace  en  tono  reposado,  como  cuadrar  á  quien 
quiere  dar  idea  exacta  de  lo  acontecido;  la  imparcialidad  se  prueba 
con  la  serie  de  curiosos  documentos  agregados  á  cad'a  uno  de  los  ca- 
pítulos que  constituyen  la  obra.  Las  apreciaciones  de  un  autor  que 
así  procede  podrán  en  tal  ó  cual  caso  ser  discutidas;  pero  allí  están 
los  bandos,  mauiñestos,  proclamas,  telegramas  y  comunicaciones 
oficiales,  mediante  los  que  el  lector  forma  su  juicio  propio  y  defi- 
nitivo. Plácemes  merece  el  Sr.  González  Sugrafies  por  haberse  ate- 
nido á  este  criterio,  tanto  más  cuanto  que  muchos  de  los  datos  y 
documentos  aportados,  de  no  fácil  investigación  y  hallazgo,  aclaran 
oscuridades  de  la  época  que  el  autor  se  ha  propuesto  describir. 

El  verdadero  conocimiento  de  los  hechos  narrados  en  el  libró 
son  de  imprescindible  necesidad  para  cuantos  se  propongan  histo- 
riar la  implantación  de  la  República  en  España  y  las  causas  que 
hicieron  efímera  su  existencia  en  1873;  el  Sr.  González  Sugraffes 
ilustra  la  cuestión  en  sana  crítica  y  recopilación  de  documentos, 
machos  de  ellos  desconocidos.  No  es  preciso  consignar  más  para 
que  apreciarse  puedan  las  excelencias  del  libro. 

Enrique  Corrales. 


NOnOIAb  BIBLIOGRÁFICAS  133 


Etade  historiifue  et  critique  sur  les  Jenx  de  Bourse  et  Marches  á  ter- 
ne; par  Em,  Vereamer,  CóaselUer  á  la  Coar  mixte  d*  Alexao- 
drie;  Brnxelles,  1903. 

Una  de  las  cuestiones  más  árdnas  y  difíciles  que  en  el  derecho 
mercantil  se  ofrecen  á  la  consideración  y  estadio,  es  la  qae  con- 
siste en  decidir,  si  debe  concederse  validez  á  las  jugadas,  que,  al 
descnblerto,  y  con  el  solo  objeto  de  especular  con  las  diferencias 
que  en  su  cotización  presenten  los  valores,  se  practican  á  diario  en 
las  Bolsas  de  Comercio.  £1  jaego  se  desarrolló  en  éstas  desde  su  na- 
cimiento en  la  época  moderna;  y  es  verdaderamente  notable  la  serie 
de  medidas  y  disposiciones  legislativas  que  desde  entonces  se  han 
tomado  por  los  gobiernos  de  todos  los  países  para  evitar  y  corregir 
lo  que  moralmente  no  se  justifica,  lo  que  en  el  orden  económico 
produce  hondas  perturbaciones,  y  lo  que  en  el  social  engendra  hábi- 
tos de  disipación  y  desorden,  y  es  causa  de  los  más  terribles  tras- 
tornos en  la  familia  y  la  propiedad. 

A  ñnes  del  siglo  pasado  cesó  en  ia  mayor  parte  de  los  Estados 
europeos  esta  lucha  tradicional  contra  el  juego  bursátil.  En  Aus- 
tria, el  art.  13  de  la  ley  de  Bolsas  de  1.^  de  Abril  deJ875,  declaraba 
que  en  los  litigios  sobre  las  operaciones  que  en  ellas  se  practican 
no  se  admitiría  la  excepción  de  juego.  En  Italia,  el  art.  4.^  de  la  ley 
de  13  de  Septiembre  de  1876,  concedía  acción  en  jaicio  para  recla- 
mar ef  pago  de  diferencias  en  las  contratas  á  término.  En  Francia, 
la  famosa  ley  Naquet  de  28  dé  Marzo  de  18S6,  consignaba  en  su  ar- 
tículo 1.^,  que  todas  las  operaciones  á  plazo  sobre  valores  y  mer- 
cancías son  legales,  sin  que  nadie  pueda  sustraerse  á  las  obligacio- 
nes que  de  ellas  resultan,  fundándose  en  el  art.  1695  del  Código  ci- 
vil, que  niega  acción  para  reclamar  las  deudas  del  juego.  En  Espa- 
ña— finalmente— después  de  haber  pasado  del  primitivo  régimen  de 
prohibición  al  de  libertad  cuando  la  Revolución  de  Septiembre,  y 
de  haber  vuelto  al  de  prohibición  en  1874,  se  adoptó  al  cabo,  el  Ili- 
beral en  el  párrafo  segundo  del  art.  76  del  vigente  Código  de  Co- 
mercio, donde  se  consigna  que  de  todas  las  operaciones  que  se  prac- 
tiquen en  Bjlsa  nacerán  accioi^es  y  obligaciones  exigibles  ante  los 
Tribunales.  Es  verdad,  que  algunas  legislacienes  mantienen  la  an- 
tigua prohibición,  y  asimilan  los  juegos  de  las  Bolsas  á  los  comu- 
nes; pero,  hasta  ahora, no  es  esta  la  tendencia  nue  prevalece,  y  prue- 
ba de  ello  es  el  proyecto  que  se  acaba  de  Ql^Avora^  ^^  Egipto,  exage- 
rando, en  sentido  radical,  la  citada  le^  ^r»^  ^a^. 

¿A.  qué  razones  obedece  este  moví  mi©  w.^^    ¿V»\«»'^^^^?  dootrinal» 
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que  sanciona  lo  qae  siempre  S8*  consideró  inmoral  é  Ilegítimo?  ¿E» 
acaso  qne  se  estima  bueno  en  las  Bolsas  lo  que  fuera  de  ellas  es 
unlversalmente  reconocido  como  malo  y  reprobable?  ¿£9  que  se  cree 
que  la  importancia  de  ciertos  intereses  económicos/es  tan  grande» 
que  paede  sobreponerse  á  los  inmutables  principios  de  la  moral? 

Los  preámbulos  y  exposiciones  dd  motivos  de  algunos  de  los  tez* 
tos  legales  antes  citados,  contestan  estas  preguntas  en  forma  que 
no  deja  kigar  á  dudas.  En  la  del  vigente  Código  de  Gomercio  espa- 
ñol se  declara  lo  siguiente:  «No  desconoce  la  sabiduría  de  las  Cor- 
tes las  diferentes  y  opuestas  opiniones  que  dominan  en  el  campo 
de  la  moral,  del  derecho  y  de  la  economía  política,  sobre  las  opera- 
ciones,^ que  bajo  el  nombre  de  en  firme  ó  á  voluntad,  con  prima  ó 
sin  ella,  no  constituyen  en  realidad  más  que  obligaciones  condicio- 
nales de  pagar  las  diferencias  que  haya  en  los  precios  de  los  efectos 
públicos  en  el  día  convenido  para  la  ejecución  del  contrato,  y  que 
en  sustancia  se  resuelven  en  un  verdadero  juego  de  azar.  A  pesar 
de  las  fluctuaciones  de  la  opinión  y  de  las  vacilaciones  de  los  Qo- 
biernos,  la  verdad  es  que,  con  prohibición  ó  Éiin  ella,  las  operacio- 
nes á  plazo  han  continuado  practicándose  lo  mismo  en  la  Bolsa  de 
Madrid  que  en  las  Bolsas  extranjeras,  siendo  impotentes  los  es- 
fuerzos del  legislador  y  los  anatemas  de  la  opinión  pública  para 
suprimirlas....»  Por  esto,  el  Código  «declara  de  una  manera  termi- 
nante, que  las  operaciones  hechas  en  Bolsa  se  cumplirán  con  lae 
condiciones  y  en  el  modo  y  forma  que  hubiesen  convenido  las  con- 
tratantes, pudlendo  ser  al  contado  ó  á  plazo,  en  firme  ó  á  voluntad,, 
con  prima  ó  sin  ella;  sin  otras  garantías,  pero  éstas  muy  eficaces, 
que  la  de  una  completa  publicidad...» 

Análogas  son  las  declaraciones  que  hacía  M»  Naquet  en  nombre 
de  la  comisión  francesa  encargada  de  dictaminar  sobre  el  proyecto, 
que  fué  ley  en  1885.  «A  pesar  de  la  legislación  que  prohibe  termi- 
nantemente las  operaciones  á  plazo  y  al  descubierto— decía— ,  la  Ma- 
gistratura ha  encontrado  el  medio  de  legitimarlas  frecuentemente. 
¿Por  qué?  Porque  las  costumbres  han  sido  más  fuertes  que  las  leyes^ 
y  porque  estas  costumbres  han  obedecido  á  necesidades  sociales  de 
que  no  tuvieron  idea  los  legisladores  de  17 á4...  Con  frecuencia 
los  legisladores  han  conf  andido  su  misión  con  la  del  moralista;  y, 
sin  embargo,  son  esencialmente  distintas.  A  los  partidarios  de  la 
excepción  de  juego  aplicable  á  las  operaciones  á  plazo,  que  se  prac- 
tican en  la  Bolsa  ó  en  el  comercio,  es  muy  fácil  contestarles.  Si  en' 
contráis».Jej,dÍreajiOi9,..e)  iju^dio  de  conservar  los  efectos  propios 
de  la  especulación  desarraigando  sus  múltiples  abusos;  si  podélé 
obtener  que  todo  acto  ilícito  sea  suprimido  de  la  Bolsa  y  del  comer- 
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CÍO,  sin  llegar  á  la  completa  BQpresión  de  aquélla,  haoedla.  Pero  ai 
la  falta  de  éxito  de  todos  vnestros  ensayos  sacesivos  praeba  qae 
no  podéis;  si  demuestra  qne  no  consegairéis  hacer  desaparecer  los 
inconvenientes  de  la  especatación  más  qae  matándola;  si  se  puede 
afirmar  que  no  tenéis  la  facultad  de  elegir,  y  que  condenando  la 
especulación,  ponéis  en  lucha  el  derecho  positivo  con  el  natural, 
siempre  mas  fuerte,  cesad  de  perseguir  un  fin  quimérico,  porque 
ensayándola  hacéis  lo  contrario  de  lo  que  os  proponíais;  donde  que- 
ríais imponer  el  orden  y  la  moralidad,  no  engendráis  más  que  la 
inmoralidad  y  el  cinismo.»  Parecerá  qne  con  estas  palabras  no  se 
niega  esta  inmoralidad,  sino  simplemente  que  haya  medio'  de  ata- 
jarla y  corregirla:  mas  no  es  así:  Añade  luego  M.  Naquet  Supo- 
niendo que  fuese  posible  evitar  por  disposiciones  legales  las  opera- 
ciones á  plazo,  que  se  liquidan  solamente  por  el  pago  de  diferencias,, 
todavía  habría  qne  ver  si  la  cosa  sería  útil  y  produciría  los  resul- 
tados que  de  ella  se  esperan:  habría  que  preg;untar8e  si  estas  com- 
pras y  ventas,  qne  representan  la  mayor  parte  de  las  transacciones 
bursátiles,  no  son  acaso  elemento  necesario  en  la  especulación,  del 
cual  no  pueden  prescindir  las  sociedades.»  Y  concluye  afirmanda 
que  «la  repartición  de  riesgos,  que  es  resultado  de  la  especulación, 
tiene  la  enorme  ventaja  de  impedir  la  edificación  de  grandes  for- 
taoas  y  la  consumación  de  grandes  ruinas,  y  de  conducir  á  una 
equitativa  y  democrática  distribución  de  la  riqueza  social. 

Esta  argumentación,  que  sintetiza  cuanto  se  ha  dicho  en  pro  de 
la  validez  de  las  jugadas  de  Bjlsa,  fué  elocuentemente  impugnada 
por  M.  Laurent,  en  sus  comentarios  al  proyecto  de  Código  civil 
belga. — cSe  dice,  escribía  el  ilustre  jurisconsulto,  qne  lo  que  do- 
mina en  las  operaciones  de  Bolsa  no  es  eljuego^  sino  la  eipecúlactón^ 
y  que  é^ta  es  elemento  esencial  del  crédito  público  y  privado,  y,  por 
tanto,  de  la  riqueza  nacional  y  particular...  Pero  ¿es  la  riqueza 
elemento  esencial  de  civilización?  Este  es  el  verdadero  terreno  del 
debate.  ¿Qué  importancia  debe  conceder  el  legislador  á  la  riqueza? 
No  es  este  el  fin,  sino  un  medio,  un  instrumento.  El  fin  del  hombre 
en  esta  vida  es  su  desenvolvimiento  intelectual  y  moral;  no  puede 
si  legislador  aceptar  otra  cosa.  En  este  espíritu  debe  inspirar  sus 
leyes,  subordinando  á  él  todo  género  de  consideraciones,  singular- 
mente las  que  presiden  el  acrecentamiento  del  crédito  y  de  la  ri- 
queza. Este  principio  es  decisivo  en  la  cuestión.  La  moral  domina 
á  la  economía  política,  como  el  fin  domina  á  los  medios.  8i  es  útil 
que  las  Sociedades  sean  ricas,  es  necesario,  ante  todo,  que  sean 
morales...  He  partido  hasta  aquí  del  supuesto  de  que  las  jugada» 
bursátiles  son  elemento  esencial  de  la  especulación,  y  que  ésta  es 
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el  alma  del  crédito:  ¿es  ella  completamente  exacta?  ¿Si  la  especnla- 
ción  bajo  la  forma  de  jagadas  de  Bolsa  se  valg^rizase  en  todas  las 
clases  sociales,  descansaría  la  riqueza  pública  y  privada  en  base 
sólida?  Lo  dado.  Hace  tiempo  oigo  lamentarse  á  los  indastrlales  de 
qne  la  industria  se  ha  convertido  en  verdadero  juego.  Creía  yo  que 
«1  trabajo  y  la  economía  eran  los  únicos  fundamentos  sólidos  de 
la  fortuna  privada...» 

Mucho  se  ha  debatido  esta  cuestión  en  Parlamentos,  Academias, 
Bevlstas,  y  aun  en  la  prensa  diaria;  pero  el  trabajo  más  completo 
que  ha  visto  la  l,uz  pública  en  la  última  fase  de  tan  interesante  po- 
lémica, es  el  libro  de  Mr.  Vercamer,  Consejero  del  Tribunal  mixto 
de  Alejandría,  titulado  Etude  historique  et  critique  sur  les  Jeux 
de  Bourse  et  Marches  á  terme.  Divide  el  autor  su  trabajo  en  dos 
partes,  destinando  la  primera  á  la  excepción  de  juego  en  general,  y 
la  segunda,  especialmente,  á  las  jugadas  de  bolsa. 

Para  exponer  de  un  modo  completo  la  doctrina  sobre  dicha  ex- 
«3pción,  estudia  los  precedentes  históricos,  comenzando  por  el  dere- 
cho romano  y  sus  rigores,  viniendo  luego  á  las  legislaciones  con- 
temporáneas, para  demostrar  que  fué  en  ellas  unlversalmente  admi- 
tida tal  excepción;  y  luego  trata  de  cuestiones  tan  importantes  como 
la  de  si  el  juego  engendra  obligación  natural — de  la  acción  de  repe- 
tición de  lo  pagado  por  deuda  de  juego—,  y  de  la  excepción  en  caso 
-de  silencio  de  la  ley. 

En  la  segunda  parte  comienza  por  el  examen  de  las  legislaciones 
que  reprueban  las  jugadas  de  bolsa,  á  saber:  las  de  Suiza,  Rusia, 
Alemania,  República  Argentina  y  Portugal.  Dedica  capítulos  espe- 
ciales al  derecho  anglo  sajón,  y  al  sistema  legislativo  de  Bélgica;  y 
entra  á  estudiar  de  lleno  el  movimiento  en  favor  de  la  abolición  de 
la  excepción  de  juego,  en  su  origen  y  sus  resultados,  dedicando  ca- 
pítulos de  admirable  labor  crítica  á  la  ley  francesa  de  28  de  Marzo 
de  1885,  al  derecho  alemán  contemporáneo,  y  al  estado  actual  de  la 
4suestlón  en  Bélgica,  donde,  sin  duda,  es  más  intensa  que  en  otros 
países  la  preocupación  que  esta  cuestión  produce,  y  son  mayores 
los  deseos  de  llegar  á  soluciones  que  armonícenlos  tradicionales 
principios  con  las  necesidades  del  comercio  en  nuestros  días. 

Termina  la  obra  con  un  nutrido  apéndice,  en  el  cual  se  compren- 
den los  textos  legislativos,  proyectos  de  ley,  y  la  jurisprudencia, 
especialmente  la  del  Tribunal  mixto  de  Alejandría. 

De  la  lectura  del  libro  se  desprende  claramente  que  no  es  impo- 
nible, como  se  ha  supuesto,  separar  la  especulación  lícita,  la  que 
Vnpulsa  el  comercio  y  es  beneficiosa  para  él,  de  la  ilícita  pasión  del 
juego,  que  perturba  los  mercados  y  produce  caprichosas  é  Inespera* 
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das  alzas  y  bajas,  en  las  cotizaciones  de  yalores;  que  al  abolir  la  ex- 
cepción de  juego  se  ba  cedido,  en  mucbos  países,  á  influencias  de 
clases  interesadas  en  que  el  agio  perdure  en  las  Bolsas;  y  que  se 
impone  una  rectiñcación  en  las  orientaciones  basta  aquí  segnidke» 
pues  se  trata  de  algo  que  traspasa  el  circulo  de  la  actividad  econó* 
mica,  para  ofrecer  influencia  tan  amplia  como  perniciosa  en  la  vida 
de  las  modernas  sociedades. 

VÍCTOR  P.  Brugada. 


MILES  DE  DERECHO  IHTERIíAClOlíAL 


EL  EXEQUÁTUR 

* 

DE  LAS 

EJECUTORIAS  PROCEDENTES  DE  LOS  TRIBUNALES  ITALIANOS 


Es  difícil  que  llegue  á  realizarse  el  ideal  en  la  materia  (1), 
<S  sea  qtíe  toda  reeolación  procedente  de  un  país  civilizado  se 
cumpla  urhi  et  orhit  ún  más  distiacióu  que  las  garantías  nece- 
earias  para  hacer  constar  eu  autenticidad,  que  tiene  por  sí 
misma  la  de  los  Tribunales  regnícolas;  acaso  el  inconveniente 
mayor  consiste  en  los  peligros  que  para  la  Justicia  trae  el  sacar 
al  demandado  del  fuero  de  su  domicilio;  obligándole  á  defen- 
derse en  tan  desventajosas  condiciones  para  su  causa  como  su- 
pone el  mero  hecho  de  litigar  en  el  extranjero.  Sería  preciso 
indemnizarle  con  alguna  ventaja,  como  la  de  ]a  defensa  gra- 
tuita, para  ponerle  en  igualdad  de  condiciones  que  su  contrin- 
cante, principio  básico  de  todo  derecho  procesal. 

De  ahí  el  que  entre  nosotros  siga  imperando  el  sistema  de 
la  reciprocidad  legal  (2),  y  por  él  se  regula  si  un  fallo  dictado 
por  cualquier  Tribunal  extranjero  es  ó  no  ejecutorio  en  Espa- 
ña; tal  declaración  la  hace^  por  regla  general,  el  Tribunal  Su- 
premo (3)  y  su  Sala  de  lo  civil,  y  se  obtiene  por  un  procedí- 

(1)  E\  €  Extra  territoriumj US  dicenti  impune  non  paretur^ 
de  los  romaDOS  sólo  parece  arraigado  en  Francia,  donde  salvo  lo 
dispuesto  en  contrario  por  algunos  Tratados,  se  somete  á  nna  verda- 
dera revisión  el  fallo  extranjero  que  se  presenta  para  ser  ejecutado 
dentro  del  territorio  de  la  República. 

(2)  Art.  962  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(3)  Art.  966  id.  id. 
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xoiento  66DCÍII0,  siquiera  deba  ser  calificado  realmente  de  con- 
tencioeo;  presentación  de  copia  auténtica  de  la  sentencia  cuya 
ejecución  se  pretende,  acompañada  de  la  traducción  hecha  por 
la  oficina  de  Interpretación  de  lenguas  en  el  Ministerio  de  Es- 
tado; si  el  actor  es  extranjero  y  el  ejecutado  español,  ¿proce- 
derá, en  su  caso  la  caución  iudkaium*solvi  ó  de  arraigo  del  jui* 
<dOt  como  la  llama  nuestra  ley  de  Enjuiciamiento?  Parece  que 
si,  aunque  hoy  no  merece  la  pena  el  tratar  este  punto  con 
detención  (1);  se  da  audiencia  á  la  parte  contra  quien  se  di- 
rija y  al  Ministerio  fiscal,  y  se  otorga  ó  deniega  el  cumpli 
miento  (2), 

Estas  reglas  genérales  tienen  sus  excepciones  y  debe  ha- 
cerse mérito  de  una  por  la  frecuencia  con  que  se  aplica,  sin 
embargo  de  Xo  cual,  resulta  olvidada  por  los  litigantes  y  letra- 
dos; me  refiero  á  Italia,  respecto  á  cuya  nación  rige  el  Tratado 
celebrado  con  Cerdeña  en  19  ele  Agosto  de  1851  (3),  é  importa 
conocer  las  especialidades  que  contiene: 

cEl  cumplimiento  de  éstas  sentencias  ó  acuerdos  (4)  se  pe* 


(1)  Guando  ee  exija  á  los  españoles  en  el  país  de  donde  la  ejecu- 
toria procede,  art.  584  de  dicha  ley;  pero  aparte  de  que  países  como 
Italia,  Portngal,  Montenegro  y  Dinamarca  la  han  abolido,  el  Tra- 
tado de  la  Haya,  art.  II,  casi  la  borró  de  Earopa,  salvo  Inglaterra, 
donde  se  exlgt»  cual  nna  de  tantas  medidas  del  procedimiento. 

(2)  Arts-  956  al  958  del  Enjuiciamiento  civil. 

(8)  Se  pnso  en  duda  su  vigencia  después  de  consumada  la  unidad 
italiana;  pero  la  sentencia  de  20  de  Junio  de  1880  resolvió  la  afir- 
mativa, y  lo  mismo  sucede  en  Italia,  sin  que  pueda  promoverse 
cuestión  eobre  el  particular. 

(4)  Por  acuerdos  se  entiende  todas  las  demás  resoluciones  ju- 
diciales que,  dictadas  en  uno  de  los  dos  países,  produzcan  efectos 
«n  el  otro;  pero,  ¿comprende  el  Tratado  toda  decisión  recaída  en 
materia  civil  y  mercantil,  ó  excluye  alguna  de  ellas?  Aunque  tal 
cuestión  resulta  ajena  al  caso  práctico  que  motiva  estas  líneas, 
puede  presentarse,  y  de  consiguiente,  conviene  hacer  mérito  de  la 
doctrina  comunmente  admitida,  tanto  más,  cuanto  que  es  de  gene* 
ral  aplicación. 

Hay  fallos  ó  acuerdos  dictados  en  el  ("xtf  ^ní^^^  ^^*  ^^'^  eiecn- 
tQiios  en  España,  sin  necesidad  del  exequatij.  ,  \os  dVctadospor  loa 
Cónsules  españoles,  idénticos  por  sus  ^'ect^w  I  \o«  ^®  ^^®  Tribuna- 
les nacionales;  los  del  Tribunal  mixto  d^  ^  *  wjV>,  ^^^  ^^«»  *u^™^ 
parte  nn  Juez  de  nuestro  país;  y  los  que        ^^v  ^^^uuTiVbxiiiaV 
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dirá  de  un  Juzgado  ó  Tribunal  á  otro  por  medio  de  un  exhorto  (pri- 
mer extremo  del  art.  2.^). 

Para  que  puedan  cumplimentarse  por  los  Juzgados  ó  Tri^ 
bunales  competentes  de  cada  país  las  sentencias  ó  acuerdos  de 
los  del  otro,  deberán  ser  declarados  previamente  ejecutivos  por 
el  Tribunal  Superior ^  en  cuya  jurisdicción  ó  territorio  haya  de 
tener  lugar  el  cumplimiento  (primer  extremo  del  art.  3.^). 

No  obstante  estas  disposiciones,  ó  quizá  porque  se  las  diera 
una  interpretación  distinta,  el  hecho  es  que  ante  e?.  Tribunal 
Supremo  se  presentó  una  ejecutoría,  dictada  por  la  Corte  de 
apelación  de  Florencia,  en  pleito  sobre  compraventa  de  cerea- 
les procedentes  de  Buenos  Aires,  entre  un  comerciante  de 
aquella  ciudad  y  otro  de  Barcelona,  condenando  á  éste,  entre 
otros  extremos,  al  pago  de  36.994  liras  y  40  céntimos:  preten* 
díase,  no  sin  llenar  las  formalidades  ordinarias,  que  se  acor^ 
dará  el  cumplimiento  conforme  á  lo  prescrito  en  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Dada  audiencia  al  demandado,  surgen  las 
dos  cuestiones  siguientes:  1.^  SI  Tribunal  Supremo  es  incom- 
petente para  deiclarar  el  fallo  ejecutorio,  porque  el  art.  3.^  del 
Tratado  atribuye  tal  facultad  al  Tribunal  superior  en  cuya  ju- 
risdicción ó  territorio  haya  de  tener  lugar  el  cumplimiento,  y 
éste  es  la  Audiencia  respectiva.  2.^  Aun  admitido  el  supuesto 


extranjero,  precisamente  para  ejecatar  un  fallo  de  nuestros  Tribu- 
nales, se  encuentran  en  ese  caso. 

Otros,  sin  estar  excluidos  de  manera  expresa,  no  pueden  cum- 
plirse en  España;  tales  son  las  responsabilidades  civiles  decretadas 
por  los  Tribunales  de  represión. 

iQuid  de  los  fallos  relativos  al  estado  y  capacidad  de  los  ex- 
tranjeros? Gomo  afectan  á  sa  estatuto  personal  y  éste  les  signe  en 
Eepafia,  conforme  al  art.  9.^  del  Código  civil,  han  de  regirse  por 
leyes  especiales,  y  para  ellos  no  se  han  dictado  las  dieposiciones  de 
qne  se  trata,  aplicables  sólo  á  las  sentencias  ó  resoluciones  que  es- 
tablecen la  declaración  precedente  sobre  los  derechos  contenciosos 
de  las  partes. 

¿Y  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria?  Deben  quedar  excluidos 
por  la  misma  razón,  y  además,  como  se  limitan  á  comprobar  un 
hecho,  recae  la  decisión  sin  debate  contradictorio,  por  lo  cual  son 
siempre  reformables  en  la  vía  contenciosa  y  carecen,  por  tanto,  de 
la  autoridad  de  cosa  juzgada;  pero  esto  no  es  aplicable  á  Italia,  por- 
que el  art.  7.^  del  repetido  Tratado  los  incluye  expresamente. 
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oontrario,  se  habría  incurrido  en  un  defecto  de  forma  al  pedir, 
como  ee  hizo,  pues  conforme  al  art.  2.^  de  aquél»  ha  de  ser  de 
un  Juzgado  ó  Tribunal  á  otro,  por  medio  de  un  exhorto,  y  no 
presentando  la  ejecutoria  legalizada  por  la  via  diplomática 
conforme  á  los  casos  ordinarios. 

£1  Ministerio  fiscal  entendió  procedente  el  primer  motivo 
de  oposición,  que  fué  estimado  por  la  Sala  en  auto  del  27  de 
Enero  último: 

Considerando  que  si  bien,  conforme  al  párrafo  primero  del 
art.  955  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  ejecución  de  sen- 
tencias pronunciadas  en  naciones  extranjeras  ha  de  pedirse 
ante  este  Tribunal  Supremo  (1),  el  segundo  exceptúa  el  caso 
en  que,  según  los  Tratados^  corresponda  su  conocimiento  á 
otros  Tribunales: 

Considerando  que  como  la  sentencia  de  cuyo  cumplimiento 
se  trata,  procede  de  los  Tribunales  de  Florencia  (Italia),  ha  de 
aplicarse  ante  todo  el  art.  3.^  del  Convenio  celebrado  entre 
España  y  dicho  país,  fecha  19  de  Agosto  de  1851,  según  el 
cual,  la  declaración  previa  de  ser  aquélla  ejecutiva,  incumbe 
al  Tribunal  superior  en  cuya  jurisdicción  ó  territorio  haya  de 
tener  lugar  el  cumplimiento,  en  el  caso  actual  uno  de  los  Juz- 
gados de  Barcelona,  por  ser  éste  el  domicilio  del  condenado 
en  la  repetida  sentencia,  art.  958  de  dicha  ley  Procesal,  y  por 
tanto,  la  competencia  para  hacer  la  declaración  pretendida, 
incumbe,  por  excepción,  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  Tribu- 
nal superior  á  que  se  refiere  el  Tratado,  y  no  al  Supremo,  que 
asi  lo  tiene  ya  declarado  en  2  de  Octubre  de  1880. 

cNo  ha  lugar  á  lo  pretendido  por  el  Procurador  D. ...  en  el 
escrito  fecha ...,  y  haga  uso  de  su  derecho,  si  viere  convenirle, 
ante  quien  corresponda,  conforme  á  la  anterior  doctrina...» 

(I)  Por  ana  especialidad  de  nuestro  procedimiento,  puea  en  los 
demás  países  concede  ei  pase  un  Tribaaai  inferior.  Téngase  en 
cuenta  qae  al  celebrar  el  Convenio  con  Odrdeüa  ^^  teníamos  iegis- 
iación  sobre  el  particular,  negándose  toda  laeT^^  á  las  Bentenclas 
dictadas  por  los  Tribnnales  extranjeroa^  w  -.^i  pxxAo  pactarse  con- 
forme á  la  doctrina  recibida.  ^  ^ 

TOMO  104  ^ 
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Decidida  en  tal  sentido  la  cuestión  previa,  ya  que  en  rigoj 
afectaba  á  la  competencia,  sin  invadir  atribuciones  de  otro 
Tribunal,  no  podía  examinarFe  la  segunda  de  que  se  ha  hecho 
mérito.  De  toda  suerte,  no  tiene  tanto  alcance  como  la  prime- 
ra, porque  nada  más  fácil  que  subsanar  el  defecto  invocado^ 
aun  en  el  caso  de  que  se  reconociera  su  existencia,  y  es  que, 
sin  prejuzgar  solución  alguna,  no  se  compagina  bien  la  decía* 
ración  previa  de  ejecutorias  exigida  á  las  sentencias  por  el  ar- 
ticulo 8.^  del  Tratado,  con  la  forma  de  comunicarse  el  Tribu- 
nal italiano  con  el  español,  y  viceversa,  requerida  por  el  2.^ 
Aparte  de  esto,  como  el  exhorto  ha  de  recibirse  por  la  vía  di* 
plomática,  cual  garantía  de  autenticidad,  ya  las  diferencias 
resultan  escasas,  y  desaparecería  .esa  especie  de  antinomia  con 
admitir  que  la  única  entre  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  el  Con- 
venio, por  lo  que  afecta  al  procedimiento,  consiste  en  que  la 
Audiencia  territorial  sustituye  al  Tribunal  Supremo  en  esa 
alta  función  inspectora. 

Víctor  CoviAn, 

Magistrado  del  Tribunsl  Sapremo. 
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1. — DfiBCAMPd  (E):  UAfñque  nouvelle,  Eseai  surTEtatci- 
~TÍlÍ6atear  dans  les  pays  neufs  et  sur  la  fondation,  TorganiBa* 
tion  et  le  gouvernement  de  l'Etat  indépendant  du  Gongo.— 
Bruxelles,  1903, — 1  tomo  de  626  páginag^. 

El  reputado  publicista  y  profesor  de  la  Universidad  de  Lo- 
vaina,  M.  Descamps,  autor  de  muy  interesantes  estudios  sobre 
el  Derecho  internacional  y  las  cuestiones  coloniales  y  africa- 
nas, se  ha  propuesto,  al  escribir  este  libro,  estudiar  una  de  las 
formas  más  notables  de  organización  política:  el  Estado  civi- 
lizador en  los  países  nuevos,  é  investigar  cómo  la  obra  fundada 
por  Leopoldo  II  en  África  ha  resuelto  el  problema  del  esta- 
blecimiento de  dicho  Estado  en  el  corazón  mismo  de  la  bar- 
barie. 

Ha  tenido  en  cuenta,  al  mismo  tiempo,  la  historia,  que  re 
coge  los  hechos,  el  Derecho  internacional,  que  interpreta  los 
tratados,  y  la  política  colonial,  que  estudia  las  condiciones  de 
la  formación  de  sociedades  nuevas  en  tierra  virgen. 

Tiende  á  presentar,  con  ayuda  de  documentos,  el  génesis 
del  movimiento  civilizador  africano  que  ha  surgido  en  núes  • 
tra  época,  el  advenimiento  del  Estado  del  Congo  al  seno  de  la 
sociedad  de  las  naciones  y  los  hechos  qu^  \^^  c^x^xX^xxwAo  la 
-existencia  de  este  Estado,  los  cuáles  c^;^^  fc\iVX'S^^»^^  cierto 
:modo,  la  trama  de  su  vida. 
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Se  esfuerza  por  precisar,  á  la  luz  del  Derecho  internación 
nal,  el  sentido  y  el  alcance  de  los  grandes  tratados  de  Berlin^ 
y  de  Bruselas,  que  lian  puesto  importantes  jalones  en  las  vía», 
de  la  colonización  central  africana. 

Examina,  aprovechando  los  datos  de  la  política  colonial 
comparada,  el  establecimiento  y  el  modo  de  funcionar  del 
órgano  civilizador  creado  por  completo  en  el  África  ecuatorial, 
en  medio  de  tribus  salvajes,  por  el  fundador  del  E^ado  inde- 
pendiente del  Gongo. 

Divídese  este  importante  libro  en  cuatro  partes.  Trata  la 
primera, /a  historia,  en  dos  capítulos,  del  génesis  del  movi- 
miento  civilizador  africano,  y  del  Estado  civilizador  en  los 
países  nuevos,  y  del  advenimiento  del  Estado  del  Chongo  á  la 
sociedad  de  las  naciones;  la  segunda,  los  grandes  tratados ^  en 
tres  capítulos,  de  la  Conferencia  ie  Berlín  y  el  régimen  econó- 
mico del  Congo,  de  la  Conferencia  de  Bruselas  y  de  la  lucha 
contra  la  insurrección  de  los  tratantes  árabes,  y  de  las  críticas 
revisionistas;  la  tercera,  ^os  instituciones,  en  veinte  capítulos, 
de  la  soberanía,  la  forma  de  gobierno,  el  ierritoriOt  la  neutra- 
lidad, los  subditos,  la  política  del  Estado,  la  legislación,  la 
administración,  la  policía,  la  justicia,  el  dominio,  la  hacienda, 
la  fuerza  pública,  la  navegación  y  la  red  hidrográfica,  los  ca- 
minos de  hierro  y  las  vías  terrestres  de  comunicación,  los  te* 
légrafos  y  los  correos,  el  comercio,  las  misiones,  la  ciencia  y 
el  gobierno  civilizador;  y  por  último,  la  cuarta,  en  un  capítulo,. 
del  soberano. 

Puede  considerarse  el  concienzudo  estudio  del  digno  Secre- 
tario general  del  Instituto  de  Derecho  internacional,  como  uno 
de  los  más  valiosos  que  han  visto  la  luz  sobre  el  asunto,  nece- 
sario complemento  de  otros  dos  libros  anteriores,  relativos  á 
la  Bélgica  neutra  é  independiente  y  al  Congo  neutro  é  inde- 
pendiente. 
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2. — RouARD  DE  Caro  (E):  La  France  et  les  autres  nations 
datines  en  Afríque.—PaiÍB,  Pedone,  1903. —  i  tomo  de  181  pá- 

El  distinguido  profesor  de  la  Universidad  de  Tolosa,  autor 
de  muy  estimadas  publicaciones  sobre  el  Derecho  internacio- 
nal^ hace  notar  en  la  Introducción  las  dificultades  que  al  pro- 
greso del  Imperio  africano  de  Francia  han  suscitado,  no  sólo 
Inglaterra  y  Alem^inia,  sino  también  Italia,  España  y  Portu  • 
:gal,  en  la  segunda  mitad  del  pasado  siglo.  Se  propone  exami- 
nar las  múltiples  cuestiones  que  han  promovido  estos  últimos 
Estados  en  el  momento  en  que  se  habla  de  una  inteligencia  de 
Francia  con  las  naciones  latinas,  deseando  poner  á  los  lectores 
-en  guardia  contra  ciertas  ilusiones  peligrosas,  á  las  cuales  los 
franceses  están  dispuestos  á  abandonarse. 

Tiene  el  libro  tres  capítulos,  tratando  sucesivamente  en 
cada  uno  de  las  relaciones  entre  Francia  é  Italia,  Francia  y 
Portugal  y  Francia  y  Espafia.  Acompáñanle  cinco  cartas  y  un 
Apéndice  de  documentos. 

Las  cuestiones  de  Francia  con  España  han  sido  motivadas 
por  la  posesión  de  las  islas  y  de  las  costas  del  golfo  de  Guinea, 
por  la  posesión  de  la  costa  del  Sahara  y  por  la  cuestión  ma- 
rroquí. 

M.  Rouard  de  Card  es  opuesto  á  las  pretensiones  de  España 
sobre  Marruecos. 

€  Cualquiera  que  viaja  en  el  Imperio  de  Marruecos,  recono 
ce  pronto  que  no  existe  verdadera  simpatía  entre  los  dos  pue* 
blos  que  se  miran  unidos  por  vínculos  fraternales. 

»Fuera  de  las  relaciones  comerciales,  los  marroquíes  no 
buscan  á  los  españoles,  y  son  inclinados  á  denigrarles  en  toda 
ocasión. 

»Le8  reprochan  principalmente  por  conducirse  con  grose- 
ría, por  no  aprender  la  lengua  árabe  y  ^q^  no  respetar  la  reli- 
,gión  musulmana. 

>Por  otra  parte,  los  españoles  no  ^        ^  'jft  Viaceiee  lemet 
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dí  hacerse  amar  por  las  poblaciones  marroquíes.  Bloqueados^ 
en  sus  presidios,  no  consiguen  intimidar  á  las  tribus  del  Riff^ 
que  no  cesan  dé  espiarles  y  amenazarles.  8u  prestigio  militar» 
que  aumentó  á  los  ojos  de  estas  tribus  cuando  la  toma  de  Te- 
tuán  en  1860,  ha  disminuido  sensiblemente  por  la  campaña 
poco  brillante  de  1893  94  alrededor  de  Melilla. 

»En  tales  condiciones,  no  se  ve  bien  en  qué  se  apoya  Es- 
paña cuando  pretende  desempeñar  un  papel  preponderante  en 
los  asuntos  marroquíes.  Por  lo  demás^  Francia  no  puede  ad 
mitir  semejante  pretensión;  el  porvenir  de  nuestra  colonia  ar- 
gelina quedaría  comprometido  si  tolerásemos  que  una  influen  • 
cía  superior  á  la  nuestra  pudiese  ejercerse  libremente  en  Ma- 
rruecos.» 

3. — ZtfBALLos  (E.  S.).  La  enseñanza  del  Derecho  internado'^ 
val  privado  en  la  Bepúhlica  Argentina,  (Revista  de   DerechOy. 
Historia  y  Letras,  de  Buenos  Aires,  números  de  Febrero  y  Mar- 
zo de  1903.) 

4.-— ZisBAixos  (Estanislao  S.).  Conférénce  inaugúrale  du 
Cours  de  Droii  interna tionale  privé,  faite  á  la  Faculté  de  Buenos 
Aires  le  2  Avril  1902.  Buenos  Aires.  Lajouane,  1902.  Un  fo- 
lleto. 

5. — Bulletin  argentin  de  Droit  international  privé,  fondé  et 
publié  par  Estanislao  S.  Zeballos.  Avocat  anclen  Ministre  des 
Affaires  Etrangéres,  Professeur  á  TUniversité  de  Buenos  Aires. . 
Números  III  (Juillet-Septembre,  1903). 

El  distinguido  jurisconsulto  Sr.  Zeballos  ha  sustituido  en 
la  cátedra  de  Derecho  internacional  privado  de  la  Universidad 
de  Buenos  Aires  al  malogrado  Dr.  Alcorta.  Con  este  motivo, 
presentó  en  20  de  Enero  de  1903  al  Decano  de  la  Facultad  de 
Derecho  y  de  Ciencias  sociales  un  programa,  encaminado  á 
orientar  la  enseñanza  de  esta  asignatura  sobre  bases  modernas 
y  de  interés  argentino.  Acompaña  al  excelente  programa  una 
Memoria  científica,  en  la  que  explica  sus  tendencias. 

El  programa  se  divide  en  primer  año  y  segundo.  Trata  el 
primero  de  los  Orígenes  y  principios  generales  (orígeneé,  perso- 
nalidad y  territorialidad  del  derecho,  antecedentes  nacionales^. 
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principios  generales,  nacionalidad,  domicilio,  limitación  de  la 
territorialidad  del  derecho,  fandamentos  utilitarios  de  la  ex-  1 

traterritorialidad  del  derecho,  fundamentos  científicos  de  la  i 

extraterritorialidad  del  derecho,  sus  límites,  medios  de  solución , 
bienes,  forma  de  los  actos  y  sanción  jurídica  del  Derecho  in« 
temacional  privado);  del  Derecho  personal  individual  (estado  y 
capacidad  de  las  personas,  incapacidad  de  hecho,  representa 
ción  y  protección  de  los  incapaces  de  hecho  é  incapacidad  de  , 

derecho  y  representación);  del  Derecho  personal  con  relación  á 
la  familia  (matrimonio,  validez  del  matrimonio,  intervención 
diplomática  y  consular  en  la  celebración,  capacidad  de  los 
contrayentes,  derechos  y  deberes  recíprocos  de  los  cónyuges» 
efectos  del  matrimonio  respecto  de  los  bienes,  nulidad  y  se- 
paración y  filiación);  del  Derecho  personal  con  relación  á  los  bie- 
nes (sucesiones,  legados  y  donaciones  y  personas  jurídicas);  del 
Derecho  personal  con  relación  á  las  obligaciones  (adquisición, 
transmisión  y  extinción);  del  Derecho  personal  con  relación  á  la 
propiedad  intelecíual  é  industrial,  y  del  Derecho  real. 

Trata  el  segundo  curso  del  Derecho  comercial  internacional 
(teorías  generales,  sociedades  comerciales,  obligaciones  comer- 
ciales, contrato  de  cambio,  otros  efectos  de  comercio,  indus- 
tria de  los  seguros,  varios  contratos  comerciales,  contrato  do 
transportes  terrestres,  quiebras  y  propiedad  industrial);  del 
Derecho  marttimo  (teorías  generales,  la  propiedad  y  sus  efec- 
tos, gobierno  y  administración  de  los  buques,  accidentes  de 
mar  y  procedimientos);  del  Derecho  penal  internacional  (autori- 
dad de  la  ley  dentro  y  fuera  del  territorio,  extradición,  efec- 
tos de  la  extradición  y  limitaciones  al  derecho  de  libre  acti« 
vidad);  y,  por  último,  del  Derecho  procesal  internacional  (com- 
petencia, pruebas  en  general  y  ejecución  de  sentencias  extran- 
jeras). 

El  Dr.  Amancio  Alcorta  es  el  fundador  de  la  enseñanza  del 
Derecho  internacional  privado  en  las  Ren^bUc^^  ^^^  ^^^  ^^  ^^ 
Plata,  y  tal  vez  en  Sur  América.  Su  pri^.  ^  programa  fué  com- 
puesto en  1878.  En  1893  habla  decidií^^       ^\e  i^^"^»-  "^^^^^  Y 
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definitiva;  pero  llamado  á  la  acción  política,  lo  abrevió,  some* 
tiéndelo  á  la  Facultad  con  el  carácter  de  provisional,  que  aún 
conserva. 

Llamado  el  Sr.  Zeballos  en  1892  á  suplir  al  Dr.  Alcorta,  la 
Facultad  le  ha  invitado  anualmente  á  preparar  el  programa 
definitivo.  £1  provisional  es,  por  eso  mismo,  incompleto  y  no 
se  armoniza  con  los  extraordinarios  adelantos  realizados  en  el 
último  cuarto  de  siglo  por  esta  rama  de  la  ciencia  del  Dere- 
cho, ni  con  los  intereses  trascendentales  de  la  sociedad  argen- 
tina. Nombrado  el  Sr.  Zeballos  en  1902  Profesor  titular,  some 
te  á  la  Facultad  un  nuevo  plan  de  enseñanza  de  la  materia, 
fruto  de  los  estudios  y  experiencias  de  nueve  años  de  cátedra» 
y  de  observaciones  verificadas  en  países  y  en  institutos  extran- 
jeros. 

La  orientación  de  la  enseñanza  del  Derecho  internacional 
privado  depende  de  la  importancia  científica  y  práctica  que 
cada  país  atribuye  á  esta  rama  vasta  y  complicadísima  del 
Derecho.  La  importancia  práctica  depende,  á  su  vez,  de  la  or- 
ganización política  y  social  de  cada  Estado. 

Profundizando  esta  observación,  se  advierte  que  la  Repú 
blica  Argentina  es  en  la  actualidad  una  de  las  naciones  del 
mundo  donde  por  su  desarrollo  social  y  jurídico,  las  teorías  y 
soluciones  del  Derecho  internacional  privado  tienen  especial 
trascendencia,  y  están  destinadas  á  adquirirla  mayor  todavía. 
El  Derecho  continental  europeo  pesa  sobre  el  desarrollo  de 
esta  ciencia  con  un  concepto  del  orden  público  ó  social,  que 
limita,  de  una  manera  rígida  y  variable  en  los  diferentes  paí- 
ses, la  condición  jurídica  de  los  extranjeros,  y,  por  lo  mismo, 
la  aplicación  de  las  leyes  y  de  la  jurisprudencia  emanadas  de 
otras  soberanías.  La  República  Argentina  ha  proclamado  la 
igualdad  jurídica  entre  nacionales  y  extranjeros,  con  un  con- 
cepto más  liberal  del  orden  público  que,  para  salvarlo  de  las 
dificultades  graves  de  la  vaguedad  y  de  las  interpretaciones, 
define  el  título  preliminar  del  Código  civil. 

El  Derecho  continental  (al  que  se  refiere  el  Informe^  porque 
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«n  Europa  está  aún  localizada  la  mayor  parte  de  las  notables 
fuentes  científicas  del  Derecho  internacional  privado)  encuen- 
tra en  la  noción  de  orden  público  el  obstáculo  más  serio  para 
la  codificación  interna  y  para  la  unificación  del  Derecho  inter- 
nacional privado.  La  República  Argentina  ha  podido,  al  con- 
trario, incorporarlo  á  su  economía  jurídica,  bajo  las  inspira- 
ciones del  Dr.  Vélez  Sarsfield;  y  treinta  años  de  experiencia 

« 

en  una  sociedad  singularmente  cosmopolita,  abonan  el  acierto 
y  la  oportunidad  de  las  soluciones. 

La  República  Argentina  se  halla  aún  en  el  primer  período 
de  la  evolución  civilizadora.  Su  inmigración  y  su  comercio 
comienzan,  por  consiguiente.  Sus  desarrollos  futuros  son  in 
calculables.  Su  actividad  forense  ofrece  ya  algún  material  al 
Derecho  internacional  privado;  pero  hay  que  decir  que  se  ad- 
vierte en  él  á  menudo  el  predominio  del  empirismo.  Se  expli- 
can así  la  vaguedad,  la  pobreza,  la  confusión  y  alguna  vez  los 
dislates. 

Las  teorías  y  soluciones  europeas  suelen  ser  sugeridas  por 
la  influencia  de  dos  principios  repugnantes  á  la  esencia  de  las 
instituciones  liberales:  la  nacionalidad  respecto  del  Derecho 
privado  y  el  realismo  feudal  respecto  de  los  bienes.  La  Repú 
folies  Argentina  ha  eliminado  sabiamente  la  influencia  de  la 
nacionalidad  en  el  Derecho  privado,  y  atenuó  justamente  los 
elementos  del  Derecho  real,  conservándolos  en  cuanto  tiene  de 
verdadero  y  científico,  depurado  de  los  excesos  de  feudalismo. 

Por  sus  antecedentes  históricos  y  organización  actual,  la 
Universidad  de  Buenos  Aires  ha  recibido  de  la  Sociedad  y  del 
Estado  una  triple  é  importantísima  misión:  ella  debe  formar 
á  la  vez  hombres  de  Estado,  jurisconsultos  y  profesionales. 
Sus  programas  llevan,  por  consiguiente,  una  triple  orientación 
política,  científica  y  práctica. 

El  Derecho  internacional  privado  w^^e  <vaQ  otro  \a  exige. 
El  profesional  se  halla  y  se  hallará  á  ^  ^xx^o  conliañado  por 
las  dificultades  arduas  de  esta  rama  ^     ^^  ¿x^"^^^^*  T)e\»  ^aVit 
de  la  Facultad  dominando,  por  lo  >^^^  ^  \^^  tiodoneft  m^a 
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notables  de  la  ciencia  pura  y  los  medios  de  solución  de  lo9 
asuntos  de  mayor  aplicación  en  la  economía  social. 

La  doctrina  de  Savigny  se  dio  á  conocer  en  1840,  forma 
escuela  y  causó  sensación  en  Buropa.  Bus  discípulos  eminen- 
tes no  han  dejado  de  trabajar  hasta  ahora,  y  forman  legión 
por  su  número  y  por  su  vigor  intelectual.  Eran  de  ellos,  y  lo& 
más  notables  en  el  Nuevo  Mundo,  Freitas,  Vélez  Sarsñeid  y 
Alcortá.  En  ella  se  inspira  el  Código  civil  argentino. 

£1  plan  se  apoya  en  un  criterio  racional,  desde  que  es  ra» 
cionalista  por  excelencia  el  Derecho  internacional  privado. 
Abraza  la  actividad  social,  siguiendo  un  orden  lógico,  en  ar- 
monía con  la  ciencia,  con  los  códigos  y  con  la  legislación  po« 
fiitiva.  El  plan  responde  á  la  doctrina  de  la  personalidad  del 
Derecho;  pero  no  desconoce  ni  elimina  los  elementos  verdade- 
ros y  científicos  del  derecho  real.  Este  es  uno  de  los  atributo» 
esenciales  del  Estado.  Sin  la  combinación  armónica  del  dere- 
cho personal  con  el  derecho  real,  sería  imposible  la  existencia 
del  Estado. 

Cuatro  métodos  tienen  favor  en  el  desarrollo  de  un  plan: 
el  metaf ísico  ó  á  priori^  el  analítico,  el  comparativo  y  el  histó- 
rico. Cada  uno  de  ellos  trae  su  razón  y  aplicación  admisibles,, 
según  la  naturaleza  de  los  casos;  pero  los  tres  posteriores  gozan 
de  mayor  prestigio  y  los  dos  últimos  son  generalmente  prefe- 
ridos en  la  composición  y  fundamentos  del  derecho. 

Teniendo  en  cuenta  circunstancias  especiales,  y  sobre  todo^ 
la  insuficiente  preparación  de  los  alumnos,  se  ha  visto  obligado' 
el  Sr.  Zeballof  á  emplear,  además  de  los  métodos  histórico  j 
comparativo,  el  analítico,  facilitando  asi  la  acción  directa  del 
estudiante  sobre  teorías  y  libros  abstrusos,  difíciles  y  compli  •' 
cados. 

La  Conferencia  inaugural  del  curso  de  Derecho  internacio-^ 
nal  privado  de  1902,  responde  perfectamente  á  su  objeto  de 
iniciar  á  los  alumnos  en  las  nociones  fundamentales  que  sir- 
ven de  base  á  esta  ciencia. 

El  Sr.  Zeballos,  digno  sucesor  del  Dr.  Alcorta,  puede  hoy 
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considerarse  como  uno  de  los  más  caracterizados  representan- 
tes de  la  ciencia  del  Derecho  internacional  privado  en  las  Re- 
públicas hispanoamericanas.  Una  praeba  es  de  ello  su  fecunda 
iniciativa  al  publicar  el  BuUetin  Argentin  de  Droit  internadonat 
jnivé. 

Nace  esta  revista  de  la  necesidad  patriótica  y  científica  de 
incorporar  la  República  Argentina  al  movimiento  progresiva 
del  Derecho  internacional  privado,  que  es  el  verdadero  dere- 
cho moderno,  reclamado  por  las  necesidades  de  las  nueva» 
formas  morales,  civiles  y  comerciales  de  las  relaciones  hu- 
manas. 

El  carácter  liberal  y  humanitario  avanzadísimo  de  la  Ck)ns  • 
titución  de  la  República  Argentina,  y  de  las  leyes,  consecuen  - 
cia  de  la  misma,  que  organizan  la  condición  política,  jurídica 
y  social  de  los  extranjeros,  así  como  la  afluencia  de  la  inmi- 
gración, especialmente  europea,  y  la  conservación  de  su  nació 
nalidad  por  los  subditos,  hasta  por  los  extranjeros  domicilia* 
dos,  ofrecen  á  la  ciencia,  bajo  el  punto  de  vista  del  Derecha 
internacional  privado,  á  sus  soluciones  positivas  y  á  los  Tri- 
bunales locales,  nacionales  y  federales,  un  campo  excepcional^ 
casi  único,  para  el  estudio  y  la  formación  de  esta  rama  del 
Derecho. 

Los  sabios  europeos  dirigen  su  atención  hacia  el  país.  Se 
piden  con  frecuencia  noticias  y  hasta  colaboración.  Los  auto- 
res contemporáneos  añaden  á  las  últimas  ediciones  de  sus 
obras  extractos  ó  traducciones  de  las  leyes  y  soluciones  argen- 
tinas. 

En  la  división  del  mundo  en  dos  campos,  bajo  el  punto  d& 
vista  del  Derecho  internacional  privado  el  campo  continental, 
y  el  universal  bajo  el  sistema  de  la  nacionalidad  y  del  domi* 
cilio,  el  Bulletín  toma  resueltamente  su  puesto  de  lucha  y  de 
investigación.  Reivindica  para  la  República  Argentina  el  ho- 
nor de  ser  el  primer  país  que  incorporó  ^  g\\B  códigos,  en  1871,. 
;el  sistema  del  domicilio,  tal  como  el  ü^  ¿Jjq  lomano  lo  orga- 
nizó y  así  como  Savigny  lo  aplicó  al    >^  -e^\xo  inletnacional 
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privado.  Reclama,  desde  ahora^  el  homenaje  de  los  sabios  y 
de  la  ciencia  para  el  Savigny  americano,  el  jurisconsulto  ar- 
gentino, el.  Dr.  Dalmacio  Vélez  Sarsñeld,  autor  del  Código 
civil. 

El  Derecho  internacional  privado  debe,  pues,  perseguir: 

a)  Su  fundamento  en  la  moral  y  la  justicia,  con  exclusión 
absoluta  de  las  doctrinas  utilitarias. 

b)  La  eliminación  de  toda  influencia  ó  exigencia  de  los  in- 
tereses políticos  de  la  nacionalidad,  en  bu  elaboración. 

c)  Su  acción  amplia  como  órgano  de  la  libertad  y  del  bien- 
estar del  hombre. 

d)  Soluciones  generales  cientifícamente  elaboradas  é  ins- 
piradas únicamente  en  la  necesidad  de  proteger  los  derechos 
privados  del  hombre. 

e)  La  más  amplia  extraterritorialidad  del  derecho,  con  las 
limitaciones  estrictamente  reclamadas  para  la  conservación  y 
el  funcionamiento  de  la  soberanía  nacional  como  órgano  del 
individuo. 

/)  El  sistema  del  domicilio  como  medio  general  de  sola* 
eión,  con  las  atenuaciones  del  párrafo  precedente,  de  la  lea 
rei  sitcB  y  del  derecho  de  la  forma  de  los  actos. 

g)  El  reconocimiento  del  Derecho  internacional  privado 
eomo  órgano  esencial  en  la  vida  interna  de  los  imperios,  de 
los  reinos  y  de  las  repúblicas,  confederados  ó  simplemente 
unificados,  bajo  la  reserva  del  goce  de  los  derechos  privados 
locales. 

h)  Las  personas  jurídicas  y  las  sociedades  comerciales  no 
tienen  nacionalidad,  sino  sólo  domicilio. 

i)  Las  sucesiones  se  someten  al  derecho  personal  del  de 
-cujus,  templado  por  las  exigencias  del  orden  público  local. 

j)  La  incorporación  del  Derecho  internacional  privado  á 
los  códigos  orgánicos  de  cada  nación. 

Je)  La  unificación,  á  lo  menos,  de  los  principios  codifica- 
dos, por  medio  de  Congresos  ó  de  tratados  colectivos  interna* 
•cionales. 
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1)  La  organización  de  una  Oficina  internacional  perma» 
nenie  de  las  potenciaa,  para  la  unificación  de  los  principios 
fundamentales  del  Derecho  internacional  privado. 

m)  £1  desenvolvimiento  de  su  enseñanza  en  las  Universi- 
dades del  Nuevo  Mundo. 

Tales  son  los  caracteres  generales  de  la  doctrina  argentina,. 
acaso  americana  en  el  porvenir,  que  el  Boletín  viene  á  expo- 
ner para  el  más  alto  interés  de  la  ciencia  del  Derecho,  de  la 
dignidad,  de  la  libertad  del  hombre  y  de  las  exigencias  inalte* 
rabies,  del  movimiento  económico  y  de  la  solidaridad  interna- 
cional. 

Los  dos  números  del  Bulletin  que  tenemos  á  la  vista,  noa 
ofrecen  trabajos  interesantes.  Le  deseamos  larga  y  provechosa 
vida,  y  al  mismo  tiempo  debemos  animar  al  Sr.  Zeballos  á 
que  escriba  una  obra  completa,  bajo  la  base  de  su  concienzuda 
programa. 

6. —  Ministerio  de  Relaciones  exteriores.  Carresporidencia 
diplomática  sobre  violaciones  de  la  neutralidad  por  las  Autori- 
dades de  Venezuela  y  sobre  otros  asuntos  relacionados  con  el 
orden  público  de  Colombia. — Bogotá,  Imprenta  Nacional,  1902. 
^ — 1  tomo  de  222-iv  páginas. 

Por  decreto  de  16  de  Noviembre  de  1901,  declaró  el  Go- 
bierno de  Colombia  interrumpidas  las  relaciones  diplomática» 
entre  este  país  y  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 

Había  antecedentes  muy  graves  que  venían  preparando  ese 
desenlace  de  una  situación  en  que  estaban  comprometidas  la 
soberanía  y  la  independencia  de  la  República  de  Colombia.  Á 
ellos  se  refiere  la  correspondencia  qué  contiene  el  volumen  que 
tenemos  á  la  vista.  Conviene  que  sea  conocida,  á  fin  de  que  se 
sepa  que  Colombia  se  mantuvo  dentro  de  la  acción  diplomáti- 
ca, regida  con  firmeza  y  moderación,  \^^^i2»  donde  la  dignidad 
personal  se  lo  permitió,  en  tanto  que  ^^  Qobietno  de  Venezue 
la  adoptó,  desde  fines  de  1898,  proc^^>  \e^\íi^  decididamente 
hostiles  al  de  Colombia,  como  apar«^^  ^^    \(^  documentos. 
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7. — Baldwin  (Simeón  E.):  The  Beginnings  of  an  official  eu 
ropean  Code  of  prívate  intemaiional  Law,  (Reprinted  from  the 
Yale  Beview  for  May,  190.)— New  Haveo,  1903.— Un  folleto 
de  24  páginas. 

£1  opúBcalo  del  distinguido  Profesor  de  Derecho  constitu* 
cional  é  internacional  privado  de  la  Universidad  americana 
de  Yale,  M.  Baldwin^  es  una  sucinta  exposición  de  los  traba- 
jos hechos  en  el  sentido  de  llegar  á  la  codifícación  del  Derecho 
internacional  privado,  y  especialmente  de  las  Conferencias  de 
El  Haya  de  1893,  1894  y  1900. 

Á  propósito  del  anteproyecto  de  quiebras,  considera  conve- 
niente una  Conferencia  especial,  en  la  cual  debieran  interve- 
nir Inglaterra  y  los  Estados  Unidos. 

Ya  en  los  países  anglo  americanos  se  va  reconociendo  la 
necesidad  de  ayudar  á  los  demás  Estados  en  la  obra  de  la  co- 
dificación del  Derecho  internacional  privado.  El  Estado  de 
Massachussets  ha  adoptado  un  acuerdo  en  Febrero  de  1903  en 
el  sentido  de  que  el  Congreso  de  los  Estados  Unidos  autorice 
al  Presidente  de  la  República  para  invitar  á  los  Gobiernos  del 
mundo  á  celebrar  un  Congreso  internacional  para  decidir  so 
bre  las  cuestiones  de  interés  común  para  las  naciones. 

Esta  resolución  ha  sido  inspirada  por  la  Sociedad  america- 
na de  la  Paz. 

Guarda  esta  idea  relación  con  la  de  M.  Asser,  expuesta 
ante  el  Instituto  de  Derecho  internacional^  que  tiende  á  con- 
vertir la  Conferencia  de  La  Haya  en  un  Cuerpo  permanente,  el 
cual  debe  celebrar  sesión  cada  dos  años. 

Habla,  por  fín,  el  autor  de  la  legislación  comparada  y  del 
proyecto  de  formación  de  una  Sociedad  americana  de  Legisla- 
ción comparada  ó  de  Ciencia  política,  que  ha  surgido  de  una 
conferencia  de  publicistas  y  estudiantes  celebrada  ha  poco  en 
Washington. 

8. — Ansaldi  (Cario  Francesco):  Osseruazioni  sul  secando  ca 
jpoverso  delVarticolo  9  del  Códice  pénale  italiano.  Se  l'atutoritá 
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giadiziaria  abbia  diritto  a  sindacare  le-  prove  della  reitá  dell' 
eetradando.— Torino,  Bocea,  1908.— Un  folleto  de  58  páginas. 
9. — ANfiALDi.  DelVeseeutoria  in  Italia  delle  sentenze  síraniere 
di  divar ño. ---FUenze,  Lumachi,  1904.— Un  folleto  de  73  pá 
ginas. 

Se  trata  de  interpretar  en  el  primer  opúficulo  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  9.^  del  Código  penal  italiano,  que  dice  así:  cLa 
extradición  del  extranjero  no  puede  ser  ofrecida  ni  consentida 
sino  por  el  Gobierno  del  Rey,  de  acuerdo  con  la  Autoridad  judi» 
€ial  del  lugar  en  que  el  extranjero  se  encuentre.  La  demanda  ú 
oferta  de  extradición  no  puede  dar  lugar  al  arresto  provisional 
del  extranjero.» 

Cree  el  autor  que  la  extradición  pasiva  no  se  preFenta  como 
un  acto  puramente  administrativo,  sino  como  una  institución 
judicial  en  su  forma  y  en  su  sustancia. 

Hay  quienes  opinan  que  la  Autoridad  judicial  no  tiene  que 
preocuparse  de  las  pruebas  reunidas  contra  el  delincuente  ob 
jeto  de  la  extradición. 

£1  Sr.  Ansaldi,  de  acuerdo  con  distinguidos  tratadistas» 
opina,  por  el  contrario,  que  los  Magistrados  tienen  derecho  á 
examinar  dichas  pruebas. 

El  segundo  opúsculo  trata  de  una  de  las  más  delicadas 
cuestiones  de  Derecho  internacional  privado,  que  tocan  direc- 
tamente al  orden  público. 

Empieza  hablando  el  Sr.  Ansaldi  del  orden  público,  y  afir- 
ma con  Bartin  que  la  noción  de  orden  público  y  la  exclusión 
áe  la  ley  extranjera,  que  es  su  consecuencia,  no  es,  en  el  fon 
do,  más  que  el  residuo  continuamente  disminuido  de  la  idea 
tenaz,  según  la  cual,  los  Tribunales  de  un  país  no  pueden 
nunca  aplicar  á  la  relación  de  derecho  que  se  les  somete  más 
que  la  ley  civil  de  su  país,  porque  consideran  esta  ley,  en  su 
ignorancia  de  los  hábitos  á  que  corresponde  la  ley  civil  del 
vecino,  como  la  mejor  de  todas.  Esta  idea  es  l&  ^^^  dominaba 
exclusivamente  en  Europa  cuando  la  doq^a^x  del  conñicto  de 
las  leyes  era  desconocida.  El  progreso  J^^  ^ot>*^®^^^^  ^^  dero- 
garla cada  vez  con  más  frecuencia,  y  1»  a  coiift^A^í»^^^^  de 
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excepciones  que  ha  sufrido  no  es  otra  cosa  que  el  Derecho  iu- 
ternacional  privado  mismo.  Sus  progresos  futuros  están  liga- 
dos desde  luego  con  la  decadencia  de  la  noción  de  orden  pú- 
blico. 

£1  autor  discurre  acertadamente  sobre  ambos  temas,  ilus- 
trándolos debidamente  con  el  examen  de  las  opiniones  de  los 
más  autorizados  jurisconsultos  y  tratadistas. 

10.— D'EsTOURNBLLES  DE  CoNSTANT  (P.).  Le  mouvemení  pa- 
cifique et  le  rapprochement/ranco-anglais.  Extralt  de  La  Revue, — 
París,  1903.— Un  folleto  de  16  páginas. 

M.  D'Estournelles  de  Constant,  autor  de  muy  importantes 
publicaciones,  es  Presidente  del  grupo  del  arbitraje  de  los  di- 
putados franceses,  y  uno  de  los  apóstoles  más  caracterizados  y 
activos  del  movimiento  pacífico. 

Opina  el  autor  que,  á  pesar  de  los  escépticos,  es  poco  lo 
que  falta  que  hacer  en  este  camino.  La  idea  es  de  muchos,  de 
dentro  y  fuera  del  Parlamento,  que  no  han  de  abandonarla. 
Pueden  medirse  los  resultados  obtenidos  en  pocos  meses.  Ya 
los  ingleses,  los  franceses,  los  holandeses,  los  daneses,  los  sue- 
cos, los  noruegos,  los  italianos  y  los  españoles  comprenden  el 
beneficio,  la  necesidad  de  una  aproximación;  la  alianza  fran- 
co rusa  no  puede  ver  en  ella  una  amenaza,  aunque  los  nacio- 
nalistas se  ingenien  por  demostrarlo;  todo  lo  contrario,  pues- 
to que  nuestro  argumento  esencial  es  la  institución  del  Tribu- 
nal de  El  Haya,  debida  á  la  iniciativa  del  Czar. 

Bl  movimiento  general  ha  comenzado;  algunos  Gobiernos 
podrán  tardar  en  asociarse  á  él  y  en  procurar  animarle;  nada 
podrá  ya  detenerlo,  precisamente  porque  no  es  debido  á  un 
hombre:  porque  es  el  resultado  de  la  educación  y  del  progreso, 
y  porque  es  debido  al  hecho  de  haber  despertado  la  conciencia 
universal,  que  nadie  en  el  mundo  tendrá  el  poder  de  hundir 
de  nuevo  en  el  sueño  y  en  la  noche. 

MA^üBL  Torres  Campos, 

I'rofesor  de  la  Universidad  de  Granada. 


EL  POSITIVISMO  EN  EL  DERECHO  PENAL 


DeBcaDsa  la  escuela  positiva  del  Derecho  penal  en  una  base 
falsa,  y.  constituye  un  retroceso  en  el  movimiento  dialéctico 
en  que  se  depuran  la  naturaleza  del  delito  y  de  la  pena  y  los 
limites  de  la  justicia  punitiva. 

Exponer  los  motivos  que  tenemos  para  hacer  estas  afirma- 
dones,  es  el  objeto  de  este  estudio. 

Para  procurar  alcanzarlo  vamos  á  tratar,  bajo  los  siguientes 
epígrafes,  de  los  puntos  que  ha  de  abrazar  nuestra  labor. 

1.^    Algunas  opiniones  sobre  la  nueva  escuela. 

2.^    Su  ninguna  influencia  en  el  Derecho  positivo. 

3.®    Fatalismo  y  libre  albedrío. 

4.^    Exposición  critica  de  las  doctrinas  de  Ferri  y  Garófalo. 

6.^    Conclusiones  generales  de  la  escuela  positiva  y  su  im- 
pugnación. 

6.^    Nuestra  teoría  sobre  el  derecho  de  castigar. 


ALGUNAS    OPINIONES   SOBRE  LA    ESCUELA  POSITIVA 

DEL  DERECHO  PENAL. 

Empezaremos  por  la  nuestra,  por  ser  la  que  reviste  menos 
autoridad.  Al  tratar,  en  los  comentarios  al  Código  penal  de 
1870,  de 'las  diversas  teorías  relativas  al  origen  del  Derecho 
penal,  he  aquí  lo  que  escribimos: 

TMfO  104  U 
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Hija  del  deíerminisnio,  la  nueva  escuela  positivista  italia* 
na,  que  aspira  nada  menos  que  á  la  transformación  completa 
de  la  legislación  penal,  es  una  ruidosa  y  audaz  protesta  contra 
el  libre  albeirio  y  su  consecuencia  inmediata,  la  responsabilidad 
moral  de  los  actos  humanos,  eje  firmísimo  sobre  el  cual  viene 
girando  el  movimiento  de  la  historia  hace  más  de  veinte 
siglos. 

Hasta  nuestros  días,  las  generaciones  humanas  han  vivido 
engañadas  acerca  del  fundamentoy  los  fines  de  la  pena;  han  creí- 
do que  ésta  era  un  medio  para  hacer  reinar  la  paz,  por  medio 
de  la  justicia,  entre  las  gentes,  y  de  semejante  error  pretenden 
que  vienen  á  sacarnos  los  nuevos  apóstoles.  La  justicia,  según 
ellos,  sólo  puede  existir  en  el  cielo;  en  la  tierra  es  una  virtud 
que  deben  renunciar  á  practicar  los  Gobiernos,  ante  los  peli- 
gros de  apreciar  mal  la  multiplicidad  de  los  estímulos  que  de* 
terminan  á  obrar  á  los  hombres  delincuentes.  Hay  que  cam- 
biar de  rumbo.  Para  defender  los  intereses  sociales  ante  la  in- 
eficacia de  las  penas,  hasta  ahora  usadas,  hay  que  sustituir  el 
criterio  ético  y  abstracto  de  los  delitos  y  de  las  penas  con  un 
criterio  positivo,  basado  en  la  observación  de  los  hechos  y  en 
los  estudios  antropológicos  (1). 

[Atrás  filósofos  y  jurisconsultos!  ¡Adelante,  fisiólogos  y 
alienistas!. .• 

Para  tal  obra,  pretenden  que  es  necesario,  ante  todpi  hacer 
perder  al  derecho  penal  su  carácter  jurídico.  La  ley  criminal 
afirman  que  debe  fundarse  en  el  estudio  experimental  de  la 
actividad  anormal  de  los  hombres,  y  ese  estudio  no  puede  ha- 
cerse en  las  aulas,  sino  en  las  cárceles  y  en  los  manicomios. 

La  ciencia  punitiva,  así  entendida  y  aplicada,  no  debe  te- 
ner por  objeto  el  conocimiento  de  los  delitos  y  las  penas^  sino 
el  de  los  culpables  á  los  cuales  esas  penas  hayan  de  aplicarse; 
y  el  derecho  penal,  por  tanto,  debe  ser  y  llamarse  la  cieneia  de 
¡a  sociedad  criminaL 

0 

{ 1)     Ferri :  La  scuola  positiva  di  Diritto  crimina/e.— Siena,.  188S.      « 
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La  responsabilidad  moral,  que  es  un  principio  de  respon- 
sabilidad limitada,  debe  dejar  su  imperio  al  principio  de  la 

responsabilidad  social  absoluta,  según  el  cual,  todo  hombre  en 

'iodo  caso  es  responsable  á  la  sociedad  de  iodos  sus  actos.  La 
naturaleza  d^  la  pena,  ni  su  medida,  dentro  de  esta  teoría,'  no 
pueden  depender  de  ninguna  causa  interna,  sino  fundarse  so- 

<bre  im  criterio  positivo,  á  saber:  la  iemünlidad  del  delincuente ^ 
la  cual  ha  de  ser  determinada,  según  Ferri,  por  los  caracteres 
positivos,  tanto  del  acto  en  si  ccmsumado  por  el  delincuente, 
cuanto  por  la  categoría  antropológica  á  que  cada  justiciable 

rpertenezca  (1). 

Reduciendo  á  tres  grupos  las  causas  impulsivas  de  las  ac- 

*  clones  humanas  y  designándolas  con  los  nombres  de  factores 
antropológicos,  físicos  y  sociales,  la  escuela  positiva  entiende 
que  no  influye  ninguno  de  ellos  de  la  misma  manera  en  el 

^hombre  honrado  que  en  el  hombre  delincuewte,  ni  siquiera  en  los 
delincuentes  entre  si,  los  cuales  no  tienen  del  delito  ni  de  la 
pena  la  idea  abstracta  qué,  consultando  sólo  las  conciencias 
sanas,  han  admitido  como  postulado  los  jurisconsultos  éticos. 
cHay  seres,  como  los  delincuentes  natos,  nacidos  para  el 
mal — diceLombroso — ,  organizados  para  el  mal,  reproducción 
atávica,  no  sólo  de  los  hombres  más  salvajes,  sino  también  de 
las  bestias  más  feroces  y  carniceras...;  suprimiéndolos,  no  sólo 
-nos  salvamos  á  nosotros  mismos,  sino  que  impedimos  que  naz-. 
can  de  ellos  seres  todavía  más  malvados  y  fieros»  (2). 

En  consonancia  con  tan  despiadada  conclusión,  aquel  ilus 
tre  antropólogo — que  no  sabemos  si  haciendo  alarde  de  mo- 
destia ó  de  soberbia,  se  llama  á  sí  mismo  pobre  alienista  é  ig- 
norante de  las  cosas  jurídicas  (6) — ,  estima  »que  la  pena  de 
-muerte  es  la  única  eficaz.  Y  siguiendo  sus  huellas  Garofalo, 


(1;  Ferri:  La  scuola  positiva  di  Diritto  eriminale,  pág.  62.~rGra- 
«ófalo:  Di  un  criterio  positivo. delta  penalitá.— 'l^apoli,  1880.    / 

(2)  Appunti  al  nuovo  progetto  Códice  penale.-^Troppoptfiñto, — 
"Cap.  IL—Torino,  1888.  .     ,    > 

(5)    ídem  id,  pref .  VII. 


■I 
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p  declara  que  el  nacido  verdadero  delincuente  no  reconoce  más 

pena  que  la  de  muerte;  cuya  amenaza  es  solamente  capaz  de 
enfrenar  su  pensamiento  y  paralizar,  algunas  veces  al  menos^ 
sus  impulsos,  no  contenidos  por  el  sentido  moral  (1). 

Hasta  qué  panto  llevan  los  partidarios  de  1»  responsabili' 
dad  absoluta  la  defensa  de  ese  principio,  resulta  de  las  si'^ 
guientes  palabras  del  jurisconsulto  distinguido  cuyo  nombre 
acabamos  de  escribir:  c  Acepto— dice — todas  las  consecuengias^ 
de  mi  principio:  si  el  loco  homicida  es  real  y  perpetuamente 
peligroso  como  el  delincuente  nacido,  no  veo  ninguna  razón^ 
de  distinguir  una  y  otra  especie  enfrente  de  la  guillotina»  (2). 
A  cuyas  palabras. pone,  con  razón,  Gabelli  este  correctivo:  cAl*. 
menos,  ninguno  podrá  decir  que  la  escuela  carezca  de  novedad.. 
£nviar  al  patíbulo  á  los  locos,  en  lugar  de  custodiarlos  y  cu* 
rarlos,  es  verdaderamente  una  cosa  original.  Ella  bastaría,  por 
si  sola,  si  fuese  acogida  en  nuestros  Códigos,  para  hacerlos  cé- 
lebres» (3). 

A  las  penas  intensivas  prefieren  los  positivistas  las  extensi- 
vas. Garofalo  protesta  calurosamente  contra  la  aplicación  de 
las  penas  por  tiempo  determinado  á  los  delincuentes  habitúa 
les.  cEs  decirles— escribe — :  sabemos  que  sois  más  perversos, 
más  astutos,  más  feroces  que  antes;  mas  no  importa:  la  ley 
quiere  que  seáis  desencadenados  en  medio  de  la  sociedad  que 
tiene  tanto  miedo  de  vosotros;  obrad,  pues,  libremente;  volved* 
á  comenzar  á  robar  y  matar»  (4). 

Nosotros  no  necesitamos  detenernos  aquí  en  impugnare!: 
concepto  meramente  político  que  semejante  sistema  atribuye 
á  Ja  'pena.  No  se  encontrará  quizás  tratada  en  nuestros  comen- 
tarios una  cuestión  selecta  de  derecho  penal  e'n  que  no  resul- 
ten en  abierta  oposición  con  la  teoría,  cuyas  principales  afírma- 

(1)  Appunti,  alnuovo  Códice  pénale,—  Cap.  XVII,  pág.  168. 

(2)  Garofalo:  Criminologia, 
(8)    Vóaeé  Settimio  Piperno:  La  nouwi  settola  di  Diritto pénale  if^ 

Italiaí  SHídio  de  Scieneia  tociale^  pág.  94.— Roma,  1886. 

(4)    Garofalo:   Di  un  criterio  positivo  deüa  penalitáy  pág.  75.— 
Kspoli,  1880. 
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'Ciones  hemos  recordado»  los  principios  cardinales  que  consti^ 
tuyen  nuestro  credo  científico.  Para  nosotros,  la  responsabi^- 
lidad  moral  es  el  centro  de  gravedad  del  mundo  del  espíritu. 
Entre  el  bien  y  el  mal»  el  hombre  es  libre  para  escoger;  pero 
lo  que,  según  su  naturaleza,  no  puede  evitar  ei|  que  deje  de  so- 
nar en  su  oído  el  grito  de  su  conciencia,  aplaudiendo  la  elec 
•ción  del  bien  y  censurando  la  elección  del  mal.  La  ley  penal 
no  es  toda  la  ley  moral;  pero  en  la  ley  penal  no  puede  haber 
nada  que  no  sea  una  parte  de  la  ley  moral. 

La  mera  utilidad  política  no  servirá  nunca  para  legitimar 
la  aplicación  de  un  castigo  que  contradiga  un  principio  de 
justicia.  Si  para  vivir  sin  pánicos  ni  sobresaltos  los  hombres 
honrados,  enfrente  de  los  delincuentes  habituales  ó  nacidos, 
no  existiera  más  remedio  disciplinario  que  acaiar  con  ello», 
echando  un  velo  sobre  la  estatua  de  la  justicia  en  nombi^e  de 
un  falso  interés  general,  nosotros  renegaríamos  de  una  socie- 
dad en  la  cual  todos  los  derechos  y  toda  garantía  podría  llegar 
á  desaparecer  ante  el  ejercicio  arbitrario  de  un  magisterio  pe- 
nal sin  limites f  autorizado  para  todo  lo  que,  con  razón  ó  sin 
ella,  estimase  que  podía  ser  un  obstáculo  á  la  defensa  de  los 
intereses  sociales. 


No  menos  agria  es  la  censura  que  han  merecido  los  nuevos 
propagandistas  de  la  defensa  social  al  ilustré  jurisconsulto  ita- 
liano Julio  Crivelari  (1).  cSe  esperaba  -dice — que  la  infausta 
teoría  de  la  razón  de  Estado  fuese  definitivamente  cancelada  y 
borrada  para  siempre  de  la  menoria  de  los  vivientes;  mas,  no 
obstante,  se  intenta  hacerla  renacer  con  nombre  distinto.  Á  la 
razón  de  Estado,  que  autorizaba  las  penas  más  feroces,  se  ha 
fiustituido  la  defensa  ó  la  conservación  social,  en  cuyo  nombre 
casi  se  pide  el  verdugo  en  permanencia,  y  esto  en  nuestro 


(1)     Concetti  fundamentan  di  diritto  pénale,  libro  I,  pág.  13.— To- 
drino,  1888. 
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tiempo,  cuando  loe  oiás  selectos  iogeníoB  claman  con  insisten» 
cia  por  la  abolición  del  último  suplicio.» 

«La  sociedad  tiene  el  derecho  de  conservarse  y  de  defenderse- 
— escriben  los  apóstoles  y  repiten  los  discípulos  de  la  escuela 
poHitiva^-.  ¿Cómo  puede  llenarse  ese  tin?  Á  la  manera  anti- 
gua. Ningún  país  se  preocupaba  antes  más  que  de  su  propia 
existencia.  £sto  obligaba,  á  extrañar  al  reo,  privándole  de  todo^ 
medio  de  vivir  en  su  patria.  De  aqui  la  disyuntiva:  ó  muerte  ó 
extrañamiento.  Pero  esta  forma,  impracticable  ya,  por  la  resis- 
tencia recíproca  de  los  Estados,  seria  hoy  una  reacción  insufi- 
ciente. La  reacción,  para  ser  eficaz,  debe  privar  al  reo  no  sólo- 
de  la  patria,  sino  de  la  posidilidad  de  toda  vida  social.  La  depor- 
tación no  es  más  que  una  manera  de  destierro;  no  alcanza 
aquel  objeto  sino  cuando  el  condenado  es  transportado  á  un 
lugar  completamente  desierto.  Una  soledad  absoluta  es  incon- 
ciliable con  la  vida  del  hombre.  No  se  puede  imaginar  una 
isla  de  la  Oceanla  por  la  cual  no  pueda  pasar  una  nave.  Otro 
recurso  sería  la  reclusión  perpetua;  pero  esta  pena  deja  al  delin- 
cuente la  fuga  ó  el  perdón.  No  hay^  por  lo  tanto,  otro  medio  ab- 
soluto y  completo  de  eliminación  más  que  la  muerte.» 

»Y  como  si  esto  no  fuese  bastante,  se  afirma  que  si  la  an* 
tigüedad,  despiadadamente,  castigaba  á  los  hijos  por  las  cul- 
pas de  los  padres,  nuestra  edad,  más  civil,  debería  impedir  la 
procreación  de  los  individuos  que,  según  toda  probabilidad,, 
serán  delincuentes,  ó,  por  lo  menos,  viciosos.  No  debería  casti- 
gar á  los  hijos  de  los  delincuentes,  mas  si  impedir  que  naciesen^. 
procurando,  con  la  muerte  del  delincuente  ó  con  el  aislamien- 
to perpetuo  de  'su  seno,  una  artificial  selección,  con  la  cual  se- 
ría la  raza  mejorada. 

>|Todo  esto  en  nombre  de  la  conservación  y  de  la  defen- 
sa social!  Si  esta  teoría  estuviese  impresa  en  tablas  de  cera,, 
conservadas  hasta  nosotros,  ó  recogida  de  un  manuscrito  de  Ibm 
época  más  desenfrenada  de  la  Santa  Inquisición,  podría  ser 
considerada  como  un  parto  de  la  mente  de  Nerón,  de  Calíguia 
ó  de  Diocleciano,  ó  como  lucubración  sanguinaria  de  Pedro,  de: 
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ArbaéB  ó  de  Torquemada.  Baeno  e»  que  estemos  lejanos  de  la 
aotaación  práctica  de  los  principios  positivos;  pero  si  se  pre* 
▼iese  próximo  su  triunfo,  yo  me  eliminaría  espontáneamente 
de  la  sociedad  en  que  fuesen  implantados,  condenándome  á 
destierro  voluntario.  > 


• 


No  llegará,  por  fortuna,  ese  día.  Á  las  predicaciones  jurídi- 
cas de  los  discípulos  de  Lombroso  no  está  reservado,  en  el  mo- 
vimiento de  las  ideas,  más  valor  que  el  que  han  tenido  en  la 
historia  las  herejías  en  sus  luchas  contra  el  dogma  y  los  gran- 
des errores,  en  sn  contienda  con  las  grandes  verdades  recogi- 
das por  los  pueblos. 

cDentro  de  cincuenta  años — un  distinguido  publicista  fran- 
cés ha  dicho  (1) — ,  las  teorías  de  Lombroso  habrán  desapare- 
cido, sin  dejar  vestigios;  entonces  el  historiador  les  hará  jus- 
ticia, y  les  reconocerá,  cuando  menos,  un  mérito:  el  de  haber 
provocado  numerosas  discusiones,  haber  removido  las  ideas  y 
hecho  surgir  contradicciones,  y,  por  último,  el  haber  atraído 
vivamente  la  atención  sobre  cuestiones  de  una  gran  importan- 
cia social...  Bl  criminal  nato  existe  realmente;  pero  Lombro 
■o  lo  ha  deñnido  de  una  manera  muy  deficiente,  y,  como  con- 
iecaencia  de  ello,  lo  supone  más  frecuente  de  lo  que  es  en  rea- 
lidad. Lombroso  no  es  una  medianía;  el  error  toma  en  él  pro- 
porciones enormes:  se  engaña  de  una  manera  consistente  y 
deliberada;  una  vez,  entrando  en  una  vía,  va  derecho  por  ella, 
y  no  se  detiene  por  nada;  va  con  todas  sns  consecuencias;  tie- 
ne el  valor  de  su  propia  necedad.  Tanta  obstinación,  semejan- 
te ceguedad,  desconcierta  á  cualquiera.  Se  pasaría  por  su  lado 
sin  detenerse;  no  se  tomaría  uno  el  trabajo  de  combatir  sus 
teorías,  si  no  fuese  porque  la  parte  más  despreciable  de  núes- 


(i)    M.  Jacqaes  Menit,  El  fenómeno  Lombrom),  traducción  de  Don 
Pedro  Heredia.—iSevMto  de  Extremadura^  t.  II,  pág.  404. 
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tra  sociedad  se  ha  apoderado  de  ellas,  y  trata  de  convertirlas 
en  instrumento  de  reacción.» 


«  * 


Más  duro  es  aún  el  juicio  de  un  ilustre  profesor  de  la  Uni- 
versidad de  Cátania,  de  Mario  de  Muro:  cNo  es  raro — escribe — 
en  la  historia  de  las  ciencias  el  fenómeno  que  antiguos  y  ane- 
jos errores  sean  renovados  con  forma  nueva  ó  bajo  aspectos 
antes  no  vistos  en  el  campo  de  la  pública  discusión,  por  algún 
ingenio  audaz  y  batallador,  deseoso  de  darse  aires  dé  innova- 
dor á  toda  costa,  seguro  de  tener  de  cualquier  modo  que  sea 
prosélitos  y  alguna  fama.  ¿No>se  hizo  inmortal  Bróstrato  con 
el  incendio  del  famoso  templo  de  Diana  en  Efeso? 

>Así  ha  sucedido  recientemente  en  el  campo  del  Derecho 
penal.  Una  cuestión  vieja,  y  aun  puede  decirse  agotada,  la  del 
fatalismo  del  delito,  ha  tenido  el  alto  honor  de  volver  nueva- 
mente á  la  vida  desde  los  cenagosos  fondos  donde  yacía,  des- 
figurada con  frases  altisonantes  y  artificiosos  y  estudiados  ra- 
zonamientos. La  perniciosa  doctrina  (cosa  muy  fácil  en  los 
tiempos  modernos)  se  ha  hecho  poco  á  poco  camino,  hasta  pe- 
netrar en  las  sagradas  aulas  de  las  Universidades  y  tener  re- 
presentantes en  estos  grandes  centros  del  humano  saber.  Des- 
de aquí  intenta  pasar  á  los  escaños  de  los  Parlamentos  é  im- 
ponerse en  la  legislación . 

>Es  conveniente,  por  tanto,  antes  que  el  mal  arraigue  y  se 
propague  ulteriormente,  que  nosotros,  modestos  operarios  del 
pensamiento  en  el  laboratorio  de  las  ciencias,  cojamos  nues- 
tras armas  y  tomemos  parte  en  el  combate,  tanto  más,  cuanto 
que  los  adversarios  no  se  están  con  las  manos  cruzadas,  sino 
que  entran  á  la  carga  todos  los  días.  No  es  por  esto  que  la  pa 
tria  esté  en  peligro,  como  si  el  enemigo  estuviese  á  las  puertas 
de  Roma;  pero  sí  es  necesario  que  la  opinión  pública  no  sea 
por  más  tiempo  engañada,  mixtificada  y  falseada,  y  que  aque- 
lla corriente  de  materialismo  no  ensucie  más  las  plácidas  y 
serenas  playas  de  la  ciencia. 
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>Si  68  verdad  que  con  el  nombre  de  eBCuela  no  se  entiende 
otra  cosa,  y  asi  debe  ser,  sino  on  conjunto  ó  cuerpo  de  los  que 
laboran  con  los  mismos  principios  y  con  el  mismo  estilo,  pa- 
rece evidente  que  tal  nombre  no  pueda  convenir  á  los  repre- 
aentantes  del  positivismo,  ya  por  la  escasa  minoría  en  que  se 
hallan — así  como  una  flor  no  hace  primavera,  así  pocos  estu* 
diosos  no  forman  una  escuela — ,  ya  porque,  además  de  ser  po 
eos.  están  la  mayor  parte  discordes  y  divergentes  en  muchos 
puntos  fundamentales  del  sistema  seguido  y  defendido. 

»La  negación  del  libre  arbitrio  es  indudablemente  el  non 
plus  ultra  del  humano  frenesí...  Del  principio  qae  no  existe 
libre  arbitrio  y  que  el  delito  es  un  acontecimiento  iifioeaaiio  y 
fatal,  se  ha  deducido...  la  afirmación  de*  la  responsabilidad 
social,  sin  la  imputabilidad  moral...  Negada  la  imputabilidad 
moral,  la  justicia  punitiva  quedaría  reducida  á  una  lucha  en 
tre  la  sociedad  y  el  delincuente,  semejante  del  todo  á  aquélla  ^ 
como  dice  bien  Pessina,  que  se  traba  en  una  selva  entre  el 
hombre  y  una  fiera...  Negada  la  imputabilidad  moral  y  reba- 
jado el  hombre,  por  tanto,  á  la  condición  del  bruto,  yo  no  sa 
bría  por  qué  no  se  deberla  castigar  á  cualquier  animal  que 
hubiese'ocasionado  una  herida  ó  la  muerte  de  un  hombre.  £1 
hecho  no  sería  nuevo.  Bn  los  tiempos  bárbaros  del  derecho 
penal,  los  castigos  de  los  animales  culpables  de  ofensas  contra 
las  personas  estaban  á  la  orden  del  día. 

>{He  aquí  lo  que  se  tiene  el  valor  de  llamar  progreso,  y 
todavía  más,  regeneración  de  la  acción  penall»  (1). 


«  * 


Otro  publicista  italiano  de  merecido  renombre,  catedrático 
de  Derecho  penal  en  la  Universidad  de  Pavía,  Antonio  Bucee 
Uati,  ha  formulado  del  siguiente  modo  sus  conclusiones  reía- 
iivas  á  la  propaganda  jurídica  positivista: 


(1)    Mario  de  Muro:  Sul  moderno  materialkmo  in  Diritto  penaU^ 
págs.  11  á  28. 
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cDel  estadio  hecho  de  las  varias  teorías  con  especial  reía» 
ción  á  las  doctrinas  de  la  nueva  escuela,  es  fácil  de  ver  coma 
ésta,  renegando  de  toda  tradición  científica,  no  favorece  el 
progreso  de  nuestra  ciencia,  sino  que  tiende  á  destruirla.  Pero 
¿cómo  esta  nueva  demoledora  escuela  ha  podido  encontrar 
fervorosos  secuaces,  especialmente  en  Italia?  Creo  que  esto  se 
debe  atribuir  al  desprecio  de  las  ciencias  morales  y  al  escep- 
ticismo que  fatalmente  nos  apesta.  Hubo  un  atrevido  innova- 
dor que  usufructuó  esta  desgraciada  condición  de  nuestros  es- 
tudios, y  divorciado  de  la  filosofía,  pensó  en  restaurar  nuestra 
cien<jia  con  los  materiales  de  la  disciplina  módica.  8e  estima 
como  un  progreso  iseguir  la  nueva  bandera,  la  cual,  desvián- 
dose del  antiguo  patrimonio  científico,  cuya  adquisición  exige 
larga  fatiga,  brindaba  un  éxito  fácil  y  resplandeciente  por  la 
novedad.  De  aquí  que  fuese  natural,  por  tanto,  que  el  joven 
quedase  subyugado  por  la  apariencia  del  genio,  y  también  qoe 
á  ella  se  rindiera  el  hombre  maduro  ó  nulo,  que  de  vanas  fra- 
ses ahito,  sin  convencimiento  de  ninguna  clase,  repite  indife- 
rentemente el  último  salmo  de  la  plaza,  ya  sea  á  Cristo  ó  al 
diablo;  ó  el  Magistrado  que  temeroso,  ante  todo,  de  aparecer 
retrógrado,  fácil  de  adaptarse  á  las  circunstancias,  canta  him- 
nos á  la  moda...  Con  esta  compañía,  la  turba  juvenil  adquirid 
importancia,  proclamando  estruendosamente  la  renovación  de 
nuestra  ciencia.  Nosotros,  sin  embargo,  estamos  convencidos 
de  que  son  estrellas  decadentes  que  sólo  tienen  la  apariencia 
di9l  genio.  Bl  verdadero  genio  no  se  impone  violentamente  á 
la  ciencia,  sino  que  procediendo  modestamente,  con  concien- 
cia de  su  virtud,  recoge  fielmente  en  sí  mismo  la  síntesis  de 
las  ideas  dominantes,  y  de  ellas  naturalmente  deriva  nueva 
luz  para  el  saber  humano.  Así  hicieron  Ghilileo  y  Volta  en  las 
ciencias  físicas,  Rossini  en  la  música,  Manzoni  en  las  le- 
trast  (1). 


(1)    Dott.  Antonio  Baccellati:  lUUuzioni  di  Diritto  é  proeednnra 
pénale^  págs.  101  y  102. 


? 
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Gon  menoB  asperesas  en  la  forma,  pero  coa  no  menos  ener- 
gía en  el  fondo,  el  meritisimo  jarisconsulto,  Profesor  de  la 
Universidad  de  Turin,  Emilio  firusea,  Umbién  protesta  contra 
la  escuela  positivista  de  Derecho  penal.  He  aquí  sos  palabras: 
fEl  nuevo  positivismo,  á  mis  ojos,  ha  iücurrido  en  un  des- 
acierto grave,  que  resume  todos  los  menores  que  el  análisis 
descubre,  y  que  he  procurado  revelar  examinando  sus  proposi- 
ciones en  el  campo  de  la  justicia  punitiva.  Sse  desacierto  con- 
siste en  haber  desconfiado  demasiado  de  la  fuerza  inherente  de 
los  factores  individuales;  de  haberlos,  además,  frecuentemente 
negado,  menos  veces  de  palabra  que  en  los  hechos,  suponiendo 
que  los  caracteres  individuales  son  un  producto  exclusivo  de  la 
solidaridad  natural  y  social.  En  último  extremo,  yo  no  les  im- 
puto sino  una  usurpación  sobre  lo  desconocido,,  ó,  si  se  quiere, 
un  ejercicio  arbitrario  de  sus  supuestos  de  Derecho...  Hadada 
á  luz  muchos  temas  reformistas  ó  revolucionarios.  Todos,  si  na 
me  equivoco,  obedecen  al  mismo  error,  que  es  la  reducción  ar- 
bitraria de  los  factores  individuales  de  los  actos  á  la  ley  exclu- 
siva de  la  solidaridad.  Esto  lo  vemos  en  las  exageradas  induc- 
ciones de  la  cifra  estadística  de  la  criminalidad,  en  los  esfuer- 
zos para  suprimir,  en  los  procedimientos  criminales  judiciales^ 
garantías  de  legalidad  y  de  libertad  civil;  esto  lo  vemos  en  la 
doble  sustitución,  que  todos  conocep:  1.^,  la  sustitución  de  la 
temibilidad  del  hombre  al  crimen  moralmente  imputable  que 
éste  hubiese  realmente  intentado  ó  consumado;  2/^,  la  sustitu- 
ción de  la  selección  artificial  al  castigo  reprobador  del  hecho 
malo. 

>La  idea  de  justicia,  del  bien  y  del  mal  moral,  del  mérito  ó 
demérito,  de  lo  justo  y  de  lo  injusto,  de  lo  verdadero  y  de  lo 
&lso,  permanece,  siempre  en  el  fondo  de  las  variedades  más 
diversas  y  entre  las  más  distantee  y  opuestas.  ¿Es  esto  ilusión? 
¿Es  ULa  poesía?  Para  demostrarlo  seria  necesario  resolver,  no 
el  problema  de  la  ley  social,  penal  ó  civil,  sino  el  problema 
mismo  del  hombre  en.,el  mun.do.  Sin  contar  que  debe  estimar- 
se arbitrario  el  reducir  las  categorías  .de  la  justicia  á  la^de  la 
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Utilidad,  ó  absorber  la  juBticia  en  la  abstracción  de  lo  inconce- 
bible ó  de  lo  inconsciente,  puesto  al  servicio  de  una  doctrina 
evolucionista. 

»Saelen  los  atrevidos  campeones  del  nuevo  positivismo 
presentar  del  modo  más  vigoroso  la  impotencia  del  viejo  De- 
recho penal,  indicando  que  para  su  completo  desarrollo,  oon 
una  ligera  mudanza  en  la  opinión  científica,' de  una  disciplina 
auxiliadora,  bastaría  por  sí  sola  á  producir  femejante  revolu 
ción.  ¿Pero  no  es  ésta  la  mayor  de  las  ilusiones  de  que  es  vic- 
tima una  doctrina  que,  experimental  en  los  medios  de  que  se 
sirve,  osa  elevar  á  la  altura  de  la  ley  absoluta  y  universal  la 
invariable  formación  de  los  caracteres  físio-psicos? 

»Se  excluye,  como  una  ilusión  metafísica,  la  libertad  de 
querer  y  la  responsabilidad  moral;  se  califica  la  idea  de  justi- 
cia  moral  como  llena  de  contradicciones,  de  absurdos  prácti- 
<;os  ó  de  injusticias  sociales,  y  todo  esto  pera  llegar  á  satisfa- 
cer la  exigencia  de  una  defensa  pública,  dirigida  por  el  solo 
concepto  de  una  defensa  practicada  mediante  la  adaptación  de 
los  peligrosos  y  temibles  á  las  condiciones  del  ambiente.  Y 
para  esta  actuación  todo  se  concede,  nada  es  obstáculo,  ni  me- 
nos el  desterrado  arbitrio  del  Juez,  elevado  ahora  á  una  esfera 
ultra  humana,  á  una  casi  infalibilidad. 

>E1  nuevo  positivismo  contrapone  á  la  noción  del  delito, 
como  lesión  del  Derecho,  la  de  la  sensibilidad  del  hombre,  reo 
ó  sospechoso  de  delito.  Las  consecuencias  de  esta  nueva  posi  * 
ción  de  los  pensadores  y  reformistas  son  de  tal  amplitud  y 
^avedad,  que  no  se  podrían  presumir  ni  calcular  todas  ellas 
sin  caer  en  una  especie  de  petulancia. 

iPara  resumir  todas  las  deducciones  en  una  conclusión 
sencilla  que  pueda  ser  bastante  inteligible,  bien  que  anticipa, 
da,  esa  conclusión  se  puede  formular  desde  ahora  así:  |a  susti 
tución  de  la  temibilidad  sujestiva  del  reato,  considerado  caal 
ofensa  al  principio  objetivo,  moral  y  jurídico,  no  sólo  implica 
un  cálculo  de  futuros  posibles,  mucho  menos  seguro  relativo 
^1  delito  cometido,  sino  que  supone  además  una  conciencia 


; 
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piüblica  de  hecho  transformada  ó  reconstruida,  con  seintimien- 
tos,  pasiones,  afecciones,  hábitos  é  intereses  que  la  historia 
estimula  á  considerar  como  contrarios  á  los  de  una  conciencia 
pública  progresiva»  (1). 


« 


El  juicio  del  ilustre  Mancini  también  ha  sido  adverso  á  loa 
patrocinadores  del  poBÍtivismo  penal.  cEntre  los  peligros  de  la 
nueva  escuela— ha  dicho— es  uno  generalizar  demasiado  cier- 
tos hechos  singulares  y  raros,  y  exagerar  su  teoría  de  un  modo 
que  reduce  al  hombre  á  una  simple  máquina  movida  por  ins- 
tintos más  ó  menos  brutales;  excluir  el  elemento  moral;  ex- 
plicar físicamente  los  fenómenos  que  hasta  ahora  la  filosofía 
derivaba  del  espíritu;  considerar  á  los  delincuentes  en  sus  es- 
pecies más  feroces,  como  otros  tantos  enfermos  por  degenera- 
da  organización  física,  ó  por  un  estado  psico  anormal  transito- 
rio ó  permanente,  y  renegar  del  mayor  don  (la  libertad)  que 
Dios  ha  dado  al  hombre»  (2). 


• 


Bl  gran  maestro,  el  eximio  Carrara,  cuyo  cumplido  elogio 
ha  hecho  el  mismo  Ferri — al  confesar  que  en  Italia,  después  de 
Garmignani  y  Carrara,  la  ciencia  de  la  criminalidad  ha  hecho 
bien  poco — ,  ha  lanzado  su  autorizado  anatema  contra  los 
apóstoles  de  la  reforma. 

Después  de  recordar  las  tres  fórmulas  de  proporción  penal 
señaladas  por  Aristóteles,  Puffendorff  y  Garmignani,  la  arit' 
mética^  la  geométrica,  y  la  armónica^  de  fijar  el  sentido  de  cada 
una  de  ellas  y  de  hacer  el  contraste  entre  la  aritmética,  que 
busca  las  proporciones  relacionando  la  cuantía  de  la  pena  con 
el  criterio  del  delito  como  entidad  jurídica,  y  la  geométrica  que 

(1)  Emilio  Brasta,  8ul  nuovo  pontiviemo  nelUt  giustizia  pénale. — 
IntrodDzione,  XXII  y  XXIII;  parte  seconde,  XLIÍ  XLVII  LIV. 

(2)  Paoli,  Eepoeigione  tíoriea  y  científica  dei  lavori  de  preparazione 
éi  Códice  pénate  ifaítano.— Relazione  ManclDÍ,  pág.  159. 
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por  el  contrario  subordina  el  criterio  de  la  cuantidad  del  delito 
al  de  las  condiciones  de  la  persona  del  delincuente,  eoaite 
acerca  de  los  propagandistas  de  la  que  ellos  llaman  nueva 
ciencia  penal  el  siguiente  juicio. 

<A  la  proporción  geométrica  se  intentó  volver  por  canaino 
indirecto  (con  el  acostumbrado  juego  de  enmascarar  las  ideas 
Viejas  con  fórmulas  nuevas)  por  algunos  eriminalistas  contem- 
poráneos, cuyos  esfuerzos,  en  verdad,  pueden  ser  laudables  y 
grande  su  erudición,  pero  que  ciertamente  son  demasiado  di 
sonantes  con  los  principios  de  la  ciencia  criminal  universal- 
mente  recibidos,  por  lo  que  pueden  mirarse  sus  ideas  como 

teorías  demoledoras  de  la  ciencia  contemporánea Algunos, 

negando  la  libertad  en  el  hombre  de  elegir,  vienen  enseñando 
que  la  norma  de  la  pena  no  es  la  imputabilidad  del  agente, 
8Íno  sola  la  defensa  social,  que  es  lo  mismo  que  decir  la  utili 
^ad;  principio  absolutamente  inaceptable,  porque  destierra 
toda  idea,  de  justicia;  no  siendo  posible  atribuir  un  sentido  ra- 
cional á  la  fórmula,  defensa  social,  sino  en  cuanto  se  compe- 
netra cou  la  tutela  jurídica,  esto  es,  con  la  defensa  de  los  de- 
rechos de  los  coasociados,  que  es  la  sola  razón  de  ser  de  la  Au 
toridad  social;  otros  aceptan  como  criterio  graduador  de  la 
pena  la  temibílidad  mayor  ó  menor  del  delincuente;  pero  esto 
no  es  más  que  una  transformación  artificiosa  de  la  vieja  fór- 
mula de  la  fuerza  moral  objetiva  del  delito,  ó  pea  de  la  alarma 
mayor  que  por  su  forma  producen  ciertos  crímenes.  La  tend- 
hilidad,  que  nace  de  la  forma  del  delito,  aumenta  la  fuerza 
constitutiva  de  cualquier  individuo  que  haya  cometido-ese  de- 
lito, y  toda  la  teoría  de  las  agravantes  se  funda  sobre  ese  prin- 
cipio  enseñado  por  todos  y  por  ninguno  combatido. 

»Pero  la  mayor  temibilidad  derivada  de  la  persona  ó  de  las 
condiciones  del  delincuente,  no  se  sabe,  en  verdad,  de  qué 
criterio  pueda  deducirse,  y  conduce  á  la  consecuencia  absurda 
que  el  ladrón  que  se  enriquece  con  un  hurto  considerable,  debe 
ser  castigado  menos,  siendo  probable  que  no  vuelva  á  robar; 
^n  tanto  que  debiera  castigarse  más  al  ladrón  pobre,  que  ha*> 
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biendo  robado  poco,  queda  siempre  en  el  ambiente  de  la  ne<^ 
cesidad  y  ofrece  mayor  probabilidad  de  que  vuelva  á  robar,  y 
sea»  por  tanto»  m&s  temible. 

«Respecto  á  la  reincidencia,  por  la  que  debe  aumentarse  la 
pena,  es  doctrina  antigua  comunmente  aceptada,  porque  con 
ella  la  fuerza  moral  objetiva  del  delito  aumenta  y  disminuye  la 
fuerza  objetiva  moral  de  la  pena.  Pero  esto  es  un  caso  excep- 
cional que  no  autoriza  para  constituir  la  regla  general  de 
que  debe  guardar  proporción  la  pena  con  las  condiciones  per- 
sonales del  delincuente La  temibilidad  del  que  delinque 

por  la  primera  vez,  ó  nace  de  la  forma  del  delito  y  entra  en 
loe  cálculos  de  la  proporción  aritmética,  ó  es  una  adivinación 
de  la  cual  es  imposible  presentar  una  razón  persuasiva. 

•Otros  han  invocado  el  atavismo,  ó  sea  la  descendencia  de 
padres  delincuentes.  Esta  accidentalidad  del  delincuente,  si  se 
quiere  tomar  en  cuenta  como  atenuación  (lo  que  yo  estimo 
demasiado  problemático),  entra  también  en  el  cálculo  aritmé- 
tico,  disminuyendo  la  fuerza  moral  sujestiva  del  delito.  Mas  si 
se  quiere  que  sirva  como  cálculo  de  mayor  temibilidad,  no  es 
más  que  una  enmascarada  reproducción  de  la  cruelísima  y  exe 
erada  constitución  quisquís— JFV¿it  vero  ^us  quihus  vitam Impera- 
toria speciali  UnitaU  coheedimus,  in  quihus patemi  hocest  cr edita- 
rii  criminis  exempla  meíuuniur,  a  materna  vel  avita,  omnium  eüam 
proximorum  hereditaie  hábeantur  alieni;  textamentis  extraneorum 
nihil  capiant;  sini  perpetuo  egentes  et  pauperea^  infamia  eó3  pater- 
na semper  comitetur^  ad  nullos  prarsus  honores  perveniant;  sint 
postremo  tales  ut  his  perpetua  géstate  sordenHbus^  sit  et  mors  sO' 
latium,  et  vita  supplicium. 

>He  aquí  una  nueva  prueba  de  la  fortuna  de  las  palabras. 
Los  preceptos  que  la  civilización  actual  creía  haber  perpetua- 
mente ))rescrito,  como  la  herencia  en  la  delincuencia,  sur 
gen  cambiados  con  la  fórmula  del  atavismo,  y  parece  haber 

Creado  una  nueva  doctrina Concedo  que  mucho  hay  que 

reformar  sobre  la  aplicación  práctica  de  las  penas  para  con- 
vertirlas de  un  lado  en  más  correccionales,  en  otro  más  per* 
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suafiivafi,  y  para  más  realzar  ]a  opinión  de  la  seguridad  en  lo» 
ciudadanos.  Elogiaré  siempre  todos  los  estudios  que  ^e  hagan 
para  lograr  ese  fin,  en  cuyo  asunto  hay  tochvia  mucho  que 
mejorar.  Pero  no  podré  jamás  adaptarme  á  aceptar  como  me- 
dida de  la  pena  la  proporción  geométrica,  aun  disfrazada  bajo 
la  especiosa  fórmula  de  temibilidad,  de  atavismo,  d^  amhientey 
de  tendencia  y  de  otros  semejantes  romanticismos  modernos. 
Tengo  por  inconcuso  el  principio  de  que  la  pena  no  puede  te- 
ner eficacia  ¿orreccional,  y  no  sirve  á  ninguno  de  sus  fines  si 
no  es  cierta.  Mas  lá  certe^  de  la  pena  no  podrá  jamás  obte- 
nerse si  la  responsabilidad  del  delincuente  se  quiere  subordi- 
nar á  ciertas  innovaciones  modernas,  perturbadoras .  muchas 
veces  de  las  conciencias  de  los  jurados»  (1). 

*  ♦ 

No  añadiremos  á  los  mencionados  otros  análogos  juicios. 
Aquéllos  bastan  para  demostrar  lo  que  nos  hemos  propuesta 
en  primer  término,  que  los  jurisconsultos  que  han  sabido  po- 
ner  á  Italia  al  frente  del  movimiento  científico  y  legislativo 
del  Derecho  penal  en  Europa  y  América,  rechazan  el  funda- 
mento y  la  tendencia  del  reformismo  po^^itivista. 

Para  ellos  esa  doctrina  es  la  resurrección  de  la  razón  de 

r 

Estado  con  el  verdugo  en  funciones  frecuentes  de  eliminación; 
es  una  audaz  negación  del  derecho  natural  respecto  de  unos  se- 
res á  quien  sin  razón  se  considera  sólo  con  capacidad  de  po- 
crear  hombres  terribles,  perversos  y  feroces;  es  la  apología  del 
fatalismo  y  un  anatema  contra  el  libre  albedrío,  último  límite 
del  delirio;  es  la  responsabilidad  social  sin  la  responsabilidad 
moral,  la  degradación  del  hombre  á  la  condición  del  bruto;  es 
la  renuncia  á  la  herencia  del  saber  tradicional,  caudal  «acumu- 
lado por  treinta  siglos  de  esfuerzos  civilizadores;  es  la  aspira* 
ción  dislocada  de  someter  el  espíritu  á  la  materia,  mediante 

(1)     Garrara:   JUmiscenze  di  Cattedra  e  Foro^  páginas  85  89. — 
Lacea,  1888. 
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la  subordÍDación  de  los  caracteres  individuales  psíquicos  á  lo 
que  constituye  la  solidaridad  física  de  las  generaciones;  es  la 
mutilación  del  hombre  realizada  por  el  desprecio  de  la  más 
hermosa  parte  de  su  ser,  de  aquella  que  con  sublimes  impera 
tivos  óticos  le  hace  distinguir  lo  bueno  de  lo  malo,  lo  verda- 
dero de  lo  falso,  la  belleza  de  la  deformidad;  es,  en  suma,  la 
absurda  pretensión  de  arrancar  el  Derecho  penal  del  cuadro 
de  las  ciencias  morales  y  políticas  para  llevarlo  al  de  las  cien- 
cias naturales,  sustituyendo  al  estudio  [de  las  responsabilida- 
des inherentes  del  acto  criminoao  una  arbitraria  clasificación 
zoológica  de  los  hombres  delincuentes,  según  su  supuesta  ma- 
yor ó  menor  temibilidad. 

lEl  salus  fopuli^  en  circunstancias  extraordinarias,  ha  ^ido 
eficaz  protección  de  instituciones  y  pueblos  amenazados  de 
grandes  catástrofes,  y  podrá  volverá  serlo;  pero  como  procedí- 
iQÍento  ordinario  de  represión,  graduando  sus  sanciones  sólo 
por  la  intensidad  del  pánico  que  en  los  Poderes  públicos  in- 
funda la  mayor  ó  menor  temioilidad  de  los  delincuentes,  ha 
merecido  siempre  y  seguirá  mereciendo  la  reprobación  de  to- 
dos loa  pueblos  cultos,  pudiendo  sus  excesos  llegar  hasta  el 
extremo  de  constituir  una  especie  de  vesania  social,  contra 
cuyos  furores  sería  lícito  pedir  la  aplicación  de  una  camisa  de 
fuerza  para  defensa  del  derecho,  de  la  justicia,  de  la  ciencia  y 
de  la  dignidad  humana. 

Alejandro  Ghoizard. 
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SOBRE  L\  FORMACIÓN  DEL  PERSONAL  PENITENCIARIO 


El  moderno  concepto  de  la  pena  como  tutela,  debida  á  ua 
eér  necesitado  de  ella,  se  va  abriendo  camino  de  un  modo  len 
to  y  fatigoso. 

Siempre  que  los  espíritus  innovadores  han  propuesto  en 
publicaciones  y  Congresos  la  adopción  de  algunas  de  las  insti- 
tuciones que  se  derivan  de  la  nueva  concepción  penal,  como  el 
efecto  de  la  causa,  se  han  promovido  grandes  discusiones»  en 
las  que  han  defendido  el  siaíu  quo  penal  no  sólo  los  juristas 
clásicos,  sino  también  joh  maravilla!  aquellos  que  admiten 
muchos  de  los  principios  en  que  se  fundamentan  las  modernas 
teorías  positivistas  y  correccionalistas. 

La  posición  de  los  juristas  clásicos  nada  tiene  de  extraña; 
por  lo  menos,  es  lógica;  la  de  los  segundos,  aunque  parece  no 
tener  razón  de  ser,  sin  embargo  se  explica  por  dos  considera- 
ciones: una,  es  lo  fuertemente  arraigadas  que  aun  están  en  los 
penalistas  las  antiguas  ideas;  otra,  que  muchos  de  los  pensa- 
dores que  blasonan  de  modernos  no  se  han  parado  á  relacionar 
loe  principios  nuevos  que  conocen  con  el  resto  del  si;atema, 
sino  que  se  han  limitado,  como  dice  Dorado,  á  cencajar  los 
resultados  de  la  moderna  experiencia  en  el  cuadro  general  de 
los  sistemas  antiguos». 

Esta  hostilidad  á  las  modernas  ideas  se  manifiesta  no  sólo 
en  una  gran  cantidad  de  conceptos  erróneos  en  las  cuestiones 
referentes  á  las  fuentes  del  derecho  penal,  á  la  ignorancia  de 
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la  ley,  etc.  (1),  sino  que  aparece  con  la  misma  fuerza  en  otras, 
«como  en  la  adopción  del  sistema  de  las  sentencias  indetermi* 
nadas,  en  la  aplicación  en  Europa  de  los  principios  de  los  re- 
formatorios americanos,  etc.  (2). 

Si  del  examen  de  las  teorías  sostenidas  por  los  científicos 
pasamos  al  del  espíritu  que  anima  los  sistemas  penales,  se  ve 
•cuan  largo  es  aun  el  camino  por  andar.  cLa  tendencia  de 
nuestro  sistema  penitenciario  es  más  bien  intimidar  que  refor* 
mar»,  dice  en  su  rapport  al  Congreso  de  Bruselas  el  Dr.  Simón 
"Van  Der  Aa,  Inspector  jefe  de  la  administración  penitenciaria 
de  Holanda,  uno  de  los  países  donde  han  arraigado  con  más 
i^aerza  las  nuevas  concepciones  penales. 

Oigamos  al  rapporieur  de  otro  país  donde  las  modernas 
ideas  también  están  sumamente  extendidas,  el  Dr.  Buggles- 
•Brise,  Jefe  de  la  administración  penitenciaria  inglesa.  cEl 
principio  del  sistema  inglés— dice— es  inspirar  un  miedo  sa* 
dudable  por  una  disciplina  exacta,  pero  no  rigorosa»;  es  decir, 
•el  fin  principa]  es  la  intimidación  del  delincuente;  y  añade: 
^Inculcar  hábitos  de  obediencia  y  de  orden,  y  al  mismo  tiem* 

.   (1)    Dorado,  en  sus  Problemas  de  derecho  penal,  trata  esta  cuestión 
magistral  mente. 

(2)  £a  el  Congreso  Penitenciario  internacional  celebrado  en  Brn- 
selas  en  Agosto  de  1900,  se  libró  ruda  batalla  entre  loe  penalistas 
americanos  y  los  europeos.  Los  primeros  expnsieron  la  organisación 
«de  craui  reformatorios,  los  notables  resultados  obtenidos,  la  aplica- 
ción de  las  sentencias  indeterminadas  como  elemento  imprescindi- 
ble en  el  sistema  del  reformatorio;  mss  fueron  inútiles  sns  esfaer- 
jsos:  las  conclnsiones  votadas  faeron  desfavorables  á  las  sentencias 
indeterminadas.  Respecto  de  los  reformatorios,  se  adoptó  la  si- 
-gaienle  resolución:  cLa  segunda  sección,  aun  teniendo  en  s^ran 
consideración  la  organización  de  los  c Reformatorios»  de  los  Esta- 
dos Unidos  de  América,  estima  qne  los  resultados  conocidos  basta 
•el  día  no  pueden  juzgarse  suficientes  para  motivar,  sin  un  estudio 
•más  profundo,  la  adopción  de  esta  organización  en  los  países  de 
Ecropa. 

>La  segunda  sección  desea  ver  al  Gobierno  de  los  'Estados  Uai- 
•dos  de  América  comunicar  permanentemente  á  la  Comisión  peni- 
tenciaria internacional  todos  los  documentos  capaces  de  poner  al 
próximo  Congreso  en  condiciones  de  emitir  un  voto  sólidamente 
innáBúo.i^Aetes  du  Congres  Penitentiaire  International  de  BruxeUei 
(Acúty  1900)»—Pro€hi'Verbaux  de  séances,  vol.  1. 
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po  reformar  por  el  trabajo,  la  educación  y  el  ministeírio  de  Is^ 
religión>.  Lo  que  es  lo  mismo  que  decir:  nosotros  nos  propo- 
nemos, ante  todo,  atemorizar  al  delincuente  por  medio  de  la 
pena,  y  dentro  de  este  sistema,  en  lo  que  quepa,  y  cabe  muy 
poco  ó  nada,  su  corrección.  Como  se  ve,  la  reforma  queda  re- 
legada á  segundo  término. 

£1  sistema  penitenciario  francés  seguramente  tampoco  se 
propone  la  corrección  de  los  penados,  pues  la  alta  cifra  alcan- 
zada por  la  reincidencia  demuestra  que  los  presos  salen  poca 
mejorados  de  los  establecimientos  penales.  En  efecto,  un  70 
por  100  de  los  liberados  vuelven  á  ingresar  por  reincidentes. 

Pero  esto  no  obstante,  no  hay  duda  de  que  la  nueva  con- 
cepción de  la  pena  se  abre  camino;  sus  pasos  son  lentos,  pero» 
seguios. 

Mas  ó  menost  el  fin  correccional  informa  el  tratamlenta 
penitenciario  en  varios  países,  y  asi  lo  han  declarado  los  rap" 
parteurs  en  el  Congreso  de  Bruselas.  El  de  Hungría,  v.  gr.,  dice 
que  se  atiende  más  á  la  corrección  que  á  la  represión  (1);  el  de 
Bélgica:  el  fín  de  la  pena  es  mejorar  hasta  donde  sea  posible 
al  delincuente  (2);  el  de  Badén:  el  objeto  que  se  propone  la 
pena  es  corregir  y  mantener  el  orden  (8);  el  danés:  el  fin  pro» 
puesto  es  la  reforma  del  detenido  (4). 


(1)  Bapport  mr  les  mouvements  de  reforme  du  sqptime  pénitentiaire 
hongrois  et  sur  le  développement  des  insiittUions  pénitentiaires  hongroi^ 
ses  de  1890  a  1900,  presentado  por  la  seccióa  penitenciaria  del  Mi- 
nisterio B^ai  Húngaro  de  Justicia.— ilcfas  del  Congreso  de  Bruselas^ 
vo lamen  IV,  pág.  62S. 

(2)  Exposé  4e  Vetat  actuel  du  systeme  penal  et  pénitentiaire  en  BeU 
gique,  presentado  por  la  Dirección  general  de  las  Prisiones  de  Bel- 
gica.~i4 cfa#,  vol.  IV,  pág.  842. 

(.^)  Bapport  sur  le  régime  des  prisons  dans  le  Gran  Duché  de  Bade^ 
presentado  por  el  Dr.  J.  von  Engelberg,  Consejero  de  gobierno,  etc^ 
—Actas,  vol  IV,  pág.  320. 

(4)  Ewposé  de  l'organisation  des  prisons  en  Danemark,  comunicado 
por  M.  Karl  Gooe,  Secretario  del  Director  general  de  Prisiones  en 
Dinamarca. ~i4cto«,  vol.  IV,  pág.  381. 

Téngase  bien  presente  qne  en  los  países  arriba  citados  el  fin  co- 
rreccional se  persigne  en  atención  no  sólo  de  un  grnpo  determinado» 
de  delincuentes,  sino  de  todos  los  reclusos.  Con  relación  á  ana  ola.- 
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Uno  de  los  campos  más  descuidados  de  este  orden  de  cosas 
<6B  el  de  la  edacación  del  personal  penitenciarh)  En  este  pun- 
to se  pone  muy  de  manifiesto  cuan  hondas  son  aún  las  raices 
de  las  antiguas  teorías  penales. 

£s  cosa  sabida  que  la  nueva  concepción  de  la  pena  como 
tutela,  debida  á  los  seres  de  ella  necesitados,  exige  que  las 
personas  llamadas  á  la  realización  del  tratamiento  adecuado 
sean  idóneas  para  dicho  fín.  Éste  requiere  que  los  empleados 
penitenciarios  sean  verdaderos  psicólogos  y  pedagogos;  que 
tengan  conciencia  de  la  alta  misión  social  que  les  está  reser- 
Tada;  que  puedan  penetrar  en  la  psiquis  del  delincuente  para 
conocerle  intimamente  y  aplicarle  el  remedio  más  apropiado  á 
su  inferioridad;  que  conozcan  su  organismo,  sus  degeneracio- 
nes y  anomalías  para  someterle  al  régimen  físico  indicado; 
que  tengan  un  conocimiento  profundo  de  la  etiología  de  la 
criminalidad,  y  de  su  profilaxis  y  terapéutica,  y  del  movi- 
miento moderno  de  las  instituciones  preventivas. 

¿La  educación  del  personal  penitenciario  responde  á  este 
programa? 

En  la  mayor  parte  de  los  países,  no;  unas  nociones  de  sis- 
tema penitenciario,  un  poco  de  derecho  penal,  mucha  admi- 
nistración penitenciaria  y  alguna  noticia  sobre  la  identifica- 
ron antropométrica:  he  aquí  todo  el  caudal  intelectual  de  que 
disponen  los  empleados  de  la  mayoría  de  los  establecimientos 
penales  europeos. 

La  excepción  de  esta  regla  hay  que  buscarla  fuera  de  la 
vieja  Europa:  es  el  Japón. 

Esta  joven  nación  cuenta  con  una  Escuela  de  aplicación  para 
el  personal  de  las  prisiones,  que  tanto  por  su  organización  como 
por  la  educación  que  reciben  sus  alumnos,  puede  llamarse  un 
modelo  en  su  género. 


•  »i 


«e  de  criminales,  los  menores,  ya  hace  macho  tiempo  qne  las  dis- 
posiciones de  los  Gobiernos  de  loa  países  civilizados  tienden  únipa 
y  ezciasivamente  á  sa  protección  y  corrección  caando  sean  pre* 
«isas. 
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La  escuela  está  establecida  en  Tokio;  los  carsos  que  en  elli^. 

86  sigaeo,  son:  * 

* 

Ciencia  penitenciaria; 

Higiene  de  las  prisiones; 

Psicología  penal; 

Estadística; 

Antropometría; 

Sistemas  de  patronato  de  los  liberados; 

Principios  de  educación  correccional  para  los  jóvenes; 

Código  penal; 

Código  de  procedimiento  criminal; 

Ejercicio  militar; 

Ejercicio  de  servicios  prácticos; 

Sumario  de  la  ley  constitucional,  del  derecho  civil  y  de^ 
derecho  administrativo. 

Pero  no  es  esto  todo:  en  la  misma  Tokio  los  religiosos  haa> 
fundado  en  1899  dos  escuelas:  una  para  los  capellanes  actua- 
les y  otra  para  los  que  desean  ser  capellanes  de  prisiones.  Los- 
alumnos  reciben  en  ambas  escuelas  lecciones  referentes  á  las- 
prisiones  (1). 

En  Europa,  realizado,  actuado,  no  existe  nada  semejante^ 
por  lo  menos  que  yo  sepa.  Tan  sólo  hay  un  proyecto,  segCín 
mis  noticias,  y  ha  sido  presentado,  como  sabrán  los  lectores,, 
en  nuestro  país;  me  refiero  al  decreto  dado  en. Marzo  de  1903, 
y  cuj^o  autor  es  el  Sr.  Dato.  Por  dicha  disposición  se  organiza 
en  la  Prisión  celular  de  Madrid  una  Escuela  especial  de  Cri- 
minología, con  carácter  ieárico  prádko^  para  la  enseñanza  y 
educación  del  personal  de  la  sección  directiva  del  Cuerpo  de 
Prisiones,  de  la  Dirección  general  de  este  ramo  y  de  los  esta» 
blecimientos  de  educación  correccional  que  se  instituyan. 

]jas  enseñanzas  dadas  en  dicha  escuela,  serán  las  siguientes:: 


^  (1)  Bapport  sur  le  sytteme  penitentiaire  du  Jopan,  por  8.  Ogava,, 
UODsejero  de  la  Dirección  general  de  PrisioneB  del  Ministerio  del. 
Interior  del  Japón.— Actas,  vol.  IV,  p.  536. 
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Derecho  penal  español  y  comparado  y  Legislación  peniten- 
ciaria comparada.  Ciencia  penitenciaria,  comprendiendo: 
a)    Sistemas  penitenciarios  en  todas  sus  manifestaciones. 
h)    Instituciones  preventivas  de  todo  género:  la  tutela  y  el 
sentido  moderno  de  la  función  penal  en  sus  varios  aspectos, 
c)    El  patronato  de  los  delincuentes:  formas  que  revi!^te  en 
los  pueblos  cultos;  instituciones  penitenciarias,  reformatorios 
de  niños  V  adultos;  colonias;  patronato  de  presos  y  cumplidos; 
organización  y  resultados  en  los  varios  países  por  informes  de 
detalle  y  estadística. 

Antropología  ó  estudio  del  hombre  físico  y  Antropometría. 
Antropología  criminal.  Psicología  normal  y  Psicología  de  los 
anormales.  Pedagogía  general  y  correccional.  Criminología, 
oon  estadística  de  la  criminalidad  comparada  (1). 

Fuera  de  este  proyecto,  en  los  demás  países  se  ha  pensado 
poco  en  la  educación  de  los  funcionarios  de  las  prisiones;  por 
regla  general  sólo  se  les  exigen  ciertas  condiciones  que  en 
nada  se  relacionan  con  la  función  pedagógica  que  les  asigna 
la  moderna  concepción  penal. 

Las  administraciones  penitenciarias  de  algunas  naciones 
(Francia,  Italia,  Austria  y  Alemania  entre  ellas)  quieren  hom- 
bres que  sepan  conservar  el  orden  y  la  disciplina,  y  asi  buscan 
para  estos  cargos  antiguos  militares;  otras  (los  Estados  del 
Norte  y  Rusia)  prefieren  á  los  que  se  encuentran  en  condicio- 
nes de  poder  enseñar  un  oficio  á  los  reclusos. 

A  continuación  damos  una  breve  noticia  sobre  la  manera 
de  escoger  en  algunos  países  el  personal  de  las  prisiones;  de 


(1)  Para  darse  mayor  cuenta  de  la  entidad  de  esta  reforma,  ver 
cuna  futura  escuela  de  criminología»,  por  Bernaldo  de  Qairós,  en 
la  Revista  db  Le(1I8lacion  y  Juribprudemcia,  Marzo  Abril,  1909. 
£1  proyecto  es  magnífico:  ¿se  realizará?  Hora  es  de  que  se  piense 
en  Espafia  en  la  reforma  del  sistema  penitenciario,  y  yo  creo  muy 
acertado  que  empiece  con  la  formación  de  un  personal  apto.  Así 
terminarán  para  siempre  las  tristes,  pero  justas  críticas,  que  de 
nuestras  instituciones  penitenciarias  hacen  alganos  penalistas  ex- 
tranjeros. 
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ella  Bacará  el  lector  la  impresión  de  que  no  es  el  espíritu  de 
corrección  el  que  principalmente  se  ha  tenida  en  cuenta  al 
organizar  la  educación  de  los  funcionarios  referidos. 

Comenzamos  por  Inglaterra: 

Los  funcionarios  superiores  de  las  prisiones  son  nombra- 
brados  por  el  Secretario  de  Estado;  los  demás  por  los  Comisa- 
rios. La  política  no  influye  en  los  nombramientos.  Estos  se 
hacen  del  modo  siguiente:  se  hace  una  escrupulosa  selección 
entre  los  numerosos  aspirantes  á  las  plazas  de  guardián  ayu- 
dante, y  antes  del  nombramiento  el  candidato  debe: 

1.^    Ser  examinado  por  un  director  de  cárcel  y  un  médico, 
y  después  ser  declarado  apto  para  el  servicio.    . 

2.^    Satisfacer  á  los  Comisarios  de  las  prisiones  en  cuanto 
á  su  moralidad. 

3.^    Ser  aprobado  en  -el  examen  pedagógico  hecho  más  di- 
fícil en  los  últimos  años. 

4.^    Seguir  de  una  manera  satisfactoria  un  curso  normal  de 
cuatro  meses  en  una  escuela  especial. 

Pero  este  curso  no  comprende  las  enseñanzas  que  hemos 
"visto  figurar  en  el  dado  en  el  Japón  ó  en  el  planteado  en  el 
decreto  español,  pues  se  limitan  al  estudio  práptico  de  los  áe^ 
talles  de  la  rutina  de  la  prisión  y  á  conferencias  dadas  sobre 
cuestiones  generales  relacionadas  con  la  Administración.  Ade- 
más  de  estas  escuelas,  cuatro  en  número,  destinadas  á  los  em- 
pleados ordinarios  de  ambos  sexos,  hay  también  un  curso  es- 
pecial para  el  personal  sanitario,  y  se  estaba  organizando  una 
escuela  de  .cocina  y  panadería. 

Francia  no  cuenta  con  escuelas  especiales  para  la  formación 
del  personal  administrativo  de  las  prisiones;  pero  para  ser  ad- 
mitidos en  el  Cuerpo,  los  aspirantes  deben  sufrir  un  examen 
sobre  instrucci<3n  general,  elementos  de  derecho  penal  y  de 
contabilidad  pública. 

El  personal  de  vigilancia  se  recluta  entre  los  antiguos  mi- 
litares. 

En  los  grandes  establecimientos  existen  escuelas  elemen* 
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tales  para  los  guardianes  que  aspiran  á  ser  ascendidos.  La 
organizaqión  de  estas  escuelas  ^e  ha  completado  con  la  crea 
ción  en  París  de  una  escuela  superior,  donde  son  enviados  los 
mejores  alumnos  de  las  escuelas  elementales.  Las  enseñanzas 
referentes  á  las  cuestiones  penitenciarias  y  al  mecanismo  de  las 
prisiones,  etc.,  son  dadas  por  los  Inspectores  generales,  por 
altos  empleados  del  Ministerio  del  Interior,  por  los  Directores 
de  los  establecimientos  penales  y  algunos  de  sus  colaborado* 
res.  Un  Médico  está  encargado  de  un  curso  de  Higiene,  y  ade- 
más los  alumnos  afectos  al  servicio  de  identificación,  reciben 
lecciones  de  Antropometría. 

De  esta  breve  noticia  se  deduce  que  en  Francia  tampoco 
recibe  el  personal  penitenciario  la  educación  pedagógica  que 
seria  de  desear. 

En  Badén  no  existen  escuelas  para  la  preparación  de  los 
funcionarios;  los  investidos  de  cargos  superiores  siguen  cursos 
especiales  sobre  las  cuestiones  técnicas  referentes  al  sistema 
penitenciario.  El  primero  de  estos  cursos  fué  organizado  en 
1886  en  la  prisión  central  de  Friburgo,  y  duró  cuatro  seina- 
ñas.  Desde  entonces  todos  los  años  tienen  lugar  cursos  seme- 
jantes^ que  consisten  en  conferencias  hechas  por  los  emplea- 
dos  del  servicio  penitenciario,  que  poseen  una  cultura  teórica, 
sobre  el  desenvolvimiento  histórico  del  régimen  de  las  prisio* 
nes,  las  diferentes  ratnas  de  este  servicio,  asi  como  sobre  la 
importaneia  y  organizacián  de  la  profilaxia  sistemática  contra  la 
criminalidad. 

Los  guardias  y  vigilantes  son  nombrados  entre  los  anti- 
guos soldados  que  no  sean  mayores  de  treinta  y  seis  años,  y 
que  prueben,  mediante  un  examen,  saber  leer,  escribir  y  con- 
tar. Se  concede  gran  importancia  á  que  conozcan  un  oficio, 
para  poder  ejercerlo  con  los  penados.  Además  se  exige  buena 
reputación,  buen  carácter  y  una  fuerte  constitución  física. 

En  JETo/aTiéia  tampoco  existen  escuelas  especia' es.  Los  fun- 
cionarios adquieren  los  conocimientos  y  aptitudes  necesarias 
en  la  práctica.  Aun  sin  reconocer  la  necesidad  de  crear  una 
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escuela  especial,  se  ha  dado  un  primer  paso  hacia  la  introdac- 
clon  de  una  educación  más  sistematizada. 

Bélffica  nombra  los  directores  de  sus  prisiones  entre  los 
miembros  del  personal  administrativo,  que  cuenten  por  lo 
menos  diez  años  de  servicio  en  las  prisiones. 

El  personal  de  vigilancia  se  recluta  exclusivamente;  ya  en- 
tre los  antiguos  suboficiales  del  ejército,  ya  entre  los  aspiran- 
tes que  conozcan  alguno  de  los  oficios  enseñados  en  las  prisio- 
nes á  los  reclusos. 

Dinamarca  tampoco  cuenta  con  escuelas  para  formación  de 
sus  empleados. 

Para  ser  nombrado  director  de  un  establecimiento  de  pena, 
es  preciso,  no  sólo  una  instrucción  superior,  sino  también  los 
suficientes  conocimientos  penitenciarios. 

El  reclutamiento  del  personal  de  vigilancia  se  hace  entre 
los  suboficiales  ó  entre  los  artesanos  que  conozcan  bien  un  ofi- 
cio, susceptible  de  ser  enseñado  á  los  prisioneros. 

Por  esta  breve  exposición  de  lo  que  se  hace  en  algunos 
países,  hemos  visto  que  en  la  mayoría  la  formación  de  los  em- 
pleados penitenciarios  no  responde  al  moderno  fin  asignado  á. 
la  pena.  ¿Pero  quiere  esto  decir  que  en  un  porvenir  más  ó  me- 
nos cercano,  la  educación  de  dicho  personal  noise  hará  en  vista 
de  una  concepción  enteramente  distinta  de  la  reinante,  de  la 
concepción  de  la  pena  tutela?  Seguramébte  no,  pues  los  indi- 
cios contrarios  no  faltan.  Aun  entre  las  naciones  que  hemos 
citado  se  manifiesta  esta  tendencia  á  un  cambio,  radical;  son 
chispazos  en  medio  de  la  oscuridad,  Que  poco  á  poco  acabará 
por  disiparse  á  la  luz  de  las  nuevas  instituciones  que  empie» 
zan  á  alborear. 

En  medio  de  la  mala  orientación  que,  á  mi  juicio,  se  da  en 
los  anteriores  países  á  la  formación  de  los  funcionarios  pena- 
les, hay  algunas  disposiciones  que  francamente  revelan  su 
procedencia  moderna. 

En  Inglaterra,  por  ejemplo,  hemos  visto  que  se  exige  un 
examen  pedagógico,  que  en  los  últimos  años  se  ha  hecho  más 
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diücil;  en  Badén,  las  conferencias  dadas  á  los  empleados  de 
los  penales,  no  sólo  tienen  por  objeto  iniciarles  en  el  conoci- 
miento de  la  rutina  penitenciaria,  sino  también  en  la  impor- 
ianeia  y  la  organización  de  la  profilaocia  sistemática  contra  la  cri* 
wdnalidad;  Holanda  ha  dado  un  paso  á  favor  de  una  educación 
más  sistematizada. ' 

Naturalmente  que  el  camino  por  andar  es  largo,  pero  los 
casos  precitados  demuestran  que,  aunque  muy  lentamente,  se 
Tan  alcanzando  sus  etapas,  y  de  seguir  asi,  cosa  que  no  parece 
dudosa,  se  terminará  por  alcanzar  la  meta  deseada.  Entonces 
habría  llegado  el  día  en  que  todos  los  empleados  de  las  prisio* 
nes  sean  verdaderos  pedagogos  que  se  dediquen  con  amor  á  la 
humanitaria  tarea  que  les  está  encomendada,  la  de  levantar 
moral  y  físicamente  á  sus  hermanos  más  débiles  y  desgra* 
ciados. 

Eugenio  C.  Calón. 

Colegial  del  Mayor  de  San  Clemente 
de  los  Españoles  en  Bolonia. 


ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL 


El  resumen  presidencial  ante  el  Jurado. 

I.  Actualidad  de  la  cuestión:  abolicionistas  y  partidarios  de  su  conserva-^ 
ción. — II.  £1  resumen  del  Presidente  ante  el  Jurado  inglés. — m.  El  re* 
sumen  presidencial  en  las  legislaciones  positivas. — IV.  Cuál  debe  ser  la 
estructura  y  contenido  del  discursó  del  Presidente. 

I. — La  abolición  ó  conservación  en  las  leyes  positivas  del 
resuníen  encomendado  al  Presidente  de  la  Sección  de  Magis- 
trados, escribe  Manduca  (1),  es  la  cuestión  de  mayor  actuali* 
dad.  Los  tratadistas  y  las  legislaciones  de  los  pueblos  que  po* 
seen  la  institución  del  Jurado,  no  han  logrado  todavía  ponerse 
de  acuerdo  sobre  tan  trascendental  asunto.  Y  mientras  unos 
escritores  entienden  insustituible,  en  orden  á  la  finalidad  de 
la  justicia,  el  resumen  del  Presidente,  que  iluminando  la  con* 
<:iencia  de  los  jurados,  encamine  su  inteligencia  hacia  el  ca- 
mino  de  la  verdad,  otros,  viendo  en  el  discurso  presidencial 
una  especie  de  nuevo  requerimiento  acusatorio,  más  bien  que 
una  labor  tranquila  y  desapasionada,  se  pronuncian  resuelta* 
mente  por  su  definitiva  é  inmediata  desaparición. 

A  nuestro  entender,  en  el  fondo  de  semejante  discrepancia 
hay  seguramente  un  error  de  procedimiento  en  la  formación 
<lel  juicio  acerca  de  la  bondad  ó  inconveniencia  del  resumen 
presidencial,  el  cual  es  combatido,  no  por  lo  que  es  en  si  mis* 
mo  como  institución  jurídica,  sino  por  la  manera  de  ser  en. 
tendido  en  la  realidad  de  su  desempeño  por  los  Presidentes» 


(1)    La  procederá  pencUe:  F.  Manduca. 


íl 


BNJUIOUMIENTO  CRIMINAL  2^7 

quienes,  ó  por  no  percatarse  de  la  estricta  imparcialidad  de 
sus  funciones»  ó  por  falta  de  adecuadas  condiciones  de  pala- 
bra  y  desposeeión  de  serenidad  de  juicio  en  sus  razonamien- 
tos, ó  finalmente,  por  un  equivocado  concepto  de  la  misión 
que  en  semcio  de  la  justicia  les  está  encomendada,  incurren» 
de  modo  involuntario  seguramente,  en  omisiones  lamentables 
al  resumir  los  debates  ante  los  Tribunales  del  Jurado. 

Un  Magistrado  ilustre,  Bonneville  (1),  decía  á  propósito  de 
esta  cuestión,  que  un  rebumen  perfecto  era  la  labor  más  diñ« 
cil  que  es  posible  encomendar  á  ]a  inteligencia  humana,  y  el 
más  trascendental  de  los  deberes  que  pudiera  imponerse  á  la 
conciencia  del  hombre  honrado.  En  efecto:  la  palabra,  que  es 
la  concreción  de  la  idea  y  la  formal  exteriorización  de  nuestro 
pensamiento»  diflcilmente  se  abstiene,  al  exponer  un  hecho» 
de  conceptuarle— que  tal  es  la  labor  del  raciocinio — ,  y  claro 
es,  al  estudiar  el  Presidente  la  unidad  y  el  conjunto  de  la 
prueba  y  analizar  el  hecho  procesal  controvertido  en  la  con- 
tienda jurídica,  no  sin  gran  esfuerzo  puede  sigilar  el  juicio 
que  á  8U  razón  merezca  la  verodmilitud  ó  inverosimilitud  del 
hecho  que  la  prueba  tiende  á  demostrar.  Mas  de  lo  difícil  á  lo 
imposible  media  una  distancia  enorme,  y  si  los  Presidentes 
ponen  á  contribución  en  tal  empresa  aquella  ductilidad  en  el 
decir  que  permite  á  la  palabra  acomodarse  á  la  adecuada  ex- 
presión del  tranquilo  pensamiento;  si  entienden  que  no  es  ni 
puede  ser  su  labor  la  rcEervada  á  quien  acusa  ó  defiende;  ei» 
finalmente,  son  sobrios  y  siptéticos,  en  lugar  de  difusos  y  ana- 
líticos, de  seguro  que  la  frase  inspirada  en  aquella  serenidad 
imperturbable  del  varón  justo,  la  sinceridad  en  el  lenguaje  de 
quien  habla  en  nombre  y  al  servicio  de  la  justicia,  y  los  acen- 
tos de  convicción  sincera  arrancados  del  fondo  de  un  corazón 
que  rinde  culto  á  la  verdad,  que  es  la  entraña  de  la  elocuen- 
cia persuasiva,  evitarán  en  muchos  casos  las  monstruosidades 
de  ciertos  veredictos.  El  resumen  entonces,  lejos  de  ser  inútil» 

(1)    Bonneville:  De  Vanielioration  de  la  loi  criminelle^ 
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soporífero  é  insoportable,  como  entiende  Manduca  (obra  cita- 
da),  resaltará  un  trabajo  conciso,  exacto*  claro,  sencillo  y  ha* 
mano,  que,  según  BerriatSaint  Prix,  son  las  notas  caracterís- 
ticas é  integrantes  de  todo  buen  resuiñen  presidencial. 

Los  jurisconsultos  italianos,  que  tanto  servicio  han  presta- 
do á  la  portentosa  evolución  del  Derecho  penal,  han  debatido 
con  caluroso  entusiasmo  la  permanencia  ó  abolición  en  las  le- 
yes procesales  del  resumen  de  los  Presidentes  ante  el  Jurado, 
Carrara,  Ck)rmenin,  Crispi,  Mancini,  Lanza  y  Pessina  son  fran- 
camente abolicionistas,  y  en  los  debates  parlamentarios  sobre 
reforma  de  la  ley  del  Jurado  en  1880,  fueron  vivísimas  las  dis- 
cusiones acerca  del  asunto.  Mientras  los  partidarios  de  la  con« 
servación  del  resumen  presidencial  entendían  que  con  él  se  ha- 
bían evitado  muchos  veredictos  erróneos,  un  Diputado  ilustre, 
Brofferio,  fulminaba  contra  el  resumen  la  más  violenta  acusa- 
ción, afirmando  cque  si  antes  condenaban  muchos  Jueces  coii 
votos  distintos,  gracias  al  resumen  quien  condena  es  un  solo 
Juez,  con  voto  único  y  decisivo».  «Y  á  tales  exageraciones  han 
llegado  los  abolicionistas,  que,  no  contentándose  con  denomi- 
nar al  resumen  «acto  peligroso á  la  buena  marchado  los  «pro* 
cesos  y  perjudicial  á  la  justicia»  (1)  escribía  Manduca,  «que, 
como  los  Jurados  dormitaban  casi  siempre  al  arrullo  de  la  pa- 
labra presidencial,  el  resumen  más  apreciado  era  el  cómioow» 
Y,  no  obstante  la  permanencia  en  la  ley  italiana  del  resa- 
men,  es  un  hecho,  y  los  antiabolicionistas  continúan  con  ar- 
dimiento su  defensa,  entendiendo  que  el  Presidente  tiene  ante 
el  Jurado  una  gran  misión  que  cumplir,  y  que  ella  está  enco- 
mendada á  la  virtualidad  de  una  palabra  elocuente  y  sincera, 
y  á  la  labor  de  un  hombre  honrado  é  inconmovible,  como  la 
justicia  misma;  á  un  Magistrado,  en  conclusión,  de  sereno 
juicio,  imparcial  y  humano,  que  llegue  con  tan  extraordina- 
rias, pero  no  imposibles  condiciones,  á  determinar  la  voluntad 
de  los  jurados  por  los  derroteros  de  lo  justo,  toda  vez  que  lo 

(1)    Borsani  y  Cassorati,  L2  nuova  legge  9\kl  giure,  §  1962. 
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jttsto  68  la  encamación  de  lo  cierto,  y  la  verdad  es  precisa- 
mente la  entraña  de  todo  veredicto  acertado. 

II. — Bn  la  Gorte  de  las  Assises»  en  Francia,  el  resamen  del 
Presidente  era  casi  siemprennanueva  requisitoria  de  acasación» 
á  veces  más  violenta  que  la  formulada  por  el  Ministerio  públi« 
co.  La  manera  directa  de  intervenir  los  Presidentes  en  la  direc- 
ción de  los  debates;  los  cargos  y  reconvenciones  formulados 
durante  las  sesiones  contra  los  inculpados,  á  quienes  acosan  y 
estrechan  para  obtener  manifestaciones  que  evidencien,  me- 
diante  la  contradicción,  la  falta  de  veracidad  en  sus  dichos, 
no  son,  ciertamente,  prenda  segura  de  aquel  imparcial  crite 
rio  y  aquella  serenidad  en  el  razonamiento,  que  inspiran  más 
tarde  se  revele  en  la  labor  oratoria  la  opinión  del  Presidente 
sobre  la  culpabilidad  ó  la  inculpabilidad  del  reo,  quien  sabe, 
como  lo  sabenf  los  jurados  y  todo  el  que  á  las  sesiones  asistie- 
ra, el  modo  de  pensar  del  Magistrado  que  presida,  aun  antes 
de  pronunciar  las  primeras  palabras  de  su  informe.  La  supre- 
sión, por  tanto,  del  resumen  ante  el  Jurado  en  Francia  estaba 
justificada,  y  la  ley  de  19  de  Junio  de  1881  prohibiendo  en 
absoluto  que,  terminados  los  debates,  el  Presidente  resuma  los 
medios  de  prueba  utilizados  por  la  acusación  y  la  defensa,  li- 
mitando aquella  labor  á  que  llame  la  atención  de  los  jurados 
sobré  las  funciones  que  están  llamados  á  desempeñar,  cortó 
de  raí:^  un  mal  grave,  si  bien,  según  escribe  Franqueville  (1), 
pudiera  ser  el  remedio  tan  nocivo  como  la  dolencia  misma. 

Los  que  de  estas  cosas  quieran  instruirse  tienen  una  infor- 
mación muy  valiosa  en  el  estudio  de  las  instituciones  jurídi- 
cas de  Inglaterra,  donde  el  Jurado  funciona  con  admirable  re 
gularidad,  gracias  á  la  acertada  dirección  del  Magistrado  Pre- 
sidente y  á  los  admirables  resúmenes  presidenciales,  modelos 
de  imparcialidad,  de  nervio  en  el  razonamiento  y  de  buen 
sentido  común  y  jurídico. 


(I)    Le $y áteme  judiciaire  de  la  Grande  Bretagne^  t- 11— París,  1898. 
-i:^.  del  A.) 
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Porque  entre  nosotros  se  habla  de  estas,  materias  y  se  for* 
ma  opinión  acerca  de  labor  tan  trascendental;  pero,  á  la  ver- 
dad, es  harto  inconcreto  é  indeterminado  el  concepto  de  im- 
parcialidad exigido  á  los  Presidentes,  y  por  tanto,  infandadas 
las  críticas  sobre  casi  todos  los  resúmenes  presidenciales.  No 
se  excusa  el  Magistrado  inglés  de  indicar  formalmente  su  opi- 
nión, cuando  lo  cree  necesario,  en  cuanto  á  puntos  de  hecho 
y  cuestiones  de  derecho  controvertidos  en  el  juicio,  comen- 
tando, según  sus  notas,  los  testimonios  testifícales  y  el  valor 
de  BUS  dichos, > señalando  lo  que  puede  ser  favorable  á  la  de- 
fensa y  los  puntos  falibles  de  la  acusación;  mas  en  lo  que 
hace  á  la  cuestión  de  la  culpabilidad,  es  absolutamente  impo- 
sible saber  su  pensamiento.  Esta  discreta  reserva  y  su  actitud 
durante  los  debates,  apoyando  por  igual  á  las  defensas  y  á  las 
acusaciones,  garantiza  la  imparcialidad  má3  absoluta.  £1  resu- 
men resulta  asi  un  trabajo  preciadísimo,  porque  el  Magistrado 
lee  sus  notas  tomadas  minuciosamente  durante  las  sesiones, 
expone  con  claridad  admirable  los  hechos  y  los  conceptos  de- 
batidos, y  ocupa  la  atención  del  Jurado  largas  horas,  muy  pro< 
vechosas  para  la.  recta  administración  de  la  justicia  (I). 

Bste  solo  recuerdp  de  la  legítima  importancia  que  en  In- 
glaterra se  concede  al  resumen  presidencial  y  á  la  interven- 
ción del  Magistrado  en  la  dirección  del  J  tirado,  bastaría  para 
combatir  la  afirmación  de  Manduca  acerca  de  que  allí  el  resu- 
men no'  es  un  elemento  necesario  del  procedimiento,  y  que  en 


(1)  Los  resúmenes  presidenciales  en  Inglaterra  duran  largo 
tiempo.  En  los  procesos  de  importancia,  el  Presidente  lee  todas  las 
notas  qne  ha  tomado  durante  las  sesiones,  comentaudo  el  texto 
mismo  de  las  palabras  pronunciadas  por  cada  testigo  f  el  valor  de 
su  testimonio.  Sobre  todos  estos  puntos,  a^í  como  sobre  las  cues- 
tiones jurídicas,  expone  netamente  su  opinión.  En  un  proceso  céle- 
bre contra  Lipeki,  ios  debates  ocuparon  dos  audieociss  (29  y  SO  de 
Julio  de  1S87),  ó  sea  catorce  horas,  deduciendo  el  tiempo  del  lunch^ 
Los  informes  de  los  dos  Abogados  no  llagaron  á  dos  horas.  El  Pre- 
sidente, Sir  J.  Stephen,  había  tomado  sesenta  paginan  de  notas,  y 
su  resumen  se  prolonsfó  más  de  dos  horas  y  media.— X<?  syskfneju' 
diciaire  de  la  Grand  Bretagne^  par  le  Ote.  de  FranqueviUe.  Tomo  II, 
cap.  XXVIL— París,  1898. 
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alguDOB  casoB  loe  mismoB  jaradoe  invitan  al  Presidente  áque 
lo  suprima  por  inútil.  Lo  que  ocurre  es  que  en  procesos  insig- 
nificantes, los  jurados  ni  aun  se  retiran  á  deliberar.  Loe  que 
ocupan  el  primer  banco  se  vuelven  á  los  inmediatos»  y  en 
breves  minutos,  el  que  preside  pronuncia  lae  frascF  clásicas 
jCídfabU  ó  n»  eulpabU^  pero  nunca  sin  que  el  Juez  de  derecho 
haya  resumido  los  debates.  Y  en  cuanto  á  loe  asuatos  graves, 
los  jurados  se  retiran  de  modo  general  á  la  Sala  de  delibera- 
ciones, y  cuando  regresan  al  Tribunal,  el  Secretario  es  quien 
demanda  verbalmente  el  resultado  de  su  acuerdo,  que  es  lo 
que  constituye  el  veredicto.  * 

III. — La  actualidad  de  la  cuestión  sobre  la  conservación  6 
no  del  resumen  presidencial  ante  el  Jurado,  es  evidente,  toda 
ve^  que  ni  en  las  reformas  iniciadas  én  nuestra  ley  procesal, 
ni  en  las  que  en  las  leyes  extranjeras  puedan  realizarse,  se  ha 
pronunciado  aún  la  última  palabra. 

Ya  hemos  indicado  que  tras  de  una  detenida  discusión  en 
Jas  Cámaras  francesas,  fué  promulgada  la  ley  de  19  de  Junio 
de  1881,  modificando  el  art.  336  del  Código  de  instrucción 
criminal,  y  previniéndose  que  bajo  pena  de  nulidad,  después 
de  terminados  los  debates,  no  pudiera  el  Presidente  resumir 
los  medios  de  prueba  utilizados  por  la  acusación  y  la  defensa, 
limitándose  á  llamar  la  atención  de  los  jurados  sobre  las  fun- 
ciones que  están  llamados  á  desempeñar,  y  entregándoles  en 
el  aeto  las  cuestiones  del  veredicto.  Ante  el  sistema  procesal 
íranééS)  en  el  que  el  Presidente  es  quien  en  realidad  interroga 
y  reconviene  al  procesado,  examina  á  los  testigos  y  dirige  en 
forma  inquisitiva  el  debate,  la  exigida  imparcialidad,  frente 
al  convencimiento  significado  de  modo  indudable  en  la  labor 
que  precede  al  resumen,  no  seria  otra  cosa  que  una  mentida 
ilusión,  y  al  exponer  los  argumentos  aducidos  por  las  partes 
en  pro  y  en  contra  del  acusado,  dificilmente  quedaría  en  las 
sombras  la  opinión  ya  claramente  revelada  en  el  desarrollo  del 
procedimiento  oral.  La  supresión  se  imponía,  ya  que  no  máe, 
en  debido  tributo  á  la  seriedad  de  loe  actos  judiciales. 

TOMO  104  16 
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Má8  persistente  se  nos  ofrece  la  lacha  de  los  abolicíonistaa 
en  Italia.  En  la  modificación  de  la  ley  del  Jurado  (1874),  el 
resumen  presidencial  fué  sostenido,  pero  la  reforma  presenta- 
da á  las  Cámaras  en  31  de  Mayo  de  1880,  los  proyectos  y.  en- 
miendas de  Vigliani  y  Mancini,  y  la  viva  discusión  sostenida 
en  las  revistas  científicas  por  hombres  tan  prestigiosos  como 
Pessina,  Manduca,  Carrara,  Crispi  y  Lanza,  ha  permitido  de 
cir  á  Borsani  y  Cassorati,  que  en  la  primera  revisión  de  la  ley 
reguladora  de  los  juicios  ante  las  Cortes  de  Assises,  el  legisla 
dor  italiano  suprimirá  un  acto  tan  peligroso  á  la  buena  mar- 
cha de  los  procesos.  El  augurio  no  resulta  hasta  ahora  cum» 
piído,  y  algo  influirá  en  la  no  supresión  el  que,  á  excepeión 
de  Francia,  Bélgica  y  algunos  Cantones  suizos,  todos  los' pue- 
blos que  poseen  la  institución  del  Jurado,  sancionan  el  resu- 
men y  le  otorgan  su  natural  y  trascendente  importaücia. 

En  Francia,  aun  después  de  la  ley  de  19  de  Junio  de  1881, 
si  bien  no  pronuncia  el  Presidente  discurso  alguno  relativo  á 
la  recopilación  de  las  pruebas  ofrecidas  por  las  partes  durante 
los  debates,  ni  acerca  de  los  puntos  jurídicos  expuestos  á  nom^ 
bre  de  la  acusación  y  de  la  defensa,  se  reconoce  la  trascenden- 
tal  misión  del  Magistrado  que  debe  dirigir  á  los  jurados  en  su 
ardua  tarea,  toda  vez  que  antes  de  la  deliberación  le  ordena 
la  ley  llame  la  atención  de  los  jueces  de  hecho  sobre  la  im- 
portancia de  las  funciones  que  están  llamados  á  cumplir,  y 
habrá  además  de  fijarse  en  el  sitio  más  visible  de  la  sala  de 
deliberaciones  una  alocución,  que  es  suma  y  compendio  de  lo 
que  oralmente  pudiera  con  sumo  acierto  decir  en  su  resumen 
el  Presidente  (1). 


V 

^ 


(1)  Código  de  instrucción  criminal,  art.  342:  Antes  de  comenzar 
la  deliberación  del  Jurado,  el  Jefe  de  los  jurados  dará  lectora  de  la 
signiente  instrucción,  que  en  gruesos  caracteres  será  además  fijada 
en  el  lugar  más  visible  de.  la  Sala:  «La  ley  no  pide  á  los  jurados 
cuenta  alguna  acerca  de  los  medios  por  los  cuales  se  han  conven! 
do,  ni  les  prescribe  reglas  de  las  cufiles  hagan  depender  la  sufíclea- 
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La  ley  española  ha  conservado  el  resumen  presidencial, 

aceptando  sastancialmente  en  cuanto  á  &u  contenido  lo  dis- 

"pueeto  en  el  Código  de  instrucción  criminal  de  Austria.  El  ar 

~ticulo  740  de  la  ley  de  1872  era  perfectamente  armónico  con 

la  extensión  de  las  facultades  otorgadas  al  Jurado  en  cuanto  á 

que  en  el  veredicto  resolvían,  no  sobre  meros  hechos,  sino 

también  acerca  del  nombre  jurídico  de  tales  hechos  y  de  sus 

^circunstancias. 

Sastancialmente  reproducía  el  art.  85  del  Proyecto  de  re 
forma  del  Jurado  de  1883  lo  dispuesto  en  la  ley  de  1872,  y 
ünalmente,  el  68  de  la  vigente  ley  nos  parece  sumamente 
adecuado  á  la  estraotura  y  naturaleza  de  las  facultades  en  ella 
't)toi^ada8  á  los  jueces  populares,  quienes  en  su  veredicto  no 
deñnen  el  ñamen  j'urü  del  hecho,  sino  que  afirman  ó  niegan 
elementos  morales  ó  supuestos  de  hecho,  de  cuyas  declaracio- 
nes deducen  los  Magistrados  la  calificación  jurídica  que  *  en 
derecho  sea  procedente.  Y  en  cuanto  á  la  fórmula  del  conte- 
nido del  resumen  establecida  en  el  art.  137  del  proyecto  de  31 
-Ae  Ootubre  de  1901,  la  adición  que  en  él  se  hace  sobre  la  con- 
-veniencia  de  explicar  el  sentido  de  las  preguntas,  así  como 
-que  el  resumen  subeiga  á  la  lectura  y  definitiva  redacción  del 
intenfogatorio,  nos  parece  sumamente  acertado. 

IV. — ^Hemos  indicado  la  necesidad  de  la  conservación  en 
la  ley  del  Jurado  del  resumen  presidencial,  siempre  que  esta 


-cía  de  la  prueba.  Lo  qae  el  legislador  les  manda  es  qae,  interrogan- 
doee  á  flí  miamoa  en  el  aiienclo  y  recogimiento  de  bu  conciencia, 
tormén  au  Gonvenetmieoto  en  la  impresión  que  habieeen  recibido 
per  la» pmebaa  aportadas  contra  ei  acaaado  y  los  madioa  dasa  de- 
fenea.  La  ley  no  lee  dice  qne  tengan  como  cierto  todo  hecho  teatiñ- 
eado  por  tal  número  de  testigos,  por  tal  proceso  verbal,  tales  indi- 
cioa  6  tales  testimonios:  ella  sólo  les  demanda  esta  contestación, 
•que  ee  la  síntesis  de  sus  deberes:  ¿tenéis  una  convicción  intimat...» 
-L,  Tripier:  (hdes  Frangm,  1894.— f y.  del  A.) 

En  el  Código  japonés,  art.  452,  esa  alocución  es  sumamente  ex- 
tensa y  constituye  nn  verdadero  resumen  presidencial,  qne  se  re- 
parte impreso  á  -cada  jurado  al  entrar  á  la  deliberación.  -I¡4ey  del 
-Jungado,  por  D.  Francisco  de  Adís  Pacheco,  1888.— {^y.  del  A,) 
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labor  intereBantisima  eea  la  obra  del  Magistrado  conocedor  de- 
las  traficendentales  funciones  que  la  ley  le  encomienda  en  ser 
vicio  de  los  sacrosantos  intereses  de  la  justicia. 

Los  abolicionistas  han  procedido  con  error  combatiendo  la^ 
afirmación  de  Helié,  quien  aseguraba  que  el  resumen  presi» 
deocial  no  tenia  por  ñn  único  la  verdad,  porque  si  asi  ocu- 
rrieee,  fuera  necesario  que  concediéramos  al  Presidente  el  de- 
recho de  determinar  cuál  e^  esa  verdad,  cosa  que  es  privativa  • 
del  Jurado,  que  en  su  veredicto  la  define  de  modo  incontro- 
vertible. 

Claro  es  que  el  veredicto  representa  la  verdad  legal  é  inte- 
gra aquella  santidad  de  la  cosa  juzgada  que  excusa  toda  pos- 
terior discusión  acerca  de  la  certeza  de  las  afirmaciones;  pero* 
dictaríamos  mucho  de  reconocer  que  jamás  el  error  pueda  in^-. 
formar  el  juicio  de  los  jurados,  y  que  la  verdad  esencial,  aque- 
llo que  es  y  no  puede  dejar  de  ser,  constituya  la  nota  invaria-- 
ble  del  juicio  de  los  hombrea,  que  no  otra  cosa  es  un  veredictos- 
Equivaldría  tal  apreciación  sobre  los  veredictos  del  Jurado,  á 
reconocer  que  allá,  en  la  prueba  tasada,  el  testimonio  de  dos^ 
testigos  contestes  y  sin  tacha,  no  hubiera  sido  algunas  veces 
la  verdad /or^na/,  cuya  esencialidad  era  un  falso  testimonio* 
que  abonaba  la  culpa  ó  la  inocencia  de  los  acusados.  Misera- 
ble patrimonio  del  hombre  es  el  error,  el  cual  viene  á  su  inte* 
Ijgencia  y  desvía  su  razón  de  la  certeza,  no  siempre  por  obra- 
de  la  malicia,  sino  también  por  ignorancia  más  ó  menos  excu- 
sable, ó  merced  á  los  movimientos  afectivos  que  perturban  la 
serenidad  de  nuestro  espíritu,  ó  finalmente,  por  otros  motivos- 
bien  conocidos  que  nos  hacen  incidir  en  lamentable»  y  muy 
graves  equivocaciones  sobre  la   formación  de  'nuestros  jui- 
cios. 

Lo  que  no  puede  sostenerse  es  que,  sistemáticamente,  ne- 
guemos al  resumen  presidencial  el  atributo  de  la  verdad,  y- 
que,  sin  reserva  de  ninguna  clase,  se  considere  la  certeza  como- 
condición  inseparable  de  los  veredictos  del  Jurado.  La  impar- 
cialidad requerida  en  el  Magistrado  que  preside  ha  de  desean»- 
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8ar  preoisamente  en  aquella  rasÓD,  fria  en  el  discurrir,  que  ee 
exterioriza  en  la  exposición  mesurada  y  tranquila  de  los  he- 
chos controvertidos,  de  tal  suerte,  que  sin  revelar  el  íntimo 
-convencimiento,  aparte  á  loe  jurados  de  una  falsa  dirección  en 
sa  juicio;  y  no  es  posible  ser  imparcíal,  si  quien  pretende  serlo 
'Se  divorcia  voluntariamente  de  la  verdad,  pues  seguramente 
no  reqniriríamoe  en  los  actos  propios  de  la  vida  social  la  me- 
diación en  la  discordancia  de  opuestos  intereses  del  hombre 
que  no  rindiese  culto  ferventísimo  á  la  verdad,  condición  in 
separable,  por  tanto,  de  todo  resumen  justo^  y  como  justo,  in 
-discutiblemente  inspirado  en  la  sinceridad  de  un  espíritu  por 
-todo  extremo  tranquilo  y  superior  á  cualquier  movimiento 
•apasionado. 

Estudiado  el  resumen  presidencial  ante  el  Jurado  en  cuanto 
'á  su  finalidad  en  bien  de  la  justicia,  hay  que  convenir  desde 
luego  en  la  necesidad  de  que  la  labor  presidencial  es  por  todo 
-extremo  difícil  en  los  dos  puntos  cardinales  que  todo  buen  re 
sumen  debe  comprender,  á  saber:  la  parte  que  pudiéramos  de- 
4iominar  expositiva  de  los  hechos- y  sus  pruebas,  y  la  directiva 
-del  Jurado,  que  es  sin  duda  la  más  trascendente  y  deli- 
neada. 

La  expoeidón,  claro  es,  debe  ser  sobria  y  por  todo  extremo 
sintética.  El  procesado,  los  testigos,  las  acusaciones  y  las  de* 
^ensa«  han  repetido  durante  los  debates  hasta  la  saciedad  los 
'hechos,  y  el  Presidente,  convertido  en  mero  repetidor ,  como  al 
gunos  tratadistas  pretenden  (1),  seria  un  ejemplar  más  de  los 
^Magistrados  que  recordaba  Manduca  hacen  dormitar  á  los  ja- 
rados  al  arrullo  monótono  de  su  palabra  insoportable.  Aparte 
de  ese  riesgo  de  infructuosidad  y  de  fastidio,  la  repetición,  tes- 
timonio por  testimonio,  de  las  declaraciones  rendidas  en  el 
Juicio,  es  un  serio  peligro  de  la  necesaria  imparcialidad  en 
•quien  las  reproduce,  porque  con  dificultad  nuestra  inteligen  • 


v(l)    Ley  del  Jurado,  por  D.  Francisco  de  Asís  Pacheco. 
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cía  expone  referenoiae  de  ajeno  pensamiento,  sin  acomodarlas. 
á  Bti  propio  pensar,  de  tal  suerte,  que  reunidas  dos  personan 
para  referir  lo  que  un  tercero  les  contase,  ninguna  lo  narra* 
exactamente  igual  á  como  á  ellas  leu  fuera  comunicado.  Se- 
impone,  por  tanto,  una  discreción  exquisita  en  la  exposición, 
de  las  pruebas,  huyendo  del  método  analítico,  y  presentando- 
tan  sólo  el  hecho  controvertido  é  indicando  los  medios  de  que^ 
las  partes  se  sirvieron  para  su  demostración. 

Más  trascendencia  integra,  sin  duda  alguna,  la  misión  di- 
rectiva del  Presidente  cerca  de  los  jurados.  El  juicio  hucQano^ 
sobre  la  realidad  de  un  hecho  no  es  obra,  como  algunos  jura- 
distas  sostienen,  de  meras  impresiones.  Nuestra  razón  se  de-^ 
manda  siempre  á  si  misma  los  llamados  motivos  de  jwtgar^  ó* 
sea,  aquellas  pruebas  que  en  la  labor  intelectual  non  van  con-^ 
duciendo  desde  las  sombras  de  la  duda,  que  es  un  estado  abso- 
lutamente negativo  en  el  intelecto,  hasta  la  iluminación  en 
nuestro  espíritu  por  la  luz  vivísima  de  la  evidencia,  que  nos- 
permite  poseer  la  certeza.  Sólo  entonces  podemos  afirmar  el 
hecho,  y  afirmándole,  formjir  el  juicio,  que  contrastado  ante- 
el  crisol  de  nuestra  conciencia,  resulta,  no  un  juicio  falaz  y 
temerario,  sino  positivamente  categórico,  y  como  tal  cierto. 

Esos  medios  formales  de  convicción  no  son  excusados  en« 
los  erróneamente  llamados  juicios  de  conciencia,  la  cual  nunca 
juzga  hecho  alguno,  función  privativa  del  raciocinio,  hasta  tal 
extremo,  que  nuestro  sentido  íntimo  puede,  por  error  ño  ma- 
licioso en  la  inteligencia,  tranquilizarnos  acerca  de  la  certeza 
de  un  hecho  no  exacto  y  tal  vez  esencialmente  falso.  Lo  que- 
sí  ocurre  es  que  loer  medios  de  convicción,  esto  es,  la  formali- 
dad de  la  prueba,  no  puede  taxativamente  establecerse  en  la 
ley^  ni  imponerse  al  ánimo  de  los  prados,  quienes  no  por  ello- 
se  excusan  de  demandar  á  su  razón,  en  la  reconcentración  de 
sí  mismos,  el  motivo  de  su  convencimiento.  Si  así  no  fuese,  el 
ritualismo  probatorio  resultaría  tarea  inútil,  porque  en  nada 
ni  para  nada  influiría  en  el  juicio  decisivo  acerca  de  la  culpa. 

Y  como  la  lógica  es  una  ciencia  y  el  Derecho  procesal  re-- 
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qoiere  de  ella  bob  más  preciados  cañonee,  el  Presidente  que 
con  extremada  sencillez  no  instruya  á  loe  jurados  de  esos  in- 
mutables principios  sobre  la  formación  del  juicio  en  orden  á 
la  naturaleza  típica  de  las  pruebas  aducidas,  absteniéndose 
cuidadosamente  de  particularizarlas  apreciando  su  validez,  no 
cumple,  á  nuestro  entender,  con  su  más  elemental  obligación. 

El  recuerdo  á  los  jurados  de  la  importancia  de  sus  funcio- 
nes, que  es  también  labor  directiva,  requiere  en.  el  Presidente 
una  posesión  de  la  verdadera  elocuencia,  arte  maravilloso  en 
el  decir,  que  no  consiste  en  el  afeite  retórico,  en  lo  rebuscado 
de  la  frase,  ni  en  el  tópico  vulgar  y  altisonante.  La  frase  que 
inspirada  en  el  corazón  de  un  hombre  sincero  y  desapasiona- 
do, brota  de  su^  labios  con  fluidez  y  corrección,  lleva  en  sus 
naturales  inflexiones  y  en  la  simpática  entonación  del  acento, 
Aquella  fuerza  per»uasiva  y  sugestionadora  que  impone  á  quien 
la  escucha  la  convicción  sincera  que  vive  en  el  alma  del  ora- 
dor, de  igual  manera  que  el  actor  que  siente  lo  que  dice,  con- 
muevci  sin  liisterismos  ni  desplantes  rayanos  en  lo  ridículo. 
Ai  espectador,  que  con  tan  maravilloso  procedimiento  se  iden- 
tifica con  aquél  y  saborea  las  grandiosidades  del  drama. 

Y  tan  importante  es  esta  parte  del  trabajo  presidencial, 
que  allí  donde  el  resumen  ha  sido  abolido,  se  ordena  ese  re- 
cuerdo de  sus  funciones  al  Jurado  por  el  Presidente,  y  se  sus- 
tituye con  frías  y  siempre  iguales  proclamas  escritas,  el  com- 
pendio sintético  de  lo  que  es  y  debe  ser  el  juicio  que  el  ve- 
redicto representa,  y  la  manera  de  cumplir  loe  Jueces  su  deber 
teasoendental  para  con  la  justicia. 

Varón  bueno  perito  en  el  hablar»  es,  según  el  concepto  es- 
colástico, el  molde  típico  del  orador,  y  eeo  es  bastante  para 
qoa  el  resumen  en  labios  de  un  Magistrado  digno  de  tal  nom- 
bte,  sea  conservado  en  la  ley  como  gaiantia  de  mayor  acierto 
«n  la  labor  del  Jurada  De  cuyas  afirmaciones  pudiera  dedu- 
cijBse,  como  incontrovertible  apotegma,  que  más  bien  que  dis- 
cutir sobre  la  supresión  en  lo  futuro  del  resumen  presidencial, 
hay  que  pensar  seriamente  en  que  labor  tan  extraordinaria  se 
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encomiende  á  quienes  por  natarálefl,  aunque  no  comunes  ODn- 
diciones,  puedan  soportarla  sin  decaimiento  en  el  ánimo,  ni 
flaquezas  en  la  voluntad;  que  no  todos  loe  hombres  por  inte- 
ligentes que  sean  sirven  para  todo»  ni  la  actividad  humana  se 
desarrolla  en  un  campo  ilimitado  y  sin  horizontes  bien  cono- 
cidos. 

P.  González  dbl  Alba, 

MAfistrado  de  la  Aadiencia  de  Madrid. 


PRESUNCIÓN  DE  MUERTE 


Critica  de  la  Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 

Una  de  las  inetituciones  jaridicas  que  el  vigente  Código  ha 
regulado  con  completa  independencia,  puede  decirse,  de  noee- 
tiae  leyes  antiguas,  es  la  de  la  ausencia,  ^rque  tanto  ellas 
como  las  romanas,  fuentes  de  nuestra  legislación  de  Partidas, 
apenas  se  hablan  ocupado  de  tal  institución.  El  Código  se  ha 
inepifado  en  las  disposiciones  del  Proyecto  de  1851  y  del  Có 
digo  de  Napoleón. 

Bn  el  actual  trabajo  nos  proponemos  estudiar  la  soladón 
que  debe  darse  á  una  laguna  importante  que  se  nota  en  aquel 
cuerpo  legal:  la  fecha  en  que  ha  de  fijarse  la  muerte  del  au- 
sente; cuestión  distinta  de  la  fecha  en  que  se  puede  declarar  la 
IHnsunoión  de  muerte,  porque  si  bien  ambas  pueden  coincidir, 
también  pueden  ser  diferentes,  como  lo  son  en  el  Proyecto 
de  1861  y  en  el  Código  francés. 

Dadas  las  disposiciones  de  nuestro  Código,  forzosamente  es 
preciso  elegir  entre  considerar  muerto  al  ausente  el  dia  en  que 
se  hace  firme  la  sentencia  en  que  se  declara  su  muerte,  según 
el  art.  113;  considerarle  muerto  cuando  se  cumplen  treinta 
años  de  ausencia  ó  noventa  desde  su  nacimiento,  según  el  ar* 
tículo  191, 1^,  por  último,  retrotraer  la  fecha  de  la  muerte  al 
día  &a  que  se  han  recibido  las  últimas  noticias  ó  desapareció, 
según  el  sistema  adoptado  por  los  antecedentes  legales  á  que 
hace  poco  hicimos  referencia,  y  de  donde  ha  tomado  nuestro 
Código  todos  ó  casi  todos  sus  preceptos  sobre  ausencia. 
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Suponiendo  un  examen  poco  profundo  de  loe  artículos  del 
Código,  el  sistema  que  desde  luego  parece  imponerse  es  el  pri- 
mero, dada  la  redacción  del  art.  193,  pues  ordena  que  dedara- 
da  firme  la  sentencia  de  presunción  de  muerte,  se  abrirá  la  sucesión 
en  los  bienes  del  ausente.  Las  palabras  abrirse  una  sucesión  tienen 
un  sentido!' preciso  y  claro,  pues  expresan  el  momento  en  que 
el  heredero  adquiere  derecho  á  la  herencia,  que  es  el  mismo, 
de  la  muerte  df'l  de  cujus,  según  los  arts.  657  y  661.  Véanse» 
además,  los  arts.  196  y  1049,  que  emplean  la  misma  frase,  y 
se  adquirirá  la  certeza  de  que  en  tal  expresión  no  hay  ambi- 
güedad alguna.  ' 

Son  de  tal  peso,  no  obstante,  los  argumentos  que  pueden 
hacerse  á  la  interpretación  literal  del  articulo,  que  esa  inter^ 
pretación  debe  ser  rechazada.  Desde  luego  resulta  en  oposición 
la  consecuencia  con  la  presunción  de  donde  se  deriva,  porque 
si  esta  existe  desde  el  momento  en  que  el  ausente  ha  cumpli- 
do noventa  años  ó  desdé  treinta  después  de  su  desaparición,  no 
se  concibe  que  su  muerte  sea  posterior.  La  ley  se  pondría  en 
contradicción  con  la  misma  presunción  que  establece  y  con 
todo  el  sistema  de  la  sucesión  por  causa  de  muerte,  resumido 
en  los  citados  artículos.  Por  otra  parte,  se  prestaría  al  abuso  de 
que,  dilatando  un  litigante  el  pronunciamiento  de  la  senten  • 
cia  ó  entablando  una  apelación  una  vez  dictada,  podría  alte- 
rar la  persona  del  heredero,  pues  éste  tendría  siempre  que 
existir  en  el  acto  que  la  sentencia  se  hiciera  firme.  Más  argu- 
mentos aun  podrían  aducirse,  que  expondré  al  combatir  el  se- 
gundo, sistema^  porque  en  realidad  se  aplican  á  ambos. 

El  Tribuüal  Supremo,  en  sentencias  de  8  de  Marzo  de  1899 
y  9  de  Julio  de  1902^  sienta  la  doctrina,  que  la  fecha  de  la 
muerte  debe  fijarse  por  el  transcurso  de  treinta  años  desde  la 
desaparición  del  ausente,  según  el  art.  191  del  Código,  y  no 
cuando  la  eentencia  declaratoria  ee  hace  firme.  Bsas  sentencias 
han  recaído  en  casos  en  que  apafecian  en  oposición  los  dos 
primeros  sistemas.  Bstamos  conformes  con  la  seducían  dada 
por  el  Tribunal,  no  admitiendo  como  fecha  de  la  muerte ia  de 
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la  sentencia,  puee  tal  interpretación  noe  parece  la  menos  de- 
fendible; pero  creemos  que  la  verdadera  solución  no  es  la  que 
el  alto  Tribunal  consagra,  sino  que  la  fecha  de  la  muerte  debe 
retrotraerse  al  momento  de  la  desaparición  del  ausente  ó  á  la 
fecha  en  que  se  han  recibido  las  últimas  noticias.  Como  este 
nuevo  aspecto  de  la  cuestión  no  se  ha  presentado  á  la  resolu- 
ción del  Tribunal,  puede  decirse  que  sobre  él  nada  se  ha  de 
clarado.  Veamos  las  raiones  que  pueden  invocarse  en  favor  de 
la  tesis  que  defendemos. 

Á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  195,  la  perdona  cuya 
existencia  no  estuviere  reconocida  es  incapaz  de  adquirir  un 
derecho,  y  según  el  siguiente,  196,  si  esa  persona  estuviere  de- 
clarada ausente,  la  sucesión  que  se  abriera,  y  á  la  cual  fuera 
llamada,  acrecerá  á  sus  coherederos  si  no  hay  quien  por  dere- 
cho propio  pueda  reclamarla.  Dados  estos  antecedentes,  pode 
mos  formular  la  regla  que  para  heredar  á  otro,  el  ausente  se 
presume  muerto  en  el  momento  en  que  su  existencia  deja  de 
ser  conocida. 

Esto  sentado,  la  lógica  y  la  consecuencia  exigen  que  para 
transmitir  su  propia  herencia  se  presuma  muerto  el  ausente 
también  cuando  dejan  de  tenerse  noticias  del  mismo,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  retrotraer  los  efectos  de  la  sentencia  declaratoria 
de  muerte  á  aquel  dia,  porque  de  otra  manera  tendremos  al  au 
aente  muerto  y  vivo  á  la  vez:  muerto,  para  adquirir  herencia; 
vivo,  para  no  transmitir  la  suya.  Se  comprende  el  sistema  de 
nuestras  leyes  antiguas,  que  suponían  al  ausente  vivo  para  to* 
dos  his^^tos  hasta  una  época  dada,  y  muerto  también  para 
todos  ellos  desde  la  misma  (1);  se  comprende  el  sistema  del 
Proyecto  de  1851  y  de  su  patrón  el  Código  de  Napoleón,  que 
le  euponen  muerto  para  todos  los  actos  desde  las  últimas  noti- 
das  6  desde  su  desaparición;  pero  es  inexplicable  que  se  elija 


(1)  Sobre  «1  derecho  anterior  ai  Código,  véaoee  iae  sentencias  de 
U  de  Marzo  de  1892  y  9  de  Mano  de  1897:  esto  úitima  aplica  tam- 
biéa  el  Código  en  virtud  de  la  regla  12  transitoria. 
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UD  sistema  ecléctico,  porque  equivale  á  declarar  tito  y  muer-^ 
to  á  la  vez  al  ausente,  equivale  á  ponerse  el  Código  en  coa- 
tradioción  consigo  mismo.  Bn  resumen:  si  para  adquirir  ee 
presume  muerto  el  ausente  desde  que  desapareció,  desde  esta 
misma  fecha  se  le  debe  suponer  muerto  para  transaodtir  bu 
propia  herenda. 

Si  de  las  anteriores  consideraciones  pasamos  á  examinar 
las  disposiciones  de  la  ley,  se  nota  que  el  art.  186  en  su  nú«^ 
mero  2.^  autoriza  á  los  instituidos  en  testamento  á  pedir  la 
declaración  de  ausencia  Llama  la  atención  que  se  lee  conceda 
«se  derecho,  cuando  suponiendo  prolongada  la  ausencia,  ese 
testamento  no  ha  de  producir  efectos  hasta  veiotidnco  años 
después,  en  el  caso  que  los  herederos  instituidos  vivan  en  tai 
época.  Más  llama  aún  la  atención,  que  se  atribuya  el  mismo 
derecho  á  los  parientes  que  hubiesen  de  heredar  aUnlesiate,  81  al 
pedirse  la  declaración  de  ausencia  ya.  se  conocen  loe  parientes 
que  han  de  heredar  abintestato,  evidentemente  su  muerte  pre 
sunta  tiene  que  retrotraerse,  por  lo  menos,  á  la  fecha  de  Ja 
petición.  Este  artículo,  pues,  es  incompatible  con  el  sistema 
que  el  alto  Tribunal  consagra. 

Quizá  se  objete  que  el  art.  185,  al  autorizar  la  petidóti  de 
declaración  de  ausencia  á  los  herederos  testamentarios  ó  abin 
tentato,  califica  de  tales  á  los  herederos  presuntos  en  el  momen- 
to de  la  petición;  pero  aparte  de  que  el  tenor  literal  del  articulo 
riñe  con  tal  interpretación,  el  Código  bien  sabe  calificar  con 
perfecta  claridad  tales  herederos  de  presuntos  con  reladón  á 
un  tiempo  dado  cuando  á  ellos  se  refiere,  y  buena  prueba  de 
ello  es  el  art.  1335.  Si'sistema  que  combatimos  encuentra  un 
obstáculo  grave  en  el  artículo  citado. 

Es  de  notar  además,  que  si  la  solución  acogida  por  el  Tri 
bunal  Supremo  fuera  la  legal,  resultaría  inexplicable  que  el 
citado  art.  185,  refiriéndose  á  un  momento  en  que  aun  no  se 
ha  realizado,  ni  ha  de  realizarse  nunca  la  sucesión  según  la 
doctrina  que  impugnamos,  hable  de  herederos  del  difunto,  y, 
por  el  contrario,  no  los  mencione  en  el  art.  191,  en  cuyo  ar- 
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ticttio  estaban  indicadoe»  dado  que  era  el  momento  en  que  he-^ 
redarían.  Según  nuestra  solución,  el  proceder  del  Código  es 
perfectamente  explicable,  una  vez  que  en  el  momento  de  la 
petición,  se  sabe  con  toda  seguridad  los  que  serán  herederos 
de  prolongarse  la  ausencia,  y  ni  habia  necesidad  de  repetir  tal 
enomeráción  en  el  art.  191,  ni  debía  hacerse,  ya  que  por  e\ 
tiempo  transcurrido,  lo  probable  es  que  I9  declaración  de  muer- 
te  se  haga  ó  no  ¿  instancia  de  loe  herederos  primeros,  sino  de 
los  lierederos  de  éstos  ó  quizá  de  otros  sucesores  posteriores. 

Si  pasamos  á  examinar  el  precepto  del  Código,  que  se  pue- 
de invocar  como  consagrando  la  regla  de  qne  la  fecha  de  la 
muerte  está  determinada  por  la  existencia  de  la  presunción,^ 
es  indudable  que  ese  precepto  no  puede  ser  otro  que  el  conte- 
nido en  el  art.  191,  porque  el  art.  193  (K)nBagraria  en  todo  caso 
como  fecha  de  la  muerte  la  de  la  sentencia,  pero  para  dar 
aquel  alcance  al  articulo  primeramente  citado,  se  tropieza  con 
el  incoliveniente  de  que  eee  articulo  está  copiado  casi  á  la  le- 
tra del  art.  822  del  Proyecto  de  Código  de  1851  (1);  y  como  ese 
proyecto  establecía  explícitamente  el  sistema  que  aquí  defen- 
demoS)  resultaría  muy  extraordinario  que  el  Código  vigente 
desechara  tal  solución,  y  para  desecharla,  fuera  á  copiar  un  ar* 
tículo  del  Proyecto  de  1851  que  obedecía  precisamente  á  un 
sistema  distinto.  Dado  el  origen  del  art.  191,  no  puede  esta- 
blecer la  regla  de  que  la  muerte  se  tiene  por  ocurrida  á  los 
treinta  años  de  la  desaparición  del  ausente  ó  noventa  de  su 
nacimiento. 

Por  otra  parte,  es  preciso  fijarse  en  que  la  presunción  de 
muerte  no  envuelve  como  consecuencia  que  el  ausente  se  pre- 
suma muerto  precisamente  en  el  momento  en  que  la  presun- 
ción nace.  Una  presunción  legal  está  justificada  cuando,  por 
una  parte,  es  conveniente  al  interés  público,  y  por  otra  está 


(1)  Dice  aeí  el  art.  822  del  Proyecto:  i Pasados  treinta  afios  desde 
la  desaparición  del  ausente,  y  deede  que  se  recibieron  las  últimas^ 
noticias  de  él,  ó  ciento  Jeede  su  nacimiento,  el  Tribunal,  á  instan- 
cia de  las  partes  interesadas,  declarará  la  presunción  de  muerte.^ 
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conforme  con  lo  que  ocurre  en  la  generalidad  de  loe  casos. 
Bajo  eete  punto  de  vista,  quizá  no  haya  en  todo  el  Derecho 
otra  presunción  más  legitima  que  la  de  presunción  de  moertOt 
pues  además  de  ser  iudispensable  que  algún  dia  se  considere 
muerto  at  desaparecido,  es  conforme  á  la  realidad  que,  una 
vez  transcurrido  el  plazo  de  treinta  afios  ó  noventa  desde  el 
nacimiento  sin  recibir  noticias  de  él  en  un  lugai  en  que  ha 
dejado  bienes  y  generalmente  parientes,  y  después  de  la  pu- 
blicidad que  se  da  á  la  declaración  de  ausencia  y  de  presun- 
ción de  muerte,  considerar  ese  fallecimiento  como  real  y  efec- 
tivo, y,  probablemente,  de  cada  cien  casos  no  estará  vivo  en 
uno  solo  el  interesado.  Pero  lo  que  es  absolutamente  impro- 
bable, y  está  en  completo  desacuerdo  con  los  hechos,  es  supo- 
ner muerto  al  desaparecido  en  el  dia  que  se  han  cumplido  los 
treinta  años  de  ausencia,  ó  que  ha  cumplido  noventa  de  edad. 
Hay  seguridad  de  que  ha  muerto,  pero  el  momento  en  que  esa 
muerte  ocurrió  dí  se  sabe  ni  hay  medio  de  calcularlo  con  la 
menor  probabilidad.  Bu  resumen:  los  hechos,  la  realidad,  la 
naturaleza  de  las  presunciones  legitiman  la  presunción  de 
muerte,  pero  no  legitiman  ninguna  fecha  que  á  esa  muerte  se 
fije.  El  Código  no  puede  razonablemente  decir  lo  que  se  supo- 
ne que  dice.  Si  examinamos  el  tenor  literal  del  articulo  refe- 
rido, vemos  que  el  legislador  no  autoriza  al  Juez  más  qu^á 
declarar  la  presunción  de  muerte;  pero  esa  dedaracién'  no  en- 
vuelve como  consecuencia  que  la  muerte  haya  ocurrido  en  la 
misma  fecha  eñ  que  la  presunción  existe»  y  la^prueba  eatít  en 
que  las  mismas  palabra!»  emplea  el  art.  822  del  Proyecto,'  y  no 
obstante,  la  fecha  de  la^nraerte  se  presumía  distinta  Laiater- 
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pretadón  que  combatiólos  sólo  se  legitimaria  en  el  caso  que, 
examinados  todos  los  preceptos  del  Código  que  directa  d'xnái-* 
reotamente  se  refieren  á  I»  presfineión  de  muerte,  m  eUos  ni 
^06  principios  genérale»  nos  permitieran  dar  solución  á  la  di 
fícultad;  como  alguna  fecha  habría  que  fijar  al  fallecimiento 
para  diferir  los  derechos  sucesorios,  diríamos  que  ya  que  el 
legislador  ni  explícita  ni  implícitamente  fijaba  fecha  alguna. 
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no8  aatorkaba  á  hacer  coincidir  la  fecha  de  la  preeanción  le- 
gal con  BUS  confiecuenciaa;  pero  el  caeo  no  es  ese»  porque  hay 
datoe  ea  el  Código  que  nos  permiten  afirmar  cuál  es  la  volun. 
tady  el  sistema  del  legislador.  Bealmente,  la  opinión  que 
combatimos  no  tiene  á  su  lado  más  que  el  derecho  antiguo; 
pero  el  derecho  antiguo  no  puede  invocarse,  porque  obedecía 
al  sistema  de  coMsiderar  vivo  para  todos  los  efectos  al  ausente 
mientras  no  se  declaraba  su  mtrerte,  y  en  el  actual  hay  dos 
preceptos,  loa  de  los  arts.  196  y  liJB,  que  de  una  manera  indu- 
dable nos  demuestran  que  ese  sistema  ha  sido  abandonado  en 
el  nuevo  cuerpo  legal. 

Concretando  nuestra  argumentación,  diremos  que  el  articu- 
lo 191  no  dice  ni  puede  decir  lo  que  se  le  atribuye.  No  puede 
decirlo,  porque  está  copiado  de  un  proyecto  que  obedepe  á 
otro  sistema;  no  puede  decirlo,  porque  la  presunción  de  muer- 
te no  autoriza  á  señalar  fecha  alguna  á  esa  muerte,  y  además, 
de  hecho,  al  autorizar  al  Juez  para  que  declare  la  muerte,  do 
le  autoriza  para  que  haga  declaración  sobre  la  fecha  de  ella. 
.  ¿Cómo  se  explica  que  el  Código  haya  suprimido  el  pre- 
cepto del  Proyecto,  ^que  en  su  art.  323  decía  terminantemente 
que  los  bienes  se  entregaran  á  los  herederos  presuntos  al  tiem- 
po de  la  desaparición  ó  de  las  últimas  noticias?  Es  ttcil,  á 
nuestro  juicio,  explicar  ese  hecho  que  á  primera  vista  es  in- 
comprensible, una  vez  que  se  conservaba  el  mismo  sistema 
del  Proyecto  de  1851.  Este,  lo  mismo  que  el  Código  francés, 
establecía  en  cuanto  á  los  bienes  del  ausente  una  posesión 
provisional  y  una  definitiva,  aquélla  en  cuanto  se  declaraba 
la  ausencia,  que  se  convertía  en  definitiva  al  declararse  la 
muerte.  Tal  sistema  tenía  el  grave  inconveniente  de  suscitar 
multitud  de  cuestiones  y  dificultades  en  la  posesión  provisio 
nal,  y  además  el  de  dividir  los  bienes  del  ausente  y  la  repre- 
sentación de  éste,  de  manera  que  el  sistema  más  bien  parecía 
establecido  para  favorecer  los  derechos  de  los  sucesores,  que 
no  los  intereses  del  ausente.  El  nuevo  Código  evita  todos  esos 
inconvenientes  suprimiendo  la  posesión  provisional,  y  aun 
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puede  deoiree  que  eaprime  la  definitiya,  porque  la  pofleeión 
que  obtienen  los  Bacesores  no  es  más  que  una  coneeoaencia 
del  d^echo  de  herencia.  Pero  como  en  el  Proyecto  de  1851  la 
retroacción  de  loe  derechoe  de  los  herederos  se  declaraba  con 
motivo  de  aquella  posesión  (véanse  loe  arts.  318  y  8^8),  al  su* 
primirse  la  posesión  definitiva  y  provisional,  se  suprimió  el 
precepto  que  eetaldeeia  la  retxoaeción.  Esto  no  quiere  decir 
que  la  muerte  del  ausente  se  suponga  acaecida  en  otro  mo- 
mento, ya  porque  no  se  concibe  que  si  se  quisiera  variar  de 
sistema  en  cuanto  á  ese  extremo,  no  se  hubiera  dicho  expre- 
samente, ya  porque  toda  la  economía  de  los  preceptos  sobre 
la  ausencia  nos  conduce  á  la  solución  que  defendemos. 

Concretando  en  principio  los  dos  sistemas,  el  de  la  retro- 
acción puede  plantearse  de  la  manera  siguiente.  Para  adqui- 
rir derechos  es  preciso  ser  sujeto  de  ellos,  condición  que  está 
intimamente  unida  á  la  existencia  de  la  persona,  y  como  el 
que  desaparece  ó  está  declarado  ausente  es  dudoso  que  exista, 
de  aqui  que,  según  los  arts.  195  y  196,  sea  incapaz  de  heredar. 
Pero  si  se  precisa  existir  para  adquirir  derechos,  la  misma 
condición  es  necesaria  para  retener  ó  gozar  los  ya  adquiridos, 
y  por  tanto,  la  sucesión  del  ausente  debe  retrotraerse  al  mo- 
mento en  que  desapareció  ó  de  él  se  han  recibido  las  últimas 
noticias.  Ambas  soluciones  son  consecuencia  de  un  mismo 
principio,  sin  más  diferencia  que  durante  el  periodo  de  incer- 
tidumbre  que  sigue  á  la  desaparición,  cuando  se  trata  de  ad- 
quisición, los  bienes  van  á  los  coherederos,  y  en  electro,  á  un 
adininistrador;  pero  esencialmente  la  solución  no  varia. 

SI  otro  sistema  que  supone  fallecido  al  ausente  cuando 
nace  la  presunción  de  muerte,  puede  defenderse  asi.  Todo 
aquel  que  reclama  un  derecho  debe  probarlo,  y  de  aqui  que 
no  pueda  heredar  aquel  que  ha  desaparecido  ó  esté  declarado 
ausente,  casos  á  que  se  refieren  los  dos  articules  citados  195 
y  lb6;  pero  cuando  alguno  reclama  la  herencia  propia  del 
que  está  en  esas  condiciones,  el  caso  varia,  porque  según  el 
principio  enunciado,  debe  probar  su  muerte,  y  como  no  puede 
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hacerlo  hasta  que  la  presunción  exista,  es  natural  que  en  ese 
momento  se  suponga  acaecida  la  muerte.  Pero  para  suceder  á 
una  persona  debe  probarse  no  sólo  la  muerte,  sino  el  momento 
en  que  ésta  ocurrió,  art.  657  del  Código,  y  nos  parece  poco  ló- 
gico el  precepto  que  subordina  la  adquisición  de  un  derecho, 
á  la  prueba  de  un  hecho  que  no  puede  probarse  ni  aun  por 
una  remota  probabilidad  (1)« 

Bl  Código  civil  no  nos  dice  in  terminis  en  qué  momento 
debe  considerarse  que  falleció  el  ausente;  pero  los  arts.  195 
y  196,  por  una  parte,  nos  dicen  que  ese  momento  no  debe  ser 
otro  que  la  fecha  de  la  desaparición  ó  de  las  últimas  noticias; 
y  el  art.  186  lo  confirma,  porque  si  al  pedirse  la  declaración 
de  ausencia  ya  se  conocen  los  herederos  testamentarios  ó  abin- 
testato,  no  hay  razonablemente  otra  época  á  que  pueda  relé- 
Firse. 


(1)  Bafo  el  punto  de  vista  de  práctico,  tampoco  pnede  dndarm 
acerca  del  sistema  que  es  preferible:  bsetii  notar  que  tiabiendo  tep- 
taoiento,  si  sn  ponemos  mnerto  al  anéente  cuando  nace  la  presnu- 
eión,  la  mayo*  parte  de  las  disposiciones  resultarán  inútiles,  por- 
ros los  favorecidos  habrán  ordinariamente  muerto  antes  que  el 
testador. 

Manuel  Caldbbón, 

IBL^gitítndor  de  la  propiedad. 
Fanrol,  Febrero  de  1604. 
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El  Foro  Eopailol. 


.    .  (Kvun.  210,  Madrid.) 

José  GarcIa  Rombro  de  Temda:  Condena  de  eo9tas,Se* . 
ñalft  el  articaliota  el  despego  y-  apartamiento  que,  en  general»  de- 
mneetran  todoe  hoy  cuando  de  acudir  á  loe  Tribanalea  ee  tiata. 
Descarta  lo  costoeo  de  loa  pleitos  encaiecidoo  por  la  Hacienda,  y 
más  encarecidos  con  los  honorarios,  derechos  y  gabelas  de  los  auxi- 
liares, que  aun  módicos  en  el  Arancel,  llegan  á  importar  crecidas 
sumas.  Dice  que  la  cuestión  que  ha  llegado  á  ofrecerse  insoluble.en 
todas  las  contiendas  litigiosas,  es  la  de  las  costas.  Estima  como 
consecuencia  lógicii,  Ifi  condena  de  tsostas  impuesta  al  litigante  que 
litigó  sin  razón;  pero  cree  que  en  la  mayoría .  de  los  casos,  la  pgirte 
que  obtuvo  el  triunfo  se  prevale  de  él  para  abrumar  al  vencido  con 
exageradas  exigencias.  No  faltan,  sin  embargo,  Letrados,  aunque 
serán  muy  contadas  como  honrosas  las  excepciones,  que  al  exte^ctoTi^ 
la  minuta  de  honorarios,  no  ponen  mayor  partida  cuando  hay  con- 
dena de  costas. 

Merece  esto  que  se  le  preste  alguna  atención,  porque  afecta  al 
buen  nombre  de  los  Tribunales.  Si  la  imposición  de  costas  tiene  el 
concepto  y  calificación  de  pena,  justísimo  es  que  sea  graduada  pru- 
dentemente,  según  los  casos  y  las  circunstancias;  cy  conferida  esa 
facultad  al  Tribunal  sentenciador,  el  fin  moral  de  la  sanción  se  ob- 
tendrá de  seguro  modo»,  y  el  mal,  dice  el  articulista,  tendría  racio- 
nal curación,  definitivo  término.  Sigan  imponiéndose  las  costas  en 
cuantos  casos  se  estime  procedente,  pero  facúltese  al  Tribunal,  una 
vez  hecha  la  tasación,  para  fijar  lo  que  debe  abonar  el  condenado. 
De  este,  modo  podría  ser  graduada  la  penaren  relación  á  la  temeri- 
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-dad  demostrada,  pnei  el  Tribunal  tendría  en  enenta  la  cnantía  y 
•eondioienes  del  ainnto,  y  conociendo  el  trabajo  y  celo  desplegado 
por  Letrados  y  anziliares,  y  la  ejemplaridad  que  tal  pena  había  de 
producir,  coronaria,  con  una  resolución  más,  su  obra  de  justicia. 

vNúm.  218.) 

Antonio  Bbrgali:  Rejorma  necesaria,  <fil  art.  606  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  ciyil.»— Cree  el  articulista  que  el  art  606  de  la  ley 
•citada  debiera  ser  redactado  así:  «Art.  606.  La  presentación  de  do- 
cumentos de  que  habla  el  artículo  anterior,  cuando  sean  públicos, 
podrá  hacerse  por  copia  simple  si  el  interesado  manifestase  que  ca- 
rece de  otra  fehaciente;  pero  no  producirá  aquélla  ningún  efecto  si 
-durante  el  término,  de  prueba  no  se  llevase  áloe  autos  una  copia 
-del  documento  con  los  requisitos  necesarios  para  que  haga  fe  en 
juicio;  debiendo  acompañarse  asimismo  á  dicha  copia  simple  una 
«certificación  expedida  por  quien  corresponda,  ó  la  oportuna  carta  de 
pago  en  que  conste  haber  satisfecho  á  la  Hacienda,  el  acto  ó  con- 
trato á  que  se  refiere,  el  impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión 
Hle  bienes,  ó  que  se  halla  exceptuado  del  mismo;  y  otra  certificación 
4el  Registrador  de  la  propiedad  en  que  se  acredite  la  inscripción,  á 
los  efectos  del  art.  S96  de  la  ley  Hipotecaria,  en  los  casos  en  que 
aquélla  sea  necesaria,  dada  la  naturaleza  jurídica  de  la  acción  que 
-se  deduzca,  sin  cuyos  requisitos  no  será  admitida  la  demanda  ó 
constetación.  También  se  exigirán  loe  mismos  documentos  cuando 
ee  produzca  la  segunda  copia  de  una  escritura  con  cualquiera  de  los 
expresados  escritos.  Las  certificaciones  á  qué  se  refiere  este  artículo 
eerán  libradas  por  los  respectivos  funcionarios,  dentro  del  tercero 
día,  á  contar  desde  el  siguiente  al  en  que  fueren  solicitadas.»  Lo 
•que  se  pretende  conseguir  con  esta  reforma  no  necesita  explicación 
para  ser  comprendido,  pues  ella  jnisma  se  explica. 

f   ■  ■ 

Gaceta  del  Netariade. 

«    •-  _  ^     _  "'  ■  '     •      í     •    •  •,    1 .  ' ' 

(Núm.  2.®    1904!  M«drid.) 

Un  Notario:  Exeedenda  voZun^arta;-— Blxiste  ésta  para  M a- 
-giétrados  y  Jueces,  etc.,  pero  no  para  1q^  HiotaTios:  Bl  articulista 
cree  que  del>e  también  concederse  á  é^tQm   T  ^b^^o^^  4^^'  todos  los 
Notarios  deben  acudir  en  súplica  al  M|^^\to  4s  (S««cia  y  Justicia, 
á  fin  de  obtener  la  concesión  de  la  cicca.^^     xa.  voluntarla; .    • 


960  RVVttTA  DI  tmSkJSLACIM 

(Número  6.®) 

La  BedacciOín:  Reseña  de  la»  cédulas  personales  en  las  eseri^ 
turas  púbUeas. — ¿Lae  eqnivocacionee  y  omieionee,  al  resefiar  ei^ 
ana  eeoritnra  las  cédalas  personales  de  los  otorgantes,  equivocando- 
el  número  de  nna  de  ellas,  omitieildo  resefiar  la  de  otro  otorgante, 
y  admitiendo  á  otro  una  cédnla  del  afio  anterior,  no  obstante  qne- 
con  estas  equivocaciones  y  omisiones  en  nadfr  se  altera  la  parte  sus« 
taneial  del  documento  ni  se  causa  perjuicio  anadie,  pueden  ser - 
causa  de  un  delito  de  falsedad  cometido  en  instrumento  público? 

Para  contestar  á  esta  pregunta  es  necesario  comenzar  por  dis- 
tinguir entre  el  fondo  y  la  forma  del  instrumento  público.  Aun  ha- 
biendo faltas  á  la  ley  en  el  uso  de  la  cédula  personal,  queda  el  fon- 
do del  acto  completamente  libre  de  aquéllas.  Mientras  no  se  pruebe- 
la  intención  culpable:  por  ejemplo,  la  de  hacer  aparecer  como  mayor- 
de  edad  al  que  no  lo  es,  por  no  tener  cédula  ó  tenerla  expresiva  de* 
su  menor  edad,  si  el  otorgante  resulta  con  capacidad  para  el  otor- 
gamiento, la  mera  equivocación  ó  la  no  resefia  de  la  cédala,  cesas^ 
son  que  no  pueden  servir  de  base  á  un  procedimiento  ante  los  Tri- 
bunales. La  equivocación  del  número  de  la  cédula,  mientras  no  se- 
varíe  la  clase,  á  nadie  perjudica,  porque  todas  las  de  la  misma  clase* 
satisfacen  igual  cantidad  al  Tesoro.  El  citar  cédulas  que  no  corres- 
pondan al  ejercicio  corriente,  tampoco  puede  dar  lugar  á  responsa- 
bilidad, si  se  hace  constar  que  las  cédulas  del  ejercicio  corriente  no 
htOL  sido  puestas  á  disposición  del  público...  Los  Notarios,  sin  em- 
bargo, d^ben  proceder  cuidadosamente  á  la  inspección  de  las  cédu- 
las, porque  si  las  equivocaciones,  en  cuanto  á  esto  se  reñere,  no  pue- 
den ser  causa  de  responsabilidad  penal,  podrían,  sí,  ser  motivo  de- 
molestias  y  aun  amenazas  de  responsabilidad  civil. 

♦  * 
Revista  de  lee  Tribunales. 

(Núm.  8.*,  X90i.  MadríaU 

Rafabl  María  de  Labra:  Los  tratados  internacionales  con^ 
temporáneos.— 'hou  del  siglo  xix  pueden  dividirse  en  distintos 
gropaarfor^ns  di  versea  fines  y  dif ereiita  aentidO)  y  por  la  partici- 
paolte  que  en  elloa  han  tenido  las  Naciones  que  dirigen  el  mundo- 
pelitiea.  DesláeanM  entre  esos  grupos,  los  que,  «Ib  tener  un  fin  pre« 
donüBantementft  político  y  geográfico, ,  reaponden  á  intereses  gene^ 
rales  de  la<lMMBaBÍdad  y  se  determinan  en  el  sentido  de  humaniza- 
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«^eión  de  la  gaerra,  el  afiansamiento  de  la  libertad  pereonal  jrla  ez- 
'temsión  del  Derecho  eiyil  por  cima  de  las  fronteras. 

En  este  orden  merecen  especial  mención:  las  Oooferenciae  de 

«Ginelnra,  de  1864;  San  Petersbargo,  1868;  Bruselas,  1874  f  1890; 

Madrid,  1880;  Berlín,  1886;  el  OongrMO  de  Derecho  internacional 

privado,  de  Montevideo,  1888;  la  Conferencia  de  la  Pas  del' Haya, 

1899,  7  la  de  Derecho  civil  del  Haya,  de  189S  á  1900. 

La  Convención  de  Ginebra  tuvo  el  doble  fin  de  mejorar  la-snerte 
de  los  heridos  en  campafia,  y  de  ffarantisar  á  los  qne  dedican  ens 
cuidados  á  esos  heridos.  Tratóse  en  Ginebra  de  establecer  reglas 
para  la  gnerra  marítima  lo  mismo  qne  para  la  terrisstre,  pere  sólo 
se  consiguió  establecerlas  para  la  terrestre.  A  ésta  se  refierM  ios 
diez  artículos  que  constituyen  el  acuerdo  de  33  de  Agosto  de  1664. 
Pero  en  cuanto  éste  f  aé  ratificado,  comenaó  en  Europa  ana  caDíipafia 
-en  favor  de  la  aplicación  de  sus  principios  á  las  guerras  marítimas, 
eiendo  consecuencia  de  esa  campafia,  la  reunión  en  Ginebra,  1868^ 
de  los  representantes  de  los  diversos  Estados,  firmantes  -del -Con- 
venio de  1864.  De  esta  reunión  resultó  un  Proyecto,  firmado  por 
catorce  Estados. 

Bq  1874  se  reunió  en  Bruselas  la  Conferencia  para  tratar  de  las 
leyes  generales  de  la  guerra,  y  alguien  procuró  que  se  discutiera  y 
-aprobara  el  Proyecto  de  Ginebra  de  1868.  Pero  la  mayoría  de  los 
Delegados  afirmaron  su  incompetencia. 

La  Conferencia  de  San  Petersburgo  de  1868  tuvo  por  fin  la  re-^ 
^lamentación  del  uso  de  las  balas  explosivas.  El  Gobierno  ruso  fué 
-el  iniciador  de  esta  conferencia,  de  la  cual  salió  la  deelaraeión  de 
11  de  Diciembre  de  1868,  en  favor  de  renunciar  al  uso  de  todo  pro- 
yectil inferior  á  400  gramos,  ó  qué  sea  explosible  ó  esté  cargado  de 
materias  fulminantes  ó  inflamables.  Pero  la  declaración  contiene 
un  artículo  final  por  el  que  las  Potencias  signatarias  se  compróme 
ten  <á  entenderse  ulteriormente  cuantas  veces  se  formule  una  pro- 
aposición  precisa,  en  vista  de  los  perfeccionamientos  que  la  ciencia 
aporte  sobre  el  armamento  de  íbs  ejércitos  y  de  modo  que  puedan 
-concillarse  las  necesidades  de  la  guerra  coft  las  leyes  de  la  Hu- 
manidad». 

La  Conferencia  de  Bruselas,  27  de  Julio  á  27  de  Agosto  de  1874, 
ise  refirió  á  las  leyes  generales  de  la  guerra,  en  el  sentido  de  las 
<lQBtrucciones  que  para  el  gobierno  de  los  ejércitos  de  los  Estados 
Unidos  en  campafia»,  redactó  Lieber,  bajo  la  presidencia  de  Lin- 
coln. Los  Gobiernos  europeos  no  sancionaron  los  acuerdos  de  1874, 
quedando  éstos  sólo  con  su  puro  valor  moral  y  con  el  carácter  de 
49imples  declaraciones  hasta  1900. 
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LoB  aoQ«rdo0  antee  aladidoa  han  logrado  últimamente  una  goq-> 
eagMsión  báetaiite  satielactoria.  8e  la  ha  dudo  la  Conferencia  In-^ 
temaoional  de  la  Pai,  del  Haya,  de  1809.  De  esa  Ck>nferencia  salie- 
ron los  dos  CoQTenios  qoe,  con  la  ratificación  del  Grobiemo  espafioly 
aparecieron  en  la  GMtta  de  Madrid  de  22  de  Noviembre  de  1000, 
y  que  firmaron,  en  20  de  Jallo  del  afio  anterior,  los  representantes- 
antoriíados  de  veinte  Estados  enropeos,  cuatro  asiáticos  y  dos  ame* 
rieanoB. 

Esos  dos  Oonyenios— que  con  un  tercero  relativo  al  arreglo  pa-^ 
eifleo  de  loe  eonJUeioe  internacionales,  constituyen  la  obra  totaL 
de  la  célebre  Conferencia  del  Haya — ratifican:  el  uno  explícita- 
mente los  «principios  del  Convenio  de  Ginebra  de  22  de  Agosto  de- 
18i4>,  pero  extendiéndolos  á  la  guerra  marítima;  y  el  otrp,  el  espí-^ 
ritu  y  aun  la  letra  de  buena  parte  de  las  resoluciones  de  la  Confe--- 
rencia  de  Bruselas  de  1874,  á  cuya  generosa  y  sabia  preoisióiv. 
rinde  el  aplauso  merecido. 

Este  último  Convenio  ofrece  algunas  particularidades.  Las  par- 
tes contratantes  se  limitan  en  él  á  obligarse  á  dar  ú  sus  fuersae* 
armadas  de  tierra,  instrucciones  de  acuerdo  «con  el  reglamento  rela- 
tivo á  las  leyes  y  costumbres  de  la  guerra  terrestre»,  anejo  al  Con* 
venio,  y  en  el  cual  no  se  comprende  todo  lo  que  se  había  procla-^ 
mado  veinticinco  afios  antes  en  Bruselas.  En  ese  Convenio  se  esta- 
blece  que  sus  preceptos  sólo  serán  obligatorios  para  las  Potenciae> 
contratantes  en  una  guerra  entre  dos  ó  más  de  ellas.  Cesará  el  ca- 
rácter obligatorio  de  lo  acordado,  en  el  caso  de  que  en  una  guerra, 
sostenida  por  Estados  contratantes  entrara  otro  que  no  lo  fuera. 

NuBVA  Rbvista.— Hemos  tenido  el  gusto  de  recibir  el  número- 
primero  de  la  reyista  La  Reforma  Juridieat  de  Almería. 

Jo8É  García  FbrnAndísz. 

ChrMuUU,  F*br«ro  I9MU 
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Revista  tfel  Foro. 

QltiBS.  7  y  8,  Jfüio  y  A|^«to  1908,  Habana.)  ' 

La  Rboacción:  JuriseonBulios  eu6ano«.— Muinol  Gonzalos  del, 
Valle. 

Octavio  Averhofp:  El  orL  1872  del  Código  e£m7.— Hace 
conotar  el  articnlieta  qne  on  trabajo,  qne  bien  puede  ser  calificado 
de  nolablOy  fué  escrito  antes  de  dictarse  la  Resolnción  de  la  Direc- 
ción general  de  loa  Registros,  de  Espafia,  de  12  de  Jallo  de  1901  y 
la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  21  de  Octubre  de  1902.  Oree, 
de  acuerdo  con  estas  resoluciones,  aunque  escribió  antes  de  que  fue- 
ran diotadas,  que  el  art.  1872  del  Oódigo  civil  debe  ser  aplicado  á  la 
hipoteoa,  cuando  medie  estipulación  expresa;  y  que,  aun  en  el  caso 
en  qne  no  hubiese  mediado  estipulación  expresa  entre  las  partes 
contratantes,  si  no  hubiese  postor  en  la  segunda  subasta,  debería 
adjudicarse  al  acreedor  la  finca  hipotecada. 

J*  M.  Barraque:  Rearmas  en  el  Notariado.— Reñéreñe  el 
articulista  á  un  proyecto  de  ley,  presentado  en  la  anterior  legisla- 
tura á  las  Oámaras  de  Ouba.  En  ese  proyecto  se  advierte  la  tendón'- 
cia  á  reducir,  en  lo  posible,  la  extensión  de  las  escrituras.  Sobre 
esto  contiene  el  proyecto  dos  artículos:  por  uno  se  suprimen  cuantos 
preceptos  existen  en  la  lef  Hipotecaria,  en  la  Instrucción  sobre  la 
manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos,  y  en  otras  leyes  es- 
peciales; preceptos  que  disponen  se  consignen  en  las  escrituras  lo 
que  se  denomina  adoerteneiae  y  reservas  legales;  y  por  otro  se 
derogan  los  artículos  de  la  citada  Instrucción,  que  establecen  el 
deber  de  copiar  literalmente  la  escritura  de  hipoteca  en  los  instru- 
mentos de  cesión  ó  de  subhipoteca.  Ea  lo  que  á  esto  se  refiere,  el 
articulista  cree  que  se  debe  ir  más  lejos,  suprimiendo  la  expresa 
declaración  acerca  de  la  capacidad  de  los  otorgantes  y  la  obligación 
je  dar  fe  «de  haber  leído  á  las  partes  y  ^  los  testigos  la  escritura 
íategra,  ó  de  haberles  permitido  que  la  lei^0...>,  porque  esos  requi- 
sitos, como  los  suprimidos  por  el  proye^^  ¿e  ^^7i  ^^^^  sirven  para 
dar  más  extensión  á  la  escritura  públic^ 

Por  otro  artículo  del  referido  pro^^         »^  \«5  se  establece  que 
los  Notarios  autorizarán  todos  los  in^*^^^^     -^qb  V^íiUVcos  ínter  ci- 
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üos  sin  necesidad  de  la  presencia  de  testigos,  siempre  qne  den  fe  de 
conocer  á  los  otorgantes.  El  articulista  estima  qne  en  este  pnnto 
sobresale  más  qne  en  ningún  otro  el  recto  y  elevado  sentido  práctico 
del  proyecto  de  ley.  £1  testigo  instrumental  ha  sido  suprimido,  por 
innecesario,  en  Francia.  Es  el  Notario,  por  si  solo,  testigo  de  mayor 
excepción:  cdepositario  de  la  fe  pública,  hombre  de  verdad  legal; 
confianza  del  Estado  y.  4e  los  intereses  públicos;  funcionario  de  la 
Administración  que  no  miente,  á  quien  no  es  dado  mentir,  necesita, 
empero,  de  dos  centinelas  dé  vista  que  atestigüen  con  él  sus  actos, 
y  que,  no  obataote,  no  gozan  de  prestigio  legal  de  ningún  género...» 
Los  testigos  instrumentales,  casi  nunca,  por  lo  menos,  son  tales  tes- 
tigos, en  el  sentido  qne  ha  inspirado  la  ley.  El  testigo  es  un  ente 
inútil,  perfectamente  innecesario  en  las  escrituras,  porque  rara  vea 
firma  en  el  mismo  acto  con  los  otorgantes. 

Otro  artículo  del  proyecto  de  ley,  que  estudia  el  autor  del  trabajo 
que  extractamos,  se  ocupa  de  regular  la  custodia  y  conservación  ám 
los  protocolos,  disponiendo  á  ese  fío  que  todos  ellos  pasen  al  Ar- 
chivo desde  el  momento  qne  ocurra  la  vacante  de  una  Notaría;  dia- 
posición acertada  y  que  será  de  utilidad  práctica* 

Bien  parece  al  articulista  la  disposición  de  la  futura  ley,  que  re- 
duce á  veinte  el  número  de  Notarías  en  la  Habana,  y  entiende  que 
mientras  menos  sea  el  número  de  éstas,  mayores  y  más  eficaces 
serán  las  garantías  de  la  contratación  en  general. 

EsciPióN  Sihelb:  El  despotismo  de  la  mayoría  y  la  psicolo- 
gía eoleetioa. 

La  RfiDAcciÓN:  Ley  orgánica  del  Poder  judieiaL-^lat&tmm* 
ción  ante  la  Comisión  de  Códigos  de  la  Cámara  de  representantes. 

L«  Ri£D ACCIÓN:  Sección  de  jurisprudencia* — I.  Prescripción 
de  la  acción  para  cobrar  réditos  de  censos.  Sentencia  del  Tribunal 
Supremo,  de  Cuba,  de  SI  de  Octubre  de  1903,  que  declara  que  la 
mencionada  acción  está  comprendida  en  el  art.  1966  del  Código  civil, 
que  establece  la  prescripción,  por  el  transcurso  de  cinco  afios,  de  la 
acción  para  exigir  el  cumplimiento  de  cualquier  pago  que  deba  ha 
cerse  por  afios  ó  en  plazos  más  breves:  Otra  sentencia  del  Tribunal 
Supremo,  de  España,  de  31  de  Enero  de  1903. — U.  Nulidad  de.  una 
desvinculación  de  capellanía  eclesiástica.—  III.  Jlia  emancipació*^. 
por  el  matrimonio.  Art.  317  del  Código  civil. 

Enriqub  José  Varona:  La /unción  de  las  ünioersidades.Dia- 
curso  leído  en  la  apertura  del  curso  académico  de  1903  á  190á  en  la 
universidad  de  la  Habana. 
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Nulidad  de  wí  testamento.  Oonvideraeione»  fobre  U  aentoncia 
del  Tribanal  Sapremo  de  Espafia  de  25  de  Noviembre  de  190SL.  Trm^ 
bajo  tomado  de  la  Gaceta  del  Notariado  EapañoL 

Antonio  L.  VAtvgRDB:  Gonealta.  Reeclaión  de  nnm  xmrttcltSii. 
Derechos  de  los  hijos  natarales,  en  eoncarrencia  con  herederos  to- 
iantarioa  y  legatarios. 

P.  González  del  Alba:  Doctrina  del  Tribunal  Supremo  de  £s- 
pafia  sobre,  la  codelincaencia  y  la  complicidad  en  los  delitos.  Tra- 
bajo publicado  en  esta  Revista  (1),  reproducido  integramente  por 
la  Remeta  del  Foro^ 

—  Circular  de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  Cuba.  Delitos 
de  imprenta.  Notas  bibliográficas. 

♦ 
Revista  Judicial. 

(Núm.  13.  1.*  á»  No¥Íembr«,  1908.  San  Salvador.) 

Sunuvio:  Poder  legislativo.— Poder  judicial.— Sentencias. 

Framcisco  Ocho  a:  La  misión  del  defensor  de  los  acusados,-^ 
«No  militan  sólo  los  que  están  armados  de  espada,  escudo  y  covfiza, 
sino  también  los  Abogados.  Militan,  en  verdad,  defendiendo  con  elo- 
cuencia y  talento  los  derechos  de  los  que  sufren,  y  salvan  las  vidas 
de  sus  clientes  y  de  sus  hijos.»  León  y  Antenico  Augustos,  Código  1, 
2  b.,  7  Const.  14.  La  defeasa  es  de  derecho  natural,  según  ha  ense  • 
fiado  Dios  mismo.  Sin  el  derecho  de  defensa,  ejercido  amplia  y  libre  • 
meato,  la  justicia  penal  no  es  justicia;  es  opresión.  No  es  el  derecho 
de  defensa  un  derecho  sólo  del  acusado,  sino  también  de  la  Sociedad, 
porque  á  él  van  unidos  sus  más  grandes  intereses;  pues  la  condena- 
ción de  un  inocente  es  para  ella  una  desgracia  mucho  mayor  que 
para  el  mismo  condenado. 

La  pena  no  es  sino  la  justa  represión  que  la  Sociedad  se  ve  oblir 
gada  á  imponer  al  que  vulnera  sus  fueros  y  prescripciones;  y  si  para 
que  esa  pena  sea  juste  debe  ser  proporcionada  á  la  gravedad  del  de- 
lito, indispensable  es  convencer  al  reo  de  su  crímenjr  oir  su  defensa» 
La  intención  dsl  delincuente,  los  móviles  y  propósitos  que  determir 
naron  la  acción,  las  circunstancias  de  toda  clase  que  acompafiaroii 
su  ejecución,  estudiadas  deben  ser  cuidadosamente*  La  Sociedad  sólo 
tiene  interés  en  castigar  á  los  verdaderos  reos  y  en  la  medida  de  sus 

(1)     YéM^  el  tomo  lOa,  pág.  64. 
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delilov.  De  ahí  qne  debs  proceder  coa  las  precancionee  necesaria» 
para  aeegnrar  laverdad  y  jneticia  de  ene  fallos. 

La  audiencia  y  defensa  de  los  acusados  tiende  á  darle  esa  segn- 
ridady  porque  contribuyen  al  esclarecimiento  de  los  hechos  y  á  la 
aplicación  cumplida  del  derecho. 

«La  defensa  de  los  reos,  escudo  tutelar  de  la  inooenci|^,  salva- 
guardia de  los  acusados,  constituye,  en  consecuencia,  uno  de  los  más 
graves  é  importantes  deberes  del  Abogado,  y  ejercida  noble  f  digna- 
mente, una  de' las  más  hermosas  preseas,  de  las  más  honoríficas  eje- 
cutorias de  la  profesión.  £1  defensor  de  un  reo,  ha  dicho  Sanojo, 
ejerce  una  magistratura  de  la  mayor  importancia.  Su  deber  és  con- 
tribuir á  la  averiguación  de  la  verdad  para  evitar  que  peligré  la 
inocencia...» 

¿Bstá  obligado  el  Abogado  á  aceptar  la  defensa  de  todo  criminal, 
aun  hallándose  convencido  de  que  es  culpable?  Gomo  la  defensa  es 
de  derecho  natural,  todo  reo  debe  tener  quien  lo  defienda.  No  sucede 
lo  mismo  en  los  juicios  civiles.  Eu  ellos  puede  la  ley  respetar,  hasta 
BUS  justos  limites,  la  conciencia  del  Abogado.  Cita  el  articulista  lo 
que  dispone  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  España  acerca  de  la 
defensa  del  declarado  pobre.  Después  dice:  «Empero,  en  los  juicios 
criminales,  es  obligatoria  la  aceptación  del  cargo  de  defensor». 

Según  el  art.  162  del  Código  de  Enjuiciamiento  criminal  veneso^ 
laño,  loe  defensores  de  los  reos,  si  no  les  está  prohibido  serlo,  sólo 
pueden  excusarse  de  aceptar  el  cargo  en  los  casos  determinados  por 
la  ley,  ó  por  impedimento  grave,  á  juicio  del  Tribunal... 

¿Onál  es  la  misión  del  defensor  de  los  acusados?  ¿Qaé  conidieio- . 
nes  deben  caracteriiar  el  ejercicio  de  ese  cargo?  La  misión  no  puede 
ser  otra  que  la  de  abogar  por  su  defendido  y  hacer  valer  envu  favor 
todo  aquello  que  le  favoresca,  pero  dentro  de  ios  limites  de  lo  ver- 
dadero y  de  lo  ju0to.  Las  condiciones  que  ha  de  desplegar,  son:  deli- 
cia, probidad,  desinterés,  moralidad  é  independencia. 

Aunque  la  defensa  es  derecho  natural,  aunque  el  derecho  de  fe- 
fensa  es  sagrado,  no  debe  olvidar  el  Abogado  que  ese  derecho  está 
limitado  por  la  verdad  y  la  justicia,  y  que,  por  lo  tanto,  su  misión 
Bo  consiste  en  hacerse  aliado  del  crimen  y  tratar,  de  salvar  al  crimi- 
nal valiéndose  de  toda  clase  de  medios.  «Adulterar  los  hechos,  ha- 
cer perjurar,  por  medio  de  repreguntas  insidiosas  y  arteras,  al  testi- 
go que  depone  la  verdad,  emplear  el  sofisma,  acudir  al  soborno  y  al 
cohecho,  son  recursos  inmorales  y  reprobados  siempre  en  un  Abo- 
gado. Por  encima  de  todo  interés  están  el  honor  profesional,  la  pro-* 
bidad,  la  conciencia...»  Puede,  á  veces,  reconocer  el  defensor  la  ver- 
dad de  un  principio  y  exponer  al  propio  tiempo  los  argumentos  que 
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•gJBtott  «n  mi  contra,  pnei  moi  argomentoa,  que  á  él  no  le  eonyen- 
oen,  "paeáen  oonyencer  al  Jaes.  Pero  nunca  debe  el  Abogado  fingir 
qne  cree  lo  que  no  cree... 

«  « 
Belltia  del  leeUtato  CleafHIee  y  LHerarie  cPerlIrle  Dfaz>. 

(Hiun.  8.*,  OotQbr«,  1906.  Tolno*.) 

Sunutrio:  Sección  de  jurleprudencia. 

Vicente  ViLLADÁ  Cardoso.  ¿Existe  el  delito /rusirado  de 
violaeiónf—T&áo  acto  criminal  supone  siempre  dos  extremos:  el  de 
partida  y  el  de  llegada;  el  pensamiento  primero  y  la  ejecución  del 
acto  final.  Entre  el  acto  primitiyo  y  el  último  que  debe  ejecutarse 
para  realizar  un  hecho  delictuoso,  existen  otros  actos  intermedios 
que  yan,  progresiyamente,  acercándose  á  la  realiíación  del  crimen 
concebido» 

Loe  actos  exteriorisados,  que  son  los  que  caen  bajo  el  dominio 
de  la^  ley,  pueden  diyidiree  en  dos  clases:  actos  preparatorios  y  actos 
de  ejecución.  Unos  y  otros  se  suelen  confundir,  naciendo  de  esta 
confusión  consecuencias  peligrosas  en  cuanto  se  refiere  á  la  teoría 
de  la  tentatiya.  También  se  confunden  la  tentatiya  frustrada  con  el 
delito  frustrado. 

El  primer  acto  qne  constituye  la  ejecución  del  delito,  es  el  prin- 
cipio de  la  tentatiya,  la  cual  termina  con  el  último  acto  constitu- 
tiyo  del  delito.  Los  actos  de  ejecución,  por  si  solos,  reyelan  inten- 
ción delictuosa;  pero  esto  no  autorisa  para  fundar  un  fallo  conde- 
natorio, aunque  M.  Freihald  haya  dicho,  copiando  á  Filangieri,  que 
cteda  tentatiya...  ee  considerada  como  si  fuera  el  mismo  crimen, 
porque  el  autor  de  ella  ha  cometido  el  crimen  en  cuanto  estaba  de 
BU  mano»,  pues  eeo  es  confuúdir  la  tentatiya  con  el  delito  frus- 
trado*«*« 

La  tentatiya  puede  frustrarse  por  circunstanciasjindependientes 
de  la  yoluntad  del  agente,  y  también  por  circunstancias  ajenas  á  su 
yolmntad  puede  frustrarse  el  delito.  La  teútatiya  puede  ser  suspen- 
dida por  un  acontecimiento  fortuito.  Es  posible,  y  aun  probable, 
que  sin  ese  acontecimiento,  el  crimen  se  hubiera  consumado,  pero 
el  autor  podía  haber  deeistido.  Por  esto,  toda  imputación  que  rebase 
el  momento  de  la  suspensión  de  la  tentatiya,  es  ayenturada,  pues  es 
castigar  por  conjeturas. 

No  debe  ser  confundido  el  conato  con  la  tentatiya,  ni  tampoco  la 
tentatiya  frustrada  con  el  delito  frustrado,  porque  aquélla  admite 
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el  desistimiento  volantario  del  agente,  lo  qne  no  sucede  con  el  dc^ 
lito  frustrado.  Tanto  el  conato  como  la  tentativa  de  un  delito  deter- 
minado, pueden  engendrar  otro  distinto.  Así  ocurre  con  la  tentativa 
de  violación,  que  constituye  un  atentado  al  pudor. 

Las  notas  distintivas  de  la  violación,  son:  la  violencia  y  la  in- 
troducción d^l  ódrgano  viril,  con  ó  ain  desfloraelóii.  La  mUa  4e  loe 
atentados  al  pudor,  la  no  introducción  del  órgano  viril,  siendo  sufi- 
>cientes  los  hechos  ofensivos  al  pudor.  Siendo  la  cópula  contra  la  vo- 
luntad del  sujeto  pasivo  el  elemento  esencial  del  delito  4e  vlola- 
eión,  no  existe  éste  si  aquélla  no  se  realizó.  Y  «como  es  de  sentido 
común  que  el  simple  hecho  de  ejecutar  el  último  acto  que  depende 
del  agente,  constituye  el  delito  mismo,  y  que  ejecutado  ese  últioao 
acto,  ya  no  se  puede  frustrar  el  delito,  resulta  que  jamás  habrá  de- 
lito frustrado  de  violación...»  Tampoco  pueden  frustrarse  los  deli- 
tos de  rapto,  incesto,  adulterio,  bigamia...,  ni  el  delito  de  calumnia^ 
eobre  todo,  realizado  verbalmente. 

Sección  científica:  * 

JosB  DE  SieHRa:  Importancia  del  estudio  de  la  teneduría  de 
libroe* 

Feliciano  Nava:  Lavoisier, 

Sección  oficial: 

Trabajos  escolares. — Variedades. 

Sección  literaria: 

Noticias.— Bibliografía. 

« 
*  « 

Chile  Motferao. 

(Núm.  4.*,  Octubre  1903,  YalparAiao.) 

G.  L.  Dupbat:  La  negación.  Estudio  de  psicología  patología 
cay  traducción  de  la  Reoue  Philosophiquey  pur  Garlos  Oabeión. 

Víctor  Domingo  Silva:  Pedro  A.  González.— ^ot&hle  estndiQ 
hecho  por  encargo  de  la  Revista  Chile  Moderno^  de  la  persoiialidad 
literaria  del  profesor,  el  filósofo  y  el  poeta  Gomales,  recientemente 
fallecido. 

Francisco  Valdés  Veroara:  El  ahorro  del  pueblo  consti- 
tuye la  riqueza  naeionaL—Con  motivo  de  haber  presentado  al 
Oongreso,  el  Ministro  de  Hacienda  de  Ghi)e,  un  Proyecto  de  ley  qne 
tiende  á  establecer  una  aaja  de  ahorros  y  socorros  para  los  obre<> 
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ro0  ocQpados  en  la  elaboración,  transporte  y  embarque  del  salitre^ 
publica  el  articulista  iae  obier  y  aciones  que  sobre  la  materia  escri- 
bió tres  afios  antes. 

Todas  esas  observaciones  son  aplicables  á  España.  Por  esto,  si^ 
no  nos  lo  yedara  la  limitación  del  espacio,  reproduciríamos  gusto- 
samente, de  modo  literal,  el  bien  meditado  y  correcto  trabajo  del  se- 
fior  Valdés.  No  siendo  esto  posible,  haremos  el  extracto  de  ese 
trabajo. 

Expone  el  articulista,  en  primer  término,  datos  precisos  acerca, 
del  número  de  obreros  que  trabajan  en  la  región  salitrera  y  el  sala- 
rio que  ganan.  Con  el  ahorro  de  i  por  ciento  de  ese  salario,  importa- 
ría el  ahorro  anual,  agregándole  una  cantidad  igual,  donada  por  lo»- 
liatronos,  1.216.000  pesos,  que  con  el  2  por  ciento  de  ahorro  volunta- 
rio de  los  obreros,  resultaría  q^ue  en  la  región  salitrera  se  ahorraban 
sinnalmente  2.000.000  de  pesos.  Gomo  á  conseguir  ese  ahorro  tiende- 
el  Proyecto  de  ley  presentado  por  el  Ministro  de  Hacienda,  el  arti- 
culista aplaude  el  proyecto. 

Dice  el  articulista,  que  el  ahorro,  practicado  con  perseverancia,, 
asegura  la  independencia  del  individuo,  poniéndolo  al  abrigo  de  la 
miseria  y  de  los  accidentes  de  la  vida. 

El  ahorro,  que  puede  hacer  prodigios  en  fa^^or  del  humilde  obre- 
ro, á  condición  de  que  éste  sea  honrado  y  constante  en  el  trabajo^ 
hace  prodigios  mayores  todavía  en  favor  de  la  Sociedad  en  gene- 
ral, cuando  Iae  sumas  economizadas  por  el  pobre,  á  fuerza  de  pri- 
vaciones, van  á  depositarse  en  los  Bancos,  en  las  Cajas  de  Ahorro- 
ó  en  otros  Establecimientos  análogos,  que  por  tumo  los  ponen,  por 
medio  del  crédito,  á  disposición  de  los  industriales  y  los  comercian- 
tea  que  necesitan  capitales  para  el  desarrollo  y  prosperidad  de  sus- 
respectivos  negocios. 

81  cada  individuo  guardara  sus  ahorros,  el  económico  tendría 
dieponibies,  en  cualquier  momento,  los  fondos  que  hubiera  ahorra- 
do; pero  procediendo  así,  sólo  se  lograrían  en  parte  loa  beneficio»' 
que  el  ahorro  debe  producir. 

SopénfaM  que  la  tercera  parte  de  los  habitantes  de  Chile,  ó- 
sea  1.000.000  de  personas,  ahorran  20  centavos  en  cada  semana». 
Esto  formaría  al  afio  la  suma  de^  10.400.000  pesos.  Guardando  cada. 

.    .  .,..       .  '••     Y  t     ■■■■■'         '  *^ 

persona  la  cantidad  de  10  pesos  40  centavos,  ios  ahorros  serían  es- 
térilea  para  el  país  y  hasta  podrían  ser  perjudiciales.  En  cambio», 
dapoflitedoB  eaoa  fondos  en  lea  Bancos  y  Cajas  de  Ahorro,  se  forma- 
ría lentamente  un  eapital  suficiente  para  dar  impulso  progresivo  á 
los  trabajos  agrícolas,  á  las  explotaciones  mineras,  á  los  «atable- 
cimientos  industriales...,  es  decir,  á  todas  las  fuentes  de  riqueza. 
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«que  hoy  «a  pierden  en  la  inacción  á  qne  eetainos  condenados  per 
la  pobreía  y  falta  de  crédito». 

La  demoatración  mái  elocuente  del  poder  social  de  los  peqnefios 
capitales  acnmnlados  por  el  ahorro,  la  ofrece  Francia,  qne  salió 
triunfante  de  la  terrible  criiis  sufrida  por  sn  derrota,  porque  la 
Nación  francesa  tenia  un  tesoro  inagotable  en  los  ahorros  de  sne 
hijos.  Acerca  de  esto  dijo  León  Say:  «El  pueblo  francés  haoe  anael- 
mente  ahorros  considerables;  no  cesó  de  hacerlos,  en  medio  de  eus 
desgracias,  sino  durante  un  corto  tiempo.  Bn  1872  la  corriente  de 
sus  ahorros  volvió  á  tomar  su  curso  ordinario.  Estos  recursos  aVon- 
dantee  le  emplearon  naturalmente  en  los  empréstitos  nacionalae 
para  pagar  la  indemniaación  de  guerra...» 

En  18Cf  1  fué  votada  por  el  Parlamento  inglés  la  ley  orgánica  de 
la  cPost  Office  Saving  Bank»,  y  en  1888  declaraba  su  autor:  cEsta 
es  la  obra  mái  importante  que  en  la  segunda  mitad  del  siglo  xix  se 
ha  hecho  en  bien  del  pueblo  y  yo  la  considero  el  acto  más  útil  y  fe- 
cundo de  mi  larga  carrera...»  <T  esta  obra,  grande  para  uno  de  los 
politicoB  más  grandes  del  mundo,  la  desdefian,  por  pequefia,  los  po- 
líticos de  Chile...» 

A.  Maurbt  Oa AMAÑO:  Noticias  críticas.  Poesías  líricas  del  se- 
fior  D.  Leonardo  Ella. 

P.  Brouardel:  Peligros  de  la  agregación  de  los  antiséptiecs 
á  los  alimentos.  El  pudor  de  los  Aduaneros.  Notas  y  comentarios. 
Apuntaciones  bibliográficas.  Publicaciones  recibieras. 

Revista  Jsrfdice-Netaríat. 

(Kám.  85;  I."*  Diciembre,  1)06.  Santiago  de  Cuba.) 

t 

El  crimen  de  Aguadores.  Sermones  del  Padre  Girilo.  El  Canal 
de  Panamá.  Sección  de  Jurisprudencia.  Variedades.  Nuestros  fun- 
cionarios. Grabados:  Gabriel  Yandoma. 

(Kúm.  36;  15  IMoiembre,  1905.) 

»  • 

El  Instituto.  El  Canal  de  Panamá.  Secdón  médico-legal.  Sec- 
ción de  Jurisprudencia.  Eugenio  María  de  Hortos. 

« 
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C«b«  y  AnérloA. 

(Núm.  10;  Dioimnbr»,  1908.  HaInui».) 

México.  Salubridad  pública.  Seguridad  pública.  La  Oiencia  j 
la  Filoaofia  en  México.  Beeefia  bistórica  de  la  Geología  en  Méxi- 
co. ObeerYatorio  astronómico  nacional  de  Tacnbaja.  El  Obaerra- 
torio  meteorológico  central  de  México.  El  Instituto  Médico  naeio- 
nal.  Datos  relativos  á  la  Comisión  geodésica.  La  carta  de  la  Be- 
pública  mexicana.  £1  sistema  de  pesas  y  medidas  en  los  Estados 
JJnidos  mexicanos.  Ligeros  apantes  sobre  la  propiedad  indnstrial 
de  México¿  £1  desagüe  del  Valle  de  México.  La  irrigación  en  Mé- 
xico. Las  fnersas  bidránlicas.  Ferrocarriles.  Relaciones  comerciales 
entre  México  y  Cuba.  México  actual. 

m 
«  * 

Revista  de  Derecha  y  Jurisprudencia. 

(Kúms.  1.*  y  2.*,  Octubre  y  Noviembre,  1908.  Santiago  de  Chile.) 

Ha  comensado  á  publicarse  esta  Revista  con  tres  objetos:  publi- 
car en  forma  ordenada  y  metódica  y  de  fácil  consulta,  las  senten- 
cias que  dicte  la  Corte  Suprema  Chilena,  para  que  con  la  publici- 
dad, se  obtenga  la  unidad  de  la  jurisprudencia;  someter  cada  una  de 
dichas  sentencias  á  una  crítica  serena  y  discreta;  y  servir,  como  ór- 
gano de  publicidad,  en  lo  que  respecta  á  los  trabajos  de  los  juris- 
consultos chilenos.  Los  tres  objetos  los  consigue  de  manera  aca- 
bada; el  primero  y  excelente  número  de  la  mencionada  Revista,  que 
á  la  vista  tenemos,  cuya  lectura  produce  impresión  grata,  tanto  por 
BUS  condiciones  materiales  como  por  los  notables  trabajos  que  in- 
serta, cosa  la  última  de  la  que  se  convencerán  pronto  nuestros  lec- 
tores, con  sólo  leer  el  extracto  de  uno  de  los  mencionados  trabajos 
*y  el  resto  del  sumario  de  dicho  número. 

Elidoso  YXííbz:  Del  legitimo  eontradietor  en  Uu  eueMtiones 
de  Estado  y  de  lo^iuieioe  conetitutioos  del  estado  dotL—TtMaB- 
jcribe  el  articulista  los  arts.  816,  816,  817  y  818  del  Oóiigo  civil  chi- 
leno, que  á  la  cuestión  se  refieren. 

La  teoría  del  legítiipo  contrfidictor  es  antigua.  Los  autores  aur 
tiguos,  sin  embargo,  nuiíca  precisaron  claramente  Id  que  debía  en- 
tenderse por  legítimo  contradictor;  pero  afirmaron  unánimemente 
que  los  fallos  en  materia  de  estado  tienen  luersa  obligatoria  contra 
todos. 
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Esta  doctrina  aparecía  fundada  en- las  leyes  romanas,  que  se  re- 
ferían, no  en  general  á  las  cuestiones  relativas  al  estado  civil  dé- 
las personas,  sino  en  especial  á  los  fallos  dictados  en  las  cuestione» 
relativas  al  estado  de  ingenuidad,  de  libertad  ó  de  filiación. 

La  legislación  francesa  no  consagró  la  doctrina  del  legítimo  con- 
tradictor eñ  las  cuestiones  de  estado,  ni  estableció  que  los  fallo» 
de  esta  dase  tuvieran  efecto  universal  obligatorio.  Consagró,  sí,  la 
doctrina  relativa  á  la  impugnación  de  la  legitimidad  del  |iijo  por 
parte  del  marido;  pero  sin  fijar  reglas  acerca  de  le  que  debe  enten- 
derse por  legítimo  contradictor.  Los  arts.  316,  316  7  817  del  Código 
chileno  no  se  encuentran  en  el  Código  francés.  La  doctrina,  empe*^ 
ra,  contenida  en  estos  artículos,  se  halla  establecida  eu  Francia  por 
los  Tribunales  y  los  tratadistas,  aunque  limitada  á  los  juicios  de 
filiación  entre  padres  é  hijos. 

La  legislación  de  las  Partidas,  vigente  en  Chile  hasta  la  prornnK 
gación  del  Código  civil,  siguió  con  más  ó  menos  exactitud  la  doc- 
trina romana.  La  ley  20,  tít.  22,  Partida  3.^,  sentó  el  principio  ge- 
neral de  que  la  sentencia  pronunciada  contra  uno  no  empece  á  otro, 
con  la  ezMpeióB  en  le  que  se  refería  á  la  libertad  ó  servidumbre» 
En  cuanto  á  la  filiación,  las  Parótidas  atribuían  carácter  universal 
únicamente  á  la  sentencia  dictada  en  juicio  seguido  entre  el  padre 
y  el  .hijo.  Estos  eran  los  legítimos  contradictores  en  la  cuestión  de 
paternidad  ó  filiación  para  constituir  un  estado  civil  inalterable. 

El  Código  civil  chileno  aplicó  la  teoría  del  legítimo  contradic- 
tor únicamente  á  los  juicios  de  paternidad  y  filiación. 

Un  distinguido  Magistrado  y  escritor  chileno,  dice:  «Según  el  Có- 
digo actual,  no  es  legítimo  contradictor  el  heredero  del  padre,  de  la 
madre  ó  del  hijo  en  el  juicio  de  filiación  legítima.  Dicho  carácter 
sólo  corresponde  á  los  padres  y  á  los  hijos  en  los  pleitos  que  per- 
sonalmente promuevan.  Los  herederos  de  estas  personas  no  tienen 
el  carácter  de  contradictores  legítimos,  y  por  lo  tanto,  los  fallos  ju- 
diciales no  producen  excepción  de  cosa  juagada  respecto  á  los  que 
no  han  litigado.  Sobre  este  particular  se  hallan  conformes  á  las  dis- 
posiciones ordinarias  del  procedimiento.  Los  herederos  sólo  repre- 
sentan al  contradictor  legítimo  que  ha  fallecido  antes  de  la  senten- 
cia, según  él  art.  318...  La  historia  del  contradictor  legítimo  mani- 
fiesta, por  otra  parte,  que  el  Código  sólo  amplía  este  carácter  á  los 
herederos  del  padre,  de  la  madre  ó  del  hijo  que  ha  incoado  eijui" 
cto, 'y  que  fallece  antes  de  la  sentencia  definitiva...» 

'Esta  es  la  doctrina  que  se  expone  en  las  Cátedras  del  Derecho. 
Examinémosla,  dice  el  articulista,  á  la  luz  de  las  disposiciones  le>^ 
gales. 
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£1  Código  civil,  en  lo  relativo  á  la  legitimidad,  coneideró  tree 
BitnacioneB  diversas  en  que  puede  encontrarse  el  hijo,  y  en  las  cna- 
lea  su  legitimidad  se  presume:  el  concebido  y  nacido  durante  el  ma- 
trimonio; el  concebido  antes  del  matrimonio  y  nacido  durante  él;  y 
por  último,  el  nacido  después  de  la  disolución  del  matrimonio.  El 
primer  caso  da  lugar  á  poca  dificultad. 

Bq  el  segundo  caso,  el  Código  siguió  la  regla  más  antigua  del 
Derecho,  fijando  en  ciento  ochenta  días  la  duración  más  corta  asig- 
nada á  la  prefiea,  y  en  trescientos  la  más  larga.  La  presunción  de 
legitimíidad  se  f  nnda«  en  este  caso,  en  el  matrimonio  posterior  de  les 
padres,  pero  exige  que  la  concepción  no  adolezca  de  algún  vicio  que 
destruya  la  legitimidad,  como  sucede  en  el  caso  de  matrimonio  lla- 
mado putativo,  de  afinidad  en  la  línea  recta  ó  de  encontrarse  ligado 
por  un  matrimonio  anterior  alguno  de  los  padres. 

Por  último,  en  el  tercer  caso,  el  Código  est  ibleció  propiamente 
una  presunción  de  ilegitimidad  en  contra  del  hijo  nacido  después  de 
expirados  los  trescientos  días  subsiguientes  á  la  disolución  del  ma- 
trimonio; de  lo  que  se  deduce  que  la  presunción  da  legitimidad  en 
favor  del  hijo  nacido  antes  de  la  expiración  de  ese  plaso  no  es  abso- 
luta y  puede  ser  rechazada  por  el  propio  hijo. 

De  la  misma  manera,  el  Código  contempló  tres  casos  diversos  de 
impugnación  de  la  legitimidad:  el  caso  en  que  se  impugne  la  exis- 
tencia ó  los  efectos  civiles  del  matrimonio;  el  caso  en  que  se  im  - 
pugne  la  paternidad,  y  el  en  que  se  impugne  la  maternidad.  Y  dando 
aplicación  á  esta  idea,  reglamentó  los  casos  en  que  se  puede  impug- 
nar la  legitimidad,  quién  la  puede  impugnar  y  en  qué  tiempo. 
, .  A  este  electo  estableció  primeramente  la  condición  del  matrimo- 
nio  como  requisito  indispensable  de  la  legitimidad — art.  179—.  No 
necesitó  en  este  caso  el  Código  ni  limitar  ni  reglamentar  el  derecho 
de  impugnación,  porque  no  existiendo  matrimonio,  toda  persona 
puede  oponer  la  ilegitimidad  á  cualquiera  acción  del  hijo  que  sa  pre-» 
tende  legitimo. 

Lo  que  el  Código  necesitó  prever  fué  el  caso  de  impugnación  de 
la  legitimidad  cuando  ha  existido  matrimonio.  El  art.  182  sentó  el 
principio  absoluto  de  que  mientras  viva  el  marido  nadie  podrá  re; 
clamar  contra  la  legitimidad  del  hijo  concebido  durante  el  matrimo- 
nio, sino  el  marido  mismo.  Esta  presunción  de  la  paternidad,  na- 
cida de  la  existencia  del  matrimonio,  tiene  tres  excepciones,  naci- 
das á  su  vez  de  la  imposibilidad  física,  de  la  legal  y  de  la  moral  de 
paternidad.  Reglamentó  el  Código,  seguidamente,  el  ejercicio  de  la 
acción  del  marido  para  destruir  la  presunción  de  legitimidad  del 
hijo,  según  se  trate  del  hijo  concebido  por  su  mujer  durante  el  ma- 
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trimonio— art.  188—,  ó  concebido  dorante  el  divorcio  temporal  ó 
perpetuo  de  loe  cónyuges — art.  190 — ,  ó  concebido  antes  y  nacido 
después  del  divorcio— art.  196—. 

Para  conceder  el  derecho  de  impugnación  á  otras  personas  que 
no  sean  el  marido,  el  Oódigo  tuvo  en  cuenta  dos  situaciones:  1.^,  que 
el  marido  hubiera  muerto  antes  de  vencido  el  término  que  le  conce- 
den las  leyes  para  declarar  que  no  reconoce  al  hijo  como  suyo;  y  2.®, 
que  no  concurriera  la  presunción  de  legitimidad,  fundada  en  la  con- 
cepción durante  el  matrimonio...  Y  para  conceder  este  derecho  ex- 
cepcional de  impugnación,  exigió  el  Código  un  interés  patrimonial, 
salvo  qué  la  impugnación  se  haga  por  los  ascendientes  legítimos  del 
marido,  los  cuales,  lo  mismo  que  éste,  pueden  proceder  por  interés 
moral. 

Eq  la  impugnación  de  la  maternidad  el  Oódigo  no  fué  tan  res- 
trictivo. La  maternidad  se  comprueba  por  el  hecho  del  nacimiento 
del  hijo,  y  puede  existir  y  probarse  sin  necesidad  del  matrimonio, 
mientras  que  para  que  la  paternidad  se  establezca  es  necesario  que 
el  hijo  haya  sido  concebido  durante  el  matrimonio... 

Establecido  este  sistema,  el  Código  dictó  las  reglas  relativas  á  la 
pruel^a  del  estado  civil,  y  dispuso  en  su  art.  315:  cEl  fallo  judicial 
que  declara  verdadera  ó  falsa  la  legitimidad  del  hijo,  no  sólo  vale 
respecto  de  las  personas  que  han  intervenido  en  el  juicio,  sino  res-* 
pecto  de  todos,  relativamente  á  los  efectos  qne  dicha  legitimidad 
acarrea.  La  misma  regla  deberá  aplicarse  al  fallo  que  declara  ser 
verdadera  ó  falsa  una  maternidad  que  se  impugna».  < 

Sin  duda  alguna,  al  hablar  de  juicio,  se  refirió  el  Código  al  que 
menciona  y  reglamenta.  Es  decir,  únicamente  á  los  juicios  de  im- 
pugnación de  legitimidad  seguidos  entre  los  padres  y  los  hijos,  ó  á 
los  seguidos  por  otros  en  dos  casos  excepcionales:  1.^,  el  de  morir  el 
padre  antes  de  vencido  el  término  que  le  conceden  las  leyes  para  for- 
mular la  impugaación;  y  2.^,  el  de  haber  sido  ya  instaurada  la  acción 
por  el  mismo  padre,  si  el  fallecimiento  ocurre  después  de  vencido 
este  plazo.  Lo  primero  está  preceptuado  por  la  letra  del  art.  817;  lo 
segundo,  ó  sean  los  dos  casos  de  excepción,  se  funda  en  los  ártica* 
los  184  y  318. 

Ahora  bien:  como  la  regla  del  art.  316  implicaba  una  derogación 
del  derecho  común,  en  cuanto  á  los  efectos  de  la  cosa  juzgada,  fué 
sometida  dicha  regla  á  las  tres  restricciones  del  art.  316,  que  dice: 
«Para  que  los  fallos  de  que  se  trata  en  el  artículo  precedente  pro- 
duzcan los  efectos  que  en  él  se  designan,  es  necesario:  1.^,  que  ha- 
yan pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  2.^,  que  se  hayan  pronun- 
ciado contra  el  legítimo  contradictor;  3.^,  que  no  haya  habido  colu- 
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''flión  en  el  juicio».  A  esto  ae  añadió  el  requisito  indispensable  de  la 

-citación  de  los  coherederos,  en  el  caso  que  el  jaicio  iniciado  por  el 
padre  fnera  seguido  por  los  herederos  hasta  su  término. 

Así,  pnes,  no  toda  sentencia  recaída  en  las  cuestiones  de  estado 
civil  tiene  los  caracteres  de  universalidad  para  afectar  á  las  perso- 
nas que  no  han  litigado.  No  todos  los  juicios  seguidos  sobre  el  es- 
tado civil  producen  este  efecto.  La  ley  sólo  se  ha  referido  á  los  jui- 
cios eonstitutiüos  del  estado  civil,  á  aquellos  que  se  siguen  por  ó 
con  los  padres,  en  los  casos  de  impugnación  ó  reclamación  de  la  le- 
gitimidad del  hijo  nacido  ó  concebido  dentro  del  n^atrimonio  ver- 
dadero ó  putativo.  Los  juicios  meramente  declarativos  del  estado 
civil  ó  aquellos  en  qn^  la  cuestión  de  legitimidad  es  sólo  un  ante- 
cedente ó  fundamento  de  una  acción  patrimonial,  están  sujetos  á 
las  reglas  comunes,  y  la  sentencia  en  ellos  pronunciada  sólo  afecta 

^  las  personas  que  han  sido  partes  en  el  juicio  y  sólo  respecto  á  los 
derechos  litigados. 

Aun  en  los  pleitos  dirigidos  únicamente  al  estado  civil,  como  en 
el  caso  de  impugnarse  por  cualquiera  persona  que  tenga  interés  ac- 
tual en  ello,  la  legitimidad  del  hijo  nacido  después  de  expirados  los 
trescientos  días  subsiguientes  á  la  disolución  del  matrimonio— ar- 
tículo 185  del  Código  civil  chileno — ,  la  sentencia  no  reviste  carác- 
ter de  universalidad,  y  el  estado  civil  declarado  en  favor  ó  en  con- 
tra del  hijo  no  tiene  los  caracteres  de  integridad  é  indivisibilidad 
que  son  propios  de  los  juicios  constitutivos  del  estado  civil  segui- 
dos entre  el  padre  y  el  hijo.  Y  no  los  tiene,  en  primer  lugar,  porque 
la  ley  no  lo  dice,  y  en  segundo  lugar,  porque  la  persona  que  im- 
pugna la  legitimidad  no  es  el  legítimo  contradictor,  pues  según 
el  art.  SI 7  del  Oódigo,  «legítimo  contradictor  en  la  cuestión  de  pa- 
ternidad es  el  padre  contra  el  hijo,  ó  el  hijo  contra  el  padre,  y  en  la 
cneetión  de  maternidad,  el  hijo  contra  la  madre,  ó  la  madre  contra 

-el  hijo». 

La  objeción  que  comunmente  se  hace  á  esta  doctrina  se  funda  en 
la  indivisibilidad  del  estado  civil.  No  cabe  imaginar,  se  dice,  que 
una  persona  sea  legítima  con  relación  á  unos  herederos  é  ilegítima 
«on  relación  á  otros. 

Es  cierto,  contesta  Laurent,  «el  estado  es  indivisible;  nadie 
puede  ser  al  mismo  tiempo  legítimo  é  ilegítimo.  Sin  embargo,  resul- 
tará de  los  efectos  de  la  cosa  juzgada,  si  se  los  aplica  al  estado,  que 

-el  mismo  individuo  será  legitimo  respecto  de  tal  miembro  de  la  fa- 
milia é  ilegítimo  respecto  á  tal  otro.  Sin  duda  el  estado  es  indivisi- 
ble; lo  es  cuando  no  hay  ninguna  incertidumbre,  ninguna  cuestión 
<«obre  la  legitimidad  de  aquel  que  la  posee,  y  que  ejerce  los  dere- 
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cho0  que  la  ley  le  atribuye.  Pero  desde  el  momento  que  hay  cues- 
tión, el  estado  reposará  sobre  una  sentencia,  que  sólo  expresa  la 
verdad  entre  las  partes.  En  consecuencia,  el  estado  no  existe,  sino 
respecto  de  aquellos  que  ban  figurado  en  el  proceso.  No  hay  nada 
de  especial  á  las  cuestiones  de  estado;  es  un  principio  general.  La 
verdad,  ciertamente,  es  indivisible,  pues  ella  es  absoluta  en  bq 
esencia,  lo  que  no  impide  que  la  verdad  se  divida  cuando  resulta 
sólo  de  una  sentencia». 

«Creemos,  pues,  dice  el  articulista,  que  puede  sentarse  como 
una  tesis  no  contestada,  que  la  sentencia  recaída  en  una  cuestión  de 
estado,  que  se  suscita  incideñtalmente  en  un  proceso,  no  tiene  la 
misma  autoridad  de  cosa  juzgada  que  si  hubiera  recaído  sobre  una 
acción,  cuyo  objeto  principal  y  directo  fuera  la  impugnación  del 
estado  civil. :»  Esta  distinción  es  tan  antigua  como  la  teoría  del  legí- 
timo contradictor,  de  la  manera  que  era  expuesta  por  'los  juristas • 
aun  bajó  la  influencia  de  la  interpretación  errónea  de  las  leyes  ro 
manas.  Para  demostrar  esto,  se  citan  y  reproducen  las  opiniones- 
de  D'Argentrée,  Ürrutia,  Lacoste  y  Merlin. 

Manuel  Salas  Laraqui:  «Las  causas  electorales  ante  el  Có- 
digo de  procedimiento  civil.»  . 

*  E.  H.  Pbrrean:  «El  derecho  de  cada  uno  de  los  cónyuges  á  su;. 
nombre  patronímico  y  al  de  su  consorte.» 

Carlos   Lessona:   cReforma  judicial  en  Italia.»  =: Jurispru- 
dencia. 

José  García  Fernández. 

Granada,  Febrero,  L904. 


ITALIANAS 


La    Scuola   Positiva. 

(Diciembre  de  1903.) 

B.  pRANCHi:  La  Policía  eientifíta  en  /íaZía.— Salvador  Ottolen- 
gbi  ba  desarrollado  en  Roma,  ante  los  funcionarios  de  Seguridad: 
pública,  un  curso  de  Policía  científica,  con  arreglo  el  programa  si- 
guiente: 

L     Identificación  general: 

a)    Sefialamiento  somático  descriptivo  (filiación,  sefias  particu- 
lares, regiones,  puntos  y  límites  en  que  puede  bailársele;  tipo  ét- 
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nico,  tipo  iaferior,  tipo  aaimétrico,  tipo  criminal;  caracterea  salien- 
tes para  el  sefialamiento  telegráfico  y  la  práctica;  hnellas  digitalee). 

b)  Señalamiento  fotográfico  (fotografías  para  la  identificaeión» 
para  las  pesquisas,  etc.;  técnica  de  la  fotografía  judicial). 

e)  Sefialamiento  antropométrico  (objeto  y  técnica  de  la  antropo- 
metría, las  clasificaciones  antropométricas). 

d)  Señalamiento  funcional  (la  motilidad,  la  marcha,  la  palabra, 
la  escritura,  la  sensibilidad  general,  dolorífica  7  específica,  las  fun- 
ciones orgánicas). 

e)  Señalamiento  psíquico  (la  inteligencia,  la  voluntad,  la  con- 
ciencia, los  sentimientos,  el  sentido  moral,  el  temperamento,  el  ca- 
rácter, los  métodos  de  interrogatorio). 

J)  Señalamiento  ánamuéstico  (la  biografía  del  individuo,  el 
país,  la  herencia,  la  infancia  7  la  juventud,  la  laboriosidad,  el  com- 
portamiento en  la  familia,  en  los  asuntos,  delitos,  enfermedades, 
vicisitudes). 

II.  Identificación  especial: 

a)  Las  clases  peligrosas  de  la  sociedad  según  el  criterio  cientí- 
fico 7  el  práctico. 

b)  Las  clases  peligrosas  7  las  le7es  de  seguridad. 

c)  Principios  para  la  aplicación  de  éstas  (la  mala  conducta,  la 
sospecha,  la  temibilidad,  etc.). 

III.  El  lugar  del  delito: 

a)  Comprobación  de  éste  (huellas,  señales,  restos;  conservación 
de  ellos). 

6)  Pesquisas  en  los  delitos  contra  las  personas  (nociones  tana- 
tológicas,  las  causas  de  muerte,  las  manchas  de  sangre,  las  ar- 
mas, etc.). 

e)    Pesquisas  en  los  delitos  contra  la  propiedad. 

IV.  La  busca  del  reo. 

V.  El  servicio  de  seguridad,  su  organización  7  funcionamiento 
(archivos,  cartillas  biográficas,  monografías  locales,  calendario 
criminal,  etc.). 

Como  efecto  práctico  muy  interesante  (pues  sólo  con  este  nuevo 
señalamiento  aplicado  por  el  profesor  Ottolenghi,  será  posible  que 
disminuya  la  cantidad  de  reos  que  escapan  á  la  acción  de  la  justi- 
•cia,  incluso  en  la  delincuencia  castigada  por  el  Código),  haremos 
notar  que  todos  los  alumnos  indistintamente  invitados  varias  ve- 
ces á  identificar  entre  un  grupo  de  fotografías  á  un  individuo  de 
•quien  se  conocían  tan  sólo  los  rasgos  más  salientes,  tal  como  pue- 
den indlsarse  en  un  telegrama  circular,  consiguieron  señalarle  en 
r  grupos  de  40,  de  100  y  hasta  de  600  fotografías. 
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Resulta  del  programa  reprodacldo  ana  gran  diferencia  entre  ei\. 
Bertillonaje  y  la  Policía  científica  ideada  por  Ottolengiii.  £1  Doctor - 
Gasti,  ayudante  de  éste,  la  expresa  de  este  modo:  Bartillon,  coa 
su  sistema  de  identificación  (medidas  y  descripciones)  emplea  el 
método  científico,  pero  limitado  á  la  simple  ideniifíeaeión  Jisiea-, 
de  los  reos.  £1  Bertillonaje,  por  consiguiente,  sólo  puede  ser  con- 
siderado como  un  capítulo  de  la  Policía  científica.  La  Policía  cien- 
tífica, ddsarrollada  por  Ottolenghi,  tiene  un  campo  de  aplicación  . 
mucho  más  vasto;  porque  mira,  no  sólo  al  conocimiento  de  las  se- 
ñas individuales,  sino  también  al  de  todas  las  manifestaciones  de- 
la  personalidad  del  reo,  desde  los  caracteres  físicos  á  los  funciona- 
les, desde  los  psíquicos  á  los  anamuésticos,  procurando,  finalmen- 
te, su  aplicación  á  la  práctica.  Comprende,  pues,  no  sólo  la  identi- 
ficación, sino  la  mayor  parte  de  las  fuacioaes  de  la  Policía. 

Así  es  que,  mientras  el  Bertlllona j  e  interesa  á  los  vigilantes  de 
las  cárceles  y  á  unos  cuantos  funcionarios  de  policía  destinados  en, 
los  centros  de  identificación  judicial,  la  Policía  científica  importa  á. 
todos  los  funcionarios  de  Seguridad  pública  de  un  £stado,  cualquie- 
ra que  sea  su  destino. 

Más  noticias  sobre  este  interesante  experimentóse  encuentran 
en  las  siguientes  publicaciones: 

S.  Ottolenghi:  II  corso  de  Polizia  seientiñea  (Roma,  1903).. 
G.  Gasti:  II  corso  de  Polizia  scientifica  (Roma,  1903). 

—  //  materiale del  corso  e  il  Gabinetto  di  Polizia  seientiñea. 
(Roma,  1903). 

Y  en  tanto  que  Ottolenghi,  en  Roma,  desenvolvía  este  amplí- 
simo curso;  y  mientras  en  París,  Bertillon  realizaba  en  su  gabi- 
nete algunas  de  las  sorprendentes  identificaciones  de  que  nos  en- 
tera Niceford  en  su  Guia  para  el  estudio  y  enseñanza  de  la  Cri^ 
minologia  (^ikátidy  1904)...  en  Madrid  se  revelaban  escándalos^ 
policiacos,  sobre  los  cuales  parece  haber  caído  un  Indulgente  ol- 
vido. 
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Trattafo  di  diritto  pénale.  Volume  quinto.  Dei  delitti  contro  il 
baon  coBtame  e  1^  ordine  delle  f  amigue,  per  1'  ay  yocato  A.  Pozzolini, 
ProfesBore  pareggiato  nella  R.  Uaiyersitá  di  Pisa.  Milano,  Caea  edi- 
trice  Dottor  Francesco  Vallardi,  1904;  866  páginas.  No  señala  precio. 

A  80,  debido  tiempo  annncié  en  esta  Revista  que  el  editor  de 
Milán,  Dr.  Francisco  Vallardi,  había  emprendido  la  publicación  de 
QQ  «Sáanual  de  derecho  penal»  al  uso  de  Alemania;  es  decir,  un  Tra- 
tado  completo,  de  carácter  doctrinal  y  práctico  á  la  vez,  con  abun- 
dante legislación  comparada  y  jurisprudencia,  aunque  siguiendo  el 
orden  del  Código  penal  italiano,  que  era  el  que  se  tomaba  al  efecto 
por  guía,  ya  que,  al  cabo,  la  obra  estaba  escrita  por  italianos,  y  se 
consagraba  principalmente  al  público  de  loe  legistas  y  jurisconsul- 
tos italianos.  También  dije  que,  de  una  manera  análoga  á  lo  que 
acontece  en  Alemania,  el  nueyo  Manual  iba  á  estar  compuesto  de 
una  serie  de  monografías  escritas  por  diferentes  autores^  todos  ellos 
jóvenes  y  muy  estudiosos,  que  eran  E.  Fiorián,  A.  Pozzolini,  A.  Zer- 
boglio  y  P.  Viazzi. 

A  estas  horas  están  ya  publicadas  varias  de  esas  monografías, 
y  de  BU  aparición  he  dado  yo  mismo  cuenta  aquí.  Últimamente  ha 
visto  la  luz  aquélla  á  que  se  refiere  esta  nota.  Obra  dei  Profesor  pi- 
Bano  Pozzolini,  no  tiene  nada  que  envidiar  á  las  anteriores,  á  las 
cuales  Be  parece  mucho,  por  la  abundancia  de  datos  é  informes  de 
toda  ciase,  respecto  á  las  materias  en  que  se  ocupa,  por  la  amplitud 
de  criterio  de  su  autor  y  por  el  orden  y  claridad  con  que  está  escrita. 
Cuantas  indicaciones  de  doctrina  y  legislación  puedan  apetecerse 
para  resolver  las  cnestiones  tocantes  á  los  delitosque  nosotros  llama- 


{*>  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos nn  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bevista.  De  las  que  versen  sobre 
otras  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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moa  contra  la  hoaestidad,  hállanse  condensadas  en  este  libro,  en 
corto  voiamen. 

El  estadio  tiene  al  frente  ana  introdacción,  en  que  se  habla  de  la 
f andón  sexaal,  de  los  delitos  sexuales  y  sus  clases,  y  de  los  facto- 
res de  esta  forma  de  delincuencia;  todo  brevemente.  Y  inego,  si- 
gnleado,  conforme  qneda  dicho,  el  orden  del  Código  penal  italiano, 
se  estudian  ^ncesivamente,  en  otros  tantos  capítulos,  la  tfiolencia 
carnal  (estupro,  violación,  seducción...)»  los  actoi  vioUntoa  libidino808 
(abusos  deshonestos),  la  corrupción  de  menores,  el  incettOi  los  ultrajes 
al  pudor  público,  las  publicaciones  y  exhibiciones  óscenas,  el  rapto,  elle- 
nodniOj  el  adulterio,  la  bigamia  y  la  supresión  y  suposición  de  estado, 

P.  Dorado. 


Método  de  interpretación  y  fuentes  en  Derecho  privado  positivo,  por 
Francisco  Geny.  Yersióa  española. — Madrid,  Hijos  de  Reas,  edi- 
tores.—Un  voi.  en  8.*^  mayor  170  X  100  milímetros,  de  xvi— 627 
páginas.— Precio,  10  pesetas. 

Interesante  y  sugestiva  es  la  cuestión  desarrollada  en  su  libro 
por  el  distinguido  profesor  de  la  Universidad  de  Dijon,  M.  Geny. 

El  antor,  que  ha  estudiado  profundamente  el  problema,  expone 
en  este  libro  de  un  modo  claro  y  conciso  el  llamado  método  tradi- 
cional de  interpretación  jurídica.  Estudia  la  evolución  del  método  y 
el  reconocimiento  é  interpretación  de  las  faentes,  materia  intere- 
santísima, y  después  de  una  acertada  crítica  de  lo  que  denomina  el 
método  tradicional,  sienta  las  bases,  quizás  no  demasiado  sólidas, 
para  la  reconstitución  del  método  y  de  una  teoría  de  las  fuentes  del 
Derecho  civil  positivo. 

En  su  fundada  crítica,  Geny  señala  como  características  lamen- 
tables del  método  tradicional,  dos  principios:  el  abuso  de  las  abs- 
tracciones lógicas  y  la  exageración  del  elemento  legal.  Aquélla  pro- 
duce loa  mismos  fatales  resultados  que  señala  en  su  libro  «El  Dere- 
cho civil  y  los  pobres  ^,  el  Profesor  déla  Universidad  de  Viena,  Anto- 
nio Menger  (1),  al  hablar  de  la  aplicación  de  la  analogía  en  la  in- 
terpretación de  la  ley;  la  última  no  es  otra  cosa  que  la  cuestión  hoy 
tan  debatida,  sobre  las  relaciones  entre  la  ley  y  la  costumbre  como 
fuentes  del  derecho  privado  positivo.  Cuestión  resuelta  de  un  modo 
completamente  desfavorable  para  la  segunda,  por  los  juristas  idó- 


(1)    Traducido  al  castellano  por  el  Profesor  de  la  ünÍYersidad  de  Oviedo, 
B.  Adolfo  Posada.— Madrid,  1996. 
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latras  de  loe  Códigos,  qae  han  llegado  hasta  pretender  lilaeoe!  aboHr 
la  costumbre  en  el  campo  del  derecho  civil,  al  modo  como  ya  cre- 
yeron haberle  desterrado  del  derecho  penal;  y  cuestión  qae  ha  dado 
lagar  á  ana  hbrmosa  reacción,  iniciada  por  la  escaela  histórica,  y 
coyo  principal  mantenedor  en  nuestra  patria  es  D.  Joaquin  Ooeta, 
que  en  8 a  magistral  discurso  de  entrada  á  la  Academia  de  Ciencias 
Morales  y  Políticas,  demuestra  la  superioridad  de  la  costumbre 
«obre  la  ley,  y  llega  á  plantearse  el  problema  de  si  las  leyes  se  pro- 
mulgan siempre  ad  referendum, 

Bá  Gduy  milita  entre  los  que  se  oponen  á  la  arroUadora  acción  de 
los  Códigos.  Es  de  los  que  creen  llegado  el  momento  de  rectificar 
muchos  errores  de  la  escaela  de  los  comentaristas. 

Ese  libro  demuestra  lo  que  afirmamos.  No  hemos  de  entrar  en  su 
examen  interno,  porqae  su  mejor  recomendación  está  en  que  se  lea, 
ni  tampoco  disponemos  de  espacio  para  estudiar  á  fondo  la  cues  • 
tión  planteada.  Por  otro  lado,  este  libro  nos  evita  demostrar  cómo 
los  mismos  redactóos  del  Código  de  Napoleón  y  aun  sus  primeros 
comentaristas,  educados  en  otras  teorías  que  las  siguientes  gene- 
raciones, jamás  se  atrevieron  á  considerar  la  ley,  fuente  privativa 
del  Derecho  civil(  como  Portalís,  ilustre  colaborador  en  la  obra  le- 
gislativa de  Napoleón,  diputaba  error  profundo  el  considerar  la  ley 
única  f aente  del  derecho;  como  la  escaela  histórica  fué  la  primera 
quede  un  modo  abierto  se  puso  contra  el  método  tradicional;  como 
Fostel  de  Ooulanges  hacía  ya  notar  la  analogía  entre  los  estudios  his- 
tóricos y  los  sociológicos,  que  después  sirvieron  de  base  á  ciertos 
civilistas  italianos  (1);  como  M.  Labe,  en  sus  interesantes  notas, 
comprendió  ya  la  importancia  del  problema;  y  como,  finalmente,  en 
la  última  década  del  pasado  siglo,  ilustres  profesores  de  las  Uni- 
versidades francesas  han  comenzado  la  protesta  contra  el  método 
tradicional,  siendo  M.  Geny,  con  Lambert,  SalelUes,  Planiol,  Bar- 
tín,  y  en  cierto  modo  Esmein,  Langlois  y  Bufnois,  sus  principales 
mantenedores. 

El  libro  lleva  un  Prólogo  del  distinguido  profesor  de  Derecho 
civil  en  la  Universidad  de  París,  M.  SalelUes,  espíritu  abierto,  que 
ya  en  1890,  hacía  notar  en  un  interesante  artículo  publicado  en  la 
cBevue  International  de  renseignement»,  primeramente  la  ezlsten- 


(1)  FU8TEL  DE  CouLANOES  (Apud.  SaUille»), —  «Cada  sociedad  es  un  ser 
vivíante;  el  bistoriador  debe  desoribir  la  vida.  Se  ha  inventado  desde  hace 
algunos  años  la  palabra  aociologia.  La  palabra  hiHoria  tenia  el  mismo  sen- 
tido y  deda  la  iñisma  cosa,  al  menos  para  los  qae  la  entendían  bien.  La  his- 
toria es  la  oienoia  de  los  hechos  sociales,  es  decir,  la  sociología  misma.  • 
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cia  de  nuevos  procedimientos  jaríiicos,  hijos  de  las  necesidades  de 
la  vida  moderna,  qne  no  caben  dentro  del  Código  civil  fl),  y  en  se- 
gundo logar  la  importancia  de  los  estudios  históricos  en  este  pun- 
to (2). 

En  este  Prólogo  traza  un  hermoso  bosquejo  del  estado  de  la 
cuestión  en  Francia,  preparando  al  lector  para  la  mejor  comprensión 
de  la  obra  subaigaiente.  Piadosamente  y  sin  exageraciones  ni  ensa- 
ñamientos, combate  los  errores  de  los  antiguos  sistemas,  é  indepen- 
dientemente y  sin  afiliarse  á  ninguno  en  particular,  expone  los  mo- 
dernos. En  todo  el  Prólogo  manifiesta  un  amplio  criterio  y  una 
acertada  orientación,  tendiendo  á  demostrar  la  necesidad  de  que  se 
reconozca  en  los  estudios  jurídicos  que  el  derecho  es  cuna  ciencia 
de  hechos,  una  ciencia  de  la  realidad»,  y  coincidiendo  con  el  señor 
Costa  en  la  tendencia  4  que  las  leyes  se  promulguen  siempre  ad 
referendum^  afirma  que  ya  se  observan  ciertas  tentativas  de  intro- 
ducir análogos  principios  en  la  función  legislativa. — cHabltual- 
mente,  dicte,  las  leyes  en  loglaterra  se  votan  con  revisión,  reserván- 
dose el  corregirlas  sucesiva  y  casi  inmediatamente,  mediante  ulte- 
riores adiciones  legislativas.  Aun  en  Francia  tenemos — continúa — 
ejemplos  recientes  en  la  ley  relativa  á  los  pastos  comunales,  y  en 
la  de  hace  un  año  (3)  sobre  la  responsabilidad  patronal.  Un  poco 
extraño  parece  esto  á  los  educados  en  la  escuela  antigua,  que  ven 
en  ello  la  prueba  de  una  elaboración  defectuosa,  cuando  deberían, 
por  el  contrario  celebrarlo,  porque  es  muestra  del  afinamiento  del 
órgano  legislativo...» 


(1)  Qutl^íies  mota  sur  le  role  de  la  tnethode  KUtorique  dans'  le  erueignement  dtt 
droit  (Revista  citada,  tomo  19,  pág.  483). — «Hace  falta  reconoóer  siempr» 
que  después  del  Código  civil,  se  han  operado  ptofondoa  cambios  en  la  sitoa' 
ción  económica  del  pais,  se  ha  producido  un  movimiento  financiero,  indus- 
trial y  comercial,  que  ha  suscitado  sobre  muchos  puntos  la  creación  de  nue* 
vos  procedimientos  jurídicos.  Todos  los  días,  nuevos  deseos  pueden  dar  lu« 
gar  á  combinaciones  nuevas  y  surgen  concepciones  hasta  entonces  no  vis- 
tas; y  aun  sobre  ciertos  puntos,  es  posible  que  aparezca,  en  lo  que  toca  &  tal. 
ó  cual  materia  determinada,  una  idea  de  la  justicia  muy  diferente  de  aque- 
lla que  pudo  inspirar  k  los  autores  del  Código  civil.  ¿Cómo  introducir  en- 
tonces  en  el  dominio  del  dereclio  positivo  las  novedades  requeridas  por  la 
corriente  de  la  vida  y  la  práctica  de  los  asuntos.»    ' 

(2)  Revista  citada,  tomo  19,  pág.  488.  —< Los  cursos  de  historia  del  de- 
recho han  producido  bajo  este  aspecto  inapreciables  servicios.  Ellos  han  ve- 
nido á  colocar  nuestro  Código  civil  en  su  medio  histórico;  hasta  aquí  se  le 
había  tratado  como  una  obra  aislada,  haciendo  de  él  punto  de  partida;  era 
necesario  demostrar  que  no  era  más.que  una  continuación.» 

(3)  1897. 
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Nada  más  afiadimos. 

Como  Be  ve  por  lo  dicho,  la  obra  j  su  prólogo  son  en  extremo 
interesantes  y  dignos  de  ser  leídos. 

» 

* 
*  * 

Elides  de  drolt  commun  légfslatif  ou  de  drolt  civil  comparé.— Premié  re 
serie:  Le  régime  sueeessoraL—lütroáxxctioii.^LaJonctton  dw 
droii  civil  comparé,  L  Les  eonceptions  étroites  ou  unilaiere- 
¿es.— Un  volumen  de  xxiv. 927  páginas  en  8.^  mayor,  168x94 
milímetros.— París,  V.  Girard  <&  E.  Briére,  1908.~Pfecio,  1& 
francos. 

La  personalidad  de  M.  E.  Lambert  es  ya  bien  conocida;  diéronle 
legítima  reputación  su  brillante  tesis  doctoral  Du  coniract  en  fa^ 
veur  de  tiers  (1),  y  su  Memoria  premiada  por  la  Universidad  de 
París,  Be  Vexhérédation  et  des  légs  faites  au  profit  d'héredi- 
tiers  presonptifs;  le  droit  de  sucóession  en  FraneCt  son  JondC" 
ment,  sa  nature  (2),  confirmando  este  elevado  concepto  de  su  per- 
sonalidad, sus  ezplicacioiies  como  Profesor  de  Historia  del  Derecho 
en  la  Universidad  de  Lyon,  que  le  valieron  ser  encargado  reciente- 
mente, de  explicar  además  el  «Derecho  civil  comparado.»   ' 

Ck>mienza  el  ^^^'O  que  ahora  examinamos»  advirtiendo  al  lector 
qne  el  objeto  de  los  Estudios  de  derecho  común  legislativo  ó  de*^ 
recho  civil  comparado^  será  extraer  de  las  principales  legislacio- 
nes ó  jurisprudencias  vigentes  en  civilizaciones  análogas  á  la  nues- 
tra— dice  el  autor — ,  un  fondo  general  de  concepciones  y  de  máxi- 
mas jurídicas,  un  derecho  común  legislativo^  destinado  á  producir 
sobre  cada  una  de  estas  legislaciones  una  acción  comparable  á  la 
qne  ha  ejercido  sobre  las  antiguas  costumbres  francesas  el  droit 
commun  couiumier  y  sobre  los  derechos  particulares  alemanes,, 
antes  de  la  Codificación  de  1896,  la  ciencia  de  los  Deutsche  Priva- 
trechi- 

.  Para  conseguir  este  propósito  distingue  primeramente  el  con- 
cepto corriente  de  la  legislación  comparada,  como  meras  publica- 
ciones acientiñeas  de  textos  legales  virtualmente  vigentes  en  dis- 
tintos países,  de  lo  que  él  piensa  que  debe  ser,  y  tiene  propósito  de^ 
conseguir,  en  sus  Estudios  sobre  la  historia  comparada  del  de- 
recho civil  de  Francia  y  de  los  países  vecinos^  esto  es,  del  estudio 
profundo  y  comparado  del  estado  actual  y  funcionamiento,  de  una 


<1)     airard  et  Briére,  París,  18^. 
(2)     Girará  et  Briére,  París,  1895. 
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parte,  y  de  otra,  de  la  géaeeie  y  transformacioaes  euceslvas  de  las 
institacionea  jarídicas,  civiles,  I aadamentaleSj  de  cierto  grapo  de 
países,  que  presentaa  alganos  y  característicos  rangos  de  afinidad. 
En  este  sentido  iiuye  de  lo  que  él  juzga  nna  exageración  de  M.  8a- 
leilles,  al  pretender  este  autor  designar  como  ñn  del  derecho  com- 
parado el  derecho  común  de  la  Humanidad,  con  lo  que  se  viene  á 
pretender — según  Lambe rt— una  cosa  análoga  ai  Naturrecht,  des- 
pojado  de  su  ¿fi/na¿a6¿7£¿¿a¿¿,  pero  conservando  aún  su  universa- 
■¿¿dad» 

,  La  idea  de  estndlar  el  fondo  común  de  las  instituciones  civiles 
de  los  países,  estrechamente  unidos  por  una  análoga  civilización» 
es  indudablemente  ana  idea  seria,  noble  y  de  resultados  científicos 
y  prácticos,  pero  cuya  realización  está  erizada  de  dificultades.  No  se 
ocultan  éstas  al  penetrante  ingenio  del  sabio  Profesor  de  Lyon, 
pero  los  mismos  fracasos  de  sus  antecesores  le  alientan,  ya  que  ellos 
le  indican  los  pantos  difíciles  y  le  proporcionan  una  experiencia 
siempre  útil  para  comenzar  cualquiera  empresa. 

Comienza  la  suya  M.  Lambett,  por  el  estudio  del  régimen  snce- 
«lorio,  precisamente— son  sus  palabras— />ara  vencer  el  escepticis- 
mo del  lector j  demostrándole  cómo  en  esta  institución,  en  la  qae 
todo  particularismo  ha  tenido  su  campo  abonado  (1),  tiene,  sin  em- 
bargo, an  fondo  común  á  varias  legislaciones,  análogo  (aunqae 
menos  desarrollado)  al  existente  con  el  de  derecho  de  obligaciones, 
calcado  casi  siempre  en  la  legislación  romana. 

Con  este  plan  general,  en  el  volumen  publicado  (que  según  ya 
hemos  dicho  es  de  introducción  y  dedicado  al  estudio  de  la  fanción 
<lel  derecho  civil  comparado),  solamente  ha  tenido  su  desenvolví- 
jniento  la  crítica  de  las  concepciones  estrechas  ó  unilaterales  y  es- 
pecíficas, reservando  la  parte  positiva  para  el  sigaiente  tomo. 

No  hemos  de  examinar  aquí  capítulo  por  capítulo  cuáles  son 
aquéllas;  pero  si  hemos  de  hacer  notar  la  manera  profunda  y  magis- 
tral de  tratar  las  cuestiones  que  incidentalmente  le  salen  al  paso  y 
•que  explican  cómo  la  interesante  monografía  que  de  este  aator  pu  - 
blicó  la  RbvíSta  (2),  modelo  en  so  género  y  verdadero  derroche  de 
erudición  y  afinada  crítica,  no  es  sino  una  parte  de  esta  obra  gene- 
ral y  medio  de  reforzar  su  teoría  sobre  la.  función  de  Ia  política 
-ciailf  refutando  la  teoría  romano -canónica  de  la  costnmbre  por  la 
historia  de  las  fuentes  del  Derecho  romano. 


(t)     Sabido  68  que  la  cansa   principal  de  que  no  haya  podido  codifican» 
todo  el  derecho  ciyil  español,  ha  sido  principalmente  el  derecho   sucesorio* 
(2)     Véanse  los  tomos  99  &  102  de  esta  Bbvista. 
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'  Ha  empleado  ya  para  esto  argamentos  (que  constituyen  verda- 
dero» libros)  sacados  de  la  comparación  critica  del  diferente  des- 
envolvimiento de  ciertas  institnciones  fundamentales  en  las  más 
diferentes  civilizaciones.  Y  asombra  ver  cómo  M.  Lambert  maneja 
con  igual  facilidad  la  Historia  del  Derecho  hebraico,  la  del  Musul- 
mán ó  la  del  Canónico. 

La  obra  que  ahora  comienza  M.  Lambert  es,  á  mi  ver,  superior 
á  cuantas  las  modernas  tendencias  del  Derecho  civil  ha  producido. 
Es  quisa  M.  Lambert  el  primero  que  utiliza  la  Historia  del  derecha 
pensando  al  mismo  tiempo  que  en  el  pasado,  en  el  mafiana;  que  ve 
en  la  tradición  la  evolución,  y  que  lo  mismo  se  vale  de  la  sociolo- 
gía que  del  derecho  comparado,  siendo  en  esto,  como  en  sus  des- 
arrollos, superior  á  la  mayor  parte  de  los  civilistas  contemporáneos,, 
por  regla  general  aferrados  á  una  sola  teoría,  que  degenera  en  ver- 
dadera obsesión  en  sus  escritos. 

Así  comienza  M.  Lambert  su  labor  científica.  Cuando  ésta  llegue 
á  su  término,  cuando  se  haya  desenvuelto  y  realizado  todo  el  pro- 
grama expuesto,  el  nombre  del  profesor  de  Lyon,  ya  ilustie,  resu- 
mirá tal  vez  toda  una  época  en  la  evolución  de  los  estudios  del  De- 
recho civil  en  Francia^.  Hoy  por  hoy,  sus  contemporáneos,  y  especial- 
mente sus  compatriotas,  no  le  juzgan  como  se  merece.  La  crítica  se 
ha  mostrado  demasiado  severa  con  su  libro.  M.  L.  Gnerin,  en  su  re- 
ciente nota  bibliográfica,  publicada  en  el  Boletín  de  la  Sociedad  de 
Legislación  Comparada  (1),  así  lo  reconoce. 

Por  nuestra  parte,  elogiándole,  creemos  hacerle  justicia. 

Verdaderamente,  el  libro  de  M.  Lambert  es  un  tlivre  á  lire^. 

E.  GARCfA  Herreros, 

Profesor  Á.  en  la  Universidad  de  Madrid. 


Mionales  aeelales  y  Crónicas  del  trabajo,  por  D.  José  de  Posse  y  Vi- 
llelga^  Abogado.— Libro  de  192  págs.— Bilbao,  lOOé.— Precio: 
1,*¿5  pesetas. 

La  cuestión  social  es,  á  no  dudarlo,  una  de  las  más  graves  y  tras- 
cendentales cuestiones,  que  no  por  el  brutal  procedimiento  de  la 
fuerza,  sino  por  el  tranquilo  imperio  del  Derecho,  puede  ser  solu- 
cionada. 

Los  desheredados  de  la  fortuna,  las  víctimas  propiciatorias  de 
las  grandes  desigualdades  humanas,  no  buscan  ciertamente  en  la 

(1)     Núm.  2,  Febrero  1904. 
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constante  volubilidad  de  las  formas  políticas  el  remedio  de  sus  in* 
íortunlos,  y  desengañados  los  que  sufren  de  lo  incumplido  de  las 
promesas  hechas  á  nombre  de  tal  ó  cual  programa  político,  las  cla- 
ses trabajadoras,  en  la  lucha  terrible  por  la  vida,  se  agitan  con  aque- 
lla vehemencia  que  precede  siempre  á  los  grandes  cataclismos  so- 
ciales. 

Para  desnutrir  su  corazón  del  odio  hacia  el  afortunado  de  la  tie- 
rra, confortando  á  la  vez  su  espíritu  con  la  enseñanza  de  las  gran- 
des nociones  morales  del  amor  y  de  la  resignación  cristianas , 
claro  es  que  se  hace  preciso  nutrir  la  inteligencia  del  obrero  con 
aquellas  provechosas  enseñanzas  que  son  sano  alimento  del  alma» 
<le  igual  suerte  que  al  cuerpo  endeble  y  desmedrado,  le  es  conve- 
niente una  alimentación  que  le  toniñque  y  reconstituya. 

£1  Sr.  Fosse  y  Villelga  ha  emprendido  con  la  publicación  opor- 
tunísima de  sus  Manuales  sociales  este  meritorio  apostolado.  8a 
trabajo  no  es  un  libro  de  discusión  y  de  profunda  doctrina,  lo  cual 
iuera  inútil  para  aquellos  á  quienes  realmente  ha  consagrado  esa 
labor  intelectual.  Los  Manuales  sociales  presentan  á  la  rudimen* 
taria  instrucción  del  obrero  los  más  discutidos  problemas  de  la 
cuestión  social  relativos  al  trabajo,  al  descanso  dominical,  á  la  dis- 
tribución  de  la  riqueza,  á  la  asociación  y  cooperación  obrera  y  á 
las  luchas  entre  patronos  y  obreros;  dedicando  observaciones  muy 
fructuosas  al  arbitraje  obligatorio  como  medio  de  evitación  de  las 
huelgas  terminadas  con  frecuencia  en  lucha  sangrienta  promovida 
por  la  desesperación  del  hambre  y  las  convulsiones  de  la  miseria. 

La  exposición  sintética  del  aoarqaisimo  en  sus  dos  grandes  ra- 
mificaciones de  la  propaganda  ideológica  y  de  la  acción  por  la 
iuerza,  así  como  el  estudio  del  socialismo,  terminan  el  primer  volu- 
men de  los  Manuales  sociales^  que  muy  en  breve  será  continuado 
por  otro  dedicado  á  la  evolución  del  trabajo,  huelgas  é  instrucción 
y  educación  obreras. 

P.  González  del  Alba., 

Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid. 


Estudios  de  filosofía  política.— Los  Estados  norteamericanos  bajo  el 
punto  de  vista  de  su  gobierno  municipal,  por  Francisco  Ca^- 
rrera  y  Jústiz. — Habana,  1903;  imp.  de  la  c  Moderna  poesía». 

Ofrece  este  erudito  hijo  de  Cuba  á  sus  compatriotas,  en  las  vein- 
tisiete páginas  del  folleto  cuyos  datos  de  identidad  quedan  señala- 
dos, un  estudio  muy  interesante  sobre  las  principales  causas  del 
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frAcaso  de  organización  de  las  ciudades  de  la  gran  República  del 
Norte  de  América. 

El  autor  camina  modestamente  á  la  sombra  de  la  irrecusable  au- 
toridad de  eminentes  publicistas,  casi  todos  ingleses  y  norteameri- 
canos, de  los  que  ha  recogido  materiales  para  el  estudio  histórico  y 
fortaleza  para  las  razones  de  su  discurrir,  al  propio  tiempo  que  con 
la  cita  minuciosa  de  las  fuentes  de  conocimiento  acrece  mucho  el 
mérito  de  la  tarea. 

Los  Estados  XJaidos  se  asientan  sobre  la  ficción  de  ser  tales  Es- 
tados unidos,  cuando  en  el  orden  real  carecen  de  existencia  efectiva^ 
toda  vez  que  no  son  soberanos,  y  la  soberanía,  según  principio  que 
tiene  carácter  de.dogmático,  es  el  atributo  esencial  de  un  Estado. 

Del  examen  de  la  Constitución  de  aquella  República,  infiere  el 
Sr.  Carrera  que  la  soberanía  de  sus  cuarenta  y  cuatro  Estados  fede- 
rados viene  á  ser  la  resultante  de  una  operación  aritmética,  en  que 
es  preciso  averiguar,  de  una  parte,  lo  que  les  está  prohibido  por  la 
Constitución  general,  y  de  otra,  lo  que  cada  uno  de  ellos  han  conce- 
dido como  á  entidad  política  superior  á  los  Estados  Unidos.  Se  trata, 
pues,  de  un  concepto  de  soberanía  puramente  acomodaticio,  de  ex- 
clusiva confección  norteamericana. 

En  forzosa  consecuencia,  empequeñecida  la  idea  del  Estado,  á 
tal  extremo  que  más  parece,  por  regla  general,  mera  circunscripción 
administrativa  con  cierta  autonomía,  se  ha  empequeñecido  análoga- 
mente la  idea  de  la  ciudad,  víctima  allí  de  la  honda  perturbación 
que  lleva  consigo  una  falsa  tutela,  degenerada  en  abusos  de  poderes 
^  en  exceso  de  leyes  inútiles,  remora  constante  de  sil  desenvolvi- 
miento y  bienefitar. 

La  natural  reacción  contra  ese  orden  de  cosas  ha  suscitado  el 
problema  de  )á  ciudad  libre,  resuelto  ya  en  las  Constituciones  de 
Missouri  y  Washington,  que  facultan  á  determinadas  ciudades  para 
promulgar  por  sí  mismas  su  propia  Constitución  local  sin  necesidad 
de  aprobación  por  la  legislatura  de  los  Estados. 

David  Oíitiz  Arce. 


La  última  Carta  Pastoral  del  Excmo.  y  Romo,  Sr,  D.  Victoriano 
Gutsasola,  Obispo  de  Madrid  Alcalá,  dirigida  al  Clero  y  á  los  fieles 
de  su  jurisdicción. 

El  rtjferido  documento  es  digno  de  profunda  meditación  y  dete- 
nido estudio.  En  él,  la  tendencia  á  suprimir  el  magisterio  infalible 
de  la  Iglesia,  creado  por  el  Divino  Maestro,  valiéndose  los  sectarios 
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de  los  multiplicados  medios  de  comunicación  que  la  ciencia,  inves- 
tigadora de  la  verdad,  ha  puesto  en  manos  de  todos;  la  descripción 
del  desarrollo  de  la  naturaleza  humana  al  amparo  y  bajo  la  direc- 
ción de  una  autoridad  externa,  nunca  sospechosa  y  siempre  legíti- 
ma,, hasta  poner  á  aquélla  en  condiciones  de  poderla  considerar  con 
criterio  propio,  tanto  más  independiente,  «uanto  mayor  sea  el  con- 
vencimiento que  haya  adquirido  de  la  virtualidad  de  un  principia 
superior  divino-doctrinal*,  el  afán  de  las  escuelas  racionalistas  de 
desvirtuar  lo  que  tiene  probado  hasta  la  evidencia  una  tradición 
constante  y  confirmado  la  historia  de  todos  los  pueblos,  respecto  del 
origen  del  género  humano  y  de  la  necesidad  por  éste  sentida  de 
reintegrarse  en  la  pureza  de  su  creación  comulgando  en  la  verdad 
divina  y  en  la  fe,  su  natural  complemento;  la  significación  y  exten- 
sión dada  á  la  palabra  Maestro  por  el  tledentor,  titulo  de  que  na 
se  desprendió  nuncaj  no  más  que  para  legarlo  con  su  palabra,  á  sn 
Esposa,  la  Iglesia,  en  las  personas  de  los  Apóstoles;  los  genuinoB 
ideales  del  espíritu  cristiano  condensados  en  el  asentimiento  firmí- 
simo á  la  verdad  absoluta,  en  su  relación  de  convivencia  social  y 
en  una  vocación  vigorosa  al  cumplimiento  del  deber,  gérmenes  de 
todo  bien  y  de  todo  progreso,  y  otras  materias  de  no  menos  capital 
importancia,  han  sido  tratadas  por  el  limo,  y  Revmo.  Sr.  Obispo  de 
Madrid- Alcalá,  de  una  manera  verdaderamente  admirable.  La  valen- 
tía  y  fuerza  de  la  argumentación  empleada  en  contra  de  las  doctri- 
nas modernas  disolventes,  no  consienten  réplica,  y  el  lenguaje  de 
que  ha  revestido  á  aquélla,  revela  ser  producto  de  una  vastísima 
cultura  superior,  sólo  comparable  á  la  elevada  misión  que  le  está 
encomendada  y  viene  desempeñando  con  el  acierto  que  es  dado  es- 
perar de  la  posesión  y  ejercicio  de  las  virtudes  que  tanto  resplan- 
decen en  nuestro  dignísimo  Prelado. 

Damián  Estades 
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cBlmesde  Diciembrede  1908  ha  sido  doblemente  crael  para 
la  sociología.  £1  8  moría  M.  Herbert  Spencer.  El  25,  M.  Al- 
berto Scháffie  le  eegaia  al  sepulcro.  El  más  ilustre  represen- 
tante de  nuestra  ciencia  en  Alemania,  después  del  más  ilustre 
en  Inglaterra. ..» 

Asi  comienza  M.  Worms,  en  ]a  Bevue  Internationale  de  So' 
ciologie  (1),  su  nota  necrológica  acerca  de  Scháffie. 

En  efecto:  con  Scháffie  y  con  Spencer  desaparecen  dos  dé 
los  más  noiAhle^  fundadores  de  la  sociología  moderna;  la  tra- 
dición de  ésta,  dentro  de  ciertos  límites,  podría  resumirse  en 
tres  nombres  principales.  Hubo  un  momento,  años  hace  ya, 
en  que  ese  resumen  seria  legítimo,  porque  Gomte,  Spencer  y 
Scháffie,  sintetizaban  respectivamente  la  iniciación  primera 
más  eficaz  de  la  sociología,  la  sistematización  de  ésta  como 
ciencia  independiente  de  base  biológica,  y  como  expresión 
concreta  de  la  evolución  suoerorgánica,  y  una  primera  rectifi- 
cación, crisis  ó  ruptura  de  moldes,  para  preparar  nuevas  re- 
construcciones en  las  cuales  habrían  de  desempeñar  un  papel 
importante  la  especulación,  la  acción  ética,  el  idealismo  críti- 
co, la  psicología.. • 

{\)    Número  de  Febrero  último. 

TOMO  104  19 
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El  Curso  de  filosofía  positiva^  de  Comte;  los  Principios  de  so- 
ciología, de  Spencer,  y  la  Estructura  y  vida  del  cuerpo  social^  de 
Scháffle,  acaso  contienen  esas  tres  fases  porque  ha  pasado  el 
pensamiento  sociológico  en  el  siglo  xix;  claro  es,  no  de  una 
manera  exclusiva  ni  tampoco  pura,  pero  si  de  una  manera 
predominante  y  acentuada. 

La  muerte  de  Scháffle  no  ha  producido  en  el  mundo  una 
repercusión  tan  universal  y  resonante  como  la  de  Spencar.  Sin 
duda  que  el  sabio  alemán  no  era,  dentro  de  la  evolución  total 
del  espíritu  científico  y,  de  un  modo  más  especial,  del  filosó- 
fico, una  personalidad  del  relieve  de  ]a  del  sociólogo  inglés. 
No  era  Scháffle  un  filósofo  de  sistema,  constructivo  ó  demole- 
dor, según  se  tome,  ó  ambas  cosas,  como  Spencer:  su  huella, 
muy  honda,  muy  visible,  en  aquellas  disciplinas  de  su  espe- 
cialidad (la  sociología  y  la  economía),  no  puede  señalarse 
como  la  del  autor  de  los  Primeros  principios.  Del  primero  que 
darán,  sin  duda,  muchas  cosas;  pero  del  segundo  quedará  lo 
que  dejan  tras  de  sí  los  grandes  renovadores  del  pensamiento 
racional,  y,  de  un  modo  más  ó  menos  inmediato,  del  hacer  y 
de  la  conducta.  Spencer,  además  de  su  obra  científica,  contení 
da  en  sü  Sistema  de  filosofía  sintética,  ha  producido  lo  que  po 
dríamos  llamar  el  spencerismo,  el  cual  no  es  sólo  una  doctrina 
— filosófica  evolucionista—,  ni  un  sistema  filosófico — de  positi 
vismo  crítico — ,  ni  una  concepción  de  la  realidad  y  del  mundo 
— sobre  la  distinción  de  lo  cognoscible  y  de  lo  incognoscible—, 
sino  que  es,  además,  un  gran  infiujo  que  ha  penetrado  en  niiles 
de  conciencias,  que  se  ha  apoderado  de  innumerables  volunta 
des,  que  domina  é  impera,  que  se  le  ve  produciendo  conse- 
cuencias lejanísimas;  en  suma,  es  el  spencerismo  un  factor  po* 
sitivO;  en  la  civilización  contemporánea. 


fiocioLoeÍA  2&1 


II 


Nació  Alberto  E.  Scháffle  en  Nurtinga,  Wtirtemberg  el  24 
-de  Febrero  de  1831  (1).  Estudió  en  el  Seminario  de  Schontal, 
y  en  la  Universidad  de  Tubinga,  de  la  cual  llegó  á  ser  Profe- 
sor de  Economía  política  (1861),  después  de  haber  trabajado 
<!omo  redactor  del  periódico  Schwdhüchen  Merkur  (Stuttgart, 
1850  60).  De  Tubinga  pasó  á  la  Universidad  de  Viena,  desem- 
peñando allí  la  misma  cátedra. 

Scháffle  intervino  de  una  manera  activa  en  la  política.  Fué 
diputado  en  el  Landíag  de  Wurtemberg,  donde  combatió  la  po 
litica  de  Prusia  ó  de  Bismarck  (1862).  En  1868,  Catedrático  en 
Tiena,  fué  elegido  miembro  del  Parlamento  aduanero  {Zollpar 
lement)t  desde  el  cual  defendió  á  los  alemanes  del  Sur,  contra 
las  pretensiones  prusianas.  Allí,  en  Viena,  fundó  Scháffle  el 
Economista  AustriacOy  que  atacó  duramente  la  política  del  con- 
de Beust,  y  el  7  de  Febrero  de  1871  fué  llamado  á  desempeñar 
el  Ministerio  de  Agricultura  y  Comercio  en  el  Gabinete  Ho- 
henwart,  tachado  de  ultraconservador  y  feudal;  pero  aunque 
se  ha  considerado  al  insigne  sociólogo  como  el  alma  de  aque 
lia  situación  política,  no  cabe  juzgar  su  obra  de  estadista,  pues 
su  existencia  ministerial  fué  harto  corta,  pocos  me^ es,  para 
que  pudiera  desarrollar  programa  alguno  de  reformas. 

Después  de  dejar  el  Ministerio,  Scháffle  se  retiró  á  Stutt- 
ga^t,  y  allí  vivió,  hasta  su  muerte,  dedicado  á  la  labor  cientí- 
üca,  y  á  los  trabajos  de  reforma  social.  En  1872  fundó  con  otros 
publicistas  la  Asociación  para  la  poliiica  social. 

Las  obras  de  Scháffle  son  muy  numerosas:  escribió  mucho 
este  eminente  economista  y  sociólogo,  unas  veces  como  verda- 
dero hombre  de  ciencia,  como  sistematizador  y  tratadista. 


(1)  V.  La  quinta  esencia  del  socialismo^  de  Bchftffle;  prólogo  de  )a 
traducción  española  de  BoyllA  y  Popada  (1886).  V.  Gioer,  Estudios 
y  fragmentos  sobre  la  teoria  de  la  persona  social,  ' 
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otras  como  publicista  y  periodista,  como  vulgarizador.  En  la 
importante  Zeitschrift  für  die  Gesamie  Siaatstoissenschafl,  de  Tu^ 
binga,  que  dirigió  durante  muchos  años,  hasta  su  muerte  (úl« 
timamente  asociado  al  Dr.  K.  Bücher,  Profesor  de  Leipzig), 
pueden  verse  muchos  de  los  estudios  sociales  y  económicos  de 
Scháffle.  Todavía  en  los  cuadernos  segundo  y  tercero  del 
año  1903  publicaba  un  articulo  titulado  Die  Noiwendigkeü  cxakt 
enttoickelungsgeschichtlicher  Erklürun^  und  exakl  enitoickelungS' 
gesetzlicher  Behandlung  unserer  Landmrtscha/ishedrangnis. 

Las  labores  ó  trabajos  propiamente  científicos  del  sociólo- 
go alemán  se  refieren  de  una  manera  casi  exclusiva  á  las  cnes^ 
tiones  de  economía  y  sociología;  los  principales  son  los  m- 
gaientes : 

Economía  nticional  (1861). 

Sistema  social  de  Economía  humana. 

Teoría  de  las  condiciones  exclusivas  del  mercado^  1868. 

Capitalismo  y  socialismo^  1870. 

Enciclopedia  de  la  ciencia  política. 

Principios  de  política  del  impuesto. 

La  quinta  esencia  del  socialismo. 

Vanidad  de  la  democracia  social  (complemento  de  La  quinta 
esencia  del  socialismo). 

La  Incorporación  de  los  créditos  hipotecarios» 

Estructura  y  vida  del  cuerpo  social  (1896). — Dos  partes:  1.^ 
Parte  general  ó  Sociología  general;  2.^  Sociología  especial. 

Memorias  coleccionadas  (dos  tomos). 

Problemas  fundamentales  contemporáneos  de  Alemania  (1). 

Scháffle  es  un  autor  que  se  cita  muchísimo  por  los  sociólo*^ 
gos  y  economistas  de  todos  los  países;  pero  á  pesar  de  esto,  no 
es  un  autor  tan  conocido,  como  se  merece,  fuera  de  Alemania, 


(1)  Escrito  este  artículo  recibo  el  último  cuaderno  de  la  Zetis- 
ehri/t  de  Scbáffle  (primer  cnaderno  de  1904),  que  ahora  dirige  el 
Dr.  K.  Bü  sher;  en  este  cuaderno  se  comprende  nn  largo  trabajó  del 
eabio  sociólogo:  Nuevas  investigaciones  sobre  los  fundamentos 
de  la  Sociología. 
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-especialmente  en  Francia  y,  en  España.  De  todas  sus  obras,  no 
conozco  traducida  al  francés  sino  La  quinta  esencia  del  socia- 
lismo^ que  también  se  ha  publicado  en  español.  En  italiano 
sólo  conozco  La  estructura  y  vida  del  cuerpo  social  y  el  Sistema 
social  dé  Economía  humana,  que  forman  parte  de  la  Biblioteca 
del  Economista,  que  dirige  Boccardo. 

Realmente,  Scháffle  no  ha  sido  estudiado  con  el  debido  de 
tenimiento  por  los  sociólogos  franceses,  no  podiendo  decirse 
que  su  doctrina  sobre  la  sociedad,  rectamente  interpretada,  se 
haya  incorporado,  como  débia,  al  movimiento  general  de  las 
ideas  sociológicas  en  Francia.  La  primera  interpretación  dada 
del  corganicismo»  de  Scháffle,  no  ha  podido  prevalecer  (1). 
^si  ha  afirmado  M.  Worms,  refiriéndose  á  la  obra  capital  de 
sociología  de  Scháffle  {La  estructura  y  vida  del  cuerpo  social)^ 
que  lícse  ha  dicho  muchas  veces  que  es  una  de  las  obras  fun- 
damentales consagradas  á  la  defensa  del  organicismo.  El  an^or 
á  la  exactitud  nos  obliga  á  modificar  esta  fórmula.  Para  el  autor, 
la  sociedad  no  es  un  organismo,  sino  simplemente  una  organi- 
zación» (2).  Macho  habría  que  decir  sobre  esto.  Lo  que  Scháffle 
no  quería  era  equiparar  la  sociedad  al  cauténtico  organismo 
vivo»,  que  diría  M.  de  Roberty  (3),  porque  el  grupo  social  es 
algo  más  que  una  complejidad  superior  (lo  cual,  á  mi  ver,  no 
supone  necesariamente  que  no  sea  un  organismo).  cEl  grupo 
social,  para  Scháffle — recuerda  el  Sr.  Giner — ,  aparece  como 
un  todo  de  masas  inorgánicas  y  espirituales,  que  constituyen, 
no  el  término  opuesto,  sino  el  grado  más  alto  de  ascensión  de 
todas  las  manifestaciones  del  mundo»  (4).  cEn  lo  alto  de  los 
fenómenos — escribe  el  propio  Scháffle— de  nuestro  mundo  ex- 
perimental^ está  el  reino  de  las  personas,  la  sociedad  humana, 
el  cuerpo  social,  la  vida  desenvuelta  de  los  pueblos,  apoyada 


(1)  V.  Fouillée,  La  ciencia  social  contemporánea. 

(2)  Bevue  dt. 

(3)  NoMvean  programme  de  sociologie. 

^4}  Ob.  cit.,  págs.  86,  87.  V.  tambiéa  Filoso/ia  y  sociología. 
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sobre  la  materia  y  sobre  las  fuerzas,  sobre  los  cuerpos  y  sobren 
los  movimientos  de  la  naturaleza  orgánica  é  inorgánica»  (1). 

La  equivocación  respecto  de  la  posición,  propia  de  Scháffle,. 
ha  nacido,  sin  duda,  del  titulo  de  su  obra,  en  la  cual  se  habla 
de  tvida  del  cuerpo  social».  Ya  en  otra  ocasión  lo  hacíamos  no- 
tar. El  titulo  de  la  obra  de  Scbáffle  predispone  á  considerarle  ^ 
como  un  sociólogo  de  la  escuela  de  Spencer  y  de  Lilienfeld;  y 
Bi  el  lector  no  se  detiene  en  el  titulo,  y  avanza  y  lee  (la  prime- 
ra edición,  pues  en  otra  ulterior  que  no  conozco  directamente^ 
el  autor  se  aparta  al  parecer  de  la  terminología  fisiológica),  to- 
davía se  sentirá  más  inclinado  á  clasificar  al  sociólogo  entre 
los  corganicistas»  del  biologismo.  Se  habla  en  ella,  en  efecto, 
de  las  formas  y  las  funciones  orgánicas,  de  la  familia  como  célula 
social,  de  patología  y  terapéutica  de  la  célula  social,  de  histologia 
social,  de  organografia  de  ias  sociedades,  etc.,  etc.  (2). 

Pero  aun  sin  engolfarse  en  las  páginas  nutridísimas  de  la 
obra  de  Scháffle,  bastaría  leer  con  cuidado  el  prólogo  de  la 
primera  edición,  para  ponerse  un  poco  en  guardia  sobre  la  filia- 
ción exacta  del  espíritu  científico  del  autor.  cEsta  obra— dice 
— comprenderá  un  análisis  sistemático  de  las  principales  insti- 
tuciones y  de  las  principales  funciones  de  la  sociedad  huma- 
na* (8);  era  preciso  fijarse  en  esas  dos  palabras:  funciones,  ins 
tituciones,  que  son  las  del  lenguaje  Eociológico  propiamente 
dicho;  porque  á  la  institución  la  llamemos  órgano^  la  cosa  no- 
cambia  radicalmente.  cPero — añade  más  adelante  el  autor — 
las  analogías  reales  de  la  biología,  descubiertas  por  Gomte,  Lit- 
tré,  Spencer  y  especialmente  por  Lilienfeld,  las  he  seguido  sis- 
temáticamente. Analogías  créales»  de  esta  naturaleza  deben  y 
pueden  realmente  existir,  porque  el  cuerpo  social,  con  la  ener- 
gía  de  los  cuerpos  orgánicos  y  con  la  fuerza  de  la  naturaleza 


(1)  Scháffle,  Est.  y  vida  del  e.  «.,  t.  I,  pág.  9  (trad.  ital.). 

(2)  V.  mi  articalo  La  literatura  de  la  sociología  (1889)  en  mi  libro- 
LUeratura  y  problemas  de  la  sociologia, 

(8)    Ob.  cit..  I,  pág.  8. 
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inorgánica»  eatá  frente  á  las  mismas  condiciones  externas  de 
la  vida  que  los  organismos.  Pero  creo  haber  evitado  los  peli- 
gros de  la  analogía,  el  desconocimiento  de  las  diferencias  y  la 
alegoría  no  científica:  las  mismas  ideas  de  corganismo»  y  cor- 
gánico»,  para  indicar  figuras  y  procesos  sociales,  he  procurado^ 
por  lo  general,  evitarlas;  las  expresiones  córganos»,  para  indi- 
car las  más  complejas  instituciones  sociales;  c tejidos»,  para 
señalar  las  instituciones  simples  formadas  de  personas  y  de 
bienes,  y  la  equiparación  de  la  familia  con  la  célula  orgánica, 
del  poder  ejecutivo,  como  impulso  social  del  movimiento,  á 
la  actividad  motriz  de  los  nervios,  y  otras  parecidas,  podrán 
ser  completamente  eliminadas  por  todo  lector  inteligente^  sin  que  el 
análisis  hecho  pierda  otra  cosa  que  la  analogía  y  su  daii- 
dad»  (1).  Y  tanto  podían,  eliminarse,  que,  como  más  arriba  in- 
dico, y  recuerda  el  Sr.  Giner  (2),  Scháffle,  en  la  última  edi- 
ción (de  1896)  de  la  Estructura^  se  aparta  de  la  terminología 
fisiológica  que,  á  semejanza  de  Lilienfeld,  había  adoptado  (3). 
Lo  que  ayuda  á  demostrar  que  Scháffle  no  era  un  sociólogo  par- 
tidario del  «organicismo»  fisiológico:  empleaba  la  analogía 
cemo  un  proc^imiento  sugestivo  y  aclaratorio. 

Sin  que  podamos  caracterizar,  y  menos  aún  razonar,  la  con- 
cepción sociológica  de  Scháffle,  quizá  pueda  asegurarse,  que 
su  punto  de  vista  general  entraña  una  combinación  del  realiS' 
mo;  es  decir,  del  reconocimiento  de  la  realidad  de  la  existen- 
cia y  de  la  vida  social,  y  del  idealismo  psicológico;  no  está 
Scháffle,  ni  en  la  corriente  que  propende  á  ver  do  social» 
como  una  pura  relación  mental,  ni  en  la  que  se  inclina  á  con- 


(1)  Ob.  cit.,pág.6. 

(2)  Ob.  cit.,  pág.  231,  nota. 

(3)  «Es  extrafio—afiade  el  Sr.  Giner^qoe  en  las  discasiones  del 
OoDgreso  internacional  de  Sociología  de  1897  nadie  se  haya  hecho 
cargo  de  esta  rectificación  de  Scb£lffle,  ni  aun  los  adversarion  de  la 
teoría  del  organismo  social,  á  quienes  más  interesaba»  (ob.  cit.,  pá- 
gina 233,  nota),  lo  caal  abona  mi  indicación  de  más  arriba  respec- 
to de  lo  poco  estadiado  (y  comprendido)  qne  Scháffle  ha  sido  por 
parte  de  la  sociología  francesa. 
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8Íderar  lo  social^  como  el  fenómeno  producto  de  la  actividad  co* 
lectiva  de  la  sociedad,  como  an  ser;  está  quizá  entre  las  dos; co- 
rrientes, manteniendo  una  posición  propia.  La  sociedad — sea 
ó  no^  sea  un  organismo — como  tipo  superior  de  vida  universal, 
es  cosa  real,  es  una  sustantividad,  en  la  cual  se  ha  de  ver  la  ac- 
ción de  los  múltiples  y  complejos  elementos  inorgánicos,  or- 
gánicos y  psicológicos  é  ideológicos  que  la  integran,  ij^n  cierto 
sentido,  Scháffle  representa  un  ensayo  de  síntesis,  comprensivo 
del  biologismo  y  del  psicologismo,  del  positivismo  y  del  idea* 
lismo  especulativo,  en  sociología. 

En  España,  aunque  Scháffle  no  sea  muy  conocido,  creo  yo 
que  sus  doctrinas  sociológicas  y  económicas  han  sido  interpre- 
tadas con  especial  exactitud,  y  estudiadas  en  fuentes  muy  di- 
rectas. Libro  de  Scháffle  en  español  no  conozco  más  que  La 
quinta  esencia  del  socialismo;  pero  en  cambio  se  ha  publicado 
entre  nosotros  una  exposición  muy  completa  de  las  ideas  del 
insigne  sociólogo.  Puede  verse  esto  en  los  Estudios  del  Sr,  6i- 
ner  sohre  la  Persona  social;  allí  figuran  analizadas  y  expuestas 
críticamente,  sobre  todo,  dos  de  las  obras  capitales  de  Scháffle: 
la  Estructura  y  los  Problemas  fundamentales  contemporáneos  en 
Alemania, 

III 

Por  lo  demás,  nada  tiene  de  extraño  que  ofrezca  graves  di* 
fícultades  la  tarea  de  caracterizar  la  representación  científica, 
y  la  posición  filosófica,  de  Scháffie,  ante  los  problemas  socioló- 
gico y  social  (económico  social  más  bien).  Hay,  entre  otras,  dos 
razones  que  pueden  explicar  las  interpretaciones  equivocadas 
ó  incompletas  de  la  obra  de  nuestro  autor:  es  la  primera,  lo 
complejo  de  la  filiación  de  su  pensamiento,  que  se  refleja  en 
la  manera  también  compleja,  según  la  cual  expone  las  cues- 
tiones y  las  examina;  es  la  segunda,  lo  vacilante  que  Scháffle 
se  manifiesta  á  veces  en  ciertas  soluciones  de  alcance  social. 

No  es,  en  verdad,  el  sociólogo  alemán  un  espíritu  diáfano, 
claro,  de  sistema  cerrado,  de  complexión  sencilla,  de  orienta* 
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ción  fija  y  determinada;  es  más  bien  enciclopédico  y  abierto, 
y  se  muestra  influido  por  las  corrientes  más  encontradas, 

Scfaáffle,  dice  el  Sr.  Glner,  cpertenece  al  grupo  de  perso- 
nalidades culminantes  que  aplican  hoy  día  á  los  problemas 
sociales,  un  espíritu  de  concordia  entre  la  investigación  expe- 
rimental y  las  ideas  especulativas»  (1).  Hay,  sin  duda,  en  el 
gran  pensador  de  Stuttgart  de  todo:  mucho  idealismo  cons- 
tructivo y  mucho  experimentalismo,  combinados  en  dosis  muy 
variables,  según  los  casos,  los  problemas  y  los  momentos,  para 
producir  siempre  un  realismo  especulativo,  aunque  á  veces 
recubierto  por  una  capa  muy  exterior,  como  se  ha  visto,  de  bu« 
bido  color  fisiológico.  cLos  fundamentos  filoHÓfícos  generales 
de  su  doctrina,  nos  dice  el  Sr,  Giner,  están  principalmente 
elaborados  bajo  el  influjo,  por  una  parte,  de  Leibnitz  y  de 
Erause,  de  quienes  explícitamente  se  reconoce  deudor,  y  por 
otra,  de  Kant,  Lotse  y  Wundt.  Su  concepción  fundamental 
del  mundo,  su  metafísica,  que  diríamos,  es  un  cmonismo  idea* 
lista»,  para  usar  sus  propias  palabras,  de  cierta  afinidad  con  el 
sentido  de  Wundt...»  cLa  concepción  jurídica  de  Snháffle  os- 
cila entre  la  mecánica  y  la  ética,  y  señaladamente  entre  Kant 
y  Krause»  (2). 

Orientada  en  un  principio  Eobre  todo,  y  dentro  de  ciertas 
direcciones  más  especialmente,  la  sociología,  en  un  sentido 
biológico,  como  pura  ciencia  de  observación  empírica;  consi- 
derada tantas  veces  la  sociedad  como  un  puro  fenómeno  natu- 
ral, determinado  por  las  condiciones  materiales  del  medio;  in- 
terpretada la  concepción  orgánica  de  lo  social  de  la  manera 
que  lo  ha  hecho  el  organismo  fisiológico,  y  opuesta  la  ciencia 
de  las  sociedades  y  el  carácter  denlifico  de  las  indagaciones  so- 
ciológicas á  la  filosofía  de  la  hietoria,  al  idealismo  y  á  todo  in- 
flujo especulativo,  nada  tiene  de  extraño  que  tropezara  con 
dificultades  mil  de  comprensión,  la  manera  de  considerar  el 


{\)    Ob.  cit.,  p.  299, 
(2)    Ob.  cit.  p.  302. 
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problema  de  la  estructura  y  vida  del  cuerpo  social  de  Schaffle» 
positivista  por  un  lado,  pero  idealista  y  especulativa  por  otro» 
y  llena  del  influjo  de  la  filosofía  presoeiológica  alemana* 

IV 

Como  he  indicado,  no  sólo  se  han  formulado  interpretación 
nes  equivocadas  de  las  ideas  sociológicas  de  Soháffle^  sino  que 
también  se  ha  interpretado  erróneametite  su  posición  ante  el 
problema  social.  En  este  respecto,  es  curioso  el  caso  de  Za 
quinta  esencia  del  socialismo.  Escrita  ésta  en  1874  para  el  Deuts- 
che Blüiter^  con  el  objeto  exclusivo,  según  el  autor,  <de  presen- 
tar á  un  público  completamente  heterogéneo,  un  esbozo  cien-» 
tífico  y  popular  al  prop  o  tiempo,  de  las  consecuencias  eoonó* 
micas  del  socialismo  moderno»  (1),  ese  ha  querido  ver  en  él 
un  pequeño  Catecismo  del  colectivismo  democrático,  tal  como 
lo  propaga  y  define  la  democracia  social  alemana,  según  la 
idea  de  K.  Marx»  (2).  Tan  cierto  es  esto,  que  el  opúsculo  fué 
considerado  como  obra  de  propaganda  socialista,  agotándose 
principalmente  en  el  partido  seis  ediciones,  que  suman  2(KG0O 
ejemplares,  llegando  á  prohibirse  (aunque  por  horas  no  más) 
su  circulación.  Y  fuera  de  Alemania,  en  Francia,  La  quinta 
esencia  se  publicó  en  la  Biblioteca  de  Malón  al  lado  de  obras  de 
Lasalle  y  de  Lafargue. 

Sin  embargo  de  lo  cual.  La  quinta  esencia  del  socialisino  no 
era  la  labor  de  un  cojlecíivista. 

Asi  nos  pareció  á  Buylla  y  á  mí,  cuando  decidimos  tradu- 
cirla  al  castellano  en  1683,  confirmando  nuestra  opinión  el 
autor  mismo  en  el  prólogo,  que  á  ruego  nuestro  escribió  para 
la  edición  española,  y  reafirmada  luego  en  el  cap.  IX  que  va 
como  apéndice  de  ésta,,  y  en  otro  trabajo  sobre  la  Vanidad  de 
la  democracia  social. 


(1)  V.  trad.  esp.,  pág.  xv. 

(2)  Id.,  pág.  XVII. 
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cNo  hago—decia  Scháffle  en  La  quinta  esmda — ninguna 
proposición,  y  me  limito  á  dar  una  exposición  del  pensamiento 
fundamental  socialista.»  Scháffle,  en  efecto,  no  era  un  colecti- 
vista marxista. 

Pero  el  error  de  interpretación  era  explicable.  La  quiwUí^ 
esencia  respira  simpatía  hacia  una  organización  colectivista;  y 
aunque  el  autor  protesta  muchas  veces  contra  el  colectivismo 
cerrado,  y  sobre  todo,  contra  el  socialismo  revolucionario,  su 
espíritu  está  impregnado  de  csocialismo»  desde  sus  primero» 
escritos  ya.  Y  cuenta  que  la  tendencia,  si  no  socialista,  inter- 
vencionista originaria,  se  ha  acentuado  con  el  tiempo. 

Porque  Scháffle  no  se  ha  parado  en  una  primera  y  defini- 
tiva postura,  ante  el  complejísimo  problema  de  los  cdolores- 
sociales»;  ha  evolucionado,  ha  cambiado,  á  medida  que  el 
tiempo  y  el  trabajo  le  hacían  ver  las  diferentes  fases  de  la 
cuestión  social.  Sin  duda,  hay  en  toda  la  labor  de  Scháffle 
como  csociólogo  de  tendencia  y  de  acción»,  una  característica 
constante:  estriba  ésta,  cocqo  ha  hecho  notar  el  Sr.  Giner,  en 
su  adhesión  cá  una  cpolítica  social»  que,  sin  subvertir  las  ba- 
ses actuales  de  la  organización  económica,  atenúe  sus  inconve- 
nientes, sus  vicios  y  sus  ásperas  luchas  inhumanas,  ennoble- 
ciendo á  un  tiempo  al  trabajador  y  al  capitalista,  y  confiando- 
(en  parte)  esta  intervención  tutelar  y  pacificadora  al  Esta- 
do» (1);  pero  seguramente  el  alcance  de  esa  política  social  ha 
cambiado  en  la  historia  del  pensamiento  reformista  del  sabio- 
sociólogo,  que  últimamente  se  distinguió  de  los  socialistas  d& 
cátedra,  según  el  Sr.  Giner,  cpor  admitir  ahora  el  colectivis- 
mo, al  menos  en  hipótesis». 


» 
•  « 


Y  termino  con  lo  expuesto  estas  ligeras  observaciones- 
acerca  del  insigne  maestro,  que  la  ciencia  acaba  de  perder.. 

(1)    Oh.  cit. 


300  REVISTA  DB  LSaiSLAOIÓN 

SI  nombre  de  Scháffle  es  uno  de  los  que  tendrán  que  citarse 
con  respeto  en  la  historia  de  la  sociologia,  y,  en  general»  y 
como  uno  de  los  fundadores  de  ésta,  en  la  historia  del  pensa- 
miento filosófico  de  nuestros  tiempos,  en  sus  relaciones  con  los 
grandes  problemas  sociales,  éticos  y  jurídicos. 

Adolfo  Posada, 

Profesor  de  la  Universidad  de  Oviedo 


SOCIOLOGÍA  Y  CIENCIAS  SOCIALES  (*> 

(ConelutiÓM,) 


De  derto  no  debe  discatirse  ¿  la  sociología  el  derecho  de 
constituirse  por  abstracción:  no  hay  ciencia  que  se  constituya 
de  otra  manera.  Sólo  que  es  necesario  que  las  abstracciones 
sean  conducidas  metódicamente,  que  dividan  las  cosas  según 
8UB  articulaciones  naturales.  Para  clasificar  los  hechos  en  cate- 
gorías distintas,  y,  sobre  todo,  para  asignarlos  á  ciencias  dife- 
rentes,  es,  además,  necesario  que  no  sean  de  la  misma  natura- 
leza, y  que  no  se  impliquen  mutuamente  hasta  ser  inexplica- 
bles los  unos  sin  los  otros.  Para  justificar  la  definición  que  se 
nos  propone  de  la  sociología,  no  basta,  pues,  recordar  el  ejem- 
plo de  las  ciencias  que  proceden  por  abstracción:  es  necesario 
probar  que  la  abstracción  á  que  se  recurre  está  conforme  con 
la  naturaleza  de  las  cosas. 

Ahora  bien:  ¿con  qué  derecho  se  separan  tan  radicalmente 
el  continente  y  el  contenido  de  la  sociedad?  Sin  duda,  es  per- 
fectamente exacto,  que  no  todo  lo  que  pasa  en  la  sociedad  es 
social;  pero  no  ocurre  lo  mismo,  así  se  reconoce,  con  todo  lo 
que  se  produce  en  la  sociedad  y  por  ella.  Para  poder  poner  fue* 
ra  de  la  sociología  los  fenómenos  diversos  que  constituyen  la 
trama  misma  de  la  vida  social,  sería  preciso,  pues,  haber  esta- 
blecido que  no  son  la  obra  de  la  comunidad,  sino  que,  aunque 

V 

C)    Véase  la  pág.  180  de  este  tomo.—^N.  de  la  R.) 
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proviniendo  de  otros  orígenes,  viecen  á  llenar  y  á  utilizar  los 
^cuadros  que  la  sociedad  les  ofrece.  Mas  es  difícil  percibir  por 
qué  las  tradiciones  colectivas,  las  prácticas  colectivas  de  la  re- 
ligión, del  derecho,  de  la  moral,  de  la  economía  política,  han 
<le  ser  cosas  menos  sociales,  que  las  formas  exteriores  de  la  co 
lectividad.  Por  poco  que  se  entre  en  contacto  con  esos  hechos, 
^es  imposible,  por  el  contrario,  no  sentir  como  presente  la 
mano  de  la  sociedad  que  los  elabora  y  cuyo  sello  llevan  osten- 
eiblemente.  Son  la  sociedad  misma,  viva  y  que  obra,  porque 
por  su  derecho,  por  su  moral,  por  su  religión,  etc.,  es  por  lo 
que  una  sociedad  se  caracteriza.  No  se  hace  bien,  pues,-  al  co 
locarles  fuera  de  la  sociología*  Una  oposición  tan  terminante 
^ntre  el  continente  y  el  contenido  de  la  sociedad,  es  hasta  par- 
ticularmente inconcebible  desde  el  punto  de  vista  en  que 
M.  Simmel  se  coloca.  Si  admitiese,  con  otros  sociólogos,  que 
la  sociedad,  como  cuerpo,  tiene  un  modo  de  acción  que  le  es 
propio,  y  que  no  se  confunde  con  las  interacciones  individua- 
les, las  formas  de  la  asociación  podrían  considerarse  como  el 
resultado  de  esta  acción  m  generís;  por  consiguiente,  no  ha* 
bría  contradicción  en  que  se  les  pudiera  estudiar,  hecha  abs- 
tracción de  la  materia  á  la  cual  se  aplican,  porque  no  proven 
drían  de  ella.  Pero  precisamente  M.  Simmel  rechaza  esta  con- 
cepción. Para  él,  la  sociedad  no  es  una  causa  operante  y  pro- 
ductora (1);  no  es  más  que  el  resultado  de  las  acciones  y  reac* 
oiones  cambiadas  entre  las  partes;  es  decir,  entre  los  indivi- 
duos. En  otros  términos:  el  contenido  es  el  que  determina  el 


:  (1)  Hay  en  la  idea  del  aator  una  contradiccióo,  qne  nos  parece 
irresolable.  SegÚD  él,  la  sociología  debe  comprender  todo  lo  qne  ee 
produce  par  la  sociedad^  lo  qne  parece  implicar  naa  cierta  eficacia  de 
la  colectividad.  Por  otra  parte,  le  niega  esta  eficacia:  ella  no  es  para 
él  más  qne  nn  producto.  En  el  fondo,  esas  formas  sociales  de  qne 
habla  no  tienen  realidad  por  sí  mismas;  no  son  más  qne  el  eeqoema 
de  las  interacciones  individuales  subyacentes.  No  son  independien- 
"tes  más  qne  en  apariencia.  (V.  Anneé.  soc,  I,  74,  y  Social  differ., 
página  13.)  ¿Oómo,  pnes,  se  puede  asignar  á  ciencias  distintas,  cosas 
que  no  son  independientes  más  que  para  una  observación  snperfi- 
4dal  y  errónea? 
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<sontínente;  la  materia  la  que  produce  la  forma.  Pero,  enton- 
ases, ¿cómo  será  posible  comprender  nada  en  esta  forma  si  se 
hace  abstracción  de  esta  materia,  que  constituye  toda  la  rea 
Üdad? 

No  sólo  semejante  abstracción  no  tiene  nada  de  metódica, 
toda  vez  que  tiene  por  efecto  separar  cosas  esencialmente  inse- 
parables, sino  que  además  lo  abstracto  que  así  se  obtiene  está 
falto  de  toda  determinación.  Á  primera  vista  podría  creerse 
que  por  formas  sociales  ó  formas  de  la  asúciación^  M.  Símmel 
entiende  el  aspecto  morfológico  de  las  sociedades,  es  decir,  su 
base  geográfica,  la  masa  y  la  densidad  de  la  población,  la 
eomposición  de  los  grupos  secundarios  y  su  distribución  en  el 
espacio  social:  he  ahí,  en  efecto,  á  lo  que  parece,  el  continente 
de  la  sociedad,  y  el  término  asi  empleado  tendría  un  sentido 
definido.  Pero  si  se  atiende  á  los  ejemplos  que  da  M.  Simmel 
mismo,  para  aclarar  su  pensamiento,  se  verá  que  la  palabra 
tiene  para  él  otra  acepción:  la  división  del  trabajo,  la  concu- 
rrencia, el  estado  de  dependencia  de  lo  individual  frente  al 
grupo,  la  imitación,  la  oposición,  no  son  en  manera  alguna 
fenómenos  morfológicos,  fin  definitiva,  hasta  donde  es  posi 
ble  precisar  un  concepto,  que  en  el  fondo  es  muy  ambiguo, 
parece  como  que  por  formas  sociales   se  debe  entender,  los  ti- 
pos más  generales  de  las  relaciones  de  todas  clases  que  en  el 
interior  de  una  sociedad  se  anidan,  fin  ciertos  respectos  pue 
den  compararse  con  los  moldes  cuya  forma  reproducen  las  re- 
laciones más  particulares,  y  las  cuales,  por  tanto,  constituyen 
su  materia:  por  tal  modo  cabe  explicar  las  expresiones  emplea- 
das. Pero  bien  se  ve  que  sólo  se  trata  de  metáforas,  cuya  exacti 
tnd  es  muy  discutible,  fin  realidad,  no  hay  ahí  ni  continente 
ni  contenido,  sino  dos  aspectos  de  la  vida  social:  el  uno  más 
general,  y  el  otro  más  especial;  y  así,  volvemos,  bajo  una 
forma  ligeramente  distinta,  á  la  concepción  que  diferencia  la 
sociología  y  las  ciencias  sociales  por  la  desigual  generalidad  de 
su  objeto. 

Ahora  bien:  ya  hemos  visto  qué  objeciones' suscita  esta 
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concepción:  son  aquí  aun  más  apremiantes.  Aparte  de  que  es 
difícil  comprender  por  qué  hechos  de  la  misma  naturaleza  »e 
clasifican  en  géneros  diferentes  y  atribuidos  á  ciencias  distin- 
tas, por  la  única  razón  de  que  no  son  igualmente  generales, 
ninguna  regla,  ningún  criterio  objetivo  permite  determinar  el 
grado  de  generalidad  que  debe  tener  un  fenómeno,  para  que 
pueda  ser  considerado  como  íociológico.  ¿Será  preciso  que  se 
presente  en  todas  las  sociedades  ó  sólo  en  algunas,  en  todas 
las  esferas  de  la  vida  colectiva  ó  en  varias?  Una  forma  de  or- 
ganización, que  no  se  observa  más  que  en  un  pequeño  número 
de  pueblos,  como  la  institución  de  las  castas,  ó  que  es  espe- 
cial á  un  Folo  órgano  de  la  sociedad,  como  la  distribución  de 
los  fíeles  en  una  iglesia  en  gentes  consagradas  y  en  simples 
profanos,  ¿deberá  excluirse  de  la  sociología  por  esencial  que 
sea?  No  hay  ningún  medio  de  responder  á  esa  pregunta;  la 
fantasía  del  autor  decide.  Según  sus  tendencias  y  la  manera 
cómo  ve  las  cosas,  extiende  ó  restringe  el  circulo  de  los  hechos 
sociales.  Aunque  las  sociedades  secretas  sean  particulares  y 
propias  de  medios  sociales  muy  determinados,  se  estima  «que 
suscitan  un  problema  sociológico,  siempre  que  se  tenga  de  las 
formas  de  la  sociedad  una  idea  suficientemente  amplia»  (1). 
La  organización  política  es  ya  una  forma  especial  de  la  orga- 
nización social;  la  aristocracia  es  por  si  una  forma  especial  de 
organización  política,  y,  sin  embargo,  se  comprende  la  aristo- 
cracia entre  los  objetos  de  la  sociología.  Por  otra  parte,  como 
se  reclama  para  la  sociología  el  derecho  de  estudiar,  además 
de  la  forma  general  de  asociación,  las  determinaciones  que 
ésta  toma  «bajo  el  influjo  de  la  materia  particular  según  la 
cual  se  realizai,  se  procura  por  tal  manera  el  medio  de  apar- 
tar indefinidamente  I03  limites  de  la  ciencia,  hasta  compren- 
der en  ellos,  si  se  quiere,  casi  todo  ese  contenido,  que  se  debe 
excluir  con  gran  cuidado,  porque  las  relaciones  de  que  se  trata 


(1)    Lepróbllmt  de  la  aoc,  en  la  Eev,  de  met.,  pág.  601  C02,  nota. 
Todas  lae  citas  que  siguen  son  del  mismo  pasaje. 
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son  determinaciones  de  esas  relaciones  más  generales,  llama- 
das formas,  del  propio  modo  qne  éstas  expresan  lo  qué  hay  de 
más  general  en  aquéllas.  Pero  si  ello  es  así,  ¿dónde  detenerse? 
Bajo  pretexto  de  circunscribir  estrechamente  el  campo  de  la 
investigación,  se  le  abandona  á  la  arbitrariedad  contingenté 
de  los  temperamentos  individuales.  No  sólo  resultan  las  f ron- 
teras  flotantes,  sino  que  no  se  ve  por  qué  han  de  estar  sitnadas 
aquí  ó  allá.  Por  otra  parte,  esta  indeterminación  que  censura- 
mos á  M.  Simmel,  no  está  sólo  implícita  de  una  manera  lógica 
y  virtual  en  sus  principios:  de  hecho  caracteriza  todos  sus  tra- 
bajos.  Los  problemas  que  allí  se  abordan,  no  sé  refieren  á  ca- 
teorías  de  hechos  determinados:  son  temas  genérales  de  me 
ditación  filosófica.  Cada  estadio  es  un  bosquejo  de  la  sociedad, 
conside^rada  bajo  un  aspecto  particular.  Aquí,  la  sociedad  sé 
estudia  desde  el  punto  de  vista  de  la  diferenciación;  allá,  des 
de  el  de  sa  conservación  (1);  en  otras  partes,  desde  el  de  la 
distribución  de  los  individuos  en  superiores  y  en  subordina 
dos  (2).  Según  los  azares  de  la  inspiración^  las  cuestiones  tra* 
tadas^  gradas  á  su  falta  de  precisión,  se  extienden  óisécon- 
traen:  los  hechos  más  diversos,  los  más  apartados,  se  aproxi 
man  y  juntan.  Se  concibe  que,  en  esas  condiciones  no  puede 
haber  prueba  regular,  porque  esta  no  es  posible  sino  en  la  me 
dida  en  que  el  eabio  sé  contrae  á  un  objeto  definido. 

De  cualquier  manera,  pues,  que  ello  se  tome,  separarla 
sociología  de  las  ciencias  sociales  es  separarla,  ó,  cuando  me 
nos,  alejaría  de  lo  real;  es  reducirla  á  no  ser  más'que  uña  filo 
hofía  formal  y  vaga;  es  retirarla,  por  tanto,  los  caracteres  dis* 
tihtivos  de  toda  ciencia  positiva.  Y  á  esta  separación  contra 
naturaleza  es,  sin  duda,  á  la  que  debe  atribuirse  el  estado  alar- 
manté  en  que  se  encuentran  hoy  los  estudios  sociológicos.  No 
cabe  descon^ocer,  en  efecto,  que,  á  pesar  de  la  abundancia  réla- 
tiva  de  la  producción,  no  dan  aquéllos  la  impresión  sino  de 

^^i)  fiíl^pctrtoH^yiani  «H^or^ítna^^^^n  el  A  rnerican  Journal  of  Socich 
logv.  1896.     *  Vi 
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UD  movimiento  que  no  avanza,  que  no  podrá  prolongarse  sin 
desacreditarlos.  Gadá  sociólogo  se  propone  coma  objetivo  for- 
marse una  teoría  completa  de  la  sociedad.  Ahora  bien;  siste* 
mas  de  tal  amplitud  no  pueden  evidentemente  co^^istir  sino 
en  puntos  de  vista  personales,  que,  sea  cual  fuere  su  impor- 
tancia, tienen  á  lo  menos  el  inconveniente  de  referirse  á  la 
personalidad,  al  temperamento  de  cada  autor,  de  una  manera 
demasiado  estrecha  para  que  puedan  separarse  fácilmente.  De 
donde  resulta  que,  encontrándose  cada  pensador  encerrado  en 
su  propia  doctrina,  toda  división  del  trabajo,  como  toda  con- 
tinuidad en  la  investigación,  se  hacen  imposibles,  y,  por  con» 
siguiente,  se  hace  imposible  todo  progreso.  Porque  para  con* 
seguir  poco  á  poco  dominar  una  realidad  de  una  extensión  y 
una  complejidad  tales,  es  necesario  que  en  cada  momento  se 
distribuyan  la  tarea  el  mayor  número  posible  de  trabajadores, 
y  que  hasta  las  generaciones  sucesivas  puedan  cooperar.  Aho- 
ra, semejante  cooperación  no  es  posible  más  que  si  los  proble- 
mas salen  de  esta  generalidad  indivisa,  para  diferenciarse  y 
especializarse. 


III 


La  enseñanza  que  se  desprende  del  estado  actual  de  la  so 
ciologia  nd^,  pres,  en  manera  alguna,  que  la  concepción  com- 
tiana  fuera  estéril,  y  que  la  idea  de  una  ciencia  positiva  de 
las  sociedades,  comparable  á  la  biología,  deba  ser  abandonada. 
Por  el  contrarío,  esta  idea  conserva  aún  hoy  todo  su  valor,  y 
es  preciso  acogerse  á  ella  resueltamente.  Mas  para  que  e^a  fe- 
cunda^ es  necesario  aplicarla  á  la  materia  que  conviene,  es  de- 
cir, á  la  totalidad  de  los  hechos  sociales^  sin  excepción.  No 
hay  para  qué  aislar  tal  ó  cual  aspecto  de  ella  para  hacer  de  él 
el  objeto  especial  de  la  ciencia  nueva,  del  propio  modo  que  la 
biología  no  trata  de  tal  ó  cual  aspecto  de  los  fenómenos  vita« 
les  antes  que  de  tal  otro.  La  sociología  no  es  nada,  si  no  es  la 
ciencia  de  las  sociedades,  consideradas  á  la  vez  en  su  orgaúi* 
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tzación,  en  su  funcionamientOy  en  Budeifenir.  Todo  lo  que  en- 
tra en  en  constitución  ó  en  la  trama  de  su  desen  volví  miento, 
toca  á  los  sociólogos.  Una  multitud  tal  de  fenómenos  no  puede» 
•evidentement.e,  ser  estudiada,. sino  gracias  á  un  cierto  número 
de  disciplinas  especiales,  entre  las  cuales  se  distribuyen  los 
4iecho6  sociales,  y  que  ec  completan  entre  sí.  Por  consiguiente, 
la  0oeiok>gia  no  puede  ser  sino  el  sistema  de  las  ciencias  so- 
Kiioldgica». 

Pero  esto  no  quiere  decir  que  no  sea  más  que  un  vocablo 
nuevo  puesto  á  una  catego^a  de  cosas  tiempo  hace  existentes, .. 
y  que  la  forma  comtista  sea  puramente  verbri.  La  palabra  so- 
*ciologia  resume  é  implica  todo  un  conjunto  de  ideas  nuevas,  á 
^eaber:  que  los  hechos  sociales  son  solidarios  unos  de  otros,  y 
sobre  todo  que  deben  ser  tratados  como  fenómenos  naturales, 
cometidos  á  leyes  necesarias.  Decir  que  las  diferente-^  ciencia^ 
sociales  deben  llegar  á  ser  ramas  particulares  de  la  sociología, 
•es,  pues,  afirmar  que  deben  ser  también  ciencias  positivas, 
abrirse  al  espíritu  de  donde  proceden  las  demás  ciencias  de  la 
iua^uralesa,  inspirarse  en  los  métodos  que  usan,  aunque  con* 
-servando  su  autonomía  propia.  Ahora  bien,  han  nacido  fuera 
"del  circulo  de  las  ciencias  naturales.  Anteriores  á  la  aparición 
•de  la  idea  sociológica,  se  han  encontrado,  por  lo  mismo,  sus- 
traídas á  su  influjo.  Integrarlas  en  la  sociología  no  es,  puee, 
•sólo  imponerlas  una  nueva  denominación  genérica;  es  indicar 
que  deben  orientarse  en  un  sentido  nuevo.  Esta  noción  de  ley 
•natural,  que  Comte  ha  tenido  la  gloria  de  extender  al  reino 
social  en  general,  se  trata  dé  hacerla  penetrar  en  el  detalle  de 
los  hechos,  de  aclimataría  en  sus  investigaciones*  especiales 
donde  primitivamente  faltaba,  y  donde  no  puede  introducirse 
sin  determinar  en  ellas  una  completa  renovación.  He  ahí,  i 
nuestro  parecer,  la  tarea  actual  del  sociólogo,  y  también.el 
verdadero  medio  de  continuar  la  obra  de  G)mte  y  de  Spencer, 
f^rque  equivale  á  conservar  su  principio  fundamental,  pero 
«dándole  todo  su  valor  en  cuanto  se  lo  aplica,  no  sólo  á  una  ca- 
tegoría restringida  y  más  ó'menos  arbitrariamente  éscégidí  de  . 
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fenómenos  sociales,  sino  á  la  vida  social  en  toda  su  extensión». 

Lejos  de  que  una  empresa  tal  se  reduzca  á  un  mero  enri- 
quecer del  vocabulario,  podría  más  bien  temerse,  dados  los  pri- 
meros  pasos,  que  sea  difícil  de  realizar  antes  de  mucho  tiempo. 
Dado,  en  efecto,  el  antagonismo  original  de  la  sociología  y  de 
1^8  ciencias  llamadas  sociales  (Historia,  Economía  políti- 
ca, etc.),  podría  parecer  que  éstas  no  son  susceptibles  de  to- 
mar un  carácter  sociológico,  sin  una  verdadera  revolución  que 
haría  tabla  rasa  de  cuanto  existe,  para  sacar  de  la  nada  todo 
un  cuerpo  de  ciencias  que  no  tienen  existencia.  Si  tal  hubiera 
de  ser  la  tarea  del  sociólogo,  sería  singularmente  ardua  y  de 
una  salida  incierta.  Pero  lo  que  facilita,  lo  que  hasta  permite 
esperar  resultados  próximos,  son  los  cambios  que  se  han  pro- 
ducido espontáneamente  en  el  curso  de  estos  cincuenta  últimos 
años,  en  las  ideas  de  autores  en  que  se  inspiran  los  especialis- 
tas;  Ellos  naismos  han  comenzado  á  orientarse  en  un  sentido 
sociológico.  Sé  ha  efectuado,  con  esos  medios  particulares,  un 
trabajo  muy  importante,  que,  para  no  ser  obra  de  sociólogos^ 
propiamente  dicho,  está  ciertamente  destinado  á  afectar  pro- 
fundamente  el  desenvolvimiento  futuro  de  la  sociología.  Im- 
porta tenerlo  en  cuenta,  porque,  aparte  de  que  esta  evolución 
espontánea  prueba  la  posibilidad  del  progreso,  cuya  urgencia 
hemos  hecho  ver,  permite  comprender  mejor  cómo  puede  y 
debe  realizarse. 

Ante  todo,  no  hace  falta  recordar  detenidamente  la  gran 
transforitación  por  la  cual  ha  pasado  el  método  histórico  en 
el  curso  del  siglo.  Por  encima  de  los  acontecimientos  particu- 
lares  y  contingentes,  cuya  continuidad  constituye  la  historia 
aparente  de  las  sociedades,  los  historiadores  han  ido  á  buscar 
algo  más  fundamental  y  más  permanente,  sobre  que  basar  de 
una  manera  más  sólida  sus  investigaciones.  Ese  algo  son  las 
instituciones.  Las  instituciones  son,  en  efecto,  á  esos  inci- 
denles  exteriores,  lo  que  en  el  individuo  la  naturaleza,  y  el 
modo  de  funcionar  sus  órganos  son  á  las  tareas  dé  todas  clases»^ 
que  llenan  nuestra  vida  cotidiana.  De  esa  manera,  la  historia 
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•cesa  de  ser  un  estudio  narrativo,  para  abrirse  ál  análisis  cien- 
tífico.  Porque  ios  hechos,  que  se  encuentraD  eliminados  6  re* 

■ .  .  ..."  .     ; .      ' ;    ^ .     ■ . 

chazados  en  segundo  térmioo  son,  dé  todas  las  manife&taciones 
colectivas,  los  más  refractarios  á  la  ciencia,  siendo  esencial- 
mente  propios  de  cada  individualidad  social,  considerada  en 
un  momento  dado  de  su  carrera.  No  tienen  semejantes  de  una 
sociedad  á  otra,  ni  en  el  seno  de  una  misma  sociedad.  Las 
perras,  los  tratados,  las  intrigas  de  las  Cortes  ó  de  las  Asam- 
bleas,  los  actos  de  los  hombres  de  Estado,  son  combinaciones 
que  jamás  se  parecen;  no  cabe,  pues,  más  que  referirlas,  y, 
bien  ó  mal,  parece  que  no  proceden  de  ninguna  ley  definida. 
Puede  decirse,  en  todo  caso,  con  certeza,  que  si  tales  leyes 
existen,  son  de  las  más  difíciles  de  descubrir.  Por  el  contrario, 
las  instituciones,  aunque  evolucionan,  conservan  sus  rasgos 
esenciales  durante  largos  periodos,  y  hasta  á  veces  en  toda  la 
serie  de  una  misma  existencia  colectiva,  porque  expresan  lo 
que  hay  de  más  profundamente  constitucional  en  toda  orga* 
nización  social.  Por  otro  lado,  una  vez  despojados  de  ese  re 
véstimiento  de  hechos  particulares,  que  ocultan  su  estructura 
interna,  sq  advierte  que  ésta,  aunque  varíe  de  un  país  á  otro, 
más  ó  menos,  presenta,  sin  embargo,  analogías  notables  en  so* 
•ciedaáes  diferentes;  por  tal  manera  se  hicieron  posibles  aproxi  • 
maciones  y  referencias,  naciendo  la  historia  comparada.  Los 
germanistas  y  los  romanistas  alemanes  Maurer,  Wilda,  etc  , 
establecieron  concordancias  entre  las  leyes  de  los  diversos 
países  germanos  y  romanos.  Por  la  comparación  dé  ios  textos 
clásicos  relativos  á  la  orgauización  de  las  ciudades  griegas  y 
latinas,  Fustel  de  Coulanges  llegó  á  constituir,  en  sus  líneas 
esenciales,  el  tipo  abstracto  de  la  ciudad.  £n  Sumner  Maine. 
el  campo  de  la  comparación,  aun  más  amplio,  comprendió 
•Grecia  é  Italia,  la  índiá  é  Irlanda,  los  países  eslavos,  y  sur* 
^eron  semejanzas,  no  sospechadas,  entre  pueblos  que  hasta  en* 
tonces  pasaban  por  no  tener  rasgos  comunes.  , 

Nada  testifica  la  importancia  de  las  transformaciones  cien- 
tíficas  que  acaban  de  señalarse,  como  la  evolución  efectuada 
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en  el  curso  del  siglo  xdc  por  la  Economía  política.  Bajo  el  íd<^ 
flujo  de  diferentes  ideas,  por  lo  demás  mal  definidas,  pero  que- 
es  posible  reducir  á  dos  tipos  principales^  ha  perdido  entre  Ios- 
economistas  alemanes  algunos  de  los  caracteres  que  permitían 
á  G)mte  oponerla  á  la  sociología,  como  el  tipo  de  las  construc- 
cib&ee  ideológicas.  Para  establecer  la  legitimidad  del  proteo* 
cionismo,  y  más  generalmente  de  la  acción  económica  del  Es- 
tado, List  ha  reobrado  4  la  vez  contra  el  individualismo  y 
contra  el  cosmótilismo  de  la  economía  liberal;  el  Sisiema  lui* 
eümal  de  Economía  política,  tiene  por  principio  que  entre  la  ho^ 
manidad  y  el  individuo  hay  la  nación^  con  su  lengua,  su  lite- 
ratura, sus  instituciones,  suis  costumbres,  su  pasado.  La  Eco-^ 
nomla  clásica  ha  forjado  un  mundo  económico  que  no  existe, 
la  OiUerivelt,  mundo  aislado,  do  quiera  idéntico  á  sí  propio,  y 
en  el  cual  el  conflicto  de  las  fuerzas  puramente  individuales,, 
se  resolvería  según  leyes  económicas  ineludibles.  En  reali- 
dad, en  el  seno  de  colectividades,  diferentes  unas  de  otras,  es 
como  los  individuos  hacen  esfuerzos  para  enriquecerse,  y  la» 
*  naturaleza  de  esos  esfuerzos  cambian,  y  su  éxito  no  es  el  mis- 
mo, según  líos  caracteres  de  la  colectividad  en  que  se  manifies- 
tan. Ese  principio  tiene  como  consecuencia  práctica  que  el 
Estado,  por  las  reformas  que  introduce,  por  su  política  exte- 
rior, obra  sobre  la  conducta  económica  de  los  individuos,  re- 
sultando como  consecuencia  teórica  que  las  leyes  económicaa 
varían  de  pueblo  á  pueblo,  y  que,  por  tanto,  la  Economía  abs- 
tracta, ó  áprior%9  debe  ser  sustituida  por  una  Eeonamia  nadmud^, 
apoyada  en  la  observación.  Seguramente,  el  concepto  de  na 
eión  es  una  idea  mística,  oscura,  y  la  definición  misma  de  la 
Economía  nacional  excluye  la  posibilidad  de  verdaderas  leyes- 
científicas,  por  que  concibe  su  objeto  cómo  único  y  rechaza  la 
comparación.  List,  sin  embargo,  había  realizado  un  progreso- 
importante,  introduciendo  en  la  especulación  económica  la 
idea  de  que  la  sociedad  es  un  ser  real,  y  que  la  manifestación 
de  su  vida  propia,  está  con  los  fenómenos  económicos,  en  reía 
ciones  de  reacción  recíproca. 
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El  Socialismo  de  la  Cátedra  y  al  tratar  á  su  vez  de  íandar 
teóricamente  bu  concepción  política  del  papel  del  Estado,  ha 
recogido  y  perfeccionado  la  idea  de  List;  no  basta  decir  qoe  la 
actividad  económica  de  Iob  individnos  esté  bajo  la  dependen- 
cia de  loe  fenómenoe  Bociales;  hay  que  añadir  ademáB  que  bóIo 
por  abstracción  se  puede  hablar  de  actividad  económica  indi* 
vidual.  Lo  real  es  la  VolksmrUchafl^  que  es  el  objeto  inmedia- 
to de  la  ciencia  económica;  ésta  Be  ocupa  esencialmente  de  los 
interesee  sociales,  y  por  vía  de  consecuencia  sólo  de  los  inte- 
reses individuales.  Aquí  la  Economía  política,  aunque  conser- 
va un  carácter  normativo,  más  bien  que  especulativo,  se  con- 
cibe por  lo  meiíos  como  una  ciencia  social,  que  tiene  por  obje 
to  fenómenos  propiamente  sociales,  de  la  misma  naturaleza 
que  las  instituciones  jurídicas,  las  costumbres,  á  las  cuales  se 
lee  reconoce  ya  como  ligadas  por  una  relación  de  interdepen* 
dencia. 

Ofcro  progreso,  solidario  del  primero,  s^  ha  realizado  al  mis* 
mo  tiempo.  El  espíritu  histórico  se  relaciona  con  todos  los  ras* 
gos  particuíares que  distinguen  unas  de  las  otras  las  socieda- 
des y  las  épocas:  la  Economía  naeiofuU  debía,  pues,  encontrar 
en  la  historia  argumentos  contra  las  teorías  universalistas  de 
la  escuela  clásica:  desde  un  principio»  List  recomienda  el  mé- 
todo histórico.  Y  por  otra  parte,  el  fundador  de  la  Escuela  his- 
tárica^  Roecher,  no  separa  el  estudio  de  los  hechos  económicos 
del  de  los  jurídicos  en  particular,  del  de  los  hechos  sociales 
en  general:  la  lengua,  la  religión,  el  arte,  la  ciencia,  el  dere- 
cho, el  Estado  y  la  economía,  son  los  diversos  aspectos  de 
un  todo,  que  es  la  vida  nacional.  Pero  esta  escuela  ha  tenido 
sobre  la  evolución  de  la  economía  política  un  influjo  original: 
ha  tomado  una  actitud  más  claramente  especulativa,  y  sin  ha- 
ber renunciado  jamás  completamente  á  ver  en  la  investigación 
histórica,  un  medio  de  juzgar  el  valor  de  una  acción  política 
determinada  en  circunstancias  dadas,  se  ha  interesado  por  los 
hechos  lejanos  en  el  espacio  ó  en  el  tiempo,  esforzándose  por 
estudiarlos  únicamente  para  comprenderlos.  Introdujo  en  al- 
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gana  manera  la  comparación  en  la  historia  económica:  entre 
S.US  representantes  más  recientes,  uno,  Schmoller,  ha  formula 
do  claramente  la  idea  de  que  las  leyes  económicas  son  leyes 
inductivas;  otro,  Bücher,  ha  bosquejado  una  clasificación  de 
los  regímenes  económicos,  constituyendo  asi  los  tipos  abstractos 
á  que.  pertenecen,  por  su  organización  económica,  todos  los 
pueblos  actuales  ó  pasados.  Ambos,  y  especialmente  el  último^ 
no  se  contentan  ya  con  estudiar  las  sociedades  históricas,  y 
piden  á  la  etnografía  algunas  noticias  sobre  el  estado  económi 
00  de  las  sociedades  inferiores. 

Pero  lo  que  constituye  la  gran  novedad  es,  más  aún  que 
esta  renovación  de  la  historia  y  de  la  economía,  la  aparición 
dé  todo  un  cuerpo  de  disciplinas  nuevas,  que,  por  la  naturaleza 
misnia  de  los  problemas  que  plantean,  se  vieron  llevadas  desde 
un  principio  á  establecer  principios  y  á  practicar  métodod 
hasta  entonces  ignorados. 

li'iguran  en  primer  término  estas  dos  ciencias  conexas,  la 

antropología  ó  etnografía  de  un  lado,  la  ciencia  ó  historia  de 

•         .     '      .  •  •  •       .  •  ,■•'■* 

las  civilizaciones  de  otro.  Desde  principios  del  siglo  xix,  Hum 

toldt,  apoyándose  en  los  hechos  ya  reunidos,  había  podido 
proclamar,  como  un  axioma  fundamental,  la  unidad  del  espí- 
ritu  humano:  lo  que  implicaba  la  posibilidad  de  una  compa- 
ración entre  los  diferentes  productos  históricos  de  la  actividad 
humana.  Una  vez  admitido  ese  postulado,  hubo  por  modo 
natural,  para  establecer  la  unidad  de  las  civilizaciones  huma- 
nas, que  estudiarlas  y  clasificarlas,  así  como  las  razas  y  las 
lenguas.  Tal  fué  la  obra  de  Klemm  en  Alemania,  en  su  Kul' 
turgeschichte;  Prichard  en  Inglaterra,  en  su  History  o/Man,  Ia 
constitución  de  la  arqueología  prehistórica,  confirmando  de 
una  manera  notable  que  la  raza  humana  muy  antigua,  ha  de- 
bido pasar  por  un  estado  vecino  de  aquel  en  que  le  han  déte 
nido  los  salvajes  actualmente  observables,  vino  también  á  en- 
sanchar el  campo  de  sus  estudios  y  á  fortificar  sus  métodos. 
Por  tal  modo  resultaba  demostrada,  no  sólo  la  unidad  del  es- 
píritu humano,  sino  iá  identidad  relativa  dé  la  evolución  hiii- 
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mana.  Una  vez  el  impulso  dado,  los  descubrimientos  de  la 
etnografía  se  multiplicaron,  llamando  la  atención  sobre  la  no- 
table analogía  entre  los  pueblos  más  diversos.  És  lo  que  resul 
taba  ya  de  las  enciclopedias  parciales  de  Schoolcraft  (1),  de 
Bancroft  (2);  pero  quien  lo  puso  en  evidencia,  sobre  todo,  fué 
la  gran  ojbra  de  Waitz  Gerland  (3),  donde  está  sintetizado  el 
trabajo  etnográfico  y  antropológico  de  toda  una  época. 

Sin  embargo,  esas  síntesis  eran  casi  exclusivamente  des 
criptivas.  A  propósito  de  los  fenómenos  jurídicos,  se  intentó  el 
primer  ensayo  de  sistematización  explicativa.  Los  descubri- 
mientos relativos  á  la  historia  de  la  familia  contribuyeron,  en 
gran  parte,  á  ese  resultado.  Por  discutibles  que  fueran  en  cier- 
tos respectos  las  teorías  de  Bachofen,  de  Morgan,  Mac  Le- 
ñan, etc.,  probaban  con  toda  evidencia  la  existencia  de  formas 
familiares,  muy  diferentes  de  las  conocidas  hasta  entonces,  á 
la  vez  que  su  generalidad.  No  era  un  hecho  insignificante  la 
notable  identidad  de  las  nomenclaturas  de  parentesco  en  Auh 
tralia  y  en  los  Pieles  Rojas  de  América  del  Norte.  Las  seme 
janzas  entre  los  clanes  iroqueses  y  las  gens  romanas,  aunque 
'  exageradas  por  Morgan,  no  eran,  sin  embargo,  ficticias.  Se 
consignaron  otros  análogos  en  el  derecho  criminal  y  en  el  de 
propiedad.  Y  por  tal  camino  se  fundó  una  escuela  de  derecho 
comparado  que  se  dedicó  á  poner  de  relieve  esas  concordan  • 
cias,  á  clasificarlas  sistemáticamente  y  procurar  explicarlas. 
Tal  68  la  escuela  de  la  jurisprudencia  etnológica  ó  de  la  etnología 
jurídica^  de  la  cual  puede  considerarse  como  fundador  Hermán 
Post,  y  á  la  cual  pertenecen  también  los  nombres  de  Kohler, 
Bernhoeft  y  el  mismo  Steimmetz. 

El  estudio  de  las  religiones  pasó  por  una  evolución  casi 
idéntica.  Con  el  auxilio  de  la  gramática  comparada,  Max  Mu- 


(1)    HÍ9Í,  OmdiUon,  and  Prospecte  of  the  Indian  Tribee  of  th*,  United 
States  North  Am^can. 
.  (a)     The  nat.,Eac,  of  the  Panifie  States,  of  Nort^  ¡Afnerican,  . . 

(3)    Antlhróp.  der  Ñaiurvólker^  i^bi\  i%lÍ. 


•  r 
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11er  habla  fundado  una  €  mitología  comparada»;  pero  este  es- 
tudio comparativo  limitÓBe,  durante  largo  tiempo,  á  las  solas 
religiones  históricas  de  los  pueblos  arios.  Bajo  el  influjo  de  la 
etnografía  y  de  la  antropología  (ó  etnología,  como  dicen  loe  in« 
gleses),  es  como  se  ensanchó  el  campo  de  la  comparación.  Nu- 
merosos sabios,  Mannhardt  en  Alemania;  Tylor,  lAng,  Robert* 
son,  Smith,  Frazer,  Sidney  Hartlad  en  Inglaterra,  Wilken  en 
Holanda,  reunieron  un  número  considerable  de  hechos  que 
tendían  á  demostrar  la  uniformidad  de  las  creencias  y  prácti- 
cas religiosas,  en  toda  la  humanidad.  Armada  con  la  teoría  de 
la  aupervivenda,  los  mismos  autores  anexionaron  de  golpe  á  la 
ciencia  comparada  de  las  religiones,  toda  la  masa  de  hechos  que 
el  Folklore,  ó  Valkskunde  de  los  alemanes  observaba,  registraba 
y  reunía  desde  el  comienzo  del  siglo,  y  que  portal  manera  al- 
canzaron hasta  una  nueva  significación.  Las  costumbres  agra- 
rias de  nuestros  países,  las  prácticas  mágicas,  las  ideas  relati- 
vas á  los  muertos,  los  cuentos  y  las  leyendas,  aparecieron  coma 
los  residuos  de  antiguos  cultos  y  de  antiguas  creencias  Asi  las 
religiones  de  las  sociedades  más  altamente  civilizadas  y  las  de 
los  pueblos  más  inferiores,  se  relacionaron  entre  si  y  sirvieron 
para  explicarse  mutuamente. 

Lo  que  de  todas  esas  investigaciones  se  vino  á  desprender^ 
es  que  los  fenómenos  sociales  no  pueden  considerarse  ya  come 
el  producto  de  combinaciones  contingentes,  de  voluntades  ar- 
bitrarias, de  circunstancias  locales  y  fortuitas.  Su  generalidad 
atestigua,  que  dependen  esencialmente  de  causas  generales  que, 
donde  se  han  presentado,  producen  sus  efectos,  siempre  loe 
mismos,  con  una  necesidad  igual  á  la  de  las  demás  causas 
naturales.  La  jurisprudencia  etnológica,  dice  Post,  iba  descu- 
bierto en  la  vida  jurídica  de  todos  los  pueblos  de  la  naturaleza 
paralelismos  extensos,  que  no  pueden  referirse  á  coincidencias 
puramente  accidentales,  sino  que  deben  considerari^e  como 
emanaciones  de  la  naturaleza  humana  en  general.  Bste  descu- 
brimiento confirma  una  de  las  proposiciones  más  fundamen- 
tales de  la  etnología  moderna»  ¿  saber,  que  no  somos  nosotros 
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loe  que  pensamoe,  sino  que  el  mundo  piensa  en  nosotros»  (k)« 
Por  otra  parte,  el  mismo  análisis  histórico,  que  se  ha  hecho- 
más  penetrante,  acabó  por  reconocer  el  carácter  unipersonal 
de  la  fuerza  que  domina  la  historia.  Bajo  la  acción,  que  en 
otro  tiempo  pasaba  por  preponderante,  de  los  principes,  de  lo» 
hÓDúíbreB  de  fietado,  de  las  legislaturas,  de  \a&  individualidad 
des  geniales  de  todo  género,  se  descubrióla  también  decisiva,, 
de  las  masas.  Se  comprende  que  una  legislación  no  sea  má» 
que  la  codificación  de  las  costumbres  y  de  los  usos  populares,, 
que  no  podrá  vivir  si  no  hunde  sus  raicee  en  el  espíritu  de  loe 
pueblos,  y  que,  por  otra  parte,  las  costumbres,  los  usos,  el  es- 
píritu de  los  puebloe,  no  son  cosas  que  se  crean  á  voluntad^ 
sino  de  obra  de  los  pueblos,  mismos.  Se  llegó  hasta  conceder 
un  papel  importante  á  las  colectividades  en  un  dominio  que 
se  podría,  sin  embargo,  mirar,  y  no  sin  razón,  como  más  espe- 
cialmente reservado  á  los  individuos,  esto  es,  en  el  arte  y  en^ 
la  literatura:  los  monumentos  literarios,  como  la  Biblia,  como^ 
los  poemas  homéricos,  y  las  demás  grandes  epopeyas  naciona- 
les, ee  atribuyeron  á  una  masa  oscura  é  indeterminada  de  co- 
laboradores anónimos.  Pero  si  los  pueblos  tienen  una  manera 
propia  de  pensar  y  de  sentir,  esta  vida  mental  puede  ser  un 
objeto  de  ciencia  como  la  de  los  individuos.  Y  nació  una  nue- 
va ciencia  en  Alemania  para  estudiar  loe  productos  de  esta  ao- 
tividad  psicológica  especial:  la  VSlkerpsychologie  ó  psicología 
de  los  pueblos,  de  que  Lazarus  y  Steinthal  fueron  los  funda- 
dores^ Y  aunque  se  juzguen  bastante  escasos  ios  resultado» 
obtenidos  por  esas  investigaciones,  su  tentativa  no  deja  de 
ser,  por  sí,  un  hecho  significativo  (2). 


(i)    Orundirm  der  ethnologÍ9che  Jurüfirudengy  1,  p.  4. 

(2)  Es  preciso  no  confundir  la  VMerpiychokgie  de  los  alemai- 
nee,  con  lo  que  se  llama  con  frecuencia  en  Francia  y  en  Italia  pei* 
colegía  social.  Este  último  término  sirve  para  deaigoar,  entre  nos- 
otros, trabajos  bastante  indeterminados  donde  se  trata  de  la  psico- 
logía de  las  muchedumbres  y  de  toda  clase  de  generaüdadea:  á  vece» 
se  toma  el  término  como  sinónimo  de  sociología.  V&lkerptychologur 
es,  por  el  contrario,  un  estudio  de  objeto  definido;  se  trata  de  inves- 
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Por  Último,  una  ciencia  que  comenzaba  tan  sólo  á  aparecer 
cuando  se  escribió  el  Gour$  de  phüosophie  posüive^  pero  que  en 
«etos  últimos  treinta  años  alcanzó  desarrollos  considerables, 
vino  á  aportar  á  esas  concepciones  un  apoyo  importante;  nos 
referimos  á  la  estadística.  La  estadística*  en  efec^O;,  prueba  la 
existencia  de  esas  fuerzas  generales  é  impersonales  midiendo* 
as.  Desde  el  momento  en  que  se  asentó  que  cada  pueblo  tiene 
una  natalidad,  una  nupcialidad,  una  cfiminalidad,  etc.,  que 
pueden  evaluarse  numéricamente,  que  persisten  constantes 
mientras  persistan  las  mismas  circunstancias,  pero  que  varían 
de  pueblo  á  pueblo,  resulta  evidente  que'  esas  categorías  de 
actos:  nacimientos,  matrimonios,  delitos,  suicidios,  etc.,  no 
dependen  sólo  de  la  voluntad  caprichosa  de  los  individuos, 
«ino  que  expresan  estados  sociales,  permanentes  y  definidos, 
ouya  intensidad  puede  medirse.  La  materia  de  la  vida  social, 
«n  lo  que  parece  tener  de  más  fluido,  adquiere  de  ese  modo 
una  consistencia  y  una  fijeza,  que  reclaman  de  un  modo  natu- 
ral  la  investigación  científica.  Allí  donde  durante  tanto  tiem- 
po no  se  han  visto  sino  manifestaciones  aisladas;  sin  lazos  en- 
tre  sí,  se  advierte  ahora  un  sistema  de  leyes  definidas.  Esto  es 
lo  que  ya  expresaba  el  título  mismo  del  libro  donde  Quetelet 
•expuso  los  principios  fundamentales  de  la  estadística  moral: 
Del  BÜtema  social  y  de  las  leyes  que  lo  rigen. 

IV 

í^or  rápido  é  incompleto  que  sea  este  cuadro,  resulta  que 
ya  la  idea  sociológica  no  es  por  entero  un  monopolio  exclusivo 
<le  ios  sociólogos)  sólo.  Es  evidente,  en  efectó/que  las  diversas 
empresas  científicas  de  que  acábaniosde  hábIat,\Bé  inclinan 
oada  día  más  hacia  la  misma  concepción,  porque,  implícita  ó 


'^•••^'•^'''•^•''y^'^'rm 


itigf^r.laa  leye^.dei^penanmientQ  colectivo: á  trATióftdAiSjEU9  m«aii«Btaf 
oibm«^  pfajetiviie^Je0p«cLaliD«i^9  46j,}a;;jnit«flogíik'j^49HeBgf^i(j8;.. 
<V.  Volkerpaycholagie,  reciente,  de  Wandt.) 
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explicitamente,  descansan  todas  sobre  el  principio  según  el 
cual  los  fenómenos  sociales  obedecen  k  leyes,  y  que  éstas  pue- 
den ser  determinadas.  La  especialización  que  la  sociología  ne* 
cesita  para  llegar  á  ser  una  ciencia  verdaderamente  positiva^ 
no  constituye,  pues,  una  especie  de  gran  obra,  sin  ningún  an- 
tecedente histórico;  es  antes  bien  la  consecuencia  natural  de 
todo  un  movimiento.  No  se  trate  en  modo  alguno  de  inventar 
y  crear  por  completo  no  sabemos  cuáled  disciplinas  hasta  en  • 
tonces  desconocidas:  basta,  en  gran  parte,  desenvolver  cierto 
número  de  ciencias  existentes  en 'el  sentido  hacia  el  cual  es- 
pontáneamente tienden. 

Mas  por  real  que  sea  esta  evolución  espontánea,  lo  que 
queda  por  hacer  no  deja  de  ser  considerable.  La  obra  necesa- 
ria está  preparada,  pero  no  cumplida.  Porque  los  sabios  espe- 
cialistas están  más  estrechamente  en  contacto  con  los  hechos, 
tienen  un  sentimiento  más  vivo  de  la  diversidad  de  las  cosas 
y  de  su  complejidad,  y  por  tanto,  se  inclinan  menos  á  darse 
por  contentos  con  fórmulas  simples  y  expedientes  fáciles; 
pero,  en  cambio,  como  no  se  han  dado  cuenta  previa  del  con* 
junto  del  terreno  explotable,  marchan  algo  al  azar,  sin  tener 
bien  presente  el  ñn  que  han  de  alcanzar,  ni  la  estrecha  solida- 
ridad  que  les  une  y  les  hace  colaboradores  de  una  misma  obra. 
De  donde  resulta  que,  sobre  muchos  puntos,  no  se  forman  en 
su  ciencia  una  concepción  verdaderamente  adecuada  de  su 
objeto. 

Primeramente,  como  esas  diferentes  disciplinas  se  han 
constituido  independientes  unas  de  las  otras,  y  casi  sin  cono- 
cerse, la  manera  según  la  cual  se  han  distribuido  el  munda 
_  .  ■  ••       .  ■  .     ■  » 

social,  no  siempre  está  en  armonía  con  la  naturaleza  de  las 
cosas.  Asi,  por  ejemplo,  la  geografía  y  la  demologia  (ó  ciencia 
de  la  población)  han  permanecido  hasta  poco  ha  entre  sí  ex- 
trañas, y  sólo  empiezan  á  compenetrarse.  Sin  embargo,  una  y 
otra  estudian  el  mismo  asunto,  á  saber:  el  substráete  material 
dé  la  sociedad;  porque,  ¿qué  es  lo  que  constituye  esencial- 
mentd  el  cuerpo  de  la  sociedad,  sino  el  espacio  social  con  la 
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población  que  llena  ese  espacio?  Hay  ahí  dos  órdenes  de  hechos 
<)ae  están  inextricablemente  enlazados:  una  sociedad  es  más  6 
menos  según  que  se  extienda  por  nn  territorio  más  ó  menos 
grande,  según  la  forma  de  éste,  según  el  número  y  dirección 
de  los  ríos,  la  disposición  de  las  cadenas  de  montañas,  etc.  Por 
otro  lado,  las  formas  exteriores  de  los  grupos  soeíalea  haa  va- 
riado en  el  tiempo,  y  el  historiador  es  quien,  de  ordiniurio,  ee»^ 
tudia  esas  variaciones.  Por  ejemplo,  el  origen  y  el  desenvolvi- 
miento de  los  grupos  rurales  y  urbanos,  96  un  problema  que 
^e  ordinario  surge  de  la  historia.  Y  así,  para  comprender  bien 
la  naturaleza  y  la  función  actual  de  esos  grupee,-  cuestiones 
<{}ie  trata  el  demólogo,  es  indispensable  conocer  su  génesis  y 
las  condiciones  de  ésta.  Hay,  pues,  todo  un  conjunto  de  estu- 
<lios  históricos,  inseparables  de  la  demologia,  y  por  consi- 
guiente, también  de  la  geografía  social.  Ahora  bien:  no  sólo  á 
oausa  de  la  bella  ordenación  de  la  ciencia,  interesa  saear  esas 
investigaciones  fragmentarias  de  ese  estado  de  aislamiento, 
«ino  que  á  consecuencia  de  su  aproximación,  surgirán  proble- 
mas nuevos,  que  de  otro  modo  quedarán  en  la  sombra.  Eso  es 
lo  que  ha  mostrado  la  tentativa  de  Ratzel,  cuya  característica 
^es  precisamente  la  idea  sociológica  de  donde  procede.  Porque 
«se  geógrafo  era  al  mismo  tiempo  un  etnógrafo  y  un  historia- 
-dor,  ha  podido  advertir,  por  ejemplo,  que  las  formas  diversas 
por  las  cuales  han  pasado  las  fronteras  de  loe  pueblos,  podían 
•clasificarse  en  un  cierto  número  de  tipos  diferentes,  cuyas  con 
•diciones  ha  tratado  luego  de.  determinar,  Ha,  pues,  lugar  á 
reunir  en  una  sola  ciencia  todas  las  investigaciones  que  se  re- 
fieren al  substracto  material  de  la  sociedad;  y  en  otro  lugar  (1) 
hemos  propuesto  dar  á  esa  ciencia  el  nombre  de  Morfología 
^ociaL  A  la  inversa,  sería  fácil  mostrar  que  otras  disciplinas, 
<ixxe  no  sostienen  entre  sí  más  que  relaciones  indirectas,  se 
<»nfunden  hasta  formar  una  amalgama  desprovista  de  todo 
género  de  unidad.  ¿Quién  podría*  decir  con  precteióii  en^qué 


m  » 


(1)    V.  Année  Boeiologiqne,  II  y  aigs.,  sexta  edición. 
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<M)nBÍ8te  la  Kulturgeschichte  de  los  alemaneB,  ó  su  VSlkerpsyekolo  • 
ffie^  ó  su  Volkskundef  ¿Cómo  inveetigaciones  tan  compuestas» 
formadas  de  elementos  tan  diferentes,  podrán  practicar  un 
método  un  tanto  definido?  Porque  la  naturaleza  de  un  méto- 
do, como  siempre  está  en  relación  directa  con  la  naturaleza 
de  su  objeto,  no  podía  tener  otra  determinación  que  según  él. 
Pero  ese  mismo  estado  de  dispersión  tiene  otra  consecuen- 
<úa  quizá  más  general:  impide  á  esas  diversas  ciencias  ser  so- 
ciales, más  que  de  nombre.  Bn  efecto,  si  esa  palabra  no  fuese 
para  ellas  más  que  un  Taño  epíteto,  deberían  tener  por  princi  • 
pió  fundamental  que  todos  los  fenómenos  de  que  trata  son 
sociales,  es  decir,  manifestaciones  de  una  sola  y  misma  reali* 
dad,  que  es  la  sociedad.  Y  sóio  deberían  ser  considerados  por 
«1  observaidor  ios  que  presentan  ese  carácter,  y  la  explicación 
deberla  consistir  en  hacer  ver  cómo  dependen  de  la  naturaleza 
de  las  sociedades,  y  de  qué  manera  especial  la  expresan.  A  ella 
es  á  la  que  inmediata  ó  mediatamente  deberían  ser  referidos. 
Pero  mientras  los  diferentes  especialistas  se  encierren  en  sus 
espedalidades  respectivas,  es  imposible  que  comulguen  en 
esta  idea  directriz,  porque  como  cada  cual  no  estudia  sino  una 
porción  del  todo,  que  toma  por  el  todo  mismo,  la  noción  ade- 
cuada de  este  todo,  es  decir,  de  la  sociedad,  se  pierde.  Dicen 
que  los  fenómenos  en  que  se  ocupan  son  sociales,  porque  se 
producen  manifiestamente  en  el  seno  de  las  asociaciones  hu- 
manas; pero  rara  vez,  se  considera  la  sociedad  como  la  causa 
determinante  de  los  hechos  de  que  es  teatro.  Por^ejemplo,  he- 
mos dicho  qué  progresos  ha  hecho  la  ciencia  de  las  religiones; 
pero  aun  es  excepcional  que  los  sistemas  religiosos  ee  refieran 
á  sistemas  sociales  determinados  como  á  sus  condiciones.  Las 
creencias  y  las  prácticas  religiosas,  se  nos  presentan  siempre 
como  el  producto  de  sentimientos  que  nacen  y  se  desenvuel 
ven  en  la  conciencia  del  individuo»  y  cuya  expresión,  sólo  por 
que  ee  exterior,  reviste  formas  sociales.  Las  impresiones  deja 
das  en  el  espíritu  por  el  espectáculo  de  las  grandes  fuerzas 
cósmicas,  por  la  experiencia  del  sueño  ó  de  la  muerte,  son  las 
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que  se  estima  constituyen  la  primera  materia  de  la  religión. 
La  antropología  jurídica,  por  su  parte,  aunque  declarando  que 
el  derecho  es  una  función  social,  se  ha  preocupado,  sobre  todo, 
de  referirlo  á  ciertos  atributos  de  la  naturaleza  humana  en 
general*  En  la  analogía  que  presentan  las  instituciones  jurídi- 
cas de  las  diferentes  sociedades,  los  sabios  de  esta  escuela  han 
visto  la  prueba  de  que  hay  una  conciencia  jurídica  de  la  hu- 
manidad, y  esta  conciencia  inicial  y  fundamental,  es  la  que 
han  querido  investigar.  Post,  por  ejemplo,  nos  presenta  expre- 
samente «los  derechos  de  los  diferentes  pueblos  de  la  tierra 
como  la  forma  tomada  por  la  conciencia  jurídica  universal  de 
la  humanidad  reflejándose  en  cada  espíritu  colectivo  particu- 
lar»  (1).  Lo  que  equivale  á  admitir  un  derecho  natural  á  pos» 
terioriy  anterior  á  la  formación  de  las  sociedades,  é  implícito,  al 
menos  lógicamente,  en  la  conciencia  moral  del  individuo  hu« 
mano.  Los  factores  sociales,  desdé  este  punto  de  vista,  no  pue- 
den  invocarse  más  que  para  mosjbrar  cómo  ese  fondo  primitivo 
y  universal  se  diferencia  en  detalle,  según  las  diferentes  indi- 
vidualidades nacionales.  En  cuanto  á  la  economía  política, 
sabido  es  cómo  las  proposiciones  generales,  á  las  cnales  dáBá 
el  nombre  de  leyes,  fuerop  durante  largo  tiempo  independien- 
tes  de  toda  condici(Sn  temporal,  y  de  lugar,  por  tanto,  de  to- 
das  las  condiciones  colectivas.  Verdad  es  que  la  ciencia  eco- 
nómica  recientemente,  con  Bücher  y  SchmoUer,  se  ha  órien- 
tado  por  un  camino  nuevo,  gracias  á  la  constitución  de  iipoEf 
económicos.  Pero  esas  tentativas  permanecen  como  aisladas/ 
y  el  método,  por  otra  parte,  es  aun  muy  indeciso.  En  Schmó- 
Uer,  sobre  todo,  se  advierten,  en  un  eclecticismo  algo  confuso, 
procedimientos  y  aspiraciones  de  orígenes  muy  diferentes. 

Hasta  el  mismo  principio  de  interdependencia  de  los  he- 
chos  sociales,  aunque  con  cierta  facilidad  admitido  en  teoría, 

_  _-        -_         -  __-_      ---—-.. 

(1)  «Erscheinen  dann  die  Rechtealler  Vólker  des  Erde  ais  der 
vom  Volksgeisté  er^eugte  Niedeirscbtag  des  állgemeiiífiü  Wetii/chli- 
chen  RecbtsvewnsBtBéin.»  (¿Orundrüa  der  ethnologi9€h9fk:J^rilíJ^rU' 
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anda  lejoe  de  ser  puesto  eficazmente  en  práctica.  El  moralista 
estudia  todavía  los  fenómenos  morales  como  si  fuesen  separa-* 
bles  de  los  fenómenos  jurídicos,  de  los  cuales  no  son,  sin  em- 
bargo, más  que  una  variedad.  Son,  por  su  parte»  muy  raros  los 
juristas  que  se  dan  óuenta  de  que  el  derecho  es  ininteligible 
si  se  le  separa  de  la  religión,  de  la  cual  ha  recibido  sus  prin- 
cipales caracteres  distintivos,  y  de  la  que  es  en  parte  una  de- 
rivación. A  la  inversa,  los  historiadores  de  las  religiones,  no 
experimentan  generalmente  la  necesidad  de  poner  las  creen 
cias  y  las  prácticas  religiosas  de  los  pueblos,  en  relación  con 
6u  organización  política.  Más  aún;  cuando  un  especialista  ha 
llegado  á  advertir  que  los  hechos  de  que  trata  son  solidarios 
de  las  otras  manifestaciones  colectivas,  para  determinar  en 
qué  consiste  esta  solidaridad,  se  ve  obligado  á  rehacer  desde 
su  punto  de  vista,  y  á  integrar  en  su  investigación,  todas 
esas  ciencias  especiales  cuyo  concurso  es  necesario.  Es  lo  que 
ha  hecho  Schmoller  en  su  Orundiss  der  allgemeinen  VOlkmrt- 
gchaflslehre.  Se  trata  de  toda  una  sociología  vista  deade  el  lado* 
económico.  Fácilmente  se  comprenderá  lo  que  tiene  necesa- 
riamente de  frágil  una  síntesis  tan  sumariamente  hecha,  de 
estudios  tan  heterogéneos,  y  que  reclaman  una  gran  heteroge 
neidad  de  competencias  especiales.  Únicamente  una  coopera 
ción  espontánea  de  todas  esas  ciencias  particulares,  puede  dar 
á  cada  una,  una  noción  algo  exacta  de  las  relaciones  que  con 
las  demás  sostiene. 

Así,  aunque  ellas  tiendan  á  orientarse  más  y  más  en  un 
sentido  sociológico,  esta  orientación  queda  aún  en  muchos 
puntos  indecisa  é  inconsciente  de  sí  propia.  Trabajar  en  pre- 
cisarla, en  acentuarla,  en  hacerla  más  consciente:  tal  es,  cree- 
mos, el  problema  urgente  de  la  sociología*  ^  preciso  lograr 
que  penetre  más  profundamente  1^^   •  i^gt  eociológica  en  esas 
técnicas  diversas  que,  sin  duda,  se  l^     <^^  ^^potL\»ineamenle, 
pero  con  marcha  lenta,  difícil,  de  t^         a-"*  ^^  ^^^  maneta  es 
cómo  la  concepción  comtista  dej^^  ^^»®^  \^  ^  ^^^^^  ^^  "''^^^^ 
general  del  espíritu,  para  convertj  ^    ^®     ^^  i^aMa.^.  Yonw 
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la  unidad  del  reino  social  no  podrá  encontrar  su  expresión 
adecuada  en  algunas  fórmulas  generales  y  filosóficas,  infinita- 
mente alejadas  de  los  hechos  y  del  detalle  de  las  ínvestigacio« 
nes.  Semejante  idea  no  puede  tener  por  órgano  sino  un  cuerpo 
de  ciencias  distintas  y  solidarias,  pero  con  el  sentimiento  de 
su  solidaridad.  Y  por  otra  parte,  se  puede  prever  que  esas  cien- 
cias, una  vez  organizadas,  devolverán  coa  creces  á  la  filosofía 
lo  que  ésta  les  hubiera  adelantado.  Porque  de  las  relaciones 
que  entre  ellas  se  establezcan,  se  desprenderán  doctrinas  co- 
munes, que  serán  el  alma  del  organismo  asi  constituido,  y 
que  llegarán  á  ser  la  materia  de  una  filosofía  social  renovada 
y  rejuvenecida,  es  decir,  positiva  y  progresiva,  como  las  cien» 
oías  mismas  de  que  es  el  coronamiento. 

E.    DdRKHEIM  y  P.   FAUCOfiNET. 


ESTUDIOS  SOCIALES 


EL  PROYECTO  DE  LEY  SOBRE  PAGO  DE  SALARIOS 

La  huelga  de  mineroa  acaecida  en  Octubre  último  en  Viz* 
<;aya,  atrajo  la  atención  pública  hacia  el  importante  problema 
del  salario  y  de  la  forma  de  su  pago,  moviendo  al  legislador  á 
4)reparar  disposiciones  que  pudieran  atenuar  males  evidentes. 

Si  como  en  el  preámbulo  del  proyecto  de  ley  de  11  de  No- 
viembre de  1903  sobre  tiendas  obligatorias  y  pago  de  salarios 
fe  dice,  nada  impide  que  sin  entrar  por  ahora  en  las  cuestio- 
nes fundamentales  que  se  suscitan  acerca  del  salario,  se  esta- 
blezcan algunas  condiciones  en  cuanto  á  la  forma  del  pago,  sin 
entrar  yo  en  la  ocasión  presente  á  discutir  si  en  la  organización 
del  trabajo  el  salario  debe  ser  el  medio  de  retribuirlo,  ni  si  la 
participación  en  los  beneficios  deberla  sustituir  al  salario,  ni 
si  en  el  colectivismo  se  hallaría  remedio  al  actual  estado  de 
cosas,  dejando  á  un  lado  las  teorías  de  Smith,  el  examen  de 
la  ley  de  bronce,  el  del  wagefund,  tan  combatido  por  Carey 
y  Walker,  el  de  la  fórmula  defendida  por  Leroy  Beaulieu,  y  eP 
de  otras  teorías  que  al  salario  se  refieren,  ateniéndome  al  he 
cho  de  que  se  retribuye  el  trabajo  mediante  el  salario,  voy  á 
exponer  algunas  consideraciones  referentes  á  cómo  debe  ha- 
•cerse  efectivo. 

Claro  que  lo  más  esencial  es  la  cuantía  del  salario;  pero 
<H)mo  no  es  mi  propósito  acudir  al  examen  de  ella  tratando 
del  máximum  del  salario,  del  justo  salario,  como  estas  lineas 
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son  motivadas  por  el  proyecto  citado,  que  se  ocupa  del  punto- 
concreto  ya  expresado,  sin  desconocer  que  en  un  estudio  com* 
pleto  del  contrato  de  trabajo  no  podría  desentenderme  de  lo 
que  es  esencial,  aqui,  examinando  puntos  de  detalle,  se  verá 
cómp  influyen  en  el  salario  real  del  obrero  y  de  qué  modo  se 
asegura  á  éste  el  pago  íntegro  de  bxib  haberes  y  la  ubre  dispo- 
sición de  ellos. 

Descartado,  pues,  el  examen  acerca  de  cuánto  ha  de  pagar- 
se, el  estudio  del  salario  requiere  el  cuándo  ha  de  hacerse  su 
pago  y  en  qué  forma. 

Respecto  al  punto  primero,  el  proyecto  de  Noviembre  últi- 
mo nada  dice.  Considera,  según  palabras  de  la  exposición  de 
motivos,  como  importantísima  cuestión  la  relativa  al  plazo  del 
cobro  de  jornales;  pero  dice  que  se  reserva  «para  cuando  esté 
terminado  el  proyecto  de  ley  de  contrato  de  trabajo»,  así  como^ 
también  se  reserva  «la  resolución  de  otros  complejos  asuntos 
de  aspectos  tan  variados  y  materias  de  tan  múltiples  relacio- 
nes, que  sólo  en  el  conjunto  y  en  la  unidad  podrán  ordenarse». 

Es  verdad  que  en  la  ley  de  contrato  de  trabajo  tienen  sa 
lagar  adecuado;  lo  es  también  que  mejor  ee  resuelven  en  con- 
junto y  con  unidad  de  criterio  en  una  ley  las  varias  cuestiones 
.  que  un  problema  encierra,  que  separándolas  y  fraccionando  esa 
unidad;  pero' sí  es  evidente,  ante  sucesos  como  los  de  Bilbao, 
la  necesidad  de  «que  el  Estado  se  ocupe  de  las  dos  principales 
causas  que  los  motivaron,  á  saber:  las  tiendas  obligatorias^ 
para  obreros,  y  el  plazo  para  el  cobro  del  salario»;  dada  la  ín- 
tima relación  que  ambas  guardan,  cabe  la  duda  de  si,  aplazan- 
do la  solución  de  una  de  ellas,  la  solución  á  medias  es  solu- 
ción. 

Bien  está  la  prohibición  absoluta  y  la  nulidad  de  todo  pac- 
to que  directa  ó  indirectamente  obligue  á  los  obreros  á  adqui- 
rir los  objetos  de  su  consamo  en  tiendas  ó  lugares  determina- 
dos (art.  1.®  del  proyecto).  Hay  que  aplaudir  que  el  art.  2.® 
prohiba  asimismo  el  establecimiento  de  tiendas,  cantinas  ó 
expendedurías  que  pertenezcan  á  quienes  tengan  alguna  auto- 
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TÍdad  eobre  los  empleados  en  la  industria;  pero  cumplidos  es-: 
^to8  preceptos,  que  con  urgencia  se  proyectaron  para  atajar  el 
mal,  ¿estará  evitado  éste  si  continúa  el  obrero  cobrando  á  lar- 
gos intervalos?  Se  le  habrá  sacado  de  caer  en  la  tienda  del  par 
trono  ó  del  capataz,  pero  no  de  tener  que  acudir  á  la  del  que 
presta  sus  géneros,  fíándolos  á  cambio  de  percibir  por  ellos  un 
precio  mayotque  el  corriente  en  el  mercado; 

Si  hay  conformidad  en  que  percibiendo  sus  jornales  ios 
obreros  en  periodos  largos,  tienen  que  acudir  al  crédito,  y  en 
^ue  puede  en  muchos  casos  ser  un  peligro  el  contar  con  sumas 
<][ue  percibidas  en  varias  veces  pudieran  tener  más  adecuada 
aplicación,  urge  que  la  ley  contenga  el  precepto  oportuno,  li-* 
ioaitando  el  plazo  máximo  para  la  entrega  de  lo  que  el  obrero 
iiaya  devengado  por  su  trabajo. 

El  precepto  de  la  legislación  rusa  prescribiendo  que  el  pago 
se  haga  ai  menos  una  vez  por  mes  si  el  contrato  se  hizo  por 
más  de  ese  tiempo,  y  dos  veces  si  es  de  duración  indetermina  • 
^a;  el  de  la  alemana  fíjando  como  plazos  máximo  y  mínimo 
que  en  ciertos  casos  puedan  estipularse  el  mes  y  la  semana;  el 
<le  Suiza  fíjando  que  se  pague  al  menos  cada  quince  días,  au- 
torizando que  por  convenio  especial  pueda  llegarse  al  mes;  el 
de  Massachussetts  disponiendo  el  pago  semanal;  el  belga  deter- 
minando que  el  salario  inferior  á  5  francos  se  abone  al  menos 
dos  veces  por  mes:  son  preceptos  que  brindan  á  la  elección 
-entre  ellos  y  que  muestran  cómo  la  ley  debe  fijar  el  plazo 
cuando  no  se  fíjó  por  las  partes,  y  cómo  países  en  que  domi-. 
nan  ideas  distintas  están  conformes  en  limitar  hasta  un  cierto 
punto  la  libertad  de  los  contratantes. 

Dada  la  evidente  necesidad  del  precepto  sin  esperar  el  tanto 

tiempo  ya  anunciado  proyecto  de  contrato  de  trabajo,  que  por 
-SU  extensito,  por  las  diferentes  cuestiones  que  abarca,  tiene 
•que  ser  objeto  de  estudio,  que  no  puede  realizarse  en  corto 
plazo,  debía  ya  haberse  presentado  el  proyecto  de  disposición 
legal,  regulando  el  plazo  para  el  pago  del  salario.  Antes  de 
4icaecer  los  sucesos,  era  ya  la  necesidad  evidente;  después  de 
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acaecidos,  ha  tranBcurrido  tiempo  bastante  para  que  el  proble- 
ma se  hubiera  examinado  legalmente. 

Basta  hojear  el  último  Annuaire  de  la  législatian  du  iravail^. 
publicado  por  el  Oficio  belga,  para  convencerse,  en  vista  del 
DÚmero  de  disposiciones  que  contiene  relativas  al  punto  de« 
batido,  de  que  es  urgente  se  dicten  en  nuestro  pais,  y  basta 
igualmente  ver  cómo  no  falta  ejemplo  de  ley  que  tan  sólo  re- 
glamente el  pago  de  salarios,  en  que  al  propio  tiempo  que  se 
contienen  disposiciones  análogas  á  las  del  proyecto  nuestro,, 
se  trate  del  plazo  en  que  el  cobro  ha  de  efectuarse. 

£s  lógica  la  excepción  contenida  en  el  art.  3.^  de  la  prohi- 
bición hecha  por  el  2.^,  á  favor  de  los  economatos  organizados- 
por  los  patronos  ó  empresarios,  siempre  que  las  ventas  se  ha- 
gan á  los  precios  de  coste,  y  que  los  obreros  tengan  alguna  in- 
tervención en  la  adnbinistración  del  economato.  Respecto  de 
algunas  legislaciones,  este  artículo  contiene  la  diferencia  fa- 
vorable para  él,  de  consignar  que  el  precio  sea  el  de  eoste^ 
Bo  el  de  reventa,  pues  si  trata  de  exceptuar  de  la  prohibición- 
instituciones  organizadas  para  favorecer  á  los  obreros,  no  de 
ben  los  patronos  á  la  sombra  de  la  protección  convertirse  en« 
comerciantes,  buscar  una  ganancia,  y  en  algunos  casos,  si  na 
se  reglamentan  debidamente  las  retenciones,  burlar  la  prohi-* 
bición  legal.  Y  relacionado  con  este  punto  está  el  relativo  á  la 
aprobación  de  las  tarifas  de  venta  en  los  economatos.  El  pro- 
yecto juzga  garantidos  los  intereses  de  los  obreros  con  su  cal- 
guna»  intervención  en  la  administración;  preciso  será  ver  qué- 
intervención  es  la  que  se  les  concede  para  que  convenza  por 
completo  la  eficacia  del  precepto,  pues  quizás  estando  debida- 
mente organizada  la  inspección,  conviniera  concederle  ciertas 
facultades  análogas  á  las  consignadas  en  la  ley  del  28  de  Julio 
de  lt02  de  contrato  de  trabajo  de  los  obreros  empleados  en. 
la  construcción  de  caminos  de  hierro  en  Austria. 

El  art.  4.^.  consigna  la  disposición  generalmente  contenida 
en  las  legislaciones  extranjeras,  ordenando  se  haga  el  pago  ea 
moneda  de  curso  legal.  El  precepto  parece  bien  terminante». 
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pero  la  ooncieión,  al  redactarlo,  presenta  algunos  puntos  que 
merecen  examinarse  al  compararlo  con  las  leyes  de  otros  Imi- 
tados. 

¿Oabrá  que  la  retribución  del  trabajo  industrial  se  contrate 
parte  en  alimentación  del  obrero  y  el  resto  en  salario  abonado 
en  metálico?  ¿Al  hablar  de  industria  se  emplea  esta  palabra 
refiriéndocfe  á  la  fabril  y  excluyendo  la  agrícola?  En  España» 
en  región  en  que  el  problema  agrario  está  planteado  hace  tiem- 
po, mostrando  el  mal  agudos  caracteres  en  las  huelgas  de  los 

s 

obreros  del  campo,  está  muy  generalizado  el  que  la  remunera' 
ción  del  trabajo  se  haga  parte  en  alimentos  y  parte  en  metáli- 
co. En  la  información  oficial  llevada  á  efecto  no  ha  mucho,  se- 
ñalábase  como  una  de  las  quejas  de  la  clase  obrera,  la  deficien- 
cia en  la  alimentación  y  la  escasez  de  la  cantidad  en  metálico, 
qne  como  resto  del  salario  se  les  entregaba.  Y  si  con  el  proyecto 
se  quieren  evitar  abusos,  hay  que  acometer  de  una  vez  la  re- 
glamentación del  pago  y  evitar  la  duda  de  si  cabrá  que  la  re-, 
muneración  del  trabajo,  se  haga,  en  ciertos  oficios,  parte  con  la 
entrega  de  alimentos  y  parte  en  metálico;  pues  si  se  conviene 
que  corriendo  la  alimentación  á  cargo  del  patrono,  disminuya 
la  cuantía  del  salario  que  ha  de  entregarse  en  metálico,  habrá 
que  determinar  si  la  disminución  corresponde  ó  no  con  exac  • 
titud  al  desembolso  que  suponga  la  entrega  de  alimentos. 

Como  la  remuneración  de  los  obreros  agrícolas  empleados 
en  ciertas  faenas  del  campo  no  puede  regularse  de  igual  modo 
que  la  de  la  industria  fabril,  el  precepto  legal  debe  abarcar 
ambos  extremos,  ó  contener  por  modo  expreso,  como  alguna 
legislación  lo  hace,  la  excepción  respecto  al  contrato  de  traba- 
jos agrícolas. 

También  podría  ser  una  excepción  de  regla  tan  terminan- 
te como  la  contenida  en  el  art.  4.^,  la  de  la  ley  de  14  de  Fe- 
brero de  1902,  aplicable  en  Islandia,  que  respecto  á  los  obre- 
ros empleados  en  la  pesca,  admite  que  la  pesca  les  sea  entre- 
gada como  parte  de  su  salario. 

Examinando  las  legislaciones  extranjeras,  nótase  en  la 
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nuestra  la  falta  de  preceptos  relativos  á  puntos]  de  importan^ 
cía  sobrada  para  requerir  la  atención  legislativa,  tales  <oobqmi 
determinación  de  las  retenciones  que  legalmente  puedan  ha*- 
cerse  al  efectuar  el  pago  de  los  salarios,  la  validez  de  los  con 
tratos  en  que  se  exima  alguna  de  las  partes  contratantes  de 
cumplir  con  la  obligación  que  la  ley  le  impone  y  la  forma  de 
verificar  el  pago  en  el  trabajo  por  piezas  ó  el  que  se  efectúe 

« 

por  cantidad  de  mineral  extraído,  en  una  palabra,  d6  medir 
el  trabajo,  cuando  esta  medida  sea  la  que  determine  la  cuantía 
del  salario. 

El  determinar  si  se  prohiben  ó  no  las  retenciones  como  re- 
gla general,  y,  de  aceptarse  la  prohibición,  qué  excepciones  ca^ 
bría  admitir  y  en  qué  cuantía,  es  materia  que  no  debe  separar- 
se de  lo  que  el  proyecto  contiene.  Las  legislaciones  adoptan  el 
criterÍQ  de  consignar  expresamente  los  casos  en  que  cabe  la  re* 
tención;  ejemplo  de  ellas  son  los  preceptos  déla  legislación  rusa 
y  de  la  belga,  é  igualmente  indican,  como  lo  hace  la  primera 
que  no  podrá  exceder  del  tercio  del  salario  si  el  obrero  es  célibe, 
ó  del  cuarto  si  es  casado  sin  hijos  ó  viudo  (1),  ó  del  quinto,* 
como  en  algún  caso  indica  la  de  Bélgica.  Por  lo  que  hace  á  la6< 
multas  impuestas  á  los  obreros,  cuyo  importe  pueda  ser  des 
contado  al  satisfacerles  sus  salarios,  es  innegable  la  conve 
niencia  de  ragular  jurídicamente  un  derecho  que  no  niegan  las 
legislaciones  á  los  patronos,  ni  se  les  debe  negar,  pero  sí  en- 
cerrar dentro  de  prudentes  límites.  La  existencia  de  reglamen 
tos  de  taller,  aprobados  por  la  inspección ,  la  fijación  del  máxi- 
mum, de  salario  que  pueda  deecontaréie  al  obrero  por  razón  de 
las  multas  que  se  le  hubiesen  impuesto,  y  fijar  legalmente  el 
empleo  que  ha  de  darse  á  las  cantidades  percibidas  como  mul- 
tas, son  extremos  que  debe  contener  toda  disposición  que  re 
guie  el  pago  de  salarios.  Así  lo  entendieron  las  Cámaras  fran- 


\ 


(1)  H.  Paecand,  en  8U  obra  Le  contrat  de  travaU  (París,  1908), 
dice  acerca  de  este  punto,  que  parece  resultar  qne  el  obrero  con  hi- 
jos no  puede  sufrir  retención. 
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eesae;  asi  lo  hicieron  las  legislaciobes  de  Alemania,  Auetria  y 
Pnisia,  y  así  lo  ha  hecho  Suiza  en  la  ley  federal  de  26  de  Ju 
nio  de  1902. 

¿Serán  válidos  los  contratos  de  trabajo,  las  cláusulas  qué 
determinen,  en  cuanto  á  la  forma  de  pago,  modo  distinto  del 
consignado  en  la  ley?  La  nulidad  de  tales  pactos  se  consigna 
expresamente  en  leyes  en  Alemania,  Austria,  Massachussets, 
fiélgica,  etc.  El  proyecto  sigue  este  criterio  en  lo  referente  á 
las  tiendas  obligatorias;  mas  nada  dice  su  art.  4.^  acerca  de  si 
será  nulo  el  que  las  partes  se  dispensen  del  cumplimiento  de 
dicho  articulo.  Dada  la  generalidad  del  precepto  y  la  tenden- 
cia á  que  obedece,  la  solución  preferida  parece  la'  de  la  nuli- 
dad; pero  no  estaría  de  más  se  consignase  así  expresamente. 

La  forma  de  verificar  el  pago  en  el  trabajo  por  piezas,  ó 
en  el  que  se  retribuye  por  razón  de  la  cantidad  de  obra  reali- 
zada, ha  ocasionado  conflictos  en  más  de  una  ocasión,  y  tales 
conflictos  deben  prevenirse,  como  se  ha  querido  prevenir  en 
la  ley  belga  de  30  de  Julio  de  1901,  reglamentando  la  medi- 
ción del  trabajo  de  los  obreros,  y  la  de  19  de  Febrero  de  1902, 
sobre  minas  en  la  Australia  occidental. 

Un  poco  vaga  resulta  en  el  art.  6.^  la  disposición  referente 
á  la  cuantía  de  las  multas  que  se  impongan  por  la  infracción 
de  la  ley;  se  indica  tan  sólo  que  sea  proporcionada  al  abuso 
cometido;  y  el  señalamiento  de  máximum  y  mínimum  dentro 
de  cuyos  limites  se  buscara  en  cada  caso  la  proporcionalidad, 
no  hubiera  estado  de  másl 

El  recuerdo  del  precepto  contenido  en  la  ley  de  23  de  Mayo 
de  1901,  del  Estado  de  Arkansas,  acerca  del  pago  de  salarios 
con  ayuda  de  efectos  negociables,  imponiendo  á  la  Sociedad  ó 
particular  que  en  pago  de  sus  salarios  vendiese  á  los  obreros 
mercancías  á  precios  más  elevados  d^^  noimal  eu  el  mercado, 
una  responsabilidad  ante  los  obrero^  AeV  AoVA^  de  las  sumas 
pagadas  por  dichas  mercancías,  m^  >.      ^  pe\iSM  si  convendría 
regular  en  la  ley  de  pago  de  salar  J     ^^    ^^^otv^»^VV\^a^  de  lo» 
infractores  por  el  perjuicio  caue^^^^  \^  ,  rcfixA^  ^^  ^^^  ^*  ^^^^  * 
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tía  de  ese  perjuicio  en  forma  parecida  á  la  de  la  menciona» 
da  ley. 

Los  sucesos  de  Bilbao  han  sido  causa  determinante  de  qne 
se  pensara  abolir  en  España  el  truck  system.  Es  de  desear  que 
no  sean  precisas  nuevas  contiendas  entre  el  capital  y  el  traba- 
jo para  que  en  nuestra  Colección  legislativa  pueda  figurar  no 
sólo  la  ley  aboliendo  las  tiendas  obligatorias,  sino  la  regula- 
ción completa  del.  pago  de  salarios.  Un  buen  paso  significa  el 
proyecto,  pero  se  han  detenido  quienes  lo  han  dado,  sin  avan» 
zar  hasta  donde  es  necesario. 

José  Gascón  Mabín. 

Catedrático  de  la  Universidad  de  Seyüla» 


LA  PROTECCIÓN  LEGAL  DE  LOS  TRABAJADORES 


-A.r>vjaiRxiGNrciA 

No  debe  pedirse  á  la  protección  legal  de  los  trabajadores 
la  solución  entera  de  la  cuestión  social.  Esta  solución  sólo  el 
cristianismo  puede  darla. 

Pero  la  protección  legal  de  los  trabajadores  debe,  desde- 
ahora,  y  sin  comprometer  ningún  interés  esencial,  mejorar 
grandemente  su  suerte.  Para  muchos  de  ellos,  parece  aquélla 
una  condición,  tanto  de  los  primeros  pasos  como  de  las  eleva- 
ciones futuras. 

La  opinión  pública,  sin  embargo,  no  está  plenamente  con- 
quistada, en  pro  de  la  causa  de  la  protección  legal  de  los  tra» 
bajadores.  £n  su  masa,  permanece  indiferente,  quizá  descon- 
fiada. No  se  ha  sabido  convencerla  lo  bastante,  respecto  de  la 
extensión  del  mal,  ni  de  la  eficacia  del  remedio.  Tan  cómodas 
como  terminantes,  las  máximas  del  ilaissez  faire»  no  han 
perdido  todo  su  crédito.  Desmentidas  sin  cesar  por  los  suce- 
sos,  las  predicciones  de  los  adversarios  de  la  intervención  de 
la  ley,  no  dejan  de  asustar  aún. 

Se  trata  de  una  conquista  que  hay  que  realizar,  conquista 
á  la  cual  se  dedicarán  incansables,  sin  detenerse,  cuantos  sa- 
ben cuan  fecunda  fuente  de  regeneración  seria,  para  el  país 
entero,  una  legislación  verdaderamente  protectora  de  los  inte- 
reses de  los  trabajadores  (1). 


(1)  He  ahí  ana  de  las  tareas  á  que  ae  dedica  la  «Asociación  in- 
ternacional para  la  protección  legal  de  \ob  tTabajadores»,  fondada 
en  París  en  Jaiio  de  1900,  y  especiali^  ^  ia  sección  francesa  de- 
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Por  mi  parte,  quisiera  que  este  libro  atrajese,  en  favor  de 
la  obra  necesaria  y  urgente,  nuevos  colaboradores. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

XA  PROTECCIÓN   LEGAL   DB   LOB  TRABAJADORES,  ¿ES   NECESARIA? 

Ya  no  se  encuentra  á  nadie  que  se  atreva  á  proclamarse 
adversario  de  toda  protección  legal  de  los  trabajadores  (1). 
Hoy  sabemos — la  historia  del  siglo  xix  nos  lo  ha  enseñado — 
qué  género  de  abusos  permite  el  régimen  de  la  libertad  abso- 
luta del  trabajo.  Hemos  visto  cómo  las  crueles  experiencias 
hechas  en  todos  los  países  industriales,  obligaron,  sean  cuales 
fueran  las  doctrinas,  al  legislador  á  intervenir  (2).  Las  ilusio- 
nes de  nuestros  antepasados  del  siglo  xviii,  no  podemos  nos*? 


esta  ABOciaciÓQ.  La  «Liga  social  de  compradores»  persigae  un  fía 
análogo.  Al  final  se  podrán  ver  los  estatutos  de  esas  tres  Asocia- 
ciones. 

(i)  Parece  ser  que  ahora  entre  los  feministas,  es  donde  se  en- 
cuentran los  partidarios  más  intransigentes  de  la  libertad  absoluta 
del  trabajo.  V.  Enriqueta  Jaan  Brunhes:  Les  femtninUtes  fran^fais  et 
leprotection  légale  des  travailleurSy  Association  catholiqtte,  15  de  Enero 
de  1903,  p.  69. 

(2)  M.  Villermé  escribía  en  1840,  á  propósito  de  las  manufactura^ 
de  lana  y  de  algodón  francesas,  estas  palabras:  «Las  dos  industrias 
no  exigen,  en  verdad,  de  parte  de  la  niñez,  más  que  una  simple  vi- 
gilancia. Pero  en  todas,  la  íatiga  resulta  de  una  quietad  demasiado 
prolongada.  Permanecen  diez  y  seis  ó  diez  y  siete  horas  de  pie  todos 
los  días,  de  las  cuales  trece  á  lo  menos  en  una  habitación  cerrada, 
sin  apenas  cambiar  de  sitio  ó  de  actitud.  No  es  aquello  an  trabajo, 
una  tarea,  es  una  tortura  qae  se  impone  á  niños  de  seis  ú  ocho  afios, 
mal  alimentados,  mal  vestidos,  que  tienen  que  recorrer,  á  las  cinco 
de  la  mañana,  la  larga  distancia  que  les  separa  de  sus  talleres,  y 
que  habrán  de  volver  á  recorrer,  agotándolos,  á  la  noche,  cuando 
dejan  estos  talleres.»  ^I.  Villermé  afirmaba:  «Bl  remedio  contra  el 
agotamiento  de  esa  niñez  en  las  manufacturas,  contra  el  abuso  ho-, 
micida  que  de  ellos  se  hace,  no  podría  encontrarse  sino  en  una  ley 
é  reglamento  que  fijaee,  dada  la  edad  de  esos  obreros,  un  máximum 
á  la  daración  diaria  del  trabajo.»  (TahUau  de  l'état physique  et  moral 
des  ouvriers,  t.  II,  pág.  9 1 .) 

Se  citaba  en  la  discusión  de  la  ley  de  1841  esta  frase  del  Arzo- 
bispo de  fiouen:  <  En  estos  días  de  progreso  y  de  deácabrimientos» 
•es  preciso  ana  ley  para  prohibir  niatar  los  niños  con  el  trabajo.» 
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otros  abrigarlas.  Los  representantes  más  autorizados  de  la  es- 
cuela liberal  contemporánea  han  declarado,  repetidas  veces,, 
que  no  oponen  ninguna  objeción  á  la  intervención  de  la  ley 
en  favor  de  los  niños  (1). 

Seria,  sin  embargo,  equivocarse  de  una  manera  extraña, 
estimar  que  la  causa  de  la  proteicción  legal  de  los  trabajadores^ 
está  definitiva  y  totalmente  ganada. 

A  menudo  se  ve  á  aquellos  mismos  que  han  reconocido  la 
legitimidad  de  la  protección  legal  de  los  niños,  empleados  en 
la  industria,  negarse  á  dar  á  semejante  protección  la  exten- 
sión necesaria,  persistiendo,  sobre  todo,  en  combatir  las  medi- 
das destinadas  á  hacer  de  dicha  protección  una  realidad,  y 
mostrándose  en  todas  ocasiones  los  adversarios  decididos  de  la 
inspección  del  trabajo. 

La  oposición  de  principio  reaparece,  por  lo  demás,  inme- 
diatamente, desde  el  momento  en  que  se  trata  de  extender  la 
protección  legal  á  las  mujeres,  y,  scbre  todo,  á  los  hombre» 
adultos  y  mayores  de  edad. 

He  aqui  en  qué  términos  indicaba,  el  25  de  Junio  de  1896, 
M.  Aynard,  á  la  Cámara  de  los  Diputados,  la  posición  tomada 
en  ese  punto  por  la  escuela  liberal:  cBsta  escuela  liberal^ 
prueba  que  admite  la  intervención  del  Estado  en  determina- 
dos puntos...  admite  la  protección  de  los  niños,  ha  votado  por 
la  supresión  del  trabajo  nocturno...  Pero  lo  que  no  quiere  es 
que  se  limite  el  trabajo  de  la  geniíe  libre:  hay  hombres  y  mu- 
jeres que  son  maypres  de  edad,  y  nos  negaremos  á  admitir  en 
ese  punto  toda  intervención  del  Estado»  (2). 


(1)  Él  2  de  Junio  de  1888,  M.  Federico  Passy,  decía  desde  la  tri- 
buna de  la  Cámara  de  los  Diputados:  «No  formulo  objeción  alguna, 
no  suscito  ninguna  dificultad  en  lo  que  toca  á  la  reglamentación 
del  trabajo  de  los  nifios,  salvo  quizá  respecto  de  algunos  puntos  de 
detalle.» 

(2)  M.  Berenger  había  dicho  ya  eu  2&  ¿e  Mayo  de  lBd2,  en  el  Se- 
nado: «El  empleo  de  la  ley  nos  parec^  esta  m&leTia  tan  bóIo  un 
error,  una  verdadera  herejía.  El  legl^^  ^*^^  ^o  t\ene  derecho  á  inter- 
venir para  regular  los  contratos  entt«.^dO^    ^i^%  mayores,  qne  goxan 


^  w»"' 


de  la  plenitud  de  su  capacidad  y  de  ^  \\^^    ac^^' 
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que  une  á  todas  las  clases  de  una  misma  nación.  Mas,  para  ga- 
rantir el  interés  nacional,  no  basta  reglamentar  el  trabajo  de 
los  niños. 

fProteger  al  niño  y  no  proteger  á  la  madre»  es  un  contra* 
sentido,  ha  podido  decir  Julio  Simón.  En  nuestro  concepto» 
se  debe,  de  una  manera  más  general,  afirmar,  que  el  interés 
nacional  será  grave  y  evidentemente  comprometido,  siempre 
que  las  condiciones  del  trabajo  pongan  en  peligro  la  existen- 
cia ó  la  vitalidad  de  la  familia  obrera.  ¿Qué  será  de  esta  fami- 
lia 6i  el  trabajo  de  la  fábrica  obliga  á  la  esposa  y  madre  á 
abandonar  el  cuidado  de  sus  hijos  y  de  su  hogar,  si  el  esposo 
y  padre  está  todos  los  días  de  la  semana,  desde  el  amanecer 
hasta  la  noche,  ausente  de  la  casa?  ¿Qué  importa,  por  otra 
parte,  que  la  legislación  haya  asegurado  la  educación  física  y 
moral  del  niño,  si  consiente  truncar,  años  después,  por  un 
trabajo  excesivo  ó  insano,  las  fuerzas  del  adulto,  y  si  no  ga- 
rantiza á  este  adulto  los  descansos  necesarios,  para  él  ulterior 
desenvolvimiento  de  su  inteligencia  ó  de  su  conciencia? 

Hay  un  mínimum,  por  debajo  del  cual,  el  cuidado  de  los 
intereses  primordiales  de  la  sociedad,  prohibe  dejar  descender 
las  condiciones  de  trabajo,  tanto  de  mayores  como  de  menores 
de  edad.  Ese  mínimum  es  el  que  los  historiadores  del  iTrade 
Ünionismo»  han  calificado  oportunamente,  de  mínimum  nacio- 
nal (1). 

Asegurar  el  respeto  á  ese  mínimum  nacional,  será  siempre, 
y  en  todas  partes,  el  deber  de  los  poderes  públicos.  Pero  pare« 
ce  que  semejante  deber  revestirá  en  ciertos  países  un  carácter 
más  imperioso.  Pienso  en  los  países  de  servicio  militar  obli- 
gatorio, donde  la  fuerza  de  todos,  es  la  garantía  de  la  indepen- 
dencia nacional;  en  los  de  sufragio  universal,  donde  los  desti- 
nos de  la  patria  dependen  de  la  inteligencia,  y  de  la  moralidad. 


(1)    Industrial  I^emocracy,  par  Sidney  y  Beatriz  Webb,  p.  766  y 
fligaientes. 
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de  la  mayoría  de  los  ciudadanos  (1).  Y  ¿no  podría  añadirse 
aún,  que  la  lentitud  del  desenvolTÍmiento  de  la  población 
franceba,  nos  impone  de  una  manera  muy  especial  la  investi- 
gación de  los  medios  propios,  para  aumentar  el  valor  de  cada 
uno  de  los  individuos  que  componen  esta  población? 

Ahora  bien:  es  desgraciadamente  indiscutible  que  las  con- 
diciones del  trabajo  están  aún  muchas  Teces,  en  Francia  so- 
bre todo,  por  debajo  del  mínimum  indispensable  (1). 

SITUACIÓN  ACTUAL  DS  LOS  TRABAJAD0BE8  MANUALES 

Sin  duda,  la  legislación  protectora  de  los  trabajadores,  ha 
hecho,  desde  hace  algunos  años,  verdaderos  progresos. 

Eb  todavía,  sin  embargo — no  nos  costará,  por  desgracia, 
gran  esfuerzo  demostrarlo — ,  singularmente  insuñciente.  Aun 
6on  numerosos  los  niños  sometidos  á  un  trabajo  prematuro  ó 
excesivo,  los  trabajadores  adultos  retenidos  en  el  taller  ó  en 
el  almacén  largas  y  agotadoras  jornadas,  ó  noches  más  agota- 
doras  todavía.  [Cuántos  padres,  ciudadanos  cristianos,  se  ven, 
con  la  falta  del  descanso  del  domingo,  sin  el  derecho  de  con- 
sagrar un  día,  de  siete,  al  cumplimiento  de  sus  deberes  para 
con  la  familia,  la  ciudad  y  la  religión!  {Cuántas  mujeres,  ma- 
dres, alejadas  del  hogar  donde  su  presencia  sería  necesaria! 

Resulta  especialmente  lameútable  la  condición  de  un  gran 
número  de  trabajadores  á  domicilio. 

El  Comité  de  la  Cámara  de  los  Lores,  encargado  de  hacer 
una  encuesta  sobre  la  extensión  y  las  causas  del  Stocatifig  sys- 
iemy  resumía  de  esta  manera  su  impresión:  ' 


(1)  «El  £A^ado,  que  tiene  la  míBión  de  velar  por  el  bien  público, 
tiene  el  deber  y  el  derecho  de  prohibir  todo  contrato  perjudicial  ai 
interés  general. 

iPadres,  soldados,  electores:  los  asalariados,  tienen  una  triple 
función  qoe  su  existencia  misma  exige  no  sea  imposibilitada  por 
BU  trabajo.»  (E.  Lorin:  Nota  Bohre  la  legislación  protectora  de  los  tr^ 
bajadores,  loe.  cit.) 

(2)  Acerca  de  la  situación  actual  de  los  obreros  en  Alemania, 
ver  ia  Conferencia  de  M.  de  Berlepech:  Warum  betreiben  wir  die  So^ 
cialén  Befotm,—(8ociále  Praocis,  l.®de  Octubre  de  1908.) 

TOMO  104  22 


V  338  RBVI8TA  DE  LEQJSLACIÓV 

i;  cLos  males  que  hemoB  comprobado  difícilmente  pueden 

fV'  exagerarse. 

[  »Lo8  ingresos  de  la  clase  inferior  de  los  trabajadores  son  lo 

estricto  para  sostener  su  existencia. 

>La  duración  de  su  trabajo  es  tal,  que  la  vida  del  obrero 
no  es  más  que  una  serie  ininterrumpida  de  trabajos  incesan- 
tes, á  menudo  muy  duros,  y  proseguidos  en  condiciones  insa- 
lubres. 

»Las  condiciones  sanitarias  en  las  cuales  el  trabajo  se  veri* 
fica  son  tales,  que,  no  sólo  la  salud  de  los  trabajadores  puede 
resultar  comprometida,  sino  hasta  la  misma  salud  pública,  es- 
pecialmente en  los  oficios  de  confección  de  vestidos,  porque 
las  enfermedades  contagiosas,  se  propagan  por  la* venta  de  los 
vestidos,  hechos  en  los  talleres  habitados  por  enfermos  ataca- 
dos de  viruela  ó  de  otras  enfermedades  contagiosas»  (1). 

Desgraciadamente,  más  de  una  vez  se  podrían  trazar  cua- 
dros análogos  en  Francia. 

La  encuesta  del  Instituto  del  Trabajo  da  noticia,  para  cier- 
tos obreros  de  la  confección  de  vestidos  de  hombres,  de  sala- 
rios de  l,'/5  francos,  1,10  francos:  375  francos  por  un  trabajo 
de  300  días,  en  París  (2). 

La  encuesta  hecha  por  M.  Bonnevay,  sobre  la  situación  de 
las  obreras  lyonesas  que  trabajan  en  el  domicilio,  le  hizo  ver  á 
obreros  de  habilidad  media,  ocupados  en  la  industria  del  tul, 
en  las  felpas,  remuneradas,  según  tarifas,  por  piezas,  que  ren- 
dían, por  doce  horas  de  trabajo,  salarios  de  1,08  francos  á  1,20 
francos.  Y  las  obreras  tenían  que  sufrir  dos  meses  sin  tarea. 

La  cortadora  de  encajes  tiene  jornadas  de  0,75  francos 
á  1.50. 

La  que  hace  pantalones  para  los  proveedores  militares,  re- 

( 1 )  Final  Beport  of  the  select  Committee  of  the  Hcuse  of  Lordi  an  the 
Sweatifigsystemy  1890. 

(2)  Office  du  travail.  Le  petite  industrie  (salario  y  da  ración  del 
trabajo):  II:  Le  vetement  a  Paris^  pág.  316.  Los  doca meatos  qae  figu- 
ran en  ese  volumen,  han  sido  reuDidos  y  elaborados  por  M.  P.  da 
Marroussem  y  so  colaborador  M.  Charles  Barrat. 
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dbe  una  remuneración  á  razón  de  0,15  cada  uno.  Y  hace  unos 
seis  cada  doce  horas. 

La  rematadora  de  camisas  recibe  0,60  francos  ó  0,50  por 
•camisa.  Necesita  doce  horas  para  terminar  dos.  Y  pone  el  hilo, 
las  agujas  ó  su  máquina  de  coser. 

•  Son  esas,  sin  duda,  cifras  extremas.  M.  Bonnevay  afirma , 
sin  embargo,  que  si  se  pone  á  un  lado  las  obreras  que  trabajan 
•en  artículos  de  precio,  el  salario  se  mantiene  ordinariamiente 
por  debajo  de  2  francos  (1). 

Recuérdese  ahora,  por  otra  parte,  que  el  malario  de  esas  mu 
jeres  se  calcula  por  piezas;  que  están  obligadas  á  pagar  el  al< 
K)uiler  de  la  habitación,  donde  se  efectúa  su  labor  no  interrum  ' 
pida;  y  que  semejante  habitación  está  de  ordinario  cerrada  á 
la  inspección  del  trabajo,  y  se  comprenderá  entonces,  cuan 
-dolorosas  repercusiones  podrá  tener  la  insuficiencia  del  sala- 
tío,  sobre  la  duración  del  trabajo  de  la  obrera,  y  sobre  las  con- 
diciones higiénicas  en  que  trabaja. 

En  Berlín,  la  Comisión  de  Estadística  obrera,  ha  compro- 
bado que  la  gran  mayoría  de  las  costureras  de  casa,  trabajaba 
de  trece  á  diez  y  siete  horas  (2).  M.  Levasseur  estima  que  en 
INueva  York,  el  término  medio  es  de  quince  horas  (3). 

cEn  París  tampoco — escribe  M.  Doublot— es  raro  encontrar 
obreras  que  trabajan,  aun  en  su  domicilio,  hasta  la  una  de  la 
mañana»  (4). 
. .  Á  veces,  la  necesidad  de  ganar  el  pan  que  les  permita  vivir, 
empujará  á  la  n^dre  á  imponer  á  sus  hijos  el  recargo  de  labor, 
que  ella  está  obligada  á  sufrir.  En  el  curso  de  una  encuesta 
lecha  en  Nueva  York,  Miss  Elena  Campbell,  encontró  á  una 
-costurera  que  declaró  que  ganaba  su  vida,  con  la  ayuda  de  sus 
dos  nietas,  una  de  siete  años  y  otra  de  seis  (5). 


(1)  M.  Bonnevay,  Ijft  ouvr%ére%  lyonnaises  travaillant  á  domieUe^ 
1896,  págs.  21,  28,42,  87. 

(2)  Donblot,  Laprotecíion  légale  des  traváilleurs  de  l'indHstria  de$ 
•vetement,  1899,  pág.  96. 

(3)  L^vasBenr,  L'Ouvrier  américain,  t.  I,  pág.  438. 

(4)  Doublot,  he.  dt. 

(6)    Doublot,  loe,  cit,,  pág.  96.  Levasseur,  loe.  ct^,  pág'.' 437. 
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.    En  cuanto  á  las  consecuencias  morales  de  la  situación  eco 
nómica,  creada  á  ciertas  obreras  á  domicilio,  desgraciadamente' 
son  fáciles  de  adivinar. 

Como  resultado  de  su  concienzuda  encuesta,  M.  Bonnevajr 
escribía  estas  líneas:  «Si  afirmamos  que  á  la  insuficiencia  del 
salario  se  debe  la  mala  conducta  en  que  la  mayoría  de  aqué- 
llas caen,  no  sería  la  afirmación  una  mera  hipótesis  que  ade* 
Untamos,  sino  un  hecho  cuya  comprobación  es  fácil. 

^Comparad  la  moralidad  general  de  las  obreras  que  traba- 
jan para  las  industrias  del  lujo,  donde  los  salarios  son  de  or* 
diñarlo  remuneratorios,  con  la  de  las  desgraciadas  jóvenes  que,, 
trabajando  en  el  tul,  en  el  corsé,  en  el  pantalón,  en  la  camisa,, 
deben  darse  por  contentas  con  75  céntimos  á  un  franco  por 
día,  y  veréis  la  diferencia. 

»Preguntad  acerca  de  este  punto  á  loe  patronos,  á  los  encar- 
gados, á  cuantos  por  lo  menos  están  en  relación  directa  con 
sus  obreras:  aquéllos  que  pertenecen  á  las  industrias  en  las  que^ 
el  salario  es  más  bajo,  serán  los  que  proclamarán  más  alto  lo 
indigno  de  su  personal»  (1). 

.  Sin  duda,  la  remuneración  del  trabajo  es  hoy,  en  general, 
sensiblemente  más  elevada  en  la  grande  y  en  la  mediana  in-^ 
dustria.  La  tasa  del  salario  nominal,  y  aun  del  salario  real,  ha 
aumentado  considerablemente  en  el  curso  del  siglo  xix  (2). 

Según  las  encuestas  del  Instituto  del  Trabajo,  el  salario 
medio  del  obrero  adulto,  varón,  debe  ser,  para  toda  Francia^ 
de  4,20  francos  al  día;  6,15  francos  en  el  departamento  del 
3ena;  3,90  francos  en  provincias.  Para  trescientos  días  de  tra*^ 
bajo,  corresponde  poco  más  de  1.800  francos  en  París;  1.100  en 
provincias.  Pero  ¿cuántos  obreros  tienen<  trescientos  días  de 
trabajo  al  año? 

Para  la  obrera  adulta,  el  promedio  ha  de  ser  de  2,50  fran» 


(1)  Bonnevay,  loe.  eit,  pág.  91. 

(2)  Véase  el  Informe  de  M.  Gide  sobre  la  Economie  iociale  a  VEx- 
ponüan  de  1900^  pág.  67. 
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coa  al  dia  en  toda  Francia;  3  francos  en  el  departamento  del 
^na;  2,10  francos  en  provincias  (1). 

Resalta,  pnes,  cierto — esas  cifras  bastarán  para  demostrar* 
lo — que  muchos  padres  de  familia  no  encuentran  en  su  salario, 
recursos  suficientes  para  educar,  como  convendría,  á  una  fami* 
lia  un  poco  numerosa;  y  más  cierto  todavía  que,  aun  en  la 
grande  y  en  la  mediana  industria,  el  salario  es  en  muchos  ca- 
sos insuficiente  para  permitir  el  ahorro:  el  ahorro,  sin  el  cual 
el  porvenir  de  la  familia  obrera,  está  expuesto  á  tan  crueles  in- 
certidumbres;  el  ahorro,  que  sería  á  menudo  para  esa  familia 
el  único  medio  de  impedir  al  obrero  inválido,  ó  que  se  ha  he* 
cho  viejo,  caer  á  cuenta  y  cargo  de  la  Beneficencfa  pública  ó 
privada.  cHoy — declaraba  el  informe  presentado  á  la  Asam 
blea  Nacional  sobre  la  situación  de  las  clases  obreras — ,  una 
familia  económica  y  laboriosa,  cuyos  miembros  están  sanos  y 
á  la  cual  no  falte  el  trabajo,  puede  atender  á  sus  necesidades; 
pero  desde  el  momento  en  que  falte  una  de  esas  condiciones, 
las  privaciones  comienzan»  (2).  ¿Se  ha  modificado  sensible» 
mente  la  situación  desde  entonces? 

Á  menudo  también,  el  salario  que  la  mujer,  la  madre,  haya 
podido  ganar  en  la  fábrica,  será  el  que  permita  equilibrar  el 
presupuesto  doméstico.  Y  conocidas  son,  desde  el  punto  de 
vista  social,  las  funestas  consecuencias  de  un  trabajo  que  obli* 
ga  á  las  mujeres  casadas,  á  desertar,  á  diario,  de  su  hogar  du- 
rante la  mayor  parte  del  día  (3).  Una  encuesta  alemana  acaba 
de  poner  de  manifiesto  esas  consecuencias  una  vez  más. 


(1)  Offiet  du  travail:  Salaires  et  durée  du  travaü  dans  l'industrie 
./ra«íJa««,  IV,  1897,  pág.  17. 

(2)  Journal  O/fidel,  14  Agosto  de  1876.  V.  Uours  d'Eoanamiepolú 
figne,  por  el  R.  P.  Antoine,  pág.  619  y  sigaientes. 

(8)  El  censo  proíesionaí  de  1896  nos  maestra  que  en  la  industria 
textil  francesa,  ha7  inás  de  106  obreras  por  cada  100  obreros.  La 
proporción  llega  á  200  por  100  en  la  indastria  de  la  seda.  Las  muje- 
res casadas  répreseiitan  más  del  33  por  100  del  número  total  de  las 
mojerés  empleadas  en  la  indastria.  En  la  industria  algodonera,  la 
proporción' €8  de  40  por  100.— Resultáis  statittiques  du  rétcensemeiU 
-des  industries  etprofesffions^  t.  V.,  pág.  Lxxxiv,  ciii,  civ.  ' 
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La  legÍBlación  alemana  contiene  ya  ciertas  disposiciones 
destinadas  á  asegurar,  en  el  interés  del  niño  y  de  la  familia^ 
una  protección  particular,  á  las  mujeres  casadas  empleadas  ea 
la  industria. 

Asi,  las  mujeres  que  tienen  una  casa  que  cuidar,  tienen  el 
derecho  de  reclamar,  al  medio  día,  me  lia  hora  de  descanso- 
suplementaria,  siempre  que  el  descanso  concedido  á  todos  los 
obreros,  sea  menor  de  hora  y  media.  Las  mismas  mujeres  no- 
deben,  los  sábados  y  vísperas  de  fiestas,  ser  ocupadas  después 
de  las  cinco  y  media  de  la  tarde.  Por  último,  y  sobre  todo,  las 
mujeres  que  hubieran  dado  á  luz,  no  pueden  en  ningún  caso- 
volver  á  ]a  fábrica,  antes  de  las  cuatro  semanas  después  del 
parto;  hasta  después  de  beis  semanas  de  éste  no  pueden  ser 
admitidas  al  trabajo  industria),  sin  previa  presentación  de  un 
certificado  médico,  que  testifique  que  tal. trabajo  no  ofrece  pe- 
ligro. 

Esas  disposiciones  (que  no  encontraremos,  sin  embargo^ 
en  la  legislación  francesa),  parecen  insuficientes.  Los  Diputa- 
dos del  Centro  en  el  Reichstag,  han  pedido  en  varias  ocasiones 
una  reglamentación  más  estrecha  del  trabajo  de  las  mujeres 
casadas.  Sus  proposiciones  no  han  tenido  hasta  ahora  buen 
éxito,  pero  parecen  haber  tenido  por  efecto  provocar  la  en- 
cuesta, de  la  cual  acabamos  de  tomar  algunos  datos. 

Á  consecuencia  de  una  resolución  votada  por  el  Reichstag: 
el  22  de  Febrero  de  1898,  los  funcionarios  de  la  Inspección  del 
Trabajo,  fueron  invitados  á  estudiar  especialmente,  en  sus  in- 
formes para  18^9,  la  cuestión  del  trabajo  de  la  mujer  casada. 

Una  publicación  de  la  Oficina  imperial  del  Interior  nos 
presenta  coordenadas,  según  un  plan  metódico,  las  noticias 
reunidas  por  la  Inspección  del  Trabajo  (1). 

(1)  Die  Bdschaef  tigang  verheiratheter  Fraaen  in  Fabriken  nach 
den  Jahrisbericüten  der  Gewerbe-AafBÍchtíbeamtem  für  das  Jahr 
1899,  bearbeitet  in  Reichsamt  des  Innern.  Berlin,  1901.  Comp.  Die 
Erhebungen  der  Gewerbe-AafsichtBbeamteQi  über  die  Fabrikarbeit 
verheirateter  Fraqeo.  I  von  L.  Pchle.  (Jahrbuch  fur  Qesetzgthung- 
Verwaltungund  Volkswirschaft  im  Deutschm  Beich,  1901,  cuaderno  4.^). 


LA  PROTBGCIÓN  LEGAL  DE  LOS  tRABAJADOBBS     8i8 

Según  los  términoB  miemos  de  la  resolaciÓD  del  Reichstag^ 
los  Inspectores  han  debido  preocuparse,  á  la  vez,  de  la  impor- 
timcia  del  trabajo  de  las  mujeres  casadas,  de  las  causas,  de  los 
peligros  de  eee  trabajo,  de  la  posibilidad  de  prohibirlo  ó  de 
limitarlo.  Nos  daremos  por  contentos  con  llamar  la  atención 
sobre  algunas  de  las  comprobaciones  hechas  por  los  Inspecto 
res,  respecto  de  las  causas,  y  de  los  efectos,  del  trabajo  de  las 
mujeres  casadas  en  las  fábricas. 

Un  hecho  sobre  el  cual  todos  los  informes  están  de  acaer^ 
do,  es  que  debe  colocarse  en  primer  lugar,  entre  las  causas  que 
obligan  á  la  mujer  casada  á  acudir  á  la  fábrica,  la  insuficiencia 
del  salario  del  marido.  Un  gran  número  afirma,  que  el  ingreso 
ordinario  de  muchos  obreros,  es  insuficiente  para  asegurar  el 
sostén  de  una  familia  media.  Bn  la  Baja  Alsacia,  por  ejemplo, 
el  informante  ha  llegado  á  convencerse  de  que  para  atender  á 
sus  necesidades  urgentes,  una  familia  de  cinco  ó  seis  personas, 
requiere  un  ingreso  regular,  por  lo  menos,  de  4  marcos  dia- 
rios. Pero  al  propio  tiempo  ha  tenido  que  reconocer  que,  sal- 
vo en  casos  excepcionales,  el  salario  del  marido  es  de  un  10 
á  55  por  100  por  debajo  del  ingreso  necesario.  He  ahí — según 
él — la  razón  del  trabajo  industrial  de  la  mujer. 

En  la  circunscripción  de  Plauen  se  observa  que  alli  donde 
el  salario  del  marido  es  relativamente  elevado,  y  el  trabajo  re- 
gular, la  mujer  no  trabaja,  sino  rara  vez,  fuera  de  casa. 

Varios  informes  consignan  que  es  raro  encontrar  en  la  fá- 
brica las  mujeres  de  los  obreros  superiores  que  hayan  apren- 
dido y  sepan  un  oficio:  á  veces  han  podido  advertir  que  esos 
obreros  consideran  el  trabajo  de  las  mujeres  casadas,  como  algo 
que  no  está  bien,  como  algo  extraño.  No  quieren,  de  ordi- 
nario, casarse  con  jóvenes  que  hayan  trabajado  en  las  fá- 
bricas. 

No  insistiremos  sobre  las  consecuencias  que  el  trabajo  en 
la  fábrica  tiene  sobre  la  salud  de  las  mujeres  casadas.  Son  nu- 
merosos los  Inspectores  que  nos, señalan  el  exceso  de  trabajo 
al  cual  está  sometida  la  mujer,  que,  después  de  haber  pasado 
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cU«z  ú  once  horas  en  la  fábrica,  quiere  ocuparse  todavía' con 
las  cosas  de  su  hogar  y  de  sus  hijos. 

Sea  cual  fuere  su  buena  voluntad,  sólo  en  casos  excepcio- 
nales podrá  consagrar  á  su  casa,  á  sus  hijos,  cuidados  sufí- 
cientes. 

I^a  incompatibilidad,  en  los  casos  más  frecuentes,  del  tra* 
bajo  de  la  mujer  casada  en  la  fábrica,  con  el  cumplimiento 
adecuado  de  sus  deberes  de  esposa  y  de  madre,  es  uno  de  los 
hechos  que  resultan  más  claros  de  la  encuesta  alemana  (1). 

El  desorden,  la  falta  de  limpieza  de  su  hogar,  que  obliga 
al  marido  á  refugiarle  en  la  taberna;  una  alimentación  defec- 
tuosa, impropia  para  reparar  las  fuerzas  del  obrero,  que  entra- 
ña á  veces  para  la  salud  de  todos  los  miembros  de  la  familia 
las  consecuencias  más  desastrosas:  he  ahi  algunos  dd  los  re 
sultados  de  la  ausencia  de  la  mujer  del  hogar  doméstico. 

Pero  eñ  lo  tocante  á  los  hijos,  es  en  ]o  que  aparecen  más 
brutalmente  las  consecuencias  antisociales  del  trabajo  de  las 
mujeres  casadas  en  la  fábrica. 

Aunque  la  ley  alemana  obliga  á  las  obreras  á  permanecer 
en  suá  casas,  de  cuatro  á  seis  semanas  después  de  haber  dado  á 
luz,  las  enfermedades  y  la  mortalidad  son  excesivas  entre  los 
niños  de  cor^a  edad  cuyas  madres  frecuentan  las  fábricas  (2). 
Esas  enfermades  esa  mortalidad  excepcionales,  parecen  que 


(1)  Die  BeschaeftigutigypÁg.  121. 

(2)  Die  Beschaefetigung y  pág.  136.  El  qae  informa  acerca  de  la 
circunscripción  de  Brema,  ha  podido  comparar  la  mortalidad  de  los 
niños  cay  as  madres  están  ocupadas  para  la  confección  de  cigarros 
«n  la  fábrica,  con  la  de  los  niños  cuyas  madres  trabajan  en  casa. 
Entre  las  obreras  de  la  fábrica,  donde  üa  encontrado  300  niños  vi- 
vos, ha  comprobado  que  se  había  producido  un  muerto  por  6,4  ni- 
ños vivos.  Las  obreras  á  domicilio  tenían  638  niños.  No  tenían  que 
deplorar  eino  la  muerte  de  un  niño  por  11,2  vivos.  Un  médico,  fun- 
cionario real  agregado  al  distrito  de  Plauen,  ha  notado  que  mien- 
tras la  mortalidad  general  disminuye,  la  de  los  niños  de  corta  edad 
aumenta,  por  el  contrario,  en  ese  distrito  á  medida  que  aumenta  el 
número  de  fábricas.  De  100  muertos,  había  por  término  medio,  de 
1800  á  1824,  33,8  niñof*;  de  1825  á  1839,  34,4;  de  1850  á  1869,  39,8; 
de  1876  á  1899,  43,9.  {Loccit.,  pág.  139.) 


LA  PROJ£CCIÓN   LBOAL  DB  LOa  TRABAJADORES  345 

deben  ser  atribuidas  á  la  falta  de  cuidados  y  á  la  lactancia  ar 
tificial.  Los  inconvenientes,  inseparables  de  ese  modo  de  lac 
tancia,  se  aumentan  á  menudo  gravemente,  por  las  condiciones 
de  irregularidad,  de  suciedad,  en  las  cuales  se  suministra. 

Las  consecuencias  deplorables  del  abandono  del  niño,  no  se 
limitan  al  primer  periodo  de  la  vida  del  niño.  Crece  éste  sin 
conocer  apenas  á  sus  padres,  sin  que  éstos  puedan  adquirir  so 
bre  él  la  autoridad  necesaria. 

Bastarán  estas  rápidas  indicaciones,  creo  yo,  para  mostrar 
que,  á  pesar  de  los  progresos  realizados,  la  situación  de  un 
gran  número  de  trabajadores  queda  muy  por  debajo  de  lo  que 
exigen  la  justicia  social,  y  el  cuidado  de  los  intereses  genera 
les  y  permanentes  de  la  comunidad  (1). 

De  ordinario,  por  lo  demás,  los  advsrsarios  más  decididos 
de  la  intervención  de  la  ley,  no  desconocen  la  existencia  de 
abusos  numerosos  y  graves,  pero  esperan  tan  sólo  de  la  acción 
de  libertad  una  reforma  suficiente  y  próxima. 

Desgraciadamente  no  podemos  participar  de  tales  espe- 
ranzas. 

LA  INICIATIVA  PATRONAL. 

Reconocemos,  y  lo  señalamos  con  verdadero  gusto,  lo  que 
en  ciertos  casos  la  iniciativa  de  los  patronos  ha  podido  mejorar 
la  situación  de  los  obreros  que  emplean.  La  encuesta  del  Ins- 
tituto del  trabajo  sobre  los  salarios  y  la  duración  del  trabajo 
en  ia  industria  francesa,  ha  hecho  ver  una  vez  más  la  diferen- 
cia que  desde  ese  punto  de  vista  pueden  existir  entre  dos  fá- 
bricas. 


(1)  En  su  Encíclica  sobre  la  condición  de  los  obreros,  el  Papa 
León  XIII  hablaba,  en  1891,  de  cía  situación  de  iníortanio  y  de  mi- 
aeria  inmerecida»  en  que  se  encuentran,  por  lo  general,  los  hombres 
de  las  clases  inferiores...  clos  trabajadores  están  aislados  y  sin  de- 
fensa, entregados  á  merced  de  amos  intiumanos  y  á  la  codicia  de 
una  concurrencia  desenfrenada».  (V.  el  texto  de  la  Encíclica  en  la 
Astociatión  Catholiqu€  de  16  de  Junio  de  1891,  especialmente,  pági- 
na 606.) 
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He  aquí  lo  que  se  lee  en  las  conclusiones  de  la  parte  de  ln 
encuesta,  relativa  al  departamento  del  Sena: 

cHemos  advertido  con  frecuencia  que  en  un  conjunto  de 
establecimientos  que  ejercen  la  misma  industria,  en  medio  de 
las  mismas  circunstancias  exteriores,  los  unos  cambian  cons- 
tantemente de  obreros,  mientras  los  otros  conservan  los  mis- 
mos obreros  todo  el  año;  unos  tienen  un  trabajo  muy  irregu- 
lar, mientras  en  otros  la  producción  presenta  una  perfecta 
regularidad;  en  fin,  que  los  salarios  difieren  á  veces  notable- 
mente de  unos  á  otros. 

>No  es  posible  atribuir  esas  divergencias  sino  á  una  sola 
causa:  á  la  influencia  capital  de  la  dirección  misma  de  los. es' 
tablecimientos;  es  decir,  en  general,  del  patrono.  La  acción 
delpatrono,  en  los  casos  mái  fatorábles^  puede  tener  por  efecto, 
no  sólo  mantener  el  desenvolvimiento  de  la  industria,  hasta  el 
punto  en  que  el  efecto  útil  llegue  al  máximum,  sino  también 
alcanzar  ese  resultado,  sin  que  la  situación  del  personal  ocu* 
pado  sufra  por  ello,  y  asegurar  á  ese  personal  un  salario  que 
distribuya  equitativamente  y  de  una  manera  duradera  el  bene- 
ficio  que  deja  una  empresa  bien  establecida»  (1). 

Pero,  sea  lo  que  fuere,  en  los  casos  más  favorables,  el  feliz^ 
influjo  de  la  buena  voluntad  patronal,  las  experiencias  hechas 
|ay I  no  parecen  demostrar  que  debamos  confiar  por  entero  á 
ella,  la  realización  de  las  reformas  necesarias. 

¿Por  qué  el  legislador  ha  intervenido  en  el  siglo  xix  en  In- 
glaterra, Prusia,  Francia,  Austria,  etc.?  ¿Quizá  para  aplicar 
alguna  teoría  h  priori  sobre  los  derechos  y  el  papel  del  Estado? 
Seguramente  no.  Ha  intervenido,  porque  se  ha  visto  ante  abu- 
sos extremos,  que  la  iniciativa  privada  no  había  conseguido 
extirpar.  Y  los  abusos  se  han  perpetuado  donde  el  legislador 
no  intervino.  El  ejemplo  de  Bélgica  es,  en  tal  respecto,  no- 
table. 


(1)    Of/lce  du  travail.  Salaires  et  durée  du  travaü  daM  Vinduatrit 
frangaise.  I,  1898,  p.  682. 
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En  Bélgica,  los  poderes  públicos  se  negaroD  durante  la  ma- 
yor parte  del  siglo  xix  á  reglamentar  el  trabajó.  Resultando 
de  ello  que  la  encuesta  realizada  en  Bélgica  en  1886,  pudo  en- 
contrar abusos,  que  en  nada  ceden  á  aquellos  que  provocaran^ 
la  aprobación  de  las  primeras  leyes  inglesas. 

Un  gran  número  de  mujeres  todavía  estaban  ocupadas  ei> 
esa  época,  en  los  trabajos  interiores  de  las  mina^  belgas,  en  de- 
plorables condiciones  de  salud  y  de  moralidad,  prolongándose^ 
el  trabajo  trece,  catorce  y  quince  horas. 

Los  niños  están  en  el  taller  desde  los  nueve,  ocho  y .  hasta 
desde  los  siete  años. 

Un  testigo  habla  ante  la  Comisión  de  encuesta,  de  niños  d& 
seis  y  cinco  años  empleados  en  las  fábricas  de  tabaco.  Otro  tes* 
tigo  depone  haber  visto  niño?,  cuyos  nombres  indica,  trabajar- 
desde  la  edad  de  diez  años  de  quince  á  diez  y  ocho  horas,  y 
añade:  cNadie  sabe  cuántos  habrán  muerto  á  consecuencia  de 
esas  quince  y  diez  y  ocho  horas  de  trabajo  diario,  en  medio  del 
polvo  sofocante  de  la  lana.» 

Un  dueño  de  una  vidriería,  presidente  de  la  Asociación  de 
vidrieros  belgas,  en  Charleroi,  reconoció  que,  en  su  industria^ 
los  aprendices  de  catorce  años  de  edad,  á  veces  de  menos,  tra- 
bajan  veinticuatro  horas  seguidas  (1). 

Se  puede,  sin  duda,  admitir,  que  esos  son  hechos  excepcio- 
nales. Mas  para  juzgar  el  régimen  de  la  libertad  absoluta  del 
trabajo,  ¿do  basta  comprobar  que  tal  régimen  permite  seme- 
jantes abuBos  existir  y  perpetuarse? 

Por  lo  demás,  en  la  misma  encuesta  belga  de  1886,  es  donde- 
consta  la  respuesta  del  representante  de  una  sociedad  anóni- 
ma austro- belga,  liberal  convencido,  que  pide  mo  se  pierda 
de  vista  que  la  ciencia  industrial  consiste  en  obtener  de  un  ser 


(1)  V.  Enqnéte  de  la  Cammisnon  du  travaü,  U,  pee.  regional  I.  Ei, 
núms.  181  y  sig.;  t.  IV,  p.  ¿6;  II,  sec.  regional  B.,  DÚms.  47,  74;. 
II,  sec.  regional  C,  núms.  1.288,  2.980,  4.417,  4.418;  11^  sec.  E., 
núms.  2.879;  sec.  A.,  núms.  737,  882,  etc.;  II,  sec.  D.  núms.  2.887^ 
2.889;  sec.  F.,  núms.  1.700, 1702. 
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tiamano  la  mayor  soma  de  trabajo  útil,  remunerándole  de  la 
manera  más  baja  posible». 

Hoy  mismo:  miremos  á  nuestro  alrededor.  La  iniciativa 
privada,  ¿ha  suprimido  el  trabajo  del  domingo,  y  curado  lá 
llaga  hedionda  del  Sweating  systewf 

He  aqui  un  hecho  más  terminante.  Hace  tiempo  que  .los 
higienistas  y  moralistas  están  de  acuerdo  para  proclamar  lod 
peligros  que  ofrece  el  trabajo  nocturno,  especialmente  en  las 
mujeres.  Y  sin  embargo,  hemos  llegado  en  Francia  á  los  últi- 
mos años  del  siglo  xix,  sin  que  la  iniciativa  privada  haya  lo- 
grado hacer  desaparecer  ese  trabajo  nocturno  de  las  muje- 
res (1).  Más  aún:  durante  la  discusión  de  la  ley  de  18^2,  bas- 
taba que  el  legislador  pareciese  vacilar  en  proscribirlo,  para 
<que  su  trabajo  se  introdujera  en  nuevas  fábricas. 

M.  Waddington  escribía  en  el  informe  que  presentó  á  la 
-Cámara  de  Diputados  el  10  de  Junio  de  1890:  «Los  resultados 
-de  la  encuesta  prueban,  que  el  trabajo  nocturno  tiende  á  pro- 
pagarse en  la  región  del  Norte,  y  sobre  todo,  en  la  del  Este. 
Muy  recientemente,  y  á  consecuencia  del  voto  del  Senado— voto 
del  Senado  rechazando  la  prohibición  legal  de  ese  trabajo — , 
industriales  hostiles  hasta  entonces  á  esta  organización,  la  han 
aplicado  á  sus  establecimientos.  Según  ya  hemos  dicho  más 
-arriba,  la  ventaja  de  llevar  sobre  una  producción  forzada  los 
igastos  resultantes  da  los  impuestos,  del  geguro,  del  interés  de 
los  capitales,  de  la  amortización  del  material,  constituye  para 

(1)  M.  de  Man  decía  ea  la  Cámara  de  los  Dipatados  el  6  de  Fe- 
brero de  1891:  «Habla  en  machos  espiritas  un  movimiento  á  favor 
de  ana  legislación  protectora  de  la  majer,  pero  ee  ha  prodocidó  ana 
oposición  may  viva,  may  ardiente,  may  apasionada  de  todos  los 
defensores  de  la  iniciativa  privada,  de  todos  aqaellos  que  cuentan 

con  el  progreso  de  las  coetambres Hace  ya  veinte  años  de  eso; 

la  ley  no  se  ha  hecho. 

» I  Dónde  está  el  mejoramiento  1  En  estus  veinte  afios  habéis  hecho 
desaparecer  de  las  costambres,  por  vuestra  iniciativa,  eata  terrible 
llaga;  lesta  llaga  abominable  qoe  se  llama  el  trabajo  nocturno  de 
las  mujeresl  iHace  veinte  afios  que  la  cuestión  está  planteada  ante 
la  opinión:  hace  veinte  afios  que  se  escribe,  que  se  pronuncian  dis- 
cursos! ¿Dónde  está  el  resultado?  ¿Las  costumbres  han  hecho  des* 
4iparecer  el  mal?  Lo  contrario  es  lo  que  se  ha  producido.» 
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el  productor  un  beneficio  muy  apreciable,  y  hace  la  concurren* 
cia  muy  difícil  para  el  induBtrial  que  trabaja  en  condiciones- 
normales.  Sea  cual  fuere  la  repugnancia  hacia  el  trabajo  noc- 
turno, se  siente  arrastrado  poco  á  poco:  hoy  es  hostil,  manan» 
Tacuara,  y  pasado  algún  tiempo,  incitará  el  ejeniplo  de  sus  ve- 
cinos menos  escrupulosos.  Si  el  legislador  no  pone  en  ello  or- 
den, el  trabajo  nocturno  ganará  poco  á  poco  todas  las  comarca» 
donde  se  practican  las  diferentes  ramas  de  la  industria  textil.»- 

Bélgica,  después  de  1886,  promulgó  toda  una  interesante 
legislación  del  trabajo;  sin  embargo,  todavía  no  ha  prohibido 
el  trabajo  nocturno  de  las  mujeres.  La  iniciativa  privada  ¿lo 
ha  hecho  desaparecer? 

£1  notable  informe  presentado  por  M.  Varlez  en  la  Asam  • 
blea  general  celebrada  en  lb02,  en  Colonia,  por  la  Asociación 
internacional  para  la  protección  legal  de  los  trabajadores,  60< 
bre  el  trabajo  de  noche  de  las  mujeres,  en  la  industria  belga^ 
declara:  cen  parte  alguna  la  supresión  del  trabajo  nocturno  de 
las  mujeres  parece  realizada — sólo  quizá  para  el  trabajo  inte- 
rior de  las  minas — ,  y  hasta  se  advierte  que  diversas  rama» 
que  hasta  ahora  no  lo  tenídn,  comienzan  á  aplicarlo»  (1). 

Lejos  estamos  de  estimar  que  la  dureza  de  la  mayoría  de 
los  patronos,  sea  la  causa  de  la  impotencia  relativa  de  la  ini- 
ciativa patronal.  Resulta,  como  demuestra  M.  Waddington,de 
las  fatalidades  mismas  de  la  concurrencia  industrial.  El  indus- 
trial que  no  se  encuentra  en  los  casos  más  favorables^  que  no 
goza,  al  menos  en  una  cierta  medida,  de  un  monopolio  de  de- 
recho ó  de  hecho,  que  fabrica  artículos  corrientes  (2),  no  pue- 
de prescindir  de  la  concurrencia. 


(1)  V.  p.  46. 

(2)  El  28  de  Marzo  de  ]892  decía  M.  Waddington  en  la  tribusa 
dei  Becado:  cPara  las  industrias  dejadas  á  la  coDcnrreDcia  y  que 
fabrican  el  artículo  corriente,  ea  preciso  noa  regla  general,  sin  la 
que  se  encuentran  en  nn  estado  de  inferioridad,  qne  en  nn  mo- 
mento dado  de  concurrencia  aguda,  no  les  permite  subsistir.  He  ahí 
por  qué  no  podemos  esperar  un  progreso  de  la  iniciativa  privada, 
porque  sólo  podrá  producirse  en  algunos  caeos  aislados,  y  jamás 
una  aplicación  general  de  la  medida.» 
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Sin  duda,  las  medidas  que  mejoran  la  condición  del  obrero» 
son  la  mayoría  de  las  veces  beneficiosas  para  la  misma  indas- 
tria.  A  menudo  son  los  obreros  de  jomadas  reducidas,  y  con 
isalarios  altos,  quienes  vencen  en  la  concurrencia  internacional. 
Semejantes  medidas  podrán,  gin  embargo,  si  no  se  adoptan 
más  que  en  un  establecimiento,  poner,  á  lo  menos  momentá- 
neamente^ éste  en  estado  de  inferioridad,  frente  á  los  estable- 
•cimientos  rivales. 

En  todo  caso  el  industrial  tendrá  un  riesgo  que  correr,  cuya 
perspectiva  bastará  para  paralizar  muchas  buenas  voluntades. 

♦Se  me  objeta,  dice  M.  de  Mun  (1),  con  la  iniciativa  indi- 
vidual. Se  reconoce  que  hay  abusos,  pero  se  deja  á  la  huma- 
nidad, á  la  caridad  del  patrono,  el  cuidado  de  corregirlos  ex- 
pontáneamente. 

»|Sí:  sin  duda,  hay  indubtriales  caritativos  que  tomarán 
iaióiativas  generosas  que  restringirán  los  abusoel  Pero  permi- 
tidme preguntaros:  ¿qué  haréis  con  los  que  no  ios  restrinjan? 
¿Eb  que  no  veis  que  aquellos  que  no  sean  humanos,  que  con- 
tinúen abusando,  serán  los  más  fuertes  y  vencerán  á  sus  con- 
«currentes? 

»Y,  ¿qué  premio  daréis  á  los  que  quieran  ser  caritativos? 
Les  colocáis  en  la  más  terrible  de  las  alternativas:  entre  su 
<íonciencia  y  su  interés.  Y  entonces,  ame  la  concurrencia  que 
les  apremia,  ante  la  ruina  que  acaso  les  amenaza,  ¿quién  ven- 
cerá, qué  voz  escucharán?  M.  Dupin  lo  decía  hace  veinte  años: 
los  amos  caritativos  serán  castigados  por  su  virtud.  He  ahí  la 
respuesta  que  se  ha  dado  á  la  cuestión,  siemprevque  se  ha 
puesto  en  Alemania,  en  Inglaterra,  en  Francia. 

»Bn  todas  partes  se  ha  dicho,  como  esos  fabricantes  de 
Keims  á  quienes  sus  obreros  apremiaban  para  reducir  las  ho- 
ras de  trabajo,  y  que  respondían:  cLo  deseamos  mucho;  esta- 
*mos  prontos,  pero  es  preciso  que  la  ley  lo  ordene  para  todos, 
«porque  no  podemos  desarmarnos  ante  nuestros  concurrentes.» 


(1)    Sesión  de  la  Cámara  de  Job  Diputados,  11  de  Junio  de  1B88. 
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»Puede,  deede  este  punto  de  vista,  afirmarse,  que  muchas 
veces  la  reglamentación  le¿al  del  trabajo,  es  la  única  que  po- 
drá asegurar  á  la  mayoría  de  los  patronos  aquella  verdadera 
libertad,  de  la  cual  decía  Luis  Blanc:  cLa  libertad  es  no  sólo 
»el  derecho,  sino  también  el  poder  de  ser  libre.» 

(Continuará.) 

Raul.  Jay, 

Profesor  en  la  Faoaltad  de  Derecho 
de  la  universidad  de  Paria. 
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espaSTolas 


El  Foro  Espaiíol. 

(Núm.  221.  Mftdrid.) 

Antonio  Bergali:  El  atbitrio  judicial  en  loa  registros  do- 
mieiUari08»—DélL  contenido  del  art.  546  de  la  ley  de  Eiijaiciamien- 
tp  criminal,  ee  infiere  qne  para  qne  el  Jnez  ó  Tribunal  que  conociere 
de  la  cama^  pneda  decretar  la  entrada  y  registro,  de  día  ó  de  noche, 
en  todos  los  edificios  y  Ingares  públicos,  etc.,  es  necesario,  como 
regla  general,  qne  exista  ttna  causa  de  la  qne  se  derive  el  registro. 
¿Por  qné  no  se  estableció  á  su  vez  la  excepción,  autorizándose  la 
entrada  y  registro  sin  previa  causa,  cnando  motivos  mny  calificado» 
así  lo  aconsejasen?  No  falta  quien  crea  que  no  se  hizo  aei  temiendo 
á  los  abusos,  que  en  esta  materia  serían  de  trascendencia.  Eso  no 
satisface  al  articulista,  porque  según  él,  que  es  Jnez,  los  Jueces  per- 
manecen siempre  extraños  á  los  manejos  del  caciquismo. 

La  ley  se  refiere  á  un  proceso  anterior,  porque  asi  lo  tuvo  que 
hacer;  empero  pueden  presentarse  casos,  en  los  que,  sin  actuacio- 
nes anteriores,  en  el  concepto  específico  de  sumario,  precise  prac- 
ticar el  registro,  si  de  él  ha  de  resultar  comprobada  la  axistencia  de 
un  hecho  criminoso,  cuya  tesis  está  en  armonía  con  los  principios 
consagrados  por  la  repetida  ley  y  con  lo  que  ocurre  frecuentemente. 

Verdad  es  que  las  autorizaciones  se  suelen  recabar  por  los  ins- 
pectores de  policía  en  los  grandes  centros  de  población  para  sorpren- 
der talleres  en  los  que  se  fabrican  monedas  ó  confeccionan  billetes 
de  Banco  falsos;  pero  de  todos  modos,  si  el  Juez  puede  conceder  el 
permiso,  tiene  facultades  para  ejecutar  el  registro  por  sí,  sin  causa 
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previa  y  sin  inctinir  en  responsabilidad.  Mas  hubiera  sido  preferi- 
ble la  declaración  expresa  de  la  ley. 

Debe  reformarse  el  art.  679  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
qne  concede  antorización  para  acordar  la  detención  de  la  correspon- 
dencia privada,  pnes  del  contexto  de  ese  artículo  y  de  otros  se  des- 
prende que  la  medida  ha  de  adoptarse  cuando  se  dirija  el  proceso 
contra  persona  determinada,  no  antes. 

Sin  embargo,  en  ciertos  delitos  gravee  sería  de  éxito  seguro  qne 
se  acordase  desde  luego  la  detención  de  la  correspondencia. 

«  « 
Gaceta  del  Notariado. 

(Núm.  9.*,  Madrid.) 

M.  Fernández  Casado:  Reflexiones. -^Ebía  artículo  fué  publi- 
cado por  la  Bevista  Juridicay  y  ahora  lo  transcribe  íntegramente  la 
Gaceta  del  NotariadOy  de  donde  lo  extractamos,  por  no  haber  llegado 
á  nuestras  manos  el  número  correspondiente  de  la  primera  de  dichas 
Revistas. 

La  ley  orgánica  del  Notariado,  de  1862,  salió  á  luz  tan  perfecta, 
que  ha  servido  de  modelo  á  casi  todas  las  que  en  otros  países  se  han 
publicado  después.  Su  reglamento  es  también  una  obra  maestra,  y  sólo 
el  transcurso  del  tiempo  ha  hecho  necesarias  algunas  modiñcaciones. 
Pero  una  falange  de  Notarios,  jóvenes  en  su  mayoría,  empezaron  á 
formular  quejas  contra  una  y  otro,  y  tomaron  por  ^u  cuenta  el  ar- 
tículo 8.^  de  la  ley.  Y  comprendiendo  que  la  reforma  de  la  ley  ha- 
bría de  ser  tardía  y  difícil,  pidieron  esa  reforma  por  Beal  decreto. 

No  se  tuvo  en  cuenta  que  las  leyes  sólo  son  derogables  por  otras 
leyes,  y  apareció  el  Real  decreto  de  21  de  Octubre  de  1901.  Vine» 
después  de  otras  disposiciones,  el  Real  decreto  de  14  de  Marzo  de 
1902.  Siguió  á  éste  el  Real  decreto  de  26  de  Febrero  de  1903,  creando 
los  Oolegios  provinciales,  clasificando  caprichosamente  las  Notarías, 
instaurando  el  reparto  de  los  negocios  oficiales,  de  los  protestos  y 
de  las  legalizaciones...;  y  todos  saben  que  una  buena  parte  de  estas 
disposiciones  han  sido  modificadas  de  Real  arden.  Después  se  ha 
mixtificado  el  reparto  de  negocios.  ¿Qué  es  esto?,  exclama  el  arti- 
culista. Si  cada  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  se  cree  facultado  para 
variar,  por  Real  orden,  la  legislación  Notarial,  en  lo  sucesivo  esta 
legislación  cqnedará  á  merced  de  la  genialidad  de  un  hombre,  que 
puede  enviar  á  la  Oaceta  un  dislate,  y  hasta  una  atrocidad». 
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6aoeta  de  Registradores  y  Notarlos. 

(Núm.  2148,  Madrid.) 

La  Redacción:  Notariado.  La  destrucción  de  ku  reformae.^l.  8e 
defiende  con  brío  y  elooaeocia  el  Real  decreto  sobre  reformas  no- 
tariales, de  26  de  Febrero  de  1908,  y  se  censuran  las  Reales  órdenes 
de  6  y  16  de  Enero  último,  dictadas  para  modificar  el  contenido  del 
Real  decreto  citado. 

«  « 
Boletín  Jurfdloo. 

(Núm.  22,  Barcelona.) 

Jo8É  García  Romero  db  Tesada:  Del  juicio  oral  en  lo  civil — 
Mucho  ganaría  la  administración  de  justicia  en  rapidez,  baratura 
y  claridad  con  el  establecimiento,  bajo  prudentes  y  meditadas  bases, 
de  la  única  instancia  y  el  juicio  oral  público  en  lo  civil.  El  actor 
presentaría  su  demanda,  acompañando  la  prueba  documental,  para 
acreditar  su  personalidad,  para  justificar  su  acción  ó  basar  en  el 
fondo  su  derecho. 

Llegado  el  día  de  la  vista  (el  lapso  de  tiempo,  relativamente 
corto,  llamado  á  mediar  hasta  este  importante  trámite  del  juicio, 
habría  de  emplearse  en  dar  cima  á  aquellas  diligencias  preliminares 
y  necesarias  para  él,  como  instrucción,  cotejo  de  documentos,  cita- 
ciones, etc.)i  presentes  al  acto  las  partes  mismas  y  sus  defensores, 
oídas  las  unas  y  los  otros;  puestos  por  ellos  al  vivo  sus  medios  pro- 
batorios, testigos,  peritos,  etc.,  sin  omitir  inspecciones  oculares, 
diligencias  que  se  llevarían  á  cabo  con  asistencia  de  todos  é  inter- 
vención de  un  Ministro  del  Tribunal,  el  Ponente,  por  ejemplo;  los 
LetJados  formularían  conclusiones  definitivas,  á  las  que  habría  de 
acompañarse  sucinto  extracto  del  resultado  de  las  pruebas;  y  con 
vista  de  las  alegaciones  en  derecho,  el  Tribunal  dictaría  con  más 
clara  y  acabada  percepción  que  hoy  de  los  hechos,  y  con  menos  es- 
fuerzo, con  mayores  garantías  de  acierto,  la  oportuna  sentencia. 

«  « 
Revista  de  los  Trlbnoales. 

(Núm.  6.®,  Madrid.) 

FRANCI8CO  J.  J.  Benlloch:  Legitimación poT  subsiguiente  matri* 
monio. — cSolo  se  consideran  legitimados  por  subsiguiente  matrimo- 
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-nio,  lo8  hijos  que  hayan  sido  reconocidos  por  los  padres  antes  ó 
^lespnés'de  celebrado.»— Art.  121  del  Código  civil  espafiol.  Este  ar- 
tículo es  parte  integrante  de  nna  institución  civil  de  un  pueblo 
^ulto,  que  no  ha  podido  desenvolverse  en  el  aislamiento.  Por  eso 
conviene  poner  la  institución  aquélla  en  relación  con  sus  análogas 
•en  los  pueblos  con  los  que  el  nuestra  convive. 

Las  legislaciones  que  admiten  la  legitimación  de  los  hijos  por 
subsiguiente  matrimonio,  pueden  ser  clasificadas  en  los  siguientes 
grupos:  L  Legitimación  ipsojure,  por  el  sólo  hecho  del  matrimonio 
<le  los  padres.  Se  reconoce  ser  aquélla  un  derecho  de  lo8  hijos — Chile, 
Anteproyecto  del  Código  civil  suizo,  Ensayo  del  Código  civil  de  Es- 
pafia,  de  D.  Pablo  Gorasabei,  1882 — .  IL  Legitimación  dependiente 
del  reconocimiento  de  los  hijos  por  sus  padres,  en  plazo  fatal  y 
perentorio — Francia,  Bélgica,  Argentina,  Uruguay,  Proyecto  del 
Código  civil  español  de  1851—.  Se  reconoce  ser  aquélla  un  derecho 
limitado  de  los  padres.  III.  Legitimación  dependiente  del  reconoci- 
miento de  los  hijos  por  sus  padres;  pero  que  pueden  verificarlo  éstos 
A  voluntad,  en  cualquier  tiempo,  si  bien  la  legitimación  no  surte 
efecto  sino  desde  la  fecha  en  que  el  reconocimiento  ha  tenido  lugar 
— Italie,  Venezuela — .  8e  reconoce  ser  un  derecho  de  los  padres^  con 
4iondic\6n  suspensiva.  IV.  Legitimación  dependiente  del  reconoci- 
miento de  los  hijos  por  sus  padres;  pero  con  facultad  de  verificar 
-éste  en  cualquier  tiempo,  y  por  acto  público  ó  por  testamento,  sur- 
tiendo sus  efectos  desde  la  época  del  matrimonio — Portugal,  Gua- 
temala, Méjico,  España—.  Pleno  derecho  de  los  padres. 

Enseña  esa  clasificación,  la  existencia  de  una  misma  institución 
jurídica  en  pueblos  de  historia  diversa  y  latitud  geográfica  distinta. 
Eso  revela  que  la  razón  inspiradora  de  la  institución  no  se  funda 
en.el  medio  sodál.  El  legislador  español  de  1889  tenía  una  tradi- 
ción en  el  Proyecto  de  1851,  con  la  cual  ha  roto:  ¿en  qué  razones  se 
ha  fundado?     % 

El  legislador  debió  pensar  que  instituido  el  matrimonio  para  re- 
gular las  relaciones  entre  los  sexos  y  dar  carácter  formal  de  auten- 
ticidad á  las  relaciones  patrofiliales,  constituye  un  derecho  para  los 
hijos  engendrados  fuera  del  matrimonio,  el  ser  reconocidos  por  su» 
padree,  y  para  éstos  un  derecho  deber  el  reconocer  á  aquéllos.  Como 
quiera,  sin  embargo,  que  se  ha  negado — como  regla- su  derecho 
al  hijo,  reconociendo  al  padre  la  libérrima  facultad  de  reconocer  ó 
no  al  hijo  procreado  fuera  del  matrimonio,  parece  exigir  la  lógica 
•que  la  ley  mantenga  el  mismo  principio  independientemente  del 
estado  civil  de  los  padres,  porque  el  estado  civil  es  puramente 
iormal  y  en  nada  altera  la  naturaleza  de  la  personalidad. 
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SI  los  padrea,  mientras  ioUeroi  ó  viudas^  son  libres  de  reconocer 
ó  no,  la  rasón  no  antorisa  para  privarles  de  esa  misma  libertad,  ni 
ann  limitarla,  cuando  se  etuen.  Además,  de  conformidad  con  el  prin- 
cipio establecido,  de  ser  un  derecho  del  padr^  el  reconocimiento,  ha 
dispaesto  la  ley  que  ese  acto  pueda  producirse  hasta  por  testa- 
mento... Y  limitar  á  los  casados,  en  igual  respecto,  su  libertad,  sobre 
sar  inicuo,  implicarla  la  negación  del  principio  legal  en  que  la  ins- 
titución se  funda. 

La  ley  no  crea  el  derecho:  lo  reconoce,  declara  y  garantiza;  ha- 
biendo declarado  ser  derecho  de  los  padres  el  reconocimiento  de  ios 
hijos,  no  podía  condicionar  ni  limitar  el  ejercicio  de  ese  derecho. 
Ahora  bien:  si  ese  derecho  creado  por  la  ley  no  se  ajusta  i&  la  reali- 
dad, ésta  se  producirá  fuera  de  la  ley.  De  donde  resulta  el  desqui- 
ciamiento social,  que  consiste  en  la  disconformidad  entre  lo  legal  y^ 
lo  real. 

A  estas  rasones,  que  parecen  tener  aspecto  de  fundamentales, 
pueden  añadirse  otras  de  carácter  circunstancial,  no  menos  intere- 
santes. Entre  innumerables  casos,  pueden  ocurrir  los  siguientes: 
a)  Los  padres  de  un  hijo  extramatrimonial  á  quien  no  reconocieron 
en  el  acto  del  nacimiento,  han  contraído  matrimonio  en  época  en 
que  ignoraban  el  paradero  de  su  hijo.  Después,  parece  el  hijo.  ¿Qué 
se  hace  con  él,  si  la  ley  ha  dicho  que  para  legitimar  al  hijo  por 
subsiguiente  matrimonio,  es  condición  nne  qua  non,  haberle  reco- 
nocido en  el  acto  de  contraer  aquél,  ó  antee,  ó  treinta  días  después 
ó  en  los  dos  meses  siguientes?  b)  Las  conciencias  poco  reflexivas  y 
las  viciadas  se  rectifican  con  el  tiempo.  Por  eso  el  legislador  no 
debe  imposibilitar  la .  enmienda  de  los  padres,  que  si  primero  re- 
husaron el  reconocimiento  de  los  hijos^  desean  después,  pasado 
largo  tiempo,  realizar  ese  reconocimiento,  c)  El  tiempo  es  para  la 
Metafísica,  la  forma  de  los  cambios  de  estado;  mas  para  el  Derecho  es 
lA  forma  de  las  condiciones  en  que  la  persona  puede  realizar  el  suyo,,» 
Modificadas  las  condiciones,  por  acción  propia  ó  por  el  tiempo,  el 
reconocimiento  de  un  hijo  que  fué  imposible  por  circunstancias 
especiales,  puede  ser  deseado  después,  debiendo  el  legislador  faci- 
litar los  medios  para  que  sea  practicado  sin  dificultad  y  sin  violen- 
cia; pero  si  el  legislador  priva  al  padre  del  tiempo— que  en  la  vida 
jarídica  obra  frecuentemente  de  Providencia — ,  se  provocará  un 
grave  conflicto... 

8e  replicará  que  el  deber  es  imperativo  é  incondicional — abso- 
luto—, y  ha  de  cumplirse  porque  es  deber...  Eso  es  verdad;  pero  ni 
en  todas  las  personas  alcanza  la  conciencia  el  mismo  grado  de  in- 
timidad ni  la  misma  consistencia,  y  como  las  leyes  se  hacen  para* 
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faombres,  entre  los  en  ales  loe  hay  fuertes  y  débiles,  es  preciso  le- 
gislar en  vista  de  éstos,  porqne  los  fuertes  no  se  aconsejarán  de  la 
ley  para  obrar,  sino  del  deber.  * 

La  legitimación,  por  otra  parte,  aunque  afecta  los  caracteres  de 
institución  civil,  es  plenamente  natural.  Derecho  natural  del  hijo 
procreado  fuera  del  matrimonio  es  venir  al  hogar  conyugal  de  sus 
padres,  y  derecho  deber  de  éstos  es  traerle  á  él.  Por  consiguiente, 
la  ley  no  presta  ningún  favor  ni  á  uno  ni  á  otros  instituyendo  la 
legitimación:  solamente  sanciona  un  derecho,  y  en  tal  respecto  no 
puede  el  legislador  limitarlo;  pero  si  se  pretende  por  aquella  insti- 
tución, dar  ocasión  á  los  padres  para  rectificar  actos,  cuyas  graves 
consecuencias  no  pudieron  prever,  y  para  moralizar  su  conducta, 
en  beneficio  de  los  hijos  eztramatrimoniales,  para  que  vengan  á 
disfrutar  con  sus  hermanos  legítimos  y  en  iguales  condiciones  que 
ellos  de  la  vida  familiar,  tampoco  puede  en  razón  limitar  la  ley 
la  libertad  de  los  padres  para  legitimar  en  el  momento  que  lo  de- 
seen. Porque  revelaría  en  el  legislador  dudas  respecto  á  la  bondad 
de  la  institución  y  contradicción  en  su  voluntad,  pues  limitarla  á 
determinado  tiempo  equivaldría  á  concederla  y  á  negarla,  á  faci- 
litarla é  impedirla...  Por  consiguiente,  de  ningún  modo  debe  con- 
dicionarse, para  los  casados,  el  reconocimiento  de  sus  hijos  extra- 
matrimoniales. 

Hasta  aquí  la  primera  parte  del  trabajo  que  extractamos.  La  se- 
gunda, dedícala  el  articulista  á  refutar  el  contenido  de  un  trabajo» 
titulado  cHi jos  artificiales»,  en  el  cual  se  pide  la  reforma  del  ar- 
ticulo 121  del  Oódigo  civil,  <en  el  sentido  de  no  permitir  otro  reco- 
nocimiento, á  los  efectos  de  la  legitimación,  que  el  anterior  y  coe- 
táneo á  lá  celebración  del  mismo». 

*% 

Revista  Jurídica  de  CataiuiSa. 

(Nám.  1.*,  Enero    1904,    Barcelon».) 

Rafael  Gay  t  de  Montellá:  Segura»  mari^tmoi.— Puede  afir- 
marse, que  no  se  concibe  la  prosperidad  del  comercio,  ni  aun  su 
noción,  sin  la  salvaguardia  de  la  institución  del  seguro.  Encuén- 
trase la  razón  filosófica  del  seguro  en  la  necesidad  de  que  toda  ex- 
teriorisación  de  la  voluntad  del  hombre  lleve  aparejada  una  de- 
iensá,  algo  que  permita  caminar  sobre  terreno  firme,  una  contra 
«oción  al  obrar  de  cualquier  elemento  de  resistencia  que  se  oponga 
-á  la  acción  inicial  de  dicha  voluntad.  El  seguro  es  la  defensa  del 
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obrar  cuando  el  comerciante  se  lanza  en  t>asca  de  los  beneficios  que* 
debe  reportarle  sn  esfaerso  poniendo  á  disposición  del  comprador- 
Ios  prodnctos  qne  necesita. 

Siendo  el  campo  de  acción  del  comerciante  extensísimo,  éste  ha- 
lla f recnentemente  fnerzas  que  se  oponen  á  que  realice  sus  propósi- 
tos y  planes.  Por  Imprevisión,  que  parece  la  idea  primordial  en  el 
concepto  del  seguro,  se  precave  por  el  comerciante  la  pérdida,  sur- 
giendo de  esa  idea,  otra:  la  compensación.  Por  la  primera,  la  confianza 
del  comerciante  en  el  resultado  de  la  operación  se  aumenta,  pue» 
( n  caso  de  pérdida,  las  consecuencias  no  serán  tan  sensibles  si  el 
seguro  existe.  Por  la  segunda,  la  operación  mercantil  desgraciada 
no  quebranta  el  crédito  del  comerciante. 

£1  seguro  es  una  institución  necesaria  que  afecta  á  la  parte 
eFeacial  del  comercio:  institución  que  si  es  fácil  estudiar  teórica- 
mente, da  ocasión  á  multitud  de  conflictos  cuando  llega  el  momento^ 
de  determinar  sus  efectos,  especialmente  en  lo  que  atafie  á^  seguros^ 
marítimos,  por  el  atraso  de  los  Códigos  mercantiles  en  esta  materia. 

Sefialó  D.  José  Espinos,  en  un  artículo  titulado  cSeguros  ma- 
rítimos. Accidentes  de  guerra»,  como  causas  de  los  conflhstos  jurí- 
dicos indicados,  la  inmensa  variedad  de  los  accidentes  y  dafios  que 
pueden  producir  los  distintos  efectos  de  cada  uno  de  dichos  acei- 
denteer,  la  nueva  situación  de  hecho  creada  por  el  propio  accidente 
desde  que  sobreviene  hasta  que  se  cumplen  las  obligaciones  del  ase- 
gurador, la  prudente  y  justa  apreciación  de  los  dafios,  la  calificación^ 
muchas  veces  difícil,  de  esos  dafios....  A  esto  se  puede  afiadir  la 
codicia  del  asegurador  y  asegurado,  que  atienden  al  propio  prove- 
cho, exagerando  él  éste  y  restringiendo  aquél. 

Sobre  todas  esas  causas  productoras  de  conflictos  jurídicos  se  ha- 
lla la  deficiencia  de  nuestro  Código  de  Comercio  en  lo  que  respecta 
al  seguro  marítimo.  Los  artículos  del  Código,  por  su  poca  claridad  y 
falta  de  criterio  científico,  provocan,  cuando  su  aplicación  llega,  in- 
terpretaciones contradictorias  al  concepto  filosófico  del  seguro  marí- 
timo y  á  las  corrientes  legislativas  modernas. 

Un  caso  práctico  demostrará  la  verdad  de  la  anterior  afirmación. - 
La  Compañía  aseguradora  A.  suscribe  con  el  comerciante  B.  una 
póliza  de  seguro  por  valor  de  80.000  pesetas  sobre  un  cargamento 
de  maderas.  Ignorándose  en  el  momento  del  contrato  el  valor  del 
cargamento,  después  de  hacerse  constar  que  sobre  el  mismo  existe 
un  seguro  por  valor  de  90.000  pesetas,  se  dice  que  el  presente  seguro 
á  que  se  compromete  la  Compañía  A.,  recae  sobre  un  cargamento 
de  maderas,  sin  añadir  ninguna  otra  cláusula.  Teniendo  todo  eso- 
presente,  se  pregunta:  ¿cuál  es  la  verdadera  cosa  asegurada?  ¿Quisie^ 
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ron  lo0  contraUntes  auBcribir  nn  aegnro  marítimo  refiriéndose  Bola- 
mente á  una  parte  del  cargamento  de  maderas?  ¿Se  refirieron  á  loe 
beneficioB  probables  que  podían  obtenerse?  • 

Hay  que  empezar  por  examinar  si  dicho  contrato  constituye  nn 
segnro  de  beneficios.  Oientíficamente,  el  seguro  marítimo  es  una 
convención,  por  la  que  mediante  una  cantidad,  que  se  llama  prima, 
se  garantizan  las  pérdidas  ó  averías  que  pueden  experimentar  las 
mercancías  á  consecuencia  de  accidentes  marítimos.  El  seguro  ma- 
rítimo mira  exclusivamente  el  resarcimiento  de  daños  y  pérdidas^ 
pero  no  á  facilitar  la  obtención  de  ganancias,  principio  .sancionado 
por  los  articules  1791  y  1796  del  Código  civil  español  y  por  la  ma- 
yor parte  de  los  Códigos  marcantiles,  entre  ellos  los  de  Francia^ 
Bélgica,  Itolia  y  Brasil. 

£1  art.  743  del  Código  de  Comercio  español,  permite  claramente» 
sin  embargo,  el  seguro  marítimo  sobre  el  importe  de  los  fletes  y  el  be' 
nefício  probable;  pero  eso  se  permite  sólo  por  excepción.  Y  repugnan- 
doá  la  esencia  del  contrato  el  que  éste  pueda  recaer  sobre  beaeficios,. 
se  puede  concluir  afirmando  que,  en  el  caso  práctico  estudiado,  por 
no  existir,  directa  ni  indirectamente,  nada  que  se  refiera  á  benefi- 
cios, la  cosa  asegurada  es  simplemente  una  parte  del  cargamento 
de  maderas,  k  pesar  de  lo  indeterminado  del  concepto,  una  parte 
del  cargamento,  no  puede  verse  en  ese  contrato  el  pensamiento  de 
asegurar  nn  aumento  del  valor  de  las  mercancías,  puesto  que  el 
origen  de  la  indeterminación  del  vocablo  parte^  se  debe  á  ignorarse 
en  la  fecha  del  seguro  el  valor  total  del  cargamento;  y  de  admitirse 
la  idea  de  que  se  quiso  asegurar  un  aumento  de  valor,  «resultaría 
que  lo  asegurado  sería  en  realidad  una  idea,  un  concepto  mucho 
más  vago,  mucho  más  indeterminado  que  la  misma  referencia  que 

se  hacía  del  cargamento >  ¿No  es  de  presumir  que  el  comerciante, 

con  el  segundo  segnro,  pretendió  salvar  los  riesgos  que  pudiera  co- 
rrer el  aumento  de  valor  que  experimentó  el  cargamento  durante  la 
travesía,  después  de  realizado  el  primer  seguro? 

£1  articulista  contesta  á  esa  pregunta  afirmando:  que  el  seguro 
de  valor  equivale  al  seguro  de  beneficios,  inadmisible  científica- 
mente; segnro,  no  obstante,  admitido  por  el  Código  de  Comercio 
espafiol,  pero  cuando  constan  sus  condiciones;  que  el  seguro  de  va- 
lor no  era  necesario  hacerlo  con  una  segunda  compañía  asegurado- 
ra, puesto  que  el  aumento  de  valor  se  pudo  prever  al  suscribir  el 
primer  contrato  de  seguro;  y  que  lo  que  se  aseguraba  era  una  ga- 
nancia problemática,  sujeta  á  los  riesgos  de  la  navegación  y  al  va- 
lor de  la  mercancía  en  el  mercado  á  la  llegada  del  cargamento  á 
puerto. 
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¿Se  trata  en  el  caso  propuesto  de  nn  segaro  de  parte  del  carga- 
mento? Afirmativamente  contesta  á  esta  pregunta  el  articnlista. 
Para  proceder  asi,  tiene  presente  el  dato  cierto  de  qne  el  primer  se- 
guro se  hizo  sobre  el  cargamento  de  maderas,  por  valor  de  90.000 
pesetas.  De  donde  deduce  que  al  celebrarse  el  segundo  contrato,  sólo 
quiso  asegurarse  el  valor  real  del  cargamento  que  ya  no  estuviera 
asegurado  por  el  primer  contrato. 

José  García  Fernández. 


HISPANOAMERIOANAS 


El  Foro  del  Porvenir. 

.  (Núm.  7.®;  Agosto,  190»;  San  Salvador.) 

Sumario:  Oentro*América,  por  Lastarria.~-Organización  del  Mu- 
nicipio en  El  Salvador,  por  Castellanos. — Sobre  quiebras,  por  Cór- 
doba.—La  pena  de  muerte  ei^  Francia,  por  Newman. — Sobre  delin- 
cuencia, por  Saavedra.— De  las  Compañías  anónimas  (continua- 
ción).— Notas  sueltas. 

» 
m  * 

Revista  Judicial. 

PUBLICACIÓN  QUINCENAL  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

(Núm.  12;  Octubre,  1903;  San  Salvador.) 

Sumario:  Poder  judicial.  —  Acuerdos  de  la  Suprema  Corte.— 
Sentencias. 

Francisco  Ochoa.— Ifisidn  del  Ministerio  publieo.'—EBtAmpA  este 
jurisconsulto,  al  frente  de  su  trabajo,  estas  hermosas  palabras  de  Cer* 
yantes:  ^Procura  descubrir  la  verdad  por  entre  las  promesas  y  dá- 
divas del  rico,  como  por  entre  los  sollozos  é  importunidades  del  po- 
bre.» Necesarios  son— dice  después  el  articulista— la  represión  y  el 
castigo,  cuando  el  delito  perturba  la  buena  marcha  de  la  sociedad. 
El  derecho  de  castigo,  que  no  ha  sido  siquiera  puesto  en  duda»  debe 
asentarse  en  la  moral  y  en  la  justicia,  é  inspirarse  en  móviles  ele- 
vados. No  puede  ese  derecho  descansar  sobre  el  principio  utilitario, 
ni  puede  mover  á  la  sociedad,  cuando  impone  el  castigo,  el  senti- 
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miento  d«  represalia,  ni  ha  de  inspirarla  el  procedimiento  ciego  y 
flBTero  que  se  llamó  del  tálióni  la  sociedad,  ovando  ejerce  el  derecho 
de  castigo,  procede  en  nombre  de  nna  necesidad  inherente  á  en  or- 
ganismo: la  de  su  conservación  y  estabilidad...  La  imposición  de 
nna  pena  exige  y  snpone  necesariamente  nn  juicio.  £zpone  el  arti> 
«alista  la  diferencia  qne  existe  entre  el  juicio  criminal  y  el  civil. 
Afirma  que  el  Jues  no  puede  constituirse  en  parte,  y  como  la  im- 
parcialidad que  debe  observar  le  impide  realisar  ciertos  actos,  por- 
que pudieran  parecer  interesados,  la  sociedad  debe  tener  en  el  jui- 
cio criminal  nn  representante  que  vele  por  el  esclarecimiento  de  los 
hechos;  misión  que  no  puede  corresponder  al  acusador  privado,  por 
no  existir  en  todos  los  delitos  una  persona  directamente  perjudica- 
da, y  porque,  aun  habiéndola,  no  siempre  tiene  medios  para  cons- 
tituirse acusadora,  ó  está  dispuesta  á  acusar...  De  ahí  nació  la  ins- 
titución del  Ministerio  público,  institución  que  no  es  de  origen  an- 
tiguo. 

Hasta  el  siglo  ili  no  se  iniciaron  en  Roma  los  procedimientos  de 
oficio.  Mas  no  se  halla  ahí  el  origen  del  Ministerio  público...  Res- 
pecto á  Francia,  no  se  sabe  de  modo  cierto  de  cuándo  data  la  insti- 
tución mencionada...  Algunos  atribuyen  el  origen  de  ésta  á  Espa- 
ña, y  así  parece  lo  cree  el  articulista,  que  transcribe  un  párrafo  del 
notable  jurisconsulto  Ballesteros,  c Cuando  se  instituyeron  Tribu- 
nales permanentes — dice  este  jurisconsulto — apareció  diseñado  el 
Ministerio  público  con  atribuciones  claras  y  definidas.  Don  Juan  II 
mandó  crear  un  Fiscal,  y  los  Reyes  Católicos  lo  establecieron  en 
las  Cancillerías.  Los  posteriores  continuaron  nombrándolos  para  los 
nuevos  Tribunales  que  fundaban,  aunque  sin  darles  la  misma  orga- 
nisación  ni  las  mismas  atribuciones.  Felipe  V  trató  de  constituir  el 
Biinisterio  público,  y  al  efecto  vCreó  un  Jefe,  del  cual  dependieron 
los  Abogados  fiscales  necesarios  para  el  despacho  de  los  negocios.» 

Expone  el  articulista  la  legislación  de  Venesuela  en  cuanto  ata- 
ñe al  Ministerio  público.  Entre  los  preceptos  legales  que  cita  y 
transcribe,  se  halla  el  art.  108  del  Código  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, que  dice:  <£1  Ministerio  fiscal  está  en  el  deber  de  promover 
cuanto  sea  necesario  al  descubrimiento  de  la  verdad,  y  de  pedir, 
cuando  sea  procedente,  el  sobreseimiento  de  la  causa  ó  la  absolu- 
ción del  reo  en  sus  casos.»  El  articulista  entiende  que  ios  preceptos 
legales  por  él  citados  definen  con  precisión  la  naturaleza  de  las 
iunciones  encomendadas  al  Fiscal,  y  determinan  con  claridad  su 
misión.  Ésta  consiste  en  buscar  la  verdad  y  hacer  que  se  adminis- 
tre justicia.  £1  norte  del  Ministerio  público  deben  ser  la  rectitud  y 
la  probidad;  su  radio  de  acción,  el  sereno  campo  del  derecho;  sus 
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fines,  la  aplicación  de  la  ley  y  la  represión  de  los  delitos.  Para  el 
que  ha  quebrantado  los  fneros  sociales,  debe  el  Fiscal  pedir  la  im- 
posición de  la  pena  justa  sin  vacilaciones  ni  temores...;  mas  si  el 
encausado  aparece  inocente,  ó  si  el  delito  por  él  ejecutado  merece 
atenuación,  debe  el  Fiscal  pedir  el  sobreseimiento  ó  la.  absolución 
en  el  primer  caso;  y  en  el  segundo,  hacer  yaler  las  causas  de  ate- 
nuación... 

No  debe  el  Fiscal  emplear  dureza  y  acritud  contra  los  reos,  ni 
hacer  uso  de  medios  humillantes,  ni  pedir  la  práctica  de  diligen- 
cias que  tiendan  á  infamarlos.  No  están  reñidas  con  las  funcione» 
del  Ministerio  público  la  compasión  que  inspira  la  desgracia  ni  la 
mesura  y  coriección  en  los  actos...  El  estilo  del  Fiscal  debe  ser  aus- 
tero jr  comedido,  verídico  y  persuasivo... 

Porque  son  graves  y  altísimas  las  funciones  del  Ministerio  fis- 
cal, la  persona  á  quien  se  confían  debe  reunir  dotes  y  condiciones 
•^ue  garanticen  su  fiel  desempeño:  ciencia,  imparcialidad,  honradez, 
rectitud,  energía,  experiencia... 

— Relación  de  los  trabajos  diarlos  de  la  Corte  Suprema  durante 
el  año  1908.— Gacetillas.  . 

*  * 

Revista  Jurfdlco-Notariai. 

(Núm.  88.  1.®  Noviembre,  1903.  Santiago  de  Cuba.) 

Sumario:  Nuestra  Audiencia. 

E.  Gómez  Planos:  La  Escuela  de  criminología.—D\ce  el  ilus- 
trado articulista  Sr.  Gómez  Planos,  que  en  Ouba,  ni  el  Código  penal 
ni  las  cárceles  responden  al  fin  de  las  instituciones  modernas  de  re- 
presión y  corrección  de  la  delincuencia,  reinando  tal  abandono  en 
esta  materia,  que  sólo  ahora  se  estudia  en  la  Universidad  de  la  Ha- 
bana, Antropología,  y  se  explica  Criminología  á  los  alumnos  de  De- 
recho, pero  no  al  personal  carcelario,  que  debe  saber  todo  eso, 
puesto  que  ignorándolo,  por  muy  sabia  que  sea  la  ley,  nada  útil  se 
obtiene,  si  los  encargados  de  modificar  al  hombre  delincuente  care- 
cen de  la  instrucción  necesaria.  Estima  el  articulista  que  se  impone 
la  necesidad  de  crear  una  Escuela  de  Criminología,  ensefianza  que 
puede  darse  en  la  Universidad,  ó  mediante  la  creación  de  unos  Tri- 
bunales que  salgan  del  seno  de  las  Audiencias,  que  examine,  con 
sujeción  á  programa,  previamente  redactado',  á  los  que  aspiren  á 
ser  miembros  del  Cuerpo  de  Prisiones. 

—  Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo.  —  Poder  ejecutivo.-^ 
Aranceles.—Nuestra  Revista  en  Italia.— Ricardo  Lances:  notas  y 
grabado. 

•  * 
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Reviste  Jidieial. 

(Núm«  U.  San  Salvador,  1906.)] 

Sumario:  Poder  legislatiyo.  —  Pode?  ejecutivo. —Poder  judi- 
cial.— AcnerdoB  de  la  Suprema  Corte. — Sentencias.— Belación  de  los 
trabajos  diarios  de  la  Corte  plena  en  1903. 

Francisco  Ochoa:  La  mi9ión  del  Jwt. 

(Núm.  15.) 

Sumario:  Poder  ejecutivo.— -Poder  judicial.— Sentencias. — 
Oficio  del  Ministerio  de  Relaciones  exteriores  de  Honduras  para  la 
ratificación  de  la  Convención  de  19  de  Enero  de  1896. 

Roque  SAbnz  Peña:  Discurso  pronunciado  en  el  Congreso  inter- 
nacional de  Montevideo f  sobre  extradición  de  los  reos,— Tres  son  los  ca- 
sos qne  pneden  presentarse  respecto  á  un  individuo  qne  delinque 
fuera  del  territorio  de  su  nación:  cuando  el  delincuente  continúa 
residiendo  en  el  territorio  extranjero  donde  realizó  el  acto;  cuando 
después  de  delinquir  ha  buscado  asilo  en  un  tercer  Estado;  y  cuando 
el  culpable,  después  de  delinquir,  se  ha  refugiado  en  el  territorio  de 
su  país. 

La  solución  de  los  dos  primeros  casos  no  ofrece  dificultad;  pero 
en  el  caso  tercero,  ¿deben  los  Tribunales  del  país  dónde  el  crimen 
fué  ejecutado,  deponer  su  jurisdicción  en  favor  de  los  Tribuniales  de 
la  nación  del  delincuente? 

.  El  privilegio  de  la  nacionalidad,  sustrayendo  al  culpable  del 
locus  delicti^  perturba  el  orden  de  las  jurisdicciones  y  ataca  el  prin- 
cipio de  la  ley  territorial,  con  menoscabo  de  la  soberanía.  Además,, 
ese  privilegio  no  existe  propiamente  en  el  interés  del  nacional, 
sino  en  ventaja  del  culpable,  que  no  debe  tener  nacionalidad  ante 
la  ley  penal. 

Se  explica  el  personalismo  de  las  leyes,  cuando  él  se  funda  en 
legítimo  interés;  y  se  explica  el  estatuto  personal  que  rige  la  capa- 
cidad civil  de  las  personas,  donde  quiera  que  se  hallen,  para  prote- 
gerlas. Mas  la  protección  de  malhechores,  no  es  fácilmente  expli- 
cable, porque  no  se  funda  en  noción  alguna  moral  ni  jurídica. 

La  extradición  no  implica  juicio  ni  castigo.  Tiene  por  objeto  so- 
meter al  delincuente  á  la  jurisdicción  del  delito,  impidiendo  que  la 
fuga  altere  la  condición  legal  del  reo  ni  sirva  á  crear  una  complici-  ' 
dad  con  el  país  de  origen.  Este  principio  fluye,  lógica  y  natural- 
mente, del  Derecho  internacional  moderno...  Se  dice  que  el  país  áe^ 
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origen  no  pretende  la  impunidad  del  regnícola,  bíqo  que  reclama  el 
derecho  de  imponerle  la  pena.  ¿Pero  cuál  será  la  ley  que  determine 
la  pena?  Si  se  aplican  lae  leyes  del  país  de  origen,  se  aplica  ana 
ley  qne  no  ha  sido  violada;  y  si  se  aplican  las  leyes  del  territorio 
donde  se  cometió  el  delito,  se  comete  nna  inconsecnencia,  porque 
la  ley  penal  es  territorial  por  su  esencia  y  carácter,  y  no  pnede  ser 
aplicada  por  Jaeces  extranjeros. 

Se  dice  qae  la  entrega  de  nn  nacional  es  nn  acto  vioientoy  ^^^ 
pnlsivo,  pero  no  se  jastifica  la  eaosa  determinante  de  esos  senti- 
mientos. Estos  demuestran  que  la  ciencia  del  Derecho  internacio- 
nal priyado  no  ha  completado  todavía  la  evolución  de  sus  progre- 
sos y  que  el  viejo  sentimiento  de  hostilidad  que  la  Historia  descubre 
en  el  corazón  de  los  pueblos  antiguos,  ha  sido  su^titnído  por  des- 
confianzas y  reservas.  Si  hay  un  Estado  cuya  justicia  no  merezca 
confianza,  se  debe  empezar  por  negarle  la  celebración  de  todo  pacto 
y  no  entregarle  los  nacionales  refugiados  ni  permitirle  el  juicio  de 
los  mismos  cuando  se  hayan  mantenido  en  el  territorio  del  delito; 
pero  la  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  del  crimen  no 
debe  ser  depuesta,  ante  la  nacionalidad  del  delincuente,  cuando  ea 
so  propio  país  el  que  le  da  asilo. 

«  « 
Boletín  del  Instituto  Científico  Literario.  cPorflrio  Draz>. 

(Kám.  11.  Bnero,  1904»  Toluoa.) 

Sumario:  Sección  de  Jurisprudencia:  La  misión  del  defensor  de 
los  acusados,  por  el  Sr.  D.  Francisco  Ochoa.  --Sección  de  Pedagogía: 
La  base  del  éxito  y  de  la  dicha,  por  Antonio  Albarrán.— Sección  de 
Programas:  Programa  del  curso  de  Botánica.— .Trabajos  escolares: 
Tutela,  por  Protasio  Gómez. — Sección  de  variedades. — Sección  de 
noticias. 

José  GaucÍ a  Fernández. 
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Defensa  obligada  contra  aouaaciones  gratolias,  por  el  P.  Nosaleda, 
Arsobiopo  dimisionario  de  Manila  y  electo  de  Valencia.— Folleto- 
de  93  págs.— Madrid,  1904. 

Hemos  leído  con  snma  detención  la  defensa  qne  de^  sn  gestión 
eomo  Arzobispo  de  Manila  en  las  criticas  circnnstancias  de  la  pér- 
dida de  nuestra  soberanía  en  el  Archipiélago  Filipino,  ha  publicado 
el  P.  Noaaleda. 

El  Arsobispo  dimisionario  de  Manila,  ante  la  crudeza  del  ata» 
que,  lia  estimado  estricto  cumplimiento  de  un  deber  inexcusable  , 
defender,  no  ya  sólo  su  persona,  siempre  respetable  por  el  alto  mi- 
nisterio que  le  estaba  encomendado,  sino^el  prestigio  del  nombre 
espafioly  y  ante  todo  la  honra  y  enaltecimiento  de  la  Iglesia,  y  sobre 
todo,  qne  al  ungir  su  cabeza  con  la  consagración  episcopal,  le  exigió 
la  fidelidad  inquebrantable  de  acudir  al  puesto  de  combate  para 
destruir,  confundiéndolos,  á  los  detractores  de  aquella  perdurable 
Institución. 

La  De/ensa^  escrita  por  el  Arzobispo  dimisionario,  concreta  . 
todos  los  cargos  de  las  acusaciones  en  forma  muy  sintética  y  les  da 
contestación  robusteciendo  los  argumentos  con  una  amplia  docu- 
mentación por  todo  extremo  interesante.  El  lenguaje  es  'sencillo  y 
desapasionado,  anhelando,  según  cuida  de  consignar  el  autor  del  fo- 
lleto, que  sus  palabras  sean  dulce  imián  que  atraiga  á  sus  impugna- 
dores, y  hasta  regalada  miel  dé  caridad  para  los  mismos  que  con 
mayor  safia  le  han  difamado. 

Tratado  ds  las  cuestiones  prejudiciales  y  previas  sn  el  proeedlnlsnto 
penal,  por  D.  Enrique  Aguilera  de  Paz,  Juez  de  primera  ins- 
tancia, con  un  prólogo  de  D.  José  María  Manresa.— Libro  de 
XX 111-478  págs.-— Madrid,  1904.  Hijos  de  Reus,  editores;  precio, 
8  pesetas  en  Madrid,  8,60  en  proy indas. 

El  libro  de  Aguilera  de  Paz,  qne  constituye  un  especialísimo  y 
detenido  estudio  acerca  da  las  cuestiones  llamadas  prejudiciales  en 

(*)  De  todas  las  obras  joridioas  qne  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos nn  joioio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bbvista.  De  las  qne  versen  sobr» 
otras  materias,  pondremos  nn  annncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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el  procedimiento  penal,  es  de  una  actualidad  é  importancia  indis- 
entibies. 

En  la  tradición  de  nuestro  Enjaiciamlento  criminal  no  habrán» 
Bdguramenie,  de  encontrarse  preceptos  de  derecho  positivo,  regula- 
dores de  la  snstanciación  y  trámite  de  aquellas  cuestione^,  que  pre- 
juzgando á  yeees  la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  del  acusado,  de- 
ben ser  resueltas  como  necesario  antecedente  de  la  terminación  de- 
tuitiva  del  juicio  criminal.  £1  arbitrio  dsl  Juez,  no  siempre  conte- 
nido en  los  límites  del  derecho  estricto,  y  la  carencia  de  principios 
fundamentales  sobre  los  cuales  debiera  descansar  la  delimitación 
<le  la  privativa  competencia  de  las  jurisdicciones  civil  y  criminal, 
<;onstituían,  regulado  poruña  especie  de  jurisprudencia  consuetudi- 
naria, todo  el  mecanismo  rituario  en  cuanto  al  trascendental  asunto 
de  las  cuestiones  previamente  determinantes  de  la  culpabilidad  ó 
de  la  inocencia  del  presunto  reo,  siendo  por  todo  extremo  lamenta- 
ble la  confusión  de  las  atribuciones  en  orden  á  las  jurisdicciones 
civil  y  penal  para  solucionar  tales  incidentes. 

A  ello  quiso  poner  término  el  Código  procesal  de  1882;  pero  fue- 
ron tan  limitados  sus  preceptos  y  tan  escasa  la  labor  ref  ormadora, 
^ue  la  oscuridad  en  la  materia  ha  continuado,  y  como  por  la  natura- 
leza de  tales  cuestiones  el  Tribunal  Supremo  no  puede  con  su  sabia 
doctrina  suplir  las  deficiencias  de  la  ley,  es  meritisimo  el  esfuerzo 
de  aquellos  laboriosos  jurisconsultos  que,  como  Martínez  del  Campo 
y  Covlán,  han  seguido  las  huellas  de  Mancini,  Mortara  y  Hélie, 
ilustrando  con  sus  estudios  sobre  la  materia,  la  opinión  jurídica  en 
nuestra  Patria. 

La  obra  de  Aguilera  de  Paz  es  una  continuación  de  labor  tan 
fructuosa  para  la  recta  administración  de  justicia,  y  es  la  más  dog- 
mática y  completa  de  todas  las  hasta  ahora  publicadas  en  Espafia. 

La  sistematización  y  ordenamiento  del  estudio  de  las  cuestiones 
prejudiciales  y  su  diferenciación  de  las  llamadas  previas,  con  refe- 
rencias y  comparaciones  á  las  legislaciones  extranjeras;  la  exposi- 
ción sintética  de  los  principios  incontrovertibles  sobre  jurisdicción 
y  prpcedimiento,  al  ser  aquéllas  tramitadas,  y  la  abundante  doc 
trina,  que  permite  al  lector  sin  gran  esfuerzo  imponerse  del  asunto, 
merced  á  la  claridad  y  precisión  del  lenguaje,  avaloran  el  mérito 
del  libro  de  Enrique  Aguilera  de  Paz,  que  por  ello  habrá  de  ser  se- 
guramente consultado  por  quienes,  en  razón  al  oficio,  necesitan  po- 
seer tan  valiosas  enseñanzas  jurídicas  en  esa  especialidad  procesal. 

P.  GONZÁLBZ  DEL  AlBA, 
Magistrado  de  la  Aadiencia  de  Madrid. 
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Lu  ciudades  del  siglo  xx  y  los  monopolios  de  servicios  pfiblloos.  El  so- 
cial isno  municipal.— Primera  conferencia  de  Franeiseo  Carrera 
y  Justix^  Profesor  de  ia  Cátedra  de  Gobierno  municipal,  creada 
por  la  Asociación  de  bnen  gobierno  municipal  de  la  Habana, 
1904. — Imprenta  de  la  cBáoderna  Poe8Ía>,  Habana. 

Oon  disposición  lógica,  el  Catedrático  autor  publica  su  primera 
•conferencia,  precediéndola  de  un  estudio  sobre  las  Asociaciones  de 
buen  gobierno  municipal,  que»  según  descubre  el  lema,  son  orga- 
nismos creados  para  procurar  el  constante  mejoramiento,  en  sus 
múltiples  aspectos,  del  gobierno  de  las  localidades;  problema  que 
afecta  en  primer  término  á  la  educación  pública,  y  exige,  por  ende, 
la  difusión  de  los  conocimientos  necesarios  para  que  cada  ciuda- 
dano se  penetre  de  la  parte  de  soberanía  nacional  que  representa  y 
de  la  responsabilidad  que  le  alcanaa  como  miembro  de  una  Socie- 
dad democráticamente  organizada,  que  debe  hallarse  apta,  en  su 
yida  de  relación  con  el  Estado,  para  actuar  con  funciones  de  motor 
enérgico,  eficaz,  sobre  el  Gobierno,  que  es  su  mera  delegación  acci- 
dental. 

Forman  también  en  este  preliminar  breves  referencias  á  la  or- 
ganización y  fines  de  los  Municipies  cubanos  y  á  la  necesidad  de  la 
instauración  de  tales  asociaciones  en  aquella  isla. 

El  desarrollo  del  tema  propio  de  la  conferencia  está  cimentado 
con  interesantes  trazos  históricos  de  la  ciudad  y  del  rápido  creci- 
miento urbano,  cuya  última  evolución  lleva  consigo  una  gran  am- 
plitud de  los  fines  sociales  del  Gobierno  municipal. 

En  esta  cada  vez  más  creciente  extensión  y  complejidad  de  asun- 
tos de  política  local,  aparece  con  mucho  relieve  la  tendencia,  en 
buen  número  de  municipalidades  europeas  y  norteamericanas,  á 
iniciar  y  desenvolver  por  su  cuenta  y  administración  las  grandes 
«mpresas  de  servicios  públicos,  y  para  explicarse  el  fenómeno,  el 
autor  se  suma  á  la  escuela  italiana,  que  lo  considera  como  un  des- 
envolvimiento del  principio  de  cooperación,  característico  de  la 
edad  moderna,  contra  las  opiniones  de  Wilcox,  Albert,  Sbaw  y  otros, 
que  lo  creen  suscitado  por  un  avance  de  la  doctrina  y  de  la  acción 
socialista. 

La  razón  de  ser  de  la  tendencia  señalada,  hállase  como  elemen- 
tal y  obvio  en  filosofía  política  y  en  economía  pública;  para  satisfa- 
cer las  necesidades  comunes,  trascendentes  de  la  vida  familiar, 
vive  la  corporación  de  vecinos  que  la  ciudad  reúne,  y  á  la  admi- 
nistración de  sus  negocios  peculiarísimos  por  el  Municipio  le  son 
aplicables  las  leyes  económicas  de  los  negocios  corrientes,  según 
las  cuales,  no  tiene  defensa  posible  el  consentir  que  se  enriquezcan 
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los  concesionarios  de  servicios  públicos  (agnas,  alnmbrAdo,  tran- 
vías, teléfonos),  obteniendo  del  yeoindario  lucros  que  éstei  pnede 
hacer  suyos. 

Numerosos  ejemplos,  en  relación  amena,  de  la  práctica  de  ese 
Uattiado  socialismo  municipal  en  Europa  7  América,  y  el  atisbo  de 
lo  que  pudiera  ser  en  Ouba,  complementan  el  trabajo,  que  invita  al 
encomio  por  la  sugestiva  materia  de  su  objeto,  por  el  acierto  de  la 
exposición  y  el  saber  que  trasluce,  y  que  singularmente  para  lo» 
compatriotas  del  autor  es  voz  que  orienta  y  deuda  considerable. 

David  Ortiz  Arce. 


Guía  para  vel  estudio  y  enseñanza  do  la  criminología,  por  A.  Ni^- 
ee/oro;  traducida  y  ampliada  por  C  Bernaldo  de  Quitos, 

Con  este  libro  inaugura  lá  casa  editorial  €  Viuda  de  Bodrígues 
Serra>,  una  Biblioteca  de  cieneias  penales,  dirigida  por  O.  Bernaldo 
de  Qnirós. 

£1  autor  elegido  es  de  fama  europea.  Días  hace,  la  Sociedad  de 
Antropología  de  París  le  adjudicaba  por  uno  de  sus  trabajos  el  pre- 
mio Godard,  que  concede  cada  dos  afios  al  mejor  trabajo  de  Antro- 
pología aparecido  en  el  afio  entero. 

La  obra  es  interesante  y  sugestiva  en  su  sencillez  y  brevedad.. 
Con  su  lectura,  el  lector  se  inicia  en  los  últimos  dictados  de  una 
ciencia  joven  y  fecunda. 

La  traducción  es  lo  que  debe  ser:  fiel.  El  traductor  ha  escrito  un 
apéndice  final,  en  que  aparece  resumida  la  labor  espafiola  en  el  do- 
minio de  la  Oriminología,  y  se  da  cuenta  de  la  investigaclóa  extran- 
jera aportada  al  V  y  último  Congreso  de  Antropología  criminal  que> 
se  reunió  en  Amsterdam  á  fines  de  1901. 


ALGUNAS  NOTAS 

SOBRE  LA  IDEA  KANTIANA  DEL  DERECHO  NATURAL 


Para  D.  L.  DIez  Oanseoo. 

No  puede  dudarse  de  que  Kant  conciba  la  exietencia  de  un 
derecho  natural  distinto  del  (^itivo,  cuyas  mutuas  relaciones 
sean  las  de  lo  racional  y  lo  empírico.  El  problema  planteado 
boy»  para  cuya  solución  se  han  propuesto  ideas  contradicto- 
rias» es  el  que  pregunta  por  el  carácter  de  su  propio  contenido. 

Los  términos  del  problema  son  los  siguientes:  el  derecho 
natural  kantiano  ¿es  material  6  formal?  ¿Es  un  código  racional 
que  determina  apriori  la  forma  y  estructura  de  las  institucio- 
nes p^itivas,  ó  un  mero  ideal  abstracto,  realizable  igualmen- 
te por  instituciones  positivas  de  diversas  formas? 

El  derecho  natural  pensado  en  la  primera  hipótesis  es  el 
característico  del  siglo  xviii;  el  que  corresponde  á  la  segunda 
ha  sido  expuesta  recientemente  por  el  neokantiano  Stammler. 
fll  de  la  primera  es  un  desarrollo,  en  los  términos  dé  la  filoso- 
fia  a.bstracta,  del  derecho  natural  elaborado  durante  la  Edad 
Media,  que  procedía  de  las  ideas  aristotélicas  y  romanas  sobre 
un  derecho  de  la  naturaleza  («puvtxov  y  xoivov  Sixotiov,  de  Aris- 
tóteles; ^m^  naíurale  et  gentium.  de  los  jurisconsultos  romanos); 
y  el  de  la  segunda  aparece  como  reacción  contra  el  positivis- 
nao,  que  niega  todo  derecho  natural,  y  representa,  al  decir  de 
Petrone,  con  las  direcciones  neocatólica,  krausiana  y  lo  que 
queda  del  idealismo  francés  de  Cousin  y  del  alemán  derivado 

tOMO  104  94  '* 
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de  Fichte,  la  tradición  filosófica  de  la  ciencia  del  derecho 
frente  á  la  posición  antifiloBófica  del  positivismo  jurídico. 

Contra  la  interpretación,  generalmente  segnidá9(yerbigra  ' 
cia,  por  Stahl)»  del  derecho  natural  kantiano,  que  lo  coloca 
dentro  de  las  doctrinas  dualistas. del  siglo  xvnr,  se  han  mani- 
festado desde  antiguo  otras  opiniones,  según  las  cuales  se  po 
dria  pensar  á  Kant  como  el  iniciador  de  las  actuales  oorrien 
tes  del  unitarismo. 

Raumer  (1),  dice  que,  según  Kant,  no  cabe  un  sistema  de 
derecho  positivo,  de  instituciones  particulares,  por  la  arbitra- 
riedad y  contingencia  inherentes  á  la  empírico  en  su  sistema. 

Manuel  Fichte,  el  hijo  del  gran  Fichte,  declara  en  el  prólogo 
á  las  obras  completas  de  su  padre,  cómo,  á  su  juicio,  fué  éste 
el  primero  que  construyó  científicamente  el  código  racional  dd 
las  instituciones,  que  á  Kant  no  era  posible,  limitándose  ente 
á  señalar  la  base  (2). 

Aguilera  sostiene  que  Kant  representa,  frente  á  la  filosofía 
del  derecho  de  Woif  y  su  escuela,  la  nueva  concepción  del  de- 
recho, .y,  á  su  juicio,  Stahl  se  equivoca  al  ¡qomprenderle  en  la 
dirección  anterior  (8). 

Y  Landsberg,  por  último,  dice  que  la'filbsofía  del  derecho 
de  Kant  es  una  cabeza  de  Jano,  pues  mientras  corresponde  por 
uñ  lado  á  las  tendencias  del  siglo  xviii,  por  otro  descubre  los 
horizontes  de  la  filosofía  moderna  (4).      .  * 

Y  dice  esto  último  principalmente  en  relación  al  derecho, 
porque,  á  eu  juicio,  el  derecho  natural  kantiano  es  ya  formal  y 
no  material^  como  en  el  siglo  zviii.  El  prineipio  del  derecho' 
en  Kant,  según  Landsberg,  como  el  de  la  moral,  es  abstracto, 


(t>  üeber  ge9ch,  Entwik.  der  Begriffe  von  Beeht^  Staat  wid  PúH- 
tik;  Í826,  .  . 

(2)  SamnUliche  Werke;  t.  8:^  Berlín,  1845.  p.  22  y  siira. 

(3)  L'idée  du  dratt  en  Allemagne  depuis  Kant  ju9qu*á  noi  faurs; 
P«rl8,  1898,  c.  3.<>  ■ 

(4)  En  ftu  continuación  á  Stintzing,  Oewh,  der  deutnrhen  RecM»- 
winsenschnft,  sec.  8>,  p.  608;  y  en  na  conferencia  sobrélTanl  y  Hm§ú 
(ZeUaehHft,  de  Grüahnt,  voi.  28,  1901),  p.  670. 
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-sin  contenido.  cKant^^ice-— toma  todo  teorema  de  la  expe- 
TÍencia,  y  a  priori  sólo  da  como  posible  un  criterio  formal 
para  los  preceptos  positivos,  de  caja  verdad  ofrece  testimonios 
en  el  pormenor  de  las  instituciones,  pero'  á  makíe^a^^/^^Di-* 
píos,  puesto  que  de  ello  la  razón  sólo  aproximativamente  pue 
de  juzgar.» 

Antes  de  todo,  se  ha  de  notar  que  constituyen  el  derecho 
natural  kantiano  los  principios  del  derecho  inmanentes  en  Ja 
razón  humana,  los  que  están  en  ella  contenidos  antes  de  la 
experiencia^  los  principies  a  priori  del  derecho;  y  quesi^^la'" 
filosofía  moral — lo  niismó  que  en  hkde  la  naturaleza^pri^ci* 
pioe  a  priori  y  principios  metafisicos  son  para  él.  expresiones 
•equivalentes,  auaque  no  lo  sean  en  el  pro)>lema  ddl  conoci- 
miento, que  es  el  de  la  CrUiea  de  la  razón  pura^  es  indiferente 
decir  derecho  natural  ó  principios  metafisicos  del  derecho  (1). 

Pero  en  su  lenguaje,  decir  principios  metafisicos  es  lo  mis- 
mo que  decir  principios  sintéticos  a  priori;  luego  los  principios 
de  derecho  natural  son  principios  sintéticos;  Ahora  bien:  asi 
^x>mo  principios  analíticos  y  principios  de  contenido  formal  es 
todo  uno  en  su  filosofía,  puesto  que  la  razón,  materia  de  los  jui 
cios  analíticos,  es  la  forma  del  conocimiento  y  no  cosa  ninguBAí 
sustancial,  apí  es  todo  uno  principio  sintético  y  principio  de 
contenido  material;  luego  no  puede  caber  duda  de-  que  el 
derecho  natural  kantiano  .contiene  una  propia  materia  y  sus- 
tancia, puesto  que  el  dudarlo  equivaldría  á  desconocer  la  iden 
tidad  en  el  pensamiento  kantiano  de  las  expresiones,  canali- 
tico»  y  «formal»v  «BÍatétj<;o»  yde  «contenido». 

Has  no  es  esto  lo  importante  en  la  cuestión  que  nos  ocupa, 
sino,  sobre  todo,  el  discutir  la  posibilidai^  no  la  existencia  de 
estos  postulados  a  priori  en  el  sistema  kantiano.  Aquellos  para 

(1)  Á  nnya  rasóa  correspondo  el  título  de  su  obra  de  filoeofía  del 
<lerecho  PrinciptoB  metnfi»ico8  dé  la  daetrina  del  derecho,  ea  simetría 
f  complemento  A  U*n,  FrineipUm  w^nfieieoe  de  la  naturalfxa,  publica^ 
dos  ant^a,  y  k^ioi!BLPf*n^Sfí^  mHpfini^ioe  de  la  wMraly  pabUoadiHr  des-» 
pues  bajo  la  misma  Introdueeión  i  la  metafinca  de  las  costumbres^  qoe 
apareció  por  primera  ves  en  su  obra  sobre  el  déreého. 
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quienes  la  razón  no  puede  contener  a  priori  m¿s  que  la  pura 
forma,  y  no  obstante  pretenden  representar  el  sentido  verda- 
dero de  la  doctrina  de  Kant,  tienen  que  sostener»  contra  las  de- 
claraciones  dé  éste^  que  los  términos  en  que  su  filosofía  plan- 
teó él  problema  del  conociiíiiento  hacen  imposible  los  pos 
tulados  a  priori  de  contenido  sustancial;  quieren  ser  más  ver- 
daderos  kantianos  que  Kant  mismo;  apelan  de  Kant  ante  el 
propio  Kant  mejor  informado^  oponiendo  á  la  Critica  de  la  ra- 
zón práctica  el  que  estiman  genuino  carácter  de  la  Critica  de  la 
razón  pura,  ó  por  mejor  decir,  de  su  primera  edición,  puesto 
que  la  segunda  ya  no  satisface  á  Schopenhauer.  Los  juristas 
que  hablan  de  un  derecho  natural  kantiano  meramente  íor- 
mal  hacen,  más  ó  menos  reflexivamente,  lo  que,  á  juicio  de 
Hugo,  áejye  hacer  todo  filósofo  del  derecho,  y  él  mi/amo  hizo 
con  la  doctrina  de  ICant:  prescindir  de  su  parte  práctica  y  ate- 
nerse de  modo  e^clufeivo  á  la  teórica. 

Así,  los  que  adoptan  este  modo  de  ver,  más  bien  constru- 
yen una  teoría  del  derecho  dentro  de  los  límites  de  la  razón 
pura,  que  se  sujetan  á  la  doctrina  del  derecho  de  Kant,  su- 
poniendo que  el  pensamiento  de  éste  es  contradictorio;  con- 
tradicción que  no  sería  de  aquellas  inherentes  á  toda  obra  hu- 
mana que  refleje  un  pensan^iento  vivo,  sino  que  procedería  de 
la  raíz  mÍRmii  del  pensamiento, pi;iesto  que  en  el  fondo  del  es 
piritu  de  Kant  está  siempre  supuesta  é  implícita  la  profunda 
uniáad,  dentro  de  su  profunda  dibtinción,  de  la  razón  pura  y 
la  pura  práctica- 

La  contradicción  consistiría,  declarando  sus  térmidos  en 
lenguaje  de  Kant,  en  afirmar  y  negar  á  la  vez  la  posibilidad 
df^lps  juicios  sintéticos  (^j>nort,. se  podría  decir. 
,  ^  J]n  el  sistema  de  Kánt  no  son  posibles  los  juicios  sintéti" 
cosai^rim  (1);  en  efecto,  juicio  analítico  y  sintético  signifí- 
can,  respectivamente,  en  él,  juicio  declarativo  y  juicio  extensivo 
délcpntepido  de  una  noción.  De  donde  a  priori  no  pueden 

(i)    ¿7riHca  e2eia  £a2rdn^f a,  Introducción. 
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tórmularse  más  que  juicioe  analiticos,  porque,  a  priori,  la  aó- 
tividad  racional  no  puede  éinó  declarar  lo  previamente  oonté* 
nido  en  una  noción,  y  no  extenderla  más  allá  de  esto,  y,  por 
consiguiente,  es  absurdo  babiar  de  un  juicio  extensivo,  es  de- 
cir, sintético  a  prioH. 

Esto,  por  lo  que  hace  á  su  naturaleza,  expresada  en  la  defí* 
nición;  atendiendo  á  s^u  principio,  determinado  por  ella,  6e 
concluye  de  igual  modo.  En  efecto;  no  existen  para  Kant  más 
que  dos  principios  posibles,  por  los  cuales  se  pueda  formular 
ún  juicio:  el  de  contradicción  y  la  experiencia. 

'  El  principio  de  contradicción  es  el  de  los  juicios  analíticos: 
porque  como  en  ellos  la  noción  del  predicado  está  contenida 
eñ  la  del  sujeto,  ^e  puede  afirmar  que  ésta  se  destruiría  si  no 
le  conviniera  aquélla.  Pero  el  de  contradicción  es  al  mismo 
tiempo  el  único  principio  posible  de  los  juicios  a  prtort,  por- 
que la  razón  los  formula  antes  de  toda  experiencia,  según  su 
propia  actividad,  que  se  determina  por  virtud  de  la  necesidad 
de  no  contradicción.  Luego  los  juicios  sintéticos,  que  por  no 
afirmar,  como  los  analíticos,  una  relación  necesaria,  apodicti- 
ca,  síbo  arbitraria  y  accidental  (puesto  que  la  noción  de  su 
sujeto  se  podría  pensar,  aunque  tal  predicado  no  la  convinie- 
ra), no  se  determinan  según  la  ley  de  no  contradicción,  inma* 
cente  en  el  hacer  racional:  no  pueden  ser  formulados  a  priori^ 
y  su  único  principio  es  la  experiencia.  ' 

Por  ejemplo:  el  juicio  en  que  afirmo  que  todo  cuerpo  es 
extenso,  lo  formulo  a  priori^  porque  puedo  decir:  mi  noción  de 
cuerpo  se  destruye  si  prescindo  de  la  noción  de  lo  extenso.  Por 
el  contrario,  para  afirmar  que  todo  cuerpo  es  pesado,  necesito 
\  de  la  experiencia,  porque  puedo  pensar  cuerpos,  prescindiendo 

de  la  noción  de  la  pesantez.  El  primer  juicio  es  analítico,  en 
cuanto  es  meramente  declarativo  del  contenido  del  sujeto;  el 
segundo  es  sintético,  porque  extiende  esta  noción  á  determi- 
naciones no  pensadas  en  ella. 

Se  podría  concluir  así:  los  jn^^kíod  sintéticos  a  priori  care- 
cen de  principio,  puesto  que,  p^^   ^t  sintélicos,  no  pueden  for- 


\ 
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malaree  en  virtud  del  de  contradicciÓD,  y»  por  eer  a  prior ¿^  no 
proceden  de  la  experiencia;  laego  no  Bon  posibles,  á  no  ser  qae^ 
'  haya  an  tercer  principio,  además  de  los  indicados,  según  el  cual 
pueda  afirmarse  alguna  cosa.  Prescindamos  de  si  existe  ó  no- 
ette  medio  para  Kant,  en  la  Critica  de  larazapura^  y  del 
.  viUor.  <^ii}e  teAgpn^ea^elia  sji^s  afirmaciones  sobre  este  punto» 
y  vengamos  á  considerar  el  problema  en  la  Critica  de  la 
razan  práctica,  ó  mejor,  en  sus  Principiüs  meUtfisieos  del  de* 
recko. 

La  razón  humana,  no  sólo  se  conoce  á  si  propia  en  loe  juicio» 
analíticos  a  priori  (conocimiento  trascendental)  y  se  extien- 
de, determinada  por  la  experiencia,  en  juicios  sintéticos  de 
valor  sustancial  (conocimiento  empírico);  sino  que  ella  misma 
hace:  no  ya  solo  conoce,  es  causa  de  un  cierto  orden  trascenden- 
te de  Realidad,  el  de  la  conducta  racional  hnniana. 

La  razón,  principio  de  conducta,  se  pone,  antes  de  todo, 
como  imperativo  de  la  voluntad,  y  por  lo  misuK)  supone  que 
el  sujeto  es  libre^  lo  que  no  quiere  decir  sino  que  es  capaz  de 
obedecer  la  regla  racional,  de  obrar  conforme  á  razón.  De  este 
modo,  el  imperativo^  de  la  voluntad  nos  hace  conocer  que  so- 
mos libres;  es  el  principio  de  conocimiento  de  la  libertad,  dada 
en  la  base  como  su  condición,  antes  de  todo  conocimiento,  se- 
gún sil  principium  essendi,  que  no  es,  pues,  el  imperativo  de  la 
razón  práctica. 

Y  si  el  fin  en  este  orden  del  hacer  eá  que  la  razón  se  reali- 
ce, la  libertad  interna — es  decir,  sencillamentei  tal  como  está 
en  ello  pensado,''la  posibilidad  de  que  la  conducta  humana  se 
determine  de  acuerdo  con  la  razón — es  su  condición  indispen- 
sable, y  en  el  supuesto  de  la  vida  social,  la  libertad  extema 
también,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  posibilidad  de  determinarse 
á  obrar  cada  uno  con  independencia  de  los  otros,  conforme  á 
la  razón.  Pero  la  libertad  interna  supone  el  triunfo  de  la  razón 
sobre  las  tendencias  inferiores  (lo  que  llama  Kant  con  Toma- 
ñio  paz  interna),  y  la  libertad  externa  supone  que  cada  uno  dis- 
XM>ne  de  su  esfera  de  acción  exterior,  sin  temor  á  ser  perturbado 
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por  Io0  otroe  (paz  externa).  Ahora  bien:  la  pa^  interna  es  el  ok>* 
jeto  de  la  moral;  la  paz  externa^  el  objeto  del  derecho. 

HMta  aquí  la  rasón  procede  analíticamente  a  priori^  se- 
^D  el  principio  de  contradicción»  partiendo  del  postulado 
de  la  razón  práctica»  impuesto  de  buenas  á  primeras  y  sin  que 
de  él  pueda  caber  duda— como  no  la  cabe  de  que  somos  y  pen- 
samofr-Hsegun  el  que  la  rasón  Idebe  ser  realizada  en  la  vida;  y 
por  lo  mismo,  el  principio  de  derecho  natural  á  que  se  llega  de 
este  modo  (el  de  la  paz  externa)  es  meramente  formal,  carece 
de  contenido.  Para  comprender  lo  que  esto  significa  en  con- 
cepto de  Eant,  sirve  su  construcción  del  derecho  de  gentes,  tai 
como  aparece  en  la  última  parte  de  los  Principioa  nutafüicos 
del  derecho.  El  fin  del  derecho  en  esta  esfera,  como  en  todas, 
es  1^  paz  externa;  aquí,  la  paz  entre  las  naciones,  la  pazperpe- 
Itia,  como  se  decia  en  su  tiempo. 

La  razón  impone  este  principio  como  necesario;  no  se  ¿abe 
si  se  podrá  realizar,  pero  no  importa;  si  se  prescindiera  de  él, 
«nacería  en  el  hombre  el  horrible  deseo  de  carecer  de  razón». 

Pero  la  razón  no  contiene  otra  cosa. 

Nada  dice  da.  la  forma  ó  constitución  de.  la  sociedad  de  los 
Estados,  necesaria  para  realizar  este  fin.  Se  ofrece  sólo  en  su 
pureza  racional,  antes  de  toda  determinación  y  construcción, 
en  formas  concretas,  sin  contenido  alguno  de  sustancia,  cuyo 
advenimiento  será  obra  de  la  vida.  Ee  probable,  y  se  puede  esti- 
mar así,  juzgando  por  analogía,  que  la  forma  republicana  de 
cada  uno  de  los  Estados,  dentro  de  la  (»ganización  .republi- 
cana de  la;sotíedad  tie  todos  ellos,  réalizará^l  ideal  de  la  paz 
perpetua;  pero  la  razón  nada  dice  de  esto  a  priori;  nada  sabe- 
mee  con  lafijeza  y  seguridad  de  loe  dictados  racionales.  El  ideal 
impuesto  por  la  razón  pudiera  adoptar,  al  ser  realizado  de  hecho^ 
éstas  ó  las  otras  formas  accidentales  de  mero  valor  histórico,  en 
todas  las  cuales  estaría  determinado  á  un  propio  modo,  y  so- 
bre todas  ellas  permanecería  siempre,  marcando  la  dirección  de 
otras  nuevas.  Esta  concepción  hace  recordar  aquella  figura  tan 
expresiva  con  que  Stammler  significa  plásticamente  c^ál  es  su 
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concepto  del  derecho  natural;  en  qué  consiste  sú  carácie(  de 
derecho  absoluto,  y  al  propio  tiempo  formal,  abstracto,  sin 
contenido.  El  se  lo  representa  como  la  estrella  qué  ínaroa  su 
dirección  al  piloto,  conforme  á  la  cual,  el  camino  que  recorte 
la  nave,  no  obstante  sus  vacilaciones,  sus  extravíos  á  uno  y 
otro  lado  de  la  línea  ideal,  indispensables  en  una  ruta  que  se 
hace,'  y  no  sólo  se  piensa,  ó  se  dibuja  en  el  mapa,  es  el  que  la 
conduce  al  puerto  de  destino. 

De  este  modo,  el  derecho  natural  kantiano  obedece  á  la  fór- 
mula de  Btammler:  cun  principio  formal  absoluto,  con  conté 
nido  variable»  (1). 

Mas  no  en  todas  las  esferas  del  derecho  concibe  Kant  sus 
principios  de  igual  modo.  Todo  su  derecho  privado  se  fiínda 
en  un  principio  jurídico  material,  objetivo,  de  contenido. 

En  efecto:  el  principio  según  el  que  se  ha  de  obrar  de  tal 
modo  que  alguien  pueda  llamar  jurídicamente  suya  una  cosa 
exterior,  es,  seg^n  el  mismo  Kant  afirma,  un  juicio  sintético 
npriori,  Y  que  en  este  postulado  tiene  base  todo  el' derecho 
privado  kantiano,  no  puede  ofrecer  duda,  porque  la  esfera  pri- 
vada del  derecho  es  la  de  lo  mío  y  ló  tuyo  exterior;  y  según 
que  el  objeto  de  propiedad  sea  una  cosa  natural,  un  acto  de 
ajena  voluntad,  ó  el  estado  de  otro  respecto  del  sujeto,  Bé  cons* 
tituyen  las  tres  partes  en  que  él  considera  el  derecho  privado, 
derecho  real,  personal  y  real-personal,  respectivamente:  es  decir, 
en  el  sentido  de  Savigny,  derecho  de  bienes  (real  y  de  obliga- 
ciones) y  derecho  de  familia. 

Este  postulado,  que  puede  formularse  así:  obradetalmodoy 
que  lo  exterior  de  cada  uno  juridicamenie  suyo  le  sea  ^^eeonoti" 
*  do(2),  es  un  juicio  sintético  ápriári.  Siguiendo  analíticamente 
(según  el  principio  de  contradicción)  las  conclusiones  éh  que- 
se  determina  el  postulado  de  la  razón  práctica  para  este  caso 
de  la  posesión  exterior,  no  pasan  de  formular  como  necesario 


( 1 )     Wirtschqft  und  Becht  (1896),  §  88. 

('¿)    Principios  metafisicos  de  la  doctrina  del  Derecho',.  Derecho  pri> 
vado,  §  6.0  , 
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el  respeto  A  la  poeeeión  fititM  de  una  cosa  extema.  Ed  efecto: 
de  la  necesidad  de  que  la  libertad  de  cada  uno  eea  respetada, 
se  deduce  analíticamente  (está  ya  pensado  en  ella  misma)  que 
nadie  debe  arrebatarme  la  cosa  que  tengo  «n  mi  poder,  porque 
lo  contrario  implica  violencia,  coacción,  ee  decir,  negación  de 
mí  libertad;  de  ella  se  deriva,  pues,  aegúu  el  principio  de  con- 
tradicción, es  decir,  de  tal  modo,  que  la  libertad  seria  y  no 
serla  libertad,  si  la  poaesión  física  no  hubiera  de  ser  necesa- 
riamente respetada.  Pero  el  principio  a  priori  de  la  propiedad 
externa  no  se  formula  por  la  razón  como  una  exigencia  inelu- 
dible  de  respeto  para  la  posesión  física  ó  mera  tenencia,  sino 
que  significa  una  imposición  de  respeto  á  la  propiedad  jurídica, 
&  una  propiedad,  cuya  esencia  consiste  en  referirse  &  la  coea, 
no  en  cnanto  es  físicamente  otra  que  el  sujeto,  es  decir,  no 
en  cuanto  estA  separada  de  él  en  el  espacio  y  el  tiempo,  sepa- 
ración que  se  resuelve  por  la  tenencia  material  {poasesio  pkaeno- 
meno»),  eino  en  cuanto  es  esencialmente  distinta  de  ól,  distin- 
ción que  se  resuelve  ymt  l&  poseHón  ívridiea,  que  supone  la  pose- 
sión dé  la  cosa  en  si'  {foiietio  *oumv»oh),  que  subsiste  indepen 
dientemente  de  la  tenencia  física.  Pero  la  posesión  jurídica  no 
puede  derivarse  analíticamente  del  postulado  de  la  libertad; 
yo  seguirla  siendo  libre,  aunqae  no  se  me  reconociera  esta  pro- 
piedad exterior.  El  juicio  en  que  yo  afirmo  que  esa  clase  de  pro- 
piedad debe  ser  respetada,  es  un  juicio  sintético,  en  el  que 
esliendo  el  couoepto  de  la  libertad  exterior  á  determinaciones 
no  comprendidas  en  él,  y  cuya  no  existencia  no  le  hacia  ser  dis- 
tinto del  que  es.  No  implica  contradicción;  y,  sin  embargo, 
este  juicio,  como  todos  los  de  derecho  natural,  está,  dado  a 
priúri:  antes  de  toda  experiencia  sobre  los  resultados  de  una 
conducta  contraria  al  reconocimiento  i^  lo  suyo  exterior  de 
otro,  yo  sé  con  evidencia  que  deVi^i  reconocerlo  y  respetarlo. 

Estamos,  pues,  en  presencia  ^  „  iü\c\o  6\utéüco  a  priori. 
\  nuestro  asunto  es  saber  cóm»  ^  06^^^^  ^*^"^  "^kcX  los  ini- 
cios de  esta  Usse,  cuál  sea  su  j^^  ^0  *  -q.    ' 

La  nuón  no  puede  exigir  «   ^Wc^V^  -^^to  ?«&  la  posesión 
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/inca,  porqoe  en  ella  nada  puede  haber  de  este  orden  fUÍ€o, 
poeoto  qae  sus  postulados  son  independientes  de  todo  espacio 
y  tieoipo  dados:  al  exigir  respeto  á  la  propiedad  externa, 
sólo  puede  referirse  al  objeto  de  la  voluntad  como  tal,  á  todo 
objeto  posible  de  la  Voluntad.  De  este  modo,  el  principio  ana- 
lítico» según  el  que  la  tenencia  física  debe  ser  respetada,  se 
convierte,  al  ser  formulado  a  priori,  en  este  otro  principio  que 
ordena  respetar  la  posesión  de  un  objeto  de  la  voluntad,  no  en 
cuanto  es  distinto  de  ella  en  el  espacio  y  en  el  tiempo,  porque 
estos  conceptos  no  caben  dentro  de  la  razón,  sino  meramente 
en  cuanto  es  tal  objeto  posible  de  voluntad;  ordena,  pues,  el 
respeto  á  la  posesión  jurídica.  ¿Cómo  se  ha  derivado  entonces 
este  principio  del  postulado?  Pues  de  ninguna  manera:  es  un 
postulado  que  está  en  el  aire,  no  se  apoya  en  nada,  ni  principio 
alguno  da  razón  de  él;  este  postulado  se  jmpone  por  la  razón 
á  la  voluntad  como  regla  de  conducta;  mas  si  se  pregunta: 
¿por  qué  debe  ser  respetado  lo  suyo  jurídico  de  otro?  La  razón 
no  contesta  nada,  nada  sabe  de  eso.  Bl  postulado  que  ordena 
el  respeto  á  la  propiedad  exterior  no  puede  ser  profundüado,  no 
se  puede  construir  en  la  unidad  del  mundo  de  la  razón.  Pero 
observemos  que  la  contradicción  se  ha  desvanecido.  En  efecto: 
nacería  de  afirmar  que,  á  pesar  de  no  darse,  según  el  principio 
de  contradicción,  el  postulado  del  derecho  de  propiedad  ex- 
terna, éste  podría  ser  hallado  a  priari  en  virtud  de  un  proceso 
lógico  de  deducción;  pero  esto  se  niega  resueltamente.  Por  el 
contrario,  afirmarlo  como  princ^no  de  conduela  a  priori^  cuya 
necesidad  nace  dei  iinp^rativo  categórico- qué  ordena  cumplir 
el  deber  porque  es  deber,  en  nada  contradice  los  supuestos  de 
la  teoría  del  conocer  racional. 

He  aquí  cómo  podría  quizás  sostenerse  que  pudo  afirmar 
Kant  sin  contradicción  la  existencia  de  un  derecha  natural 
material^  de  contenido.-      .    >     .      .  -  . 

¿Mas  por  qué,  se  dirá,  esos  principios,  no  obstante  ser  ra- 
cionales, no  pueden  constituirse  a  priori  en  la  unidad  del 
mundo  racional?  Porque— podria  contestarse — esos  principios, 
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en  Cuanto  Bintéticos  que  8od».bó1o  poedeii  eer  demoetradoB  en 
una  metafísica  que  Kant  no  creyó  posible.  ¿Cómo,  eino  en  vir* 
tud  de  on  principio  que  trascendiera  de  lo  puesto  a i^riort,  ha» 
hria  de  darse  razón  de  ellos,  si  de  lo  a  i^iori  no  se  derivan 
analíticamente? 

...  Bl^origen  del.  con  tenido  experimental  de  loe  iuicioB.  sinté» 
ticoe  a  priori  pretende  explicarlo  cientíñcatnente  la  doctrina 
representada  por  Spencer,  de  la  fijación  en  el  sistema  nervioso- 
de  las  modificaciones  determinadas  por  el  medio  ambiente  j 
ao  trasmisión  hertMiitaria»  según  la  que  estarían  fisiológica 
mente  prefiguradas  las  máximas  sintéticas  de  la  rasón.  La 
opinión  de  Wundt  es  más  bien  contraria  'á  la  posibilidad 
de  estoe  juicios  sustanciales  a  priori:  puesto  que,  para  él,  here- 
ditariamente, sólo  puede  recibir  el  sistema  nervioso  una  dispo- 
eieión  ó  aptitud  para  formular  principios  sobre  datos  de  expé* 
rienoia,  cuya  forma  sería  lo  solo  dado  a  priori.  Pero  aun  pnede 
deeirse  que  sin  admitir  la  posibilidad  de  que  se^hereden  en  el 
sistema  nervioso  loe  postulados  sintéticos  de  la  rasón  práctica» 
ni  lorma  ni  sustancia  alguna  intelectual,  sino  limitándose 
con  Bchuppe  á  sostener  que  las  ideas  generales  (racionales)  nos 
soD  trasmitidas  por  el  lenguaje  y  los  hábitos  sociales,  los 
principios  de  Ja  razón  práctica  también  serían  anteriores  á 
la  experiencia  de  cada  uno,  puesto  que  cada  uno  se  los  en- 
cuentra hechor:  á  su  alrededor  todos  los  observan,  y  en  su 
misma  educación  se  le  han  impuesto.  Mas  la  teoría  de  Spen- 
eer  es  la  única  que  parece  dar  razón  de  la  posibilidad  de  los 
juicioe  sintéticos  a  pnoñ^én  el  sentido' rigoroso  que  tiene  esta 
expresión  de  Kant,  puesto  que  el  a  priori  de  él  significa  con- 
natural y  estructuralmente,  desde  el  clauf  tro  materno  y  antes 
de  ver  la  luz. 

Únicamente  de  este  modo  también  8e  puede  afirmar  la  po^ 
ftibilidad  de  que  los  postulados  del  derecho  natural  sean  abso* 
lutos  eñ  cuanto  al  tiempo  venidero:  es  decir,  que  una  vez  fija- 
dos, ya  no  varíen;  afirmación  común  á  Kant  y  á  Spencer.  Pero 
nunca  debe  pensarse  quizás,  á  pesar  de  tantas  analogías,  que 
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Kant  creyera  posibl^  esté  origen  experimental  indirecto  de  loe 
principios  de  la  ir&zón:  puesto  que  su  concepto  de  lo  apriori^ 
como  puede  verse  en  cualquier  capitulo  de  la  Crítica  de  la  razan 
pura^  no  exige  sólo  un  origen  independiente  de  toda  expe- 
riencia individual,  sino  de  toda  experiencia  posible,  £1  prór 
blema  que  él  resuelve  con  la  afirmación  de  las  formas  a  priari 
es  el  de  la  posibilidad  de  un  primer  conocimiento  experimén- 
tal,  es  decir,  anterior  á  toda  expeiienciñ  poHble^  no  importa  si 
del  individuo  ó  de  la  raza.  Lo  que  sucede  es  que  acaso,  con  la 
teoría  de  Spencer,  el  criticismo  kantiano  se  rectifica  en  parte 
y  en  parte  se  completa. 

Valiéndose  de  esta  hipótesis  moderna»  se  pueden  construir 
en  unidad  las  dos  clases  de  principios  a  priori  del  derecho:  los 
analíticos  y  los  sintéticos  que  Kant  admite;  de  tal  modo,  que, 
por  idéntica  razón,  unos  tendrían  un  propio  contenido  oóiáte* 
rial  y  los  otros  no.  Son  para  él  principios  de  derecho  natural 
de  contenido^  no  solamente  los  del  derecho  privado  de  quese 
ha  hecho  aquí  análisis,  sino  también  aquellos  que  establecen 
cuál  ha  de  ser  la  forma  cíe  la  sociedad  civil:  los  del  derecho 
público;  puesto  que  ellos,  á  la  manera  de  la  idea  de  la  repú- 
olica  perfecta  de  los  griegos,  exigen  determinadas  condiciones 
como  necesarias  en  toda  posible  constitución  política;  tales 
son  para  Kant  la  forma  republicana  y  la  división  dé  los  pode- 
res legislativo,  ejecutivo  y  judicial. 

Pues  bien,  se  podría  decir,  en  la  solución  naturalista  que 
suponemos:  los  principios  del  derecho  privado  y  el  público, 
que  son  sintéticos,  se  han  constituido  ya  en  condiciones  fun- 
damentales de  la  vida  natural  humana,  tienen  una  base  fisio- 
lógica, y  tales  serán  mientras  el  hombre  exista;  de  tai  modo 
se  reconocería  el  carácter  inmutable,  absoluto,  que  correspon* 
de  á  su  naturaleza  de  principios  racionales.  Bn  cambio,  los  del 
derecho  internacional  están  aun  sin  base,  no  se  han  fijado;  la 
naturaleza  humana  permanece  indiferente  todavía  ante  esta 
ó  la  otra  forma  que  la  sociedad  internacional  adopte,  aunque 
en  ella  se  revele  vigoroso  el  impulso  hacia  una  organizabión 
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racional  que  garantice  la  paz  entre  las  naciones.  Pero  algán 
día,  puede  esperarse,  los  principios  de  la  sociedad  de  loe  Es- 
tados se  determinarán  a  priori  concretamente,  de  igual  modo 
que  los  de  una  constitución  perfecta  de  la  ciudad,  y  no  sólo  á 
manera  de  un  ideal  abstracto.  Ya  hoy  mismo,  decía  Kant,  juz- 
gando por  analogía,  puede  presumirse  que  no  serán  sino  aque- 
llos que  hacen  necesaria  la  forma  republicana  para  una  so- 
ciedad de  repúblicas  libres. 

Francisco  L.  Riyeba. 


f.\ 


f  •' 


4.«< 


'    » 


■.*       «  ■•   ■ 


*>'  , 


a-ITANERÍAS 


/ 


«Kon  podría  orne  eoiitar*d» 
quantas  maneras  faaen  lo«  onas 
enanos  los  unos  á  las  otros.» 

fJñtr^Umé,  Ub.  Xn  tit.  XYI, 
Partida  Vil.) 

En  materia  criminal,  en  la  apreciación  de  las  transgresio- 
nes de  detecho  en  punto  á  calificar  en  qué  forma  y  orden  las 

» 

Tiolaciones  de  la  ley  escrita  caen  en  la  esfera  de  aplieación  de 
los  principios  sancionadores  y  de  corrección,  ó  meramente  en 
el  campo  de  la  legislación  civil,  no  hay  nada  indiferente,  nada 
que  no  encierre  y  envuelva  una  excepcional  importascia.  No 
olvidemos  qqe  no  es  dé  ahora,  sino  bien  añeja,  la  escolástica 
lucha  entre  los  expositores  sobre  diferencia  y  limites,  alean 
oes  recíprocos  y  definidos  linderos  del  dolo  criminal  y  del  dolo 
civil;  y,  dentro  del  uno  y  del  otro,  medio  de  graduar  su  cali- 
dad y  sus  efectos;  por  lo  tanto,  comencemos  por  estimar  natu- 
ral, no  extraño,  que,  á  pesar  de  las  precauciones  domadas  do 
antemano  por  el  legislador  yrlft8\qae  los  Trib^mC^Q^^dentro^de 
la  sabia  interpretación  de  su  pensamiento,  adoptan,  hallemos* 
tíos  hoy  sin  saber,  en  muchos  y  salientes  casos,  qué  género  de 
engaño  es  determinante  de  la  existencia  del  delito  ó  de  la  fal- 
ta; cuál,  por  el  contrario,  no  merece  hallar  cabida  en  el  dere 
oho  sancionador. 

Las  palabras  con  que  cuidó  el  Rey  Sabio  de  encabezar  Vm 
enumeración «deUos  delitos  de  e6te.génefp,'quig,npQotros  hemofi^ 
comenzado  por  recordar,  harto  elocuentemente  demuestran 
que  la  dificultad  no  es  de  ahora,  ni  á  los  modernos  cuerpos  la^ 
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galee  imputables;  tocóse  ya  entonces,  mejor  dicho,  se  dio  muy 
anteriormente  en  la  legislación  tomana  originarla;  asombran- 
do, como  siempre^  con  su  grande  y  profunden  «entído  práctica 
sus  jurisconsultos,  <)ue  no  aspiraron  nunca  á  fijar  de  una  ma- 
nera concreta  el  concepto  de  la  estafa,  sino  que  se  limitaron, 
proveyendo  á  una  necesidad  social,  á  declarar  que  todo  acto 
realizado,  en  virtud  del  cual  uno  causare  perjuicio  á  otro,  sin 
revestir  los  caracteres  ni  el  nonibre  de  ningún  delito  público 
ni  privado,  pudiera  ser,  como  estelionato,  castigado  con  una 
pena  extraordinaria.  ' 

Comencemos,  parn  proceder  con  método,  por  fijar  loe  ele- 
mentos constitutivos,  los  caracteres  cardinales  que  conetitayen 
ol  (l^'i  x>  de  estafa  que  nos  proponemos  examinar,  y  consis* 
^k'^  éste  en  el  hecho  de  obtener  un  lucro  con  perjuicio  de 
«  .  v\  apleando  medios  fraudulentos  para  abusar  de  su  con- 
Lxántíit  habremos  de  deducir  que  serán  aquellos  el  engaño  y  el 
perJuiciOj  y  de  concluir,  con  igual  seguridad  y  fijeza,  que  siem- 
pre que  se  den  en  la  intención  dolosa,  generadora  de  toda  ac- 
ción punible,  estos  dos  factores,  será  de  penar. eLdelito  de  es- 
tafa del  modo  y  suerte  que  prescrito  y  pecado  está ^r^  la  .ley 
sancionadora. 

Y  el  cuidado  que  se  puso  en  su  redacción  para  evitar  que 
quedasen  fuera  de  sus  disposiciones  generales  y  de  sus  precep- 
tos concretos  algunos  hechos  que,  con  arreglo  á  los  principios 
básicos  enunciados,  .constituyen  verdaderas  estafas,  obsérvase 
y  alcanza  en  la  estructura  del  articulado  en  el  literal  contexto 
de  la  sección  que  no  creyéndose  suficiente  la  enumeración  de 
las  diversas  clases  de  engaño  que  han  de  dar  origen  al  delito, 
se  ha  añadido:  tY  otros  engaños  semejantesit;  y  desconfiando  aun 
los  autores  del  Gódigo  de  que  todo  ese  acucioso  esmero  fuera  in- 
mficiente  á  formar  idea  acabada  y  completa  de  tal  figura  de 
delito,  y  de  los  conceptos  jurídicos  del  engaño  y  del  perjuicio, 
sobre  el  enumerar  prolijo  de  varios  casos  concretos  de  defrau* 
dación  mediante  engaño  (art.  548),  aun  se  agrega  y  se  erige  en 
delito  el  acto  de  defraudar  ó  perjudicar  á  otro  usando  de  cual* 
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quier  enffqño  que  tíq  $€  JifiUe  expresij^o  en  los  artículos  de  la  sección 
(art..554).  ' 

•  Con  esta  inacabable  ^erie  de  precauciones,  que  el  claro  con* 
texto  de  la  ley  pr^goofi;  cpn  e^tas  líneas  de  defensa;  con  las 
reglas  generales;  con  las  concretas;  con  los  preceptos  supleto- 
rio|9  de  ilimitado  alcance,  parece  que  debiera  descansar  el  le- 
gislador respecto  á  .la  confianza  de  que  en  caso  alguno,  ó  por 
lo  m^noB  en  conta,(iisimas  ocasiones,  podían  ser  desconocidos 
Ó  estimarse  borrados,  no  ya  los  poco  ostensibles  linderos  del 
dolo  civil  y  del  dolo  criminal,  que,  después  de  todo^  son  leja- 
nías casi  desvanecidas  en  la  inmensa  extensión  del  horizonte, 
sino  lo  que  debe  mostrarse  claro. y  evidente,  como  la  tablilla 
medianera  en  campo  inculto,  del  vedado;  esto  es,  si  el  hecho 
es  ó  no  punible,  y,  aun  siéndolo,  si  lo  es  como  delito  ó  como 
falta,  pues  por  extraño  que  parezca,  á  esa  altura  noe  encentra 
moB  hoy  después  de  tres  décadas  de  vigencia  del  Código  san- 
cionador,  y  de  laboriosísima  y  sabia  aplicación  de  su  texto. 

Pasemos  á  los  hechos. 

En  nuestras  más  concurridas  calles  y  plazas  pululan  á  dia- 
rio mujeres  de  atezado  rostro  y  abigarrado  vestir,  que  con  re- 
suelto tono  se  acercan  á  cuantas  personas  transitan  ó  se  detie- 
nen, ofreciéndolas  «echarles  las  cartas»,  «decirles  la  buena 
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ventura»  ó  pronosticar,  jiaediánte  virtudes  de  adivinación  de 
que  se  creen  asistidas,  lo  que  el  interesado  anhele  saber  ó  los 
medios  de  hacer  fortuna,  sin  omitir  entre  «líos  el  de  la  lote- 
ría, cuyos  números,  llamados  á  ser  premiados,  conocen  y  saben 
de  antemano. 

Estas  maquinaciones  y  tantas  otras  pénense  en  xuego,  se 
intentan  y  ne  realizan,  la  mayor  parte  de  las  veces,  en  las  calles 
misma«4,  públicamente,  y  dicho  se  está  que  esta  circunstancia 
priva  á  PUS  autores  de  toda  esa  libertad  que  han  menester  para 
entrar  en  relación  directa,  inmediata,  íntima  en  esta  ú  otra 
forma;  pero  en  cuanto  hallan  quien  acepte  sus  indicaciones; 
cuando  encuentran  gozosas  quien,  dando  muestra  de  la  más  in- 
genua y  candida  buena  fe,  sigue  con  interés  sus  proposiciones, 
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el  lugar  de  8U6  eooferencias  no  es  ya  la  encrucijada  indiscreta, 
la  calle  concurrida  ó  la  plazuela  donde  el  avisado  puede  espan* 
tar  á  la  incauta  ó  la  explotada  dar  la  voz  de  alarma;  entonces, 
la  gitana  ó  gitanas  (pue»  de  ellas  son  de  lias  que  tratamos),  in- 
vitan á  quien  desea  consultarlas  concurran  á  su  domicilio,  y 
en  él,  rodeándose  del  misterio,  acotppañando  la  adivinadora 
BUS  palabras  con  gestos  cabalísticos,  signos  y  pavorosas  ritua- 
lidades, echa  las  cartas  y  logra  sugestionar  por  completo  á  la 
consultante. 

Bl  diabólico  pacto  queda  desde  ese  momento  formalizado 
entre  ambas.  Ésta  facilita  á  aquélla  cantidades  en  metálico, 
prendas  de  ropa,  alhajas,  cuanto  posee;  en  cambio,  aquélla,  la 
gitana,  asegura  á  su  cliente  un  próspero  porvenir;  ofrece  apar 
tar  de  sus  veleidades  al  amante;  traer  al  amor  ansiado,  ai  que 
se  mostraba,  esquivo;  fija  el  número  que  ha  de  ser  premiado 
en  tal  ó  cual  lotería,  ó  enséñala  arte  y  medios  de  que 'ha  de 
valerse  para  lograr  pronto,  como  se  merece  por  sus  bellas 
prendas,  casamiento  feliz,  fecundo  y  ventajoso. 

Ahora  bien:  estos  hechos  asi  apuntados,  ya  que  de  su  puni- 
bilidad,  es  decir,  de  que  criminosos  sean,  no  puede  dudarse, 
¿constituyen  delito  ó  falta? 

Abordemos  el  problema  en  el  terreno  de  los  principios,  de 
la  especulación  técnica;  después,  en  el  de  la  práctica;  este 
será  el  medio  de  resolverle  con  acierto. 

Defraudación  y  engaño  dijimos  son  los  elementos  constitu- 
tivos, las  notas  características  del  delito  de  estafa.  ¿Se  dan  en 
estos  casos?  La  afirmativa  se  impone.  Tan  evidentemente  con- 
curren, que  sólo  con  atenemos  al  gramatical  sentido  de  las 
palabras,  se  nos  viene  á  la  mente;  hallárnoslos  existentes,  com- 
penetrados, vivos.  Bl  Diccionario  de  la  Lengua  nos  dice  que  es 
defraudar  privar  de  lo  suyo  á  una  persona  mediante  el  engaño 
y  la  superchería;  y  que  engaño  es  la  falta  de  verdad  en  lo  que 
se  dice,  hace,  cree  ó  piensa.  Como  expresaba  el  Rey  Babio: 
tEn  artamienio  que  facen  aigunoe  ornee  loe  unoe  á  loe  otroe  por 
feMbrae  menüroeae^  ó  eneubiertae^  ó  eoloradae,  que  dicen  con  in- 
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tención  de  los  engañar  é  de  los  decebir*.  (Lib.  I,  tít.  XVI,  Par- 
tida VII.) 

Nos  hallamos,  pues,  sencillamente  en  el  caso  típico  que, 
salvando  en  el  orden  de  la  codificación  y  del  juicio  los  siglos 
que  nos  separan  de  este  monumental  Código  á  los  actuales,  el 
italiano  llama  truffa,  escroqtierie  el  francés,  el  alemán  betrug\ 
luirá  el  portugués. 

Lo  que  será  de  observar  es,  si,  solo  ó  acompañado  con  los 
demás,  nuestro  Código  penal  acusa  en  su  redacción  deficien- 
cias que  expliquen  la  incertidumbre  reinante  hoy  en  cuanto  á 
la  sanción  que  corresponde  aplicar  á  los  hechos  expuestos. 
Evidentemente,  extremó  en  su  redacción  la  previsión  y  el 
cuidado.  . 

En  la  sección  y  capítulo  que  pena  el  delito  de  estafa  (2.^, 
capitulo  IV,  tit.  XIII),  no  puede  ofrecerse  más  aniplio  ni  más 
explícito. 

Veámoslo: 

cArt.  548.  El  que  defraudare  á  otros  usando  de  nombre 
fingido,  atribuyéndose  poder,  influencia  ó  cualidades  supues- 
tas, aparentando  bienes,  crédito,  comisión,  empresa  ó  nego- 
ciaciones imaginarias  ó  valiéndose  de  cualquier  otro  engaño 
semejante  que  no  sea  de  los  expresados  en  los  casos  si- 
guientes...» 

Esbocemos,  siquiera  en  lo  más  sustancial  del  texto,  el  co- 
mentaño. 

Atribuirse  el  culpable — áice^poder^  influencia  ó  cualidades 
que  no  tenia... \  valerse  de  cualquier  otro  engaño  semejante... 

Estas  frases  subrayadas  del  texto  nos  dan  elocuentemente 
la  clave  del  amplísimo  ctiterio  que  inspiró  al  legislador,  y  de 
cuan  difícil  ha  de  ser  so  pena  de  cerrar  los  ojos  á  la  evidencia, 
de  eludir  sus  preceptos,  y  de  no  estimar  comprendidos  en 
ellos  esos  engaños  variadísimos  que  con  el  fin  de  obtener  la 
confianza  de  una  persona  y  defraudarla,  dan  vida  á  uno  de  los 
tipos  más  caracterizados  del  delito,  cuya  naturaleza  estamos 
procurando  dar  á  conocer. 
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Rivalizando  en  generalidad  con  el  nuestro,  aunque  quizás 
no  con  igual  fortuna,  se  expresan  de  esta  suerte  otros  Códigos 
extranjeros. 

El  de  Francia  (art.  405):  cCualquiera  que...  empleando 
maquinaciones  fraudulentas  para  persuadir  de  la  existencia... 
de  un  poder  imaginario  para  hacer  nacer  la  esperanza  ó  el  te- 
mor de  un  buen  éxito,  de  un  accidente  ó'  de  cualquier  otro 
acontecimiento  quimérico»,  etc. 

El  del  cantón  de  Valais  (art.  806):  c  Quien  atribuyéndose 
poder...  haciendo  nacer  esperanzas  ó  empleando  cualquiera 
otra  maniobra  fraudulenta  para  abusar  de  la  credulidad  de 
una  persona,  se  haga  entregar  cualquier  cosa,  es  culpable  de 
estafa.» 

Cantón  de  Berna  (art.  231):  «El  que  con  objeto  deperjudi* 
car  á  otro,  ó  de  proporcionarse  á  si  mismo  ó  á  un  tercero  una 
ventaja  ilícita...  empleando  maniobras  fraudulentas  para  per- 
suadir de  la  existencia  de  falsas  empresas,  de  un  poder  imagi- 
nario ó  para  hacer  nacer  la  esperanza  ó  la  creencia  de  un  acón* 
tecimíento  ó  de  cualquier  otro  suceso  quimérico,  sea  simulan- 
do hechos  no  averiguados,  sea  guardando  silencio  ó  disima, 
lando  hechos  verdaderos,  se  haga  remitir  ó  entregar  fondos..*, 
será  castigado  como  estafador...» 

Colombia  (art.  820):  «H}1  que  con  algún  artificio,  engaño, 
superchería^  práctica,  superstición  ú  otro  embuste  semejante 
hubiere  estafadoá  otro  dinero...,  sin. que  el  hecho  verificado 
lo  constituya  en  verdadero  ladrón,  falsario  ó  reo  de  otro  delito 
espepial,  será  castigado...»,  etc. 

En  análogos  ó  parecidos  términos  se  expresan  los  Gódi* 
:gos  de: 

Suecia,  cap.  XXII,  §  l.^'. 

Bélgica,  art.  496. 

Alemania,  art.  263. 

Tessino,  art.  384,  §  l.o. 

Friburgo,  art.  228. 

•Ginebra,  art.  364. 
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Portugal,  art.  451. 

¿Puede  caber  á  nadie  duda  (teniendo  á  la  vista  con  el;' 
nuestro,  vigente,  el  texto  de  los  demás  Códigos  extranjeros),, 
que  sus  disposiciones  son  aplicables,  cual  si  para  ellas  hubie- 
ran sido  dictadas,  á  las  maquinaciones  engañosas  antes  aludid 
das,  que  ponen  en  juego  las  jitanas  para  estafar  á  sus  ignoran* 
tes  y  crédulos  clientes? 

Pues  para  completar  este  estudio,  analicemos  también  el> 
precepto  ó  preceptos  del  Código.  Hay  en  él  otra  disposiciónr* 
que  pena  (art.  606)  como  falta  á  los  que — si  el  hecho  no  estu- 
viese penado  en  el  libro  IJ— por  interés  ó  lucro  interpretasen* 
sueños,  hicieren  pronósticos  ó  adivinaciones,  ó  abusaren  de  la> 
credulidad  pública  de  otra  manera  semejante;  y  estos,  reos  éon^ 
á  la  vez  del  delito  definido  en  el  núm.  1.^  del  art.  548,  y  de  la« 
falta  que  ahora  se  castiga.  Pero,  ¿cuándo  lo  serán  del  uno  y 
cuándo  de  la  otra?  Esta  es  la  cuestión  y  lo  que  constituye  el  li- 
mitado, el  único  objeto  de  nuestra  investigación.  No  nos  basta 
para  decidir    aquella  regla  que  anticuado  aunque  prudente- 
Real  decreto  nos  daba  (el  de  22  de  Septiembre  de  1848,  ar- 
tículo S.^),  de  considerar  la  extensión  y  efectos  en  cada  caso,, 
procediendo  según  los  resultados:  no;  hemos  de  atenernos  aP 
espíritu  y  letra  de  la  ley  sancionadora  y  á  la  maldad,  impor- 
tancia, trascendencia  del  hecho  criminoso  perseguido. 

Bajo  el  aspecto  de  falta,  consideran  y  penan  los  hechos  ya* 
apuntados,  algunos  Códigos  extranjeros,  diciéndonos  el  de- 
Francia, art.  479:  Serán  castigados  con  ana  multa  de  11  á  15 
francos 1.®  Las  personas  que  tienen  por  oficio  adivinar^  pro- 
nosticar ó  explicar  sueños. 

El  italiano  (art.  459):  El  que  en  sitio  público  ó  abierto  al 
público  trata  con  cualquier  impostura  de  abusar  de  la  credu- 
lidad popular,  de  manera  que  pueda  recaer  perjuicio  á  alguno- 
ó  turbar  el  orden  público. 

Dedúcese,  por  consiguiente,  de  la  lectura  atenta  de  los  tex*- 
tos  y  en  tesis  general,  que  tratándose  de  los  engaños  y  arte- 
rias de  las  gitanas  para  estafar;  á  su  determinación,  singulari- 
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dad  é  importancia  hay  que  atender  para  calificar  el  hecho  de 
delito  ó  de  falta. 

Trátase  de  maquinaciones  puestas  en  juego  en  la  plaasa  pú« 
-blioa  dirigidas  al  público  en  general»  sin  que  una  particular 
geetii^n  las  individualice  ó  determine,  las  acentúe  y  agrave, 
para  acusar  mayor  importancia»  pues  el  hecho  no  pasará»  no 
debe  pasar,  de  la  categoría  de  una  simple  falta. 

Beto  es  lo  que  se  infiere  racional  y  teóricamente  juzgando 
como  síntesis  doctrinal  del  examen  de  la  ley  sancionadora  en 
si  misma,  y  corroborada  por  la  de  otros  países. 

Juzguemos  ahora  (no  en  orden  crítico,  que  no  cabe  para 
nosotros  tal  concepto  ni  palabra,  dados  los  respetos  profundí- 
mos  que  le  debemos  y  que  guardamos  al  Tribunal  Supremo  de 
casación),  si  ante  los  precedentes  indicados,  las  concordancias 
dichas,  lo  explícito  del  Código  vigente,  tiene  justificación  po- 
sible el  caos,  la  incertidumbre  y  la  duda  que  ha  llegado  á  sem- 
brar en  los  Tribunales  inferiores  la  siguiente  jurisprudencia 
sobre  el  particular  recaída. 

1)  Eíitafgí.'-Falta. — Isabel  Osuna  se  comprometió  á  resti- 
tuir á  Carmen  Zamora  el  cariño  de  su  amante  que  le  era  infiel, 
y  de  acuerdo  con  Francisca  Gk>nzález,  hizo  practicar  á  la  Car* 
<men  ciertas  ceremonias,  y  la  exigió  y  recibió  en  diferentes 
ocasiones  hasta  327  pesetas.  Condenadas  la  Isabel  y  la  Fran- 
cisca,  como  autoras  de  estafa,  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringido  el  art.  548,  núm  1.^,  del  Oódi 
go,  indebidamente  aplicado  al  caso,  y  el  606  que  era  el  apli- 
cable. 

El  Tribunal  Supremo  casa  y  anula  la  sentencia  por  las  si- 
guientes razones:  «Considerando  que  por  reprensible  que  sea  el 
hecho  ejecutado  por  los  recurrentes  de  haber  explotado  á  una 
sencillísima  mujer,  persuadiéndola  de  que  por  medio  de  ciertas 
ceremonias  lograría  que  su  amante  volvería  á  serle  fiel,  tal 
hecho  no  constituye  en  modo  alguno  delito  de  estafa,  puesto 
que  el  poder  y  la  influencia  que  se  atribuían  no  era  para  conse- 
guir cosas  posibles,  sino  sobrenaturales,  y  esa  simpleza  con  la 
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que  Be  abusó  de  la  credulidad  de  aquélla  con  objeto  de  lucro, , 
tiene  su  eanción  penal  expresa  y  determinadamente  como  falta, . 
en  elart.  606  del  Código  penal,  cuya  naturaleza  jurídica  no  es 
dable  cambiar  sin  infringirlo,  cualquiera  que  sea  la  cantidad 
de  que  se  lucraran  y  los  antecedentes  de  las  procesadas,  puesto  < 
que  en  ese  articulo  no  se  establecen  diferencias.»  (Sentencia 
de  14  de  Mayo  de  1886;  Baceta  de  17  de  Agosto.) 

BOOTBINA  COMTRABIA 

Estafa. — DeKto.-^Dolores  Clá  fué  á  casa  de  Antonia  Palet 
para  que  la  tcharalas  cartas ^  lo  que  verifíc<^  ésta  pronosticando 
á  aquélla  su  próxima  muerte  y  la  de  su  hijo,  y  asegurando 
que  podría  evitar  tales  desgracias  la  echadora  si  la  otra  le  en- 
tregaba algunas  cantidades  necesarias,  y  para  comprar  objetos 
indispensables  á  la  celebración  de  ciertos  sortilegios,  canti- 
dades que  obtuvo  la  Antonia.  Propuesta  ante  el  Tribunal  Su- 
premo la  cuestión  de  si  ésta  era  culpable  de  la  falta  prevista 
en  el  art.  606  ó  del  delito  de  estafa  que  castiga  ^  648,  nú- 
mero 1.^  del  Código  penal,  la  resuelve  en  este  sentido,  porque 
cía  procesada  Antonia  Palet  al  echar  las  cartas  no  se  limitó 
á  pronosticar  la  próxima  muerte  de  Dolores  Clá  y  de  su  hijo, 
percibiendo  por  tal  pronóstico  determinada  cantidad  en  pago 
de  8US  revelaciones,  sino  que,  suponiendo  un  poder,  ó  medios 
de  evitar  aquéllos  grandes  males,  pidió  á  la  Dolores  y  recibió « 
de  ésta  lae  cantidades  que  refiere  el  primer  resultando  de  la 
sentencia,  hecho  distinto,  más  grave  que  el  que  castiga  el  ar- 
tículo 696,  penado  como  estafa  en  el  núm.  1.^  del  648  del 
mismo  Código».  (Sentencia  de  12  de  Diciembre  de  1898.  Ga- 
ceta de  22  de  Agosto  de  1894.) 

2),    Estafa.— Falta. — Tres  mujeres  entregaron  á  otras  dos,, 
metálico,  ropas  y  efectos  por  valor  de  494  pesetas,  por  ha- 
berlas hecho  creer  éstas  que  una  de  ellas  ctenia  gracia»,  y  que 
con  sus  operaciones  y  sortilegios  conseguiría  que  fuera  rica  y 
feliz  la  que  le  diera  dinero  y  efectos  para  practicar  en  su  favor 
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aquellas  operaciones».  GondeDadas  las  adivinadoras  como  res- 
ponsables de  la  estafa  que  describe  el  art.  548^  núm.  1.^,  del 
Código  penal,  interpusieron  recurso  de  casación  alegando  que 
Bolamente  las  era  aplicable  el  606.  Asi  lo  estima  el  Tribunal 
Supremo  que  casa  y  anula  la  sentencia:  c Considerando....  que 
los  referidos  hechos  no  constituyen  el  delito  de  estafa,  califí- 
ficado  y  penado  en  la  sentencia,  porque  si  bien  puestas  de 
acuerdo  las  procesadas  se  propusieron  lucrar,  abusando  de  la 
credulidad  de  aquéllas;  el  poder,  influencia  y  cualidades  ex- 
puestas, no  se  referían  á  cosas  realizables  y  posibles,  y,  según 
tiene  ya  declarado  esta  Sala,  es  menester  que  concurra  dicha 
condición  para  que  el  engaño  de  la  índole  expresada  pueda 
conceptuarse  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  548  del  Có- 
digo penal,  y  como  no  lo  está  taxativamente  en  ningún  otro 
de  la  estafa,  el  único  aplicable  es  el  606,  que  define  clara  y 
expresamtsnte  los  hechos  de  la  naturaleza  del  presente.»  (Sen- 
tencia de  11  de  Mayo  de  1902.  Gaceta  de  2  de  Octubre.) 

Estafa. — Delito,  —Resultando  probado  que  la  procesada,  su- 
poniendo ser  adivinadora,  por  medio  de  la  combinación  de 
cartas  ó  naipes  de  una  baraja,  y  de  inteligencia  con  los  espí- 
ritus para  lo  que  empleaba  artes  maléficos,  consiguió  que 
Fernanda  de  Castro  le  entregara  250  pesetas,  asegurándola  que 
por  tales  procedimientos  llegarla  á  hacer  efectivas  1.5U0  pese- 
tas que  le  era  en  deber  D.  Domingo  Martín  y  que  éste  no  ha 
llegado  á  satisfacer,  por  lo  que  la  Castro  le  exigió  á  aquélla 
una  garantía  de  lo  que  le  había  entregado;  y  como  no  se  la 
entregara  el  Í5  de  Julio  del  año  anterior,  lo  puso  en  conoci- 
miento del  Juzgado  instructor,  habiendo  tenido  lugar  el  hecho 
denunciado  en  el  mes  de  Junio  del  mismo  año: 

Considerando  que  son  punibles  en  concepto  de  estafa  los 
hechos  declarados  probados  en  el  primer  resultando  de  la  sen- 
tencia reclamada,  pues  la  procesada  y  recurrente  engañó  á 
Fernanda  Castro,  asegurándola  que  sería  reintegrada  de  las 
1.500  pesetas  que  le  debía  D.  Domingo  Martín,  sirviéndose 
ella  de  las  cartas,  si  para  este  fin  le  entregaba  250  pesetas, 
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cantidad  en  la  que  la  ha  defraudado;  en  cuyo  concepto,  no  ha 
incurrido  la  sentencia,  al  condenar  á  la  procesada,  en  el  error 
de  derecho  que  el  recurso  le  atribuye. 

(Sentencia  de  2  de  Marzo  de  1895,  Oaceta  de  4  de  Agosto.) 
3)  Mlafa.^Falia.^ConBiáeranáo  que  el  hecho  de  haber 
explotado  á  la  perjudicada,  persuadiéndola  de  que  por  medio 
de  ciertas  ceremonias  lograrla  que  su  amante  volviera  á  serle 
fíel,  no  constituye  delito  de  estafa,  toda  vez  que  el  poder  y  la 
influencia  que  se  atribuyó  no  eran  para  conseguir  cosas  posi 
bles,  sino  sobrenaturales,  y  ese  abuso  de  la  credulidad  ajena 
con  objeto  de  lucro,  obteniendo  el  procesado  25  pesetas  en 
tresi  distintas  ocasiones,  llevado  á  cabo  por  medio  de  semejan 
tes  supercherías,  tiene  su  sanción  especial  y  determinada 
como  falta  en  el  art.  606  del  Código  penal,  cuya  naturaleza 
jurídica  no  es  dable  cambiar  sin  infringirlo,  cualquiera  que 
sea  la  cantidad  con  que  se  haya  lucrado  el  culpable,  puesto 
que  en  ese  articulo  no  se  establecen  diferencias. 

(Sentencia  de  1.®  de  Abril  de  1896,  Gaceta  14  de  Octubre.) 
(Otra  análoga:  9  de  Noviembre  de  1899,  Oaceta  12  de  Sep- 
tiembre de  19U0.) 

DOCTRINA   CONTRARIA 

Estafa.-'Delito. — Resultando  que  habiendo  conocido  Don 
Esteban  Arrizabalaga  á  la  hoy  procesada  Juliana  Laspidre, 
por  haber  acompañado  en  una  ocasión  á  casa  de  ésta  á  una 
pariente  suya  á  que  la  echase  las  cartas,  la  dijo  la  Juliana  que 
tomando  ella  para  Doña  Eulalia  un  billete  de  la  lotería,  la 
caería  un  premio  de  consideración,  con  cuyo  engaño  y  prome 
sa  de  que  había  de  caer  un  premio  importante,  le  fué  entre- 
gando la  segunda  á  la  primera,  en  distintas  ocasiones,  dife 
rentes  cantidades  para  jugar  á  la  lotería  durante  un  espacio 
de  tiempo  de  año  y  medio,  hasta  llegar  á  ñnes  de  Diciembre 
del  año  último  á  la  suma  de  3.500  pesetas  lo  entregado,  sin 
que  lo  supiese  el  marido  de  aquélla,  ni  la  Juliana  la  exhibiese 
ningún  décimo,  ni  acreditara  que  realmente  invirtiera  en  la 
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lotería  Ue  cantidades  recibidas,  si  bien  le  había  prometido  á 
la  Doña  Eulalia,  que  si  no  resultaban  premiados  los  billetes, 
le  devolverla  las  cantidades  recibidas,  lo  que  no  efectuó,  ni 
podía  hacerlo  por  carecer  de  bienes;  hechos  probados: 

Considerando  que  de  los  hechos  declarados  probados  en  la 
sentencia  reclamada,  se  demuestra  la  intención  y  ánimo  de  la 
procesada  de  defraudar,  como  lo  hizo,  á  Doña  Eulalia  Arriza 
halaga,  engañándola,  sugestionándola  con  las  cartas,  hasta  el 
punto  de  hacer.e  creer  que  tomando  para  ella  un  billete  de  la 
lotería,  le  caerla  un  premio  de  consideración,  y  ofreciendo  de- 
volverle el  dinero  si  no  salla  premiado,  operaciones  que  repi- 
tió varias  veces,  hasta  feacar  por  este  medio  la  suma  de  3.600 
pesetas,  sin  devolverle  cantidad  alguna: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  calificar  este 
hecho  de  estafa  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  548  del 
Código  penal,  no  ha  incurrido  en  infracción  legal...» 

(Sentencia  de  14  de  Octubre  de  1896,  Gaceta  de  20  de  Ene- 
ro de  1897.) 

Convengamos  en  ello:  ni  la  letra  explícita,  por  demás,  de 
la  ley,  ni  su  espíritu,  cual  pocos  amplísimo,  autoriza  ó  expli- 
ca contradicciones  semejantes.. 

Ha  resultado,  por  lo  visto,  estéril  el  prolijo  esmero  del 
legislador  en  no  dejar  delito  de  estafa  impune,  por  ingenio- 
sas,  por  variadas  y  sutiles  que  fueran  la  maneras  de  %fazer  en- 
gaño  los  ornes  los  unos  á  los  oíros».  De  nada  han  servido  sus  afo- 
rismos de  que  donde  hay  engaño  y  perjuicio,  surge  por  regla 
general,  y  casi  sm  excepción,  estafa;  de  nada  que  al  especifi- 
car las  formas  de  aquél,  añadiese  en  un  inciso,  y  como  redada 
de  gracia  que  los  comprendiese  á  todos:  có  valiéndose  de  cual- 
quiera otro  engaño  semejante,  que  no  sea  de  los  expresados 
en  los  casos  siguientes»  (art.  548,  núm.  1.^);  ni  que,  aseguran- 
do la  redacción  de  su  obra,  más  adelante  y  en  definitiva,  agre- 
gara: cel  que  defraudase  ó  perjudicase  á  otro  usando  de  cual- 
quier engaño  que  no  se  halla  expresado  en  los  artículos  ante- 
riores». Tenía  que  tropezar  la  ley  sancionadora,  en  su  previ- 
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bíóü  al  castigar  la  sutileza  é  ingeniosa  habilidad  del  delin- 
cuente,  con  la  sutileza  también  del  talento  humano  para  eludir 
sus  preceptos.  Y  si  éstos  penaban  y  penan  la  estafa  como  de- 
lito y  como  falta,  ya  que  no  á  la  irresponsabilidad  absoluta,, 
de  esperar  era  que  las  defensas  en  la  mayor  parte  de  los  casos 
procuraran  dar  aparieücia  de  mera  infracción  leve  á  lo  que 
evidentemente  encierra  y  reviste  caracteres  de  delito,  y  es  de 
penar  como  tai,  siguiendo  el  texto  mismo,  que  ordena  que 
sólo  alcanzarán  aquella  débil  sanción  cuando  el  hecho  no  estu- 
viese penado  en  el  libro  2.^  del  Código. 

Hora  es  ya  de  volver  á  la  buena  doctrina  y  de  romper 
abiertamente  lanzas  en  pro  de  la  justicia. 

Esas  mujerzuelas  de  moreno  y  agraciado  rostro,  de  caden- 
cioso y  ondulante  andar,  que  asedian  con  zalamerías  á  loa 
transeúntes  y  embaucan  á  crédulas  é  ignorantes  doncellas, 
llevándolas  á  lugares  apartados,  donde  las  sugestionan  por 
todos  los  medios  y  artes,  hasta  desbalijarlas  de  sus  ahorros» 
de  sus  alhajas  y  aun  de  sus  ropas  mismas,  cometen  notoria* 
mente  una  grave  estafa,  prevista  y  expresamente  penada  por 
nuestro  Código  como  delito,  no  en  concepto  de  sencilla  y  dis- 
culpable falta.  Precisa  tenerlo  juuy  en  cuenta.  La  frecuencia 
con  que  hechos  tan  escandalosos  se  cometen,  merece  biea 
llanlar  á  si  la  mayor  severidad  en  el  juicio,  ya  que  nunca  con 
más  razón  que  ahora,  puede  considerarse  llegado  el  momento 
que  c mostraron  los  sabios  antiguos,  porque  los  omes  puedan 
tomar  apercibimiento  para  guardarse,  é  los  Juzgadoras  sean 
sabidores  para  conocerlos  é  escarmentarlos».  (Lib.  7.^^  tit.  16» 
Partida  7.*.) 

Jos¿  García  Bomeko  de  Tejada, 

Magittrado  de  la  AucUmoi»  de  Madrid. 


APUNTES  JORIDICO-MERCANTILES 


Caestiones  qae  origina  el  contrato  de  transporte. 


DEL  DXBBCHO  DB  RECONOGIMIBNTO 

En  el  mecanismo  de  la  legislación  mercantil  se  ofrece  el 
contrato  de  transporte,  como  la  sanción  juridica»  de  relacio- 
nes que  afectan  á  la  esencia  de  los  fines  del  comercio. 

La  prodacción  de  la  riqueza  conseguida  en  la  aproxima- 
ción ficticia  del  centro  manufacturero  ó  fabril  al  mercado  de 
consumo,  utilizando  como  elementos  precisos  de  su  existencia 
los  de  la  información  de  las  necesidades  sociales  de  cada  pue« 
blo  y  ia  rapidez  en  el  arrastre  de  las  mercaderías  que  son  ob- 
jeto del  cambio,  constituye  el  destino  que  al  comercio  incum- 

» 

be  en  el  orden  de  las  instituciones  humanas.    . 

Todo  aquello  que  tienda  á  purificar  de  viciosos  y  funestos 
privilegios  el  ambiente  social;  cuanto  se  encamine  á  facilitar 
la  cristalización  en  la  esfera  del  derecho  positivo  de  la  volun- 
tad particular,  traducida  en  el  convenio  de  las  condiciones  del 
transporte  de  los  productos  bajo  principios  de  equidad  que  ga- 
ranticen los  intereses  generales  del  comercio,  sin  menoscabo 
de  los  personales  que  el  contrato  pone  en  juego,  debe  conside- 
rarse de  capital  importancia  en  el  desarrollo  de  los  medios 
económicoB-de  la  prosperidad  nacional. 

La  experiencia  de  la  vida  nos  enseña  como  sensible  ver- 
dad^ con  una  frecuencia  que  acreditan  los  perniciosos  efectos 
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de  la  protección  oficial  concedida  á  las  Compañías  ferróyia- 
rias,  la  entronización  de  inveterados  abusos,  que  arraigan  á  la 
sombra  de  prerrogativas  de  que  disfrutan  en  nuestro  país  las 
grandes  Empresas,  y  en  especial  las  dedicadas  al  transporte 
de  mercancías  por  caminos  de  hierro. 

Y  aun  cuando  en  el  campo  de  la  actividad  privada  parecen 
hallar  amparo  en  las  prescripciones  de  la  ley  los  derechos  del 
cargador  y  el  consignatario,  instituidos  por  su  disposición  en 
el  goce  de  la  facultad  de  ejercitar  las  acciones  que  les  asisten 
para  exigir  la  sanción  de  la  maliciosa  ó  negligente  morosidad 
del  porteador  en  la  responsabilidad  civil  del  perjuicio,  la 
práctica  judicial  revela,  sin  embargo,  dificultades  que  naci- 
das de  defectos  de  expresión,  de  lamentables  omisiones  ó  del 
error  del  intérprete,  en  la  investigación  del  sentido  que  al 
precepto  informa,  producen  en  múltiples  ocasiones,  fallos 
contrarios  á  los  justos  requerimientos  del  litigante,  burlado 
por  los  desmanen  de  las  poderosas  entidades,  que  monopolizan 
con  la  explotación  de  los  más  pingües  negocios,  el  favor 
oficial. 

Entre  las  variadas  y  numerosas  cuestiones  de  derecho  que 
€urgen  del  contrato  que  estudiamos,  se  destacan  como  dignas 
de  notarse,  las  relativas  á  la  exactitud  de  la  declaración  del 
contenido  de  la  expedición  que  el  remitente  efectúa. 

Conocido  el  valor  jurídico,  que  como  título  legal  del  cele- 
brado pacto,  se  concede  por  nuestro  derecho  positivo  históri- 
co, con  expresión  en  el  Código  mercantil  del  año  18z9  y  en 
los  arts.  850,  351  y  553  del  vigente,  á  la  carta  de  porte  (deola-* 
ración  de  expedición),  no  hemos  de  detenernos  á  examinar  los 
elementos  que  constituyen  la  estructura  del  referido  documen- 
to, ni  la  necesidad  de  la  consignación  en  su  texto  de  las  condi 
cienes  convenidas,  porque  la  realidad  no  nos  ofrece  en  esta 
materia  observación  alguna  á  que  atender. 

Pero  no  sucede  igual,  en  lo  que  se  relaciona  con  el  análisis 
de  las  consecuencias,  de  la  renuncia  del  derecho  de  reconoci- 
miento de  la  mercancía,  que  en  el  caso  de  sospechas  de  false* 
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dad  de  lo  declarado,  se  concede  al  porteador  por  el  art.  86T 
del  Código  de  Comercio;  porque  aun  cuando  parece  apoyarse 
en  principioB  de  irrebatible  lógica,  el  argumento  de  que  la 
simple  aceptación  de  la  mercadería,  de  que  para  su  transporte 
se  constituye  en  depositaría  la  persona  fíeica  ó  moral  encarga- 
da de  efectuarlo  (sin  la  oposición  de  la  tacha,  que  significa  e! 
uso  de  la  facultad  á  que  aludimos),  implica  el  asentimiento  á 
la  certeza  del  testimonio  del  cargador,  en  punto  á  la  expresión 
de  la  naturaleza  del  género  sobre  que  versa,  como  á  su  objeto,. 
el  contrato.  La  práctica,  mostrándonos-divorciada  del  criteria 
legal  la  opinión  del  juzgador,  evidencia  la  necesidad  del  estu* 
dio  de  una  cuestión,  que  afecta  caracteres  de  importancia  por 
la  irreparabilidad  de  la  lesión  sufrida,  cuando  se  trata  de  la 
sentencia  definitiva  del  juicio,  en  que  se  ventilan  derechos  de 
la  calidad  del  referido. 

Gomo  indudable  prueba  de  la  disparidad  de  criterios  que 
anteriormente  indicamos,  se  hace  de  notar,  entre  los  antece- 
dentes á  que  nuestras  noticias  llegan  jen  la  materia,  la  senten-^ 
cia  de  una  Audiencia  territorial  andaluza,  que,  en  apelación 
de  la  de  su  inferior,  estableció  como  fundamento  de  la  revoca- 
ción del  fallo  de  primera  instancia,  la  doctrina  de  la  proce- 
dtticia  de  la  absolución  del  demandado,  por  la  circunstancia 
de  no  justificarse  la  preexistencia  de  los  objetos,  que  inte- 
grando el  contenido  de  una  expedición  por  vía  férrea  (que  fué^ 
admitida  sin  reserva  ni  protesta  alguna,  y  reconocida  en  la 
plenitud  de  su  fuerza  la  aserción  del  cargador),  determinó,  con 
la  sustracción  patcial  del  genero  facturado,  la  necesidad  de  la 
reclamación  judicial  de  su  valor. 

Muy  poco  significaría  en  el  orden  material  la  tergiversación^^ 
del  precepto  de  la  ley,  si  cupiere  en  todas  ocasiones  al  litigan- 
te cuyos  derechos  lesiona,  la  esperanza  de  obtener  la  repara- 
ción del  inferido  agravio,  en  la  amplitud  é  independencia  del 
juicio  en  que,  con  espíritu  progresivo,  que  hace  honor  á  la 
cultura  de  sus  Magistrados,  inspira  el  Tribunal  Supremo,  las 
sanas  doctrinas  que  deduce  de  una  inteligente  versión  del  sen<- 
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tido  que  al  derecho  informa,  huyendo  en  su  misión  de  intér- 
pretes, de  convencionalismos  arcaicos  y  de  peligrosas  sugestio- 
nes, que  apasionan  el  ánimo  del  juzgador.  Pero  como  dentro 
del  criterio  restrictivo  que  adopta  la  ley  de  Procedimientos  ci- 
viles en  el  art.  1694,  excluyendo  de  la  aplicación  del  recurro 
de  casacióii  por  infracción  legal^  los  negocios  que  su  texto  ex  • 
presa,  se  halla  limitado  en  los  c juicios  de  menor  cuantía»  (ar- 
tículo 1694,  núm.  1.^),  el  fundamento  del  recurso  quQ  citamos 
al  cquebrantamiento  de  alguna  de  las  formas»  del  ritualismo 
procesal,  que  el  artículo  que  le  antecede  determina,  aparece 
acotado  el  circulo  de  las  facultades  de  la  persona  perjudicada, 
«n  términos  que  hacen  preciso  un  estudio  detenido  del  dere- 
cho susceptible  de  adecuar  á  la  realidad  del  supuesto  que  se 
litiga,  á  fin  de  evitar  con  insubsanables  errores,  mantenidos 
en  la  sentencia  definitiva  del  pleito  que  nos  ocupa  (que  es  el 
que  con  mayor  frecuencia  se  tramita,  por  la  entidad  del  valor 
ordinario  de  las  reclamaciones  producidas  por  extravío  de 
equipaje  ó  sustracción  de  otros  efectos,  que  el  tráfico  moderno 
y  la  facilidad  de  comunicación  convierten  en  usual  objeto  de 
transporte),  la  prosperidad  de  principios  que  en  mengua  de 
intereses  respetables  vulgarizan  convicciones  que  conviene 
desterrar. 

Si  prescindiendo  de  consideraciones  de  utilidad  social  que 
patenticen  los  grandes  inconvenientes  á  que  conduce  la  falta 
de  meditado  examen  de  problemas  de  derecho,  que  complica 
la  necesidad  de  borrar  maliciosas  suspicacias,  profundizamos 
en  el  estudio  del  precepto  del  art.  357  del  Código  mercantil, 
para  investigar  de  su  materia  la  extensión  de  la  ocultad  en 
que  instituye  al  porteador,  y  las  consecuencias  que  en  la  ar- 
monía de  su  texto  con  el  del  párrafo  2.^  del  art.  4.^  del  Código 
civil  se  desprende  de  su  inejercicio,  concluiremos  por  afirmar, 
como  fruto  del  efectuado  análisis,  que  no  afectando  al^orden 
público  ni  al  interés  de  un  tercero»,  la  renuncia  del  derecho 
mencionado,  cuando,  con  validez  perfecta,  deja  de  usarse,  los 
efectos  lesivos  de  la  libérrima  decisión  de  la  persona  en  cuyo 
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l)enefício  Be  establece ,  no  pueden  ser  imputableSi  sin  violación 
flagrante  de  las  supremas  normas  de  Justicia,  á  la  voluntad 
del  cargador,  que  nada  opuso  en  su  conducta  á  la  práctica  de 
la  justiñcación  que  la  ley  autoriza^  puesto  que  á  tanto  equi- 
valdría la  nulidad  del  valor  oficial  que  á  la  carta  de  porte  se 
concede,  si  en  menoscabo  de  su  virtud  probatoria  se  hiciera 
precisa  la  nueva  demostración  de  lo  que  por  sancionado  se 
tuvo  en  la  suscripción  del  documento,  que  como  titulo  escrito 
del  contrato,  expresa  en  sus  términos  el  convenio  acerca  del 
peso  y  calidad  de  las  mercancías  cuyo  transporte  se  pacta. 

Aparte  de  las  reflexiones  apuntadas,  se  ocurre,  como  argu- 
mento de  lógica  racional  (que  reviste  de  autoridad  su  apoyo  en 
«1  axioma  metafisico  de  la  imposibilidad  simultánea  en  una 
cosa,  de  la  existencia  y  su  opuesto),  el  de  que  si  la  afirmación 
de  un  principio  envuelve  la  negación  de  su  contrario,  la  re 
nuncia  del  derecho  definido  por  el  art.  357  para  el  caso  de  que 
^fundadas  sospechas»  (que  cimentan  en  el  campo  de  la  moral 
privada  indicios  de  difícil  prueba  en  ocasiones)  robustezcan 
la  duda  que  origina  el  testimonio  del  cargador,  al  contrastarse 
-en  la  realidad  de  las  muestras  de  su  falsía  por  los  hechos  que 
la  revelan,  induce  la  persuasión  del  reconocimiento  de  su 
oerteza. 

De  lo  expuesto  podemos  deducir,  que  la  necesidad  de  la 
justificación  de  preexistencia  de  los  objetos  cuyo  se  valor  se 
litiga,  no  tan  sólo  es  injusta  y  á  todas  luces  condenada  por  las 
prescripciones  de  la  ley,  rectamente  interpretada  en  el  espí 
ritú  que  la  preside,  sino  que  coloca  al  litigante,  á  quien  a^iué- 
lia  se  exige,  en  situación  de  odioso  desnivel  de  inferioridad 
procesal  respecto  á  su  contendiente;  porque  si  desentendién- 
donos de  las  clamorosas  protestas  en  que  bajo  acusaciones  poco 
exactas  de  supuestos  abusos  pretenden  encubrir  su  responsa 
bilidad  las  Empresas  de  transporte,  se  establece  la  doctrina 
expresada,  con  el  carácter  de  peligrosa  permanencia  que  acusa 
su  frecuente  inspiración^n  la  práctica  del  Tribunal  4e  un  te- 
rritorio, límite  máximo  de  la  actividad  jurídica  de  la  parte,  en 
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la  esleía  judicial  á  que  se  alcanza  en  el  juicio  de  menor  cnan- 
tía,  resultará  de  imposible  ejecución  cuando  tenga  que  recu- 
rrirse  á  la  nebulosa  del  recuerdo  en  la  enumeración  de  I09 
efectos  sobre  que  haya  de  versar  la  prueba,  en  el  caso  de  que 
el  extravío  de  aquéllos  en  poder  del  porteador  originase  el  sus* 
citado  litigio. 

II 

DE  LA  BESEavA  Y  9Ü  ALCANCB 

Mas  no  es  de  la  que  nos  ocupamos  la  ünica  ni  la  más  inte- 
resante de  las  cuestiones  que  motiva  el  contrato  de  transpor- 
te, porque  si  la  facultad  de  comprobar  en  el  reconocimiento 
de  la  mercadería  facturada  la  certeza  de  la  declaración  del 
cargador,  ocasiona  incidencias  que  dan  lugar  á  pleitos  cuando 
se  discute  la  responsabilidad  de  las  Empresas,  no  es  menos 
susceptible  de  producir  dificultades  la  determinación  de  la 
naturaleza  y  efectos  de  la  reserva,  instituida  por  el  art.  856 
del  Código  de  Comercio,  como  medio  de  establecer  la  debida 
compensación,  en  las  condiciones  que  obligan  legalmente  á  los 
contrayentes. 

Según  el  art.  856  del  referido  Código,  dos  porteadores  po- 
drán rechazar  los  bultos  que  se  presenten  mal  acondicionados 
para  el  transporte;  y  si  hubiere  de  hacerse  por  camino  de  hie- 
rro, insistiendo  en  el  envío,  la  Empresa  los  porteará,  quedanda 
exenta  de  toda  responsabilidad  si  hiciese  constar  en  la  carta 
de  porte  su  oposición». 

De  la  lectura  del  precepto  cuya  exposición  precede,  fluye 
en  rasgos  generales  su  sentido,  á  través  de  la  expresión  grama- 
tical de  sus  palabras,  en  términos  de  claridad  que  lo  revelan 
fácilmente,  porque  conocida  la  responsabilidad  que  á  las  Em- 
presas de  transporte  corresponde  por  la  alteración  ó  perdida, 
de  una  mercancía,  no  sería  equitativo  el  legislador  limitándo- 
les el  empleo  de  medios  lícitos  de  defensa,  y  bajo  este  concep- 
to, la  previsión  de  perjudiciales  contingencias  que  salva  el 
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porteador  con  la  ireBerva»,  reconoce  por  origen  un  motivo  de 
indiscatible  justicia. 

Dos  principios  establece  la  doctrina  definida  en  el  texto 
del  citado  artículo:  uno  de  carácter  general,  que  detallado  con 
mayor  amplitud  en  el  párrafo  1.^  del  art.  123  del  Reglamento 
de  Policía  de  Ferrocarriles,  prescribe  la  necesidad  de  atender 
á  las  condiciones  exteriores  de  preservación  de  las  mercancías; 
y  otro,  en  que  con  aplicación  limitada  á  las  Empresas  de  trans- 
porte por  vía  férrea,  determina  los  requisitos  que  hacen  posi- 
ble la  existencia  legal  de  la  reserva. 

Según  el  primero,  toda  mercancía  cuya  envoltura  no  se 
presente  en  las  debidas  condiciones  de  seguridad  y  solidez 
para  reservar  su  contenido  de  riesgos,  que  aumenta  la  mayor 
facilidad  que  ofrece  á  su  ocurrencia  la  exposición  directa 
del  género  de  que  se  trate,  puede  ser  rechazada  por  el  portea- 
dor, rehusando  la  aceptación  de  una  responsabilidad,  racional* 
mente  inadecuada  en  los  términos  de  la  previsión  normal. 

(Ton  arreglo  al  segundo  supuesto,  admitido  el  ejercicio  del 
derecho  de  repulsión,  que  analizamos  en  el  párrafo  anterior; 
cuando  para  el  transporte  de  las  mercancías  se  pretende  utili- 
zar caminos  de  hierro,  y  sin  adoptar  las  precauciones  que  la 
Empresa  exige,  se  insiste  en  el  envío,  nace  la  necesidad  de 
establecer  una  prueba  escrita  que  garantice  los  intereses  del 
porteador  en  el  caso  de  posibles  reclamaciones. 

Limitando  nuestro  estudio  al  del  segundo  aspecto,  de  los 
dos  que  describimos;  se  nos  ofrece  en  la  investigación  de  los 
requisitos  legales  de  la  reserva,  una  doble  cuestión,  que  afecta 
al  fondo,  en  cuanto  precisa  para  existir  con  validez  jurídica  del 
desacuerdo  pievio  de  los  contrayentes,  se  robustece  en  la  expre- 
sión de  una  voluntad  reiterada  y  alcanza  en  el  orden  práctico 
de  los  hechos  la  efectividad  de  una  sanción  que  el  derecho 
positivo  garantiza;  y  se  refiere  á  la  forma,  en  cuanto  requiere 
como  circunstancia  esencial,  la  de  consignarse  en  la  carta  de 
porte  ó  título  del  contrato,  mediante  la  determinación  de  los 
elementos  que  la  constituyen,  autorizados  bajo  la  firma  del 
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en  8U  defiarrollo  el  contrato  de  transporte,  las  relaciones  de- 
conexión ó  analogía  que  con  otros  gnarda,  y  prescindiendo  de- 
la  semejanza  que  con  el  de  carrendamiento  de  trabajo»  advier- 
te el  Sr.  Viso  en  su  obra  Lecciones  élemeniales  de  Derecho  mer^ 
cantil  de  España,  nos  afijamos  en  las  afinidades  que  con  el  de^ 
«depósito»  muestra;  comprobaremos  que  en  uno  como  en  otro, 
la  entrega  de  la  «cosa  mueble»  que  constituye  su  objeto,  ori- 
gina la  necesidad  jurídica  de  su  custodia;  que  ambos  implican 
la  obligación  de  mantener  la  forma  y  sustancia  de  la  cosa;  y 
aun  cuando,  atendiendo  al  estudio  de  sus  respectivas  natura- 
lezas, se  diferencian  sustancialmente  en  que  la  finalidad  ex- 
clusiva del  «depósito»,  es  la  conservación  del  objeto  en  el  pre- 
cio y  durante  el  tiempo  estipulados,  ^  paso  que  constituye  el 
fin  esencial  del  «transporte»  la  traslación  de  un  lugar  á  otra 
de  la  cosa  sobre  que  el  convenio  versa,  no  bay  duda  de  que  el 
segundo  supone  en  su  estructura  jurídica»  la  existencia  del  pri- 
mer contrato,  puesto  que  para  que  el  de  «transporte»  alcance 
en  la  realidad  de  los  hechos  su  práctica  consumación,  precisa 
1|L  tradición  de  la  mercancía  que  ha  de  ser  porteada,  y  á  partir 
del  instante  en  que  perfeccionado  el  pacto,  se  hace  cargo  de  sa^ 
«custodia»  el  particular  ó  Empresa  llamado  á  colocarla  en  lo- 
calidad distinta,  de  aquella  en  que  la  recibe,  comienza  la  res- 
ponsabilidad del  porteador,  traducida,  entre  otras,  en  la  nece- 
sidad de  velar  porque  subsista  inalterable  en  las  condicioneB^ 
bajo  las  que  ^u  entrega  se  efectúa. 

Pues  bien,  bí  la  «reserva»  produjera  la  exoneración  abso 
luta  de  responsabilidad  en  todos  los  casos;  si  por  su  medio  se 
lograra  para  el  porteador  la  exención  de  la  necesidad  de  res- 
ponder del  valor  de  la  mercancía  cuyo  contenido  se  sustrajo 
en  el  transcurso  del  período  de  tiempo  invertido  en  su  trans- 
porte, resultaría  desnaturalizado  en  lo  que  tiene  de  esencial- 
mente propio  y  característico  el  contrato  que  nos  ocupa;  y  es^ 
evidente,  supuesto  lo  que  antecede,  que  acusaría  manifiesta 
lesión  al  buen  sentido  el  criterio  legal,  porque  no  puede  des- 
conocerse, por  quien  analice  con  la  detención  debida  el  pro- 
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i>l6jma  planteado,  que  constituida  en  poder  del  porteador  la 
mercancia,  y  aceptada  bu  custodia,  aun  cuando  sea  en  la  for- 
ma condicional  que  la  creserva»  significa,  á  ley  de  depósito 
(necesario  en  numerosos  y  frecuentes  casos  por  la  carencia  de 
^tros  medios  de  arrastre),  por  lo  menos,  es  primordial  la  obli- 
gación de  restituirla  á  quien  se  ostente  con  legítimos  derechos 
para  ello:  neg»r  la  efectividad  de  este  deber,  parece  significar 
la  proclamación,  como  doctrina  legal,  del  principio  de  la  más 
absoluta  impunidad  para  las  Compañías  que  tienen  por  mi 
don  la  que  indicamos. 

Reconocida  la  justicia  con  quC'Se  permite  á  las  Empresas 
porteadoras  la  facultad  de  regular  las  condiciones  de  solides  á 
que  deban  ajustarse  las  envolturas,  cubiertas  ó  envases  que 
<x>ntengan  las  mercancías  cuyo  transporte  se  solicita,  estímase 
lógicamente  consecuencia  natural  del  ejercicio  de  este  dere- 
cho, el  de  rechazar  la  admisión  de  la  que  no  se  ofrezca  debi- 
damente, negándose  en  términos  absolutos  á  la  celebración  de 
mi  contrato  moralmente  imposible,  en  la  ausencia  del  preciso 
acuerdo,^  en  los  llamados  á  convenirlo;  pero  no  se  concibe  ese 
<;riterio  de  transacción,  ese  espíritu  de  concordia  en  que  se 
inspira  el  legislador,  porque  no  entendemos  jurídicamente 
-compatible  con  la  disparidad  de  voluntades  4e  los  que  con 
ciertan  un  pacto,  la  existencia  posible  de  ccontrato»,  y  allí 
4onde,  como  en  el  supuesto  del  art.  856  del  Código  de  Comer- 
<íio,  se  acredita  la  cresistencia»  del  porteador,  no  nos  explica- 
mos que  baste  la  cinsistencia»  del  remitente,  es  decir,  la  c vo- 
luntad expresa»  de  una  parte,  para  obligar  en  ningún  sentido 
á  la  renuente,  teniendo  por  €  perfeccionado»  como  ccontrato» 
lo  que  no  e%  ni  puede  reputarse  en  tal  concepto. 

No  es  éste  el  único  defecto,  de  los  que  se  señalan  como  dig 
nos  de  atención,  en  la  lectura  del  texto  del  art.  8564el  Código 
mercantil;  porque  si  bajo  el  punto  de  vista  en  que  estudiamos 
el  caso  que  nos  ocupa,  se  ofrecen  i  cargador»  y  i  porteador» 
<x)mo  dos  personas  físicas  ó  morales,  pero  al  fin  y  al  cabo  dea- 
pojadas  de  toda  autoridad,  en  cuanto  concurren  á  la  ejecución 
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de  nn  acto  de  la  vida  civil,  resalta  un  contrasentido  y  una 
verdadera  arbitrariedad  en  el  privilegio  que  envuelve  la  ere- 
serva»  en  beneficio  del  cporteador».  En  efecto,  según  el  ar- 
tículo 856  á  que  nos  referimos,  al  cporteádor»  incumbe  1»  de- 
terminación de  las  cmalas  condiciones  del  bulto  presentado^r 
al  mismo  €  porteador»  compete,  con  exclufe>ión  de  poder  alga- 
no,  y  sin  otra  norma  que  la  que  su  arbitrio  impone,  la  apre-^ 
dación  de  la  equidad  de  su  acuerdo  de  oposición  al  transpor- 
te; y  sólo  como  temerosa  fulguración  de  la  fuerza  coercitiva 
del  Derecho,  en  el  espíritu  de  condescendencia  hacia  el  cpor- 
teador»  que  lo  inspira,  aparece  la  obligación  que  lo  somete  en 
el  citado  precepto  á  la  necesidad  de  portear  la  mercancía,, 
aanque  librándose,  al^acerlo  constar  en  la  ccarta  de  porte», 
de  posteriores  consecuencias  que  cedan  en  su  perjuicio. 

Mo  hemos  de  negar  que  las  Compañías  ferroviarias,  á  quie- 
nes más  concretamente  se  refiere  la  segunda  parte  del  referida 
art.  866,  realizan  un  servicio  público,  afectan  á  intereses  ge* 
nerales,  y  bajo  este  concepto,  es  lícita  la  concebión  de  benefi- 
cios que  tiendan  á  garantizar  el  cumplimiento  de  sus  fines^ 
rodeándolas  de  los  necesarios  prestigios;  pero  es  indudable 
asimismo,  que  el  Código  de  Comercio  las  considera  bajo  el 

m 

aspecto  de  personas  morales,  sometidas  como  las  demás  socie- 
dades á  sus  preceptos,  en  cuanto  regalan  éstos  los  actos  del 
tráfico  mercantil  á  que  aquéllas  se  dedican;  y  juzgadas  en  esta 
forma,  no  hay  razón  alguna  que  justifique  su  condición  de 
privilegio,  respecto  á  los  particulares  ó  colectividades  con 
quienes  se  obligan,  puesto  que  á  tanto  equivaldría  establecer 
un  odioso  desnivel,  tan  injusto  como  inadmisible,  donde  im- 
pera, como  principio  consagrado  por  la  tradición  científica,  el 
de  que  la  voluntad  es  la  ley  primordial  en  materia  de  contra- 
tación.    ^ 

Atendiendo  á  los  términos  en  que  se  redacta  la  disposición 
del  art.  8¿6.  tantas  veces  citado,  ¿puede  estimarse  subsistente 
el  contrato  de  c transporte»  cuando  se  opuso  la  c reserva»  por 
el  porteador?  Con  arreglo  á  las  consideraciones  que  expusimos 
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brevemente  en  párrafos  anteriores,  apoyados  en  los  preceptos 
que  en  los  arts.  50  del  Código  de  Gomercio  y  los  de  los  capí- 
tulos 1.^  y  2.®,  tít.  2.<>,  libro  4.^  del  civil,  determinan  los  ele- 
mentos que  integran  el  concepto  legal  del  ccontrato»,  su  res* 
puesta  es  negativa,  porque  no  eziéte  el  cconsentimiento»,  no 
hay  la  coincidencia  de  voluntades  sobre  objeto  cierto,  ni  el 
ánimo  de  obligarse  que  da  vida  á  la  relación  jurídica;  puesto 
que  siendo  el  objeto  del  de  itranaporte»  la  traslación  de  una 
mercancía  de  un  punto  á  otro,  al  rechazarse  la  presentada  con 
dicho  fin,  se  elude  la  cprestación  del  consentimiento»;  pero 
en  {iugna  con  el  criterio  expresado,  la  segunda  parte  de  dicho 
artículo  supone  la  celebración  del  mibmo^  porque  como  el 
ctransporte»  no  se  verifica,  sino  mediante  la  estipulación  de 
ciertas  condiciones  respecto  á  precio  y  otros  extremos,  pese  á 
cuantas  csalvedades»  se  consignen  en  la  ccarta  de  porte»  que 
las  indica,  hay  que  reconocer  como  cpresunto»  el  cconsenti- 
miento» que  dejó  de  expresarse  por  la  Empresa  que  opuso  re- 
sistencia. 

Supuesto,  pues,  el  contrato  en  el  caso  de  la  reserva,  ocurre 
preguntar  si  las  frases  cquedando  exenta  de  toda  responsabi- 
lidad si  hiciere  constaren  la  carta  de  porte  su  oposición », 
aplicadas  á  las  Empresas,  deben  entenderse  en  el  sentido  ab» 
soluto  de  su  significación,  ó  en  el  relativo  y  condicional  que 
les  asignamos,  y  hay  que  convenir  en  que  de  proclamarse  por 
la  afirmativa  en  el  primero  de  los  dos  extremos  que  la  cues- 
tión propuesta  comprende,  se  incurre  en  el  error  de  contrade- 
cir su  mismo  texto,  porque  si  la  Compañía  porteadora  queda 
obligada,  aun  vigente  la  €  reserva»,  á  transportar  la  mercancía 
que  rechazó,  se  halla  sometida  á  una  cresponsabilidad»,  la  de 
que  el  transporte  convenido  se  efectúe;  y  como  en  el  caso  cíe 
extravío  no  podría  cumplirse  ese  objeto,  es  obvia  la  razón  que 
amplía  á  este  supuesto,  la  cresponsabilidad»  mencionada.  Y 
he  aquí  cómo  se  hace  necesario  prescindir  de  la  interpretación 
literal,  en  punto  á  la  generalidad  del  concepto  que  implican 
las  frases  comentadas,  para  buscar  en  la  relación  de  conoor- 
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dancia  de  ese  precepto  con  el  de  los  demás,  que  en  el  Código 
prescriben  las  reglas  á  que  se  ajosta  el  contrato  de  transporte, 
una  yersión  racional  de  su  sentido»  que  nos  evite  incurrir  en 
el  absurdo. 

Después  de  las  reflexiones  que  anteceden,  ocurre  pregun- 
tar: ¿á  qué  términos  se  reduce  la  irresponsabilidad  del  portea 
dor  en  el  caso  de  la  reserva?  En  nuestro  sentir»  despojados  de 
toda  pretensión  que  nos  suponga  el  deseo  de  recabar  los  tim- 
bres de  una  autoridad  de  que  carecemos,  la  <reserva>  exime 
de  responsabilidad,  cuando  por  consecuencia  de  la  mayor  ex- 
posición á  riesgos  que  arrostra  voluntariamente  el  cargador, 
prescindiendo  de  elementales  medidas  que  los  prevengan,  se- 
gún  las  disposiciones  de  la  Compañía  porteadora,  sobrevienen 
accidentes  que  inutilicen  total  ó  parcialmente  la  mercancía  6 
le  produzcan  averías  de  cualquier  género,  siempre  que  reco- 
nozcan como  causa  ocasional,  las  defíciencDfts  de  que  nació  la 
creserva». 

Consignábamos  en  la  segunda  parte  de  este  trabajo,  des« 
pues  de  transcribir  el  precepto  del  art.  S56  del  Código  de  Co- 
mercio, dos  extremos  que  el  desarrollo  de  su  comentario  pu 
diera  mostrar  en  contradicción  con  lo  expuesto  posteriormen- 
te; toda  vez  que  sostuvimos  la  fácil  traducción,  como  sentido 
gramatical  de  los  términos  en  que  se  expresa  la  mencionada 
disposición,  del  propósito  de  otorgar  al  porteador,  medios  líci- 
tos de  defensa  que  le  garanticen  de  contingencias  y  eventua- 
lidades que  previo  en  su  oposición  al  transporte;  y  explica  la 
aparente  antinomia,  el  hecho  de  que,  reconociendo  la  justicia 
de  la  concesión  de  ese  derecho,  nos  hemos  concretado  única* 
mente  á  señalar  su  alcance  con  arreglo  á  nuestro  criterio. 

loNAoio  Falqueras  t  Ozasta. 

Málaga  j  Abril  12-19M. 


SOBRE  MEJORAS  A  LOS  NIETOS  EN  VIDA  DE  SD  PADRE 


IMPOBTÁNOIÁ  Y  POSICIÓN    DEL  ASUNTO 

SI  Tribunal  Supremo  ha  resuelto  recientemente  la  debatid 
da  cuestión,  planteada  desde  la  vigencia  del  Código  civi]^  acer- 
ca de  la  posibilidad  de  ser  mejorados  los  nietos  del  testador  en 
vida  del  padre  de  ellos.  Al  dar  cuenta  de  este  importante  fallo» 
una  acreditada  revista — El  Foro  Español — ,  añrma — reflejando 
el  criterio  reinante  de  atribuir  cierta  especie  de  infalibilidad 
á  la  jurisprudencia,  no  obstante  haber  sido  omitida  por  el  Có- 
digo, en  su  calidad  de  fuente  de  Derecho—,  que  cde  ahora  en 
adelante  es  incuesHofMble  que  el  abuelo  puede  mejorar  al  nieto» 
aun  viviendo  el  padre». 

No  lo  entendemos  así,  sino  que,  por  el  contrario,  — salvan- 
do de  una  vez  para  sieoüpre  todos  los  respetos  debidos  á  nues- 
tra más  elevada  institución  judicial — ,  pensamos  que  esa  sen- 
tencia llega  en  el  momento  más  oportuno  de  i^Zan^ear  ie  nueva 
una  cuestión  algo  olvidada  y  no  suñcientemente  debatida  por 
nuestros  jurisconsultos.  No  se  pierda  de  vista  que  la  práctica 
profesional  y  los  Tribunales  llamados  á  juzgar  sobre  puntos 
dudosos  de  interpretación,  en  que  qo  existe  precepto  positivo 
concreta  y  exactamente  aplicable  al  caso  controvertido,  no 
pueden  hoy  considerar  la  jurisprudencia  emanada  del  Sapre* 
mo  sino  como  un  valioso  elemento  de  fijación  y  depuración  de 
los  principios  generales  del  Derecho^  que  constituyen  el  verdade- 
ro manantial  de  reglas  obligatorias,  á  falta  de  ley  y  de  costum- 
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bres,  según  el  Código;  y  que  siendo  asi,  ó,  lo  qae  es  igual,  no' 
hallándose  recibida  hoy  la  jairispradenoia,  en  H  miamat  oomo 
fuente  directa,  ni  aun  secundaria,  de  preceptos  positivofi,  no 
le  queda  otro  valor  que  el  de  sus  fundamentos  científicos,  en 
cuanto  por  ellos  se  puede  apreciar  el  acierto  con  que  sus  fallos 
Tienen  á  traducir  aquellos  |)ri;tapio«,  para  darles  el  relieve,  la 
concreción,  la  plasticidad  necesaria,  á  fin  de  que  por  ellos  se 
rijan  las  relaciones  de  la  vida. 

Aumenta  hoy  la  trascendencia  de  este  debate  el  hecho  de 
que  su  asunto  es  objeto  de  una  pregunta  ó  cuestión  de  las  in 
cluídas  en  el  programa  único  de  oposiciones  á  Notarías^  publi- 
cado recientemente,  por  lo  que,  — dados  los  procedimientos  al 
u^o  en  la  preparación  para  este  género  de  ejercicios  de  puro 
psiiacismo — ,  ya  sabemos  cuál  ha  de  ser  el  criterio  doctrinal 
imperante  en  la  práctica,  cuando  los  testadores  intenten  perju- 
dicar á  sus  hijos  en  beneficio  de  otros  descendientes,  pues  en- 
tre los  funcionarios  designados  por  aquel  sistema  (que  empie- 
za por  evitarles  el  trabajo  de  pensar,  exigiéndoles  tan  sólo, 
como  prueba  para  el  ingreso,  un  recitado  del  pensamiento  aje- 
no),  sería  ocioso  buscar  independencia  de  criterio  ni  otras  ap- 
titudes necesarias  para  poder  elevarse  por  sí  mismos  al  sentido 
de  las  leyes;  motivos  por  los  cuales  es  un  espectáculo  tan  de- 
sastroso como  frecuente  el  ver  á  casi  todos  ellos  descansar  sa- 
tisfechos en  la  solución  de  cualquier  dificultad  técnica,  cuan- 
do tienen  una  sentencia  ó  una  resolución,  nacidas  de  un  caso 
idéntico,  en  que  apoyarse;  y,  .por  el  contrario,  vacilar  oomo  nave 
desamparada  cuando  les  falta  ese  suspirado  apoyo. 

Sin  vacilar  mantuve  la  opinión  contraria  á  la  que  prevale 
ce  en  la  mencionada  sentencia  de  19  de  Diciembre  de  1903, 
cuando  hace  poco,  y  no  habiendo  sido  ella  pronunciada  toda-* 
via,  fui  consultado  acerca  del  asunto.  No  tenía  yo  por  enton- 
ces conocimiento  del  recurso  á  que  puso  térpiino;  pero  no  tar- 
dó en  Legar  á  mí  la  noticia  de  éu  existencia,  porque  los  mis- 
mos interesados  en  el  caso  que  motivó  mi  dictamen,  le  some' 
tieron  después  al  de  uno  de  los  más  elevados  prestigios  del 
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Foro  7  de  la  cátedra  (1),  quien  opinó  favorablemente  á  la  fa- 
cultad de  mejorar  á  los  nietos  en  concurrencia  con  sus  padres; 
y  no  podía  menos  de  suceder  asi,  siendo,  como  era  él  mismo, 
el  encargado  de  sostener  esta  tcbis  ante  el  Supremo.  Confieso 
que  desde  aquel  momento  esperé  con  verdadera  aná'iedad  el 
fallo,  y,  después  de  conocido,  me  propuse  insistir  sobre  el 
afiunto,  por  considerarle  de  verdadera  trascendencia  en  estos 
momentos  en  que  las  circunstancias  antes  indicadas  vienen  ea 
cierto  modo  á  darle  el  carácter  de  palpitante  (2). 


* 
*  * 


(1).  8r.  8áoch«z  Román,  de  cuya  obra  magistral  Efttudios  de  De- 
techo  dvil,  DO  se  ha  pubiicado  aúa  el  tomo.relerenie  á  las  ctínceeio- 
nes»,  por  lo  cual  no  nos  es  posible  apreciar  laa  banes  f  undamentalea 
de  sn  criterio  en  ponto  al  problema  de  que  se  trata. 

(2)  Considero  necesario  examinar  el  asnnto  desde  todos  sus  po- 
sibles pantos  de  vista,  por  lo  cual  es  inevitable  el  tono  de  polémica 
que  se  habrá  de  notar  en  algunos  pasajes  del  presente  articnlo,  no 
obstante  el  carácter  y  sentido  impersonal  que,  con  excelente  acuer- 
do, llevan  todas  las  investigaciones  que  publica  la  Revista.  £1 
lector  observará,  no  obstante,  mi  deseo  y  afán  de  salvar  toda  clase 
de  respetos,  jaetisimamente  debidos  á  los  autores  cuya  doctrina 
combato,  y  muy  especialmente  á  los  elevadisimos  y  prestigiosos 
l^ibnnal  Supremo  y  Dirección  general  de  Registros;  consideracio- 
nes, por  otra  parte,  hijas  de  la  sinceridad  de  qoien,  como  el  autor 
de  este  trabajo,  considera  como  sus  maestros  y  debe  gratitud  inmen- 
sa por  sus  ensefianzas  á  jarisconsultos  tan  eminentes.  Mas  el  autor 
entiende  que  son  compatibles  todos  estos  respetos  y  devociones  con 
la  exposición  sincera  de  su  propio  criterio  en.  los  asuntos  en  que  se 
ve  obligado  á  disentir  del  sustentado  por  ios  maestros.  La  libertad 
es  el  más  sagrado  de  los  fueros' de  la  investigación,  y  sin  ella  es  im- 
posible todo  progreso  científico.  En  cuanto  al  problema  que  se  estu- 
dia en  este  trabajo,  creo  más  aun:  creo  que  seria  conveniente  susci- 
tar una  animada,  aunque  mutuamente  respetuosa,  polémica  entre 
los  jurisconsultos;  porque  es  de  gran  interés  el  esclarecimiento  de 
la  verdad  y  la  fijación  de  una  doctrina  bien  fundamentada,  que 
haya  de  prDclamarse  en  la  revisión  del  Código,  para  evitar  en  lo  su- 
cesivo esta  clase  de  dudas.  Yo,  como  Notario,  no  consignaré  en  un 
testamento,  mientras  opine  sinceramente  como  boy  opino,  la  mejo- 
ra de  un  nieto  en  vida  de  sus  padres;  y  por  este  solo  liecho  se  com- 
prenderá lo  que  importa  que  se  me  demuestre  que  estoy  equivoca- 
do, si  lo  estoy  en  realidad.  Por  eso  no  he  considerado  de  todo  pun- 
to inoportuno  i>oner  esta  cuestión  á  la  orden  del  dia,  á  fin  de  que  se 
depure  y  venga  á  fijarse  la  doctrina  que  habrá  de  prevalecer.  Aun 
asi,  ne  se  pierda  de  vista  que  no  es  el  problema  constituyente,  ni,. 
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Nótese,  ante  todo,  que  debe  descartanie  aquí  el  aspecto 
puramente  racional  ó  constituyente  del  asunto.  Juzgando  por 
nuestra  mayor  ó  menor  deyoción  hacia  el  principio  de  la  libertad 
de  testar,  ó  hacia  la  restricción,  que  representan  las  legitimas» 
«oluciooariamos  el  problema  fuera  de  los  términos  en  que  eetá 
planteado.  El  Código  civil  obedece  en  este  punto  á  un  criterio 
-definido:  el  Código  civil  organiza  y  sanciona  la  institución  de 
las  legitimas,  atenuada  en  su  rigorismo  con  la  netamente  es- 
pañola de  las  mejoras.  En  el  sistema  total  del  mismo  Código 
es  preciso  buscar  los  elementos  de  interpretación  de  sus  pasa- 
jes oscuros  ó  de  las  omisiones  en  que  por  su  precipitada  redac- 
ción se  haya  incurrido.  Se  indaga  cuál  es  el  sentido  de  los  pre- 
<2epto6  del  Código  para  aplicarlos  en  la  práctica;  no  el  ideal 
€on  que,  desde  las  alturas  de  la  filosofía  del  Derecho,  responde- 
ríamos á  la  pregunta  de  si  en  el  sistema  sucesorio  debiera  ad- 
mitirse ó  no  et$a  extensión  del  imperio  de  la  voluntad  en  sus 
manifestaciones  mortis  causa. 

n 

Pbegbdbmtbs  lboalbs  y  dootbimalbs.— Opiniobbs 

db  los  aütorbs. 

Conviene  recordar,  en  brevísima  reseña,  los  precedentes  del 
«sunto  en  la  legislación  anterior  al  Código  civil ,  así  como  sa 
astado  doctrinal,  antes  de  ser  sometido  al  Tribunal  Supremo. 

Es  sabido  que,  introducida  la  institución  de  las  mejoras 
por  la  ley  1.*,  tít.  6.^,  libro  4.^  del  Ftiero  Juzgo  y  confirmada 
por  la  10,  tít.  5.^,  libro  3.^  del  Fuero  Beal^  estas  leyes,  que 
representan  la  verdadera  tradición  española,  concretaron,  por 
disposición  expresa  de  la  última,  el  beneficio  de  las  mejoras  á 

por  lo  mismo,  la  doctrina  que  debe  prevalecer  en  la  reforma  del  Có- 
digo io  qae  aquí  se  discate,  sino  el  que  se  origina  de  la  interpreta- 
ción del  mismo  Código  en  8U  estado  y  redaccián  custual,  Eb  de  gran 
interés  para  el  antor  de  este  escrito  que  se  tenga  présente  esta  últi- 
ma observación,  al  jaigar  las  doctrinas  y  reflexiones  qae  se  exponen 
•en  el  texto. 
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loa  nietos  y  biznietos  que  hayan  de  Aeredar;  palabras  que  fue- 
ron universalmente  interpretadas  en  el  sentido  de  que  sólo 
pudieran  ser  favorecidos  aquellos  descendientes  que  tuviesen 
el  carácter  de  herederos  farzoeosáél  testador,  ya  directamente, 
como  los  hijos,  ya  por  derecho  de  representación,  como  los  que 
se  hallan  en  ulterior  grado,  á  falta  de  aquéllos. 

Nótese,  de  paso,  que  en  estas  dos  leyes,  lo  mismo  que  en  el 
Código  civil,  como  después  observaremos,  marchan  sustancial' 
mente  adheridas  ambas  instituciones,  legítima  y  mejora,  hasta 
el  punto  de  que  esta  última  no  se  define  jamás  sino  como  una 
parte  integrante  de  la  primera,  detraída  de  ella  para  fines  ó  des- 
tinos, que,  de  ningún  modo,  pueden  hallarse  en  contradicción 
con  la  naturaleza  del  iodo. 

No  es,  por  tanto,  que  estas  leyes  hayan  onAtido  expresar  si 
los  nietos,  para  poder  ser  mejorados,  habían  de  ser  herederos 
forzosos,  como  opina  el  Sr.  Martínez  Alcubilla  siguiendo  á  Pa- 
checo y  otros,  según  los  cuales,  la  ley  18  de  Toro  no  hizo  sina 
aclarar  lo  dispuesto  por  la  del  Fuero  Beal  cque  habla  suscitado  ^ 
algunas  dudas  en  el  ánimo  de  los  jurÍFConsultos  sobrado  escru- 
pulosos y  sutiles».  No;  aunque  para  mi  argumentación  ofrezca 
poca  utilidad  el  esclarecimiento  de  esta  cuestión  histórica,, 
como  luego  se  verá — porque  aunque  fuere  irrebatible  la  opi- 
nión de  los  mencionados  escritores,  en  este  punto,  no  sería, 
ello  motivo  suficiente  para  abandonar  una  tesis  que  se  apoya 
en  más  fundamentales  razones — ;  conviene,  no  obstante,  de* 
jar  sentado  aquí  cuál  es  el  verdadero  sentido  de  las  tradicio- 
nes patrias  en  esta  cuestión,  ya  que,  á  falta  de  más  sólidos  ar- 
gumentos, suelen  invocarse  como  razón  suprema,  con  evidente 
olvido  del  alcance  derogatorio  de  la  disposición  final  del  Có- 
digo civil. 

En  tanto  que  los  mencionados  escritores  no  logren,  por 
consiguiente,  borrar  del  texto  de  la  citada  ley  del  Fuero  Beal 
las  palabras  tque  hayan  de  heredar ^^  con  que  caracterizan  á  todos 
los  descendientes  llamados  al  beneficio  de  legítimas  y  mejo- 
ras— perfectamente  asimilados  en  ambos  extremos  dentro  de 
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an  solo  párrafo  ó  cláasala  de  la  ley—,  inútilmente  se  esforza- 
irán  en  querer  demostrar  qae  la  de  Toro  ha  venido  solamente 
á  aclarar  un  pacto  oscuro,  erróneamente  interpretado  antes 
por  la  mala  fe  y  los  escrúpulos  de  los  jurisconsultos.  Aquellas 
palabras  revelan  claramente  el  espíritu  y  el  alcance  del  pre 
cepto.  Según  su  terminante  disposición,  los  nietos  no  pueden 
*8er  mejorados  en  concurrencia  con  sus  padres,  porque  no  son 
herederos  forzosos,  porque  no  son  descendientes  de  aquellos 
que  hayan  de  heredar. 

La  ley  de  Toro,  por  consiguiente,  no  aclaró,  sino  que  alteró, 
modificó  en  sentido  opuesto^  derogándola  en  este  aspecto,  á  la 
del  Fuero  BeaL 

Si  esto  no  resulta '  inconcuso  todavía,  comparemos,  para 
^comprobarlo  más  y  más,  la  redacción  que  los  legisladores  de 
Toro  emplearon  en  las  leyes  en  que  se  proponían  aclarar  ó 
fijar  el  sentido  de  otras — como  sucede  en  la  28.  que  también 
hace  referencia  á  las  mejoras — ,  con  la  muy  diversa  que  usan 
en  leyes  eomo  la  18  y  la  27,  en  las  que  su  propósito  fué  más 
allá,  en  las  que  qui^ieron  reformar  el  derecho  constituido  y 
derogar  lo^?  preceptos  en  que  se  contenía.  En  las  del  primer 
grupo,  como  la  indicada  28,  citan  expresamente  las  leyes  del 
Fuero  cuyo  sentido  se  proponían  aclarar,  y  aplican  á  las  mis- 
mas la  interpretación  auténtica,  empleando  las  palabras  tse  en 
tienda  y  platiquen  ú  otras  semejantes.  En  las  del  segundo,  como 
las  citadas  18  y  27,  se  usa  otro  lenguaje  bien  distinto:  con  la 
palabra  mandamos  se  encabeza  esta  última;  y  respecto  de  la  18, 
que  es  la  que  más  principalmente  nos  interesa,  obsérvese  que 
«n  ella^no  hay  palabra  alguna  que  signifique  intención  de  acia 
lar  ó  resolver  dudas  suscitadas  con  motivo  de  las  disposiciones 
del  Fuero  Real^  sino  que  sencillamente  se  establece,  lo  mismo 
«n  el  epígrafe  que  en  el  texto,  la  facultad  que  por  primera  vez 
se  concede  al  abuelo  de  mejorar  al  nieto  en  vida  de  sus  padres* 
Y  si  en  esta  ley  se  cita  la  del  Fuero,  no  es  para  decir  que  se 
aclaran  sus  dudas,  como  se  diría  en  el  caso  de  ser  e^ta  la  in- 
tención de  los  legisladores,  sino  más  bien  para  marcar  la  dife- 


80BBX  MEJORAS  Á  LOB  NISIOS  EN  VIDl.  DE  8ü  PADRE     416 

renoia  ó  contraste  entre  la  prohibición  qae  en  ella  se  contenía 
y  la  facultad  que  ahora  se  otorga.  Léase  sin  apasionamiento  la 
ley  18  de  Toro,  y  i>i  el  espíritu  mas  sutil  hallará  en  ella  asomos 
de  finalidad  interpretativa  ó  aclaratoria,  máxime  después  de 
quedar  evidenciado  lo  que  antecede. 

Las  leyes  de  Toro  modificaron,  pues,  en  este  punto,  lo  dis- 
puesto por  las  deil  Fuero  Real,  que  hasta  entonces  hablan  sido 
la  norma  de  las  mejoras  en  el  derecho  de  Castilla,  sin  que,  en- 
consecuencia,  los  ascendientes  pudiesen  otorgarlas  á  favor  de 
aquellos  descendientes  que  no  tuviesen  la  cualidad  de  herede- 
ros forzosos,  hasta  que  por  primera  vez  se  les  concedió  esta  fa- 
cultad por  declaración  expresa  de  la  tantas  veces  citada  ley  18 
de  Toro, 


• 


Hagamos  ahora  mención — para  que  no  se  diga  que  eludo 
una  dificultad— del  incidente^  que  representa,  en  la  formación 
del  Proyecto  de  Código  de  185i,  el  deseo  manifestado  por  Go* 
yena  de  que  se  incluyese  un  precepto  para  que  la  mejora  no 
pudiera  salir  de  los  descendientes  que  fuesen  herederos  forzó 
sos,  sin  que  su  propuesta  mereciese  la  aprobación,  y  sin  que, 
por  otra  parte,  la  Comisión  codificadora  creyese  preciso  hacer 
constar  lo  contrario  para  que  los  descendientes  pudiesen  ser 
mejorados  aunque  no  fueran  herederos  forzosos. 

Se  ha  tratado  de  demostrar,  evocando  este  recuerdo  (1), 
que  la  misma  falta  de  declaración  expresa  y  terminante  ^n 
el  Código  civil,  debe  ser  interpretada  en  el  sentido  de  no  ha 
berse  hecho,  por  considerarla  innecesaria,  pues  á  juicio  de 
los  que  asi  opinan — ^á  la  manera  que  están  incluidos  los  ele-, 
mentes  esenciales  y  aun  los  naturales  en  los  contratos,  de  tal 
suerte  que  se  sobreentienden  aunque  no  se  expresen — ,  es  de 
tal  evidencia  la  inclusión  de  aquella  facultad  en  el  organismo 
jurídico  de  las  mejoras,  que  se  hace  innecesaria  toda  declara- 

(1^    MartínPE  Alcubilla  (D.  Alvaro):  Suplemento  al  Boletín  JuH^ 
dicoadministrativo^  1896,  pág.  10. 
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ción  del  legislador  acerca  de  este  punto.  Brror  motivado  por 
la  sugestión  de  un^  lésts  aprioristica;  porque  no  era  posible  de 
otro  modo  que  inteligencias  preclaras,  jurisconsultos  eminen- 
tes, le  amparasen.  A  nadie  que  no  se  haya  propuesto  defender 
á  toda  costa  la  téeis  que  combato,  se  le  ocurriría  desnaturali- 
zar de  tal  manera  una  institución  jurídica,  cuyos  principio» 
ftindamentales  están  establecidos  con  toda  precisión  en  el  texto 
de  las  leyes.  Error,  repito,  que  aparecerá  evidenciado  en  el 
proceso  mental  de  este  trabajo,  para  quien  se  digne  fijar  en  él 
su  atención  exenta  de  prejuicios. 

No;  sea  cualquiera  la  explicación  del  mencionado  incidente 
de  la  obra  codificadora,  sean  cualesquiera  los  motivos  por  los 
que  fué  rechazada  la  proposición  de  Goyena,  y  aunque  sea 
preciso  afirmar  que  este  solo  ilustre  jurisconsulto  penetraba 
más  profundamente  en  el  espíritu  de  las  instituciones  que 
todos  sus  compañeros,  es  lo  cierto  que,  si  el  legislador  quiere 
sancionar  una  disposición  como  la  de  que  se  trata,  si  quiere 
conceder  facultades  para  mejorar  al  nieto  viviendo  el  padre, 
necesita  manifestarlo  expresamente^  como  lo  hizo  la  ley  de 
Toro,  por  el  íntimo  convencimiento  de  esta  verdad  que  tuvie- 
ron sus  autores. 

Lo  que  en  el  ánimo  de  Goyena  debió  influir  principalmente 
para  determinar  su  resolución,  fué  la  conveniencia  de  hacer 
una  declaración  expresa  que  desvirtuase  la  eficacia  de  la  ley 
de  Toro,  á  la  sazón  vigente,  y  que,  por  haberlo  estado  desde 
algunos  siglos  antes,  había  tenido  tiempo  para  producir,  aparte 
de  un  gran  arraigo  en  la  práctica,  un  hábito  mental  en  los 
jurisconsultos,  de  que  difícilmente  se  despojarían  sin  la  nueva 
sugestión  de  un  precepto  prohibitivo  terminante,  como  ahora 
mismo  lo  está  acreditando  la  experiencia.  La  práctica  de  la 
facultad  otorgada  por  la  ley  de  Toro  había  determinado  ya  un 
oompleto  olvido,  no  sólo  de  la  tradición  genuinamente  espa- 
ñola del  Fuero  Real,  sino  también  de  la  naturaleza  jurídica, 
de  la  técnica  normal  de  la  institución  de  las  mejoras;  y  por 
eso  el  ilustre  jurista  consideraba  necesario  hacer  aquella  de» 
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claraciÓD  para  devolver  á  las  mejoras  sn  propio  sentido  é  in- 
filtrarlo en  la  práctica  forense  y  potarial,  con  la  poderosa  aya* 
da  de  ún  precepto  terminante.  He  ahí  por  donde  puedo  devol* 
ver  á  los  mantenedores  de  la  doctrina  que  combato,  el  arg  i- 
mento  que  ellos  tratan  de  levantar  sobre  la  negativa  de  la 
Comisión  de  Códigos  á  realizar  el  pensamiento  de  Goyena. 

Además,  obsérvese  bien  cómo  en  las  palabras  de  este  ilus- 
tre autor  se  revela  su  pensamiento  fundamental,  según  el  que 
la  solución  prohibitiva  representa  la  pureza  doctrinal,  la  con* 
secuencia  lógica  de  la  naturaleza  y  organización  jurídica  de 
las  mejoras;  en  tanto  que  la  contraria,  la  permisiva,  podia 
significar  una  concesión,  más  ó  menos  fundada  en  motivos  de 
eguidc^y  pero  nunca  un  precepto  derivado  lógicamente  de 
aquella  naturaleza.  cConservóse,  dice,  esta  disposición  (la  de 
I9  ley  18  de  Toro),  y  yo  sacrifiqué  gustoso  «{  rigor  de  mi  prin^ 
cipio  á  poderosas  consideraciones  de  equidad.*  Luego,  según 
Goyena,  en  rigor  de  principios,  es  preciso  sostener  la  solución 
prohibitiva. 

Siendo  asi,  no  ofrece  duda  el  criterio  que  debe  guiamos  en 
la  interpretación  de  nuestro  Código;  porque,  á  seguir  la  inspi- 
ración de  las  consideraciones  de  equidad,  estarán  autorizados 
alguna  vez  los  legisladores  y  hasta  los  jueces:  los  intérpretes 
doctrinales,  no. 


Para  terminar  esta  exposición  de  los  precedentes  legales  y 
doctrinales  del  asunto,  indicaré  ahora  someramente  cuáles 
sean  las  más  distinguidas  opiniones  pronunciadas  en  pro  y  en 
contra  de  la  doctrina  ó  interpretación  legal  que  sostengo. 

A)  Manifestáronse  en  favor  de  la  facultad  de  mejorar  á  los 
nietos  en  concurrencia  con  sus  padres,  después  de  publicado 
el  Código  civil: 

1.^  La  Dirección  general  de  Registros  y  del  Notariado,  en 
su  Resolución  de  15  de  Junio  de  1^98;  si  bÜBn  es  de  notar  que 
su  razonamiento  se  limita  á  que  ningún  precepto  del  Código 

TOMO  104       '  77 
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dispone  que  sólo  puedan  mejorarse  aquéllos  cuando  reúnan  el 
carácter  de  herederos  forzosos;  y  como  consecuencia  de  la  de* 
bilidad  de  este  único  motivo»  se  nota  su  vacilación  en  otro 
considerando,  hasta  el  punto  de  conceder,  en  hipótesis,  que: 
cno  según  la  letra  de  la  ley,  sino  según  el  pensamiento  genui- 
no del  legislador,  los  testadores  sólo  pueden  usar  de  la  facul- 
tad de  mejorar  á  sus  descendientes  legítimos  cuando  éstos  re 
unan  el  carácter  de  herederos  legitimarios»;  por  lo  cual,  á  tin 
de  sostener,  en  definitiva,  la  tesis  que  se  propusiera,  como  so- 
lución de  la  ardua  dificultad  que  reconoce,  se  vé  precisada  á 
recurrir  al  expediente  de  una  aplicación  incorrecta  (digámos- 
lo, salvando  todos  los  respetos  debidos),  y  en  absoluto  impro- 
cedente, del  art.  743  del  Código. 

2.^  El  ilustre  y  malogrado  jurisconsulto  O.  Alvaro  Martí- 
nez. Alcubilla,  quien,  consecuente  con  el  pensamiento  que  se 
mantiene  en  el  Diccionario  de  su  nombre,  publica,  en  uno  de 
sus  Apéndices^  un  razonado  informe  sosteniendo  enérgicamente 
dicha  opinión  afirmativa  (1). 

3.^  El  Sr.  Falcón,  aunque  con  notables  diferencias  en  las 
varias  ediciones  de  su  obra,  que  acusan  la  vacilación  y  la 
duda,  llevada  al  extremo  de  que,  en  las  últimas,  prefiere  pa- 
sar casi  por  alto  el  tema,  sin  detenerse  en  las  prolijas  conside- 
raciones expuestas  en  la  primera  de  dichas  ediciones.  Es  de 
notar,  además,  que  este  ilustre  profesor  ha  reconocido  que  la 
más  antigua  y  genuina  significación  de  la  mejora,  es  la  repre- 
sentada por  el  Fuero  Beal^  y  que  la  ley  de  Toro  ha  venido  á 
desnaturalizarla  (2). 


(1)  AIcQbillat  Diccionario,  tomo  7.^,  6.^  edic,  pág.  lOSO',  nota;  y 
Apénd.^  1896,  Snpto. 

(2)  Exposición  doctrinal  del  Derecho  civil  español,  tomo  3. o,  S."*  edi- 
ción, págs.  248  7  '¿5Q,—Oádigo  civil  español:  Notas,  referencias,  coa- 
cordancias,  motivos  j  comentarios,  por  D.  Modesto  Falcón,  t  3.®, 
páff.  220.  Es  de  advertir  que  en  estos  libros,  el  Sr.  Falcón,  no  sólo 
interpreta  el  Código  en  el  sentido  qne  referimos  en  el  texto,  sino 
que  también  entiende  que  se  puede  favorecer  con  la  mejora  á  aa 
hijo  natural  ó  á  nn  descendiente  de  esta  clase,  con  perjuicio  de  los 
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4.^  Él  ilastre  comentarista  del  Código  civil  Sr.  Manresa  y 
rstts  colaboradores,  quienes,  después  de  un  luminoso  resumen 
<le  los  antecedentes  de  la  cuestión,  consagran  al  usunto  respe- 
tables consideraciones  en  defensa  de  la  doctrina  afirmativa 
que  mantienen  resueltamente  (1). 

5.^  El  Sr,  López  H.  Gómez,  en  su  tratado  del  Derecho  de 
eucerión,  siendo  de  advertir  que  este  escritor,  tan  aficionado  á 
depurar  el  alcance  de  los  preceptos  del  Código  sobre  los  aná- 
logos de  la  legislación  antigua,  pasa,  no  obstante,  casi  en  olvi- 
do esta  controversia,  limitándose  á  exponer  su  criterio,  sin  de- 
tenerse á  razonarlo  (2). 

6.^  Los  ilustres  comentaristas  de  la  legislación  hipotecaria, 
Sres.  Qalindo  y  Escosura,  si  bien  es  de  tener  en  cuenta  que  no 
examinan  directamente  el  tema,  sino  que  se  limitan  á  expo- 
ner este  criterio  con  referencia  á  la  citada  Resolución  de  15  de 
Junio  de  1898  (3). 

7.®  Y  finalmente,  el  notable  comentarista  Q.  Mucius  Scce» 
volüf  quien,  á  mi  juicio,  representa  la  más  radical  afirmación 
de  la  doctrina  permisiva,  como  tendremos  ocasión  de  demos- 
trar en  el  curso  del  presente  estudio  (4). 

B)  Pronunciáronse  en  contra  de  la  facultad  de  mejorar  al 
nieto  en  vida  de  su  padre,  interpretando  también  el  Código 
civil: 

1.®    El  malogrado  escritor  Sr.  Navarro  Amandi  (b). 

2.^    El  Sr,  Ramos  (D.  Rafael),  que  en  su  tratado  De  las  su- 


legítimos.  «Oomo  que  de  intento,  dice,  no  usa  en  ese  precepto  (el  ar- 
tículo  823)  de  la  palabra  legítimoe,  como  lo  nea  en  otros  casos.» 
Ahora  compárese  el  texto  de  dicho  articulo  con  el  del  840  y  con 
todo  el  ssDtido  del  Qódigo,  y  véase  adonde  conduce  esta  manera  de 
interpretar,  atenta  sólo  al  sonido  de  las^  palabras  y  sin  elevarse  á  la 
'Consideración  del  sistema  total  orgánico  de  las  instituciones. 

(1)  Manresa:  Comentarios,  2.''  edlc,  tomo  6.?^  pág.  874. 

(2)  Tomo  1.^  pág.  666. 

(S)    Comentarios,  tomo  1  .^,  pásr.  409,  4.*^  edic. 

(4)    Q.  M.  Scse^ola:  Código  dml^  tomo  14,  págs.  484  y  sigs. 

{6)    Citado  por  Q.  Mucius  Sccevola, 
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cesiones^  dedica  al  asunto  algunaB  reflexiones  muy  estima- 
bles (1). 

8.°  El  Sr.  G.  Caminero  (D.  Eduardo),. qnien  afirma  que  los^ 
nietos,  si  viven  los  padres,  no  tienen  derecho  á  mejora,  en^ 
cuanto,  entonces,  tampoco  lo  tienen  á  legitima,  y  sólo  en  -con* 
templación  á  éstas  son  válidas  las  mejoras.  Este  autor  mani« 
fiesta  además  su  discrepancia  de  la  citada  Resolución  de  la* 
Dirección  de  Registros  (2). 

4.®  Y  el  Sr.  Lozano  de  Sicilia  (D.  Cristóbal),  que  ha  con> 
sagrado  extensos  y  muy  estimables  razonamientos  á  dilucidar 
este  importante  tema  (8). 

III 

t  LA  SBNTBNCIA  DBL  TRIBUS  AL  6ÜPRBM0 

Veamos  ahora  los  fundamentos  de  la  sentencia  que,  según- 
algunos,  ha  venido  á  poner  término  al  debate,  y  que,  por  el 
contrario^  según  creo  haber  demostrado,  viene  á  suscitarle  de^ 
nuevo,  por  consideración  á  lo  que  importa  determinar  si  ha 
de  prevalecer  en  la  técnica  la  doctrina  en  ella  sustentada. 

Nótese  una  vez  más  la  trascendencia  del  asunto,  por  cuan- 
to ha  de  influir  considerablemente  en  la  práctica  notarial,  lo- 
que encierra  un  alcance  de  mayor  peligro  que  la  simple  in- 
fluencia de  una  resolución  de  esta  índole  en  las  deliberaciones 
forenses  y  en  los  fallos  judiciales.  Porque  en  estos  últimos,  la 
controversia  y  el  estudio  ejercen  constantemente  una  labor  de^ 
depuración,  que  no  se  da  en  aquélla,  donde  toda  práctica  ad- 
quiere inmediatamente  el  carácter  de  rutina;  y  entregados  casi 
por  completo  los  testadores  al  criterio  legal  del  Notario,  sin  el 
crisol  de  la  contradicción  de  opuestas  doctrinas  y  razones,  se^ 


(1)  Tomo  2®,  pág. «2. 

(2)  En  BU  Tratado  teórica  práctico  íobre  partidán  de  herencia,  pá- 
gina 162. 

(3)  En  BU  obrita  titulada  Interpretación  del  art,  834  delCódigo  ci- 
vil, págB.  104  7  BigB. 
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•eleva  con  facilidad  al  carácter  de  dogma  y  arraiga  en  la  con* 
«ciencia  popular  cualquier  teoría,  que,  quizá,  8i  se  la  examina 
^  la  luz  de  la  razón,  envuelve  un  error,  convertido  asi  en  ali* 
mentó  moral  del  espíritu. 

Examinaremos  uno  por  uno  los  tres  cConsiderandos»  en 
-qtie  se  trata  de  fundamentar  la  solución  del  Tribunal  Supre 
mo;  y  mediante  las  reflexiones  que  nos  sugiera  cada  uno  de 
^llos^  estableceremos  la  única  interpretación  del  Código  que 
«estimamos  admisible.  Para  mayor  claridad,  transcribiremos 
literalmente  el  texto  de  los  mismos. 

Primer  Consiáerando. 

€  Considerando  que  ha  sido  derecho  tradicional  dé 
Castilla,  hasta  la  publicación  del  vigente  Código, 
claramente  consignado  en  la  ley  18  de  Toro,  que  re- 
solvió las  dudas  suscitadas  entre  los  expositores  y  co 
mentadores  acerca  del  verdadero  alcance  é  interpre 
tación  de  las  leyes  del  Fuero  Juzgo  y  del  Fuero  Real 
referentes  á  la  institución  jurídica  de  las  mejoras,  la 
facultad  reconocida  al  abuelo  de  aplicar  el  tercio  de 
mejora  en  favor  de  sus  nietos,  aun  con  daño  y  me- 
noscabo de  la  legitima  de  los  hijos  vivos,  padres  de 
éstos,  viniendo  por  tai  modo  la  ley  á  facilitar  los  me 
dios  para  que  el  jefe  dé  la  familia  pudiera  atender  las 
necesidades  y  conveniencias  de  ÓRta  dentro  de  las 
restricciones  que  la  institución  de  las  legítimas  le 
imponía,  y  como  compensación  á  su  falta  de  libertad 
para  testar,  como  no  fuera  del  quinto  de  sus  bienes. » 

Para  destruir  toda  la  argumentación  contenida  en  este  pá- 
rrafo, es  suficiente  recordar  lo  que  dejamos  dicho,  y,  á  nues- 
tro humilde  juicio,  probado,  en  la  exposición  de  los  anteceden- 
4;es  de  este  debate.  Allí  hemos  hecho  resaltar:  1.^,  que  la  ver- 
edera tradición  española,  en  lo  que  se  refiere  al  problema,  no 
«stá  representada  por  la  ley  de  Toro,  sino  por  la  del  Fuero 
Realt  que  dispone  todo  lo  contrario;  2.*,  que  aquélla,  sea  cual- 
quiera la  intención  ó  finalidad  con  que  fué  dictada,  y  aunque 
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lo  faere  para  resolver  dudas  suscitadas  entré  los  comentadores 
con  motivo  de  la  del  Fuero,  es  la  cierto  que  vino  á  derogar  to- 
talmente la  disposición  expresa  contenida  en  éste,  según  la 
cual,  los  nietos  que  no  fuesen  herederos  forzosos  no  podrían  ser- 
mejorados,  como  lo  reconocen  paladinamente  el  Sr.  Faloón  y 
otros — y  como,  por  encima  de  toda  sutileza,  resulta  del  texto- 
de  la  misma  ley  del  Fuero — •  Además  de  que  aquellas  dudas 
no  son  suficientes  para  explicar  la  disposición  de  la  ley  de 
Toro,  porque  como  ha  dicho^  refiriéndose  á  ella,  el  ilustre  Gu- 
tiérrez, cuyo  profundo  conocimiento  del  derecho  antiguo  es- 
cosa  confesada  por  todos:  cSi  los  jurisconsultos  hubiesen  teni- 
do en  cuenta  que  la  mejora  es  legítima  de  los  descendientes ^  no- 
habrían  provocado  esta  resolución»  (1);  lo  cual  revela  que  la 
ley  18  de  Toro,  como  interpretación  de  la  del  Fuero,  es  contra- 
dictoria, por  lo  que  es  preciso  considerarla,  no  en  tal  concepto^ 
sino  como  derogación  expresa. 

Y  aparte  de  esto,  no  me  parece  lo  más  adecuado  al  criterio- 
sistemático,  ni  aun  al  lógico  y  al  histórico  de  interpretación 
de  una  ley,  dictada  para  formar  parte  de  un  organismo  insti- 
tucional como  el  de  las  legitimas,  decir,  como  dice  la  senten*- 
cia,  que  se  propuso  facilitar  los  medios  para  que  el  jefe  de  fa- 
milia pudiera  atender  á  las  necesidades  y  conveniencias  de 
ésta,  dentro  de  las  restricciones  que  la  institución  de  las  legiti- 
mas le  imponía,  y  como  compensación  á  su  falta  de  libertad  aL 
testar.  El  método  sistemático  de  interpretación  aconseja  pre- 
cisamente todo  lo  contrario.  Desde  el  momento  en  que  predo- 
mina en  una  legislación  un  criterio  determinado,  aconseja  re- 
solver las  dudas  con  arreglo  á  él,  y  no  al  contrario,  á  pretexto- 
de  oompensaciones,  que  no  tienen  razón  de  ser,  porque  cuan- 
do el  legislador  quiere  establecerlas,  tiene  buen  cuidado  de^ 
consignarlas  expresamente,  y  cuando  no  las  consigna,  nada  au- 
toriza á  interpretar  su  silencio  por  principios  opuestos  á  los 


(1)    Gutiérrez,  Códigos  ó  estudios  fundamentales  sobre  él  Derecho- 
cml  español,  t.  a.^  pág.  618. 
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qne  piedominan  en  aa  eutenia.  El  legislador  español  opta  por 
las  UgUimas  con  preferencia  á  la  libertad;  ¿por  qué  hemos  de 
ir  á  buscar  al  sistema  de  ésta  los  elementos  supletorios  de  sus 
preceptos?  No;  el  espíritu  general  que  informa  una  legislación 
es  siempre  el  mismo  por  el  que  han  de  suplirse  sus  omisio- 
nes. De  lo  contrario,  dada  la  eyidente  premisa  de  que  son  infi- 
nitamente más  en  número  los  casos  no  previstos  que  los  taxa- 
tivamente sancionados  en  una  legislación,  ¿á  dónde  conduci- 
rla el  procedimiento  de  ir  á  buscar  ii^  solución  de  aquéllos  en 
principios  opuestos  á  los  que  informan  el  total  espíritu  de  la 
ley,  á  titulo  de  supuestas  compensaciones? 

Desde  este  punto*  de  vista,  afirmamos  sin  vacilar  que  la 
ley  18  de  Toro  estableció  la  facultad  de  mejorar  al  nieto  en 
vida  del  padre,  porque  clara  y  expresamente  lo  consignó  en 
sus  preceptos  á  título  de  compensación  ó  de  lo  que  quiera; 
pero  la  ley  del  Fuero  Beal  estableció  todo  lo  contrario,  porque 
aun  en  la  hipótesis  de  que  así  no  lo  consignase  expresamente, 
se  deriva  del  espíritu  y  sistema  total  de  la  legislación  de  que 
formaba  parte  la  necesidad  de  interpretar  regtrieUvamenU  y 
en  ñivor  del  principio  de  legítimas,  y  no  del  de  libertad,  las 
omisiones  en  que  dicha  ley  haya  podido  incurrir. 

Por  esa  razón,  admitido  también  como  predominante  el 
prij;iC]pio  de  las  legítimas  en  el  Código,  Jas  dudas  que  puedan 
surgir,  á  falta  de  precepto  terminante  que  disponga  lo  contra- 
rio, deben  interpretarse  del  mismo  modo  en  sentido  favorable 
á  dicho  principio.  '^ . 

Para  mayor  claridad,  concretemos  estas  observaciones,  en- 
caminadas á  rebatir  el  primer  c  Considerando»  de  la  sentencia 
á  la  afirmación  que,  como  consecuencia  de  todo  lo  dicho,  opo- 
nemos al  mismo,  ó  sea:  que  la  genuína  tradición  castellana 
está  representada  por  la  negación  de  la  facultad  de  mejorar  al 
nieto  en  vida  de  su  padre. 

Hemos  de  observar  de  paso  que  la  doctrina  de  este  c  Consi- 
derando», aunque  fuese  de  una  evidencia  incuestionable,  nin- 
guna virtualidad  tendría  para  fundamentar  la  conclusión  que 
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8obr6  ella  pretende  levantarse,  porque  aun  asi  no  pasaría  de  la 
categoría  de  derecho,  total  y  absolutamente  derogado  por  el 
Código,  como  lo  es  el  establecido  por  la  ley  18  de  Toro,  que 
estuvo  vigente  hasta  la  promulgación  de  aquél,  sin  que  valga 
invocarla  para  solucionar  dudas  suscitadas  en  la  interpretación 
del  Código  mismo,  porque  si  este  sistema  de  acudir  en  todo  al 
derecho  derogado  se  generaliza,  dará  por  resultado  la  anarquía 
juridico-doctrinal ,  y  la  prolongación  de  un  estado  transitorio, 
al  que  es  preciso  poner  fin  en  cuanto  sea  posible. 

Segundo  Considerando. 

cGoneiderando  que  tanto  por  los  antecedentes  de 
la  legislación  respecto  de  esta  materia,  como  por  el 
espíritu  que  presidió  ¿  la  formación  del  actual  Códi 
go,  cual  se  connigna  en  la  ley  de  Bases  de  11  de  Mayo 
de  1888,  que  no  fué  sino  el  de  recoger  el  sentido  y 
capital  pensamiento  del  derecho  histórico  patrio, 
aplicado  por  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo, 
sobre  la  base  del  Proyecto  de  18  >!,  en  el  que  aparece 
reiterada  la  misma  facultad  antes  expresada,  como 
por  la  tendencia  que  en  dicho  vigente  Código  se  ma- 
nifiesta de  otorgar  mayor  ensanche  á  la  libertad  de 
testar,  sería  ilógico  dar  á  los  preceptos  de  éste,  que 
^regulan  la  materia  de  las  mejoras,  una  interpretación 
contradictoria  de  tales  principios  y  antecedentes, 
mientras  de  ellos  no  se  derivase  claramente  que  la 
intención  del  legislador  fuera  otra  distinta.» 

Y  que  lo  fué,  quiero  decir,  que  el  legislador  del  Código  ha 
puesto  especialísimo  cuidado  en  afirmar — sean  cualesquiera, 
por  otra  parte,  bus  tendencias  expansivas — ,  que  el  principio 
de  la  legitima  es  absolutamente  ÍTialacadle;  que  por  ningún  con- 
cepto puede  ésta  reducirse;  que  sólo  una  causa  taxativa  y  pro 
bada  de  desheredación  puede  ser  suficiente  á  excluir  á  un  le- 
gitimario del  goce  de  la  integridad  de  sus  derechos,  y  que, 
por  tanto,  toda  interpretación  del  Código  en  materia  de  legí- 
timas, debe  partir  del  supuesto  de  estos  principios  esenciales» 
y  no  de  la  tendencia  que  se  manifiesta  á  otorgar  mayor  ensan^ 
che  á  la  libertad  de  testar,  — puesto  que  tal  tendencia  se  halla 
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«xpreBamente  desarrollada  con  la  elevación  de  la  parte  dispo* 
nible  por  el  testador  al  tercio  de  sus  bienes,  y  nada  autoriza  á 
pasar  de  aquí  en  panto  á  libertad — ;  que  todo  esto  es  cierto, 
no  puede  ocultarse  á  quien  con  espíritu  imparcial  y  exento  de 
prejuicios  se  proponc^a  consultar  el  Código  y  tome  nota  de  sus 
artículos  806, 8^8, 814,815, 8i6, 817, 819  y  820,  en  los  que  se  lee 
constantemente  que  el  testador  no  puede  disponer  de  la  legitima^ 
— y  téngase  presente  que  la  mejora  no  es  más  que  una  parte 
de  ella,  según  demostraremos — ,  por  haberla  reservado  la  ley 
á  los  llamados  herederos  Jorzosos;  que  el  testador  no  podrá  pri 
var  á  éstos  de  su  legítima  sino  en  los  casos  expresamente  deter 
minados  por  la  ley;  que  el  heredero  forzoso  puede  pedir  el 
complemento  de  ia  legítima  cuando  for  cualquier  titulo  se  le 
haya  mermado;  que  las  donaciones  hechas  á  exlraños^  — y  ex 
traños  son  todos  los  que  no  tienen  el  concepto  legal  de  here 
deros  forzosos — ,  se  imputarán  á  la  parte  libre. 

¿Se  quiere  más  aún?  Pues  obsérvese  cual  es  el  sistema  se 
guido  por  el  legislador  para  obligar  al  padre  á  satisfacer  sus 
deberes  de  conciencia  con  el  hijo  natural  reconocido,  cuando 
éste  concurre  con  hijos  ó  descendientes  legítimos.  Sí  fuese 
cierto  ese  espíritu  expansivo  que  atribuye  al  Qódigo,  y  erige 
como  criterio  de  sü  interpretación  el  considerando  que  analizo 
se  apresuraría  aquél  á  declarar  que  los  derechos  de  estos  hijos 
habían  de  deducirse  de  la  legítima,  ó  cuando  menos,  de  la 
mitad  de  ella  destinada  á  mejoras.  Pero  nada  de  eso;  el  Código 
en  su  art.  840  establece  claramente  el  precepto  de  que  aque 
líos  derechos  han  de  salir  del  tercio  de  libre  disposición,  dedu- 
ciendo antes  los  gastos  de  entierro  y  funeral.  Es  decir,  que 
puesto  en  este  conflicto,  opta  por  despojar  en  absoluto  al  pa 
dre  de  toda  libertad  antes  de  mermar  en  lo  más  mínimo  la  le 
gítima,  y  con  ella  la  mejora  de  los  proclamados  herederos  for 
zosos  por  el  apartado  1.^  del  art.  807.  Y  más  aún:  si  aparte  de 
aquel  conflicto  resultase  otro,  porque  el  número  de  hijos  natu- 
les  fuese  tal  quu  hiciese  imposible  sacar  del  tercio  de  libre 
disposición  las  cuotas  de  toJos  ellos,  ni  aun  en  este  caso  per- 
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mile  el  Código  mermar  en  nada  la  legitima  y  la  mejora,  pues 
el  referido  art.  84U  se  limita  á  conceder  á  loe  hijoñ  naturios 
reconocidos  lots  derechos  que  les  señala  de  ana  manera  condi- 
cional, es  decir,  siempre  que  quepan  dentro  del  tercio  Ubre;  lo 
cual,  en  una  perfecta  interpretación  gramatical,  Bigniüca  que 
$i  no  caben,  serán  redacidos  tales  derechos,  distribuyendo  entre 
los  hijos  naturales  el  tercio  libre,  después  de  deducidos  loe  ex- 
presados gastos  de  entierro  y  funeral — que  ni  aun  eiendo  de 
carácter  tan  sagrado  y  exigencia  de  la  piedad  filial,  como  lo 
son,  permite  el  Código  que  vengan  á- mermar  la  legitima  y  la 
mejora  de  los  herederos  forzosos — .  ¿Se  necesita  ahora  más 
demostración  de  que  el  espíritu  del  Código  civil  no  es  confor- 
me, sino  contrario,  al  criterio  expansivo  con  que  trata  de  inter- 
pretarle en  este  considerando  el  Tribunal  Supremo?  ¿Se  nece- 
sita más  para  comprender  el  carácter  prohibitivo  que  informa 
los  preceptos  que  definen  la  leqitima^  como  ha  dicho  el  ilustre 
Comas?  (1). 

Pero  no  son  estas  solamente  las  reflexiones  que  sugiere  la 
lectura  de  este  considerando  Es,  por  lo  contrario,  muy  conve- 
niente aprovechar  esta  oportunidad  que  se  nos  brinda,  para 
ver  si  logramos  fijar  de  una  vez  para  siempre,  el  criterio  que 
ha  de  presidir  A  la  interpretación  del  Código  en  las  cuestiones 
de  esta  naturaleza,  que  se  presentan  cada  día,  relacionadas  con 
el  alcance  del  mismo  en  su  relación  con  la  ley  de  Bases,  y  el 
espíritu  que  presidió  á'  su  formación,  para  deducir  las  conse- 
cuencias aplicables  á  los  asuntos  que,  habiendo  sido  objeto  de 
una  declaración  expresa  en  la  legislación  anterior,  el  Código 
guarda  silencio  respecto  de  ellos. 

En  este  punto  reina  la  más  anárquica  falta  de  fijeza  y  de 
principio  fundamental  regulador,  echándose  mano  por  un  mis- 
mo intérprete  de  distintos  y  aun  opuestos  argumentos,  según  la 
tesis  que  se  propone  demostrar.  Así,  para  citar  una  sola  entre 
machas  que  pudieran  citarse,  tenemos  la  sentencia  del  mismo 

(1)    Comas:  La  Bevisión  del  Código  dvU  español,  tomo  2.®,  pág.  2S. 
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Tribunal  Supremo  de  26  de  Mayo  de  1898,  que  declara  dero- 
gadas y  totalmente  inaplicables  todas  las  leyes  contenidas  en 
la  Novísima- Recopilación,  referentes  á  materias  que  ^on  ob 
jeto  de)  Ciódigo  civil,  y  que  son  las  mismas  cuyo  espíritu  se  in- 
voca ahora  en  concepto  de  ser  el  informante  de  los  preceptos 
de  este  cuerpo  legal. 

Es  preciso  abandonar  para  siempre  estas  vacilaciones  y  es- 
tablecer un  criterio  fundamental  para  solucionar  este  intere- 
santísimo problema.  De  lo  contrario,  no  sabremos  jamás  á  qué 
atenernos,  y  estarán  siempre  á  merced  de  la  última  impresiáit 
los  derechos.de  los  particulares. 

Compárese  el  considerando  del  Tribunal  Supremo  que  es- 
to^ analizando,  con  los  que  la  Dirección  general  de  los  Regis- 
tros ha  consignado  en  su  orden  de  31  de  Mayo  de  18^5,  con 
aplicación  á  un  caso  de  idéntica  naturaleza^  esto  es,  al  de  si  ha 
de  considerarse  la  omisión  de  regla  expresa  en  el  Código  civiU 
.respecto  á  la  capacidad  de  la  mujer  casada  para  afianzar  en 
&vor  de  su  marido  y  obligarse  ipancomunadamente  con  él» 
como  suplida  por  el  espíritu  de  la  ley  61  de  Toro,  generalmente 
prohibitivQjie  dichos  actos.  Compárense,  repito,  unos  y  otros 
razonamientos,  y  no  podrá  menos  de  lamentarse  la  falta  de 
fijeza  y  de  unidad  que  reina  en  las  deliberaciones  de  los  más 
elevados  centros  de  doctrina  jurídica. 

cConsiderando — dice  la  citada  orden  de  la  Dirección — » 
que,  después  del  art.  1^76  del  Código  civil,  en  cuanto  con- 
cierne al  derecho  común,  no  es  lícito  invocar  ley  alguna  conte- 
nida en  nuestros  antiguos  cuerpos  legales Considerando 

que  por  esta  razón  al  resolver  el  presente  recurso  hay  que 
descartar  en  absoluto  todo  precepto  legal  que  arranque  de  nuestra 
derecho  civil  histórico  ó  tradicional Considerando  que  ningu- 
na de  ellaa  (las  disposiciones  del  Código  vigente),  prohibe  á  la 

mu jer  el  contrato  de  fianza prohibición  que  no  faltaría  de 

Aoftfr  estado  en  la  mente  del  legislador  establecerla^  por  lo  mismo- 

que  fué  secular  en  nuestro  derecho Considerando  que  et  supo* 

ner  pasó  esta  cuestión  inadvertida  para  el  legislador,  fuera  irrespe^ 
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ÍU080  y  además  absurdo  por  tratarse  de  un  problema  juridioo 
ocasionado  á  tan  arduas  controversiag  entre  nuestros  antiguos 
tratadistas  y  tantas  yeces  planteado  ante  ios  Tribunales  de 
Justicia,  por  lo  cual  es  más  racional  y  prudente  estimar  que  el 
oontrato  de  fianza  otorgado  por  la  mujer  casada  pasó  después 
del  Código  á  figurar  en  la  regla  general  del  art.  1263 > 

¿En  qué  se  queda,  pues?  ¿La  mujer  casada  puede  afiansar, 
é  el  abuelo  puede  mejorar  á  los  nietos  en  vida  de  su  padre? 
Porque  una  y  otra  solución  resultan  incompatibles,  dadaa  las 
premisas  de  los  considerandos  que  estudiamos  comparativa- 
mente. ¿Rige  ó  no  rige  el  espíritu  de  la  legislación  anterior 
informando  los  preceptos  del  Código?  Si  lo  primero,  los  nietos 
podrán  ser  mejorados — ^y  esto  dando  por  supuesto  que  la  ley 
de  Toro  representase  la  genuina  tradición  en  este  punto — ,  y 
la  mujer  no  podrá  afianzar;  si  lo  segundo,  viceyersa:  ambas 
soluciones,  afirmatiyas  ó  negativas,  son  irreductiblemente  con- 
tradictorias en  el  terreno  en  que  las  consideremos.  Hé  ahí  por 
qué  se  hace  preciso  abandonar  el  método  con  que  hasta  aquí 
«e  viene  produciendo  la  jurisprudencia — ^al  menos  de  este  li- 
naje de  problemas — ,  y  adoptar  un  criterio  más  fundamental 
y  menos  expuesto  á  resultados  tan  desastrosos  como  los  que 
Acabo  de  señalar. 

Y  nótese  bien,  de  paso,  que  es  tan  visible  la  identidad  de 
supuestos  en  una  y  otra  resolución,  que  las  últimas  palabras 
que  he  subrayado  al  transcribir  los  considerandos  de  la  orden 
de  la  Dirección  general  de  Registros,  son  perfectamente  apli 
cables  al  caso  resuelto  por  la  sentencia  del  Supremo.  Porque 
también  diquí  puede  decirse,  y  por  las  mismas  razones,  que  la 
disposición  de  la  ley  18  de  Toro  no  faltaría  de  haber  estado  en 
la  mente  del  legislador  establecerla;  y  con  tanta  mayor  razón 
puede  esto  afirmarse,  cuanto,  según  hemos  visto  y  confirma 
mos  después,  la  disposición  aludida  desnaturaliza  las  mejoras, 
eiendo,  por  tantp',  indispensable,  que  conste  expresamente, 
para  poder  atribuírsela  á  la  intención  del  legislador,  quien, 
por  otra  parte,  inspirándose  en  los  motivos  que,  según  se  dice» 
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originaron  la  ley  de  Toro,  debía  también  tener  en  cuenta  qoe» 
de  no  expresar  categóricapnente  la  facultad  que  se  supone  ha- 
ber concedido  al  abuelo  para  mejorar  á  sus  nietos,  podría  sa 
eilencio  ocasionar  las  mismas  dudas  y  cuestiones  que  se  susci- 
taron antes  de  aquella  ley  en  el  derecho  antiguo;  y  siendo  irres- 
petuoso, como  afirma  la  Dirección  de  Registros,  suponer  que^ 
todoB  estos  peligros  pasaron  inadvertidos  para  el  legislador  del 
Oódigo,  hay  que  concluir  aquí,  lo  mismo  que  respecto  de  la 
ley  61  de  Toro,  que  el  silencio  de  aquél  debe  ser  interpretada 
par  los  principios  generales  y  fundamentales  que  rigen  las  le* 
gitimas  y  por  el  sistema  orgánico  que  preside,  á  su  desarrolla 
en  el  mismo  cuerpo  legal. 

Para  ñjar  aquel  criterio  fundamental,  cuya  necesidad  deja 
demostrada,  nada  más  conducente,  á  mi  juicio,  que  las  refle- , 
xiones  del  eminente  Sánchez  Román  cuando  trata  el  asunta 
de  la  yigencia  ó  derogación  de  la  expresada  ley  61  de  Toro,  y 
en  otros  diferentes  pasajes  de  sus  magistrales  ^Esiudios.i^ 

cPara  llegar  á  esta  solución,  escribe,  (la  de  considerar  vi- 
gente la  ley  61  de  Toro  por  suponer  que  se  refiere  á  una  niate^ 
ria  que  no  ha  sido  olfjeio  del  Código,  y  que,  por  lo  tanto,  no  de  • 
bía  estar  comprendida  en  la  cláusula  derogatoria  del  art.  1976)  ^ 
era  preciso,  sin  embargo,  dar  por  resuelto:  1.^,  que  la  palabra 
materia  equivale  á  cualquier  precepto  ó  doctrina  del  derecho  an- 
terior, y  po  á  instituciones  ú  órdenes  de  relaciones  completas  que,, 
según  tenemos  indicado  en  otro  lugar,  parece  la  traducción 
más  legitima  de  la  palabra  materia;  2.^,  que  procedía  aplicar 
un  criterio  de  interpretación  muy  diferente  del  debido,  supo- 
niendo que  entre  la  ley  de  Bases  y  el  Código,  que  debió  articu- 
larse con  arreglo  á  ella,  se  había  de  estar  á  la  ley  de  Bases  y 
no  al  articulado  ^el  Código  en  cualquier  caso  de  incongruen- ' 
cia,  siendo  así  que  debe  ser  todo  lo  contrario;  pues  sea  la  que 
fuere  la  infidelidad  ó  diferencia  con  que  el  Código  haya  des 
arrollado  en  sus  artículos  los  preceptos  de  la  ley  de  Bases,  es 
lo  cierto  que  una  vez  aprobado  ese  articulado  y  hecha  la  pro* 
mulgación  del  Código,  previa  la  declaración,  acertada  ó  no  a 
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de  haberse  redactado  de  conformidad  con  aquélla,  no  ea  licito 
ir  contra  el  texto  terminante  del  Código  ni  aun  á  titulo  de 
que  desarrolle  más  ó  menos  fielmente  los  preceptos  de  la  ley 
de  Bases;  y  3.^,  que  era  igualmente  procedente  extremar  algo 
el  texto  mismo  de  dicha  base  4.^,  que  lo  que  preyiene  es  que 
la  redacción  del  Código  en  este  punto  se  haga  cde  coñformi 
dad  con  los  principios  esenciales  en  que  se  funda  el  estado  le- 
gal presente»,  tomando  como  principio  esencial  el  de  la  limita 
oión  de  la  capacidad  de  la  mujer  para  esas  aplicaciones  con 
cretas  á  la  fianza  en  favor  del  marido  y  para  las  obligaciones 
mancomunadas  con  éste;  lo  cual  no  deja  de  ser  gratuito  y 
vago,  nada  menos  que  al  efecto  de  fundar  dicha  limitacjón  de 
capacidad  de  la  mujer  y  las  prohibiciones  que  son  su  conse 
cuencia,  doctrina  toda  de  carácter  excepcional  que  necesita 
mención  expresa  en  las  leyes»  (1). 

De  las  palabras  copiadas  y  de  la  referencia  expresa  que 
hace  en  ellas  á  otros  pasajes'  de  su  obra,  infiérese  el  criterio 
doctrinal  del  Sr.  iSánchez  Román  en  el  problema  que  aquí 
examinamos.  Para  él,  la  disposición  final  derogatoria  del  Có 
digo  civil  debe  considerarse  aplicable,  no  sólo  á  todo  precepto 
<;oncreto  de  la  legislación  antigua  spbre  un  punto  determinado 
que  ofrezca  duda  dentro  del  organismo  de  una  institución  ju- 
rídica, sino  á  la  totalidad  de  este  organismo,  cuando  sa  objeto 
ó  contenido  constituye  materia  regulada  por  el  Código.  Asi  in- 
terpreta, y  muy  sabiamente  á  mi  juicio,  el  Sr.  Sánchez  Ro 
man,  la  palabra  materias  que  forma  parte  del  art.  1976;  y  asi 
no  puede  menos  de  ser  entendida,  si  no  se  quiere  que  el  Códi- 
go haya  venido  á  introducir  el  caos  más  espantoso  en  nuestra 
legislación. 

Con  arreglo  á  este  criterio  están  derogadas,  no  sólo  las  ins- 
tituciones integrales  del  Derecho  antiguo,  cuando  el  Código 
las  hace  objeto  de  sus  disposiciones,  sino  también  cualesquie- 


(I)    Sánchez  Román:  Estudio  de  Derecho  dvil,  tomo  6.®,   2.^  edi- 
<;ión,  pág.  637. 
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la  preceptos  singulare»  que  formaran  parte  de  las  mismas. 
Ebiy,  pues,  que  concluir,  que  por  la  misma  razón  está  deroga- 
da la  ley  18,  por  la  que  lo  está  la  ley  61  de  las  de  Toro.  Una  y 
otra  contienen  preceptos  singulares  que  forman  parte  del  con- 
tenido de  dos  instituciones  reguladas  por  el  Código:  las  mejo- 
ras y  las  relaciones  personales  entre  cónyuges  ó  capacidad  ja* 
ridica  de  la  mujer  casada. 

Para  completar  en  todos  sus  aspectos  el  examen  de  ebte 
segundo  considerando,  es  preciso  hacerse  cargo  también  de' lo 
que  en  él  hace  referencia  á  la  ley  de  Bases  de  11  de  Mayo 
de  1886.  Es  muy  cómodo,  ciertamente,  hacer  uso,  según  nos 
convenga,  unas  Teces,  del  espíritu  que  preside  á  la  formación 
del  Código  civil,  según  en  dicha  ley  se  consigna,  y  otras,  del 
precepto  derogatorio  contenido  en  el  mismo  Código  é  inter- 
pretado en  todo  su  rigor  literal.  Con  esta  alternativa  de  crite- 
rios, puédense  defender  todas  las  tesis  jurídicas  por  contradic- 
torias que  parezcan;  y  la  frecuencia  con  que  se  echa  mano  de 
uno  ú  otro  razonamiento,  sin  un  criterio  fundamental  y  supe- 
rior que  los  reduzca,  es  la  explicación  de  tantas  antinomias 
como  se  vienen  observando  en  la  jurisprudencia  y  en  la  prác- 
tica. He  aqui  otro  punto  de  vista  importantísimo,  acerca  del 
cual  conviene  insistir  haírta  que  hayamos  logrado  curarnos  de 
ese  vicio  de  los  procedimientos  exegéticos  ai  uso. 

Si  nos  fijásemos  bien  en  el  sentido,  alcance  y  valor  actual 
que  deben  ser  atribuidos  á  la  ley  de  Bases,  tendríamos  siem- 
pre evitado  aquel  peligro.  Dicha  ley  no  es  hoy  un  precito  sus 
tantivo  y  vigente,  como  parece  colegirse  de  la  importancia  que 
le  damos  algunas  veces.  Dicha  ley  ha  cumplido  ya  su  objeto 
desde  el  momento  en  que  la  Comisión  de  Códigos  redactó  el 
proyecto  del  civil  y  este  cuerpo  legal  entró  en  vigor,  mediante 
la  declaración— exacta  ó  inexacta-— de  que  se  hallaba  confor- 
me con  lo  ordenado  por  aquélla.  La  ley  de  Bases,  en  una  pa- 
labra, debió  ser  en  un  todo  obedecida  por  los  redactores  del 
Código;  pero,  fuéralo  ó  no,  después  de  publicado  éste,  no  hay 
para  qué  hacer  invocación  de  los  preceptos  de  aquélla  como 
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elemento  interpretativo  del  Código;  y  entre  una  declaración 
de  éste  y  otra  de  la  ley  de  Bases,  aunque  fuesen  contradicto- 
rias, seria  preciso  atenerse  á  la  del  Código  civil,  que  constitu  - 
ye  el  precepto  positivo  vigente.  Bs  más:  en  la  hipótesis  de  que 
— intencionadamente  ó  no— los  redactores  del  Código  dvii  se 
Imbiesen  apartado  abiertamente  de  los  imperativos  de  la  ley 
de  Bases,  y  formulasen  una  institución  inspirándose  en  prin. 
cipios  radicalmente  contrarios  á  los  de  aquélla,  una  vez  admi. 
tida  como  vigente  dicha  institución,  por  formar  parte  del  con- 
tenido del  Código,  y  en  el  supuesto  de  que  dentro  de  ella  se 
notasen  lagunas  que  se  hiciera  preciso  suplir  por  medio  de  la 
interpretación,  sería  totalmente  improcedente  ir  á  buscar  los 
elementos  doctrinales  de  esa  interpretación  al  espíritu  y  al  sis- 
tema de  la  ley  de  Ba^es.  Por  el  contrario,  en  dicha  hipótesis 
extrema,  era  preciso  indagarlos  en  el  sistema  opuesto,  porque 
lo  vigente,  lo  que  se  trataba  de  interpretar,  era  el  precepto  del 
Código,  que  ya  sabíamos  estaba  en  oposición  con  el  sistema 
de  la  ley  de  Bases. 

Resulta,  pues,  indudable,  que  entre  ésta  y  el  art.  1976,  que 
forma  parte  del  Código,  debe  prevalecer  el  último;  y  resulta 
que  la  ley  de  Bases  sólo  podrá  ser  invocada  correctamente 
cuando  con  ello  no  se  pretenda  violentar  por  algún  modo  la 
fiignifícación  de  los  preceptos  codificados  ó  el  sistema  general 
que  impera  sobre  los  mismos.  Resulta  que  la  ley  de  Bases  podrá 
invocarse  para  suplir  un  vado  del  Código;  pero  sólo  cuando 
tal  vacío  es  absoluto,  como  sucede  con  el  que  se  nota  en  el  tí- 
tulo que  trata  de  la  ausencia,  en  lo  referente  á  la  negación  de 
capacidad  en  el  cónyuge  presente  para  pasar  á  segundas  nup- 
cias, que  en  la  base  6^  se  consigna;  pero  nunca  para  buscar 
el  sentido  de  un  artículo  del  Código,  cuando  por  el  mismo  ar- 
tículo, ó  por  el  total  organismo  de  la  institución  en  que  se 
contiene,  puede  venirse  en  conocimiento  de  su  verdadero 
alcance. 

Esto  aparte  de  que,  en  la  presente  cuestión,  para  tomar 
como  norma  la  ley  de  Bases,  sería  preciso  decidir  primero  cuál 


[ 


0OBBB  MEJ0BA8  Á  LOS  NIETOS  EN  VIDA  DE  BU  PADRE      488 

de  las  dos  leyes— la  del  Faero  Real  ó  la  de  Toro— representaba 
€el  sentido  y  capital  pensamiento  de  las  instituciones  civiles 
del  derecho  histórico  patrio»;  y  que  probablemente,  según  he  - 
moB  visto,  seria  preciso  decidirse  por  la  primera  de  ellas,  en 
cuyo  caso  el  argumento  se  volvería  contra  la  misma  tesis  que 
bajo  él  se  trataba  de  amparar. 

Hipólito  González  Rebollab. 

(CémtinMnrú.) 


\ 


TOMO  104 


ACUMULACIÓN  DE  AUTOS 


¿Procede  la  acumulación  de  autos  entre  las  actuaciones  del 
réburso  de  alzada  que  autoriza  el  art.  810  del  Código  civil  y 
un  pleito  civil  ordinario  de  mayor  cuantía? 

Las  leyes  positivas,  como  producto  del  entendimiento  hu* 
mano  que  son,  nunca  llegan  á  la  suma  perfección  Pero  si  esto 
es  evidente,  y  porque  lo  es  nadie  se  atreverá  á  negarlo,  es 
también  una  verdad  demostrada  que,  por  causas,  diversas  esas 
leyes,  á  las  veces,  no  solamente  se  hallan  muy  lejos  del  grado 
de  relativa  perfección  asequible  al  esfuerzo  intelectual  del 
hombre,  "Isino  que  tan  pronto  como  son  promulgadas  pueden 
desde  luego  señalarse  teóricamente  sus  deficiencias  ostensibles 
y  lamentables  vacíos.  Deficiencias  y  vacíos  que,  después  de 
ser  señalados  teóricamente,  se  ensanchan  y  agigantan  ai  con- 
tacto de  la  realidad  viva,  originando  esto  siempre  sensibles 
males,  y  no  en  toda  ocasión  perjuicios  reparables. 

Todavía,  cuando  la  ley  no  crea  una  institución,  los  males 
y  perjuicios  que  sus  silencios  y  vacíos  originen  pueden  ser 
evitados  algún  tanto  acudiendo  á  las  viejas  doctrinas  que  sus 
tentaron  los  tratadistas  y  estableció  la  jurisprudencia.  Mas  si 
la  institución  creada  carece  de  antecedente  dentro  de  la  histo- 
ria jurídica  de  un  pueblo,  entonces,  durante  un  período  más  ó 
menos  largo  de  tiempo,  esa  institución,  deficientemente  crea- 
da ó  implantada,  en  vez  de  servir  de  garantía  de  los  derechos 
que  intentó  regular,  sirve  de  medio  perturbador  en  lo  que  ata- 
ñe á  esos  mismos  derechos. 
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Así  sucede  entre  nosotros  con  la  institución  d^  consejo  de 
iamilia,  .que  por  su. carácter  exótico  y  habei;  sido  además  re* 
glamentada  por  el  Código  civil  de  una  manera  asaz  imperfeo» 
ta,  sobre  todo  en  la  parte  adjetiva,  y  por  no  haber  sido  refor- 
mada la  ley  rituaria  civil  en  armonía  con  lo  exigido  por  dicha 
itístitución  familiar,  está  sirviendo  más  de  elemento  perturba- 
dor que  de  regulador  y  amparador  de  derechos. 

Ya,  sin  embargo,  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  inva- 
diendo, por  imposiciones  de  la  dura  é  inflexible  necesidad,  las 
atribuciones  del  Poder  legislativo,  ha  llenado  con  oportunas 
decisiones  algunos  de  los  vacíos  que  en  esta  materia  se  notan 
en  el  Código,  con  lo  que  en  lo  sucesivo  se  evitará  la  existencia 
délos  criterios  diversos  que  hasta  aquí  han  sustentado  los 
Tribunales  inferiores  siempre  que  conocieron  de  las  cuestio- 
nes, decididas  después,  por  el  primer  Tribunal  de  la  Nación. 
Bmpero,  esa  diversidad  de  criterios  continuará  imperando  en 
las  cuestiones  referentes  al  congojo  de  familia,  sobre  las  que 
nada  ha  podido  decir  ese  Tribunal  por-  falta  de  ocasión  ó  por 
otros  motivos. 

Repasadas  con  algún  cuidado  las  colecciones  de  sentencias 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  nada  hemos  encontrado  en 
ellas  que  se  refiera  de  modo  directo  al  siguiente  problema  ju- 
rídico procesal:  ¿Procede  la  acumulación  de  autos  entre  las 
actuaciones  del  recurso  de  alzada  que  autoriza  el  art.  310  del 
Codifico  civil  y  un  pleito  ordinario  de  mayor  cuantía?  Y  por- 
que  nada  hemos  encontrado  entre  la  jurisprudencia  del  Tri- 
bunal Supremo  que  á  esa*  cuestión  se  refiera  directamente,  ig- 
noramos cuál  es  el  criterio  de  dicho  Tribunal  en  lo  que  al  pro- 
blema atañe;  pero  sí  sabemos  que  una  prestigiosa  Sala  de  lo 
civil  lo  ha  resuelto  en  sentido  afirmativo.  ¿Debe  admitirse 
como  ajustada  á  la  ley  esa  decisión?  Veámoslo  serena  é  impar- 
oialmente. 


»  « 
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Para  que  la  acumulación  de  autos  proceda,  es  necesario»  en 
primer  término,  que  concurran  los  tres  requisitos  siguientes: 
solicitud  de  parte  interesada  (1);  que  los  pleitos  cuya  acumu- 
lación se  pretenda  no  hayan  llegado  á  la  citación  para  sentea^ 
cia  definitiva  (2);  que  loe  pleitos  se  hallen  en  la  misma  ins» 
tancia  (3).  Pero  no  es  bastante  la  concurrencia  de  esos  tres  re- 
quisitos, aunque  sí' es  indispensable,  para  que  la  acumulación 
pueda  ser  decretada.  Bs  necesario,  además»  para  que  los  plei> 
tos  puedan  ser  acumulados,  que  concurra  alguna  de  las  causas 
taxativamente  determinadas  por  el  art.  161  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  que,  en  general,  los  juicios  sean  de  la 
misma  clase  (4). 

Como  cierta  é  indiscutible,  vamos  á  admitir  la  concurren* 
cia  de  los  tres  primeros  requisitos  indicados.  Queda,  pues,  por 
determinar  si  cuando  se  trata  de  la  acumulación  de  un  recur- 
so de  alzada,  interpuesto  al  amparo  del  art.  310  del  Código  ci- 
vil, y  un  pleito  civil  ordinario  de  mayor  cuantía,  cabe  afirmar 
que  se  trata  de  juicips  de  la  misma  clase,  y  si  en  ese  caso  con- 
currirá ó  no  alguna  de  las  causas  del  art.  161  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento. 

Conviene,  sin  embargo,  antes  de  ocuparnos  de  la  posible  ó 
imposible  concurrencia  de  estos  dos  últimos  requisitos  ó  cual- 
quiera de  ellos,  estudiar  con  alguna  atención  una  cuestión  de 
.  gran  importancia,  después  de  haber  transcrito  el  contenido  li- 
teral del  art.  810  del  Código  civil.  Dice  este  artículo:  cDe  las 
decisiones  del  consejo  de  familia  pueden  alzarse  ante  el  Juez 
de  primera  instancia  los  vocales  que  hayan  disentido  de  la 
mayoría  al  votarse  el  acuerdo,  así  como  también  el  tutor,  el 
protutor  ó  cualquier  pariente  del  menor  ú  otro  interesado  en 
la  decisión,  salvo  el  caso  del  art.  242.» 

Claramente  enseña  la  lectura  de  ese  precepto  legal  que 

(1)  Art.  160,  ley  de  Enjaiciamiento  civil. 

(3)  Art  168,  ley  citada. 
(9)  Art.  166,  ley  citada. 

(4)  Art.  164,  ley  citada. 


AOUMUIíAOIÓN  DE  AUTOS  487 

dentro  de  él  se  encierra  una  íacaltad  y  on  medio  ó  remedio 
procesal  para  hacer  efectiva  aquélla:  la  facultad  de  alzarse  y 
la  manera  de  realizar  el  alzamiento.  Esa  manera  de  realizar  el 
alzamiento,  que  es  el  remedio  procesal  por  disposición  seca  y 
dura  de  la  ley»  ha  recibido  un  nombre  especial  de  tratadistas 
y  Tribunales.  Unos  y  otros  han  dicho  que  tal  remedio  proce- 
sal se  llama  recureo  de  alzada,  nombre  muy  adecuado  y  propio, 
atendiendo,  como  debe  atenderse,  á  la  letra  y  al  espíritu  del 
artículo  310  del  Código  civil,  que  al  decir  que  de  loe  decisiones 
del  consejo  de  familia  pueden  alzarse,.,  quiso  crear  y  creó  un  re 
curso  procesal  nuevo  é  independiente,  ajeno  por  completo  á 
los  remedios  procesales  que  establecidos  estaban  antes  de  la 
promulgación  del  Código,  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Porque  de  otro  modo  no  había  necesidad  de  decir  pueden  alzar 
se,  pues  con  sujeción  á  lo  preceptuado  por  la  mencionada  ley, 
pueden  ser  tramitadas  en  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía 
todas  las  demandas  cuya  cuantía  sea  inestimable  ó  no  se  pue- 
da determinar  (1).  Y  ahí,  en  ese  precepto,  encajaban  como  en 
su  propio  molde  las  demandas  que  pudieran  deducirse  contra 
las  decisiones  del  consejo  de  familia.  Mas,  indudablemente, 
el  Código  quiso  crear  un  recurso .  especial  de  efectos  rápidos, 
en  contraposición  á  los  trámites  lentos  y  largos  del  juicio  or- 
dinario. Entendiéndolo  así  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
(cuando  se  le  presentó  la  primera  ocasión  dijo,  y  ha  repetido 
después  en  diversas  ocasiones,  que  contra  las  resolueiones  del 
consejo  de  &milia  csólo  ha  concedido  la  ley  el  recurso  de  alza- 
da  ante  el  Juez  de  primera  instancia,  sin  fijar  tramitación  que 
pudiera  afectar  el  carácter  de  juicio  ordinario»  (2). 

Porque  la  ley  no  fijó  tramitación  para  ese  recurso  de  alza- 
da, que  pudiera  afectar  el  carácter  de  juicio  ordinario  ni  el 
carácter  de  juicio  alguno,  han  creído  algunos  tratadistas  que 
esa  tramitación  debía  ser  la  propia  del  juicio  verbal,  y  otros  la 
peculiar  de  los  incidentes. 

(1)  Art.  488,  Búm.  2.^ 

(2)  Auto  de  22  de  Noviembre  de  1892. 
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Pero  cualquiera  que  sea  la  tramitación  que  se  dé  ó  quierW 
dar  al  recurso  de  alzada  establecido  por  el  art.  310  del  Código 
cíivil,  es  indudable  que  no  nace  de  la  interpretación  recta  dé 
«se  precepto  legal,  pues  nada  dice  acerca  de  tramitación.  Por 
«se  motivo,  sin  legislar  clara  y  abiertamente  para  suplir  los 
vacíos  del  Código  en  este  punto,  no  es  posible  adaptar  al  men- 
cionado recurso  esta  ó  la  otra  tramitación.  Mas,  legislando  d 
ein  legislar,  lo  cierto  es,  lo  indudable  es,  que  la  incoación  de 
ese  recurso  no  exige  la  presentación  de  una  demanda,  y  que 
por  esto,  quien  se  alza  ante  el  Juez  de  primera  instancia  con- 
tra un  acuerdo  de  un  consejo  de  familia,  no  promueve  una 
contienda  judicial,  sino  que  acude  simplemente  al  Juez  de 
primera  instancia  solicitando  sólo, su  intervención  para  que 
revise,  confirme  ó  anule  una  decisión,  sin  empeñar  contienda» 
Y  ahi  debe  terminar  el  recurso  de  alzada:  cEn  el  repetido 
Juez  de  primera  instancia,  dice  uno  de  nuestros  más  queridos 
y  eminentes  maestros  (1),  termina  este  recurso  de  alzada, 
puesto  que  sólo  él  es  el  mencionado  en  el  art.  310,  y  no  cabe 
aplicar  criterio  extensivo  en  esta  materia  de  procedimiento», 
aparte  de  la  conveniencia  de  no  dejar  súbjudice  mucho  tiem- 
po las  decisiones  del  consejo  de  familia*é  imposibilitar  su  fir- 
meza.» Y  como  en  el  Juez  de  primera  instancia  termina  este 
jrecurso,  sin  que  haya  existido  contienda— según  nuestro  hu- 
milde juicio,  pero  firme,  porque  se  halla  arraigado  profunda- 
mente en  nuestro  pobre  entendimiento — ,  el  acto  de  aharse 
contra  una  decisión  de  un  consejo  de  familia,  implica  un  acta 
éb  jurisdicción  voluntaria,  pues  de  esta  clase  son  todos  aque- 
llos en  que  sea  necesaria  ó  se  solicite  la  intervención  del  Juez» 
sin  estar  empeñada  ni  promoverse  cuestión  alguna  entre  par- 
tee conocidas  y  determinadas  (2).  Si  asi  fuera,  si  el  recurso  de 
alzada  que  estudiamos  tuviera  el  carácter  de  acto  de  jurisdic- 


(1)  Sr.  Sánchez  RomáD,  en  su  Dotabilísima  obra  Estudios  del  De*^ 
recho  cívü, 

(2)  Art.  1811,  ley  de  Enjaiciamiento  civil. 
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cite  volontaria»  bu  acomulación  á  un  juicio  ordinario  seria  * 
imposible»  porque  la  ley  prohibe  expresamente  la  acumula- 
oión  entre  los  expedientes  de  jurisdicción  voluntaria  y  cual» 
quier  juioio  de  jurisdicción  contenciosa  (1). 


Claro  es  que  si  se  aceptara  la  doctrina  que  consignada  ha 
sido  más  arriba,  holgaría  todo  otro  razonamiento.  Pero  esa 
doctrina  no  está  aceptada  por  tratadistas  ni  Tribunales.  Por 
este  motivo,  necesario  es  continuar  el  estudio  de  la  cuestión» 
abandonando  firmes  convencimientos,  para  que  no  se  pueda 
hablar  de  intransigencia,  y  además,  porque  aunque  se  dé  al 
recurso  de  alzada  el  carácter  de  acto  contencioso,  'no  por  eso 
procederá  su  acumulación  á  un  juicio  ordinario. 

Bn  efecto;  entre  las  caupas  que  taxativamente  menciona  el 
art.  161  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sólo  tres,  que  son 
la  1.^,  2.*  y  6.*,  puede  decirse  que  tienen  alguna  relación  con 
la  acumulación  de  que  aquí  se  trata.  Ssa  relación,  sin  embar- 
go, ni  aun  siquiera  pudo  pasar  por  la  mente  del  autor  de  esa 
ley,  siendo,  como  es,  muy  anterior  á  la  promulgación  del  Có- 
digo civil.  Por  eso  la  relación,  si  existiera,  tendría  que  nacer 
de  la  letra  de  las  tres  causas  mencionadas,  ya  que  ni  en  la  le- 
tra ni  en  el  espíritu  del  art.  810  del  Código  civil,  existe  nada 
que  pudiera  sugerir  que  el  autor  de  este  último  cuerpo  legal 
pensó  en  la  posibilidad  de  dicha  acumulación. 

De  la  letra  de  las  causas  citadas  no  puede  sacarse  argu- 
mento alguno  en  pro  de  la  acumulación  que  estudiamos.  Por- 
que la  primera  dice  que  deberá  decretarse  la  acumulación 
cenando  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de  loeplei- 
io$  cuya  acumulación  se  pida,  produzca  excepción  de  cosa  juz- 
gada en  el  otro»;  la  segunda,  cenando  en  Juzgado  competente 
haya  pendiente  jpM^o  sobre  lo  mismo...»;  y  la  quinta,  cenando 

(1)    Art.  1828,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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de  áegoirse  sepdradaniente  loe  pUitos^  se  divida  la  continencia 
de  la  causa».  Las  tres  causas,  pues»  haUan  de  fleUo^.  Y  como: 
el  recurso  de  alzada  no  es  pleito^  en  la  acepción  legal  de  esla 
palabra,  falta  un  término:  el  primero  y  claramente  expresado 
y  repetido  por  la  ley.  Además,  el  recurso  de  alzada^  por  la 
simplicidad  de  sus  trámites,  y  más  que  eso,  por  la  carencia 
de  trámites  para  su  sustanciación,  por  la  manera  de  incoarlo, 
sin  necesidad  de  demanda,  y  por  su  objeto,  que  no  es  otro 
sino  revisar  sumariamente  los  acuerdos  del  consejo  de  fami- 
lia, para  crear,  con  la  garantía  de  la  intervención  judicial,  una 
situación  de  derecho  provisional,  sobre  no  ser  pleito,  no  puede 
dividir  la  continencia  dé  la  causa,  ni  puede  tampoco  producir 
excepción  de  cosa  juzgada  en  un  pleito,  porque  la  decisión 
que  en  el  recurso  de  alzada  se  dicte,  no  debe  ser  sentencia,  y  si 
aniOt  discutible  después  en  juicio  ordinario,  de  igual  modo  que 
auto  discutible  es,  en  juicio  ordinario,  el  que  se  debe  dictar 
para  poner  fin  al  expediente  de  incapacidad  seguido  al  amparo 
del  art.  219  del  Código  civil,  articulo  que  por  analogía  debe 
ser  aplicado,  en  cuanto  á  la  forma  de  diqtar  la  resolución  y  en 
cuanto  á  la  reserva  de  derechos,  cuando  se  trate  de  un  recurso 
de  alzada  interpuesto  al  amparo  del  art.  310  del  mismo  Códi- 
go, ya  que  el  expediente  de  incapacidad  debe  ser  tramitado 
cual  si  fuera  un  incidente  (1),  que  es  la  tramitación,  en  parte, 
que  también  estima  el  Tribunal  Supremo  debe  darse  al  recur- 
so de  alzada,  según  veremos  muy  luego. 

¿Es  que  el  recurso  de  alzada  es  realmente  pleito^  en  la  acep<» 
cióii  legal  de  esta  palabra,  y  que  por  ello  puede  ser  aplicable 
alguna  de  las  causas  del  art.  161  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
para  acumularlo  á  un  juicio  ordinario?  Pues  aunque  se  con- 
testara afirmativamente  á  esa  pregunta,  dando  á  la  contesta- 
ción todo  el  alcance  que  debe  tener,  no  por  eso  serían  acumu? 
lables  un  recurso  de  alzada  y  un  pleito  ordinario,  porque  la 
ley  exige,  para  que  la  acumulación  de  autos  proceda,  además 

(1)    Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  14  áb  Febrero  de  190S.. 
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de  la  concurrencia  de  todos  los  requisitos  que  ya  han  sido  ex- 
puestos, que  los  juicios  sean,  en  general,  de  la  misma  clase  (1)* 
¿Se  trata,  en  el  caso  que  estudiamos,  de  juicios  de  la  misma: 
naturaleza  procesal,  de  la  misma  clase?  Disparidad  de  criterios 
existe  entre  los  comentaristas  del  Código  civil  en  lo  que  atañe 
á  la  naturaleza  procesal  del  reourso  de  alzada  establecido  por 
el  art.  310  de  ese  Código;  pero  de  esa  diversidad  de  criterios 
podría  obtenerse  la  conclusión  dé  que  el  recurso  ó  remedio 
procesal,  ejercitable  contra  los  acuerdos  del  consejó  de  fami- 
lia, goza  de  una  naturaleza  especial.  Empero,  como  se  trata 
de  una  cuestión  práctica,  en  cuya  resolución  es  claro  que 
pueden  influir  más  las  decisiones  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  que  las  respetables  opiniones  de  los  tratadistas,  á  las 
decisiones  del  Tribunal  Supremo  conviene  acudir  en  busca  de 
luz  que  alumbre  y  guíe  en  la  resolución  del  problema. 

Más  de  una  vez  ese  Tribunal  ha  dicho  que  contra  los  acuer<* 
dos  del  consejo  de  familia  csólo  ha  concedido  la  ley  el  recurso, 
de  alzada  ante  el  Juez  de  primera  instancia,  sin  fijar  tramita-' 
ción  que  pudiera  afectar  el  carácter  de  juicio  ordinario».  No 
era  esto  bastante,  pues  con  ello  sólo  se  declaró  en  forma  nega* 
tiva  que  ese  recurso  no  podía  afectar  el  carácter  de  juicio  or- 
dinario, quedando,  por  tanto,  sin  determinar  la  naturaleza 
procesal  del  mencionado  recurso.  Pero,  al  cabo  y  al  fin,  el 
Tribunal  Supremo,  venciendo  quizás  sus  resistencias  á  invadir 
las  atribuciones  del  Poder  legislativo,  declaró  del  modo  más 
preciso  posible,  y  seg&n  su  elevado  criterio,  cuál  es  la  natura* 
leza  procesal  del  recurso  de  (}ue  se  trata,  y  cuáles  los  trámites 
á  que  debe  ajustarse  su  sustanciación. 

Bsa  declaración  se  ha  hecho  en  la  sentencia  de  4  de  Enero 
de  1902,  inserta  en  la  Gaceta  de  19  de  Abril  del  mismo  año,  en 
cuya  sentencia  se  sienta  la>iguiente  doctrina:  que  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  regula,  en  general,  las  cuestiones  promovidas 
entre  partee,  aunque  esto  es  sin  perjuicio  de  aquellos  casos» 

(1)    Art.  1S4,  ley  dé  Enjaiclamiento  civil. 
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en  loB  que  el  legislador,  ai  declarar  algún  derecho  ó  reglamen- 
tar una  institución,  establece  á  la  vez  procedimiento;  que  por 
aer  el  Código  civil  posterior  á  la  ley  de  Enjuiciamiento,  al  pri- 
mero es  necesario  acudir  antes  que  á  ninguna  otra  ley  para  la 
resolución  de  las  cuestiones  que  surjan  acerca  de  la  institu- 
don  tutelar;  y,  por  último,  cque  el  precepto  del  art.  810  del 
Código  civil  tiene  el  carácter  de  sustantivo  en  cuanto  determi- 
na la  subordinación  de  la  autoridad  del  consejo  de  familia  á 
las  autoridades  judiciales,  y  el  de  adjetivo  en  cuanto  establece 
el  recurso  de  alzada  para  ante  el  Juez  de  primera  instancia;  y 
como  el  concepto  de  alzada  constituye  por  si  una  especialidad, 
y  excluye  por  su  naturaleza  el  de  las  demandas  á  que  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  se  refiere,  forzoso  es  interpretar  y  en- 
tender dicho  precepto  en  el  sentido  propio  de  tales  recursos, 
para  que,  una  vez  entablado^  se  sustancie  por  los  trámites 
marcados  á  los  incidentes,  dentro  de  los  que  cabe  la  discusión 
y  justificación  de  los  derechos  que  se  ventilan  en  estas  alza- 
das, sin  necesidad  de  recurrir  al  procedimiento  más  dispen- 
dioso y  perjudicial  de  las  demandas,  que  por  lo  expuesto  no 
cabe  dentro  de  tales  recursos,  dada  su  naturaleza,  ya  que  las 
reclamaciones  de  esta  índole  pueden  considerarse  como  inci- 
dentales de  las  tutelas  registradas...»  Siendo  el  propósito  nues- 
tro no  discutir  esta  sentencia,  sino  simplemente  deducir  de 
ella  cuál  sea  el  criterio  dpi  Tribunal  Supremo  respecto  á  la 
naturaleza  procesal  del  recurso  establecido  por  el  art.  810  de^ 
Código  civil,  ni  una  palabra  vamos  á  decir  que  discusión  ó 
critica  pudiera  significar,  aunque  la  materia  se  brinda  por 
unos  lados  á  la  censura,  y  por  otros  al  elogio.  Y  como  nuestro 
propósito  es  sólo  el  indicada,  con  el  texto  vivo  de  esa  senten- 
cia á  la  vista  afirmamos  que,  según  el  Tribunal  Supremo,  el 
mencionado  recurso  goza  de  una  naturaleza  especial,  pertene- 
ce á  una  clase  especial  de  recursos^  sin  paridad  ni  analogía  den- 
tro del  procedimiento,  porque  es  propia  y  única  del  recurso  de 
alzada,  pues  se  trata  de  un  procedimiento  mixto  que  tiene  su 
base  en  el  art.  310  del  Código  civil,  .y  su  desarrollo  y  cómple- 
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mentó  en  Iob  trámites  marcados  para  los  incidentes.  Así,  pues,, 
tal  recurso  no  puede  ser  acumulado  á  un  juicio  ordinariOi  por- 
que nunca  concurrirá  la  condición  esencial  que  exige  la  ley,  ó 
sea  que  los  juicios  pertenezcan  á  la  misma  clase»  dado  que  la 
naturaleza  del  juicio  ordinario  no  tiene  nada  de  especial  ni  de 
extraordinaria. 

Una  consideración  para  terminar.  Contra  los  acuerdos  del 
consejo  de  familia,  dijo  tiempo  hace,  según  se  hizo  constar 
anteriormente,  el  Tribunal  Supremo:  cSólo  ha  concedido  la 
ley  el  recurso  de  alzada  ante  el  Juez  de  primera  instancia,  sin 
fijar  tramitación  que  pudiera  afectar  el  carácter  de  pleito  or  • 
diñarlo».  cBl  concepto  de  alzada— ha  dicho  ahora  el  mismo 
Tribunal — constituye  por  si  una  especialidad,  y  excluye  por 
BU  naturaleza  el  de  las  demandas,  á  que  la  ley  de  Bnjuicia- 
miento  civil  se  refiere.  >  Mas  si  se  aceptara  como  procedente  la 
acumulación  de  una  de  esas  alzadas  á  un  juicio  ordinario,  re- 
sultarla evidentemente  que  el  recurso  afectaría  cel  carácter  de 
pleito  ordinario»;  y  que  tí  concepto  de  alzada  no  constituye  pot* 
ii  una  especialidad  que  excluye  por  su  naturaleza  el  de  las  deman' 
das.á  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  refiere.,. ^  y  la  razón 
es  sencilla.  Tras  de  todo  recurso  de  alzada  entablado,  siguién 
dolé  tan  de  cerca  como  sigue  la  sombra  al  cuerpo  que  la  pro- 
yecta, se  entablará  siempre  el  juicio  civil  ordinario  con  el  pro- 
cedimiento  más  dispendioso  y  perjudicial  de  las  demandas  para 
absorber  y  anular  los  efectos  del  recurso  de  alzada,  que  á  pri* 
mera  ó  á  última  hora  será  tramitado,  en  todo  caeo,  cual  si  fue- 
ra un  pleito  ordinario  de  mayor  cuantía,  y  resuelto  al  mismo 
tiempo  que  éste,  ya  que  ese  es  el  fin  de  toda  acumulación  de 
autos,  quedando  así  sin  valor  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo.  Y  lo  que  es  más  aun:  quedando  borrado  viitualmen- 
te  el  art.  810  del  Código  civil. 

Jo6¿  García  Fabnández. 

GraxukdA,  Abril,  190A. 
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Revflata  Jarídloa  de  Cataliia. 

(Mámerofla.*  y  8.*,   1904.  Barcelona.) 

Enrique  La.nfranco:  Las  Sociedades  mereantile$  de  reñpansabüi^ 
dad  limitada  y  nuestro  Código  de  Comereio.—Tenienáo  en  caenta  lo 
interesante  qae  ea  la  doctrina  anatentada  en  ^ate  trabajo,  la  JUmtta 
-Jurídica  lo  tranacribe  integro,  tomándolo  de  la  Beyiata  Mercurio. 

Entre  las  claaea  mercantiles  de  Eaimfia  eatá  generalisado  el  error 
de  que,  á  tenor  de  nuestra  ley  mercantil,  no  ae  pueden  constitnir  máa 
Sociedades  qae  laa  colectivaa,  comanditariaa  j  anónimas,  y  las  im- 
'perfectas  de  cnentaa  j  |>artición«  Este  error  es  hijo  de  la  ratina. 

El  aator  del  Código  mercantil  de  1829  se  inspiró  en  an  criterio 
de  restricción  y  de  intervención  de  la  Autoridad  en  actos  paramente 
particolares,  y  de  ahí  que  los  preceptos  de  aquel  cuerpo  legal,  tenien- 
do en  caenta  el  eapiritu  que  loa  informa,  han  de  interpretarae,  en  la 
generalidad  de  loa  casoa,  en  sentido  restrictivo,  j  en  raras  ocasio- 
nes en  sentido  extensivo.  Asi,  pues,  atendiendo  al  precepto  del  Có- 
digo citado,  la  compafiía  mercantil  sólo  podía  contraerse  en  las  for- 
mas antes  expresadas. 

Desde  aquellas  remotas  fechas  la  evolución  económica  ha  alcan- 
:2ado  un  radio  de  acción  portentoso...  De  todas  las  instituciones  que 
regala  el  derecho  mercantil,  ninguna  ha  adquirido  un  desarrollo  tan 
rápido  como  la  que  nace  del  contrato  de  sociedad:  el  impalao  de  ésta 
no  ha  cesado  ni  un  instante,  ni  cesa  en  el  presente,  ni  cesará  en  el 
porvenir. 

La  primera  forma  de  asociación  mercantil  en  el  orden  eronoló- 
l^co  de  los  tiempos,  I aé  sin  duda  la  colectiva,  luego  nació  la  coman- 
ditaria, después  la  accidental  de  cuentas  y  partición,  j  máa  tarde  la 
4Uiónima  en  sas  variados  aspectos. 
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EbU  evolución  ha  obligado  al  legislador  á  establecer  determina- 
das reformas,  para  amparar  los  nneyos  organismos. 

£1  legislador  no  podía  prescindir  de  las  ensefianzas  qne  le  sumi- 
nistraba esa  evolución  económica,  y  en  sn  consecnencia,  en  su  úl- 
tima obra  legislativa  de  1886,  al  ordenar  todo  lo  referente  á  las  di- 
versas maneras  y  formas  de  constituir  las  sociedades  de  comercio» 
se  inspiró  en  estos  tres  altos  principios:  1.®,  libertad  amplia  para 
los  qne  se  asocian,  sin  más  limitaciones  qne  las  del  orden  licito  y 
honesto;  2.®,  ausencia  de  la  vida  gubernativa  en  la  vida  social  in- 
terna, y  8.®,  publicidad  de  los  actos  sociales  mediante  el  Registro 
mercantil,  en  cuanto  dichos  actos  pueden  afectar  á  terceras  per- 


fil Oódigo  de  Comercio  de  1885,  como  consecuencia  del  primer 
principio,  declar^  en  uno  de  sus  preceptos,  que  el  contrato  de  com- 
pafiia,  otorgado  con  los  requisitos  esenciales  del  derecho,  será  vá- 
lido y  obligatorio  entre  los  que  lo  celebren,  cualesquiera  que  sea  su 
forma,  condiciones  y  combinaciones  licitas  y  honestas  con  que  le 
constituyan,  siempre  que  no  estón  expresamente  prohibidas  en  el 
Código.  lodudablemente  es,  pues,  que  no  hay  necesidad  legal,  cuan- 
do se  trata  de  constituir  una  sociedad,  de  encerrarse  en  aquellas 
cuatro  formas  primitivas  antes  enumeradas,  sino  qne  pueden  adop- 
tarse otras  que  sean  radicalmente  distintas  de  las  mismas,  ó  bien 
que  sean  producto  de  combinaciones  de  unas  y  otras. 

£1  propio  Código,  además,  expresa  en  uno  de  sus  preceptos,  oomo^ 
regla  general,  que  las  Compafiías  mercantiles  se  constituirán  adop- 
tando alguna  de  las  formas  mencionadas;  y  al  formular  la  excep- 
ción, por  regla  general^  es  indudable  que  afirma  que  pueden  adop- 
tarse otras.  Más  clara  no  puede  ser  la  ley,  y  sin  embargo,  no  se  in- 
terpreta en  este  sentido.  • 

Como  consecuencia  del  segundo  principio  juridico  en  que  se  ins* 
piró  el  Código  de  1886,  no  existe  en  él  ningún  precepto  que  conceda 
intervención  á  la  Autoridad  gubernativa  en  la  vida  interna  de  la» 
sociedades,  hecha  excepción  de  las  corporaciones  mercantiles  que 
su  objeto  sea  alguna  obra  ó  servicio  público,  cuyo  cumplimiento^ 
podrá  exigir,  por  consideraciones  de  orden  social,  el  Estado,  la  Pro- 
vincia y  el  Municipio,  según  la  naturaleza  del  objetivo  de  la  Corpo- 
ración, por  virtud  del  poder  tutelar  de  estos  organismos. 

Como  consecuencia  del  tercer  principio  en  que  se  inspira  nues- 
tro Código  de  Comercio  vigente,  se  previene  en  el  mismo,  que  toda 
oompafiia  de  comercio,  antes  de  dar  principio  á  sus  operaciones,  de- 
berá hacer  constar  sn  oonstitución,  pactos  y  condiciones  en  escritura 
pública,  que  se  presentará  para  su  inscripción  en  el  Registro  mer- 
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^MUitll,  de  tal  manera  que,  «in  el  cumplimiento  de  este  reqniaito,  las 
eflcritarae  sociales  surtirán  efectos  .entre  los  socios  qne  las  otorgnei^, 
pero  no  perjndlcarán  á  tercera  persona,  qnien,  sin  embargo,  podrá 
ntilisarlas  en  lo  favorable,  debiendo  advertir  qne  los  documentos 
inscritos  sólo  afectarán  á  tercera  persona»  en  cnanto  se  trata  de  per- 
juicio, desde  la  fecha  de  su  inscripción. 

La  mayor  parte  de  los  códigos  mercantiles  aztranjeros,  en  lo  sns- 
tancial,  refiriéndose  á  sociedades,  se  han  inspirado  en  idéntico  eri* 
terio,  annqne  en  diversa  forma,  y  á  la  sombra  de  ese  principie  de 
libertad  se  han  creado  poderosas  compafiías,  especialmente  en  In- 
glaterra, Alemania  y  los  Estados  Unidos. 

En  Inglaterra,  al  amparo  de  ese  espíritu  expansivo  de  la  1^ 
mercantil  y  la  sencilles  de  sus  formas,  se  han  constituido  numero- 
sísimas compafiías  de  responsabilidad  limitada  para  cada  uno  de 
svs  partícipes  (HmUed),  para  cuya  constitución,  sustancialmente, 
sólo  hay  que  cumplir  tres  requisitos:  1.^,  otorgamiento  del  acta  de 
la  asociación,  que  en  la  generalidad  de  los  casos  sólo  consta  de 
cinco  artículos,  cuyo  contenido  es  el  siguiente:  A^  se  consigna  el 
nombre  de  la  compafiía,  seguido  de  la  palabra  Umited;  B^  se  fija  el 
domicilio  social;  C,  se  expresa  el  objeto  de  la  sociedad;  D,  se  men- 
ciona la  responeabilidad  de  los  socios,  y  J?,  se  fija  el  importe  del 
capital  s€>cial;  2.®,  redacción  del  reglamento  de  la  comp&fíía,  y  3.^, 
inscripción  de  la  sociedad  en  el  Begistro  correspondiente,  depen- 
diente del  Ministerio  de  Oomercio. 

En  Espafia,  á  pesar  que  la  constitución  de  sociedades  limitadas 
no  está  prohibida  por  el  Oódigo,  y  en  ese  sentido  pueden  válida  y 
legalmente  constituirse,  son  escasísimas  las  que  existen,  no  obs- 
tante que  su  generalización  sería  una  poderosa  concausa  del  de- 
sarrollo del  comercio... 

Termina  el  articulista  su  excelente  trabajo,  dirigiendo  una  exci- 
tación á  las  Corporaciones  económicas  de  Espafia  y  á  la  Prensa  que 
se  ocupa  de  cuestiones  mercantiles,  á  fin  de  que  por  todos  los  me- 
dios que  estén  á  su  alcance  procuren  desvanecer  el  error  en  que  in- 
<iurren  los  qne  al  comercio  se  dedican,  al  entender  que  dentro  de 
nuestio  Oódigo  no  se  pueden  constituir  esa  clase  de  asociaciones... 

José  García  Fernández. 

GhrABada,  May»,  lOOi. 


y 
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HISPANOAMERIOANAS 


R«vl8fa  de  Derecho  y  Jnrleprndencla. 

CNúm.  3.*,  Diciembre,   1906.  SanÜAgo  de  Chile.) 

Carlos  Aldunatb  Solar:  Condición  juridica  de  las  aguas 
en  Chile. — En  la  introducción  de  este  trabajo^  del  que  sólo  ineerta 
el  número  S.®  de  la  Revista  de  Derecho  y  Jurisprudencia  la  pri- 
mera parte,  hace  constar  el  articnlieta  qne  no  eziete  en  Chile  nna 
legislación  especial  sobre  aguas,  siendo,  además,  escasas  las  pres- 
cripciones sobre  la  materia  qae  se  encuentran  en  los  Códigos  y  en 
el  Boletín  de  leyes  y  decretos  del  Gobierno.  La  explicación  de 
este  vacío  la  da  el  articulista.  Y  para  suplir  el  vacío  que  en  la  le- 
gislación de  aguas  existe,  presenta  el  mismo  articulista  un  cuerpo 
erdenado  de  doctrina,  comprensivo  de  todo  lo  que  hay  en  su  país 
sobre  la  materia  que  estudia,  «sean  leyes  ó  decretos,  prácticas  ó  ju- 
risprudencia, hechos  y  necesidades  industriales,  á  fin  de  fijar  las 
doctrinas  y  de  sefialar  los  vacíos  y  defectos  que  el  legislador  debe 
llenar».  La  primera  parte  del  trabajo  á  que  venimos  refiriéndonos, 
se  adapta  al  pensamiento  que  lo  inspira  de  modo  muy  digno  de 
alabanza. 

I.  Generalidades.—Clasiñcación.—'En  la  parte  que  el  articu- 
lista estudia  bajo  el  epígrafe  <Generalidade6>,  consíenase  que  las 
aguas  son  susceptibles  de  derechos ^  «juegan  como  cosas  en  e)  me- 
canismo de  las  relaciones  jurídicas  de  los  pueblos  y  de  los  indivi- 
duos». Las  aguas  son  corporales^  y  aunque  naturalmente  muebles^ 
en  muchas  ocasiones  y  en  ciertos  conceptos  fot  man  parte  de  la  pro- 
piedad raís.  Cosa  interesante  es  determinar  el  carácter  mueble  ó 
inmueble  de  las  aguas,  constituyendo  esto  un  problema  más  com- 
plejo de  lo  que  á  primera  vista  parece,  que  el  articulista  desarrolla 
en  sus  diversos  aspectos,  atendiendo  á  los  actos  judiciales  y  extra- 
judiciales,  llegando  á  afirmar  como  conclusión,  que,  csin  atenderse 
á  las  circunstancias,  sin  hacer  una  distinción  muy  completa  entre 
las  diferentes  especies  de  aguas  y  entre  los  diferentes  derechos  de 
que  ellas  pueden  ser  objeto,  no  se  puede  decir  si  el  agua  es  una 
cosa  mueble  ó  inmueble,  ni  se  pueden  resolver  numerosas  euestio- 
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nes  de  derecho  relacionadas  con  este  problema».  Despnés  se  con- 
signa una  calificación  de  las  aguas»  teniendo  en  cnenta  la  legisla- 
don  chilena. 

II.  Aguas  pluviales,— Oonwponáe  este  epígrafe  á  la  última 
parte  conocida  del  trabajo  qne  extractamos.  Se  dice  que  general- 
mente las  legislaciones  guardaron  silencio  sobre  el  dominio  de  las 
aguas  de  lluvia;  pero  la  doctrina  y  la  jurisprudencia,  en  particu- 
lar la  francesa,  han  estado  de  acuerdo  en  considerarlas  como  una 
accesión  de  la  propiedad  sobre  que  descienden.  Este  principio  ha 
sido  consagrado  en  Francia  por  la  ley  de  8  de  Abril  de  1898,  punto 
decidido  antes  por  la  ley  espafiola  de  Aguas  de  18  de  Junio  de  1879. 

El  Código  civil  chileno,  como  el  antiguo  francés,  no  resuelve 
expresamente  la  cuestión,  pero  contiene  disposiciones  que  no  per- 
miten abrigar  dudas  en  orden  al  dominio  de  las  aguas  pluviales. 

Una  sencilla  distinción  aclara  la  materia.  O  se  trata  de  aguas  que 
se  detienen  ó  circulan  dentro  de  un  predio,  ó  se  trata  de  aguas  que 
traspasan  los  límites  de  una  heredad.  En  el  primer  caso,  las  aguas 
/>/ico^a/tfS  pertenecen  al  dm  fio  del  suelo,  oomo  un  atributo  de  su 
cosa,  si  se  quiere  por  accesión.  En  el  segundo,  siguen  la  condición 
de  las  aguas  corrientes,  bien  definida  en  el  Código  civil  chileno. 
£1  art.  695  de  este  Código  dice  que  todas  las  aguas  que  corran  por 
cauces  naturales  son  bienes  nacionales  de  uso  público,  exceptuando 
solamente  las  vertientes  que  nacen  y  mueren  dentro  de  una  misma 
heredad,  y  como  esta  regla  es  absoluta,  tiene  que  aplicarse  á  las 
aguas  pluviales  que  discurren  por  diversas  propiedades... 

Aplicables  á  las  aguas  de  esta  especie  son  los  arts.  888,  884,  885 
y  886  del  Código  civil,  artículos  qno  se  reproducen  literalmente; 
por  el  primero  de  esos  artículos  se  establece  una  servidumbre,  res- 
pecto á  los  predios  inferiores  sobre  los  superiores  para  el  paso  de 
las  aguas,  servidumbre  que  se  reglamenta;  el  segundo  concede  de- 
recho al  duefio  de  toda  heredad  para  aprovechar  las  aguas,  que  na- 
turalmente discurren  por  ella,  aunque  no  sean  de  su  dominio  pri- 
vado, para  los  menesteres  domésticos,  riego  de  la  misma  heredad, 
para  dar  movimiento  á  sus  molinos  ú  otras  máquinas  y  abrevar 
animales;  el  tercero  reglamenta  el  uso  que  el  duefio  de  una  heredad 
puede  hacer  de  las  aguas  que  por  ella  discurren,  y  el  cuarto  declara 
que  las  aguas  que  corren  por  entre  dos  heredades  corresponden  en 
común  á  los  dos  riberefios.  En  el  mismo  capítulo  que  los  artículos 
anteriores  del  Código  civil»  se  halla  el  888:  cEl  duefio  de  un  predio 
puede  servirse  como  quiera  de  las  agu€ís  lluvias  que  correa  por  un 
camino  público  y  torcer  su  curso  para  servirse  de  ellas.»  Cita  y  re- 
produce el  articulista  la  ley  de  Caminos  de  17  de  Diciembre  de  1848, 
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ley  qne  considera  derogada  por  el  Código  civil,  en  cnanto  se  refiere 
á  las  agnas  qne  diecnrren  por  los  caminos. 

Teóricamente,  el  art.  888  del  Oódigo  civil  merece  al  articnlista 
atinadas  obeervacionee.  De  más  importancia  práctica  qne  ese  pre- 
cepto legal  es  el  art.  879  del  mismo  Oódigo:  <No  hay  servidumbre 
legal  de  aguas^lluvias.  Los  techos  de  todo  edificio  deben  verter  sns 
ngiioS' lluvias  sobre  el  predio  á  que  pertenecen,  ó  sobre  la  calle  ó 
camino  público  ó  vecinal,  y  no  sobre  otro  predio,  sino  con  voluntad 
de  sn  duefio...»  El  derecho  de  verter  las  aguas  pluviales  á  las  calles 

^  ó  caminos,  está  modificado  por  el  núm.  11  del  art.  26  de  la  ley  de 
Mnnicipalidades  de  1891,  según  el  cuál  corresponde  á  estas  Corpo» 
radones  «impedir  que  las  aguas  lluoias  caigan  sobre  las  vías  pú- 
blicas desde  los  edificios».  La  regla  del  art.  879  no  implica  una  pro- 
hibición de  establecer  lá  servidumbre  voluntaria  de  agucu-lluvias^ 
pues  el  art.  880  autorlsa  á  los  duefios  de  los  predios  para  establecer 

•  voluntariamente  las  servidumbres  que  quieran  y  para  adquirirlas, 
«con  tal  que  no  dafie  con  ellas  el  orden  público,  ni  se  contravenga 
á  las  leyes».  Las  servidumbres  de  aguas  pueden  ser  adquiridas  por 
prescripción,  pues  en  la  legislaólón  chilena  no  existe  disposición 
que  eso  prohiba,  existiendo,  en  cambio,  numerosas  sentencias  de 
los  Tribunales,  en  las  que  se  ha  reconocido  ese  modo  de  adquirir 
dichas  servidumbres.  El  núm.  11  de  la  ley  de  Municipalidades  ci- 
tada antes,  impide,^  sin  embargo,  que  la  servidumbre  de  aguas  plu- 
viales pueda  ser  adquirida  por  prescripción  respecto  á  los  edificios; 
pero  eso  tiene  el  carácter  de  medida  de  policía,  contra  la  cual  no 
hay  prescripción  posible.  Pero  aun  así,  si  se  trata  de  edificio  cons- 
troído  antes  de  1891,  debe  ser  respetado  el  derecho  de  servidumbre 
adquirido  sobre  la  calle  pública. 

Las  aguas  pluviales  se  utilizan  en  Ohile  en  forma  digna  de  con- 
sideración especial.  Esas  aguas  son  recogidas  en  pantanos  artificia** 
lee  para  ser  ntüizadas  en  la  temporada  estival.  Depósitos  de  esa 
naturalesa  existan  en  los  ríos  que  nacen  en  la  cordillera  de  los  An« 
ideSy  como  los  de  las  lagunas  del  Huasco,  construidos  recientemente 
por  el  Estado,  y  el  de  la  laguna  de  Alicahue,  terminado  en  1894. 

Es  incontestable  el  derecho  del  duefio  de  la  cuenca  de  nn  pante- 
no  artificial  para  almacenar  en  él  las  aguas  pluviales  que  caen  en 

'  «u  propiedad.  Ninguna  dificultad  puede  suscitarse  cuando  todo  el 
depósito  hidrográfico  pertenece  á  un  solo  duefio  y  cuando  las  obras 
no  intercepten  el  curso  de  las  aguas  corrientes  sobre  las  cuales 
poeden  tener  derecho  los  predios  inferiores;  pero  será  ésto  excep- 
cional. Lo  general  será  que  en  pantanos  de  esa  especie  se  recojan, 
no  íbmSÍo  agnas  pluviales  del  predio  en  que  se  ejecute  la  obra,  ^ino 
TOMO  104  so 
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aguas  de  la  miBma  claae  de  loe  fandoe  enperiores^  corrientes  de  do- 
minio privado  y  nacionales  de  nso  público,  y  aun  venas  de  aguas 
subterráneas  que  pueden  ser  alimento  de  lejanos  manantiales.  Las 
leyes  chilenas  no  han  previsto  situaciones  semejantes,  ni  para  ga- 
rantir los  derechos  adquiridos  de  los  dueños  de  los  predios  inferio- 
res, ni  para  facilitar  la  construcción  de  aquella  clase  de  obras. 

José  García  FbrnAndez. 

Oranadü,  ICayo,  190i. 


FRANCESAS 


Nouvelle  Revue  historlqve  de  Drolt  fránjales  et  étrangére. 

G.  ÁRON:  Esiudtos  sobre  la  eondUdón  juridiea  de  los  sacer- 
dotes en  Moma:  Las  vestales  y  el  ñamin  de  Jdp¿ter,^Ei  autor 
hace  el  estudió  sobre  textos  auténticos  y  contemporáneos  á  las  ins- 
tituciones sacerdotales,  objeto  del  mismo. 

Las  vestales  y  el  fiamlD,  ministros  de  un  culto  de  la  más  anti- 
gua época  conocida  en  Roma,  eran  muy  venerados  por  los  romanos, 
que  reconocieron  en  su  favor  innumerables  privilegios.  £1  edicto 
del  Pretor  relevaba  del  juramento  al  flamín  y  á  las  vestales;  y 
euando  una  de  éstas  encontraba  en  su  camino  á  un  condenado  á 
muerte,  se  je  indnltaba;  si  el  encuentro  era  con  el  flamín,  cuando 
no  se  le  perdonaba,  se  aplacaba  al  menos  la  ejecución  para  el  si- 
guiente día. 

Ambos  estaban  fuera  de  1%  patria  potestad^  y  sometidos  al  po- 
der del  Pontífice  Máximo. 
.    Estos  dos  puntos  constituyen  el  objeto  del  presente  artículo. 

La  situación  jurídica  de  la  vestal  y  del  flamín  respecto  de  su  fa^ 
milla,  se  caracteriza  por  las  dos  proposiciones  siguientes: 

1.^  La  vestal  y  el  flamín  salen  de  la  patria  potestad,  la  primera 
por  la  eapiOy  y  el  segundo  por  la  inaguratio^  según  afirman  Gaius 
y  Ulpiano. 

2.^  La  vestal  y  el  flamín  se  emancipan  sin  sufrir  ninguna  eapi'^ 
iis  dtmtnutio,  según  ba  demostrado  Aulo-Gelio  respecto  de  la  pri- 
mera, y  Gaius  del  segundo. 

Estos  dos  términos  resultan  completamente  antitéticos.  Para 
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-armonisar  ambos  principioB  ae  han  buscado  varias  explicaciones, 
^gán  nnos,  la  patria  potestad  no  terminaba,  aino  que  Bolamente  ae 
suspendía;  eegún  otros,  ei  bien  es  cierto  que  la  patria  potestad  ter- 
minaba por  completo,  por  no  ser  la  eapítis  dtminutio  absoluta  pér- 
dida de  toda  personalidad,  el  menosprecio  en  que  ésta  caía  se  com- 
pensaba con  las  ventajas  7  honores  del  sacerdocio. 

La  primera  opinión  esti  completamente  desacreditada. 
Las  vestales  y  el  flamín,  según  prueba  el  autor  con  numerosos 
textos,  salen  de  su  familia  agnaticia  mientras  dura  su  cargo»  y 
pierden  sus  derechos  sucesorios,  así  como  la  familia  los  pierde  tam- 
bién con  relación  á  ellos. 

Examina  el  autor  después  la  situación  jurídica  de  estos  sacerdo- 
tes en  relación  con  el  Pontífice  Máximo. 

Tiene  este  supremo  sacerdote  sobre  aquéllos  la  jurisdicción  pe- 
nal. Respecto  de  los  derechos  civiles,  su  autoridad  debía  ser  escasa. 
Concretándonos  á  las  vestales,  los  casos  de   intervención   del 
Tontífice  Máximo,  sefialados  por  los  textos,  eran  los  siguientes: 
1.®    Cuando  la  vestal  dejaba  apagar  el  fuego  sagrado. 
3.®    Cuando  cometía  incesto. 
En  el  primer  caso,  la  vestal  era  condenada  á  la  pena  de  azotes. 
De  la  conservación  del  fuego  sagrado  se  consideraba  pendiente  la 
grandeza  y  el  poder  de  Roma,  y  de  aquí  la  necesidad  de  cuidar  de 
^L  Además  del  castigo,  se  hacían  funciones  de  desagravios,  y  de  la 
aplicación  de  aquél  dan  fe  dos  textos  precisos  que  inserta  el  au- 
tor, de  los  siglos  II  y  iii  antes  de  J.  C. 

Respecto  del  segundo  caso,  la  vestal  que  violaba  su  voto  de  cas- 
tidad, era  condenada  á  ser  enterrada  viva. 

Este  suplicio,  que  tenía  un  origen  remotísimo,  persistió  durante 
mucho  tiempo,  como  lo  prueba  el  hecho  de  ser  aplicado  en  tiempos 
de  Domieiano  y  Oaracalla.  El  temor  de  tan  grave  castigo  era  el  me- 
dio de  imponer  ei  cumplimiento  del  voto  cuando  la  fe  había  des- 
aparecido. 

En  el  proceso  intervenía  el  Colegio  de  Pontífices,  pr^uBidido.  por 
^1  Pontífice  Máximo. 

Esta  intervención,  que  no  se  da  en  el  caso  anterior,  podía  tener 
un  carácter  deliberante  ó  meramente  consultivo. 

Estudiando  diferentes  procesos,  y  especialmente  la  autoridad 
^semlpatemal,  semimarital,  que  el  gran  Pontífice  tenía  sobre  las 
vestales,  el  autor  se  inclina  á  la  segunda  opinión.  El  gran  Ponttfice 
debía  oir  al  Colegio  como  ei  padre  á  los  parientes  próximos  cuando 
castigaba  gravemente  al  hijo;  pero  podía,  una.  vea  cumplido  este 
requisito,  apartarse  totalmente  de  su  opinión. 
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El  aator  cita,  entre  varioB,  nn  caso  intereBante  en  el  que,  acuBa- 
das  tres  vestales,  el  Pontífice  y  el  Colegio  condenan  á  nna  sola,  y 
el  pneblo,  encontrando  injusta  la  sentencia  y  siguiendo  la  proposi- 
ción do  un  tribuno  de  la  plebe,  nombra  un  juez  especial  encargado^ 
de  reyisar  el  proceso,  y  son  condenadas,  además  de  las  tres,  otra» 
yarias. 

Ko  solamente  eran  castigadas  las  vestales,  sino  también  su» 
cómplices.  A  éstos  no  se  les  enterraba  vivos,  sino  que  se  les  aaotaba^ 
hasta  que  sobrevenía  su  muerte. 

Hay  numerosos  ejemplos  de  estos  hechos,  y  es  de  notar  que,  por 
una  supervivencia  de  la  justicia  primitiva,  el  Pontífice  Mázlno,  no 
Bolaniente  condenaba,  sino  que  por  sí  mismo  ejecutaba  la  pena. 

Con  relación  á  los  lamines,  los  Pontífices  Máximos  podían  casti- 
garles, multándolos,  cuando  abandonaran  la  ciudad.  De  todos  ellos,, 
el  flamín  de  Júpiter  era  el  más  sujeto,  siendo  el  único  de  los  tre» 
flamines  níayores  á  quien  en  tiempo  del  Imperio  le  estaba  todavía^ 
prohibido  abandonar  á  Roma;  solamente  el  Pontífice  Máximo  podía 
por  causa  de  enfermedad  autorizarle  para,  residir  dos  días  fuera  de 
la  población. 

Guando  llega  el  caso  de  juzgar  á  un  flamín  culpable,  el  puebla 
resuelve  en  último  término  como  arbitro  entre  el  Colegio  de  Pontí* 
fices  y  el  Pontífice  Máximo. 

Este  puede,  por  grave  negligencia  en  el  desempefio  de  su  cargOj. 
expulsar  á  un  flamín  del  sacerdocio. 
'  Tiene,  por  lo  tanto,  poder  y  autoridad  sobre  él. 

Queda  con  esto  demostrado  la  analogía  de  las  vestales  y  los  fla> 
mines,  respecto  á  la  autoridad  que  sobre  ellos  gozaba  el.  Pontífice- 
Máximo;  las  diferencias  son,  sin  embargo,  grandes,  sobre  todo  si 
atendemos  á  la  intensidad  de  la  pena  (castigo  corporal  y  muerte,  6 
multa),  y  al  carácter  de  perpetuidad  que  tienen  los  vo.tos  de  las  pri- 
meras, mientras  que  los  segundos  pueden  terminar  por  la  yolantad 
de  ios  Pontífices. 

La  e3|:^licación  de  estas  diferencias  está  en  el  diverso  carácter  del 
poder  que  el  Pontífice  Máximo  ostenta  sobre  ambas  instituciones. 

£1  Pontífice  tiene  sobre  las  vestales  una  absoluta  autoridad  fa- 
miliar. Sea  esta  autoridad  marital  (lo  que  se  demuestra  por  la  analo- 
gía de  ceremonias  y  traje  de  la  desposada,  y  la  vestal  que  ingresa^ 
en  el  Colegio),  ó  sea  la  autoridad  paterna,  lo  cierto  es  que  el  saprem» 
sacerdote  tiene  unos  poderes  absolutos  completamente  análogos  á . 
ios'del  pater  familia  sobre  sü  mujer  é  hijos,  y  que  ejecuta  sus  fa- 
llos ^cie  un  modo  privado,  siendo  excepcional  y  relativamente  mo- 
derna la  intervención  del  pueblo. 
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Por  otro  ladOy  el  poder  del  supremo  sacerdote  sobre  los  ñamines 
^nía  un  carácte^  público. 

No  era  á  modo  de  padre,  sino  de  magistrado,  como  ejercía  la  po- 
testad. Por  eso  existía  siempre  la  interyención  popnlar,  y  por  eso 
las  penas  cambiaban  por  completo  de  carácter. 

Síntesis  de  estas  diferencias  es  la  distinta  manera  de  entrar  cada 
nno  en  el  sacerdocio:  la  eapio  j  la  ¿naguratio  eran  perfectamente 
inconfandibles  en  los  primeros  tiempos  de  la  cÍTÍlizacÍón  romana, 
«iqniera  sns  efectos  f  aeran  después  análogos,  en  cuanto  sometían  á 
las  vestales  j  á  los  fiamines  á  la  autoridad  del  Pontífice  Máximo. 

Fabibu  Thibault:  El  impuesto  directo-  y  la  prqpiedad  terri- 
torial en  el  reino  de  los  ¿o/n6ardos.'— Comienza  jdl  autor  en  este 
número  el  estudio  de  tan  oscura  materia,  como  es  la  vida  fiscal  de 
•estos  primeros  tiempos  de  la  Edad  Media. 

Entre  las  diversas  organizaciones  del  Fisco  en  aquella  ópoica,  la 
<le  los  lombardos  debió  ser  la  más  sencilla,  puesto  que  se  encontra- 
ron al  establecerse  en  Italia  un  régimen  fiscal  uniforme,  establecido 
por  los  bizantinos. 

Estudia  después  el  autor  la  administración  bizantina  en  Italia, 
en  ía  que  iofl oyeron  los  precedentes  romanos,  y  algo,  aunque  poco, 
las  innovaciones  que  en  su  corta  dominación  introdujeron  los  os- 
trogodos. Del  examen  de  .esta  cuestión  se  hace  detenido  cargo  el 
autor. 

Entra  después  en  el  estudio  de  las  opiniones  de  los  tratadistas 
eobre  los  cambios  introducidos  por  la  conq*uista  lombarda  en  la  con- 
dición de  las  personas,  en  el  régimen  de  la  propiedad  territorial  y 
«n  la  organización  del  impuesto  directo,  deteniéndose  minuciosa- 
mente en  el  examen  del  primer  punto,  dejando  los  demás  para  sub- 
siguientes artículos* 

El  estudio  es  detenido  y  muy  documentado.  Las  diferentes  cla- 
mes sociales  de  los  lombardos  son  estudiadas  por  el  autor  con  nu- 
merosas citas,  terminando  la  primera  parte  del  trabajo  con  el  exa- 
men de  algunos  textos  spbre  la  situación  de  las  personas  de  origen 
romano:  examen  hecho  con  la  mayor  escrupulosidad. 

A.  Esmbin:  C.  Aeearias  (i881-1903}.~Biografía  de  este  ilustre 
romanista  y  civilista,  recientemente  muerto,  G.  Aeearias,  hecha 
por  un  distinguido  discípulo  suyo. 

H.  D'Arbois  db  Jubainvillv:  El  matrimonio  con  la  hermana 
<onsanguinea.—Ei  capítulo  XX  del  Gén^^és—dice  el  autor— pre- 
senta un  interés  jurídico.  Sara,  mujer  de  Abraham,  era  hermana 
4senÉanguínea  suya.  * 
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Eflie  matrimonio  entre  hermanos,  liijos  de  dletintas  madrea  7- 
del  mismo  padre,  fué  después  prohibido  á  los  jadíes.  £1  Deutero- 
nomto  (i)  declara  maldito  al  que  se  nne  á  sn  hermana,  soasólo 
hijo  de  la  misma  madre  ó  del  mismo  padre»  Este  cambio  de  legis- 
lación constitaye  nna  revolnción  considerable  en  la  historia  de  loa. 
impedimentos  del  matrimonio. 

En  el  Ática,  en  la  época  más  brillante  da  la  historia  de  Atenas,, 
esta  revolado^  no  se  había  aún  verificado;  nna  ley,  atribuida  á  So- 
lón (2)^  dice  que  el  matrimonio  está  permitido  en^tre  6|i.oica'Gpl<K  6 
hijos  del  mismo  padre;  pero  que  entre  6|iO(ixplouc  ó  hijos  de  la 
misma  inadre,  estaba  terminantemente  prohibido. 

TJn  siglo  más  tarde,  Archeptolls,  hijo  de  Temístocles,  se  casa 
con  su  hermana  consanguínea,  hija  de  distinta  madre,  y  Cimon. 
contrae  matrimonio  en  iguales  circunstancias. 

Estos  momentos  de  la  evolución  jurídica  de  los  impedimentos- 
del  matrimonio,  están  corroborados  por  la  etimología  y  sentido  pri- 
mitivo de  la  voz  griega  i  hermano  y  hermana»  (8),  que  no  significa- 
ban sino  hermanos  uterinos  ó  de  la  misma  madre,  dando  el  mismo 
resultado  la  etimología  sánscrita  de  esta  misma  raís. 

Además,  tal  Importancia  tiene  entre  los  griegos  el  parentesco 
por  línea  materna,  que  consideraban  como  extranjeros  á  los  hijo» 
de  un  griego  y  una  extranjera. 

Eato  da  lugar  á  varias  cuestiones,  que  el  autor  simplemente 
plantea. 

B.  GarcIa  Herreros, 

Profesor  A.  en  la  Universidad  de  Madrid. 


ITALIANAS 


Rlvlsta  Italiana  di  Sociología. 

( Septiembre*Diciembre,  1906). 

G.  Sbrgi:  La  Sociología  de  Herherto  Speneer.-^Etx  el  vasto- 
concepto  de  un  sistema  de  filoso  fia  sintética^  Spencer  establece 


(1)  XXVn,  20. 

(2)  biiiio  VI  antes  de  nuestra  Era. 

(3)  áSeXipdc  y  á5eX<píj. 


] 
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trefli  formas  de  evolución,  ligadas  nna  á  otra:  la  inorgánica,  que 
Betitk  la  de  la  astrogenia  y  la  geogenia;  la  orgánica,  que  comprende 
la  biología  con  la  psicología;  7  la  saperorgánlca,  que  se  refiere  á  loe 
fenómenos,  humanos  sobre  todo,  no  individuales,  sino  en  colectivi- 
dad ó  sociales.  La  Sociología,  pnes,  es  la  ciencia  de  los  fenómenos 
que  se  producen  más  allá  7  por  encima  del  mundo  orgánico,  aun- 
que no  separadamente  de  él,  7.  por  tanto,  no  independientes,  sino 
sobre  él,  que  sirve  de  base  7  fundamento  principal  7  natural. 

De  esta  suerte,  la  Sociología  no  sería  una  parte  de  la  Biología; 
antes  bien,  estaría  sobre  ella,  como  una  superestructura.  Spenctrr, 
pues,  rinde  honor  á  su  más  inmediato  predecesor,  Augusto  Oomte. 

Pasando  á  los  factores  ó  datos  de  la  vida  social,  7  i^r  consi- 
guiente, también  de  la  ciencia  sociológica,  Spencer  distingue  los  ex - 
temos  de  los  internos.  Los  primeros  comprenden  el  medio  donde  vive 
el  hombre  (el  clima,  la  tierra  con  sus  variaciones).  En  los  segundos, 
las  condiciones  físicas  7  psíquicas  del  hombre  mismo  con  todas  las 
variantes  derivadas  del  estado  psíquico  primitivo.  Spencer  inves- 
tiga el  hombre  primitivo  con  sus  ideas  7  sentimientos,  describiendo 
los  varios  7  múltiples  estados  de  que  han  salido  las  ideas  del  alma, 
de  la  muerte,  de  la  resurrección,  de  la  otra  vida,  de  los  agentes  so- 
brenaturales, del  culto,  etc.  } 

Fándese  con  la  Sociedad  misma,  sin  que  en  los  orígenes  pueda 
separarse  de  ella,  la  familia  (endogámica  ó  ezogámica-monogámlca, 
poligámica  ó  poligínica),  obedeciendo  ai  hecho  biológico  de  la  con- 
servación de  la  especie.  El  egoísmo  dominante  en  las  sociedades  ac- 
tuales, impregnadas  todavía  del  espíritu  violento  (militarista),  im- 
pide desarrollarse  el  tipo  familiar  hacia  condiciones  superiores,  dán- 
dose, por  consiguiente,  una  sumisión  de  los  derechos  de  la  mujer  7 
de  la  prole.  En  el  porvenir,  con  el  desarrollo  del  industrialismo  7  la 
desaparición  del  militarismo,  las  instituciones  domésticas  sufrirán 
profundas  transformaciones.  La  monogamia,  como  la  forma  últi- 
ma de  la  unión  sexual,  se  completará  7  se  extenderá;  serán  ex- 
tirpadas la  promiscuidad  7  el  adulterio.  La  unión  legal  no  será  sólo 
formal,  sino  que  coexistirá  con  el  vínculo  natural  del  amor,  disol- 
viéndose cuando  deje  de  existir  éste.  Se  adelantará  hacia  la  igual- 
dad de  los  sexos  en  lo  social  7  lo  moral.  Cuanto  á  los  hijos,  se  in- 
clina á  creer  que  la  familia,  libertada  de  la  sujeción  del  Estado,  po- 
drá tener  más  autoridad  sobre  la  prole;  pero  no  sabe  hasta  qué 
punto  se  ejercitará  esta  autoridad  eficazmente  sobre  los  hijos  sin 
ofender  los  derechos  de  éstos. 

Desde  las  instituciones  domésticas  pasando  á  las  instituciones 
religiosas,  Spencer,  para  el  cual  es  un  postulado  la  existencia  del 
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locosnoscibley  tiende,  á  qo  manera,  á  eonciliar  la  Ciencia  com  la 
Religión,  sin  qne  esto  le  impida  poner  nn  límite  á  la  faneión  reli- 
gioaa  en  cnanto  ejercitada  por  nn  órgano  eepeclal  diferenciado,  «1 
sacerdocio,  nna  vei  qae  la  erolnción  social  entre  en  el  tipo  eon 
tractaal  ó  indnetriaiiata.  Entonces  la  autoridad  religiosa  disminairá 
ante  la  autoridad  creciente  del  conocimiento  de  las  cansas  naturales,, 
consecuencia  del  progreso  de  las  artes  industriales.  VolTimido  siem 
pre  sobre  el  concepto  del  Incognoscible,  exclama:  cSólo  hay  una 
rerdad  que  cada  día  se  hace  más  luminosa,  á  saber:  que.eziste  nn 
Ser  inezcrutable,  manifiesto  en  todas  partes,  7  del  que  no  se  puede 
conocer  ni  el  principio  ni  ef  fin.  En  medio  de  misterios  tanto  más 
oscuros  cnanto  más  profundamente  en  vano  los  investiga  el  pensa- 
miento, se  eleva  la  certidumbre  absoluta  de  que  nos  hallamos  siem 
pre  en  presencia  de  la  fuerza  infinita  y  eterna  de  donde  proceden, 
todas  las  cosas.» 

Finalmente,  las  instituciones  políticas,  la  doctrina  del  Estado, 
es  decir,  la  organización  pública  de  la  cooperación,  con  sus  efectos 
y  sus  peligros,  en  cuanto  una  organización  constituida,  es  un  obs- 
táculo para  la  reorganización. 

T  de  toda  la  doctrina  de  las  Instituciones  domésticas,  religiosas, 
políticas,  se  llega  á  la  fijación  de  los  dos  tipos^soeiales  de  organiza- 
ción: el  militar  y  el  industrial;  expresión  el  uno  de  la  voluntad  im- 
puesta y  el  otro  de  la  voluntad,  libremente  cambiada,-del  contrato; 
tipos  en  lucha  hoy  día,  de  cuyo  éxito  depende  el  triunfo  de  la  bar- 
barie ó  el  de  la  civilización  pacífica. 

Cualquiera  que  ssa  el  juicio  presente  y  futuro  de  la  obra  spen- 
ceriana,  ciertamente  colosal  en  el  contenido  como  en  la  extensión, 
un  hecho  queda  absolutamente  cierto:  la  grande  influencia  que  ejeir- 
ció  en  la  ciencia  social.  De  esta  influenci»  deriva  un  movimiento- 
científico  que  cuenta  ya  medio  siglo  y  una  rica  literatura  de  ciencia 
social  renovadora  del  pensamiento  científico,  con  una  tendencia  ma- 
nifiesta á  las  aplicaciones  prácticas  de  los  principios  que  guian  la 
evolución  de  la  vida  colectiva  hacia  un  estado  pacífico  más  equita- 
tivo y  saludable. 

Constancio  Bbrnaldo  db  Qoirós. 
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ALEMANAS 


Zfitschrift  íQr  du  Prlvat-und  OefTentlIcho  Recht  der  GegMwart.— 

Tomo  Si,  caaderno  x.^,  Viena,  l^Oá.'-Sobré el  llamado  derecho 
de  reversión  de  loa  parientes  en  el  Proyecto  de  Código  cioil 
húngaro^  por  el  Dr.  Géza  Kiss,       # 

El  Proyecto  de  Código  civil  húngaro  publicado  en  1900,  se  halla 
notablemente  inflaido  por  el  Código  civil  alemán,  que  en  ese  mismo 
afio  entró  en  vigor. 

Entre  las  inetitncionee  sustraídas  á  eee  infla  jo  hay  nna  intere- 
sante,  qne  constituye  nna  desviación  de  los  restantes  derechos  enro- 
peoB  (i):  el  derecho  de  reversión  á  favor  de  los  ascendientes  j  pa- 
rientes colaterales. 

Mientras  los  Códigos  modernos  regalan  la  distribución  de  los 
bienes  hereditarios  sobre  el  principio  de  la  anidad,  hacía  el  derecho 
húngaro  (excepto  en  la  herencia  descendente)  ana  distinción  entre 
bienes  heredados  y  bienes  adquiridos  por  el  causante.  En  estos  úl- 
timos hereda,  á  falta  de  descendientes,  el  cónyuge,  y  en  su  defecto 
los  ascendientes  y  colaterales,  según  el  sistema  de  parentelas.  En 
los  bienes  heredados  (entendiendo  por  tales  los  dejados  por  los  as- 
cendientes á  los  descendientes)  reina,  para  el'caso  de  no  existir  des- 
cendientes, el  principio  de  troncalidad,  según  la  máxima  paterna 
patenUst  materna  maternia;  es  decir,  pasan  los  bienes  á  la  rama 
de  donde  proceden,  siguiendo  en  ella  para  la  distribución  el  sistema 
de  parentelas.  Así,  por  ejemplo:  el  tío  materno  excluye  al  padre  en 
la  herencia  de  bienes  procedentes  de  la  madre.  La  viuda  tiene  un 
usufructo  sobre  la  herencia  toda;  el  viudo  no. 

El  derecho  de  reversión  tiene  sus  orígenes  en  el  derecho  feudal. 
En  Roma  no  existió,  aunque  sin  duda  era  conocida  la  distinción 
entre  bienes  adquiridos  y  bienes  heredados.  En  la  Edad  Media  apa- 
rece, en  el  derecho  germano,  la  idea  de  la  troncalidad.  Varias 
fuentes  de  derecho  frison,  franco  7  suiso  reconocen  ese  principio. 
Regíanse  especialmente  por  él  los  bienea  de  aldeanoa.  Análogo 


(1)  Quizá  para  hacer  esta  afirmación,  repetida  luego  en  forma 
más  absoluta,  no  tuvo  en  cuenta  el  autor  algunas  prescripciones  de 
nuestros  derechos  f orales  y  el  mismo  art.  811  del  Código  espafiol.— 
(N.  del  T.) 
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era  el  estado  del  derecho  consuetudinario  francés  hasta  el  Código 
Kapoleón. 

La  mÁxímtL  paierna  patermSi  materna  matemia^  tiene  honda» 
raíces  en  derecho  húngaro.  En  el  afio  1351,  hajo  el  reinado  de  Lnie 
el  Grande,  fué  introducida  la  institnción  de  la  Aottieidcut^  qne  es- 
tableció la  idea  ínndamental  del  patrimonio  Jandliar.  Ceeó  real- 
mente, según  ese  sistema,  la  propiedad  de  los  particulares  sobre  loe^ 
bienes  heredados.  La  propiedad  pertenecía  á  la  familia,  á  la  gene- 
ración; el  poseedor  de  los  b^nes  era  sólo  un  usufructuario  con  pro- 
hibición de  enajenar  Ínter  vivos  y  mortis  causa^  mientras  existiera 
alguien  de  la  familia  del  adquirente.  ' 

Los  bienes  recaían  en  los  hijos  legítimos,  y  faltando  éstos,  en 
los  parientes  más  cercaúos  del  caneante  que  fueran  al  mismo  tiempib 
descendientes  del  primer  adquirente  de  los  bienes. 

Este  sistema  fué  suprimido  por  ley  del  afio  1848  y  patente  de 
1868.  La  Comisión  encargada  en  1861  del  restablecimiento  del  dere- 
cho húngaro  mantuvo  la  supresión  en  su  lado  real,  especialmente 
por  lo  que  hace  á  la  facultad  de  enajenar;  pero  mantuvo  la  idea  de 
la  reversión  en  el  derecho  hereditario. 

El  Proyecto  de  Oódigo  húngaro  conserva  la  idea  fundamental 
del  derecho  de  reversión,  rechazada  por  los  modernos  códigos. 

Véanse  sus  efectos,  en  comparación  con  el  derecho  alemán.  Se- 
gún éste,  reciben  la  herencia,  á  falta  de  descendientes,  los  ascen- 
dentes y  colaterales,  siguiendo  el  sistema  de  parentelas,  es  decir, 
el  padre  y  la  madre,  y  \9n  representación,  si  faltan,  sus  descendien- 
tes; sólo  cuando  no  hay  ningún  representante  de  la  primer  paren- 
tela entra  la  segunda,  los  abuelos,  y  en  representación  de  los  que 
falten,  sus  descendientes,  etc.  El  cónyuge  recibe  una  cuarta  parte 
de  la  herencia,  en  concurrencia  con  parientes  del  primer  orden »  y 
una  mitad  concurriendo  con  parientes  del  segundo.  Tal  es  el  sistema 
alemán. 

£1  derecho  de  reversión  húngaro  procede  de  este  modo:  si  todos 
los  bienes  hereditarios  son  heredados,  por  ejemplo,  de  la  línea  ma- 
terna, hereda,  á  falta  de  descendientes,  la  madre,  y  en  su  defecto, 
sus  descendientes;  en  segundo  grado,  los  abuelos  maternoft  y  sus 
descendientes,  siguiendo  el  sistema  de  parentelas.  Los  parientes 
por  línea  paterna  y  el  padre  mismo,  no  son  llamados  en  ningún 
caso. 

Es  preciso  reconocer  que  el  sistema  alemán  ofrece  ventajas  en 
muchos  casos: 

1.®    Guando  un  pariente  muy  lejano,  con  derecho  á  reversión» 
concurre  con  un  pariente  más  cercano  de  la  línea  excluida.  El  sis- 
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tema  húngaro,  queriendo  perpetuar  la  voluntad  del  primer  adqui- 
rente»  lesiona  la  presunta  del  causante  de  la  herencia. 

2.®  £1  llamamiento  de  los  cónyuges  carece  de  sistema  en  el  de< 
recho  húngaro,  por  recibir  el  sobreviviente  toda  la  herencia  si  loe 
bienes  son  adquiridos,  y  nada  si  son  heredados.  Usufructo  se  con- 
eede  á  la  viuda,  pero  no  al  viudo. 

3.®    La  dificultad  de  investigar  el  origen  de  los  bienes. 
Mas  de  otro  lado  ofrece,  en  ciertos  casos,  el  sistema  de-  rever- 
sión,, ventajas,  y  supera,  como  justo,  al  de  los  demás  códigos,  en 
cuanto  mantiene  el  principio  de  que  cío  que  reciben  los  hijos  de 
los  padres,  debe  conservarse  en  poder  de  aquéllos  i. 

Stupongamos  varios  hijos  solteros  que  han  heredado  de  su  padre» 
Muere  uno  de  ellos  y,  según  el  sistema  alemán,  recibe  la  madre  la 
mitad  de  la  herencia,  y  los  hermanos  la  otra  mitad;  muere  después . 
otro,  y  vuelve  á  recibir  la  madre  la  mitad  de  la  herencia;  y  asi  ocn« 
rre,  que  los  bienes  que  el  padre  destinó,  ó  había  destinado,  para  loe 
hijos,  pasan  á  la  esposa.  £1  sistema  de  reversión,  por  el  contrario, 
da  los  bienes  íntegros  de  cada  nno  de  los  hermanos  que  mueren,  á 
los  hermanos  que  quedan. 

Los  juristas  húpgaros  se  hallan  divididos  en  dos  tendencia» 
opuestas.  £1  redactor  de  la  parte  de  derecho  de  sucesiones  en  el 
Proyecto,  se  inclinó  á  una  composición,  conservando  la  idea  de  la 
reversión  y  poniéndole  límites  allí  donde  ofrece  desventajas.  Así 
resulta: 

l.^'  La  reversión  se  limita  á  la  parentela  de  los  padres  y  de  loa 
abuelos. 

2.^  TJn  pariente  más  lejano  no  puede  excluir,  basado  en  el  dere-»^ 
cho  de  reversión,  á  uno  más  cercano.  Así  se  evita  que  el  abuilo  ó 
el  tío  segundo,  etc.,  de  una  línea,  excluyan  al-  padre,  á  la  madre  ó 
á  descendientes  de  éstos.  Significa  esto  que  cuando  concurren  el 
principio  del  parentesco  de  sangre  con  el  de  origen  de  los  bienes, 
vence  este  último  sólo  en  el  caso  de  condiciones  mejores  ó  iguale» 
de  proximidad. 

8.®  Para  evitar,  en  parte,  la  investigación  de  origen,  excluye  el 
Proyecto  de  derecho  de  reversión,  los  bienes  recaídos  en  el  causante 
con  anterioridad  á  treinta  y  dos  afios  desde  la  fecha  de  la  muerte. 

4.®  El  derecho  á  reversión  se  considera  como  legado  legal  que 
grava  al  heredero. 

A  pesar  de  estas  limitaciones,  resulta  todavía  injusto  el  sistema 
del  Proyecto  al  aplicarlo  á  la  parentela  de  los  abuelos  (por  ejemplo, 
un  tío  de  la  causante  puede  privar  al  viudo  de  los  bienes  heredadoe 
reclamándolos  como  legado  legal  en  virtud  de  la  reversión). 
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Como  conclnsión:  el  sistema  de  reyersión  no  ^s  beneficioso  sino 
limitado  al  segando  orden,  6  sea  á  los  padres  j  sns  descendientes 
por  parentelas. 


^obre  revisión  del  Código  olvll  (anstriaco).— Ea^ttdto  de  politiea 
legULaiioa^  por  Joseph  Ünger.-^iKn  la  introdaociOn  á  un  trata- 
do qae  el  aator  tiene  aun  sin  terminar.  Aunque  de  corto  alcance, 
ofrece  interés  por  la  signifioación  de  Unger  entre  los  juristas 
anstriacos.) 

Ya  á  hacer  pronto  un  siglo  que  el  0<kllgo  entró  en  rigor  (1.^  de 
Enero  de  1812).  En  ese  tiempo  se  ha  acreditado  brillantemente»  ha 
penetrado  en  todas  las  capas  sociales,  ha  (ganado  los  espíritus  y  los 
corazones,  y  es  para  el  austríaco  un  motivo  de  orgullo.  Es  de  hecho, 
con  relación  á  su  época,  una  obra  maestra,  distinguiéndose  por  sa 
brevedad,  su  lenguaje  popular  y  su  moderación  en  las  referencias. 
Lo  refresca  e^  ambiente  del  siglo  xviii,  y  contiene  algunos  precep- 
tos celebrados  recientemente  como  conquistas  y  progresos  del  Có- 
digo alemán  (asi  el  fundamento,  si  bien  no  la  fórmala,  del  interpre- 
tar y  juagar,  según  Treu  und  Glauben), 

Una  ojeada  sobre  el  Oódigo  da  la  impresión  de  que  sus  autores, 
especialmente  Zeiller  (de  la  escuela  de  Kant),  quisieron  compensar 
la  l^lta  de  libertad  política  con  un  exceso  de  libertad  civil.  Asi  la 
mujer  se  iguala  al  hombre  en  el  orden  del  derecho  privado;  la  mu- 
jer casada  gosa,  en  cuanto  á  su  persona  y  á  sus  bienes,  toda  la  li- 
bertad y  autonomía  compatibles  con  la  esencia  de)  matrimonio;  la 
«eparación  de  bienes  es  el  sistema  legal,  y  los  esposos  son  indepen- 
dientis  en  orden  á  los  bienes.  El  poder  paterno  (1)  es  una  protec- 
ción, siguiendo  la  idea  alemana,  y  termina  con  la  mayor  edad;  el 
padre  no  goza  de  usufructo  sobre  los  bienes  del  hijo  (2).  En  otro  or- 
den, libertad  de  contratación  y  libertad  de  forma  (si  bien  limitación 
moral);  libertad  para  la  formación  de  asociaciones  con  personalidad 
jurídica;  libertad  de  testar  (testamento  oral,  escrito,  ológrafo)  (3). 

A  pesar  de  todo,  hállase  el  Código  necesitado  de  reforma. 

Las  normas  jurídicas  son  producto  de  evolución  histórica,  en- 
gendro de  la  vida  económica  y  espiritual  de  un  período  determina  • 
do.  En  un  siglo  se  han  operado  transformaciones  colosales.  Cuando 

(1)  La  madre  comparte  ese  poder. 

(2)  IJoger  halla  injustificado  ese  usufructo  admitido  por  el  Có- 
digo francés,  el  alemán  y  el  proyecto  de  Código  suizo. 

(8)    Este  tan  sin  trabas,  que  ni  aun  necesita  expresión  de  fecha 
y  lugar. 
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el  Código  86  biso  no  ae  tenia  noción  de  nna  misión  social  del  de- 
recho privado  (Gierke,  Menger,  Frank),  de  nna  sodaUxaeión  del 
derecho  (Lndwig  Stein;,  de  nn  ideal  social  (Stammler,  Dembarg, 
Oróme,  Endemann,  Scimeider),  ni  aparecía  coa  clara  conciencia, 
que  la  legielación  debe  proteger  al  débil  contra  el  inerte  en  el  orden 
económico  (nn  precepto  qne  se  baila  ya  en  el  código  Hammurabi^ 
8Í  bien  no  en  el  sentido  económico). 

Tiene  el  Oódigo,  por  otra  parte,  lagnnae  ó  vacíos  (1).  Carece  total 
ó  parcialmente  de  prescripciones  sobre  cargas  reales^  derecho  d& 
Mdndad^  recompensas  ofrecidas  sin  determinación  de  persona 
(Anslobnogen),  eon/ra¿os  á/avor  de  tercero,  reconocimiento  ¡^ 
aceptación  de  deudas  documentos  al  portador,  comunidad  general 
dé  bienes  inieroioos,  comunidad  de  gananciales  y  derecho  inier-^ 
nacional  privado.  No  bay  qne  decir  qne  carece  de  prescripciones  re- 
ferentes A  esos  derecbos  qne  Incban  modernamente  por  reconoci- 
miento, como  derecho  al  nombre  (armas  y  sello),  al  titulo  de  libro» 
y  periódicos^  A  la  propia  imagen,  á  cartas,  etc. 

£a  todos  estos  casos  necesita  el  jnes  bace^  de  legislador.  £1  pA- 
rraío  séptimo  dice  qne  ba  de  decidir  según  los  fundamentos  natu* 
rales  del  Derecho  (la  intención  de  los  autores  era,  sin  dnda,  el  de^ 
recho  natural  del  siglo  xviii). 

Ofrece  esto  la  ventaja  de  evitar  el  acartonamiento  del  Derecbe,  y 
permitir  qne  el  Jnes  llene  esos' vacíos  en  nna  forma  adecuada  á  la 
conciencia  jurídica  actnal;  pero  necesita  tener  un  límite  para  no- 
conducir  A  la  supresión  de  los  Códigos  que  establecen  (sólo  en  nn 
cierto  grado)  el  yus  certum.  Elartedela  legislación  consiste  en 
guardar  nn  punto  medio  entre  la  demasiada  generalidad  y  el  detallo 
excesivo. 

El  lado  más  débil  del  Oódigo  austríaco,  és  el  lado  técnico,  espe* 
cíílco  jurista.  8n  sistema  es  equivocado,  contiene  definiciones,  sa 
idioma  no  es  el  moderno,  ni  sus  ideas  las  nuevas;  está,  en  una  pala* 
bra,  anticuado. 

Los  autores  previeron  la  necesidad  de  revisión.  Uoger  lasefia- 
laba  en  1866  como  el  «áltimo  fin  prActico  de  la  nueva  dirección»  do 
civilistas  austríacos.  Modernamente  la  ban  reclamado  Menger  y  es* 
pecialmente  Ludwig  Mitteis.  (Unger  combatía  en  1891,  en  el  Sena- 
do, una  petición  de  revisión,  fundado  en  la  impresión  deprimento 
producida  en  1888  por  la  aparición  del  primer  proyecto  alemán.) 


(1)    Acerca  del  concepto,  alcance  y  especies  de  estos  en  general», 
un  discurso  doctoral  de  Zitelmann:  «Lftcken  im  Recbt>,  1902. 
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A  pesar  de  nn  conveniencia,  no  es  de  esperar  la  revisión  en  largo 
tiempo.  La  revisión  del  Código  civil  no  hallarla  tan  general  reso- 
nancia como  la  del  Código  penal.  Aparte  de  la  <  da  lee  costumbre»  (|e 
utilizar  ese  cuerpo  legal,  hay  impedimentos  graves:  lo  referente  al 
matrimonio,  que  encendería  de  nuevo  la  lucha  entre  Bstado  é  Igle- 
tiia;  las  desdichadas  contiendas  políticas  j  nacionales  que  no  dejan 
espacio  á  una  actividad  legislativa  tranquila.  '  ^ 

Renunciando  á  una  transformación  completa,  es  preciso  pensar 
«n  la' reforma  parcial.  Mas  esta  no  ha  de  consistir  en  la  nueva  for- 
mación de  trozos  ó  instituciones  completas  que  lo  necesitan,  como 
la  posesión,  la  reparación  de  dafios  ó  la  prefcripción,  sino  en  la  sus- 
titución de  preceptos  aislados  que  se  hallan  en  discordancia  con  la 
"época  moderna;  es  decir,  correcciones  á  modo  de  mosaico,  enmien- 
das de  carácter  enteramente  positivo,  como  el  plazo  de  la  mayor 
edad,  el  número  de  parentelas  llamadas  á  hered|ir,  los  plazos  do 
prescripción,  etc. 

Este  camino  de  las  enmiendks  por  medio  de  NoüellOB  pareeo 
adoptar  también  Ofner  con  su  proposición  al  Congreso  (Noviembro 
1902)  sobre  la  mayor  edad  y  algunas  relaciones  jurídicas  de  los  me^ 
noree. 

José  Castillb/o. 

Berlín,  Abril  1904. 


MILES  DE  DERECHO  IlíTERIÍ  AGIOS  AL 


EL  PRINCIPIO  DE  LAS  ViCIOViLIDADES  EV  EL  DjERECfiO  INTERlIiGIOlIAL 


Difícilmente  se  encontrará  nna  cuestión  tan  importante  ni 
que  tanto  interese  al  Derecho  internacional,  como  la  que  se 
refiere  al  principio  de  las  nacionalidades;  ninguna  como  ella 
ha  dado  lugar  á  tantas  discusiones;  ninguna  como  ella  ha  pro- 
ducido en  la  realidad  histórica  tan  trascendentales  efectos  y  tan 
múltiples  y. vanadas  consecuencias:  la  nacionalidad  ha  sido  y 
es  la  palabra  en  tomo  de  la  cual  se  riñen  las  grandes  batallas, 
y  es  que  ella  es  á  la  ves.blanoo  de  muchos  odios  y  el  símbolo 
de  las  nobles  aspiraciones  que  palpitan  en  la  mayor  parte  de 
loe  pueblos. 

Como  antecedente  necesario  del  problema  de  que  ños  Ta- 
inos á  ocupar,  es  necesario  advertir  que  no  debe  de  ningún 
modo  confundirse  la  nación  con  el  Estado,  como  lo  hacen  al- 
gunos autores,  puesto  que  una  comunidad  política,  para  tener 
el  carácter  de  Estado,  necesita  como  requisitos  que  se  trate  de 
una  sociedad  organizada,  residente  tsin  un  territorio  y  con  una 
Mitoridad  que  la  dirija  y  represente,  mientras  que  la  nación 
no  necesita,  por  un  lado,  algunos  de  estos  caracteres,  y  de 
otro,  exige  más  que  el  Estado,  que  posteriormente  estudia 
remos. 

El  fin  del  Derecho  internacional  debe  ser  hacer  todo  lo  po 
flible  para  acercar  la  nacionalidad  al  Estado,  y  éste  á  aquél,  á 
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pesar  de  que  la  época  presente  ha  tenido  por  principal  objeten 
reconstituir  las  antiguas  nacionalidades.  Suiza  y  nuestra  mis- 
ma Península  son  una  prueba  evidente  y  palpable  de  la  distin- 
ción entre  la  nación  y  el  Estado,  puesto  que  vemos  en  uno  y  otro 
país  pueden  vivir  formando  parte  de  un  Estado  las  nacionali- 
dades más  diversas,  como  puede  una  nación  estar  fraccionada 
en  diversos  Estados.  La  soberanía  del  Estado  es  el  verdadero 
signo  de  que  existe.  Podemos  decir  con  Vattel  que  toda  na- 
ción que  se  gobierna  á  sí  misma,  en  cualquier  forma  qué  sea» 
sin  depender  de  un  extranjero,  es  un  Estado  soberano. 

Ahora  bien:  hay  un  acuerdo  casi  unánime  para  distinguir 
la  nación  del  Estado;  hay  también  acuerdo  para  reconocer  que 
existe  una  situación  anormal,  que  es  necesario  que  cambie; 
convendría  que  cada  nación  tuviese  un  gobierno  separado;  en 
resumen:  que  los  limites  de  los  Estados  coincidiesen  úon  los 
de  las  naciones.  Pero  ¿cuáles  son  los  límites  de  las  naciones? 
¿Cuál  es  el  carácter  distintivo  de  la  nación?  ¿Cuál  ha  de  s^ 
la  nota  especifica  que  incline  nuestro  espíritu  á  decir  este  te- 
rritorio  forma  una  nación,  ó  corresponde  má^  bien  á  una  que 
á  otra? 

Y  surgen  para  resolver  est^  c^testión  multitud  de  opinio- 
nes de  los  más  renombrados  tratadistas  de  derecho  público  en 
general,  y  en  especial  de  Derecho  Internacional,  que  se  a&i-. 
nan  por  resolver  el  problema;  pero  la  mayor  parte,  si  no  to- 
das, influidas  por  el  espíritu  del  patriotismo,  porque  hay  quo 
reconocer  que  aun  á  los  hombres  de  más  talento  les  es  difícil 
sustraerse  del  medio  ambiente  que  les  rodea. 

Ya  buscan  el  criterio  para  la  formación  de  las  naciones  en 
las  fronteras  naturales,  preCendiendo  que  los  puidbloe  tienen 
BUS  límites  marcados  por  la  misma  tierra  en  las  cordilleras, 
los  ríos  y  las  aguas  de  los  mares,  ó  en  la  identidad  de  la  idea 
de  la  nación  con  la  de  la  raza,  que  ha  dado  lugar  á  las  tendeUf 
cias  panslavista  y  pangermanista  de  los  pueblos  ruso  y  ale: 
man»  ó  en  la  igualdad  de  la  lengua;  ya  lo  encuentran  otros  en 
el  inseguro  criterio  de  la  historia,  en  el  de  la  religión  y  en  el 


LAS  NACIONALIDADES  EN  EL  DEBECHO  INTERNACIONAL      466 

del  interés,  ó,  como  Mancini,  en  la  unidad  moral  de  un  pen- 
samiento común,  ó,  como  Mamiani,  en  la  voluntad  y  querer 
de  los  pueblos  de  formar  nación  y  tener  gobierno  separado, 
sin  que  deje  de  haber  pueblo  que,  como  el  suizo,  en  su  orgu- 
llo nacional  estribe  las  diferencias  entre  las  nacionalidades  en 
el  distinto  grado  de  conocimiento  de  la  ley  moral. 

Estos  son  los  criterios  emitidos  paradla  formación  de  las 
naciones.  Los  Estados  han  acudido  generalmente  á  aquellos 
que  más  se  prestaban  á  la  consecución  de  sus  fines  particula- 
res y  de  sus  planes  egoístas,  llegando  en  algunos  casos  para 
conseguirlo  á  violar  los  más  elementales  principios  del  dere- 
cho de  gentes  y  loe  más  sagrados  derechos  de  loe  pueblos.  Un 
ejemplo  muy  triste  por  cierto  de  lo  que  acabamos  de  decir  es 
el  de  Polonia,  que  varias  veces  se  ha  levantado  con  heroico 
valor  recabando  su  independencia,  y  que»  á  pesar  de  tener 
bajo  todos  aspectos  suficientes  condiciones  para  vivir  libre  é 
independiente,  está  sometida  á  otras  naciones,  que,  más  fuer- 
te que  ella,  han  logrado  dominarla. 

Felizmente,  en  nuestro  tiempo  se  ha  iniciado  la  tendencia 
á  resolver  jurídicamente  todos  los  conflictos;  parece  que  el  do- 
minio de  la  fuerza  va  cediendo  terreno  al  de  la  razón  y  el  de- 
recho, si  bien  es  cierto  que  de  vez  en  cuando  se  realizan  actos , 
brutales  por  naciones  poderosas,  que  no  se  si  me  será  permi- 
tido calificar  de  verdaderos  delitos  internacionales,  y  á  los  que 
no  se  les  impone  el  debido  correctivo  por  el  mutuo  temor  que 
sostiene  la  paz  armada  entre  las  grandes  Potencias. 


Al  primer  golpe  de  vista  que  se  echa  sobre  el  aspecto  que 
presentan  los  anales  de  la  humanidad,  se  percibe  un  caos  de 
errores,  de  violencias  y  crímenes;  una  tempestad  sin  fin,  una 
lucha  constante,  encontrándose  en  la  una  y  la  otra  mezclados 
el  bien  y  el  mal,  y  parece  que  *los  accidentes  de  la  lucha  se 
repiten  de  un  modo  constante,  que  se  manifiestan  en  un  circu- 

TOMO  104  BO 


¡ 


I- 


466  AVAUHI  DB  DKBBOHO  IHTBBNAOIOirAL 

lo  iúvariable,  donde  la  Bacesión  de  IO0  dÍTersoe  estados  socia- 
les  obedecen  á  una  ley,  á  un  orden  uniformet  de  tal  manera» 
que  la  marcha  de  loe  tiempos  no  presenta  nada  nuevo,  y  re- 
produce aquéllo  que  dejó  de  ser  sin  modificación  alguna. 

Pero  si  en  lugiir  de  esa  ojeada  general  y  vaga;  si  en  lugar 
de  atender  á  lo  que  ese  primer  golpe  de  vista  nos  prescita»  se 
considera  con  atenciód  más  fija  y  sostenida  la  historia  de  la 
humanidad,  se  ve  penetrar  poco  á  poco  la  luz  en  ese  aparente 
caoSf  y  aun  alli  donde  reina  cierta  oscuridad  se  distinguen 
grandes  líneas»  y  vemos  que,  aun  existiendo  cierta  analogía  y 
parecido  entre  cierta  serie  de  acontecimientos,  á  poco  que  pe 
nétre  nuestro  espíritu  en  so  estudio,  se  descubren  diferencias 
profundas,  que  nos  revelan  la  producción  constante  de  hechos 
y  formas  nuevas.  ^ 

Esto  que  hemos  dicho  nos  demuestra  que  hay  un  gran  pa* 
recido,  que  existe  mucha  semejanza  en  las  formas  exteriores 
de  los  acontecimiento»  que  se  suceden  en  el  tiempo.  Y  es  que 
ni  los  móviles  de  los  dedeos  individuales,  ni  sus  pasiones,  ni 
BUS  facultades  fínicas,  ni  sus  facultades  morales  é  intelectuales 
han  variado.  Pero  la  misma  ciencia  nos  demruestra  un  princi- 
pio de  cambio,  y  es  lo  infinito  de  sus  deseos  junto  á  la  propie- 
dad de  aprender  del  pasado,  de  recibir  y  transmitir  el  resulta 
do  de 'descubrimientos  anteriores  de  generación  en  generación, 
tanto  en  el  orden  intelectual  como  en  el  material.  Esto,  que 
ocurre  en  un  orden  general  de  acontecimientos  humanos,  su* 
cede  también,  aunque  en  un  orden  más  restringidOy  en  lo  que 
se  refiere  á  la  nación.  v 

Penetremos  en  la  historia  para  arrancarla  el  secreto  de  la 
evolución  y  modo  como  se  ha  ido  formando  el  concepto  de  la 
nacionalidad. 

La  humanidad,  en  su  desenvolvimiento  y  en  el  cumplí • 
miento  de  una  de  sus  leyes,  que  la  lleva  á  unirse  en  grupos 
para  la  consecución  de  sus  fines,  ha  adoptado  en  el  transcurso 
de  los  tiempos  diversas  y  muy  Variadas  formas  de  asociación. 
La  historia  nos  presenta  con  exceso  esa  multitud  de  formas 
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^6  asociarse  en  las  grandes  aglomeraciones  de  hombres,  como 
Ohina  y  Egipto;  en  la  tribu,  como  los  hebreos  y  árabes;  en  las 
ciadades  antigoas,  como  Atenas  y  Esparta;  en  las  comunida- 
des sin  más  vinculo  de  asociación  que  el  que  ante  ellos  esta* 
blece  la  unidad  de  sus  creencias  religiosas,  pues  'que  carecen 
de  patria,  como  sucede  entre  los  israelitas;  y  acercándonos  á 
nuestro  siglo,  vemos  las  naciones  como  Francia,  España  é  In* 
glaterra,  y  las  federaciones  como  Suiza  y  América,  formas  to- 
adas que  han  existido  y  que  no  se  pueden  confundir  sin  dar  la 
gar  á  graves  errores. 

Pero  la  nacionalidad « tal  como  hoy  la  conocemos  en  la  rea* 
lidad,  yel  principio  de  las  nacionalidades,  discutido  en  el 
>mundo  moderno,  son  algo  nuevo  en  la  hiatoria,  que  U  anti- 
güedad no  conoció.  Porque  de  un  lado,  nos  encontramos  con 
la  familia  y  la  ciudad,  y  de  otro,  con  los  grandes  imperios.  La 
familia  es  en  un  principio  el  único  estado;  cuando  el  hombre, 
en  esos  primitivos  tiempos,  tuvo  que  satisfacer  sus  necesida- 
des, como  éstas  eran  pocas  y  rudimentarias,  la  familia,  esa 
entidad  natural,  que  algunos  escritores  consideran  como  la 
verdadera  célula  social,  es  bastante  á  satisfacerlas.  Pero  como 
el  hombre  progresa,  y  al  par  que  aparecen  nuevos  deseos  y  se 
multiplican  de  un  modo  infinito  sus  necesidades,  busca  con 
los  esfuerzos  de  su  inteligencia  medios  adecuados  con  que  de- 
jarlas cumplidas  y  satisfechas,  sus  relaciones  se  complican,  y 
ya  en  la  familia  no  encuentra  campo  suficiente,  y  lo  busca  en 
otro  más  extenso,  y  después  de  distintas  fases  en  que  la  socie- 
dad, sucesiva  y  gradualmente,  pasa  de  la  familia  á  la  gens,  de 
la  gens  á  la  fratria  griega  y  de  ésta  á  la  curia,  y  de  la  curia  á 
la  tribu,  aparece  la  ciudad,  la  antigua  Civitas,  tan  bien  descri- 
ta por  un  ilustre  escritor  (1);  y  si  bien  es  verdad  que  la  fami- 
lia y  la  ciudad  son  entidades  naturales,  base  en  aquellos 
tiempos  de  la  organización  social  humana,  no  presentan,  sin 
embargo,  la  categoría  de  nación, 

(t)    f  aatel  de  Ooulanges,  La  ciudad  antigua,  traducción  espaftola. 
Madrid. 
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£xÍBten  al  lado  de  estos  organismos,  que  de  un  modo  muy 
ligero  mencionamos,  los  grandes  imperios:  menos  aun  éstos 
presentaban  el  carácter  de  nación,  porque  no  eran  otra  cosa 
sino  vastísimas  aglomeraciones  de  pueblos,  sin  ningún  vincu- 
lo moral  más  que  los  que  la  fuerza  establecía  entre  ellos,  lle- 
vando en  si  mismos,  como  dice  un  tratadista  de  Derecho  in*^ 
ternacional,  en  la  falta  de  unión  el  germen  de  su  disolución. 
Ejemplos  infinitos  de  esto  nos  presenta  la  historia;  basta  pa- 
sar la  vista  por  los  Imperios  macedónico,  de  Filipo  y  Alejan- 
dro, asirlo  y  egipcio,  y,  por  fin,  el  gran  Imperio  romano. 

Después  de  extinguido  el  Imperio  romano,  ó,  mejor  dicho, 
después  de  la  dislocación  del  Imperio  de  Cario  Magno,  se  nos 
presenta  Ja  £uropa  occidental  dividida  en  pueblos,  de  ios  qué 
algunos,  en  ciertas  épocas  de  la  historia,  han  tratado  de  ejer- 
cer una  dominación  universal  sobre  todos  los  demás,  sin  lle- 
gar jamás  á  realizarse  de  un  modo  completo  esta  idea,  y  sin 
que  á  pesar  de  es^o  se  haya  renunciado  á  ello  por  algunas  na- 
ciones de  un  modo  más  ó  menos  encubierto. 

Pero  ciertamente  que  lo  que  no  pudieron  conseguir  ni  Ale- 
jandro, ni  Carlos  I  de  España,  ni  Luis  XIV  y  Napoleón  I  de 
Francia,  de  un  modo  casi  seguro  podemos  afirmar  que  no  se 
conseguirá  en  el  porvenir.  La  existencia  de  imperios,  á  la  ma« 
ñera  del  Imperio  de  Carlomagno  y  del  Imperio  romano,  es  im- 
posible. Porque  cualquiera  tentativa  de  dominación  universal, 
por  mucho  poder  que  tuviera  la  Potencia  que  intentara  llevarla 
á  cabo,  provocarla  á  virtud  de  la  gran  división  existente  en  Eu- 
ropa, una  coalición  de  todas  las  naciones  que  harian  volver  á 
la  ambiciosa  nación  á  sus  cauces  naturales.  Francia,  Inglate- 
rra, España,  Alemania,  Rusia,  durante  mucho  tiempo  y  cual- 
quiera que  sean  las  eventualidades  que  corran,  serán,  como 
dice  Renán,  las  piezas  esenciales  de  un  damero,  en  que  lasca- 
sillas  varian  sin  cesar,  sin  que  jamás  se  confundan  de  hecho. 

Como  hemos  dicho  ya,  y  no  cesaremos  de  repetir,  las  na- 
ciones entendidas  de  este  modo  son  nuevas  en  la  historia  y  no 
conocidas  en  la  antigüedad:  el  Egipto,  la  China,  la  Caldea,  no 
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iueroQ  naciones;  fueron  simplemente  verdaderos  rebaños  de 
hombres  dirigidos  por  un  hijo  del  Sol  ó  de  la  Luna.  La  anti. 
güedad  tuvo  repúblicas,  confederaciones  de  repúblicas,  impe- 
rios, pero  no  tuvo  naciones  en  el  sentido  que  nosotros  las  com- 
prendemos. 

Siguiendo  con  la  historia  del  modo  como  ha  ido  desarro- 
llándose la  idea  de  nación,  yo  no  diré  que  en  la  Edad  Media 
no  existieran  en  germen  las  niodernas  naciones;  lo  que  niego 
es  que  se  constituyeran,  conforme  al  mismo  principio  en  nues- 
tros días  dominante,  ni  que  estuvieran  informadas  por  el  ca- 
rácter libre  y  espiritual  que  hoy  día  las  informa.  En  esa  Edad 
Media  el  feudalismo  dominaba,  y  en  tal  sistema  social,  en  que 
se  considera  como  propiedad  del  señor  feudal,  no  sólo  las  tie- 
rras, sino  también  las  personas,  sobre  las  que  se  tiene  tan 
absolutos  como  monstruosos  derechos,  no  es  posible,  digo, 
cuando  tal  doctrina  se  practicaba,  que  existieran  las  naciones 
en  el  moderno  sentido,  fundado  sobre  la  voluntad  de  los  pue- 
blos, unida  á  otras  condiciones  ó  caracteres  etnográficos,  físi- 
cos, geográficos  y  hasta  históricos. 

En  los  tiempos  modernos  es  cuando  se  consolidan  las  na- 
ciones. Después  de  aquella  división,  de  aquel  fraccionamiento 
tan  absoluto  que  dominó  durante  la  Edad  Media,  de  tal  modo, 
que  muy  bien  y  sin  ninguna  exageración  pudiera  aplicarse  lo 
que  con  referencia*al  carácter  español  dice  Ganivet  (1),  fias  as- 
piraciones de  los  españoles  serian  una  carta  fuero  que  dijera: 
todo  español  está  autorizado  para  hacer  lo  que  le  dé  la  gana», 
después  de  aquella  desintegración  y  diferenciación  social,  obe- 
deciendo á  una  ley  lógica,  y  del  mismo  modo  que  en  nuestro 
siglo  al  exceso  idealista  siguió  la  reacción  naturalista,  también 
como  protesta  y  reacción  contra  esta  desintegración  vino  la 
organización  unitaria  y  centralizadora. 

Y  comprimidas  las  naciones  por  el  feudalismo,  surgen  las 
naciones  fuertes  y  poderosas,  pero  ligadas  y  como  formando 

(1)    Idearium  «qniM.—  Granada,  1897. 
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UD  fiólo  todo  oon  las  monarquías.  Creyéndose  idénticos  los  in.. 
tereses  de  las  naciones  y  monarquías,  una  y  otra,  ayudándose, 
corren  la  misma  suerte.  Y  las  monarquías,  que  hasta  entonce»^ 
habían  carecido  de  poder,  por  haberse  desmembrado,  efecto 
del  feudalismo,  se  presentan  ahora  vigorosas,  con  los  tr§s  as- 
pectos de  absoluta,  divina  y  patrimonial.  Todo  el  poder  que 
antes  residía  en  los  señores  de  horca  y  cuchillo,  pendón  y  cal- 
dera, pasan  á  los  reyes  del  mismo  modo  que  las  libertades  y 
franquicias  otorgadas  á  las  villas  y  ciudades,  que  en  un  princi- 
pio sirvieron  para  contrapesar  el  absoluto  poder  de  la  nobleza, 
se  pierde  en  la  tendencia  unitaria  y  centraiizadora.  En  aquel 
siglo  la  aparición  del  Renacimiento  romano  y  del  estudio  de 
la  legislación  dé  aquel  país,  trajo  consigo  el  absolutismo  de  los 
Césares  romanos.  Por  fín,  tenemos  que  decir  que,  cumplida 
la  tutela,  que  por  efecto  de  la  ignorancia  de  los  tiempos  me- 
dios, y  de  haberse  refugiado  la  cultura  en  los  claustros,  hubo 
de  ejercer  la  Iglesia  las  funciones  que  hasta  entonces  fueron 
desempeñadas  por  ella,  las  reivindicó  el  Estado,  ya  fuerte  y^ 
poderoso,  completándose  de  esta  manera  la  constitución  de  las 
monarquías  nacionales. 

Pero  la  cuestión  cuyo  estudio  es  objeto  de  nuestro  trabajo,, 
ha  nacido  en  nuestros  días,  y  claro  está  que  no  podía  ser  ésto, 
hasta  que  en  la  mente  de  los  sabios  se  llegó  á  desarrollar  la 
idea  del  Estado,  por  más  que  en  todas  épocas  hubo  algunos 
que  lo  comprendieron  conforme  á  su  verdadera  naturaleza,  y 
aquella  idea  se  arraigó  en  la  conciencia  de  loa  pueblos.  Porque 
era  necesario  que  se  comprendiera  que  la  comunidad  social 
era  algo  de  que  no  podían  los  príncipes  di^ner  á  su  antojo» 
sino  que  á  las  gentes  corresponde  el  derecho  de  disponer  libre- 
mente de  ellas,  y  era  por  fín  necesario  comprender  que  el  Es- 
tado no  era  una  mera  sociedad  política,  cuya  suprema  fórmula . 
era*  la  expresión  de  Luis  VI V:  El  Estado  ^oy  yo^  sino  uña  so- 
ciedad jurídica  y  política  (1). 

fl)    Flore:  Tratado  de  Derecho  intemaciofuU  público^  versión  aspa— 
Hola.  Madrid  1804. 
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La  niiciÓD  en  opodoión  á  la  definiciÓD  que  hemos  dado  del 
Estado,  86  entiende  y  comprende  generalmente  como  un  con- 
junto de  pueblos,  unidos  entre  ellos  por  lazos  provenientes, 
principalmente  de  la  comunidad  de  raza,  costumbres,  tradicio- 
nes, religión  y  lengua  y  animados  por  las  mismas  aspiraciones 
y  con  conciencia  de  su  nacionalidad  (!)• 

Todo  el  mundo  reconoce  que  el  criterio  de  la  nación  no- 
puede  recaer  sobre  un  solo  elemento:  la  lengua,  la  raza,  la  re- 
ligión, por  ejemplo,  sino  que  es  un  criterio  muy  complejo,  en 
di  cual  no  entra  sólo  uno  de  dichos  elementos,  sino  que  entran 
muchos  y  muy  variados,  que  es  el  resultado  de  un  conjunta 
de  lazos  que  provienen  de  muy  distintos  orígenes,  cuyo  resul- 
tado se  nos  muestra,  sobre  todo,  por  la  tendencia  á  unirse,^ 
aunque  sean  pueblos  de  muy  distinta  procedencia,  en  Estados 
que  tienen  por  origen  la  voluntad  y  conciencia  de  la  naciona- 
lidad que  forman. 

La  concepción  de  la  nacionalidad  comprendida  de  eete  mo- 
do, dígase  lo  que  se  quiera,  y  aunque  se  pretenda  hacer  remon- 
tar á  otra  época,  es  muy  reciente.  Se  puede  añrmar  que  su  con- 
cepción se  encuentra  en  la  Revolución  francesa,  al  reconocer  á 
los  pueblos  el  derecho  de  disponer  de  sus  destinos,  y,  por  lo 
tanto,  de  agruparse  y  formar  naciones. 

Ella  ha  tomado  cuerpo  y  se  ha  realizado  en  Alemania, 
donde  están  unidos  y  han  tenido  la  conciencia  de  su  naciona- 
lidad, sobre  las  influencias  y  ataques  de  otras  naciones. 

El  Congreso  de  Viena  no  tuvo  ningún  concepto  de  esta 
idea  ai  reformar  el  mapa  de  Europa,  y  se  dejó  dominar  sola- 
mente por  la  preocupación  de  establecer  una  especie  de  equi- 
librio entre  las  grandes  Potencias  y  de  favorecerlas  más  ó  me- 
nos, según  la  simpatía  de  los  grandes  monarcas,  y  de  los  pe- 
queños soberanos,  sin  hacer  caso  para  nada  ni  de  la  raza,  ni 
de  la  lengua,  ni  de  la  tradición,  y  sin  hacer  caso,*  en  fin,  del 
sentimiento  que  mueve  á  los  pueblos  á  formar  nación. 

(2)    Despaquet;  Cour$  de  Droit  intematianal  jmWte,  2.*  éditión. 
París,  1S99. 
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Y  esto  que  caracterizó  la  obra  del  Ciongreso  de  Viena,  fué 
ana  de  las  causas  principales  del  movimiento  de  reacción  que 
se  produjo  en  casi  todos  los  países  á  favor  del  principio  de  las 
nacionalidfides.  Esta  reacción  se  manifiesta  después  de  la  revo- 
lución de  1¿$4^  en  las  tentativas  de  varios  pueblos  por  su  inde  - 
pendencia,  y  ya  es  en  Hungría  en  1849,  ya  es  la*  lucha  de  los 
pueblos  italianos  contra  el  Austria,  ó  es  ya  la  última  insurrec- 
ción de  Polonia  por  su  libertad  é  independencia. 

En  Italia  es  donde  el  principio  de  las  nacionalidades,  for» 
mando  el  concepto  armónico  de  la  misma,  ha  sido  sostenido 
con  más  empeño,  formando  una  doctrina  de  la  que  son  parti- 
darios ardientes  casi  todos  los  publicistas  y  hombres  de  Esta- 
do, desde  que  dicho  principio  recibió  forma  doctrinal  por  Man- 
cini,  á  quien  se  puede  considerar  como  el  verdadero  jefe  de  la 
llamada  escuela  italiana,  y  á  los  que  con  Mancini,  como  Ma- 
miani,.  Caeanova,  Landona,  Palma,  Pierantoni,  Padeletti,  Gio- 
berti  y  Brusa  en  Italia,  han  luchado  en  pro  de  la  nacionalidad 
armónica,  y  que,  aparte  del  fin  perseguido  de  obtener  la  orga- 
nización mejor  y  más  estable  de  los  grupos  humanos,  persi- 
guió, sin  duda,  como  principal  objetivo,  la  unidad  y  libertad 
italiana.  Y  como  partidarios  también  del  criterio  armónico  de 
la  nacionalidad,  se  pueden  citar  á  Laurent  en  Bélgica,  Blunts- 
chli,  Wagncr  y  Wecker  en  Alemania  y  Dubley-Field  y  Lieber 
tú  América*. 

£1  principio  de  las  nacionalidades,  que  fué  presentido  por 
Enrique  IV  y  Volney,  y  en  cierto  modo  formulado  por  Madame 
Estael  y  al  que  la  revolución  de  Francia  favoreció  y  que  ha 
sido  reducido  á  sistema  por  Mancini,  no  sólo  ha  llegado  ser  el 
ideal  del  Derecho  internacional,  sino  que  há  sido  también  el 
principio,  en  el  cual  se  concretan  las  aspiraciones  de  la  mayor 
parte  de  los  pueblos.  Un  mismo  grito  se  oye  en  Hungría,  Po- 
lonia é  Irlanda,  que  tanto  han  luchado  por  adquirir  su  inde- 
pendencia. 

Principio  que  se  ha  manifestado,  tanto  en  el  campo  de  la 
historia  y  larga  serie  de  luchas  de  los  pueblos,  que  no  son  otra 
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cosa  que  luchas  por  la  independencia  y  unidad,  que  en  el.cam- 
po  de  las  ideas  donde  para  fundamentar  el  principio  de  las  na- 
cionalidades, se  libra  una  contienda  entre  las  escuelas  natura- 
lista, etnográfica,  filológica  y  otras. 

En  el  campo  de  la  historia  es  muy  grande  la  lucha  por  las 
nacionalidades;  también  existe  ésta  en  el  campo  filosófico  é 

j 

ideal;  y  todo  lo  peijudicial  que  aquélla  es,  ésta  es,  por  el  con- 
trario, muy  beneficiosa;  si  aquélla  muestra  de  un  lado  la  am- 
bición de  algunos  pueblos  que  no  se  paran  ante  ninguna  con- 
sideración para  la  consecución  de  sus  fines,  y  la  heroica  si  se 
quiere,  pero  inútil  resistencia  de  otros,  que,  más  débiles,  tienen 
necesariamente  que  sucumbir;  la  lucha  intelectual,  si  bien  es 
cierto  que  generalmente  no  produce  muchos  resultados  en  la 
práctica,  demuestia,  al  menos,  una  desinteresada  y  bienhe- 
chora intención  hacia  la  humanidad,  que  no  tiende  sino  á  pa- 
cificar esas  luchas  desde  el  campo  de  la  ciencia,  y  á  organiísar 
la  humanidad  sobre  el  principio  nacional. 


11 


El  principio  nacional,  como  dice  el  Sr.  Moris  y  Fernández 
Vallin  (1),  implica  tres  grandes  y  capitales  conceptos:  sociedad 
total  humana^  organismo  natural  é  histórico,  unidad  superior  de 
cultura  que  los  tiempos  han  producido. 

cEki  el  primer  aspecto,  dice  dicho  escritor,  revela  conjun- 
ción de  personalidades,  unidas  por  vínculos  y  lazos  de  muy 
distinta  especia,  que  forman  un  todo  encargado  de  cumplir 
los  fines  humanos  en  uno  de  los  más  amplios  circuios. 

«Organismo  natural  é  histórico,  resulta  producido  por  la 
naturaleza  y  la  historia.  Preténdese  fraccionar  la  humanidad, 
y  los  criterios  geográfico  y  etnográfico,  filológico,  histórico  y 
armónico,  hacen  de  ella  tantas  agrupaciones  como  comarcas, 
razas,  lenguas  y  evoluciones  históricas  encierra. 

(1)    cLucha  por  las  nacionalidades»,  discurso  inaugural,  2.^  edi- 
ción, lladrid,  1888. 
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'  »Por  fin,  concepto  superior  de  cuitara  es,  en  el  orden  de 
loe  tiempoB*  y  después  de  la  familia  y  municipio,  la  colectivi- 
dad más  grande  y  el  círculo  total  más  amplio  que  desarrolla 
y  fomenta  los  intereses  de  la  vida,  ya  que  la  humanidad  no 
ha  logrado  aún  afirmarse  como  un  todo  organizado.» 

Capitales  conceptos  que  forman  el  principio  nacional,  pero 
Vjue  á  pesar  de  la  unidad  que  revelan,  sometidos  al  criterio 
filosófico,  presentan  gran  variedad  de  tendencias. 

Vamos  á  estudiar  cada  uno  de  estos  criterios;  pero  antes 
de  entrar  á  tratar  de  cada  uno  de  ellos,  voy  á  refutar  un  vul- 
gar error  de  algunas  teorías  políticas.  Creen  algunas  de  estas 
teorías  que  la  nación  es  ante  todo  una  dinastía  representante 
de  antiguas  conquistas;  según  ellas,  el  agrupamiento  de  terri- 
torios y  provincias,  realizado  por  una  dinastía  por  medio  de 
sus  guerras,  matrimonios  y  tratados,  termina  y  se  extingue  al 
extinguirse  la  dinastía  que  lo  formó. 

Esto  es  considerar  á  los  pueblos  como  patrimonio  de  los 
reyes,  que  éstos  pueden  ceder  y  enajenar  á  su  gusto.  Doctrina 
es  ésta  que  pudo  sostenerse  en  una  época  en  que  loe  pueblos 
eran  para  los  reyes;  pero  no  en  la  que  se  considera  que  los  re- 
yes son  para  los  pueblos,  y  en  que  el  complicado  organismo 
de  las  naciones  radica  principalmente  sobre  la  voluntad  de 
los  pueblos. 

Es  verdad  que  la  mayor  parte  de  las  naciones  modernas 
han  sido  formadas  por  familias  de  origen  feudal,  que  han  ido 
aumentando  y  tomando  determinación  de  limites,  por  medio 
de  sus  guerras,  matrimonios  y  tratados;  pero  no  es  menos 
cierto  que  cuando  esto  sucedía  no  había  la  idea,  ó  si  se  cono- 
cía no  se  había  aun  manifestado  en  los  organismos  sociales, 
del  verdadero  Derecho  internacional  y  de  la  voluntad  na- 
cional. 

Esto  que  hemos  dicho  de  que  las  naciones  modernas  deben 
su  formación  á  las  anexiones  verificadas  por  los  medios  antes 
enunciados,  es  una  verdad  de  que  la  historia  nos  presenta 
ejemplos  á  cada  paso:  la  reunión  de  Inglaterra,  de  Irlanda  y 
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ÜBCocia,  no  es  más  que  un  hecho  dioáetico;  pero  e^  que  cuan- 
do este  hecho  sucedía,  ó  no  existía  el  Derecho  internacional,, 
ó  eetaba  en  germen,  y  por  lo  tanto,  no  ee  tenía  la  más  remota 
idea,  ni  de  loa  limites  naturales,  ni  de  la  voluntad  de  los  pue- 
bloSy  ni  del  derecho  de  las  naciones. 

A  más,  ¿se  puede  establecer  racionalmente  tal  criterio?  Ya 
oreo  que  de  ningún  modo;  los  Estados  Unidos  y  Suiza  no  de- 
berían ser  naciones:  esas  aglomeraciones  formadas  por  adicio- 
nes sucesivas,  no  tienen  ninguna  base  dinástica,  no  deben  so. 
existencia  á  ninguna  dinastía.  La  formación  de  las  naciones^ 
por  matrimonios  y  tratados  de  miembros  de  las  diversas  di- 
nastías, es  un  hecho  que  pasó  á  la  historia  y  que  pudo  tener 
importancia,  pero  que  hoy  no  la  tiene;  no  tratamos  de  inves- 
tigar lo  que  han  sido  las  naciones,  sino  lo  que  deben  ser,  y 
colocados  en  este  punto  de  vista,  es  necesario  admitir  que  una 
nación  puede  tener  existencia  propia  y  perfectamente  deter- 
minada sin  dinastía^  del  mismo  modo  que  las  naciones  que 
han  sido  formadas  por  dinastías,  pueden  separarse  de  ellas  ^ 
sin  que  por  eso  dejen  de  existir* 

Bl  derecho  de  los  principes  no  puede  ser  mantenido  hoy 
dia;  por  encima  del  derecho  de  las  dinastías  está  el  derecha 
nacionaL  Pero  este  derecho  nacional,  ¿sobre  qué  criterio  se 
ha  de  fundar?  ¿Qué  signo  exterior  y  tangible  nos  lo  ha  de  dar 
á  conocer? 

!• — Capital  influencia,  en  nuestro  siglo,  han  tenido  las 
ciencias  naturales.  Y  aun  en  aquellas  ciencias  que  por  su  na- 
turaleza y  caracteres  parecen  más  alejadas  de  ellas,  han  sufri- 
do más  su  avasallador  impulso.  Después  de  todo,  como  dice  el' 
profesor  de  la  Universidad  de  Turin,  Aquiles  Loria  (1):  cNada 
hay  más  noble  ni  legítimo  que  el  deseo  de  dar  nuevo  impulsa 
á  una  ciencia  por  medio  de  otra,  que  nada  corresponde  mejor 
á  la  idea  esencialmente  moderna  del  vinculo  y  dé  la  mutua 
dependencia  de  las  diversas  ramas  de  la  ciencia.  ' 

(1)    fProblemas  sociales  contemporáneos»,  6.*  conferencia,  pági- 
na 108.  Barcelona,  1904. 
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»Si  6D  los  pasados  siglos  esas  diversas  ramas  eran  conside- 
radas como  unidades  heterogéneas,  sin  forma  de  conexión  al- 
guna entre  si,  hoy  se  tiene  respecto  á  este  asunto  una  opinión 
mucho  más  adelantada.  Compréndese,  en  fin,  que  las  especies 
cientifícas,  como  las  especies  animales,  no  pueden  dar  lugar  á 
una  clasificación  absoluta,  sino  á  distinciones  puramente  ar- 
bitrarias, teniendo  todas  por, centro  común  lo  verdadero  sinté- 
tico, ñn  supremo  de  la  inteligencia.  Asi  se  comprende  hoy  qi;e 
un  nuevo  y  grandioso  descubrimiento  en  uno  de  los  campos 
del  saber  humano^  debe  inmediatamente  influir  de  rechazo  en 
ios  demás,  y  que. una  estrella  aparecida  en  un  rincón  de  nues- 
tro ñrmamento  intelectual  irradie  esplendorosa  sobre  las  más 
4ipartadas  zonas.» 

Esta  escuela  positiva,  que  busca  y  observa  los  fenótqenos 
.  de  la  naturaleza,  encuentra  por  analogía  dichos  fenómenos  en 
las  ciencias  éticas  y  sociológicas.  Y  claro  es  que  el  positivis- 
mo, que  á  qué  negarlo,  ha  dado  un  gran  impulso  á  las  cien- 
cias, tenía  que  intervenir  en  la  teoría  de  las  nacionalidades 
con  su  criterio,  que  si  logró  dar  el  concepto  de  lo  orgánico, 
llega  ya  á  un  límite  en  la  aplicación  de  su  criterio,  que  sólo  el 
espíritu  de  partido,  que  ya  tan  finamente  satirizaba  Racine  (1), 
puede  explicar  tales  aberraciones. 

Y  esa  influencia  de  las  ciencias  naturales  se  nota  en  todos 
los  campos:  en  lo  moral,  en  lo  económico,  en  lo  jurídico,  en 
la  pena,  en  el  delito,  en  el  Estado,  y  en  fin,  en  la  vida  inter- 
nacional. 

El  Derecho  internacional,  antes  que  Novicow  aplicara  ei 
naturalismo  para  resolver  muchos  problemas  de  dicha  ciencia, 
.muchas  de  sus  doctrinas  llevaban  ya  el  sello  del  positivismo. 

Y  se  compara  la  nación  con  un  organismo  natural,  y  se 
afirma  que,  á  semejanza  del  organismo  humano,  está  sujeto  á 
leyes  biológicas  y  que  pasa,  como  los  individuos,  por  los  pe* 
ríodos  de  nacimiento,  desarrollo,  apogeo  y  decadencia,  y  por 

(1)    El  enfermo  imag  inaf  io . 
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fin,  la  muerte;  y  se  considera  la  nación  coma  nn  ente  fisioló- 
gico que  está  constituido  por  células,  organismos  y  sistemas, 
que  lucha  por  su  existencia,  cumpliendo  la  ley  natural  de  la 
selección,  para  que  desaparezcan  las  naciones  débiks  y  vivan 
las  más  fuertes.  En  fin,  por  doquiera  se  echa  de  ver  la  in- 
fluencia de  las  doctrinas  de  Comte,  Schseífle  y  Spencer. 

Pero  es  necesario  reconocer  que  en  el  organismo  de  la  crea- 
ción influyen  dos  muy  distintos  órdenes  de  fenómenos  que  , 
hay  que  tener  en  cuenta:  uno  físico  de  la  naturaleza,  sujeto  á 
leyes  que  fatal  y  necesariamente  tiene  que  cumplir,  y  otro 
espiritual  ó  ético,  que  si  bien  es  verdad  está  sujeto  á  leyes, 
ésta»  no  son  ciegas  y  fatales*  como  las  del  orden  físico  ó 
natural. 

Y  desde  el  momento  que  se  trata  de  buscar  el  principió 
sobre  el  cual  Fe  ha  de  ba^ar  la  organización  de  la  humanidad 
dividiéndola  en  agrupaciones,  y  de  señalar  cuáles  son  las  cau- 
sas de  las  uniones  y  separaciones  de  los  hombres  en  pueblos,, 
creo  yo  nos  hallamos  principalmente  en  el  campo  espiritual^ 
sin  negar,  ni  mucho  menos,  por  eso  la  influencia  de  la  natu- 
raleza en  la  nación  como  manifestación  de  la  vida  sociológicar 
y  creo  yo  que  hay  que  desechar  las  exageraciones  de  aquella 
escuela,  que  afirma  la  influencia  de  la  naturaleza,  hasta  el 
punto  de  asegurar,  como  Hérder,  que  dadas  las  condicione» 
geográficas  de  un  pueblo,  se  hace  su  historia,  y  que  lá  huma* 
tildad  no  es  otra  cosa  que  una  Historia  natural. 

Es  indudable  que  la  geografía,  las  llamadas  fronteras  na- 
turales, han  influido  en  la  separación  de  las  naciones  y  en  el 
movimiento  histórico,  por  medio  del  cual  se  ha  obtenido  ese 
resultado.  Los  ríos  han  conducido  á  los  pueblos,  y  las  grandes 
montañas  les  han  detenido.  Los  unos  han  favorecido  el  movi- 
miento histórico,  las  segundas  le  han  limitado.  Pero  téngase 
bi«.n  entendido,  que  si  esta  influencia  en  la  formación  de  las 
naciones  es  cierta,  no  es  menos-cierto  que  tomada  como  crite- 
rit>  ñnico  y  absoluto  conduce  á  funestos  resultados  en  la  prác- 
tica. Pero  hay  más:  y  es  que  en  la  miíma  historia  encuentra 
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€8ta  teoría  su  critica.  Francia  ha  sido  la  defensora  más  ar* 
diente  de  las  fronteras  naturales,  encontrando,  según  dichu 
nación,  sus  límites  bien  marcados  en  el  Rhln.  Cuatro  monar* 
cas  llegan  en  sus  reinados  á  esos  limites  y  aun  los  rebasan; 
pero,  sin  embargo,  su  obra  no  llega  á  sobrevivirles  mucho 
tiempo:  Carlomagno  extiende  la  Francia  tomando  p(x  límites 
el  Báltico,  el  Bjder»  los  mares  del  Norte  y  de  la  Mancha, 
hasta  el  Ebro  y  el  Volturno,  y  desde  el  Oder,  los  Cárpatos  y 
el  Thers,  hasta  el  mismo  Atlántico;  en  tiempo  de  Felipe  él 
Hermoso,  comprende  desde  el  Mediterráneo  hasta  el  Océano, 
y  desde  el  Ródano  al  Escalda;  Luis  XIV  lucha  al  Norte  y  al 
Sur  para  extender  las  fronteras  de  Francia,  y  queda,  por  loa 
tratados  de  los  Pirineos,  Asquigrán,  Nimega  y  Rjswlck,  due- 
ño del  Bosellón,  Flandes,  parte  de  los  Países  Bajos  y  todo  el 
Franco-Condado;  y  por  fin,  Napoleón  extiende  también  las 
fronteras  de  Francia;  pero  la  obra  de  estos  monarcas,  no  dura 
más  que  su  vida. 

También  se  puede  afirmar  con  toda  seguridad  que  ninguna 
de  las  naciones  actualmente  existentes  debe  su  formación  4 
los  pretendidos  límites  naturales.  España,  según  los  que  sos* 
tienen  esta  opinión,  se  halla  limitada  por  el  mar  y  la  cordille- 
ra Pirenaica,  y,  según  este  criterio,  España  es  el  mejor  ejem- 
plo de  fronteras  naturales:  la  historia,  en  este  punto,  nos  dice 
que  jamas  entre  esos  límites,  el  mar  y  los  Pirineos,  ha  existí* 
áo  un  solo  pueblo,  y  al  presente  sabemos  que  comprende  dos: 
España  y  Portugal. 

No  quiero  tratar  ahora  si  España  y  Portugal  son  dos  nacio- 
nes ó  una  sola  nación,  y  dos  Estados,  porque  acaso  resultara 
inoportuno;  básteme  decir  que  si  á  los  limites  naturales  acu- 
dimos, puede  muy  bien  considerarse  á  Portugal  como  una  na- 
ción. Los  ríos  Guadiana  y  Duero,  de  Norte  á  Sur;  el  Miño,  de 
Este  á  Oeste,  y  el  Atlántico,  limitan  perfecta  y  naturalmente 
al  reino  lusitano. 

Y  es  que  el  criterio  de  las  fronteras  naturales,  tomado 
como  criterio  único,  puede  conducir  á  muy  diversas  conse- 
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caendas»  pues  acudiendo  á  él,  lo  mismo  podemos  dividir  al 
mundo  en  dos  ó  tres  grandes  Imperios,  que  en  multitud  de  pe» 
queños  Estados. 

Se  pretende  por  los  que  profesan  esta  teoría  que  los  limites 
de  una  nación  están  señalados  en  el  mapa,  y  que  esta  nación 
tiene  el  derecho  de  adjudicarse  tal  ó  tal  parte  de  territorio» 
necesario  para  llenar  lo<|ue  ellos  creen  una  nación,  limitada 
por  esta  montaña  ó  aquel  río,  á  los  que  h  priori  se  les  ha  con- 
cedido la  facultad  de  limitar;  doctrina  es  esta  tan  arbitraria, 
que  justificarla  toda  clase  de  violencias. 

Cabe  además  preguntar,  aun  aceptando  dicha  teoría,  qué 
es  lo  que  limita  las  naciones,  las  montañas  ó  los  rios,  porque 
6Í  bien  es  verdad  que  las  montañas  limitan,  siendo  un  obs- 
táculo para  la  comunicación  de  los  pueblos,  los  ríos,  muy  le- 
jos de  eso,  en  lugar  de  separar  y  dividir,  es  un  poderoso  medio 
de  comunicación,  que  la  humanidad  siempre  ha  utilizado  para 
transmitir  su  civilización  y  progreso. 

Es  indudable  que  todas  las  montañas  no  separarían  nacio- 
nes. ¿Cuáles  serán  las  que  separen  y  cuáles  las  que  no? 

Problema  de  muy  elástica  solución,  pues  como  antes  de- 
cíamos, 86  puede  reducir  al  mundo  á  dos  ó  tres  grandes  nacio- 
nes, tomando  como  limites  de  las  mismas  las  más  importan- 
tes cordilleras,  ó  fraccionarlo  en  multitud  de  pequeños  Esta- 
dos; nuestra  misma  nación,  como  todas  las  del  mundo,  se  po- 
dría dividir  en  tantas  como  proviocias.  Y  en  cuanto  á  los  ríos, 
tantos  de  más  importancia  que  el  Rhin,  que  ha  dado  lugar  á 
sangrientas  luchas  entre  Alemania  y  Francia,  deberían  consi- 
derarse como  fronteras  naturales,  y  no  se  ha  hecho  porque 
muchas  veces  los  pretendidos  límites  naturales  no  son  más 
que  pretextos  para  satisfacer  ambiciones,  ni  aun  siquiera  jus- 
tificables por  un  exagerado  amor  patriótico. 

Se  suele  hablar  mucho  también  de  razones  estratégicas,  di- 
ciéndose que  una  nación  tiene  derecho  á  aquella  parte  de  te- 
rritorio que  exige  su  defensa.  Algo  de  verdad  hay  en  esto,  pero 
no  en  absoluto;  se  deben  hacer  las  concesiones  que  la  necesi- 
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dad  exige,  pero  no  se  debe  ir  demasiado  lejos  en  estas  conce- 
siones, porque  de  otra  manera,  y  so  pretexto  de  conveniencias 
militares,  de  necesidades  estratégicas,  todo  el  mundo  recia 
maria  y  seria  origen  de  interminables  guerras. 

Como  dice  un  ilustre  escritor  (1),  no  es  la  tierra  la  que 
hace  una  nación.  La  tierra  es  el  campo  del  trabajo  y  de  la  lu- 
cha. Él  hombre  forma  el  alma.  El  hombre  es  todo  en  la  for- 
mación de  esa  cosa  sagrada  que  se  llama  pueblo.  Nada  mate* 
rial  es  suficiente.  Una  nación  es  un  principio  espiritual,  el 
resultado  de  complicaciones  profundas  de  la  historia,  una  fa- 
milia espiritual,  y  no  un  grupo  determinado  por  la  configurar 
ción  de  la  tierra. 


(1)    Benan,  (¡u'eiUce  gtt'une  na¿ton^->ParÍB,  1882. 

(ContintMrá,) 

Ramiro  Fernández  de  ázoúb. 
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«Si,  de  una  parte,  la  acamt^aeión  se 
presenta  bajo  la  furma  de  una  conoentra- 
oión  creciente.. ,  de  la  otra  aparece  como 
la  repnUión  mutua  de  muchoe  capitales 
individuales. » 

(MabX:  El  Capital.) 

He  aqai  dos  hechos:  conceotracíón  industrial,  concentra- 
oión  capitalista.  La  pequeña  industria  desaparece  ante  la  gran- 
de. El  número  de  capitalistas  disminuye  constantemente.  El 
colectivismo  se  impone.  cGualquiera  que  sea  el  valor  subjetivo 
de  la  Jdoral,  del  Progreso  y  de  otros  grandes  principios  de  re- 
lumbrón—dice  .Gabriel  Deville  en  sus  Principios  sociaJUtaa — » 
•Rta  bella  fraseología  no  influye  para  nada  en  las  fluctuacio 
Xkes  de  las  sociedades  humanas.»  El  colectivismo  será  el  tér- 
mino fatal  de  la  evolución  capitalista. 

Pero,  ¿es  verdad  que  el  número  de  capitalistas  disminuye 
oonstivptemente?  Ved  lo  que  dice  Kropoikine  en  Za  eanquüta 
del  pan:  c  Al  revés  de  lo  que  se  aseguraba  en  otro  tiempo  entre 
socialistas  de  que  el  capital  llegarla  a  reconcentrarse  bien 
pronto  en  tan  pequeño  número  de  manos  que  sólo  serla  me- 
net-ter  expropiar  á  algunos  millonarios  para  entrar  en  pose- 
sión de  la  riqueza  común,  cada  dia  es  más  considerable  el  nú- 
mero de  los  que  viven  á  costa  del  trabajo  ajeno.  Bn  Francia 
ao  hay  diez  productores  directos  por  treinta  habitantes.  Toda 
la  riqueaa  agrícola  del  país  es  obra  de  menos  de  siete  millo- 
Bes  de  hombres,  y  en  las  dos  grandes  industrias  minera  y  tex- 
til cuéntanse  menos  de  dos  millones. quinientos  mil  obreros. 

TOMO  104  Bl 
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¿Cuál  66  la  cifra  de  los  explotadores  del  trabajo?  En  Inglate- 
rra (sin  contar  á  Escocia  é  Irlanda)  un  millón  treinta  mil 
obreros,  hombres,  mujeres  y  i}E}ños,  fabrican  todos  los  tejidos; 
poco  más  de  medio  millón  explotan  las  minas;  menos  de 
medio  millón  labran  la  tierra,  y  las  estadísticas  tienen  que 
ej^agerar  las  cifras  para  obtener  un  máximum  de  ocho  millo* 
nes  de  productores,  para  veintiséis  millones  de  habitantes.  En 
realidad,  seis  ó  siete  millones  de  trabajadores  son  los  que 
crean  las  riquezas  enviadas  á  las  cuatro  partes  del  mundo. 
¿Cuántos  son,  en  cambio,  los  rentistas  y  los  intermediarios  que 
añaden  las  rentas  cobradas  al  universo  entero  á  las  que  se  ad  * 
judican  haciendo  pagar  al  consumidor  de  cinco  á  veinte  veces 
más  de  lo  que  han  pagado  al  productor?» 

¿Es  cierto  que  la  pequeña  industria  desaparece  ante  la 
grande?  Ved  lo  que  el  mismo  Kropotkine  dice  en  Campos,  /d- . 
bricas  y  talleres:  «No  hay  en  Inglaterra  estadística  alguna  res» 
pecto  al  número  exacto  de  trabajadores  ocupados  en  las  in- 
dustrias domésticas,  rurales  y  pequeñas  en  general.  El  asunto, 
en  todas  sus  partes,  no  ha  merecido  nunca  la  atención  que  se 
le  presta  en  Alemania,  y  especialmente  en  Rui^ia.  Sin  embar- 
go, bien  pudiera  asegurarse  que,  aun  en  este  país  de  las  fctau' 
des  industrias,  el  número  de  aquéllos  que  se  ganan  la  vida  en 
la  pequeña  es  más  que  probable  que  iguale,  cuando  no/iven« 
taje,  al  de  los  empleados  en  las  fábricas.  Los  suburbios  de  Lon- 
dres, Glasgow  y  otras  grandes  ciudades  están  cubiertos  de  pe« 
quenas  industrias;  y  hay  regiones  en  donde  la  pequeña  indus- 
tria está  tan  desarrollada  como  en  Suiza  y  Alemania,  de  lo 
cual  es  Sheffíeld  un  buen  ejemplo;  la  cuchillería  de  Shef6eld  ¡ 

— una  de  las  glorias  de  Inglaterra — no  se  hace  á  máquina;  se  ! 

efectúa  principalmente  á  mano.»  En  Francia,  «mientras  que  ' 

una  mitad  de  la  población  vive  de  la  agricultura,  y  una  cuarta 
parte  de  la  industria,  ésta  se  vuelve  á  dividir  á  su  vez  entre  la 
grande  industria  y  la  pequeña,  ocupando  la  última  sobre  un 
millón  quinientos  mil  trabajadores,  y  sosteniendo  de  cuatro  á 
cinco  millones  de  personas,  á  las  que  hay  que  agregar  un  con- 
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siderable  número  de  campesinos  que  apelan  á  industrias  pe- 
queñas, sin  abandonar  por  ef>o  la  agricultura,  siendo  lo  que 
éstos  ganan  en  las  primeras  de  tanta  importancia,  que  en  mu 
/chas  partes  del  país  las  propiedades  de  las  poblaciones  rurales 
no  podrían  mantenerse  sin  la  ayuda  derivada  de  aquéllas.»  En 
Bélgica,  uno  de  los  países  en  que  la  industria  se  halla  más  cen- 
tralizada, «podemos  decir  que — ^sin  contar  las  mínate— más  de 
la  cuarta  parte  de  los  trabajadores  industriales  están  distri- 
buidos en  pequeños  talleres,  que  tienen  por  término  medio 
menos  de  tres  operarios  cada  uno,  además  del  maestro .  En  Ale  • 
mania,  ees  evidente  que  algunas  pequeñas  industrias  CRtáncon 
denadaf>  á  desaparecer;  pero  hay  otras,  por  el  contrario,  que  se 
hallan  dotadas  de  una  gran  vitalidad  y  todo  indica  que  cuentan 
con  recursos  para  existir  y  aún  para  desarrollarse  más  todavía, 
durante  muchos  años».  En  cuanto  á  Austria-Hungría,  Italia  y 
los  Et-tados  Unidos,  es  supérfluo  decir  cque  allí  la  pequeña 
industria  ocupa  una  posición  preeminente,  representando  en 
el  conjunto  de  la  actividad  industrial  una  parte  mucho  mayor 
aún  que  la  correspondiente  á  Francia,  Bélgica  ó  Alemania». 

El  testimonio  de  Kropotkine  podrá  parecer  á  muchos  re 
cusable,  dado  el  antagonismo  existente  entre  socialistas  y 
ácratas.  Pero  hay  socialistas  que  dicen  más  aún  que  Kropot- 
Mhe  en  contra  de  las  ideas  de  Marx  sobre  la  concentración  in* 
dnstrial  y  la  acumulación  capitalista.  Tal,  por  ejemplo,  Bems- 
tein,  en  su  libro /Socialisme  théorique  et  social  démocrcUie  pra- 
4ique, 

Def'pués  de  exponer  la  teoría  de  Marx  según  la  cual  el  nú- 
mero de  capitalistas  disminuye  constantemente,  dice  Berns- 
tein:  cEs  absolutamente  errónea  la  afirmación  de  que  la  evolu- 
ción económica  tienda  á  una  disminución  relativa  ni  absoluta 
del  número  de  poseedores.  Absoluta  y  relativamente,  por  el 
-contrario,  el  número  de  poseedores  aumenta.»  En  primer  lu- 
gar, observa  el  autor  de  Socialisme  théorique^  es  una  ilusión 
^reer  que  la  concentración  de  las  empresas  industriales  lleva 
•aparejada  una  concentración  de  las  fortunas.  No  sé  fijan  bien 
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loB  que  tal  piensan  en  lo  que  representa  la  sociedad  anónima., 
cfifrta— dice  BeruBtein — permile  un  fraccionamiento  conside- 
rable de  los  capitales  ya  concentrados,  y  hace  supérflua  la 
apropiación  de  capitales  por  algunos  cmagnntes»  aislados  en 
Tinta  de  la  concentración  de  las  empresas  industriales  »  En 
efecto,  cuando,  por  ejemplo,  se  habla  de  trwts,  se  piensa  ante 
todo  en  las  proporciones  gigantescas  de  esas  sociedades  boy 
tan  en  bofea  y  se  concluye  desde  luego:  conrmfraeién.  Mas  ea 
preciso  considerar  que  tales  sociedades  se  hallan  formadas 
por  gran  número  de^personas,  y  que  en  ellan,  por  tanto,  el  ca- 
pital está  muy  repartido  Asi,  el  ¿ni«Mnglé8  del  hilo  de  coser 
no  cuenta  menos  de  12.800  accionistas.  Otro  tanto  ocurre  con 
el  trust  del  algodón.  La  empresa  Spiers  y  Pond,  de  Londres, 
tiene,  con  un  capital  de  31.200.000  francos,  4  650  accionis* 
tas.  de  loH  cuales  eólo  550  poseen  acciones  por  valor  de  más 
de  I2  00frfranco6. 

Cuanto  a)  hecho  concreto  de  que  el  numero  de  capitalistas,., 
en  y^z  de  dinminnir,  aumenta,  véanse  algurian  de  las  cifras 
que  sumin¡»«tra  Bernstein.  Según  la  Briihh  Review  de  22  de 
Mayo  de  1S97,  el  número  de  familias  en  posesión  de  una  ren- 
ta de  150  á  1.000  libras  esterlinas  eia  eti  Inglaterra,  en  1851, 
de  800^100;  en  1881,  de  9M).0ü0.  Mientras  que  la  población, 
durante  e^os  treinta  años,  alimentó  un  80  por  100  el  número 
de  contribuyentes  de  la  expresada  categoría  aumentó  un  2K^ 
por  100.  Co-a  análoga  sucede  en  Prueia.  En  1^54  habla  sólo 
44  407  individuos  que  disfrutasen  de  una  renta  superior  á 
1.1 00  thhlers  (3.600  francos);  en  1894  95,  321.296;  en  1897  98, 
847.H28.  Mientras  que  la  población  dobló,  el  número  de  per- 
sonas en  |»o»«eíiión  de  ana  renta  superior  á  3  600  francos  se 
^evó  al  séptuplo.  El  mismo  fenómeno  se  manifiesta  en  loe 
demás  fintados  de  la  Confederación  germánica  Bn  Sigonia, 
por  ejemplo.  «1  número  de  personas  en  posenión  de  una  rentn 
eufieriiir  é  1  920  Iranees  é  inferior  á  3  960  era  en  1879  dé 
62.140.  y  en  1880,  de  91.124.  Omito  otras  muchas  cifras  por 
no  extenderme  demasiado.  Y  no  sólo  demuebtra  Bernstein  que 
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^  número  de  capitalistas^  en  Tei  de  dismtnairy  aameata.  Prue- 
ba que  no  podía  suceder  de  otro  modo.  Dado  el  ooBcid^rable 
aumento  de  la  fuerza  productiva  del  trabajo  <fiie  caracteriza  á 
la  producción  moderna,  la  oonaecuencia  inevitable  tiene  que 
ser  un  aumento  de  la  producción,  y  por  consiguiente,  nn  aq 
mentó  de  ios  artículos  de  consumo.  ¿A  dónde  ^«in  á  panit— se 
pregunta  Bernstein — esas  riquezas?  Y  responde:  como  quiera 
que  los  cmagnates  del  caiñtal»  no  pueden  consumirlas;  como 
quiera  que,  si  las  exportan,  el  consumidor  de  fuera  no  paga  en 
último  término  sino  en  mercancías,  logice  es  concluir  que 
ese  aumento  de  la  producción,  si  no  redunda  en  beneficio  de 
loe  proletarios,  tiene  que  favorecer  á  otras  clases  distintas  de 
la  capitalista.  «O  una  disminución  constante  del  número  de 
capitalistas,  al  mismo  tiempo  que  el  aumento  constante  del 
bienestar  del  proletariado,  ó  bien  una  numerot*a  dase»  mectía: 
lié  aqui  la  única  alternativa  que  nos  deja  el  desenvolvimteato 
interrumpido  do  la  producción.» 

No  niega  fiernstein  la  concentración  de  las  empresas  in- 
-dustriales  como  tendencia.  Mas  hay,  en  su  opinión,  importan - 
tfeimos  factores  que  atenúan  dicha  tendencia  hasta  ei  punto 
-de  que,  lejos  de  seguir  la  evolución  económica  la  línea  que 
Marx  le  trazara  sin  desviarse  de  ella  lo  más  mínimo,  Das  em- 
prcNUí  pequefias  y  medias,  no  sólo  no  deeaparecen  para  dejar 
su  puesto  á  las  grandes,  sino  que  ni  aun  áimnmu^en^  y  por  el 
contrario,  aumentan.  Así,  en  Alemania,  el  número  ée  pequeñas 
empresas  (de  uno  á  cinco  obreros),  era  en  188i,  de  2.4tbTMbO; 
en  1895,  de  3  &)6.318  Hubo,  pues,  un  aumento  de  24,8  por 
100.  Bl  número  de  empresas  medias  (de  6  á  iU  obreros)  era 
en  1882  de  bJOOúl;  en  18%,  de  833.049.  Aumento,  6h,8  por 
1(10.  Durante  el  mismo  periodo  de  tiempo,  la  población  sólo 
aumentó  un  IS^S  por  100«  Lo  mismo  ocurre  en  el  comercio.  A 
despecho  de  los  giandes  almacenes  ai  por  mayor,  diice  Berns* 
tein,  loe  pequeños  comerciantes  viven  j  proeperan.  £n  Ingla- 
terra, desde  1875  á  1886  el  número  de  detallistas  se  elevó  de 
•4cedentos  noventa  y  cinco  mil  á  trescientos  sesenta  y  seis  mil. 
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— En  Prusia  el  número  de  personas  dedicadas  al  pequeño  oo- 
meroio  era,  en  1886,  de  411.609;  en  1896,  de  467.666.  Resulta,., 
por  tanto,  un  aumento  de  18  por  100. 

El  número  de  empresas  mercantiles  de  proporciones  me* 
dias  (de  tres  á  cinco  empleados)  era,  en  1886,  de  176.867^ 
en  1896,  de  842.112.  Aumento,  93,4  por  100— Y  no  digamoa 
nada  de  la  agricultura.  En  ella,  lejos  de  notarse  movimienta^ 
alguno  de  concentración,  se  manifiesta  en  toda  Europa,  y  axm^ 
en  América,  por  el  contrario,  un  movimiento  acentuadísimo* 
de  disgregación.  Vóas^,  en  el  número  de  Nuestro  Tiempo  corres- 
pondiente al  mes  de  Marzo,  mi  artículo  La  reforma  agraria» 

Eautf«ky  ha  pretendido  refutar  al  autor  de  Socialisme  théa- 
fique  et  social  democraíie  pratiquef  en  su  libro  Le  Maransme  0^ 
son  critique  Bernstein.  Pretendido,  digo,  porque  los  argumen- 
tos de  Bernbtein  quedan  en  pie.  Con  respecto  al  aumento  del^ 
número  de  capitalistas,  la  critica  de  Kautsky,  á  pesar  de  llOf 
nar  más  de  30  páginas,  se  reduce  á  hacer  notar  que  Bernstein^ 
no  ha  defí.jido  previamente  lo  que  entiende  por  «poseedor»  y 
á  quitar  todo  valor  á  las  estadísticas  en  que  el  autor  de  Saci^ 
lisme  ihéorique  se  apoya.  Más  importancia  tiene  lo  que  Kautbky 
dice  de  la  concentración  industrial.  Sin  embargo,  el  propio^ 
Kauthky  reconoce  que  el  número  de  pequeñas  empresas,  lejoa 
de  disminuir  en  absoluto,  aumenta.  Beñriéndose  en  su  libro- 
Un  so(4alisme  en  harmonie  avec  ¡a  doctrine  econom  qu$  liberal  á  la 
polémica  Bernstein  Kautsky,  dice  Rignano:  cEatá  fuera  de 
duda  que  la  concentración  industrial  no  se  verifica  hoy  con- 
el  vigor  y  la  generalidad  necesarios  para  la  actualización  fu» 
tura  de  un  régimen  colectivista  propiamente  dicho.»  «No  obs- 
tante  su  disminución  relativa,  hay  aumento  absoluto  del  nú« 
mero  de  explotaciones  pequeñas  y  medias,  aumento  que  se  ob- 
serva también  en  el  número  de  obreros  por  ellas  empleados,  y 
es  innegable  que  este  hecho,  sin  justificar  enteramente  la  apre* 
elación  de  Bemstein  sobre  «la  incontestable  vitalidad»  de  las 
explotaciones  pequeñas  y  medias,  denota,  sin  embargo,  una 
vitalidad  demasiado  grande  par&el  triunfo  del  colectivismo,  at- 
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Bl  socialista  belga  Emilio  Vanderrelde,  en  la  primera  parte 
de  su  libro,  recientemente  publicado,  Le  coleciivisme  ei  Vevolu* 
Hin  industriellet  no  tiene  inconveniente  en  reconocer  «l'áme  de 
Terité»,  que  contienen  las  observaciones  de  Bernstein,  y  pro* 
clama  la  razón  con  que  éste  opone  sus  cifras  á  las  ilusiones 
«un  poco  Cándidas:»  de  ciertos  socialistas  sobre  la  rapidez  de 
la  concentración  industrial.  Vandervelde  cree  que  la  concen- 
tración capitalista  é  industrial  es  un  hecho,  pero  atenuado 
por  otros  no  menos  evidentes.  «No  cabe  duda— dice — que  el 
desenvolvimiento  del  capitalismo  produce  el  efecto  de  aumen- 
tar el  número  de  pequeñas  explotaciones  industriales.  En  el 
campo,  á  medida  que  la  producción  de  valores  de  uso  para  las 
necobidades  domésticas  es  sustituida  por  la  producción  de 
valores  de  cambio,  aumenta  el  número  de  los  pequeños  pro 
ductores  que  trabajan  para  el  mercado  local.  Por  otra  parte 
mientras  que  las  grandes  industrias  se  concentran,  la  espe 
cialización  del  trabajo  crea  constantemente  industrias  nue 
vas,  ramas  desprendidas  del  tronco  de  la  producción.  Por  fin 
el  enriquecimiento  de  la  óla¿<e  capitalista,  la  cual  gasta  im 
productivamente  una  gran  parte  de  sus  beneficios,  favorece 
el  desenvoltrimiento  de  las  industrias  de  lujo.  De  que  la 
gran  producción  mecánica  gana  incontestablemente  terreno, 
á  pesar  de  todas  las  resister  cias  que  á  su  extensión  se  opo- 
nen,  no  se  sigue  necesariamente  que,  consideradas  en  con- 
junto las  industrias  de  un  pais,  los  obreros  que  trabajan  á  do*' 
micilio  y  los  pequeños  productores  autónomos  disminuyan.» 
Con  respecto  á  las  empresas  comerciales,  dice  Vandervelde: 
«En  la  mayor  parte  de  las  ramas  del  comercio,  á  pesar  de  los 
grandes  almacenes,  el  número  de  pequeños  establecimientos 
aumenta  constantemente.  En  la  última  sesión  del  Veréifi  fUr 
Sorialpolitik  (Breslau,  1899),  W.  Sombart  probaba  con  cifras 
que  el  número  de  pequeños  comerciantes  aumenta  más  rápi* 
damente  que  la  población.  Por  cada  ano  que  desaparece  arrui- 
nado por  la  competencia  de  los  grandes  almacenes  surgen  diez 
en  otras  ramas,  en  otras  localidades,  en  las  aldeas  ó  en  los  su* 
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burbios  de  las  grandes  ciudades  »  POr  lo  qoe  toca  á  la  agri- 
cultura» manifiesta  Vandérvelde  que  en  Bélgica,  á  partir  de 
1880,  se  produjo  un  movimiento  iUTetí^o  al  comprobado  ée 
1866  á  aquella  fecha,  periodo  en  que  las  pequeñas  explota- 
ciones aumentaron  considerablemente.  Pero  á  renglón  seguido 
añade  que  está  muy  lejos  de  creer  que  tal  movimiento  de  con- 
centración «ea  general,  c Las  estadísticas  agrícolas  de  Alema- 
nia, por  ejemplo,  dan  resulta  <os  diametralmente  opuestos.» 

No  he  querido  recurrir  á  economistas  «rburgueses»,  de  esos 
que  Marx  tan  cruelmente  motejaba,  atribuyéndoles  la  misión 
«oficialf  de  defender  cel  orden  existente»,  y  á  los  cuales  ios 
discípulos  del  autor  de  El  Cápüal  tratan  con  el  mismo  olímpi- 
co desdén.  He  procurado  recoger  lo  que  acerca  de  la  concentra- 
ción industrial  y  de  la  acumulación  capitalista  piensan  los  so- 
cialiétas  que  más  especialmente  se  han  ocupado  del  problema. 
Y  bien:  resulta  que  la  evol  ición  económica  está  muy  lejos  de 
seguir  la  línea  que  Marx  le  trazara. 

-  Pero  aun  cuando,  según  la  expresión  de  Rignano,  la  con 
centración  industrial  se  verifícase  hoy  con  la  generalidad  y  el 
vigor  necesarios  para  la  actualización  futura  de  un  régimen 
colectivista  propiamente  dicho,  ¿quién  podría  asegurar  Ja  im- 
posibilidad de  una  evolución  contraria,  determinada  por  una 
transformación  de  la  técnica?  ¿Bs  que  la  fábrica  grande  no 
ofrece  inconvenientes?  ¿E2s  que  la  energía  eléctrica,  la  gran 
fuerza  del  porvenir,  no  puede  ser  distribuida  desde  estaciunes 
centrales,  según  las  necesidades  de  los  diversos  consumidores? 
¿Es  que  no  se  está  produciendo  ya  algo  en  este  sentido,  con- 
forme á  los  deseos  de  los  que,  con  razón,  ven  6B  las  grandes 
aglomeracionas  urbanas  un  peligro  para  la  salud  de  los  traba- 
jadores? ¿No  se  conformaría  perfectamente  tal  evolución  con 
las  tendencias  individualistas,  cada  día  más  aoiBntuadas,  de 
las  sociedades  moderna»? 

Sin  duda  Marx  tiene  razón  al  afirmar  que  la  historia  es  un 
prooeso  de  necesidad  interna,  cosa  que  ya  antes  había  visto  su 
gran  maestro  Hegel.  Pero  es  preciso  no  exagerar  las  indúcelo- 
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nes,  huir  de  las  generalizaciones  precipitadas,  so  pena  de  es- 
tar rectificando  á  cada  paéo  lo  dado  como  definitivo.  Asi,  se- 
gún observa  Cornelissen--cu70  libro  Tkéorie  de  la  valeur  basta 
para  acreditar  á  an  publicista — ,  el  propio  Marx,«  después  de 
afirmar  en  el  volumen  primero  de  El  Capital  que  el  desenvol- 
vimiento de  la  producción  capitalista  conduce  á  la  reducbión 
constante  del  número  de  potentados  del  capital,  en  el  tercer 
volumen  no  tiene  inconveniente  en  reconocer  que  el  número 
de  capitalistas  aumenta. 

Alvaro  de  Albornoz. 


LA  PROTECCIÓN  LEGAL  DE  LOS  TRABAJADORES  <*> 


LA  ACCIÓN  SINDICAL 

Pero  en  defecto  de  la  iniciativa  patronal,  paralÍ2;ada  por  el 
miedo  á  la  concurrcDcia,  ¿no  bastarla  quizá  hoy  la  acción  de 
los  obreros  mismos  para  obtener  las  reformas  precisas  y  hacer 
por  tal  modo  innecesaria  la  intervención  de  la  ley? 

He  ahí  una  tesis  frecuentemente  defendida  por  los  adver- 
sarios de  la  protección  legal  de  los  trabajadores  (1).  Beconocen,^ 
que  mientias  la  prohibición  de  la»  coaliciones  y  de  las  asocia- 
ciones profesionales,  condenaba  al  obrero  al  contrato  indivi- 
dual, al  tete  á  tete  forzoso  (2)  con  su  patrono,  su  inferioridad 
económica  no  permitía  á  tal  obrero  obtener  las  condiciones 
del  trabajo  á  que  legítimamente  podría  aspirar.  Pero  afirman 
que,  libres  para  entenderse  y  asociarse,  los  obreros  son  hoy 

(*)    Véase  la  pág.  381  de  este  tomo  de  la  Bbvista. 

(1)  A  osa  tesis  se  oponía  M.  Janrés  en  el  Oonsejo  Superior  del 
Tirabajo,  cuando  decía  en  la  sesión  de  8  de  Junio  de  IvOl:  «¿Gúál  es 
vuestra  objeción?  Decís  que  ei  concurso  de  la  ley  no  es  necesario  y 
que  la  acción  de  los  sindicatos  obreros  bastará  para  obtener  todas 
las  precauciones  que  reclamamos...  iOuidado!  Constantemente  se 
opone  á  ia  clase  obrera  ei  sindicato  ó  la  ley.  £n  1791  ia  burguesía 
aparece,  y  la  ley  Oiiapelier  de  14  de  Junio  de  1791  ha  impedido  á 
los  obreras  agruparse.  El  ponente  decía  que  los  (obreros  no  necesi- 
taban coaligarse,  porque  les  protegería  una  fuerza:  la  de  la  ley.  Y 
hoy,  con  el  pretexto  de  que  los  sindicatos  son  suficientes  para  pro- 
teger ai  obrero,  queréis  impedir  la  intervención  de  la  ley.  Son  ne- 
cesarias dos  cosas:  los  sindicatos,  creando  una  fuerza  de  resisten- 
cia, y  la  ley  einteiisando,  consagrando  esta  reBlstencia.>  (Cenefa 
Swperior  del  Trabajo,  dé«^ima  sesión.  Junio  de  1901,  p.  17.) 

(2)  Sauzet:  Eiaai  hietoriqyie  mr  la  legülatúm  indmtríetíe  de  la 
JBkrance,  en  la  Bevue  d'Eeonamie  pohtique,  1892. 
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tan  iuertee,  hasta  más  fuertes  á  veoes,  que  los  que  los  em^ 
plean  (1). 

Defender  al  obrero  contra  la  tiranía  sindical  seria,  según, 
algunos  ('^),  hasta  más  urgente  y  más  üecesarioy  que  proteger* 
les  contra  las  exigencias  de  lob  patronos. 

No  cabe,  de  cierto,  discutir  los  servicios  eminentes  que  la 
asociaeión  profesional  ha  prestado  ya,  y  aún  puede  prestar,  á^ 
los  trabajadores. 

Las  ^agrupaciones  profesionales  obreras  persiguen,  en  rea- 
lidad, el  mismo  fin  que  la  legislación  protectora  de  los  traba- 
jadores: el  mejoramiento  de  las  condiciones  del  trabajo.  Sola 
difieren  los  medios.  Lo  que  aquéllas  pretenden  es  sustituir  el 
contrato  entre  individuos  únicos,  según  Chapelier,  (jue  debía 
regular  el  precio  de  la  jomada,  por  el  contrato  colectivo  pac- 
tado en  nombre  de  todos  los  obreros  de  una  industria  (8)«  Los 
jefes  de  esos  grupos  han  comprendido  fácilmente,  que  si  en  la 
gran  industria  el  obrero  aislado  es,  en  realidad,  una  cantidad 
no  apreciable  para  el  patrono,  no  puede  ocurrir  lo  mismo  con 
la  masa  obrera  cuya  deberción  puede,  en  un  momento  dado, 
detener  la  producción.  Ciertas  asociaciones  profesionales  han 
llegado  por  ese  medio  á  resultados  notables. 

Sidney  y  Beatriz  Webb  nos  han  presentado  la  organización 
de  la  Unión  de  los  Boilennakers  and  Iron^Shipbuilders^  que  per* 
mite  la  óelebración  de  tres  contratos  colectivos  superpues* 
tos  (4).  £1  primero  se  pacta  entre  la  dirección  central  de  la 
Unión  y  la  Asociación  Nacional  de  ios  patronos,  The  Emplo- 
yer$  Federa tian  qf  Skipbuilding  and  Engineering  Trades.  Regula, 

(I)  Véase  esta  tesis  desenvuelta  de  una  manera  muy  interesante 
en  el  discurso  prouuDCiado  por  M.  Fernando  Faare  en  la  Cámara  de 
los  Diputados  ei  12  de  Junio  de  1898. 

<2]  V.  la  observación  presentada  por  M.  Hnbert  Valleroux  en  la 
Sociedad  He  Legislación  comparada,  en  la  sentón  de  29  de  Febrero 
de  1901.  (BhL  men$.  de  la  8oe.  de  Leg.  eamp.^  Marzo  de  1901    n.  219.) 

(8)  V.  Uermain  Martin:  Le$  astoeiaUons  ouvriere$  au  XVIJI  ñe- 
cle, Ronssean,  hOO,  p.  241  y  sigs.  B.  Raynand:  Le  emtrat  eoleetíf 
de  traífaÜ,  ParÍR,  IvOl, 

(4)    Induatrical  Democraey,  p.  176, 
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para  todo  el  Reino  Unido,  ciertas  caesCioQes,  como  las^  de 
aprendizaje,  la  tasa  media  de  los  salarios.  Un  segundo  contra- 
to colectivo  se  pacta  entre  el  Ck)mité  de  dÍHtrito  de  hi  Unión  y 
la  Át-ociación  local  de  los  patronos.  Determina  éste,  con  más 
detalles,  las  condiciones  del  trabajo,  aunqne  manteniéndose 
en  el  cuadro  trazado  por  el  primer  contrato.  Por  áltinfo,  un 
tercer  contrato  colectivo,  se  celebra  entre  el  grupo  de  oinreroe 
que  emprenden  una  obra  dada— la  construcción  de  una  nave» 
por  ejemplo-^y  el  patrono.  Pero  las  cláusuh»  de  ei^te  tercer 
contrato,  no  pueden  e^tar  en  contradicción  con  las  reglas  fór» 
muladas  en  los  dos  primeros. 

Por.  lo  demás,  no  debe  engañarnos  la  expresión  eMf^o^t^ 
4!oleetivo  del  trabajo.  La  mayoría  de  las  veces,  la  t^onvencióo  es- 
tipuiada  entre  los  patronos  y  el  sindicato  obrero,  no  coD«»tka- 
ye  un  verdadero  contrat»  de  trabaja.  De  ordinario,  esta  h^teli» 
gencia  no  entrañará  para  ningún  obrero  la  obligación  de  tra* 
bajar  para  un  patrono  determinado.  El  patrono  estará  obligacto 
tan  sólo,  si  ocupa  á  los  obreros,  á  conceder  ciertas  ootidicíoiies 
de  trabajo  (1).  Lo  que  se  Hama  eanirtUo  eoíeetw  ie  tre^^fé  no 
es,  en  realidad,  más  que  una  reglamentación  eerntrantrnal preñm^ 
^e  las  condiciones  del  trabajo.  El  sindicato  obrero  estipula  en 
íávor  de  todos  los  obreros  de  la  profesión.  ¿No  ha  recibido  de 
la  ley  misma  el  deresho  de  defender  ks  Inieret^es  profé^rioiía» 
lee?  Su  papel  se  parece  mucho  al  de  una  mmñcfpalidad,  que 
estipule  ciertas  condiciones  del  trabajo  en  pro  de  los  obreros 
empleados  por  los  empresarios  de  las  obras  municipales.  En 
ciertos  respectos,  el  sindicato  aparece  aquí  hasta  como  el  da» 
legado  y  el  precursor  del  legislador.  Gomo  el  legislador,  pre- 
tende encerrar  en  limites  precisos  y  puestos  previamente,  á 
la  concurrencia  entre  obreros  y  á  la  de  ios  patronos. . 


(t)  Se  ha  notado  que  la  conveobión  no  determhta  ni  aao  de  er- 
diaario  ei  más  tarde  hao  de  estipularla  contratos  de  trabajo,  sina 
tan  8<^lo  cómo  é-^iom  han  de  pactarse  si  sa  estipalaseD.  Lotttnar:  Bit 
ArbHtsvertrag,  p.  769.  Oons.  Moissenet:  Etudea  9ur  les  contraté  coUeo^ 
4if8  de  travaily  19u2. 
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Vfi  evidente  que  la  reglamentación  de  las  condicjones  del 
tiabajo  por  el  contrato  colectivo  es,  en  ciertos  respectos»  su- 
perior ¿  la  regianaoUcián  por  la  ley.  Es  más  flexible,  más 
ttciknenta  modáfioftble,  y  po^,  por  esto,  tener  más  en  cuenta 
la  divensidad  de  iadnatrias  y  de  procedimientos  técnicos,  de 
condiciones  leMlea,  como  cambios  que  impone  sin  cesar  el 
pio|rr>e!«o  ¡cieiUífioo. 

i^rmar  que  Ja  reglamentación  por  el  contrato  colectivo 
será  siempre,  y  desde  todos  los  puntos  de  vif^ta,  preferible  á 
la  reglamentación  por  la  ley,  seria,  sin  embargo,  en  nuestro 
concepta,  excesivo. 

Bolo  mediante  lacha  será  como,  á  menudo,  la  reglamenta* 
don  por  el  contrato  colectivo,  se  impondrá  á  obreros  y  patro- 
nos. Será  frecoeate  que  obreros  y  patronos  no  se  entiendan^ 
sino  despoi^  de  haberse  larga  y  vivamente  combatido. 

Muchas  veces  el  contrato  colectivo  aparecerá  como  uno  de 
esos  tratados  de  paz  que  los  beligerantes  no  se  deciden  á  fir- 
marvaíiaio  deei^uAs  que  unos  y  otros  Uan  experimentado  por 
largo  tiempo  los  males  de  la  guerra,  ^os  males  los  habría 
ahorrado  á  ia  industria  y  al  país,  la  intervención  pacifica  y 
soberana  de  la  ley. 

Será  preciso  añadir  que  la  aceptación  del  contrato  colec- 
tivo no  bi^mpre  pone  fin  á  todas  las  dificultades;  que  ese  con* 
trato  con  frecuencia,  no  se  respeta  ni  seriamente,  ni  por  mu- 
cho tiempo.  ¿Debe  extrañar  esto?  Desde  el  día  en  que  el  con* 
trato  eoleetivo  se  firma,  todas  las  fuerzas  de  la  concurrencia 
que  eon  él  se  ha  querido  refrenar  se  revuelven  contra  el  mis- 
mo; únicamente  las  organizaciones  patronales  y  obreras  diNii- 
pliuadas  y  foexliee  podrán  permiiirle  resistir  el  asalto  ince- 
sanie. 

Kn  su  libro  sobre  JB  cantmto  del  trabajo  y  loa  Sindicatos  pro- 
fitúmaU^^  M.  Sozean  escribe:  «Si  be  quthiera  hacer  una  encues* 
ta  en  ii«das  las  poblaciones  donde  se  ha  obtenido  un  alza  del 
•alario  á  eonseeoenom  de  una  huelga,  dejando  (ran>>cunir  tan 
sólo  un  periodo  de  tres  ó  cuatro  meses,  estoy  convencido  de 
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que  no  hay  ana  en  la  cual  la  tarifa  convenida  se  observe  aún. 
¿Dónde  está,  en  efecto,  la  agrupación  compacta  y  disciplina- 
da capaz  de  oponerse  como  una  barrera  infranqueable  frente  á 
esas  dos  fuerzas,  siempre  tan  activas  para  deprimir  la  tasa  de 
los  salarios:  la  concurrencia  de  los  empresarios  entre  si,  y  la 
de  los  obreíos  sin  trabajo  contra  sus  compafieros?  Bajo  el  ré* 
gimen  de  la  pulverización,  cada  obrero,  pasada  la  lucha,  vuel- 
ve á  su  aislamiento:  nadie  se  inquieta  con  ciertos  compromi^ 
sos  de  salario  reducido,  y  éstos  entrañan  al  poco  tiempo  una 
teducción  del  salario  de  todo8>  (1). 

M.  de  Seilhac  (2)  critica  los  cálculos  hechos  para  determi- 
nar  las  ganancias  y  las  pérdidas  de  los  obreros  huelguistas. 
«Nos  parece — dice— que  en  esos  cálcalos  no  sé  tienen  en  caen* 
ta  lo  suficiente,  las  revueltas  ofensivas  de  los  industriales  obli- 
gados á  ced^r  por  el  momento  ante  las  reivindicaciones  de  su 
personal,  y  que  intentan,  por  consiguiente,  con  mil  medios, 
más  ó  menos  diestros,  disminuir  las  concesiones  que  han  te- 
nido  que  hacer  forzosamente.  Una  huelga  fácilmente  victoriosa^ 
casi  siempre  va  seguida  de  una  nueva  huelga.  Bs  este  ua  hecho 
comprobado  Y  las  rabones  que  se  pueden  aducir  son  que  los 
obreros,  entusiasmados  por  un  triunfo  fácil,  se  ilusionan  con 
la  posibilidad  de  hacer  con  éxito  nuevas  reclamaciones,  y  que, 
por  su  parte,  los  patronos  han  cedido  más  de  lo  que  razona- 
blemente debían  » 

Sean  cuales  fueren,  por  lo  demás,  los  méritos  del  contrato 
colectivo,  parece  imposible  sostener  que  loe  obreros  están  hoy, 
de  cierto,  en  situación  de  obtener,  bajo  esta  forma,  las  mejo 
res  condiciones  de  trabajo  que  con  justicia  reclaman: 

Creemos  que  será  siempre  ani,  aunque  las  asociaciones 
obreras  llegasen  á  agrupar  en  sus  filas  la  inmensa  mayoría,  ó 
hasta  la  unanimidad,  de  los  obreros  de  la  profesión.  Á  la  vez 
que  los  obreros,  los  patronos  se  organizan  también.  Á  los  sin- 


(1)  Burean,  Le  contrat  de  travaüet  les  Syndkata  professionnels, 
págiaa  11, 

(2)  De  Seilhac,  Lee  graves,  pág.  24. 
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<licatos  profe^ioDaleB  de  obreros  oponen,  no  sólo  sindioatos 
profesionales  patronales,  cada  vez  más  numeroeoe,  sino  ade- 
más esas  grandes  coaliciones  de  productores,  coaliciones  na- 
cionales y  hasta  internacionales,  qae  son  uno  de  los  fenóme- 
nos más  interesantes  de  la  evolución  industrial  contempo- 
ránea. 

¿Quién  triunfará  de  los  dos  ejércitos,  patronal  y  obrero,  el 
día  en  que  se  encuentren  frente  á  frente,  igualmente  unidos  y 
disciplinados? 

Por  nueetia  parte,  nos  inclinamos  á  pensar  que  entre  los 
patronos  asociados  y  los  obreros  asociados,  persistirá,  al  menos, 
algo  de  la  desigualdad  que  Adam  Smith  notaba  entre  el  obre- 
ro aislado  y  el  patrono  aislado,  cuando  escribe:  cEn  esas 
disputas  entre  obreros  y  patronos—,  los  amos  pueden  resis- 
tir más*.  Á  la  larga,  los  patronos  no  pueden  prescindir  más 
del  obrero  que  el  obrero  del  patrono;  pero  la  necesidad  no  es 
en  aquél  tan  urgente»  (!)• 

Bs  un  hecho  notable  que  los  trade-unionistas  ingleses,  que 
durante  largo  tiempo  estimaron  que  podían  prescindir  de  la 
protección  legislativaí^  han  cambiado  hoy,  en  gran  mayoría, 
de  opinión.  La  intervención  de  la  ley  de  año  en  año  se  recla- 
ma con  más  fuerza,  por  algunas  de  las  más  poderosas  organi- 
zaciones obreras  inglesas. 

Sin  embargo,  se  debe  reconocer  que  es  difícil  saber  lo  que 
nos  reserva  un  porvenir  lejano.  Lo  indiscutible  ep  que  aún  no 
ha  llegado  el  día  en  que  la  asociación  profesional  agrupe  to- 
dos los  obreros,  ó  aunque  sólo  sea  la  mayoría  de  eflbs. 

Debemos  añadir  que  ese  día  no  parece  estar  próximo. 

En  1893,  el  número  de  obreros  francobos  indicados  era 
sólo  de  643.757  (2),  mientras  que,  según  el  censo  profenionál, 
el  número  de  obreros  y  empleados  de  la  industria— transpor- 


(!)    Adam  Smith,  La  rifu^a^a  <{«  la%  naeioneB,  libro  I,  cap.  8.^ 
(2)    Ánnwiire  des  iryndicata  profesiUmnels^  1903. 
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tee  ÍDclusive — ,  se  eleva  á  4.844^000  (1).  En  la  misma  Inglato^ 
rra.  donde  el  movimiento  trade*unioDÍ0ta  es  ya  antigoo,  la 
gran  mayoría,  cerca  de  las  tres  coartas  partes  de  los  trabaja- 
dores, permanecen  faera  de  las  agrupaciones  profesionales. 

Bs,  sin  duda,  frecuente  que  un  sindicato  tenga  sobre  las 
condiciones  del  trabajo  un  inSujo  más  grande,  que  el  que  in- 
dique el  número  de  sus  miembros. 

En  15  de  Septiembre  de  1898,  el  sindicato  parisién  de  lo» 
obreros  dedicados  al  movimiento  de  tierras  sólo  comprendía 
200  miembros.  Y,  sin  embargo,  se  ha  visto  en  algunos  dias 
que  150(10  obreros  abandonaban  el  trabajo  para  apoyar  las  reí* 
vindicaciones  formuladas  por  el  sindicato  ^2). 

El  efectivo  permanente  del  sindicato  desempeña  el  papel 
del  ejército  activo,  desainado  á  servir  de  cuadro  á  cuantos  una 
movilización  pueda  algún  día  llamar  al  servicio. 

Sin  embargo,  la  última  estadística  de  las  hnelgae  indica 
que  eólo  en  304,  de  las  572  huelgas  comprobadas  en  1902,  per- 
tenecían los  obreros,  en  todo  ó  en  parte,  á  los  sindicatos  de  la 
profenión.  Sólo  en  87  casos  proporcionaron  los  sindicatos  auxi» 
líos  normales  á  los  obreros  en  huelga  (8)* 

Por  último,  no  hay  sindicato  préctt<amente  allí  donde  su 
acción  sería  más  necesaria,  en  las  profesiones  donde  las  con- 
diciones del  trabajo  son  las  más  deplorables,  entre  los  trabaja- 
dores a  domicilio,  que  sufren  abusos  extremos  del  Sweaiing 
Sysfemt  y  parece  difícil  que  por  sí  mismos  esos  trabajadores^ 
aislados,  sin  tiempo  ni  recursos,  puedan  lograr  formar  ag^- 
paciones  de 'alguna  duración  y  solidez.  Para  la  Señora  Sidney 
Webb,  la  prueba  resulta  hoy  definitivamente  hecha.  Después 
de  haber  declarado  que  no  ha  habido  jamás  en  ninguna  pro* 
fehión  sweaied^  una  Trade  Union  capas  de  imponer  una  regla- 
mentación del  trabajo,  añade:  c Después  de  un  siglo  entero  de 


(I)    Ré^mltats  statis,  du  recena,  dea  induat.  et  dea  prtfea.^  I V:  Beaul- 
tatn  gftn^raux,  pái?.  64. 
(O    Offi^'e  du  TravaU:  Lea  Aaaociatuma profeaaumneUea, pág. 277. 
(3)    Bull  dé  l'O/ftce  du  Travail,  Jal.,  1903;  pág.  6i7.  ^ 
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tentativas,  podemos,  con  plena  certidumbre»  afirmar,  que  no 
habrá  jamás  una  Trade  Union  con  esta  potencia.» 

Una  conclusión  se  impone. 

La  iniciativa  patronal  puede,  sin  duda,  mucho  para  el  me- 
joramiento de  las  condiciones  del  trabajo;  la  acción  de  las 
agrupaciones  profesionales  puede  más  aun.  No  es  menos  cier- 
to  que  aun  existen  abusos  numerosos  y  graves,  que  hoy  sólo  la 
intervención  de  la  ley  es  capaz  de  hacer  desaparecer. 

Bechazar  la  intervención  de  la  ley,  ó  aunque  sea  restrin- 
girla, á  la  protección  de  los  menores,  es,  pues,  renunciar  deli- 
beradamente á  procurar  eficaz  y  pronto  remedio  á  los  males 
cuya  imporiancia  y  frecuencia  no  pueden  ser  discutidos. 

CAPÍTULO  II 

LA^PfiOTECOIÓN  LEGAL  VE  LOS  TRABAJADORES  EN  FRANCIA 

La  legislación  protectora  de  los  trabajadores  puede  limi- 
tarse á  reglamentar  las  condiciones  en  las  cuales  el  trabajo  se 
cumple.  Puede  también  encaminarse  á  garantir  á  los  trabaja- 
dores una  remuneración  suficiente. 

En  Francia,  como  en  casi  todas  partes,  el  legislador  no  se 
ha  preocupado  hasta  ahora  más  que  de  la  reglamentación  de 
las  condiciones  del  trabajo.  La^  leyes  de  1841,  1848, 1874, 
1892,  1898  y  1900,  para  no  citar  más  que  las  fechas  principa- 
les, han  ampliado  y  precisado,  poco  á  poco,  esta  reglamenta- 
ción. Presenta  ésta  hoy  un  interés  considerable.  Para  conven 
cerse  de  ello  y  medir  los  progresos  realizados,  una  ojeada  basta. 

Hoy,  en  efecto,  la  higiene  de  los  talleres,  la  seguridad  de 
los  trabajadores,  están  garantidas  por  las  leyes  de  1892,  1898, 
1908  y  los  decretos  dictados  para  la  ejecución  de  estas  leyes. 
£1  trabajo  subterráneo  de  las  minas  y  canteras  está  prohibido 
á  las  mujeres  de  todas  las  edades. 

El  niño  no  es,  en  principio,  admitido  en  el  taller  antes  de 
la  edad  de  trece  años.  La  regla  no  sufre  excepción  sino  para  el 

TOMO  104  32 
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niño  provisto  del  certificado  de  estudioe  primarios,  qae  puede 
ser  empleado  desde  los  doce  años  de  edad,  y  este  niño  debe, 
al  propio  tiempo  que  el  certificado  de  estudios  primarios,  pre 
mentar  un  certificado  de  aptitud  física  expedido  por  un  médi- 
co. Por  otra  parte,  los  inspectores  del  trabajo  pueden  requerir 
siempre  el  examen  médico  de  los  niños  de  menos  de  diez  y 
seis  años  ya  admitidos  en  los  talleres,  al  efecto  de  comprobar 
ísi  el  trabajo  de  que  están  encargados  es  superior  á  sus  fuerzas. 

Los  niños  de  menos  de  diez  y  ocho  años,  las  mujere*)  de 
cualquier  edad,  no  deben,  salvo  excepción,  ser  empleados  ni 
de  noche,  ni  más  de  seis  días  por  semana,  ni  más  de  diez  ho- 
ras y  media  por  día.  La  jornada  legal  del  trabajo  será,  á  par- 
tir de^l.®  de  Abril  de  1904,  reducida  para  ellos  á  diez  horas. 

Un  gran  número  de  hombres  adultos  ven  igualmente  la 
duración  de  su  trabajo  diario  limitada,  ya  por  la  ley  de  1848, 
que  no  permite  que  pase  de  doce  horas  en  las  fábricas  y  ma- 
nufacturas, ya  por  la  de  1^00,  que  prohibe  hacer  trabajar  más 
tiempo  que  los  niños  y  las  mujeres,  á  los  adultos  empleados 
en  los  mismos  locales  que  esos  niños  ó  esas  mujeres. 

Hay  ahí  un  conjunto  de  prescripciones  cuyo  influjo  bene- 
ficioso sobre  la  condición  de  los  obreros  no  puede  desconocer  • 
se*  Desgraciadamente,  esas  prescripciones  están  lejos  de  apli 
carse  á  todos  los  trabajadores,  que  necesitan  de  la  protección 
legal.  Muchas  son  insuficientes  y  aparecen  debilitadas  por  ex- 
cepciones demasiado  numerosas.  Y  además  hay  que  añadir, 
que  su  respeto  no  ha  podido  ser  aún  completamente  impuesto 
á  todos  los  jefes  de  la  industria. 

Por  de  pronto,  la  legislación  francesa  se  ha  ocupado  hasta 
ahora  únicamente  (1)  del  trabajo  industrial.  Hace  largo  tiem- 


(1)  Entre  las  raras  disposiciones  destinadas  á  reglamentar  otro 
trabajo  distinto  del  industrial,  se  debe  citar  el  art.  8.^  de  la  ley  de 
2  de  Noviembre  de  1892,  según  el  cnal:  cLos  niños  de  ano  y  otro 
sexo,  de  menos  de  trece  años  de  edad,  no  pueden  ser  empleados 
como  actores,  figurantes,  etc.,  en  las  representaciones  públicas  da- 
das en  los  teatros  y  cafés  cantantes  sedentarios. 

>E1  Ministro  de  Instrucción  pública  en  París,  y  los  prefectos  en 


LA  PROTECCIÓN  LEGAL  DE  LOS  TRABAJAD0NB8     499 

po,  sin  embargo,  que  la  necesidad  de  ampliar  la  reglamenta* 
•ción  á  otras  formas  de  trabajo  ha  sido  reconocida. 

Nos  parece  especialmente  interesante  desde  este  punto  de 
Tista,  la  situación  de  los  dependientes  de  comercio. 

LA  PROTECCIÓN  LEQAL  BE  LOS  DEPENDIENTES  DE  COMERCIO 

Hace  años  que  los  dependientes  al  servicio  del  comercio 
piden  ser  admitidos  á  gozar  del  beneficio  de  las  leyes  que  pro- 
tegen á  los  trabajadores  de  la  industria.  Sorprende  que  aun  no 
se  haya  dado  satisfacción  á  tales  deseos. 


los  departamentos,  podrán  excepción  al  mente  autorizar  el  empleo 
de  ano  ó  varios  nifios  en  los  teatros  para  la  representación  de  pie- 
zas determinadas.» 

Desgraciadamente,  hay  qne  reconocer  qne  la  facilidad  con  la 
caal  las  aatorizaciones  se  conceden  debilita  singaiarmente  el  inte- 
rés de  esta  beneficiosa  prescripción.  Se  lee  en  el  informe  de  la  Oo- 
misión  superior  para  la  aplicación  de  las  leyes  reglamentando  el 
trabajo  durante  el  afio  1900: 

<LoB  inspectores  acuerdan  declarar  que  no  se  ha  tenido  en  cuenta 
la  circular  de  24  de  Eaero  de  1897  del  tír.  Ministro  de  Instrucción 
pública  recomendando  que  no  se  concedan  sino  las  antorlsacionea 
indispensables. 

lAsí  ocnrre  que  en  París  han  sido  empleados  182  nifios  de  me  • 
nos  de  trece  años,  como  actores  ó  comparsas  en  los  teatros.  Se  se  • 
fiala  también  el  empleo  de  una  niña  de  tres  años,  de  otra  de  tres 
afios  y  medio,  de  dos  nifios  de  cinco  afios,  y  de  doce  de  seis  á  seis  y 
medio. 

>Ea  provincias  se  dan  autorizaciones  á  partir  de  la  edad  de  tres 
afios. 

>La  Comisión  superior  no  puede  menos  de  protestar  enérgica- 
mente contra  tales  abusos.  Estima  que  mientras  se  efectúe  una  re- 
visión de  la  legislación,  ciertas  instracciones  terminantes  deberían 
recordar  á  los  Prefectos  qne  sólo  á  titulo  excepcional,  y  después  de 
haber  tomado  todas  las  medidas  de  garantía  indispensables,  se  de- 
ben conceder  tales  autorizaciones. 

lEstima  también  qne  no  debería  concederse  ninguna  autorisa* 
clon  á  los  cafés  cantantes  respecto  de  los  nifios  menores  de  trece 
afios.  El  empleo  frecuentemente  comprobado  de  nifios  como  canta- 
dores en  los  cafés  cantantes,  parece  estar  en  contradicción  f  jrmal 
con  los  términos  de  la  ley,  que  no  ha  previsto  excepción  más  qne 
en  lo  tocante  á  los  teatros  y  para  la  representación  de  ciertas  piesas 
dadas.  Insiste,  pues,  para  qne,  sobre  este  punto  al  menos,  se  repri- 
man inmediatamente  los  abasos  sefialados.»  (Rapports  turl'appU' 
4sMm,  pendant  Vannée  1900,  des  lois  reglamentant  le  travail,  p.  cvl) 
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La  realii]^  de  los  abusos  que  sufren  ciertos  dependientes^ 
auxiliares,  no  puede  discutirse. 

Ya  en  el  informe  presentado  el  13  de  Diciembre  de  1887  á 
la  Cámara  de  los  Diputados,  M.  Ricardo  Waddington  expresaba 
el  sentimiento  de  que  la  ley  de  1874  dejase  fuera  de  su  acción 
•  á,  cías  tiendas,  almacenes  donde  la  fabricación  y  el  trabajo  se 
confunden  con  la  venta  y  el  comercio».  cPr^cisamente,  decía,, 
en  los  talleres  de  un  carácter  mixto  es  donde  se  producen  los 
más  grandes  abueos;  la  estancia  prolongada  en  sus  almacenes,, 
en  una  pieza' de  la  tienda  y  que  sirve  de  taller  de  confección, 
es  infinitamente  más  dañosa  á  la  salud  de  los  jóvenes  depen« 
dientes  y  obreros,  que  el  trabajo  en  las  fábricas  de  la  gran  in- 
dustria: el  espacio  demasiado  reducido,  la  aireación  la  mayo- 
ría de  las  veces  viciosa,  las  vigilias  excesivas  en  un  media 
malsano,  entrañan  para  la  salud  consecuencias  desastrosas.  >: 

¿Qué  responder  al  sindicato  de  los  dependientes  del  comer- 
cio y  de  la  industria  cuando  declara  que,  como  los  obreros,  los 
dependientes  c  necesitan  de  descansar  después  de  la  jornada  de 
de  trabajo  y  de  gustar  los  goces  de  la  familia;  que  es  inadmi  • 
sible  que  lin  gran  número  de  ellos  continúen  trabajando  doce,,, 
trece  y  quince  horas  por  día  y  el  domingo;  que  es  lógico  pio< 
teger  por  la  ley  á  los- hombres,  las  mujeres  y  los  niños  que 
respiran  de  la  mañana  á  la  noche  la  atmósfera  á  menudo  vi  - 
ciada  del  esciitorío  ó  del  almacén,  así  como  los  .que  trabajan 
en  el  taller;  que  el  trabajo  del  dependiente  que  puede  parecer 
menos  fatigoso  que  el  del  obrero,  es,  sin  embargo,  más  de{»ri- 
mente,  porque  lo  debilita  en  lugar  de  activar  el  desenvolvi- 
miento de  su  fuerza  muscular;  que,  además,  el  dependiente 
experimenta  generalmente  una  fatiga  cerebral  que  no  puede 
encontrar  compensación  mas  que  en  el  ejercicio  físico  y  la  dis- 
tracción?» (1) 


(1)    Consejo  Superior  del  Trabajo:  Bap,  et  doeuments  sur  la  regU 
du  travaü  daña  ha  bureaux  et  ma  ffasinSy  1901,  p.  9. 

El  informe  de  M.  Dalle  y  los  docnmentOB  que  yan  anexos  á  él,. 
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La  intervenciÓD  de  la  ley  en^avor  de  loe  auitiliares  y  de- 
pendientes del  comercio  parecerá,  por  otra  parte,  que  no  debe, 
tropezar  con  las  mismas  resistencias  que  la  regíame Dtación  del 
trabajo  industrial. 

Sin  duda,  lo  veremos,  ciertas  experiencias  reiteradas  y  de- 
cisivas, cada  dia  más  numerosas,  han  demostrado  que  no  hay 
ninguna  incompatibilidad  entre  el  desenvolvimiento  de  la 
industria  y  el  mejoramiento  de  la  condición  del  obrero.  Este 
mejoramiento  es,  por  el  contrario,  en  muchos  casos,  una  de  las 
-exigencias  del  progreso  industrial.  A  pesar  de  todo,  las  nece- 
sidades  de  la  concurrencia  internacional  continúan  oponién- 
dose siempre  á  toda  medida  destinada  ér  proteger  á  los  traba- 
jadores de  la  industria,  y  el  temor  de  dificultar  la  acción  de 
los  industriales,  en  la  lucha  que  sostienen  contra  los  concu- 
Trentes  extranjeros,  es  la  explicación  de  muchas  sensibles  in- 
suficiencias de  nuestra  legislación  obrera. 

Es  evidente  que  las  necesidades  de  la  concurrencia  interna- 
cional no  podrán,  la  mayoría  de  las  veces,  ser  invocadas  contra 
la  intervención  de  la  ley  en  pro  de  los  dependientes  de  comer- 
cio. Y  siendo  esto  así,  ¿qué  objeción  se  opondrá  á  esta  Ínter 
vención  destinada  á  garantir  el  derecho  á  la  vida  de  millares 
de  trabajadores? 

Nada  más,  de  ordinario,  que  las  fantasías,  las  exigencias» 
los  hábitos  de  la  clientela. 

Y,  sin  embargo,  de  sus  tres  grandes  reivindicaciones — apli- 
cación á  los  escritorios  y  almacenes  de  la  legislación  de  higiene 
y  seguridad,  descanso  dominical^  limitación  de  la  jornada  de 
labor — ,  los  dependientes  del  comercio  francés  todavía  no  han 
visto  triunfar  más  que  la  primera. 

La  ley  del  11  de  Julio  de  1903,  somete  á  las  disposiciones 

contienen  un  gran  número  de  noticias  sobre  la  sitaación  de  los 
empleados  al  eervicio  del  comercio. 

V.  también  Federación  de  los  dependienCes  de  comercio:  FubU- 
caiiofu  de  I'  Union  sindycale  dea  commis  et  eomptahles  de  la  Oironde.  Dé 
4*ea>tenBÍon  aux  employeade  commerce  du  benefice  des  his  ouvrierea  por 
E.  Tienit,  1901. 
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de  la  ley  de  12  de  Junio  de  1893  Bobr.e  la  higiene  y  la  eegaridad 
de  los  talleres,  no  sólo  las  manufacturas,  fábricas,  astilleros  y 
talleres,  sino  también  los  lahoraiotios^  cocinas^  bodegas,  iílmaee- 
nea^  tiendas^  escritorios  y  sus  dependencias.  Se  debe  añadir  que 
la  ley  de  29  de  Diciembre  de  1900  protege,  de  una  manera  par* 
tioalar,  la  salud  de  las  mujeres  ocupadas  en  el  trabajo  mercan  • 
til,  prescribiendo  que  ios  almacenes  y  tiendas  ú  otros  locales 
dependientes  de.  ellos,  en  los  cuales  se  tienen  y  ofrecen  al  pú- 
blico por  un  personal  femenino,  mercancías  y  objetos  diversos», 
deberán  tener  en  cada  sala  un  número  de  asie^ntos  igual  al  de 
mujeres  que  en  ella  estén  empleadas. 

Hace  mucho  tiempo  que  han  sido  reconocidos  los  inconve- 
nientes, especialmente  para  las  mujeres,  de  estar  de  pie. 

En  1887  M.  Waddigton  escribía  en  el  informe  citado:  cBn 
los  grandes  almacenes  de  novedades,  la  necesidad  de  tenerse 
de  pie  durante  todo  el  día,  provoca  en  las  jóvenes  y  en  las  mu- 
jeres desórdenes  graves  en  el  organismo.» 

En  1888  cierto  número  de  mujeres  pertenecientes  á  la  obra 
de  los  círculos  obreros  y  al  sindicato  de  la  Aguja,  se  reunieron 
por  iniciativa  de  l^s  Señoras  Henri  Lorin  y  de  La  Tour  du  Pin, 
y  redactaron  una  petición  á  los  directores  de  establecimientos 
mercantiles  para  rogarles  que  hicieran  cesar  la  costumbre  ge- 
neralmente establecida,  según  la  cual  se  prohibía  á  las  mtije- 
res  empl^eadas  en  los  almacenes  sentarse  detrás  del  mostrador, 
aunque  no  estén  ocupadas. 

Y  decían:  cLa  obligación  para  las  mujeres  de  permanecer 
de  pie  todo  el  día,  entraña  una  fatiga  que  agota  poco  á  poco  to- 
das las  fuerzas  de  las  más  robustas,  y  causa  un  daño  á  la  salad», 
cuyas  consecuencias,  según  los  médicos  más  autorizados,  son 
siempre  de  las  más  serias,  y  á  veces  pueden  ser  mortales.  Esta, 
situación  nos  ha  impresionado  vivamente,  y  nos  apena  pen- 
sar cuántas  mujeres  y  jóvenes,  se  encuentran  diariamente  so* 
metidas  á  un  reglamento  tan  duro»  (1). 

(1)    Héctor  Bezan9on:  La  protectum  UgaU  des  employés  de  commer- 
ee^  p.  47. 
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La  ley  de  29  de  Diciembre  de  1900  fué  votada  para  hacer 
desaparecer  tan  inhamanas  costumbres.  ¿Logrará  su  objeto* 
completamente? 

Según  el  último  informe  presentado  por  el  Ministro  de  Co- 
mercio al  Presidente  de  la  República,  sobre  la  aplicación  de  las 
leyes  relativas  á  la  higiene  y  seguridad  de  los  trabajadores,  la 
ley  de  29  de  Diciembre  dé  1900  «parece  presentar  aun  graves 
dificultades  de  aplicación.  Nada  prueba,  en  efecto,  que  las  de* 
pendientes  tengan  el  libre  uso  de  los  asientos  dispuestos  para 
ellas  habiendo  muchas  maneras  de  impedírselo  sin  faltar  di- 
rectamente á  la  ley»  (1). 

Hé  aquí,  por  ejemplo,  cómo  una  inspectora  del  trabajo  pa- 
risién resume  las  comprobaciones  que  ha  podido  hacer:  t La 
ley  de  29  de  Diciembre  de  1900  ha  venido  á  apoyar  con  su 
autoridad  una  reforma  ya  introducida  en  nuestras  costumbres. 
Acogida  con  simpatía  por  el  periísonal  protegido,  ha  tropezado 
con  la  oposición  abierta  de  lo&  pairónos.  Los  más  inteligentes 
han  comprendido  que  sus  negocios  no  serian  perjudicados  con 
una  medida  que  ahorra  la  fuerza  de  su  persona);  solo  algunos 
rutinarios  han  alegado  «lo  inconveniente»  de  presentar  á  los 
clientes  vendedoras  sentadas.  Estos,  aunque  colocaron  en  sus 
comercios  asientos  y  concedieron  oficialmente  la  libertad  de 
usarlos,  ven  con  repugnancia  que  se  haga  de- ellos  un  uso  de- 
masiado frecuente.  Las  interesadas  que  se  sientan  son  mal 
miradap,  y  su  estancia  y  ascensos  en  la  casa  están  comprome- 
tidos. La  inspección  está  desarmada  para  el  caso,  porque  la 
ley  se  cumple  en  su  letra;  lo  único  que  se  puede  hacer  es  un 
llamamiento  á  los  sentimientos  de  humanidad  del  patrono,  y 
esperar  que  la  presión  de  la  opinión  se  hará  sentir  con  bas- 
tante fuetza  para  modificar  pronto  semejante  lamentable  es- 
tado de  espíritu»  (2). 


(1)  Bap.  sur  Vapplicationt  pendant  l'atmée  1901^  des  lois  regUmen- 
lani  le  iravaü^  p.  ISd. 

(2)  L.eU, 
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El  descanso  dominical,  la  limitación  de  la  jornada  de  la- 
bor, son  tan  necesarias,  como  la  reglamentación  de  la  l^igiene  y 
de  la  seguridad  del  taller.  Los  dependientes  de  comercio  lo  sa 
hen  bien.  cSe  reclama  á  gritos,  escribe  una  inspectora  del  tra- 
bajo en  los  almacenes  y  tiendas,  la  limitación  de  las  horas  de 
estancia  en  ellos,  y  el  cierre  del  domingo.»  ¿Estamos  en  vis 
peras  de  que  tales  reclamaciones  se  atiendan?  No  noa  atreve- 
mos á  afirmarlo. 

Por  otra  parte,  hay  que  preguntarse,  si  para  asegurar  verda- 
deramente á  los  dependientes  de  comercio  el  descaneo  domi 
nical  y  la  limitación  de  la  jornada  de  trabajo,  no  hay  otra 
cosa  que  hacer,  que  aplicar  pura  y  simplemente  á  los  estableci- 
mientos comerciales,  la  legislación  hasta  ahora  reservada  á  los 
talleres  industriales. 

Cuando  se  trata  de  reglamentar  el  trabajo  en  loa  almace- 
nes y  tiendas,  pueden  adoptarse  dos  sistemad.  Puede  no  ha- 
cerse más  que  regular  la  duracfón  del  trabajo  de  los  dependien- 
tes,  sin  limitar  el  tiempo,  durante  el  cual  los  establecimien- 
vos  están  abiertos  al  público.  Estos  entonces  pueden  permane- 
cer abiertos  todo  el  día,  ó  aunque  se  i  toda  la  noche,  á  condición 
de  que  los  propietarios  de  los  mismos,  organicen  turnos  de 
dependientes,  ó  bien  que  por  sí,  con  su  familia,  basten  para  el 
servicio  de  la  clientela.  Por  el  contrario,  se  puede,  al  propio 
tiempo  que  se  limita  el  trabajo  de  los  dependientes,  y  que  se 
prohibe  el  trabajo  del  domingo,  dictar  reglas  fijas  en  lo  que  se 
refiere  á  la  apertura  y  cierre  de  los  establecimientos. 

Puede  parecer  más  liberal  y  suficiente,  regular  sólo  las  con- 
diciones del  trabajo  del  personal.  Pero  esta  reglamentación  me 
parece  que  debe  tropezar  con  oposiciones  y  dificultades,  que 
no  se  producirían  si  todos  los  establecimientos  estuvieran  obli 
gatoriamente  cerrados  ciertos  días  ó  á  ciertas  horas. 

Habrá  dueños  de  casas  que  no  podrán  ni  organizar  los  va- 
rios turnos,  ni  atender,  sin  la  ayuda  de  los  dependientes,  al 
servicio  de  la  clientela,  ^e  verán  obligados  á  cerrar  sus  esta- 
blecimientos, mientras  que  al  lado  de  ellos  estarán  abiertos 
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otros  de  pus  concurrentes.  Es  imposible  que  esto  no  produeca 
una  causa  de  irritación  profunda,  propia  para  comprometer  el 
éxito  de  una  legislación  nueva. 

Por  otra  parte,  es  claro  que  no  reglamentando  más  que  el 
trabajo  de  los  dependientes,  resulta  singularmente  difícil  la 
intervención  vigilante  del  inspector,  esa  intervención  que 
tanto  importa  hac6r  rápida  y  fácil.  Sería  preciso  que  en  cada 
establecimiento,  el  inspector  se  informase  de  si  las  personas 
que  están  en  él  empleadas  forman  ó  no  parte  de  la  familia  del 
comerciante;  si  los  turnos  están  organizados,  Á  cuál  de  ellos 
pertenece  cada  empleado.  ¿Se  necesitará  insistir  sobre  las  com- 
plicaciones del  sistema  de  relevos  y  los  fraudes  que  permite? 
Durante  varios  años  ha  paralizado  la  aplicación  de  la  legisla* 
ción  protectorado  Ioh  trabajadores  en  la  industria.  Por  el  con- 
trario, desde  el  momento  en  que  los  establecimientos  deban 
«star,  á  ciertas  horas  y  en  ciertos  dias  cerrados  al  público,  la 
inspección  resultará  relativamente  fácil.  A^&lta  de  los  inspec- 
tores, los  concurrentes  interesados  podrán  con  semejante  régi- 
men, comprobar  por  sí  mismos  si  la  ley  se  respeta  ó  no. 

Y  no  es  esto  todo  ¿Es  posible  no  tomar  en  cuenta  para 
nada  la  situación  que  se  creará  al  comerciante,  á  los  miem- 
bros de  su  familia,  si  sólo  se  reglamenta  el  trabajo  de  los  de* 
pendientes?  ¿No  se  verían  á  veces,  para  defenderse  contra  la 
<;oncurrencia,  obligados  á  prolongar  con  exceso  la  duración  de 
su  trabajo?  No  seria  diñcil  ver  al  patrono  reemplazar  con  el 
niño  que  llega  de  la  escuela,  al  dependiente  que  la  ley  le  obli- 
ga á  dejar  marcharse. 

La  legislación  alemana  ha  consagrado  el  cierre  obligatorio 
de  los  establecimientos  de  comercio. 

Según  la  ley  de  1891  ya,  los  dependientes  de  comercio  no 
pueden  ser,  en  principio,  ocupados,  ni  el  primer  día  de  Navi- 
dadr^de  Pascua  y  de  Pentecostés,  ni  más  de  cinco  horas  los 
demás  días  de  fiesta  y  los  domingos.  Y  durante  el  tiempo  en 
que  el  trabajo  se  prohibe  á  los  dependientes,  se  debe  inte- 
rrumpir la  venta  al  público,  aun  en  los  establecimientos  que 
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no  empleen  ningún  auxiliar  (i).  Más  recientemente,  la  ley  de 
30  de  Janio  de  IbOO  ha  venido  á  imponer  á  los  patronos  la 
obligación  de  conceder  cierto  descanso  á  los  dependientes; 
pero  prescribe  al  propio  tiempo  que  los  almacenes  públicos 
estarán  cerrados  al  tráfico  de  naeve  de  la  noche  á  cinco  de  la 
mañana*  Y  añade  que,  cuando  dos  tercios  de  los  jefes  de  casas 
interesadas  lo  pidan,  la  autoridad  administrativa  superior 
puede,  después  de  haber  oído  las  observaciones  de  las  autori- 
dades municipales,  ordenar,  respecto  de  un  Municipio  ó  de 
varios,  el  cierre  de  los  almacenes  de  tráfico,  sea  en  ciertas 
épocas,  sea,  durante  todo  el  año,  de  ocho  ó  nueve  de  la  noche 
á  cinco  ó  siete  de  la  mañana.  Este  cierre  puede  ser  impuesto» 
ya  sólo  á  ciertas  categorías  de  almacenes,  bien  á  todos  á  la 
vess  (2). 

Los  dependientes  de  comercio  ingleses  también  reclaman 
el  cierre  de  los  establecimientos  á  ciertas  horas.  En  1901,  el 
Comité  directivo  de  la  Federación  nacional  de  dependientes 
(N€Uianal  amálgamaUd  Union  of  Skop  assisianóa,  Warékausemen 
and  Clerk)f  declaraba  que  una  ley  que  no  impusiera  el  cierre 
obligatorio  de  los  establecimientos  mercantiles  á  ciertas  horas  ^ 
no  pondría  término  á  los  males  que  se  lamentan.  21  Congreso 
de  las  Trades  Unions  de  1902,  acordó,  sin  oposición ,  un  voto 
en  Eavor  del  bilí  propuesto  para  señalar  una  hora  uniforme  de 
cierre  de  los  establecimientos^  declarando  que  era  ésta  una 

»^— — ^— ^^"^"^i^— ^i^l^i^— — ^1— — M^— — — i^  III  llalli. 

(1)  V.  los  arts.  105  h  (par.  2),  y  41  a  de  la  Oewerbeordnung;  las 
horas  de  trabajo  dominical  se  determinaa  por  la  autoridad  de  poli'^ 
cía.  Las  autoridades  locales  ó  de  distrito,  pueden,  por  otra  parte» 
restringir  la  duración  del  trabajo  á  menos  de  cinco  horas,  y  hasta 
prohibirla  por  completo. 

Desde  hace  algunos  meses  se  advierte  en  Alemania  un  movi- 
miento de  opinión  en  favor  de  la  prohibición  absoluta  del  trabajo 
dominical.  (V.  Die  voUe  Sonntagsruhe  im  HandeUgewerbe,  Soeiale 
Ttaxis,  21  de  Mayo  de  1903.) 

(2)  V.  ios  arts.  189  e,  139  e,  139  /  de  la  Qetüerheordnuñg.  Hay 
también  legislaciones  sobre  el  cierre  obligatorio  de  ios  estableci- 
mientos mercantiles  á  ciertas  horas  ó  en  ciertos  días,  en  Australia, 
en  Nueva  Zelanda,  en  el  Canadá. 

V.  el  informe  presentado  en  1901  por  M.  Dalle  al  Consejo  supe» 
rior  del  Trabajo. 


LA  PBOTEOCIÓN  LEGAL  DB  L08  TttA6AJAüORE6  507 

medida  razonable  y  práctica,  cuya  adopción  ge  impone  para 
la  protección  de  los  trabajadores  de  los  comercios  (1).  He  ahí 
un  acuerdo  que  cito  con  gusto.  Revela  qué  valor  debe  darse  al 
argumento  de  aquellos  que  oponen  aqui  los  intereses  de  los 
obreros  industriales  á  los  de  los  del  comercio.  Importa,  por 
otra  parte,  hacer  notar  que,  llamado  ante  la  Comisión  de  la 
Cámara  de  los  Lores,  en  1901,  á  examinar  la  cuestión,  el  de- 
legado de  1.4C0  sociedades  de  consumo,  que  comprendían 
1.70Ü.0UQ  miembros,  se  manifestó,  como  el  Congreso  de  las 
Tiade  Unions,  afirmando  que  se  pueden  cerrar  fácilmente  los 
establecimientos  mercantiles  más  temprano,  sin  molestar  á 
los  obreros;  las  cooperativas  se  cierran  más  temprano  que  los 
otros  comercios,  y  su  clientela  está  compuesta  exclusivamente 
de  obreros.  8i  los  otros  no  hacen  otro  tanto,  es  únicamente 
por  miedo  á  la  concurrencia. 

Me  inclino  á  pensar  que  los  dependientes  del  comercio 
francés,  obtendrían  con  más  facilidad  una  legislación  análoga 
á  la  alemana,  que  la  extensión  pura  y  simple  de  la  reglamen- 
tación del  trabajo  industrial  ó  mercantil.  El  día  en  que  recla- 
masen el  cierre  obligatorio  de  los  establecimientos  el  domingo 
y  A  la  noche,  muchos  patronos  harían  causa  común  con  ellos. 

En  1901,  la  Comisión  de  la  Cámara  de  los  Lores  declaró^ 
que  la  encuesta  que  había  hecho,  le  había  convencido  de  que 
el  cierre,  á  ciertas  horas,  d^  los  establecimientos  mercantiles» 
sería  un  gran  beneficio  para  los  comerciantes  y  para  sus  de- 
pendientes auxiliares  (2).  Encargado  de  estudiar  los  resultados 
de  las  prescripciones  de  la  ley  alemana  sobre  el  descanso  do- 
minical, M.  Dubois  consignaba  en  1895  «que  los  comerciantes 
miamos,  en  la  generalidad  de  los  casos^  son  partidarios  de  la 
reforma.  Muchos  se  felicitan  de  ella  y  reconocen  que  están 
muy  contentos,  porque  pueden  darse  algún  descanso,  sin  el 


(1)  Trade  Unims  Oongre88^  1908;  Thirtyfive  ann%ial  Beport,  p,  67. 

(2)  Die  Frage  des  Ladenschluaes  in  England,  SeciaU  l'raxi»,  1901,. 
p.  1101. 
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temor  de  ver  la  clientela  marcharse  hacia  el  coocurrente  pro 
jLimo.  Hace  treinta  años,  me  decía  un  comerciante  en  cíga> 
rros,  me  iba  á  mi  despacho  el  domingo  como  los  demás  diaB. 
Ahora  me  paseo  la  tarde  del  domingo  en  familia,  y  lo  paso 
muy  bien.  Porque  es. preciso,  de  coando  en  cuando,  aflojar  el 
arco»  (1). 

En  realidad,  una  legislación  que  prescriba  el  cierre  de  los 
establecimientos  mercantiles  á  ciertas  horas  ó  en  ciertos  días, 
no  sólo  asegura  la  libertad  de  los  auxiliares  empleados,  sino 
la  libertad  de  un  gran  número  de  patronos.  Sabido  es,  en 
efecto,  como  ocurre,  que  aunque  la  mayoría,  quizá  la  inmensa 
mayoría  de  los  comerciantes  de  una  ciudad,  esté  dispuesta  á 
entenderse  para  cerrar  los  establecimientos  á  un  mismo  tiem- 
po dado,  basta  la  obstinación  de  algunos  individuos,  para  im- 
pedir que  esa  inteligencia  se  realice  y  produzca  efectos  prácti- 
cos. En  Inglaterra,  en  Alemania,  las  Comisiones  de  encuesta 
han  visto  á  esos  comerciantes  acudir  á  declarar  ante  ellas,  con- 
tando el  fracaso  de  sus  tentativas  y  pidiendo  la  intervención 
de  la  ley  como  el  único  medio  de  destruir  egoístas  resistencias. 

Seguros  estamos  de  que  se  manifestarían  análogos  senti- 
mientos en  más  de  un  comerciante  francés.  En  el  curso  de  la 
encuesta  hecha  en  1901  por  la  Comisión  permanente  del  Con- 
sejo superior  del  Trabajo,  se  verificó  una  entrevista  entre  los 
representantes  del  Sindicato  patronal  de  la  Especería  francesa 
y  el  Director  del  trabajo  en  el  Ministerio  del  comercio,  M.  Fon  • 
taine,  y  he  aquí  lo  que  puede  leerse  en  el  acta  de  la  sesión  ce 
lebrada  en  la  Cámara  sindical  el  día  16  de  Abril  de  1901:  cSe 
pasó  luego  á  la  cuestión  de  la  posibilidad  de  un  día  de  des- 
canso semanal.  Nuestra  respuesta  es  ésta:  El  día  en  que  todas 
las  casas  de  sustancias  alimenticias,  sin  excepción,  á  conse- 
cuencia de  una  ley,  cerrasen,  nosotros  haríamos  como  los  oom  • 
pañeros,  y  no  nos  sentiríamos  molestados  por  ese  día  de  des* 


(i)     Office  dn  travaÜ^  de  Bálglca.  Travail  du  dimanche,  vol.  V,  pá- 
gina 33 
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canso.  >^  Y  más  abajo:  cLa  cuestión  es  ésta:  M.  Fontaine  nos 
ha  preguntado:  ¿Estarán  ustedes  dispuestos  á  cerrar  con  una 
ley  de  aplicación  general?»  Creo  que  en  este  punto  podemos 
responder  si  por  unanimidad. 

Una  ley  que  facultase  á  las  autoridades  departamentales  ó 
municipales,  para  imponer  á  todos  la  voluntad  de  la  mayoría, 
constituiría  desde  luego  un  importante  progreso  (1).  Semejante 
ley  bastaría  para  hacer  desaparecer  muchos  de  los  abusos,  que 
eterniza  el  régimen  de  la  concurrencia  ilimitada.  Tendría 
otra  ventaja.  Las  fecundas  y  progresivas  experiencias  que  per- 
mitiría intentar,  tendrían  por  resultado  transformar  poco  á 
poco  los  sentimientos  y  los  hábitos  de  los  consumidores.  La 
promulgación  de  una  ley  verdaderamente  protectora  de  los 
derechos  y  de  los  intereses  de  loe  auxiliares  del  comercio,  seriia 
así  facilitada. 

La  legislación  protectora  de  los  trabajadores  franceses  deja 
casi  por  completo  á  un  lado  loe  trabajadores  no  industriales. 
Ni  siquiera  se  aplica  á  todos  los  establecimientos  industria- 
les* Hoy  no  se  aplica,  en  su  conjunto,  ni  á  las  pequeñas  in- 
dustrias de  la  alimentación  (2),  ni  á  la  industria  de  los  trans- 
portes. 


(1)  En  BU  sesión  del  10  de  Janio  de  1901,  el  Consejo  superior  del 
Trabajo  adoptó  la  resolución  siguiente:  «Guando  las  dos  terceras 
partes  de  los  jefes  de  casas  interesadas  pidieran  qne  todos  los  esta- 
blecimientos de  cierta  categoría  no  puedan  ser  abiertos  antee,  ó  cer 
rradoB  después  de  una  hora  dada,  las  autoridades  departamentales 
ó  municipales  podrán  iinponer  á  todos  ios  establecimientos  de  que 
se  trate,  las  horas  de  apertura  y  de  cierre  uniformes  pedidas. 

(2)  V.  los  informes  del  Consejo  de  Estado  de  29  de  Junio 
de  1893  y  de  22  de  Mayo  de  1894^  que  han  sustraído  á  la  aplicación 
de  la  ley  de  1892  las  pequeñas  industrias  de  la  alimentación.  (Bulle- 
tin*de  Vinsp.  du  trav.^  pág.  276.)  Esas  pequeñas  industrias  de  la  ali^ 
mentación  se  consideraron,  por  el  contrario,  sometidas  á  las  reglas 
de  la  ley  de  19  de  Mayo  de  1874.  (V.  la  circular  del  Ministerio  de 
Comercio  de  16  de  Eaero  de  1877.)  Sería  muy  de  desear  que  el  Con- 
sejo de  Estado  pudiera  volver  sobre  esta  jurisprudencia.  La  encues- 
ta de  la  Comisión  permanente  del  Coosejo  superior  del  Trabajo,  ha 
demostrado  una  vez  más,  la  necesidad  de  la  intervención  de  la  ley 
eñ  esas  pequeñas  industrias  de  la  alimentación.  Esta  necesidad  ha- 
bía además  sido  expresamente  tenida  en  cuenta  en  los  trabajos  pre- 


510  JUfiYIBXA  DJB  LJBQIBLAOIOBI 

TALLBBB6  DOMÉSTICOS 

Los  talleres  domésticos,  es  decir,  los  talleres  donde  no  es- 
tán ocupados  más  que  los  miembros  de  la  familia,  bajo  la  au- 
toridad del  padre,  ó  de  la  madre,  ó  del  tutor,  caen  por  com- 
pleto fuera  de  la  acción  de  la  legiBlación.  El  inspector  no  tie- 
ne el  derecho  de  penetrar  en  esos  talleres,  sino  cuando  el  tra  - 
bajo  se  hace  con  el  auxilio  de  caldera  de  vapor  ó  de  motor 
mecánico,  ó  si  la  industria  ejercida  CHtá  clasificada  en  el  nú 
mero  de  los  establecimientos  peligrosos  ó  insalubres,  y,  aun  en 
ese  caso,  sólo  para  dictar  medidas  de  seguridad  y  de  salubri- 
dad. He  ahí  una  excepción  tanto  más  grave  cuanto  que  pare- 
ce que,  al  menos  en  ciertas  regiones,  el  número  de  esos  talle* 
res  tiende  á  aumentar. 

Ya  en  IdOO  los  inspectores  hacían  constar  cde  una  manera 
casi  unánime  la  progresión  constante  de  e.^os  talleres.  En 
la  11.^  circunscripción,  sobre  todo,  su  número  considerable 
entraña  un  obstáculo  á  la  aplicación  de  la  ley  á  los  otros  in 
dustriales,  que  no  comprenden  que  algunos  de  sus  colegas  se 
aprovechan  de  un  régimen  más  favorable  desde  el  punto  de 
vista  de  la  producción»  (1).  El  mismo  año,  el  Inspector  de  la 
segunda  circunscripción  (Tours)  decía:  cLos  talleres  domésti- 
cos tienden  á  aumentar  cada  vez  más  en  regiones  como  la  del 
Indra,  donde  se  fabrican  grandes  cantidades  de  confecciones 
y  de  lencería.  Para  reducir  sus  gastos  de  explotación  y  eludir 
todas  las  leyes  sobre  el  trabajo,  los  confeccionadores  confían  y 
arriendan  á  los  miembros  de  una  misma  familia,  máquinas  de 
coser,  y  el  trabajo  se  hace  por  piezas,  en  el  domicilio  mismo 
del  obrero»  (2). 


paratorios  de  la  ley  de  1892.  (V.  el  informe  presentado  en  la  Cáma- 
ra de  loB  Diputados  por  M.  Waddington  en  10  de  Jnnio  de  1890  ) 

y.  sobre  la  esfera  de  aplicación  de  las  leyes  de  1892  y  de  Í900 
Pie,  Traite  de  legislatian  indu»trieUe. 

(1)  Rapports  sur  l'aplication,  en  1900^  dea  lois  reglementant  le  tra- 
vaiit  páff.  38. 

(2)  L.  cit.,  pág.  32. 
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En  el  informe  de  la  Comisión  superior,  de  1901,  se  lee 
Ibmbién:  «Los  inspectores  divisionarios  están  de  acuerdo  para 
consignar  el  aumento  considerable  que  se  ha  producido  en  1901 
en  el  número  de  talleres  domésticos»  (1). 

Por  último,  en  1902,  el  ponente  de  la  Comisión  superior 
decía,  después  de  haber  reproducido  la  opinión  de  varios  ins 
pectores  del  trabajo,  que  «las  citas  que  preceden  no  permiten 
poner  en  duda  que,  bajo  el  impulso  del  interés  privado,  una 
organización  industrial  nueva  se  desenvuelve  con  el  objeto  de 
sustraer  á  las  obligaciones  de  la  ley,  y  en  especial  á  la  limita  • 
<;ión  de  la  duración  legal,  el  trabajo  de  los  niños  y  de  las  mu- 
jeres». 

£1  ponente  de  la  Comisión  superior  no  cree,  sin  embargo, 
que  la  cuestión  general  de  la  vigilancia  del  trabajo  á  domici 
lio,  resulte  puesta  al  presente,  en  virtud  de  las  comprobado 
nes  de  los  inspectores  del  trabajo.  Advierte  que  «los  talleres 
domésticos,  cuya  concurrencia  frente  á  la  industria  reglamen- 
tada parece  la  más  temible,  son  los  que,  como  en  la  gorrería 
del  Aube  y  la  pasamanería  de  SaintEtienne,  están  organi- 
zados  industrialmente,  es  decir,  con  motor  mecánico».  Para 
él,  la  única  cuestión  que  hoy  se  plantea  es  la  de  saber  si  «los 
talleres  domésticos,  que,  en  virtud  del  motor  mecánico  que 
emplean,  están  ya  sometidos  á  la  vigilancia  de  los  iueipectores 
del  trabajo  desde  el  doble  punto  de  vista  de  la  higiene  y  de  la 
seguridad,  deberían  ser  también  sometidos  á  ciertas  obligacio- 
nes de  la  ley  de  2  de  Noviembre  de  1902»  (2). 


(1)  Bapporta  sur  Vaplication  des  lois^  en  1901 ,  reglementant  le  tra- 
vaÜ^  pásioa  25. 

(2)  Éapporta  sur  Vaplication  en  1902  des  lois  reglementant  le  travail^ 
pág.  24.  La  Comisión  departamental  del  trabajo  del  Aube  ha  forma 
lado  la  demanda  de  que  la  excepción  de  que  goza  el  taller  doméstico 
se  suprima;  qae  las  leyes  existentes  (leyes  de  1848, 1892, 1898  y  1900) 
sean  aplicables  en  todas  sus  partes  á  todos  los  talleres  stn  distin- 
ción qne  faocionen  con  motor  mecánico;  es  decir,  que  se  derogue  la 
disposición  final  del  art.  1.^  de  la  ley  de  1892  1893,  que  especifica 
que  los  talleres  domésticos  no  estarán  sometidos  más  que  á  cierta» 
medidas  relativas  á  la  higiene  y  á  la  segaridad. 


612  REVIfiTA  OS  LBGISLAaÓK 

Quizá,  en  electo^  la  extensión  de  la  reglamentación  legal 
del  trabajo  sólo  k  los  talleres  domésticos,  empleando  un  mó 
tor  mecánico,  bastase  para  hacer  desaparecer  las  mayores  difi- 
cultades que  suscita  la  concurrencia  hecha  hoy  por  esos  talle 
res  domésticos  á  las  fábricas  y  manufacturas.  Desgraciada 
mente,  es  harto  verdad  que  no  bastarla  para  resolver  el  difícil 
problema  de  la  reglamentación  del  trabajo  á  domicilio. 

Sabido  es  cuan  lamentables  son  á  veces  las  condiciones  del 
trabajo  á  domicilio.  Br  espectáculo  de  esas  condiciones  no 
debe,  sin  embargo,  hacernos  olvidar  la» grandes  é  incontesta- 
bles ventajas  que  el  trabajo  á  domicilio  presenta,  tanto  desde 
el  punto  de  vista'  de  la  independencia  del  obrero,  como  desde 
el  de  la  familia.  No  somos  de  los  que  estiman  deseable  la  su- 
presión de  ese  modo  de  trabajar.  No  creemos  que  sea  imposi- 
ble hacer  desaparecer  los  abusos,  conservando  las  ventajas. 
Pero  sólo  mediante  el  establecimiento  de  salarios  mínimos  se 
podrá  obtener  resultados  suficientes. 

Bs,  en  suma,  evidente,  demasiado  evidente,  afirmo  desde 
luego,  que  la  legislación  francesa  está  muy  lejos  de  proteger  á 
todos  los  trabajadores  que  tienen  derecho  á  la  prolección. 
Pero  ¿asegura,  por  lo  menos,  una  protección  suficiente  y  eficaz 
á  los  privilegiados,  para  quienes  se  han  hecho  sus  disposi- 
ciones? 

No  nos  parece  que  sea  permitido  contestar  afirmativa- 
mente. 

He  aquí  indicadas,  más  bien  que  expuestas,  algunas  criti- 
cas, que  no  hay  más  remedio  que  formular. 

Raúl  Jay. 

C  Continuará.) 
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CRÓNICA  DEL  MOVIMIENTO  SOCIOLÓGICO 

SüiLASTO:  Las  relaciones  entre  la  sociología  y  el  derecho. — Oportunidad  del 
problema.*- Materiales  para  sa  estadio. — Tendencias  del  derecho.— Una 
eonfereneia  de  M.  Saleilles. — Idea  capital. — El  derecho  y  la  vida  oolec*- 
-  tiTa.— La  sooiologia  y  la  formación  del  derecho. — La  esonela  histórica. 
— Los  métodos. — La  sooiologia  y  la  interpretación  del  derecho. = Libros 
de  Lanessan,  Bouglé  y  Basch.=?G.  Tarde. 

Las  relaciones  entre  la  sociología  y  el  derecho:  tal  es  el 
asunto  de  una  Conferencia  explicada  por  M.  Saleilles  en  la 
Bscuela  de  Altos  Estudios  sociales  de  París.  £1  tema  es  inte- 
réi^ante,  y  de  los  que  piden  estudio  detenido.  Hay,  sin  duda^ 
ya  muchísimos  materiales  sobre  qué  trabajar;  más  aún^  que 
esto,  en  ciertas  manifestaciones  y  tendencias  de  las  ciencias 
jurídicas,  se  revelan  ya  lae  conexiones  íntimas  que  de  hecho 
existen  entre  la  sociología  y  el  derecho,  no  sólo  desde  el  punto 
de  TÍsta  del  influjo  de  las  nuevas  orientaciones  sociales,  que 
por  tal  manera  han  roto  ó  rompen  los  moldes  estrechos  del  de* 
recho  clásico,  especialmente  del  legislativo,  sino  también  en 
el  respecto  genuinamente  doctrinal,  como  influjo  de  las  conr 
cepcÍQues  sociológicas  en  las  jurídicas. 

Bastaríanos  recordar  para  demostrar  lo  que  decimos,  entre 
otras  indicaciones,  primero,  la  transformación  experimentada 
por  las  ciencias  del  Estado,  verdaderas  ciencias  sociales  ó  de 
base  sociológica;  segundo,  el  cambio  interesantísimo  y  ma' 
nifiesto  en  la  jerarquía  de  los  problemas  políticos,  en  virtud 
del  oual  hoy  ocupan. el  lugar  que  los  problemas  formales  y  de 
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mera  organización  política  ocupaban  antes,  los  problemas  de 
finalidad,  de  fondo,  de  contenido  de  la  actividad  del  Estado; 
tercero,  el  carácter  social  del  derecho  administrativo*  y  en  ge- 
neral de  la  administración  del  Estado,  que  comprende  direc^ 
clones  y  servicios  que  no  seria  fácil  explicar,  en  una  concep- 
ción del  Estado,  como  mero  órgano  de  represión  jurídica; 
cuarto,  la  orientación  que  sigue,  cada  vez  con  más  decisión  y 
fuerza,  el  derecho  civil,  merced  á  la  constitución,  dentro  de  él» 
de  ün  verdadero  derecho  económico,  industrial,  obrero,  en  el 
fondo  un  derecho  social,  así  como  la  renovación  interna  de  sos 
cuestiones,  bajo  el  influjo  de  los  métodos  históricos  y  de  la 
aplicación  del  método  comparativo  en  una  amplísima  esfera 
etnográfica;  y,  por  último,  y  para  no  prolongar  demasiado  estas 
indicaciones  meramente  demostrativas,  él  caiáctet  realista,  po* 
süivo,  que  la  ciencia  del  derecho  presenta  en  la  mayoría  de  sus 
cultivadores,  aun  en  aquellos  qu^  no  estiman  necesario  rom- 
per con  la  tradición  filosófica,  ni  oon  las  aspiraciones  metafí- 
sicas del  espíritu  humano. 

Pero  si,  en  efecto,  no  faltan  los  materiales  para  el  estudio 
de  las  relaciones  entre  la  sociología  y  el  derecho,  y  sobran  las 
manifestaciones  indudables  de  la  existencia  histórica  de  esas 
relaciones,  en  el  terreno  práctico  y  en  el  terreno  doctrinal,  sin 
embargo,  el  tema  en  sí  mismo,  quiere  decirse,  la  determina- 
ción de  aquellas  relaciones  de  una  manera  razonada  y  reflexiva, 
que  permita  señalar  cómo,  por  qué  y  hasta  qué  punto,  se  afir- 
man las  relaciones  entre  esas  dos  disciplinas,  no  ha  interesado 
á  las  gentes  tanto  como  el  asunto  merece,  como  tampoco  se 
ha  estudiado  con  aquella  insistencia  que  fuera  de  desear,  la 
compenetración  é  interdependencia  de  la  sociedad  y  de  las 
instituciones  jurídicas,  ó  desde  otro  panto  de  vista  (psicoló- 
gico), muy  de  moda  en  la  sociología,  la  relación  entre  lo  social 
y  U>  jurídico,  ó  en  términos  de  positivismo,  entre  el  fendmeno 
^Hki  y  el  fenómeno  jurídico,  como  fenómeno  individual,  de 
sMtimiento,  de  voluntad,  de  reflexión,  que  se  produce  en  el 
medio  social,  y  como  fenómeno  colectivo  que  se  manifiesta 
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l?ajo  el  impulso  de  la  faena  social,  de  la  actividad  social,  en 
iorma  de  simple  hecho,  de  nso,  de  costumbre,  de  ley,  de  ins* 
titución,  de  idea,  de  sentimiento^  de  aspiración  de  una  colec- 
tividad política  ó  no  política,  afectado  siempre  por  la  condi- 
ción,  grado  de  cultura,Me  complejidad,  etc.,  etc.,  de  la  colee- 
ÜYÍdad  misma. 

« 
»  « 

M.  Saleilles  ee  propone  directa  y  concretamente  el  tema  de 
•las  relaciones  de  la  sociología  con  el  derecho:  la  relativa  nove^ 
^d  del  propósito  despierta  ya  por  sí  un  gran  interés.  M.  8a^ 
-leilles,  por  otra  parte,  es  un  jurista,  no  un  sociólogo,  en  sen- 
tido estricto,  lo  cual  aumenta  más  el  interés  de  su  labor,  por- 
cino no  siempre  los  juristas  especialistas,  admiten,  sin  reser- 
vas, el  influjo  de  la  sociología:  cierta  tradición  jurídica  muy 
importante,  repugna  esta  especie  de  democratización  del  dere 
cho,  resultante  del  influjo  de  la  sociología  y  del  movimiento 
social:  el  derecho  es  algo  misterioso,  abstracto,  artificial,  creado 
por  la  razón..  ,  sagrado  casi.  A  lo  sumo  esos  juristas,  han  ad- 
mitido el  influjo  renovador  de  la  historia,  como  medio  aclara- 
torio de  la  vida  del  derecho.  En  rigor,  la  acción  de  la  sociolo 
gía  sobre  el  derecho  ha  comenzado  de  parte  de  los  sociólogos, 
los  que,  sin  embargo,  como  no  eran  juristas,  no  han  podido  pe- 
netrar tan  adentro  como  seria  preciso  en  las  entrañas  del  de 
rechp.  El  ejemplo  de  Spencer  seria  típico  para  el  caso:  si  com 
-paramos  su  explicación  (sociológica)  de  la  Justicia,  con  )ob 
puntos  de  vista  sociológicos  del  derecho,  que  cabe  señalar  en 
Scháffle,  la  superioridad  de  éste  es,  á  mi  ver,  indiscutible,  de- 
bido á  que  en  Scháffle  hay  en  cierto  equilibrio,  el  influjo  del 
sociólogo  con  el  del  conocedor  de  la  tradición  de  la  filosofía 
del  derecho,  alemana  especialmente.  Por  otra  parte,  el  lado 
sociológico  y  social  del  derecho,  lo  han  señalado  á  menudo  los 
economistas:  recuérdese,  entre  otros,  el  influjo  importantísimo 
del  materialismo  histórico  en  la  manera  de  considerar  las  ins- 
tituciones jurídicas. 
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Lo  malo  del  caso  es  que  no  podemos  referirnos  en  estas  no- 
tas al  trabajo  mginal  de  M.  SaleillQs;  sólo  ccmozco  un  ex- 
tracto  de  éste,  hecho  por  M.  Pournin,  é  inserto  en  la  Sevtte 
internaiionale  de  Sodologie  (número  de  Abril  último),  en  el 
cual,  aunque  seguramente  estarán  recdjgidas  las  ideas  capitales 
de  M.  Saleilles,  sin  embargo,  no  aparecen  éstas  expuestas  con 
el  relieve  necesario.  Por  ejemplo,  al  determinar  éste  (según  el 
extracto)  los  límites  en  que  va  á  tratar  su  tema,  dice  lo  si 
guiente,  que  no  resulta  á  la  verdad  muy  claro:  cPrescin* 
dimos  de  examinar  qué  papel  corresponde  al  derecho  en 
las  investigaciones  sociológicas:  eso  equivaldría  á  poner  ea 
cuestión  la  esencia  y  la  concepción  misma  de  la  ciencia  socio- 
lógica.» 

Prescindiendo  de  esto,  M.  Saleilles  se  propone  ver  las  reía» 
ciones  á  que  nos  referimos,  desde  el  campo  de  la  sociología: 
ees  necesario,  dice,  fijar  el  papel,  los  limites,  las  funciones 
respectivas  de  las  dos  ciencias,  y  determinar  la  parte  que  á  la 
sociología^  corresponde,  ya  sea  en  la  formación,  ya  hasta  en 
la  interpretación  y  en  la  aplicación  del  derecho».  Bl  autor  in- 
siste mucho  en  esté  punto  de  vista,  que  indiscutiblemente 
tiene  extraordinario  interés. 

La  idea  primera  de  M.  Saleilles  es  ésta:  la  sociología  tiene 
un  alcance  colectivo;  se  refiere  ala  vida  colectiva  organizada,  cy 
toda  resultante  de  la  vida  colectiva  organizada,  lo  que  llama- 
mos la  vida  social,  es  una  resultante  jurídica.  No  hay  colecti- 
vidad organizada  sin  reglas,  y  esas  reglas  constituyen  el  dere- 
cho en  su  esencia».  Siendo  esto  así,  es  decir,  siendo  la  sociolo- 
gía el  estudio  de  la  vida  colectiva,  y  siendo  el  derecho  el 
conjunto  de  reglas  de  esta  vida  colectiva,  las  relaciones  entre 
ambas  disciplinas  tienen  que  ser  muy  íntimas.  He  aquí  una 
ley  sociológica  de  la  vida  colectiva:  cío  arbitrario  no  existe  en 
ninguna  parte;  todo  obedece  á  las  leyes,  aun  en  los  pequeños 
grupos  sometidos  á  un  poder  absoluto;  porqu")  sería  absurdo 
identificar  esta  concepción  absoluta  de  la  autoridad  que  gobier- 
na, con  la  idea  de  lo  arbitrario.  La  masa  es  regida  por  sus  cos-^ 
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tambres,  contra  las  cuales  nada  puede  el  jefe;  el  poder  abeo» 
luto  BÓlo  se  ejerce  en  una  esfera  restringida». 

La  Índole  de  las  relaciones  entre  la  sociología  y  el  derecho, 
según  M.  Saleilles,  vislúmbrase  con  más  claridad  en  estfts  li- 
neas: 

cLo  que  llamamos  el  derecho,  es  el  conjunto  de  leyes  que 
gobiernan  el  organismo  de  la  vi  Ja  colectiva» — desde  luego» 
para  el  escritor  á  que  nos  referimos,  el  derecho  no  pasa  de  ser 
una  relación  social;  pero  prosigamos—:  c en  ese  derecho  es  en 
el  que  encarna  y  por  el  que  se  manifiesta  todo  lo  que  compo- 
ne la  vida  social,  y  si  la  sociologia  es  la  investigación  de  las 
leyes  que  presiden  esas  relaciones  sociales,  no  puede  conocer 
las  sino  á  través  de  las  instituciones  jurídicas.  Si,  pues,  f^e  qui 
fiiera  estudiar  cuáles  son  los  descubrimientos  que  la  sociologia 
debe  al  derecho,  seria  preciso  realizar  la  descripción  completa 
de  las  leyes  sociológicas.» 


• 
*  • 


M.  Saleílles  pasa  luego  á  determinar  ccómo  y  en  qué  me- 
dida la  sociología  puede  servir,  ya  sea  para  explicar  la  forma- 
ción^ ya  sea  para  precisar  la  interpretación  del  derecho». 

Los  antiguos  jurisconsultos  quedarían  asombrados  si  se  les 
hablase  de  la  utilidad  de  los  estudios  sociológicos,  para  com- 
prender el  derecho.  Verdaderamente  no  era  fácil  ver  la  depen- 
dencia del  derecho  respecto  de  la  acción  del  desenvolvimien- 
to Hocial,  de  las  condiciones  sociales,  mientras  aquél  se  conci- 
biera, tanto  en  lo  que  toca  á  su  origen,  como  en  lo  que  á  su 
aplicación  se  refiere,  como  «un  puro  producto  de  la  voluntad 
del  hombre,  orientada  hacia  un  ideal  de  justicia  y  de  razón». 
En  otros  términos:  mientras  se  estimara  el  derecho  como  una 
creación  libre  y  arbitraria,  incondicionada,  artificial,  obra  de 
pura  comprensión  intelectual  de  loe  individuos,  si  se  quiere, 
del  legislador. 

Á  la  escuela  histórica — cuyo  influjo  fecundo  en  la  ciencia 
-úél  derecho  nunca  se  afirmará  bastante-^,  se  debe  la  primera 
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fMCoión  contra  esa  manera  abstracta  de  coneiderar  y  de  ezpli*^ 
car  la  obra  jurídica;  en  mi  concepto,  en  la  escuela  histórica 
están  en  plena  manifestación  ya,  las  relaciones  entre  la  socie- 
dad y  el  derecho,  t Á  la  tesis  subjetiva,  Savigny  opuso  la  con- 
cepción determinista,  hostil  á  las  formas  codificadas,  dando^ 
preferencia  á  las  formas  consuetudinarias,  á  las  creaciones  es- 
pontáneas sobre  las  creaciones  razonadas.  Savigny  no  admite 
otra  influencia  creadora  que  la  de  los  individuos  interesados 
en  la  aplicación  misma  del  derecho,  obrando  bajo  la  presión 
de  sus  necesidades  individuales,  de  conformidad  con  lo  que 
creen  que  es  la  justicia  y  la  equidad». 

Á  mi  ver,  la  concepción  de  Savigny  más  importante  desde 
el  punto  de  vista  de  su  influjo  en  el  problema  que  estudia 
M«  Saleilies,  es  la  que  entraña  e\  reconocimiento  del  pueblo- 
como  el  sujeto  real  de  la  actividad  jurídica:  el  derecho  es  la 
obra  espontánea  y  natural  del  espíritu  del  pueblo:  he  ahí  una 
indicación  profunda,  y  que  ha  sido  fecundísima,  de  las  rela- 
ciones de  interdependencia  del  derecho  y  de  las  instituciones 
jurídicas  y  de  la  colectividad  en  cuyo  seno  aquéllas  se  ela- 
boran. 

cLas  ideas  de  Savigny — añade  M.  Saleilies — eran  en  parte 
excesivas  y  en  parte  inexactas;  pero  mediante  ellas  y  con  ellas 
80  abrieron  nuevos  horizontes  á  la  ciencia  jurídica:  eran  loque 
ahora  llamamos  la  sociología». 


*% 


La  revolución  en  el  derecho  se  manifestó  de  una  manera 
natural,  merced  á  la  imposición  lógica  de  nuevos  métodos. 

tSi  el  derecho  es  el  producto,  no  de  la  voluntad,  sino  de  la 
historia,  es  necesario  investigar  según  qué  leyes  se  crea. 

»E1  método  de  observación  tiene  en  adelante  que  servir  de 
base  al  análisis  de  las  leyes  del  desenvolvimiento  jurídico.» 

£1  método  de  observación  ha  tenido  en  el  derecho  princi- 
palmente un  carácter  histórico;  pero  este  método  hubo  de  am- 
pliar su  esfera  meramente  nacional,  para  convertirse  en  el  mé*-- 
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todo  comparativo,  cque  penetra  más  adentro,  en  el  dominio 
de  loB  estadios  sociológicos,  á  fin  de  establecer  las  relaciones 
de  proximidad  entre  ios  pueblos  de  civilización  similar...» 

Sin  duda,  la  aplicación  del  método  comparativo  es  una  de 
las  operaciones  que,  en  mi  opinión,  han  favorecido  más  la  in» 
timidad  entre  el  derecho  y  la  sociología:  al  indagar  la  consti- 
tución positiva  de  las  instituciones  jurídicas  mediante  la  com- 
paración, ha  sido  preciso  penetrar  en  el  fondo  de  su  estructu* 
ra  social,  y  al  reconstruir  la  evolución  de  dichas  instituciones 
mediante  el  método  comparativo,  se  ha  hecho  obra  genuina* 
mente  sociológica. 

«8e  ha  dicho  que  se  ha  exagerado  no  poco  este  método,  y 
que  se  ha  abusado  de  los  salvajes.  La  censura  no  es  exacta; 
Cuanto  más  civilizado  es  un  pueblo,  más  soberano  es  el  pro- 
cedimiento legal;  y  si  la  ley  no  es  más  que  una  apariencia,  si 
las  fuerzas  inconscientes  de  las  masas  populares  entran  en 
juego,  el  análisis  sociológico  deberá  estudiar  las  masas  inor* 
gánicas  en  su  estado  de  cultura  primitiva.» 

De  ahí  la  importancia  excepcional  que  para  el  jurista  han 
alcanzado  los  estudios  económicos,  etnográficos  y  antropoló- 
gicos: de  ahí  la  necesidad  de  constituir  una  verdadera  etnolor 
gia  jurídica,  y  de  traer  á  consideración  crítica  todas  las  insti- 
tuciones de  todos  los  pueblos,  y  de  determinar  y  explicar  su 
naturaleza»  en  vista  de  las  condiciones  propias  y  del  grado  es- 
pacial de  cultura  social»  y  aun  de  la  estructura  psicológica  del 
pueblo  en  que  dichas  instituciones  se  han  producido. 

Ciertamente,  las  investigaciones  jurídicas  de  base  socioló- 
gica, y  más  especialmente  etnográfica,  no  han  formulado  aún 
verdaderos  resultados  definitivos.  M.  Saleilles  recuerda,  por 
via  de  ejemplo,  el  problema  de  la  evolución.  cNadie  discute — 
dice— su  realidad;  pero  á  las  concepciones,  un  poco  demasia- 
do sistemáticas,  que  se  han  hecho,  se  puede  oponer,  y  la  de- 
mostración  de  M.  Tarde  es  inquebrantable,  que  no  es  posible 
admitir  una  ley  de  identidad  absoluta,  que  consista  en  recor- 
tar  el  desenvolvimiento  histórico  del  derecho  en  ramas  distin^ 
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taS)  perfectamente  similaFes,  fases  por  las  cuales  ios  paeblos 
deben  pa^ar  suceelvamente.» 


« 


Pasemos  ya  al  punto  ínteresantiBÍmo  de  las  influencias  so* 
ciológícas  Eobre  la  aplicación  y  la  interpretación  del  derecho. 

cSabemoB— dice  M.  Saleilles-^que  el  derecho  evoluciona 
como  todas  las  cosas;  pero  los  influjos  que  dirigen  su  evolución 
^son  diversos,  y  sería  inexacto  atribuirle  en  todas  partes  las 
tnismas  fases  de  desenvolvimiento.»  Pero  cen  el  fondo  de  todo 
cambio  jurídico  hay  dos  elementos:  uno,  de  carácter  puramen- 
te egoísta;  el  otro,  de  un  carácter  puramente  ideal.  El  prime- 
ro proviene  de  los  intereses  naateriales  de  la  colectividad  le- 
sionada. Quien  quiera  que  en  una  sociedad  sea  menos  bien 
tratado  que  las  demás,  sufre  por  esta  situación,  y  todas  sus 
fuerzas  tienden  á  modificar  este  estado  de  cosas.  Solo  -es  im- 
potente; pero  que  la  colectividad  se  organice,  que  se  convierta 
en  un  organismo  social,  y  la  idea  del  derecho  se  hará  luz.  > 

M.  Saieilles  añade  luego  elinflujo  de  los  factores  socioló- 
gicos sobre  el  desenvolvimiento  del  derecho,  en  cuanto  pue- 
den aquéllos  obrar  en  la  modificación  del  ideal  jurídico;  har 
bla,  además,  de  la  fuerza  de  la  costumbre,  de  la  dificultad  de 
la  reforma  real  del  derecho,  aun  en  los  pueblos  de  Códigos, 
para-  llegar  á  afirmar  la  necesidad  de  la  interpretación  históri- 
ca y  evolutiva  de  la  ley,  como  c procedimiento  que  del  tentó 
antiguo,  siempre  respetado,  haga  surgir  una  nota  nueva». 

cUno^e  los  primeros  principios  del  derecho  moderno  es 
que  el  Juez  debe  aplicar  y  respetar  la  ley  en  los  casos  exacta- 
!mente  previstos  por  ella,  y  reconstituir  la  voluntad  del  legis- 
lador en  los  otros  casos,  que  son  los  más  numerosos.  Pero  al 
Juez  se  pregunta,  no  lo  que  habría  querido  el  legislador  de 
otros  tiémpcH,  sino  lo  que  desearía  el  legislador  de  hoy.  De 
hecho  tiene  en  cuenta  las  condiciones  sociales  del  presente, 
no  del  pasado;  pero,  por  otra  parte,  está  ligado  por  el  pasado 
y  obligado  á  poner  su  sentencia  en  armonía  con  los  principioé 
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y  las  reglfls  que  están  á  su  cuidado.  La  ley  ee  un  molde  flexi- 
ble, que  dará  el  sello  del  derecho  á  los  nuevos  fenómenos  de 
la  vida  social.» 

fLas  bases  cientifícas,  añade  M.  Saleilles,  de  la  interpreta- 
ción evolutiva;  he  ahí  lo  que  hoy  nos  toca  investigar  y  afijar 
fuera  de  las  concepciones  subjetivas  del  Juez,  porque  seria  pe- 
ligroso que  cada  cual  pueda  tener  una  concepción  particular 
de  la  equidad  y  de  lá  justicia.  £s  preciso,  pues,  que  la  ciencia 
positiva  fije  las  reglas  de  la  evolución  del  derecho;  es  preciso 
qxxe  el  Juez  tenga  conciencia  de  los  factores  sociológicos  del 
progreso  jurídico.» 

Después  de  una  alusión  á  ciertos  ejemplos  ccélebres  de  in- 
terpretación atrevida  de  la  ley».  Se  lee:  cLa  jueticia  del  buen 
Juez  de  mañana,  no  será,  de  cierto,  la  justicia  del  buen  Juez 
de  hoy.  Esos  ensayos  individualistas  y  arcaicos  de  una  justicia 
de  equidad,  queremos  sustituirlos  con  las  bases  objetivas  cien- 
tíficas y  sociológicas  de  la  justicia  social.  No  puede  admitirle 
que  una  ley  nueva,  la  del  Juez,  sustituya  á  la  ley  existente, 
por  obra  del  Juez  mismo.  Eso  equivaldría  á  la  anarquía  judi- 
cial. Pedimos  que  los  factores  que  concurren  á  la  evolución  del 
derecho — factores  morales,  económicos,  sociológicos — sean  to 
mados  en  consideración  por  el  Juez,  como  bahcs  objetivas  y 
científicas  de  su  interpretación,  á  condición  de  ponerlas  en 
armonía  con  el  derecho  del  Juez,  bi  no  se  corre  el  riesgo  de  sa- 
crifícar  á  un  progreso  imaginario,  la  libertad,  el  orden  y  el 
«entímiento  de  la  legalidad. » 

El  extracto  de  M.  Pournin  termina  con  estas  palabras: 

cLa  sociología,  después  de  haber  servido  de  explicación 
científica  á  los  orígenes  históricos  del  derecho,  llegará  á  ser  el 
factor  principal  de  la  interpretación  de  la  ley.» 


* 
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Libros: 

La  BiblioHeque  genérale  des  Sciences  Sociales ,  de  Aicao,  en 
la  que  figuran  obras  de  MM.  Saleilles»  Tarde,  Turmann,  Mo- 
tín, Scignobos,  Duclauz,  Bureau,  Vandervelde  y  otros,  se  ha 
enriquecido  en  eatos  últimos  meses  con  tres  interesantes  libros,, 
á  saber:  La  Concurrence  sociale  et  les  dehüirs  sociaux^  de  Lañes» 
san;  La  democraiie  devani  le  science^  de  C.  Bouglé,  y  Uvadivi'- 
duaUsme  anarchique^  Max  Stirner^  de  V.  Basch. 

La  obra  de  M.  de  Lanessan  es  la  continuación  de  otra  pu* 
blicada  en  la  misma  Biblioteca  sobre  La  luite  pour  Vexistenee 
et  l'evolution  des  socieUs;  la  tesis  de  esta  primera  parte,  aegú» 
el  propio  autor,  es  la  siguiente:  una  rectificación  de  la  aplica- 
ción pura  y  simple  de  la  hipótesis  darwinista  á  la  vida  social; 
«se  cometerla,  dice,  un  error  grave  y  peligroso  si,  siguiendo  el 
ejemplo  de  ciertos  filósofos  y  economistas,  y  como  el  propio 
Darwin  pareció  suponer,  se  considerase  la  «lucha  por  la  exis- 
tencia» en  la  especie  humana,  como  debiendo  producir  necesa- 
riamente la  evolución  ascendente  de  todas  las  sociedades  for- 
madas por  los  hombres.  Creo  haber  sentado,  por  el  coLtrario, 
que  la  lucha  por  la  existencia  ha  conducido  fatalmente  hast^^ 
el  día  á  todas  las  sociedades  humanas,  á  la  degeneración  del 
mayor  número  de  individuos,  por  las  miserias  que  los  más 
fuertes  imponen  á  los  más  débiles».  Refiriéndose  á  la  obra  úl- 
tima,  M.  Lanessan  escribe:  «Los  hechos  que  estudiaremos  en 
la  primera  parte  de  este  libro,  relativos  á  tres  tipos  dií^tintos 
de  sociedades  humanas,  establecen  de  tina  manera  irrefutable, 
que  no  sólo  sufre  siempre,  la  masa  inferior  á  causa  de  la  lucha 
por  la  existencia  hasta  caer  en  una  degeneración  más  ó  menos 
general,  sino  que  también  sufren  las  clases  superiores,  y.  los 
individuos  mejor  dotados  acaban  por  sentirla,  cuando  la  lucha 
ae  prolonga  demasiado.» 

«De  ahi  resulta  la  necesidad  de  la  intervención  de  los  po- 
deres públicos  entre  los  partidos  en  lucha,  á  fin  de  impedir 
que  ésta  no  produzca  efectos  dañosos...»  De  ahí  la  afirmación 
de  los  llamados  Deberes  sociales. 
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El  aBunto  del  libro  de  M.  Boaglé,  el  autor  de  otro  itopor- 
tante  trabajo  sociológico,  eobre  Les  idees  egalitaireSf  entraña  un 
problema*qüe  hoy  preocupa  á  cuantos  contemplan  y  estudian 
el  interesante  fenómeno  de  la  Democracia. 

c¿Qué  debemos  pensar»  dice  el  autor,  del  movimiento  de* 
mocrático?  Las  ideas  igualitarias <)ue  lo  dirigen,  ¿son  legítimas 
ó  ilegitimas»  prácticas  ó  utópicas?  Qué  debemos  hacer,  ¿esfor- 
zarnos por  secundarlo  ó  por  impedirlo? » 

«Pero,  ¿dónde  enooutrar  el  signo  del  progreso,  el  criterio 
del  bien  y  del  mal,  la  medida  de  les  valores  que  permita  de- 
eidir  definitiva  y  «objetivamente»  entre  partidarios  y  adver^ 
«arios  de  la  democracia?» 

Los  resultados  de  «las  ciencias»,  quiere  decirse  de  una  ma- 
nera más  especial,  de  la  biología  y  de  las  ciencias  naturales, 
¿son  favorables  ó  adversos  al  triunfo  definitivo  y  moral  del 
espíritu  democrático? 

Porque  nuestro  mundo  actual  se  siente  atraído  por  dos 
ideales,  que  es  preciso  ver  si  coinciden  ó  se  excluyen:  el  ideal 
científico  y  el  ideal  democrático.  «La  ciencia,  he  ahí  la  hija 
querida  del  espíritu  moderno,  su  creación  propia,  en  la  cual  se 

4 

mira  y  se  complace*. •  Nuestra  civilización  es,  al  propio  tiempo 
que  la  civilización  democrática,  la  civilización  científica  por 
excelencia.» 

Sin  entrar  ahora  en  el  fondo  del  asunto,  lo  que  nos  lleva- 
ría muy  lejos,  de  seguro  el  lector  admitirá  que  hay  en  todas 
esas  preguntas  un  problema  intefresantísimo,  uno  de  los  pro- 
blemas capitales  de  nuestros  tiempos;  problema  además  im- 
portante en  f  í,  é  importante  en  sus  relaciones  con  otros  que 
tocan  en  las  más  hondas  preocupaciones  humanas. 

Sólo  añadiré  que  el  libro  de  M.  Bouglé  contiene  una  «con- 
tribución» de  las  más  aprovechables  para  el  estudio  sereno  y 
reflexivo,  dentificOf  en  suma,  del  tema. 

Pocas  palabras  he  de  decir  acerca  de  la  monografía  sobre 
:el  difícil  Max  SHrner^  y  el  no  menos  difícil  Individualismo 
emárquico  de  M.  Basch.  Stirner,  el  autor  de  El  Único  y  su  pro^ 


Íb2i  REVISTA  DB  UHHBLAOIÓN 

jnedad,  olvidado  durante  algunos  años,  se  estudia  ahora  con 
¡especial  ioierés,  por  cuántos  quieren  enterarse  y  explicarse  la 
tevolución  recitante  de  las  id^ms  sociales  y  jurídicas.  M.  Basoh» 
después  de  hablar  de  esta  resurrección  de  Stirner,  divide  sa 
importante  trabajo  en  dos  partes:  la  una  destinada  á  presentar 
iá.Max  Stirner  (Juan  Gaspar  Schmidt)  como  teórico  del  indivi- 
dualismo anárquico;  la  otra  dedicada  á  exponer  el  individua* 
lismo  anárquico  como  sintesis  del  individualismo  del  derecho 
;y  del  anarquismo. 

La  primera  parte  es  un  trabajo  muy  completo  sobre  el  filé* 
solo,  estudiado  éste  en  su  vida,  en  él  medio  de  ideas  donde  6e 
forma  su  espíritu  (el  movimiento  hegeliano),  en  sus  libros,  y 
de  una  manera  más  particular,  en  la  obra  capital  de  Stirner: 
El  Único  y  su  propiedad. 

La  segunda  parte  contiene  una  exposición  de  doctrina»: 
del  individualismo  del  derecho,  del  anarquismo  y  del  indivi- 
dualismo anárquico  (síntesis). 

El  13  de  Mayo  último,  murió  en  París  repentinamente 
M.  Gabriel  Tarde  cel  sabio  y  sutil  sociólogo  francés».  No  tengo 
^espacio  para  hacer  un  estudio  sobre  tan  eminente  escritoi:  cri 
minalista  importantísimo,  y  filósofo  de  la  ciencia  social.  Lo 
haré  quizá  con  más  detenimiento  en  otra  ocasión.  Bn  poco 
tiempo  la  sociología  ha  perdido  varios  de  los  representantes 
más  ilusties  de  los  distintos  países:  Spencer,  inglés;  Scháffle» 
alemán,  y  Tarde,  francés.  Nosotros  perdiólos  también  á  Gron- 
zález  Serrano,  el  autor  de  La  Sociología  deniifiea. 

G.  Tarde,  escribió  muchos  y  muy  buenos  libros:  sin  ánimo 
de  dar  aquí  una  lista  completa  de  sus  trabajos^  recordaré  Les 
lois  de  Vimitation^  La  Logique  sodale,  L*0ppo8itton  univeraeUé^ 
La  criminan iad  comparada  (trad.  esp.),  Las  transformaciones  del 
derecho  (trad.  esp.),  Les  transforma tions  du  ponvoir^  Les  Me  so- 
^leSf  La  psychologie  economique^  etc.,  etc. 

Adolfo  Posada,   < 

Catedrático  de  la  universidad  de  Ovied». 
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Tercer  Gonsidenuido. 

Vengamoe  ahora  al  tercer  Consideraudo,  único  en  qae  la 
sentencia  toma  en  cuenta  el  organismo  legitimario  del  Código 
civil»  y  que,  por  lo  mismo,  comprende  lo  más  esencial  de  la 
doctrina.  Dice  asi  la  parte  del  mismo  que  aquí  nos  interesa: 

cConsiderando  que  no  solamente  no  aparece  seme- 
jante intención,  expresada  en  sentido  contrario  á  lo 
tradicional,  ni  en  la  ley  de  Bases  ni  en  el  Código, 
como  seguramente  se  hubiera  hecho  constar  de  ma- 
nera indudable  si  aquélla  hubiese  sido  la  de  variar 
ó  modificar  extremo  tan  importante  de  nuestra  legis- 
lación, sino  que,  por  el  contrario,  después  de  estable- 
cer  el  art  82<5  que  el  padre  ó  la  madre  podrán  dispo- 
ner sin  distinción  á  favor  de  alguno  ó  algunos  de  sus 
hijos  ó  descendientes,  en  concepto  de  mejora,  de  una 
de  las  dos  terceras  partes  destinadas  á  legitimas,  pres- 
cribe el  824  que  no  podrá  imponerse  sobre  la  mejora 
otros  gravámenes  que  los  que  se  establezcan  en  favor 
de  los  legitimarios  ó  sus  descendientes;  revelando  así 
esta  oposición  entre  hijos  y  descendientes,  descen- 
dientes y  legitimarios,  con  Fufíciente  claridad,  que  el 
legislador  ordena  y  autoriza  bajo  la  impres^ion  é  in- 
fluencia de  la  facultad  tradicional  reconocida  á  los 
abuelos,  como  además  lo  corrobora  el  art.  782,  que, 
aunque  se  refiere  á  instituciones  fideicomisarias,  se 
halla  inspirado  fundamentalmente  en  el  mismo  prin* 
cipio > 

Sü  cuanto  á  lo  de  que  seguramente  se  hubiera  hecho  cons- 
tar en  el  Código  de  una  manera  indudable,  si  la  intención 
hubiese  sido  variar  ó  modificar  extremo  tan  importante  de 

(*)    Véase  la  pág.  409  de  este  tomo. 
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nueetrii  legislación,  creo  haber  expnesto  ya  lo  suficiente  para 
demostrar  que  los  preceptos  que  necesitan  una  declaradAD 
expresa  son  los  que*— como  el  de  la  ley  18  de  Toro— contradican 
al  sistema  total  de  la  institución  en  que  se  contienen;  no  loa 
que  son  consecuencia  y  como  elemento  natural  de  la  misma;  y 
de  esta  especie  es  la  prohibición  de  mejorar  al  nieto  que  do 
es  heredero  forasoso.  Por  eso  no  envuelve  trascendencia  alguna 
la  omisión  de  esta  declaración  jterminante  y  concreta;  ni  del 
silencio  de  la  ley.  puede  inducirse  la  existencia  de  la  facultad 
de  hacer  extensiva  á  los  nietos  en  vida  de  sus  padres  la  mejo- 
ra, sino  todo  lo  contrario;  Aparte  de  que  no  es  cierto  que  en 
el  Código  no  se  haya  hecho  constar  de  una  manera  indudable 
la  prohibición. 

Demostraremos  uno  y  otro,  y  con  ello  quedarán  rebatidos 
loe  argumentos  de  este  Considerando. 

Por  nadie  puede  ponerse  en  duda  que  la  mejora^ — segán  la 
organiza  el  Código  civil,  de  perfecto  acuerdo  en  este  punto  con 
la  ley  de  Bases — ,  es  una  parte  integrante  de  la  legitima.  Léanse 
loe  artículos  .808  y  823,  y  dígase  después  si  existe  alguna  in 
exactitud  en  tal  calificación.  Si,  pues,  Is,  mejora  es  parte  de  la 
legítima,  sea  cualquiera  el  destino  de  aquélla  entre  los  hijos 
del  testador,  de  ningún  modo,  por  ningún  concepto,  podrá  ir 
á  parar  en  todo  ó  en  parte  á  quienes  no  acrediten  derecho  á 
ésta.  Si  es  una^Mir^^de  la  legítima — y  entiendo  que  las  pala- 
bias  textuales  del  art.  823  no  permiten  dudarlo  ni  discutirlo» 
pues  hablan  de  las  dos  terceras  partes  destinadas  á  legitima,  una 
de  las  cuales  se  llama  mejora — ,  habrán  de  aplicarse  á  ella  to- 
das, absolutamente  todas  las  disposiciones  genéricas  que  en  ei 
Código  hacen  referencia  al  todo.  De  lo  contrario,  se  impondría 
necesariamente  un  cambio  radical  en  el  método  y  en  el  len- 
guaje del  Código  mismo,  una  separación  de  legitimas  y  mejo* 
ras,  como  si  se  tratase  de  instituciones  independientes;  y  ya 
vemos  que  no  es  así. 

Si  todas  las  disposiciones  de  carácter  genérico  aplicables 
al  todo,  legitimas,  lo  son  también  á  la  ^aiie,  mejoras,  habrá  de 
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serlo  neceBariamente  la  de  que  loe  nietoe  no  tienen  derecho  á 
ella  Bino  cuando  representan  á  sus  difuntos  padres;  pues,  de 
lo  contrario,  seria  precisa  una  disposición  expresa  de  carácter 
excepcional f  qué  no  existe»  para  eximir  á  la  parte  llamada  me- 
jora de  la  regla  general  que  afecta  al  todo  llamado  legitima. 
Decir  otra  cosa  seria  quebrantar,  con  respecto  á  la  parte,  los 
principios  fundamentales  que  organizan  el  todo;  por  donde  re- 
sultarla que  no  era  precisamente  el  todo  el  gobernado  por  aqué- 
llos, sino  tan  sólo  la  otra  parte  restante.  Pero  el  Código,  cuan- 
do define  la  legitima,  cuando  concretáridose  á  la  de  los  hijos, 
señala  en  el  art.  808  el  contenido  que  la  caracteriza  al  frente 
de  las  disposiciones  que  la  regulan,  no  se  refiere  sólo  al  tercio 
que  se  suele  llamar  de  legitima  estricta  ó  corta^  sino  que  habla 
^xpteBSLmente  de  las  dos  terceras  partes  del  haber  hereditario, 
marcando  bien  el  mismo  sentido  en  las  palabras  del  párrafo 
siguiente,  en  donde  se  dice  que  podrán  los  padres  disponer  de 
una  parte  de  las  dos  que  forman  la  legitima  para  aplicarla  como 
mejora.  ¿Hay  duda  alguna  respecto  á  tal  extremo?  ¿Hay  quien 
pueda  afirmar,  después  de  esto,  que  todo  lo  que  no  sea  disposi- 
ción del  Código  expresa  y  exclusivamente  aplicable  á  cada 
una  de  dichas  dos  partes,  por  ordenarlo  asi  la  ley,  lo  será  en 
general  al  conjunto  que  forman  una  y  otra?  ¿Hay  quien  pueda 
dudar  que  las  reglas  especiales  referentes  á  las  mejoras  deben 
ser  completadas  y  suplidas  por  las  de  carácter  gemeral  estable- 
cidas con  motivo  de  las  legitimas  en  su  total  comprensión? 
Pues  dígasenos  ahora  por  qué  disposición  expresa  y  terminante 
del  Código,  la  regla  de  que  los  nietos  sólo  acreditan  derecho  á 
la  legitima  cuando  concurren  en  representación  de  sus  difun- 
tos padres,  y  nunca  en  vida  de  éstos,  se  ha  limitado  á  la  legi< 
tima  llamada  estricta,  ó  sea  á  un  solo  tercio  de  los  dos  que 
forman  la  legitima  total,  excluyendo  al  otro  que  se  Hama  me 
jora. 

Pues  en  tanto  que  tal  disposición  expresa  no  se  nos  de- 
muestre, no  estaremos  jamás  autorizados  á  sobreentenderla  ó 
presumirla,  porque,  como  creo  haber  demostrado,  la  lógica  con- 
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duce  á  todo  lo  contrarío,  á  partir  del  principio  inconcuso  de 
que  la  mejora  es  parte  integrante  de  la  legitima. 

Esta  argumentación,  basada  toda,  ella  en  el  principio— á 
mí  juicio  fnctfes¿/ona6¿e  después  de  leer  el  Código — de  que  la 
mejora  es  parte  integrante  del  organismo  de  las  legítimas,  es 
enérgicamente  combatida  por  Mucius  Scosvola^  cuyas  palabras 
conviene  consignar  en  este  punto,  para  evitar  el  peligro  de 

toda  interpretación  arbitraria. 

cNi  la  mejora,  dice  este  escritor,  es  jurídicamente  un 
aumento  de  la  legítima^  ni,  por  tanto,  cabe  afirmar  rotunda-, 
mente  que  sólo  puede  hacerse  al  heredero  forzoso  ^cuando  lo 

es La  mejora  es  propiamente  tal,  un  caso  de  especifieaei&n^ 

ó  sea  una  especie  jurídica  formada  por  la  mezcla  de  la  legíti- 
ma y  de  la  libertad  de  disposición,  y  distinta,  por  consiguien: 
te,  de  ambas.  Así,  que  ha  de  regirse  por  las  disposiciones  es- 
peciales establecidas  para  ella  por  el  legislador,  y  no  ha  de 
entenderse  que  por  el  mero  hecho  de  ser  mejora  corresponda' 
en  exclusiva  á  los  que  sean  herederos  forzosos  del  mejorante 
en  el  momento  de  concederla,  sino  á  los  que  pueden  serlo.» 

cDescansa  la  segunda  objeción  (el  autor  viene  examinando 
correlativamente  los  argumentos  de  Navarro  Amandi  en  de- 
fensa de  la  tesis  negativa)  en  la  supuesta  igualdad  absoluta,  ó 
mejor,  en  la  identidad  entre  la  legitima  y  la  mejora,  y  adolece, 
en  su  consecuencia,  del  mismo  defecto.  La  legítima  es  un  de- 
recho  hereditario /or2:(79o  que  corresponde  solamente  á  las  per^ 
sonas  mencionadas  en  la  ley  y  por  el  orden  derivado  de  su 
propia  cualidad,  ó  sea  al  descendiente  más  próximo,  y  por  su 
muerte  al  de  grado  sucesivo;  la  mejora,  esto  es,  el  hecho  de 
disponer  el  testador  en  beneficio  de  un  descendiente,  reconoce 
un  origen  voluntario^  pues  el  ascendiente  puede  dejar  el  todo 
ó  una  parte  de  ella  á  quien  quiera,  dentro  de  ún  círculo  de 
personas  determinadas,  sin  que  conste  en  parte  alguna  prela- 
ción  de  unasTe«pecto  á  otras,  ni  en  realidad  pueda  existir  tal 
idea  de  prelación,  por  ser  antagónica  de  la  naturaleza  volunta- 
ria de  la  mejora. 
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>La  alegación  de  la  circanstancia  de  que  el  nieto  concarra 
con  fin  padre  á  la  sucesión  del  abuelo,  se  inspira  en  la  misma 
idea  que  preside  á  toda  la  argumentación  que  combatimos. 
Seria  anómalo,  en  efecto,  que  un  aieto  concurriese  con  su  pa- 
dre á  la  sucesión  del  ascendiente  con  derecho  de  igual  natu- 
raleza; pero  no  hay  anomalía  ni  fenómeno  cuando  concurren 
con  derechos  de  índole  distinta.  £1  hijo  acude  á  la  sucesión 
por  y  para  su  legitima;  el  nieto,  por  y  para  su  mejora;  van  á 
distinto  lugar  y  por  diverso  camino;  no  hay  temor  á  choque 
jurídico  ó  conflicto  alguno»  (1). 

Hasta  aquí  Mucius  Scaevola.  Ahora  yo  me  permito  suplicar 
al  lector  que  compare  la  manera  de  argumentar  del  respetable 
comentarista,  cuyas  palabras  acaba  de  leer,  con  la  que  poco 
antes  me  ha  servido  de  fundamento  para  afirmar  que  la  me- 
jora es  parte  del  organismo  de  las  legítimas.  Allí  habrá  per- 
cibido toda  la  dinámica  de  la  institución,  que  he  procurado 
poner  ante  sus  ojos,  para  que  resaltare  con  claridad  meridiana 
lo  que  demostrar  me  proponía;  allí  habrá  vieto  la  íntima  tra- 
bazón del  articulado  del  Código,  ilnico  texto.de  que  nos  es 
lícito  echar  mano  en  el  presente  debate,  y  habrá  observado 
que,  por  mi  parte,  procuré  no  ocultar  la  importancia  de  nin- 
guna dificultad  legal  ó  técnica,  intentando  hallar  la  solución 
adecuada  de  todas  ellas.  Por  el  contrario,  en  el  razonamiento 
inverso  que  he  copiado,  entiendo — calvando  toda  clase  de  con- 
sideraciones, en  las  que  va  envuelta  mi  sincera  admiración  al 
iXieritÍ8Ímo  trabajo  del  acreditado  comentarista — ,  que  no  hay 
sino  afirmaciones  totalmente  gratuitas  y  desprovistas  de  aque- 
lla serena  gravedad  y  de^apasionamiento  que  requiere  la  mi- 
sión del  intérprete  de  las  leyes.  Yo  no  me  cansaré  de  procla- 
mar la  utilidad  inmensa,  los  inapreciables  servicios  hechos 
á  la  cultura  jurídica  española  por  esta  publicación,  cuyo  autory 
por  el  mismo  hecho  de  ser,  para  mí  al  menos,  personalmente 
desconocido^  es  acreedor  á  los  mayores  respetos.  Pero  así  re- 

'        ■      '      . '  .     't.  •  '  ,', 

^'(1)    Q- MaciDS  ScKvola,  tomo  14,  pég.  489.  .   .*    .# 
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movida  toda  sospecha,  ha  de  serme  permitido  afirmar  también 
con  la  libertad  que  constituye  el  fuero  de  la  investigftción 
científica,  que  encuentro  desprovista  de  sentido  técnicójari- 
dico  é  histórico-legal  la  peregrina  teoría  sustentada  por  M.  Ser- 
vóla; y  más  aún,  que  la  considero  como  un  engendro  de  IfL  ne- 
cesidad  de  sostener  una  tesis  acariciada  hpriori^  y  que,  como 
todas  las  que  se  hallan  en  este  caso,  conducen  luego  á  sus  au- 
tores al  peligro  de  ver  ea  la  realidad  de  las  cosi^,  no  lo  (jue  ella 
es,  sino  lo  que  se  desearía  que  fuese  para  satisfacer  nueetraa 
aspiraciones. 

Asi,  supongo  que  no  habrá  en  España  jurista  familiarizado 
con  esta  clase  de  estudios,  que,  después  de  bien  considerada» 
no  aplique  la  misma  calificación  (Jue  yo  he  aplicado  á  la  teo- 
ría de  Servóla.  ¿Qué  significa  ese  caso  de  especificación  inven* 
tado  por  el  comentarii^ta,  y  que  consiste,  según  él,  en  una  «#• 
pede  jurídica  formada  por  la  mezcla  de  la  legitima  y  déla  libertad' 
de  disposición^  y  distinta^  'por  consiguiente^  de  ambas?  Especie  ja- 
ridica  si  lo  es  la  mejora;  pero  especie  comprendida  dentro  d« 
un  géte^'o  común^  en  que  convive  con  la  otra  especie,  que,  jun- 
tamente con  ella,  integra  aquél,  ó  sea  con  la  llamada  legitima 
estricta  ó  corta,  para  formar  unidas  el  género  legitima  amplia  ó 
larga  Este  es  el  lenguaje  constante  de  la  jurisprudencia,  y^ 
por  mi  parte,  confieso  que  hasta  que  he  leído  el  párrafo  de 
Q.  MuciuB,  antes  transcrito,  jamás  había  conocido  otro.  Éspe- 
cie^  sí;  pero  especificación, — entendiendo  por  tal  la  formación  dé 
un  producto  nuevo,  resultante  de  una  mezcla  de  elementos 
heterogéneos,  que  no  tienen  un  origen  común,  y  que,  además» 
son  antitéticos,  se  repelen  mutuamente,  y  sólo  por  aquella  ge 
nial  accesión  inventada  por  el  comentarista,  vienen  á  producir 
esa  entidad  sui  generie,  que  el  autor  nos  ofroce  aquí  como  ró 
presentación  de  la  mejora — :  eso  no  puede  ser  admitido;  oso 
riñe  con  el  sentido  tradicional  español,  vigente  aún  eñ  la  na- 
turaleza de  las  mejoras,  y  riñe  con  la  defi^nición  de  las  mismas 
que  en  el  Código  ee  contiene.  No  hay  mezcla  de  legítima  y  de  li- 
bertad: hay  sólo  ramificación  de  la  primera.  El  sentido  clásico 
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y  el  sentido  actaal  de  la  palabra  libertad,  en  panto  á  la  qne 
los  testadores  gozan  en  España,  está  representado:  en  el  dere- 
cho histórico  por  el  quiniOy  y  en  el  vigente  por  el  tercio,  de  que 
puede  disponer  á  favor  de  extraños.  Esta  es  la  única  significa  • 
ción  técnica,  legal,  admitida,  de  aquella  palabra  en  el  dere- 
cho sucesorio  castellano.  La  mejora  no  traspasa  sus  confines; 
la  mejora,  en  el  Código,  se  detiene  allí  donde  empiezan  los 
dominios  de  esa  libertad,  invadiendo  sólo  el  otro  campo,  el  de 
la  legitima  extensa.  No  hay,  pues,  tal  especificación,  en  el  sentí- 
do  de  Scaevola:  esa  teoría  se  derrumba  por  la  inexactitud  de 
sus  pretendidos  fundamentos.  La  mejora  no  es,  por  ¿ante,  una 
especie  nueva:  es  la  vieja  y  tradicional  especie  comprendida  en 
el  género  legitima,  doiíde  convive  con  la  otra  especie  similar^ 
que,  juntamente  con  ella,  constituye  toda  la  reserva  legal  de 
los  herederos  forzosos  (1). 


(1)  Tal  ves  el  haber  cedido  á  las  exlgeocias  de  la  tradición  en 
nneetro  lenguaje  técnico  legal,  lleva  envuelto  el  peligro  de  ana  fá- 
cil Binécdoqae  en  el  empleo  de  las  palabras  que  representan  las  ins- 
tituciones jarídicas  que  estudiamos.  Si  inventásemos  nn  término 
especial  y  distinto  para  la  designación  de  la  especie  legitima  eor$a 
dentro  del  género  legitima  largd^  sin  el  necesario  empleo  de  esos  ad- 
jetiyus,  que  casi  siempre  se  omiten,  por  brevedad,  en  el  lenguaje 
corriente  de  la  vida,  y  qne,  sin  embargo,  envuelven  hoy  el  comi>)e* 
mentó  y  la  característica  de  la  idea  á  qne  en  concreto  nos  refericbos 
en  cada  caso,  tendríamos  evitado  aquel  peligro,  con  gran  ventaja 
para  la  precisión  de  nuestro  tecnicismo.  Qaizá  la  palabra  reser- 
wis — qne  en  el  Código  alemán  representa  la  idea  total  del  derecho 
que  corresponde  á  los  qne  nosotrod  llamamos  legitimarios,  y  que  eii. 
los  Oódigoe  francés  y  belga,  sin  hallarse,  como  en  aqnél,  consagra* 
da  en  el  epígrafe  de  la  sección  correspondiente  (6^  del  libro  IV), 
aparece  en  el  articulado  con  la  misma  significación—,  sería  para 
nosotros  alsro  peligrosa,  porque  esa  palabra  reservas  tiene  en  el  De* 
recho  espafiol  un  significado  técnico  también  tradicional  y  expresi- 
vo de  una  idea  distinta  de  la  qne  significan  las  legítimas.  Hay  tam- 
•bién  la  diferencia  entre  nuestro  pódigo  y  todos  los  demás  de  Euro- 
pa, de  que  en  los  últimos  no  se  nota  esta  necesidad  de  precisar  el 
tecnicismo,  porque  no  existe  la  ramificació)\  de  los  derechos  legiti'» 
marios  en^os  especies,  por  el  motivo  de  no  ser  conocidas  las  mejo- 
ras. Pero  un  Código  americano— el  de  Guatemala—,  que  reconi>ce 
esta  institución,  evita  el  peligro  qne  en  el  nuestro  hemos  ob^erva- 
•do,  no  dando  el  nombre  de  legitimas  al  concepto  genérico,  «ino  ex- 
presándolo bajo  un  enunciado  general,  en  estos  términos:  De  lúq^e 
je  permite  y  deh  que  se  prohibe  á  los  testadores. 
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¿Qué  máe?  El  mismo  autor,  en  otra  página  del  misma^ 
tomo,  ee  expresa  en  los  términos  usuales  y  corrientes.  Ha- 
blando  en  otro  lugar  de  la  naturaleza  de  las  mejoras — olvi- 
dado,  sin  duda,  de  la  cuestión  que  más  adelante  habla  de  re- 
solver  en  el  sentido  que  lo  hace—,  en  un  párrafo  encabezado 
con  este  expresivo  título  cDb  los  HBBEDflao«>i  forzosos:  Mfjo- 
RAH»  explica  la  naturaleza  específica  de  esta  institución  con  las 
siguientes  palabras:  c La  mejora  actual  consiste  en  la  mitad  de 
los  dos  tercios  que  constituyen  la  legitima.  En  otros  términos: 
MEJORA  =  ála  llamada  legítima  oorta»  (1). 

Y  aun  podemos  registrar  otra  declaración  tan  espontánea 
como  la  anterior,  y  quizá,  si  cabe,  más  expresiva,  en  el  libro 
de  M.  Sosevola.  Porque  en  la  correcta  exposición  de  los  prin- 
cipios fundamentales  de  nuestro  sistema  legal  que  hace  antes 
de  entrar  en  el  estudio  exegético  del  articulado  del  Código,  se 
contiene  esta  confesión,  que  no  puede  ser  más  significativa. 
Dice  así  el  texto  á  que  me  refiero — después  de  manifestar 
que  en  el  Código  conviven  armónicamente  los  tres  principios 
dé  la  legUimat  la  mejora  y  la  libre  disposición — :  %Y  en  este 
concierto  de  los  tres  principios  dentro  de  una  regla  positiva 
civil,  todos  viven  sin  menoscabo  alguno  y  con  mutua  digni- 
dad, porque  cada  uno  tiene  su  jurisdicción  propia  sobre  igual 
extensión  cuantitativa  (un  tercio),  resultando  á  la  vez,  por  la 
atracción  espontánea  de  la  legitima  y  de  la  mejora^  determinante  de 
su  fusión  en  un  solo  cuerpo  jurídico,  un  beneficioso  y  nada  abu- 
sivo predomin'O  del  principio  de  la  reserva  sobre  el  de  la  li* 
bertad  de  disponer»  (2). 

Habla  M.  Scaevola— en  el  segundo  de  los  párrafos  en  que 
se  contiene  el  núcleo  de  su  argumentación  en  favor  de  la  tesis- 
aiá'rmativa,  y  qué  dejo  copiados  en  una  de  la  páginas  anterio- 
res--, del  origen  voluntario  de  la  mejora,  y  trata  de  explicar- 

-  .  <  -       '  •  •  •  ^ .   ■  >    •  .      •  .  .  . 

(1)  En  el  mismo  tomo,  pá ge.  14  y  16. 

(2)  De  la  misma  obra  y  tomo^  pág.  167. 
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lo  en  el  sentido  de  que  el  ascendiente  puede  dejar  el  todo  ó 
parte  de  ella  á  quien  quiera  dentro  de  un  circulo  de  personas 
determinadas.  Pero  la  dificultad  está  aquí  en  determinar  la 
extensión  ó  diámetro  de  ese  circulo,  y  eso  es  lo  que  no  se  nos 
dice;  eso  es  lo  que  al  menos  no  se  prueba  que  pea  lo  que  pre< 
tende  el  autor.  Es  verdad  que  en  ninguna  parte  consta  la  pre 
lación  de  unas  respecto  á  otras  entre  las  personan  llamadas  á 
gozar  de  este  beneficio;  y  es  verdad  también  que  mal  podía 
constar,  puesto  que  si  hubieae  preladón^  no  habría  libertad  para 
elegir  entre  ellas.  Pero  no  se  trata  de  esto:  se  trata  de  deter 
minar  quiénes  son  esas  personas^  y,  como  se  ve,  en  aquella  con- 
sideración que  el  autor  presenta  con  alguna  aprriencia  de  fun 
damento,  se  elude  la  respuesta  á  esta  última  pregunta,  y  no 
se  hace  sino  dar  por  supuesto  que  esa  contestación  es  la  favo* 
rab  e  á  los  planes  del  autor.  Estudíese  bien  esto,  con  criterio 
desapasionado,  y  se  verá  cómo  el  párrafo  á  que  me  refiero,  que 
riendo  decir  mucho...,,  nada  dice. 

Pero  aun  hay  más  respecto  de  esto,  y  ruego  al  lector  que 
fije  su  atenta  consideración  en  lo  q'-'C  sigue.  Se  dice  por  mis 
adversarios  que  la  mejora  es  de  todos,  pertenece  á  todos  los  hi- 
jos y  descendienies  de  ulteriores  grados,  simultáneamente^  que- 
<dando  al  arbitrio  del  aeceLdiente  designar  entre  todos  ellos  la 
persona  que  ha  de  disfrutarla.  Si  esto  es  así,  tendremos  que 
en  tanto  que  el  padre  ó  ascendiente  no  haga  la  designación  de 
la  persona  ó  personas  que  han  de  ser  beneficiadas,  todas  ella»^ 
ó,  lo  que  es  lo  mismo,  toias  las  comprendidas  en  dicho  drcuto 
extenso  tendrán,  sobre  la  porción  ó  tercio  de  mejoia,  un  dere- 
•cho  ideal,  una  esperanza  ó  posibilidad  jurídica,  que  no  se  concre- 
ta hasta  que  el  ascendiente^ haya  hecho  uso  de  la  expresada 
facultad.  Ahora  bien:  el  ascendiente  puede  hacer  ó  no  hacer 
uso  de  ella;  puecje  mejorar  ó  no  mejorar,  dejando,  en  este  úl- 
timo caso,  que  la  ley  y  Ja  naturaleza  de  las  cosas  suplan  su 
voluntad.  Si  hace  uso  de  su  derecho,  si  mejora  á  alguno  de 
^aquellos  á  quienes  puede  Jiacerio,  no  hay  dificultad.  Pero  ¿y 
si  no  mejora?  En  este  caso,  por  lógica  gravitación  de  las  cosas» 


CBy  neenansmaite  han  de  ^mx  á  wHmwr;  han  de 
rffCtÍTM  €■  Ma  2a#  ffniMif  oiArc  le»  caclet  jtrfle  cfafor  cí  to- 
imiwr,  cu  todee  les  qoe  ee  hallelien  oompRodídas  en  nqnei 
cbciilo.  De  lo  cootnrio.  Tamos  al  afasoido;  de  lo  eontnBio,  la 
Iflj  eoneederla  la  csjwunia  á  qmen  denic^  la  realidad;  la  lej 
úúDKf^mtL  un  derecho  ídeal«  una  poeíbiíidad  jqridicaj  á  quen 
flBe  auMM  después  ímpediiia  la  raaliíación  de  aifael  deiecbo 
CD  la  práctica,  anuvizando  asi  ona  especie  de  ifthrrfiwgiím  lá- 
cíAi  En  una  palabra:  si  lodos  ks  dacendicntes  del 
son  ]ianiad>.s  por  la  lej  i  la/oriftiWarf  de  participar  de  la 
joia,  lodos  ellos,  asuasi  íswrsfi'  han  de  serlo  á  la  rmhñmi  de 
la  m«na,  cuando  aquel  no  ha  querido  hacer  vo  de  aa  dere- 
ciio  de  eleedóo;  es  decir,  que  en  tal  hipólesie,  mnerto  el  as- 
cendieote  ún  haber  dispoe^o  cspedalmenle  de  la  mqoaiy 
ésta  debe  ser  distñboida  p&r  i§mal  ttttre  iúim  km  qne  famfin 
dertcho  ú  opcióo  4  ella.  ¿Eb  ei^o  derto?  ¿Es  esto  evidente? 
¿JBU j  necesidad  de  demostrar  la  l^ca  qne  preside  á  oslo  la- 


Pero  lo  qoe  ocurre  es  qoe  en  la  realidad  no  ezirte 
jante  coD^ecuencia,  sin  qoe  nadie  se  alieTa,  no  ofatlante,  á 
protestar  de  la  cootradicción  que  este  hed»  enciena.  JBb  lo 
cierto  qoe  cuando  un  aseendieote  mucre  sin  testar  ó  sin  dis- 
poner espedaimente  del  tercio  de  mejoca,  este  terdo  ae  js  dír- 
írihm^pm'ifml  emtreMm  ras  ietctmUtrnia  é€  é^ermia  frmim, 
sino  que  se  limita  á  los  dri  «ár  prárÍMS  já  las  nyreicafagwwfr 
de  estoa  miónos  que  hajan  iallecido.  Jamás  participan  do  él» 
en  este  caso,  loe  nietos  en  TÍda  de  sus  padrea. 

Será  precifo,  pues,  afirmar  que  el  tostador  qne  no  qnieie 
hacer  uso  de  su  facultad  de  mejorar,  perjudica,  lofaa  á  sos 
nietos  j  á  sus  biznietos  la  paite  que  les  oonesponde  en  este 
tercio  de  ra  caudal,  j  que  basta  la  voluntad  negatiTa  de  tí, 
manifestada  con  su  silencio,  para  que  estos  ordenes  de  deseen- 
dientes  queden  gemériemmemU  priíados  de  toda  paitícípacián 
en  CEO  tercio  que  les  oorresponde. 
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Poroue,  como  86  ve,  no  hay  posibilidad  de  decir  que  en 
tal  caso  los  nietos  quedarían  en  la  misma  situación  que  el 
hijo  no  mejorado.  No:  este  hijo,  en  la  hipótesis  á  que  vengo 
refiriéndome,  participa  del  tercio  de  mejora  en  una  parte 
igual  á  la  de  todos  sus  hermanos;  este  hijo  nada  pierde,  nada 
00  perjudica  si  el  padre  no  quiere  mejorar  á  ninguno;  y  el 
nieto  y  los  demás  descendientes,  como  hemos  visto,  si. 

Y  ahora^^hay  quien  se  atreva  á  sostener  que  en  la  citada 
hipótesis  la  mejora  se  distribuye  entre  iodos^  los  hijos  y  los  dé- 
más  descendientes  que  viven  simultáneamente  con  sus  pa- 
dres, para  salvar  asi  el  absurdo  jurídico  de  la  teoría  que  com- 
bato? ¿Hay  quien  sostenga  esto?  No;  nadie.  Cuando  el  ascen- 
diente fallece  sin  testar,  ó  testando,  pero  An  haber  hecho  uso 
de  su  facultad  de  mejorar,  los  dos  tercios  de  su  caudal,  esos 
dos.  tercios  que  constituyen  la  reserva  obligatoria  para  los  he- 
rederos forzosos,  la  legitiína  y  la  mejarafSe  distribuyen  por 
iguales  partes,  como  queda  dicho,  entre  todos  sus  hijos  vivos 
y  las  representaciones  de  los  otros  que  hayan  fallecido,  y  nada 
más  que  entre  éstos:  nada  para  los  nietos,  nada  para  los  de* 
más  descendientes  que  tengan,  á  su  ves»  padre  ú  otro  ascen- 
diente interpuesto  entre  ellos  y  el  testador.  Esto  lo  dinpone  la 
ley;^esto  nadie  lo  niega.  ¿Por  qué,  pues,  tanta  crueldad?  ¿Por 
qué  esa  burla  sangrienta  de  las  esperanzas  que  la  ley  misma 
les  hiciera  concebir,  según  la  teoría  que  combato?  A  los  hijos 
la  ley  les  prometió  esperanzas;  pero,  al  fin,  muerto  su  padre 
sin  haber  distinguido  á  ninguno,  se  las  ha  convertido  d  iodos 
4lo8  en  hermosa  realidad,  dando  á  cada  uno  su  partéenlo 
que  era  de  todos,  porque  el  padre  no  quiso  destinarlo  especial- 
mente entre  ellos,  favoreciendo  á  alguno.  Pero  con  los  nietoa 
obró  de  otra  manera  muy  distinta  la  ley:  á  éstos  les  ha  bur- 
lado, á  éstos  les  ha  desamparado,  y  porque  el  abuelo  no  ha 
querido  elegir  entre  ellos,  <i  todos  les  ha  quiíado  lo  qne  falaz- 
mente les  prometiera,  en  vez  de  distribuirlo  entre  ellos  por 
igual  para  realizar  sus  esperanzas  y  hacer  efectivos  sus  dere- 
chos eventuales.  ¿Por  qué  esta  diferencia?  ¿Dónde  está  escrita? 
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SeñálennoB  los  mantenedores  de  la  tesis  que  combato  la  razón 
por  la  que  se  ven  precisados  á  admitir  sefnejante  aitoma^fo,  ó 
explíquennoila  de  algún  modo.  ¿Qué  sistema  es  éste,  que  asi 
se  destruye  por  si  tnismof  ¿Qué  teoría  la  que  asi  lleva  en  sus 
propias  entrañas  el  moubtruo  que  la  devora? 

Convengamos,  pues,  en  que  la  mejora  es  y  ha  sido  siempre 
una  parte  de  la  legitima,  parte  que  sigue  la  misma  suerte,  que 
tiene  el  mismo  destino  y  que,  salvo  las  reglas  especiales  ex- 
presamente establecidas  para  su  particularidad,  se  rige  por  los 
principios  fundamentales  y  las  reglas  de  carácter  general  que 
organizan  el  iodo. 


*  « 


Argumento,  al  que  no  doy  importancia  decisiva,  pero  que 
no  hay  por  qué  omitir  en  apoyo  de  mi  tesis,  es  tamj:)ién  el  que 
se  deriva  de  la  couhtitución  gramatical  del  vocablo  con  que  se 
designa  la  institución  que  estudiamos.  La  palabra  mejora  es 
por  si  misma  de  alguna^signifícación  en  orden  á  nuestro  pro- 
blema.  Es  un  término  comparativo  que,  ó  envuelve  una  ma- 
nifiesta impropiedad  léxica,  ó^signifíca  una  relación  de  superio- 
ridad con  referencia  á  otro  término  cuya  existencia  se  supone. 
Ck),ncibese  la  mejora  como  algo  que  hace  de  mejor  condición  al 
que  la  disfruta;  y  el  término  m^or  es  siempre  expresivo  de 
aquella  relación  de  superioridad  con  algo  que  es  simplemente 
huerto.  No  se  dice  nunca  mejor  en  sentido  absoluto  ó  posit%vo\ 
esa  palabra  evoca  la  idea  de  algo  que,  siendo  bueno,  no  lo  es 
tanto  como  lo  significado  por  ella.  Ahora  bien:  siendo,  como 
son,  estas  verdades  indiscutioles,  resulta  que,  dentro  de  la  teo- 
ría que  sustento,  es  perfectamente  propia  la  palabra  minora 
con  aplicación  á  la  parte  del  caudal  hereditario  que  se  da  á 
un  heredero  sobre  la  legitima,  además  de  ésta^  viniendo  á  hacer 
de  mejor  condición  al  asi  favorecido;  porque  es  mejor  tener  algo 
más,  que  disfrutar  de  la  legitima- soluy  siendo  esto  último  bueno 
en  si.  Mas  en  la  teoria  contraria  resulta  impropia  la  palabra, 
porque  el  nieto  que  en  vida  de  su  padre  percibiese  una  por- 


4 
I     ' 
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ción  del  tercio  de  mejora,  segán  el  testamento  de  su  abuelo, 
DO  podría  correctamente  llamarse  mejorado:  ni  con  relación  á 
los  hijos  del  testador,  porque  le  faltarla  la  base  de  toda  mejo- 
ra propiamente  dicha,  que  es  el  término  positivo  tlegitimai^,  con 
referencia  al  cual,  y  sólo  asi,  es  comparativo  el  vocablo  mejora; 
ni  con  relación  á  otros  nietos  no  beneñciados,  ni  aun  con  res- 
pecto á  él  mismo  considerado  como  lo  que  es,  como  un  extra- 
ño á  la  legitima:  porque  aquéllos  nada  en  absoluto  |>ercibirán, 
j  él  participaría  sólo  de  la  liberalidad  de  su  ascendiente,  que 
serla  un  bien  en  si  mismo,  pero  no  haría  mejor  su  condición, 
por  falta  de  término  comparativo  con  el  que  establece  esta  re- 
lación de  superioridad.  £1  mejorado  propiamente  dicho  no 
podrá  nunca  percibir  menos  que  el  heredero  normal  ó  el  legití 
mario:  es  preciso,  para  que  pueda  llamarse  tal  mejorado^  que 
perciba  mds^  á  saber  la  parte  correspondiente  como  tal  here- 
dero, y  sobre  ella,  lo  qué  se  le  agrega  en  el  concepto  de  mejora. 
De  otro  modo,  podrá  haber  un  legado  ú  otra  liberalidad  cual- 
quiera; pero  una  mejora^  no.  El  nieto  que  no  tiene  la  cualidad 
de  heredero  forzoso  por  representación  de  su  padre,  no  puede, 
por  tanto,  ser  mejorado. 


• 


Por  otra  parte,  la  invocación  de  la  ley  de  Bases,  que  hace 
también  la  sentencia  en  este  tercer  considerando,  resulta  con- 
traproducente para  sus  fines;  porque  es  precisamente  en  la 
base  16  donde  no  aparecen  las  frases  que  en  el  Código  pudie- 
ran ser  motivo  de  alguna  duda  ó  confusión.  La  base  16,  ha« 
blando  de  las  dos  terceras  partes  del  caudal  que  integran  la 
reserva  legal  á  favor  de  los  hijos,  dice:  cUna  que  constituirá 
la  legítima  de  los  hijos,  y  otra  que  podrá  asignar  el  padre  á 
su  arbitrio  entre  los  mismos.»  Como  yo  no  trato  de  eludir  di- 
ficultad alguna  en  esta  discusión,  porque  la  más  perfecta  sin- 
ceridad de  pensamiento  preside  á  mi  discurso— ^y  prueba  de 
ello  es  que  si  me  guiase  por  mis  simpatías  de  orden  iieal^  sin 
vacilar  declararía  que  todas  ellas  están  del  lado  de  la  más 


I 
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amplia  libertad  en  el  orden  civil,  aspiración,  no  obstante,  de 
sentido  opuesto  á  la  tesis  qne  una  imparcial  exégms  del  Código 
me  obliga  á  defender — ,  he  de  confesar  que  las  copiadas  pala- 
bras de  la  ley  de  Bases  envuelven  un  concepto  de  la  legitima 
más  restringido  que  el  del  Código,  y  asi  como  una  tendencia 
á  considerar  como  tal  solamente  la  llamada  estricta*  Pero  nó- 
tese que  yo  no  invoco  en  mi  favor  el  argumento  que  de  dicha 
ley  puede  sacarse— porque  en  este  punto  me  atengo  á  lo  di- 
cho: que  lo  que  constituye  derecho  vigente  es  el  Código,  y  no 
la  ley—,  sino  que  trato  de  probar  que  en  vano  la  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  que  examino  invoca,  en  8u' tercer  con- 
siderando, el  espíritu  de  aquella  ley,  porque  en  este  punto 
sus  pa.labras  textuales,  antes  transcritas,  envuelven  una  solu- 
ción contraría  á  la  de  la  eentencia,  ya  que,  según  aquella  ley, 
la  mejora  puede  asignarla  el  •  padre  á  su  arbitrio  entre  las  mis- 
mos, es  decir,  entre  los  hijos  que  acreditan  legitima,  y  nada 
más  que  entre  tales  A»/o«,  porque  la  base  no  contiene  lá  pala- 
bra descendientes  que  se  lee  en  el  Código  civil. 

Y  no  vale  tratar  de  salir  de  esta  dificultad  invocando  la 
doctrina,  universalmente  admitida  y  sancionada  por  el  mÍHmo 
Tribunal  Supremo,  de  que  en  la  palabra  hijos  están  incluidos 
para  ciertos  efectos  jurídicos  los  descendientes  de  ulteriores  gra- 
dos, porque  cuando  la  base  dice  entre  los  mismos^  se  refiere  ex- 
elusivamente  á  los  allí  aludidos,  sean  los  que  fueren,  al^ecir 
una  línea  más  arriba:  la  legitima  de  los  hijos.  tLos  mismos*  son, 
pues,  esos  hijos  y  no  otros,  esos  descendientes  precisamente. 
Ahora  bien:  como  los  descendientes  que  no  son  inmediatos, 
como  los  nietos  en  vida  de  su  padre,  no  tienen  legitima,  ni 
según  la  base,  ni  según  el  Código,  ni  según  la  doctrina,  ni  se- 
gún  nada,  resulta  hasta  la  evidencia  que  aquí  no  se  refiere  la 
ley  sino  á  los  hijos  que  la  tienen.  Luego  al  atribuir  la  mejora  á 
los  mismos^  la  ley  de  Bases  condena  la  doctrina  del  Tribunal 
Supremo  que  la  invoca. 

Repito  que  yo  no  trato  de  utilizar^  ni  doy  importancia  al- 
guna á  este  argumento,  que  sólo  menciono  para  no  dejar  olvi- 
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«dada  ninguna  inainuación  del  consideraiido  que  examino.  Por 
lo  demás,  en  este  punto  asiento  al  pareoer  de  Scsevoia,  cuando 
dioe  que  el  texto  de  la  base  16  cen  manera  alguna  ha  de  servir 
de  regla  de  hermenéutica  para  decidir  si  pueden  ó  no  ser  me- 
jorados los  descendientes  cuyo  ascendiente  viva  en  el  momento 
4e  la  efectiyidad  de  la  mejora.» 

HlfóUTO  GOIiaÁLB2  RSBOLLAB. 


SEaaiÓH  AGADÉMIGA 


FORMAS  QUE  PUEDEN  ADOPTAR  LAS  SOCIEDADES  MERCANTILES 


(CONFERENCIA  DADA  EN  EL  CÍRCULO  LIBERAL  DEMOCRÁTICO, 
DE  BARCELONA,  KL  21  DE  MAYO  DE  1904.) 

Señores: 

La  Junta  directiva  de  este  Gírcalo,  honrándome  más  quisa 
de  lo  que  merezco,  se  ha  servido  invitarme  galantemente  á 
ocupar  esta  cátedra  y  á  Colaborar  de  este  modo  á  la  obra  de 
<:ultura  popular  que  se  propone  realizar,  aunando  en  forma 
verdaderamente  digna  de  todo  elogio  la  propaganda  del  ideal 
político  con  las  exigencias  apremiantes  de  difundir  la  ilustra- 
ción en  el  país.  Á  empresa  tan  levantada,  y  casi  pudiera  de 
cir  tan  sant^,  no  podía  yo  negar  mi  modesto  concurso;  no 
sólo  porque  mi  condición  de  Catedrático  oñcial  me  obliga  á  no 
rehuir  ningún  compromiso  de  esta  especie,  sino  porque  perte- 
neciendo á  la  recién  creada  extensión  universitaria,  tengo  el 
deber  de  acudir  adonde  quiera  que  se  solicite  mi  palabra  para 
los  ñnes  de  la  difusión  cientíñoa.  No  me  debéis,  pues,  agrade- 
oimiento  alguno  por  haber  venido  esta  noche  á  departir  ami- 
gablemente con  vosotros;  al  contrario,  yo  soy  el  que  os  debo 
<iar  las  gracias  por  haberos  acordado  de  mi  humilde  persona; 
porque  contando,  como  contáis  entre  vosotros,  con  tantas  y 
tan  ilustres  personalidades  como  veo  agrupadas  á  mi  alrede- 
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dor  en  está  noche,  podiaifi  muy  bien  haberos  pasado  sin  mi;  y 
no  ÓB  expondriais»  sobre  todo  después  de  los  elogios  que  aca- 
ba de  hacer  de  mi^  persona  mi  querido  amigo  el  Sr.  Boig  y 
Bergadá,  á  sufrir  un  desencanto;  pues,  por  desgracia,  señores» 
sucede  harto  frecuentemente  que  la  ciencia  oficial  está  tan 
enferma  como  nuestra  moneda,  y  el  valor  que  le  asigna  el  Es- 
tado, al  acuñarla,  está  muy  lejos  de  ser  el  que  efectiyamente 
se  la  reconoce  en  el  comercio  internacionaU 

Y  he  escogido  el  tema  de  esta  conferencia,  formulado  en 
loa  términos  que  ya  conocéis:  primero,  porque  he  creído  que 
podría  aportaros  alguna  observación  propia  y  personalisima 
respecto  al  mismo;  y  segundo,  porque  se  relaciona  muy  inme- 
diatamente con  una  cuestión  que  empieza  hoy  á  debatirse  en 
público,  que  ha  sido  planteada  en  los  periódicos  por  el  señor 
Lanfranco,  que  ha  preocupado  ya  á  la  Cámara  oficial  de  Co- 
mercio de  esta  ciudad,  y  en  la  que  ha  terciado  ya,  con  la  Com- 
petencia que  todos  unánimemente  reconocemos  en  él,  vuestra 
divísimo  Presideiite,  mi  buen  amigo  el  Sr.  Roig.y  Bergadá. 
Me  refiero  á  las  llamadas  Sociedades  de  responsabilidad  limi- 
tada por  garantía,  respecto  á  las  que  surge  la  duda  de  si  son  6 
no  posibles  en  nuestra  patria,  dadas  las  prescripciones  de  nues- 
tro Código  dé  Comercio. 

Para  tratar  de  la  forma  qu^  pueden  adoptar  las  Sociedades 
mercantiles,  interesa  en  primer  término  saber  lo  que  son  és- 
tas;  y  yo  supongo  que  vosotros  lo  sabéis,  sobre  todo  si  tuvís- 
teiei  la  suerte  de  úó  haber  neceisitado  acudir  para  ello  al  Códi- 
go de  Comercio;  pues  en  esta  materia,  Como^n  otras  muchas, 
deja  bastante  que  deísear  nuestra  ley  comercial.  Tparaqoeno 
creáis  que  e^íagero,  y  no  llegue  alguno  de  vosotros  á  sospechar 
que  el  exceso  de  familiaridad  que  tengo  con  él  Código  ha  priof- 
dü'cido  en  mí  él  efecto  que  dicen  que  produce  en  los  sacrista- 
nes'el  trató  demasiado  familiar  de  los  Santos  que  han  dé  cuidar 
y  arreglará  diario,  voy  á  leeros  y  á  comentaros  brevísima^ 
ibénte  él  árt.  116  del  mismo.  Dice  asi: 

¿El  <iontrato  de'  Compañía,  por  él  cual  dos  ó  más  peréonaa 
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86  obligaü  á  poner  en  fondo  común  bienes,  indostria  ó  alganiu* 
de  estas  cosas  para  obtener  nn  lucro,  será  mercantil,  cualqaie, 
ra  que  fuese  su  clase,  siempre  que  se  haya  constituido  coa 
arreglo  á  las  disposiciones  de  este  Código.» 

8i  vuestro  oido  es  tan  fino  que  pilla  al  vuelo  las  incon- 
gruencias sintáxicas,  habréis  podido  apreciar  p(Nr  esta  simple- 
lectura  que  la  Gramática  ha  resultado  maltrecha  ó  atropella- 
da por  el  legislador;  porque  el  contrato  de  Gompañíav  al  cual 
se  refiere  todo  el  articulo,  ya  que  con  estas  palabras  empieía, 
no  sé  yo,  ni  vosotros  tampoco  sabréis^  que  pueda  constituirse 
ni  con  arreglo  á  á  las  disposiciones  del  Código  ni  de  ninguna 
otra  manera;  porque  un  contrato  se  celebra  ó  no  se  celebra- 
pero  jamás  se  constituye.  ¿Sabéis  quién  puede  constituirse  etk 
una  ú  otra  forma?  Pues  la  Compañía  ó  la  Sociedad;  y  esto  es 
lo  que  ha  querido  decir  el  autor  del  artículo,  sólo  que  no  16 
ha  dicho;  aunque  ha  creído,  por  lo  visto,  que  lo  decía,  como 
io  demuestra  el  final  del  mismo: 

cUna  vez  constituida  la  Compañía  mercantil,  tendrá  per* 
sonalidad  jurídica  en  todos  sus  actos  y  contratos.» 

Ya  veis  cómo  era  la  Sociedad,  y  no  el  contrato,  la  que  habla 
de  constituirse. 

Pero  dejemos  estas  minucia»,  y  vamos  al  fondo  de  la  cues* 
tiÓQ.  Supongamos  que  el  tal  art.  118  está  bien  redactado  gra- 
maticalmente; pues  aun  admitida  esta  suposición,  tampooo 
sabréis  lo  que  es  una  Sociedad  mercantil;  y  esto  por  dos  raso* 
nes:  la  primera,  porque  una  Sociedad  mercantil  no  puede  per- 
der su  carácter  por  el  hecho  de  constituirse  ó  no  con  arreglo  á 
las  disposiciones  del  Código,  ya  que  el  cumplimiento  de  las 
formalidades  legales  afectará  tan  sólo  á  la  mayor  ó  menor 
irregularidad  en  su  funcionamiento;  y  la  segunda,  porque  hay 
un  contrato  regulado  por  el  Código  de  Comercio,  por  el  cual 
dos  ó  más  personas  se  obligan  á  poner  en  fondo  común  hier 
nes,  industria  ó  alguna  de  estas  coias  para  obtener  un  lucro,  y 
que,  celebrado  con  arreiglo  á  las  disposiciones  del  mismo,  no 
constituye,  sin  embargo,  una  Sociedad.  B6te  contrato  es  el 
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que  86  conoce  con  el  nombre  de  Cuentas  en  participación. 

Lo  característico  de  toda  Sociedad,  tanto  si  es  mercantil 
como  si  es  civil,  estriba  en  que  el  propósito  de  ios  aue,  con 
*objeto  de  conseguir  un  lucro,  aportan  á  un  fondo  común  bie- 
nes ó  industria,  ó  alguna  de  estas  cosas,  Consiste  en  la  crea- 
ción de  una  entidad  jurídica  que  sea  distinta  de  la  personalí 
dad  de  cada  uno  de  los  asociados;  y  esto  es  lo  que  se  olvidó  de 
precisar  el  art.  116.  Como  veis,  se  dejó  en  el  tintero  lo  prin- 
cipaL 

Y  ahora  08  diré,  también,  aunque  de  pasada,  que  si  preten- 
déis distinguir  una  Sociedad  mercantil  de  una  Sociedad  civil, 
lo  cual  parece  á  primera  vista  sencillo,  ya  que  la  una  ha  de 
tener  como  finalidad  un  propósilo  mercantil  ó  industrial  de 
los  que  la  ley  comprende  entre  los  actos  mercantiles,  y  la 
otra  se  ha  de  proponer  algo  que  no  sea  esto,  y  acudís  á  los  Có- 
digos de  Comercio  y  Civil  para  orientaros  acerca  del  criterio 
del  legisl^or,  os  pasará  que  os  quedaréis  decididamente  sin 
saber  cuál  es  éste;  porque  vosotros  que  acabáis  de  escuchar  lo 
que  dice  el  Código  de  Comercio,  oid  lo  que  dice  el  Civil,  y 
convendréis  conmigo  en  que  el  legislador  parece  estar  jugan- 
do al  juesro  de  los  despropósitos: 

cArt.  1665.  La  Sociedad  es  un  contrato  por  el  cual  dos  ó 
más  personas  se  obligan  á  poner  en  común  dinero,  bienes  ó 
industria,  con  ánimo  de  partir  entre  sí  las  ganancias.» 

Analizad /si  tenéis  humor,  pues  yo  no  he  de  hacerlo  en 
este  instante,  los  conceptos  del  art.  U6  del  Código  de  Comer- 
cio y  los  del  1665  del  Civil,  y  sacaréis  en  conclusión  que  en  el 
fondo  son  perfectamente  iguales  una  y  otra  clase  de  Sociedad; 
y  cuando  creáis,  en  vista  de  esto,  que,  si  no  por  el  fondo,  po- 
dréis distinguir  por  la  forma  estas  Sociedades,  os  diré  que 
tampoco  os  queda  este  recurso,  porque  el  art.  167(*  del  Código 
civil  dice  así: 

cArt.  167Ó.  Las  Sociedades  civiles,  por  el  objeto  á  que  se 
oonpagren,  pueden  revestir  todas  las  formas  reconocidas  por  el 
Código  de  Comercio. 
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»Eq  tal  caso  les  serán  aplicables  sus  disposiciones,  en 
cuanto  no  se  opongan  á  las  del  presente  Código.» 

De  donde  resulta  que,  como  no  queda  otra  diferencia 
que  aquella  del  final  del  art.  116,  que  dice  que  cserá  mercan- . 
til  una  Compañía  de  las  que  en  el  mismo  se  definen,  csiempre 
que  se  haya  constituido  con  arregló  á  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio»,  y  el  Código  no  señala  una  verdadera 
sanción  para  las  Compañías  que  no  se  hayan  constituido  del 
modo  indicado,  la  Compañía  será  mercantil  ó  civil,  á  gusto 
del  consumidor.  Y  perdonando  lo  vulgar  de  la  frase.  Pero  de- 
jemos esto,  y  vamos  á  lo  que  interesa. 

De  que  todas  las  Sociedades  mercantiles  han  de  constar  de 
dos  ó  más  personas  que  tengan  una  finalidad  común,  y  que, 
al  efecto  de  conseguirla,  aunen  sus  esfuerzos,  aportando  éapí- 
tales  ó  BU  industria  para  ello,  no  se  ha  de  deducir  que  todas 
hayan  de  ser  iguales;  pues  en  el  extenso  campo  de  la  activi* 
dad  económica,  la  naturaleza  de  la  empresa,  en  relación  con 
las  fuerzas  individuales  de  los  asociados  y  con  el  propósito  que 
persigan  al  tratar  de  constituir  la  Sociedad,  determinará  la 
forma  que  ha  de  tener  ésta;  y,  de  aquí,  que  la  forma  parti- 
cular que  revisten  haya  servido  y  sirva  de  bape  para  clasifi- 
car las  Sociedades  mercantiles  dentro  de  los  tres  grupos  si- 
guientes, que  son  los  que  pudieran  llamarse  tradicionales  del 
derecho  mercantil:  las  colectivas,  las  comanditarias  y  las  anó- 
nimas. 

Y  no  creáis  que  por  el  hecho  de  ser  tradicionales  estas  for* 
mas,  son  tan  rígidas  é  inalterables  como  las  normas  de  la  es-  ^ 
cultura  hierática  del  antiguo  Egipto.  No;  la  movilidad  nece* 
saria  al  desenvolvimiento  de  la  vida  mercantil  no  consiente 
semejante  cosa;  y  por  eso  las  colectivas  presentan  dos  modali- 
dades, la  llamada  colectiva  regular  y  la  colectiva  irregular;  y 
la  comanditaria  se  ha  escindido  en  otras  dos,  la  comanditaria 
simple  y  la  comanditaria  por  acciones;  y  la  anónima  ó  socie- 
dad de  responsabilidad  limitada  presenta  ya  otras  dos  moda- 
lidades, la  ordinaria,  es  decir,  la  que  regula  nuestro  Códig6¿  y 
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la  extraordinaria  ó  sociedad  de  responsabilidad  limitada  por 
garantía,  como  la  llaman  los  ingleses. 

De  donde  resulta  qoe  el  art.  122  del  Código  de  Comercio 
tampoco  es  un  modelo  de  exactitud  al  decir  que,  cpor  regla 
general,  las  Compañías  mercantiles  se  constituirán  adoptando 
algunas  de  las  siguientes  formas:  1.^,  la  regular  colectiva...; 
2.\  la  comanditaria...,  y  3.^,  la  anónima...»;  porque  prcFcin- 
diendo  de  las  de  responsabilidad  limitada  por  garantía,  hay, 
por  lo  menos,  la  irregular  colectiva  y  la  comanditaria  por 
acciones,  que  reguladas  por  nuestro  Código  de  Comercio,  son 
formas  posibles  de  constitución  no  enumeradas  en  dicho  ar- 
tículo. 

\  no  digamos  nada  de  cómo  las  define,  porque  de  ello  voy 
á  hablaros  dentro  de  un  instante,  y  os  convenceréis  de  que  al 
hacerlo  estaba  nuestro  legislador  dejado  de  la  mano  de  Dios; 
frase  piadosa  que  de  ordinario  encubre  un  calificativo  más 
fuerte,  aplicable  á  los  desaciertos  que  exceden  con  mucho  del 
limite  de  lo  tolerable. 

A  más  de  estas  formas  ordinarias,  hay^otras  que  pueden 
también  revestir,  en  ocasiones  determinadas^  las  Sociedades 
mercantiles,  y  de  las  que  habla  nuestro  Código,  que  son:  la  de 
la  motualidad  con  aplicación  á  los  seguros,  y  la  de  la  coope- 
ración con  aplicación  á  las  Sociedades  obreras  ó  de  con- 
sumo. 

Por  último;  no  ha  querido,  el  legislador  cerrar  la  puerta  á 
las  posibles  combinaciones  que  el  comercio  pudiera  discurrir, 
y  ha  adoptado  un  criterio  de  libertad,  dentro  del  que  caben, 
en  mi  entender,  las  Sociedades  de  responsabilidad  limitada 
por  garantía,  á  que  al  principio  me  refería,  y  cuya  existencia 
tegal  sancionan  el. derecho  inglés  en  la  ley  de  7  de  Agosto < 
de  1862,  y  el  derecho  alemán  en  la  de  20  de  Abril  de  1892. 

Veamos  ahora  en  qué  consisten  las  distintas  Sociedades 

cuya  enumeración  acabo  de  haceros,  con  referencia  á  nuestra 

ley,  y  así  podremos  después  exaininar  en  qué  consisten  las  de 

responsabilidad  limitada  por  garantía,  fines  á  que'  responden 
TOMO  104  .  as 
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y  bí  hay  ó  no  posibilidad  de  constituirlas  dentro  de  nuestro 
derecho. 

La  Sociedad  regalar  colectiva,  dice  el  art.  122  del  Código 
de  Comercio,  es  aquella  cen  que  todos  los  socios,  en  nombre 
colectivo  y  bajo  una  razón  social,  se  comprometen  á  partici 
par,  en  la  proporción  que  establezcan,  de  los  mismos  dere- 
chos y  obligaciones».  Ya  os  anuncié  antes  que  esta  definición » 
lo  mismo  que  las  otras  que  contiene  el  mismo  artículo,  dejan 
bastante  que  desear;  y  ya  os  habréis  podido  convencer  de  que 
no  exageré;  pues  lo  típico  de  estas  Sociedades,  que  es  lares- 
ponsabilidad  personal  y  solidaria  de  todos  los  socios  por  \m 
operaciones  sociales  que  practiquen,  no  está  indicado.  Por 
otra  parte,  al  decir  en  nombre  colectivo  y  bajo  una  razón  sockU, 
parece  dar  á  entender  que  el  nombre  colectivo  es  distinto  de 
la  razón  social;  y  vosotros  sabéis  perfectamente  que  no  es  asi, 
sino  que  el  nombre  colectivo  y  la  razón  social  son  una  misma 
cosa.  Y  por  último;  no  es  cierto  tampoco  que  siempre  se  com- 
prometan los  socios  á  participar,  en  la  proporción  que  esta- 
blezcan, de  los  mismos  derechos  y  obligaciones;  porque  ni  la 
responsabilidad  personal  y  solidaria  que  tienen  por  razón  de 
la  ley,  y  que  constituye  una  obligación,  puede  limitarse  en  la 
proporción  que  establezcan,  ni' la  administración  social,  ya  se 
considere  derecho  ú  obligación,  es  cosa  de  que  siempre  kan 
de  participar  proporcionalmente  los  socios;  pues  si  puede  ex- 
cluirse totalmente  de  la  misma  á  alguno  ó  á  algunos,  a  pro- 
porción desaparece,  á  no  ser  que  en  el  sentido  legal  se  llame 
proporción  á  que  unos  lo  tengan  todo  y  otros  nada. 

A  más  de  esto,  el  legislador  se  olvidó  de  una  circunstancia 
característica  de  esta  clase  de  Sociedades,  y  que  consiste  en 
que  los  socios  son  comerciantes;  circunstancia  que  explica 
muchas  cosas  que  de  otro  modo  serían  anomalías  inexplica- 
bles. Y  no  es  que  no  lo  supiera;  porque  el  art.  222  dice,  refi- 
riéndose á  esta  clase  de  Sociedades,  que  la  quiebra  de  cual- 
quiera de  los  socios  colectivos  es  motivo  suficiente  para  pro- 
ducir la  disolución  de  la  misma,  y  la  quiebra  en  nuestro  de  - 
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Techo  es  inetitución  propia  tan  sólo  de  los  comerciante?^ 
Ahora  bien:  teniendo  en  caenta  esto,  y  sabiendo  además 
oómo  los  comerciantes,  por  espacio  de  muchos  siglos  y  por  in- 
flujo del  derecho  romano,  no  pudieron  constituir  otras  Socie- 
dades que  estas  de  que  os  estoy  hablando,  os  explicaréis  per- 
fectamente cómo  de  la  reunión  de  los  esfuerzos  de  dos  ó  más 
comerciantes,  surgió  la  Sociedad  colectiva,  con  una  rasón  co- 
mercial que  habla  de  formarse  con  los  nombres  de  los  asocia- 
dos^ ya  que  todos  y  cada  uno  habían  de  responder,  de  las  obli- 
gaciones sociales,  primero  en  la  proporción  convenida  en  el 
contrato  de  sociedad,  mientras  no  se  agotare  el  fondo  social, 
y  después  con  todos  sus  bienes,  aun  cuando  esta  proporcióa 
no  pudiese  subsistir;  porque  no  era  admisible  en  manera  al- 
guna que  pudiese  limitarse  la  responsabilidad  por  el  solo  he- 
cho de  asociarse  varios  comerciantes  para  la  realización  de 
una  empresa  mercantil  determinada.  Y  como  el  comerciante, 
al  entrar  &  formar  parte  de  una  Compañía,  no  perdía  nada  de 
su  propia  personalidad,  ya  que  prestaba  su  nombre  para  la 
formación  de  la  razón  social,. y  respondía  con  todo  lo  suyo  de 
las  obligaciones  sociales,  la  administración  del  negocio  colec- 
tivo era  función  natural  de  su  condición  de  socio,  por  cuanto 
al  administrar  el  caudal  social,  administraba  el  suyo  igual- 
mente. 

Beta  compenetración  de  la  personalidad  del  socio  con  la 
de  la  Sociedad,  y  sobre  todo,  la  del  caudal  eocial  con  el  pairi 
monio  del  socio,  están  en  abierta  contrv^idicdón  con  las  conse 
cuencias  que  naturalmente  se  derivan  del  Ifechp  reconocido 
en  el  Código  de  Comercio,  de  que  la  Sociedad  constituye  una 
entidad  jurídica  dicrtinta  de  la  de  los  socios;  así  como  también 
lo  está  la  forma  especial  de  administración  de  estas  Socieda 
des.  Pues  es  doctrina  perfectamente  lógica,  tratándose  de  per  • 
sonas  colectivas,  la  de  que  sólo  -por  representación  pueden 
oentraer  derechos  y  obligaciones;  y  el  representante  é  admi  • 
nistrador,  en  casos  tales,  no  es  otra  cosa  que  xm  mandatario 
<}ae  ha  de  estar  provisto  del  apoderamiento  necesario.  Y  en 
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€BtaB  Sociedades  colectivas  se  produce  el  fenómeno  de  que  l(» 
administradores  lo  son  por  virtud  de  la  ley;  que  dejan  de  serla 
por  un  verdadero  desapoderamiento,  y  que  para  obrar  en  con- 
cepto de  administradores  no  necesitan  poder  alguno. 

Olvidaos  por  un  momento  de  que  se  trata  de  comerciantes 
asociados  para  un  negocio  común,  y  todo  esto  os  resultará  un 
absurdo  jurídico,  si  partís  del  supuesto  de  la  existencia  real  y 
efectiva  de  una  personalidad  distinta  por  completo  de  la  de 
los  socios.  Y  esta  consecuencia,  que  está  apuntada  en  el  Có- 
digo  de  Comercio,  ¿sabéis  quién  la  apura  en  beneficio  suyo? 
Pues,  la  Hacienda;  la  enemiga  del  contribuyente.  Con  la  par* 
ticularidad  de  que  no  esperó  á  que  el  vigente  Código  de  Co* 
mercío  proclamara  la  existencia  de  la  personalidad  jurídica 
de  la  Sociedad,  sino  que  en  vigor  todavía  el  de  1829,  que  no 
contenía  precepto  alguno  acerca  de  esto,  en  la  reforma  del 
impuesto  sobre  traslaciones  de  dominio,  en  el  actual  de  áeie^ 
chos  reales  y  transmisión  de  bienes,  que  se  hizo  en  virtud  de 
las  bases  aprobadas  en  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de  Di- 
ciembre de  1872,  ya  se  dispuso  que  toda  aportación  de  bienee 
y  derechos  reales  que  se  hiciere  en  la  constitución  de  cual- 
quier clase  de  Sociedad,  satisfaría  el  nuevo  impuesto;  asi 
como  á  la  disolución  ó  liquidación  de  la  misma  volvería  á  co» 
brar  la  Hacienda  el  impuesto. por  las  adjudicaciones  del  haber 
social  á  los  socios.  De  donfle  resulta:  que  en  una  Sociedad  de 
carácter  tan  personali^imoi  como  es  ésta,  ei^  la  que  el  socio  dá 
su  nombre  para  constituir  la  razón  social,  su  persona  para  la 
administración  del  negocio  común,  sus  bienes  para  la  consti-^ 
tución  del  fondo  social  y  su  patrimonio  entero  presente  y  futu- 
ro para  responder  en  su  díade  las  operaciones  sociales,  la  Ha- 
cienda le  cobra  el  impuesto  al  constituir  la  Sociedad,  como  si 
las  aportaciones  de  capital  que  hace  fuesen  una  enajenación; 
y  vuelve  á  cobrarle  cuando  al  disolverse  la  Sociedad  recoge  la 
suyoí  quizás  mermado,  si  la  suerte  no  favoreció  el  negocio.  Y 
menos  náal,  señores,  que  no  ha  habido  todavía  ningún  Minis- 
tro de  Hacienda,  tan  sutil  y  metafísico,  que  baya  calculadce 
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<)ae  cuando  el  capital  social  ha  desaparecido  y  loe  socios  tie- 
nen que  pagar  con  sus  propios  bienes  las  deudas  sociales,  hay 
'W  taboperación  envuelta  una  cesión  de  bienes  á  la  Sociedad 
para  que  ésta  pague  á  sus  acreedores,  y  se  salve  asi  el  buen 
tiombre  de  la  misma;  porque  si  tal  discurre,  creed  que  llegará 
-el  dia  en  que  se  cobrará  un  tanto  por  esa  supuesta  cesión. 

De  la  asociación  de  un  dependiente  á  los  negocios  de  una 
•Sociedad  ó  de  un  comerciante  en  cuyo  servicio  acreditó  sus 
excelentes  condiciones  personales,  nació  la  Sociedad  colee, 
tíva  irregular,  por  la  simple  transformación  del  contrato  de 
arrendamiento  de  servicios  en  un  contrato  de  Sociedad.  El 
nuevo  socio,  que  recibe  el  nombre  de  socio  indu'^trial,  ha  de 
tener  carácter  distinto  del  de  los  colectivos;  y  como  no  ingresa 
por  razón  de  un  capital,  que  de  ordinario  no  tiene,  está  á  las 
^ntfncias,  porque  su  antiguo  salario  se  convirtió  en  una  par- 
ticipación en  los  beneficios,  y  no  está  á  las  pérdidas  de  capital; 
aunque  sí  perderá  el  valor  de  su  trabajo,  si  no  hay  beneficios 
i>epartib!e8.  Por  esta  causa  tampoco  puede  dar  su  nombre  para 
que  figure  en  la  razón  social.  Estas  diferencias  en  la  condición 
de  los  socios,  es  lo  que  determina  la  irregularidad  de  la  Socie- 
dad colectiva. 

Por  análogo  procedimiento,  nació  la  Sociedad  comandita- 
ria simple.  El  comerciante  ó  la  Sociedad  colectiva  que  neoe- 
eita  un  aumento  de  capital  para  ensanchar  sus  negocios  ó  país 
para  hacer  frente  á  ciertas  dificultades  de  momento,  buscan 
un  capitalista  que  pueda  cederles  el  capital  necesario  Si  con- 
vienen en  un  interés  determinado  por  el  tiempo  que  han  de 
utilizarlo,  han  realizado  un  préstamo;  pero  si  convienen  eo 
interesar  al  capitalista  en  una  cierta  proporción  en  los  benefi* 
13Í08  sociales,  y  el  capital  recibido  de  éste  queda  afecto  igual- 
mente á  las  pérdidas,  sin  que  pueda  reclamarse  más  por  nin- 
gún concepto,  surge  la  Sociedad  comanditaria  simple.  La 
palabra  comandita  deriva  del  antiguo  contrato  de  encomienda» 
que  regulan  el  Consulado  de  Mar  y  las  Costumbres  de  Torto- 
jsa;  y  la  encomienda  no  fué  en  la  Edad  Media,  y  esto  explica 


ttO  RSVmJL  DS  LSeiBLACIÓH 

sa  generalización,  otra  cosa  qne  nn  Bastitutivo  del  préetamo;. 
pues  loa  recelos  de  la  legislación  canónica  y  de  la  civil,  que  en 
todas  partes  velan  la  usura,  entorpecía  y  dificultaba  la  vida 
del  crédito,  tan  necesario  siempre  ai  comercio. 

¿Queréis  saber  cómo  define  el  Código  de  Comercio  esta  So* 
ciedad?  Pues  escuchad,  porque  también  vale  la  pena,  lo  que 
dice  el  art.  122: 

cLa  comanditaria  (es  aquella)  en  que  uno  ó  varios  sujetos 
aportan  capital  determinado  al  fondo  común,  para  estar  á  las 
resultas  de  las  operaciones  sociales,  dirigidas  exclusivamente 
por  otros  con  nombre  colectivo.» 

Pasemos  por  lo  de  srjetos,  ya  que  pudo  haberlos  llamado 
personas;  y  fijémonos:  en  que  ni  es  preciso  que  sean  otros  los 
que  dirijan  en  nombre  colectivo,  puesto  que  puede  ser  uno 
solo  el  socio  que  tenga  carácter  colectivo,  y  entoncéB  no 
hay  en  la  razón  social  nombre  colectivo,  sino  el  suyo  exclusi- 
vamente; ni  se  determina,  en  tal  concepto,  cuál  es  el  limite 
de  la  responsal)ilidad  de  los  que  aportan  sus  capitales,  ni  el  de 
los  que  han  de  administrar.  Ya  veis,  que  salvo  estos  pequeños 
lunares,  no  es  del  todo  mala  la  definición  legal. 

La  comanditaria  por  acciones  se  diferencia  de  la  comandi- 
taria simple  por  un  hecho,  al  parecer,  sin  importancia,  por 
lo  menos  para  nuestro  legislador,  que  no  se  la  ha  dado;  pero 
que  la  tiene  y  muy  grande,  como  podréis  juzgar  en  breve,  por 
lo  que  voy  á  deciros.  Este  hecho  consiste  en  que  el  capital 
aportado  por  los  comanditarios  se  divide  todo  él  en  partes 
ignales  de  un  determicado  valor  (generalmente  pequeño  para 
&cilitar  su  colocaciÓL),  á  cada  uno  de  los  que  corresponde  un 
titulo  llamado  acción;  cuyos  títulos  entregados  al  comandita 
rio  en  equivalencia  del  capital  que  aportó,  le  permiten  ejercer 
loe  derechos  de  socio,  cobrar  los  beneficios  que  le  correspon- 
dan y  reclamar  la  parte  del  capital  que  le  pertenezca  después 
de  liquidada  la  Sociedad. 

Pues  bien:  como  os  he  dicho  hace  un  instante,  nuestro  Có- 
digo de  Comercio  no  da  importancia  alguna  á  esto,  desde  el. 
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momento  en  que  deja  eometidas  á  un  mismo  régimen  legal  las 
Sociedades  comanditarias  simples  y  las  comanditarias  por-ac 
dones.  Pero  si  tenéis  en  cuenta  que  en  la  vida  del  comercio 
estos  hechos  no  se  producen  arbitrariamente,  sino  que  respon* 
den  á  verdaderas  necesidades,  comprenderéis  fácilmente  que 
mientras  la  comandita  simple  es  una  Sociedad  de  comercian- 
tes que  necesita  el  auxilio  de  un  capital,  la  comanditaria  por 
acciones  es  una  Sociedad  de  capitalistas  que  necesita  la  coope 
ración  personalisima  de  uno  ó  varios  administradores  que  han 
de  interesarse  de  tal  manera  en  el  resultado  del  negocio,  que 
han  de  comprometer  su  nombre  y  su  responsabilidad  personal 
en  la  gestión  social.  Por  esta  razón,  que  como  veis  es  funda* 
mentalisima,  comprenderéis  cuan  acertadamente  han  dispues- 
to las  legislaciones  de  Italia  y  Alemania,  que  mientras  las  So- 
ciedades comanditarias  simples  se  rigen  por  lo  prescrito  para 
las  colectivas^  con  las  modificaciones  consiguientes  á  la  exis- 
tencia de  los  socios  de  responsabilidad  limitada,  las  comandi- 
tarias  por  acciones  se  rijan  por  lo  dispuesto  para  las  anónimas, 
con  las  modificaciones  consiguientes  á  la  existencia  de  socios 
administradores  de  responsabilidad  ilimitada.  Y  por  eso,  muy 
racionalmente  también,  y  como  consecuencia  de  haberse  colo- 
cado el  legislador  en  ese  punto  especial  de  vista,  cuando  los 
accionistas  ven  que  peligran  sus  capitales  por  la  dirección  des- 
acertada del  socio  ó  socios  colectivos,  cabe  el  recurso  supremo 
de  sustituir  aquella  administración  por  otra,  ó  el  de  convertir 
en  anónima  la  comanditaria  por  acciones;  con  lo  cual  pueden 
quedar  á  salvo  sus  intereses.  Cosa  que  no  ocurra  entre  nos- 
otros; porque  dando  nuestro  Código  de  Comercio  en  toda 
Sociedad  comanditaria  más  importancia  al  elemento  personal 
que  representan  los  socios  colectivos  que  al  capital  que  repre- 
sentan los  comanditarios,  por  no  tener  nuestro  derecho  la  fle- 
xibilidad del  de  Italia  y  Alemania,  ni  cabe  la  separación  de 
los  administradores  en  los  casos  indicados,  ni  cabe  la  posibili- 
dad de  la  continuación  de  la  Sociedad  cuando  se  produee  la 
muerte  ó  quiebra  de  uno  de  éstos,  porque  tal  accidente  cuando 
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se  produce  arrastra  irremisiblemeDte  á  la  Sociedad»  preda- 
ciendo  su  liquidación  íurzoda» 

Y  vamos  ccn  la  Sociedad  anónima.  Hasta  aquí  todas  las 
formas  der  Sociedad  que  hemos  examinado,  ofrecen  la  nota 
común  de  la  responsabilidad  personal  é  ilimitada  de  todos  ó 
de  alguno  de  sus  socios  por  las  obligaciones  sociales.  Esta  es, 
digámoslo  asi,  la  nota  característica  del  derecho  antiguo.  Bl 
derecho  nuevo,  para  responder  á  la  movilidad  de  la  vida  con- 
temporánea, que  requiere  una  gran  libertad  de  acción,  sin  la 
cual  la  vida  econóipica  no  podría  desenvolverse  con  toda  la 
holgura  necesaria,  ha  tenido  que  romper  los  antiguos  moldes 
y  lanzarse  por  nuevos  derroteros;  y  el  primer  paso,  paso  gigante 
dado  en  esta  dirección,  ha  sido  la  Sociedad  anónima;  palanca 
poderosa  de  progreso,  sin  la  cual  podéis  tener  la  completa  se- 
guridad de  que  el  finido  siglo  xix  no  hubiera  podido  realizar 
la  labor  inmensa  que  ha  realizado  en  todos  los  órdenes  de  la 
humana  actividad.  Vidari,  el  gran  jurisconsulto  italiano,  el 
gran  maestro  que  marcha  á  la  cabeza  de  esa  pléyade  ilustre  de 
mercantilistas  de  la  Península  hermana,  con  esa  profunda  la- 
tuición  que  tiene  de  la  vida  jurídico  comercial,  ha  dicho  á 
propósito  de  esto  una  gran  verdad;  y  es,  que  después  de  la  in- 
vención de  la  letra  de  cambio,  no  hay  nada  que  baya  dado 
tanto  impulso  á  las  energías  mercantiles  é  industriales  como 
la  Sociedad  anónima. 

Y,  sin  embargo,  el  hecho  en  sí  no  puede  ser  más  sencillo. 
Examinad  en  qué  consiste  una  Sociedad  anónima,  y  veréis  que 
todo  ello  se  reduce  á  la  formación,  para  emprender  un  deter- 
minado negocio,  de  un  fondo  común  al  que  contribuyen  varias 
personas,  cuya  administración  se  encomienda  á  un  mandatario 
amovible  á  voluntad  y  responsable  tan  sólo  de  su  gestión.  £1 
límite  de  la  responsabilidad  de  los  socios  es  el  de  sus  respec- 
tivos aportes.  Y  preguntaréis  vosotros,  ¿cómo  es  posible  que 
este  mecanismo  tan^sencillo  haya  podido  producir  una  revolu- 
ción tan  trascendental  en  la  vida  délos  pueblos?  Pues  os  lo 
diré  en  dos  palabras:  este  mecanismo  tan  sencillo  impone  la 


BEOCIÓN  ACADÉMICA.  6&3 

democratización  del  comercio*  Gracias  á  él,  todos  podemos  par- 
ticipar de  ios  beneficios  que  prodoce  la  vida  mercantil  é  in- 
dustrial sin  teoer  que  intervenir  personalmente  en  la  misma, 
^  y  pudiendo  dedicar  nuestra  actividad  á  otras  coí'as  de  muy  di 
ver^a  índole.  ¿Y  sabéis  por  qué?  Porque  la  Sociedad  anónima 
es  la  más  perfecta  ^licación  de  la  ley  de  la  división  del  tra 
bajo  á  la  indurtria  y  el  comercio;  mediante  ella  los  capitales 
acuden  solicitados  por  la  inteligencia  que  organiza  un  negocio, 
y  ella  buhca  también  el  concurso  personal  de  ios  que  saben 
administrar.  Esta  conjunción  de  medios,  unida  á  la  sustitu- 
ción poí'ible  de  los  socios  sin  que  la  sociedad  padezca,  ya  que 
esto  se  facilita  por  la  transmisión  de  las  acciones,  x>s  explicará 
cómo  la  Sociedad  anónima  ha  podido  ser  la  palanca  poderosa 
que  ha  removido  hasta  los  cimientos  de  la  vieja  sociedad.  Así 
os  explicaréis,  también,  cómo  al  conjuro  de  e^ta  Sociedad  ano 
nima  han  sacudido  su  mortaja  los  capitales  creados  por  el 
ahorro  y  enterrados  por  el  temor  á  las  arbitrariedades  de  los 
antiguos  gobiernos  absolutistas;  y  cual  nuevos  Lázaros,  han 
salido  de  su  sepulcro  para  volver  á  la  vida,  infundiendo  vigor 
á  nuestras  industrias  y  á  nuestras  empresas  comerciales.  Gra- 
cias á  ella,  el  mundo  se  halla  surcado  á  la  hora  preií^ente  por 
esas  cintas  metálicas  conductoras  de  la  civilización,  que  se 
llaman  las  vias  férreas;  y  hemos  tejido  en  la  atmósfera  y  en  el 
fondo  de  ios  mares  una  red  metálica  también  para  la  transmi- 
sión del  pensamiento.  Gracias  á  ella,  la  humanidad  se  siente 
ya  verdaderamente  solidaria.  Y  gracias  á  ella,  podemos  entre- 
ver una  futura  organización  en  la  que  las  fronteras  que  hoy  se- 
paran á  los  hombres  y  que  alientan  los  egoísmos  nacionales, 
habrán  de  caer  como  cayeron  las  murallas  de  Jericó  ante  el 
ejército  de  Israel. 

El  título  que  lleva  esta  Sociedad  es  todavía  una  reminis- 
cencia del  antiguo  derecho,  pues  anónima;  quiere  decir,  según 
el  significado  etimológico  de  la  palabra,  sin  nombre;  y  no  es 
ciertamente  porque  no  lo  tenga.  A  buen  seguro  que  no  cono- 
ceréis en  país  alguno  del  mundo  una  sociedad  de  esta  especie 
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qae  no  tenga  nombre*  No  tiene  razón  social  según  dice  nues- 
tro Código  de  Comercio,  pero  ha  de  tener  una  denominación 
adecuada  al  objeto  de  la  empresa,  y  en  esa  denominación  no 
puede  incluirse  el  nombre  personal  de  ningún  socio,  porque 
su  inclusión  supondría  la  existencia  de  una  responsabilidad 
ilimitada  y  personal,  incompatible  con  su  naturaleza.  Por  eso  es 
anónima;  es  decir,  porque  no  lleva  el  nombre  de  ninguno  de 
los  asociados.  Por  eso  el  derecho  comercial  inglés,  que  es  el 
menos  tradicional  de  todos  en  el  sentido  de  haberse  desenvuel- 
to con  una  libertad  especial  que  no  han  conocido  los  países  la- 
tinos,  no  las  llama  anónimas,  sino  sociedades  de  fondos  reuni  • 
dos  {jaint  stock  company),  limitadas  por  acciones,  para  distin- 
guirlas de  las  limitadas  por  garantía,  que  son  las  que  yo  he  lla- 
mado de  responsabilidad  limitada,  y  de  las  que  voy  á  deciros 
algo  después  de  hacer  ligerísimas  referencias  á  las  Sociedades 
de  seguros  mutuos  y  cooperativas,  que  pueden  ser  según  nues- 
tro Código  de  Comercio,  Sociedades  mercantiles  en  determina» 
dos  casos. 

La  mutualidad  es  forma  apropiada  para  las  Sociedades  de 
Feguros,  porque  mucho  antes  que  el  cálculo  de  probabilidades 
pudiera  dar  la  medida  posible  de  los  accidentes  para  determi- 
nar la  cuota  de  la  prima  exigible,  con  objeto  de  poderse  con- 
vertir el  seguro  en  un  negocio  mercantil,  la  simple  previsión 
hizo  comprender  á  los  mercaderes  que  si  todos  los  expuestos  á 
unos  mismos  riesgos  se  asociaban  para  repartirse  el  daño  que 
de  otro  modo  habría  de  sufrir  uno  solo,  la  parte  proporcional 
correspondiente  á  cada  uno  de  los  asociados  podía  llegar  á  ser 
tan  pequeña,  que  dejara  de  ser  daño  irremediable  para  con- 
vertirse en  un  gasto  imprevisto  del  negocio,  perfectamente  to- 
lerable dentro  de  la  ganancia  esperada.  Para  llegar  á  esta  de* 
flucción  tan  racional,  tenían  los  mercaderes  y  navegantes  el 
precedente  de  la  tan  antiquísima  institución  de'^la  echazón  y 
de  la  contribución  de  avería  gruesa,  fundada  en  el  mismo 
cálculo  del  seguro  mutuo;  y  de  aquí  el  hecho  natural  de  ser  la 
primera  Sociedad  de  seguros  conocida  en  el  mundo,  una  de 
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segaros  mutuos,  formada  en  el  siglo  vi  de  la  Era  cristiana,  en- 
tre los  navegantes  y  mercaderes  del  Golfo  Pérnico,  según  afir- 
ma el  sabio  mercantilista  francés  Mr.  Desjardins,  muerto  ya 
por  desgracia  para  la  ciencia  francesa.  Por  eso,  teniendo  en 
cuenta  este  dato,  y  estando  además  admitido  en  todas  las  le- 
gislaciones que  los  seguros  mutuos  marítimos  son  siempre 
mercantiles,  es  verdaderamente  extraño  que  nuestro  Código  de 
Oomeréio  haya  discurrido  la  peregrina  teoría  de  que  las  Socie- 
dades de  seguros  mutuos  terrestres  no  serán  mercantiles  sina 
sólo  en  el  caso  de  dedicarse  á  actos  de  comercio  extraños  á  la 
mutualidud,  ó  se  convirtieren  en  Sociedades  á  prima  fija.  Má» 
discreto  el  Código  de  Comercio  italiano,  ha  declarado,  por  el 
contrario,  que  todos  las  Sociedades  de  eeguros  mutuos  son  siem- 
pre mercantiles. 

Las  Sociedades  cooperativas,  que  nuestro  Código  da  Co- 
mercio conceptúa  que  no  son  mercantiles  más  que  en  condi- 
dones  análogas  á  las  de  eeguros  mutuos,  es  decir,  cuanda 
practican  operaciones  mercantiles  ajenas  á  la  finalidad  espe- 
cial que  tienen,  y  que  otros  Códigos  y  leyes  comerciales,  con 
mejor  acuerdo,  han  incluido  entre  las  Sociedades  mercantiles,, 
oomo  el  de  Italia  y  las  leyes  belgas,  afectan  una  forma  espe- 
cial, que  en  nada  se  parece  á  las  hasta  aquí  indicadas;  pues 
mientras  las  colectivas  y  comanditarias  no  pueden  variar  el 
personal  de  carácter  colectivo  que  las  forma,  por  ser  su  respon< 
sabilidad  ilimitada,  y  su  intervención  directa  en  la  adminis- 
tración de  ellas  la  base  natural  de  su  existencia,  y  las  Socie- 
dades por  acciones  son  de  capital  fijo,  por  ser  éste  el  límite 
máximo  de  su  responsabilidad,  la  condición  precaria  del  obre- 
ro que  crea  las  cooperativas  exige  que  puedan  variar  el  perso- 
nal de  que  se  componen,  y  pueda  variar  la  cifra  del  capital  á 
responder  de  las  obligaciones  sociales.  Efecto,  sin  duda,  del 
escaso  desarrollo  que  han  alcanzado  en  España,  no  se  han  cui- 
dado nuestras  leyes  de  determinar  su  régimen  jurídico;  ni  si- 
quiera de  definir  y  determinar  su  naturaleza.  La  ley  belga  de 
18  de  Mayo  de  1873  no  sólo  las  incluyó  entre  las  mercantiles,. 
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como  ya  os  he  dicho,  sino  que  en  su  art.  85  las  definió,  di- 
ciendo que  son  das  compuestas  de  asociados  cuyo  número  y 
cuyos  aportes  son  variables;  y  cuyas  participaciones  no  son 
cesibles  á  terceros».  Como  veis,  para  dar  vida  legal  á  esta  cla- 
se de  Sociedades,  ha  sido  preciso  también  romper  los  moldes 
de  las  Saciedades  en  el  antiguo  derecho. 

Hasta  aqui  puede  decirse  que  os  he  conducido  por  camino 
trillado,  ya  que  las  formas  de  las  Sociedades  mercantiles  que 
en  esta  especie  de  exhibición  cinematográfica  á  que  habéis 
asistido,  son  las  especificadas  en  el  Código  de  Comercio.  Ahora 
vamos  á  penetrar  en  países  desconocidos  para  nucRtro  legisla- 
dor, y  ver  si  en  ellos  hay  algo  que  podamos  utilizar  en  benefi- 
cio de  nuestras  Sociedades  mercantiles.  Y  la  primera  pregunta 
que  aconseja  la  prudencia,  que  hagamos  antes  de  dar  ningún 
paso  por  la  nueva  sendi^  que  hemos  de  recorrer,  es  ésta:  ¿hay 
nuevas  formas  posibles?  Sí,  decididamente;  puesto  qne  el  dere- 
cho inglés  y  el  alemán  han  regulado  una  distinta  de  las  hasta 
aqui  enumeradas,  con  el  nombre  de  Sociedad  limitada  por  ga- 
rantía, el  primero,  y  Sociedad  con  responsabilidad  limitada,  el 
segundo.  Esta  Sociedad,  que  nosotros  podemos  llamar  de  res- 
ponsabilidad limitada,  porque  con  tal  denominación  no  es  fá 
cil  confundirla  con  ninguna  otra  de  las  existentes  en  nuestro 
derecho,  no  es  colectiva,  porque  no  tienen  los  que  la  forman, 
la  responsabilidad  personal  é  ilimitada  propia  de  erutos;  no  es 
comanditaria  por  la  misma  razón;  y  no  es  anónima,  porque  en 
su  razón  comercial  pueden  figurar  los  nombres  de  los  socios 
que  la  dirigen,  y  su  capital  puede  aumentarse  ó  reducirse  á 
voluntad  de  éstos,  según  las  necesidades  de  la  empresa,  pero 
dentro  de  un  límite  máximo,  que  se  fija  como  límite  de  la 
responsabilidad  personal  de  los  asociados.  Comprenderéis  por 
^o  dicho,  que  con  tal  flexibilidad  de  formas,  esta  clase  de 
Sociedades  puede  responder  perfectamente  á  múltiples  exi- 
gencias de  la  vida  mercantil,  que  hoy  no  se  hallan  satisfechas 
-cumplidamente  con  las  formas  admitidas  en  el  Código  de  Co- 
inercio.  Ved  lo  que  á  este  propósito  dice  el  gran  maestro  fran* 


SECCIÓN  ACADÉMICA  657 

cée  LyÓD  Caen,  al  dar  cuenta  en  el  Anuario  de  Legislación  £x- 
tranjera,  de  la  ley  alemana  de  20  de  Abril  de  1892:  cLa  nueva 
forma  de  Sociedad  de  reeponsabilidad  limitada  responde  á  la 
necesidad  de  empresas  creadas  por  un  reducido  número  de 
personas  que  quieren  asociarse  de  un  modo  duradero.  Se  ha 
pensado  también  en  el  caso  en  que  el  nún>ero  de  asociados  ne» 
cesarlos  para  reunir  los  recursos  que  se  precisa n^,  es  dema- 
siado grande  para  poderlas  administrar  directamente;  en  los  ca- 
sos en  que  por  otras  razones  no  están  los  asociados  en  estado 
de  consagrar  personalmente  á  la  empresa  toda  su  actividad; 
en  los  casoi)  de  transmisión  de  un  establecimiento  comercial  á 
herederos  que,  sin  poderlo  dirigir,  desean  conservarlo  en  inte- 
rés de  la  familia;  en  los  casos  en  que  los  acreedores  de  un  es- 
tablecimiento que  tiene  un  pasivo  inferior  á  su  activo,  preten- 
dan conservarlo  ó  explotarlo  por  su  propia  cuenta.  La  nueva 
forma  de  Sociedad  se  aplicará  también  en  los  casos  en  que  sea 
preelijo  recurrir  á  un  extenso  circulo  de  personas  que  han  de 
cambiar,  pero  que  se  ven  obligadas  á  practicar  personalmente 
ciertos  oficios  en  ella,  como  en  las  Sociedades  para  la  explota- 
ción de  la  remolacha;  lo  que  según  la  jurisprudencia  del  Tri- 
banal  del.  Imperio,  no  es  posible  con  la  Sociedad  anónima.  Y 
no  es  esto  todo;  para  larempresas  en  las  que  no  se  puede  pre- 
ver el  capital  que  será  necesario,  la  forma  anónima  ofrece  gran* 
dísimas  complicación^.  No  se  pueden  exigir  nuevos  desem- 
bolsos suplementarios  á  los  accionistas,  y  h»y  necesidad  de  pro- 
ceder á  un  aument(f  de  capital.  Por  el  contrario,  cuando  un^ 
parte  del  capital  desembolsado  resulte  inútil,  el  reembolso  á 
loe  accionistas  no  es  posible,  más  que  con  ciertas  garantías 
dadas  á  los  acreedores;  y  esto  produce  también  grandes  difi- 
cultades. 

iLas  Sociedades  de  responsabilidad  limitada  deben  servir 
para  remediar  todos  estos  inconvenientes.  Para  conseguir  este 
resultado,  las  ha  colocado  la  ley  en  una  situación  intermedia 
entre  las  Sociedades  de  personas  y  la  Sociedad  anónima,  i 

Y  no  sigo  transcribiendo,  porque  lo  demás  se  refiere  ya  á 
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detalles  de  la  ley.  Lo  que  bí  he  dedroe  para  qae  00  podáis  for- 
mar una  idea  de  cómo  la  prActica  ha  respondido  en  Alemania 
al  pensamiento  del  legislador,  es  lo  qae  el  propio  Lyon  Cáea 
dice  al  final  de  la  nota,  algunos  de  cayos  párrafos  acabo  de 
leeros:  lEl  tiempo  transcarrido  desde  el  10  de  Mayo  de  1892, 
fecha  en  qae  empezó  á  regir  la  nneva  ley,  es  demasiado  corto 
(hay  qae  advertir  qae  esto  se  escribía  á  principios  de  18M, 
pero  por  lo  mismo  tiene  más  valor  el  dato  á  que  se  refiere  esta 
cita)  para  qae  puedan  apreciarse  los  efectos  con  conocimiento 
de  causa.  Pero  por  lo  menos  parece  que  se  ha  recurrido  con 
bastante  frecuencia  á  la  nueva  forma  de  Sociedad;  y  esto 
indica  que  responde  á  neceí^idades  verdaderas.  £n  1892  se 
crearon  6  ^  Sociedades  de  esta  clase,  representando  un  capital 
total  de  28.864.700  marcos.  La  cura  se  ha  elevado  en  1898  á 
162,  con  un  capital  total  de  68  867.404  marcos.  Había,  pues, 
en  Alemania  á  fines  de  1898,  225  Sociedades  de  responsabili- 
dad  limitada,  cuyo  capital  total  era  de  97.522.104  marcos.  SI 
número  de  Sociedades  anónimas,  al  contrario,  ha  experimen- 
tado un  notable  decrecimiento  durante  el  mismo  periodo; 
pues  habiendo  sido  de  160  en  1891,  descendió  á  127  en  1892  y 
á  95  en  1893  » 

Y  ahora,  para  terminar  esta  ya  larga  conferencia,  sólo  me 
resta  deciros  mi  opinión  respecto  á  si  es  ó  no  posible  coosti* 
tuir  en  España  Sociedades  de  responsaliilidad  limitada,  ate 
n leudónos  á  los  preceptos  legales  del  Código  de  Comercio  vi 
gente,  opinión  que  diaente  de  las  formuladas  con  gran  co 
pía  de  argumentos  por  vuestro  dignísimo  Presidente,  mi  que 
rido  amigo  y  compañero  el  Sr.  Roig  y  Bergadá,  y  que  no  he 
de  discutir,  porque  ello  constituiría  una  descortesía  por  mi 
parte,  en  la  que  no  incurriré  jamás.  Los  fundamentos  de  mi 
opinión  se  apoyan  en  dos  artículos  del  Código  y  en  una  decía 
ración  de  la  exposición  de  motivos  del  proyecto  de  Código  de 
<k>mercio.  Empezando  por  esta  última,  os  haré  notar  que  tal 
declaración  es  verdaderamente  explícita,  pues  al  determinar 
los  principios  en  que  se  ha  inspirado  el  autor  del  proyecto. 
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dice  que  ellos  pueden  resumirse  en  estos  tres:  ^libertad  amplia 
c%  la»  asociados  para  constituirse  como  ienffln  por  convenietUe; 
ausoDcia  completa  de  la  intervención  gubernativa  en  la  vida 
interior  de  eetas  personas  jurídicas;  publicidad  de  los  actos 
sociales  que  puedan  interesar  á  tercero».  Y  aun  cuando  la  de 
cláración  es  bien  explícita  y  terminante,  mi  honradez  cienti 
fíca  exige  que  os  diga  que  no  tengo  por  costumbre  admitir 
como  articulo  de  fe  las  afirmaciones  contenidas  en  la  exposi- 
ción de  motivos  para  aclarar  el  alcance  de  los  preceptos  lega- 
les» porque,  por  mi  desgracia,  he  tenido  y  tengo  que  rechazar 
muchas  veces  en  mis  explicaciones  de  cátedra''  tales  motivos; 
pero  en  la  ocasión  presente,  si  conforma  esta  declaración  con 
lo  que  luego  prescribe  el  precepto  legal,  no  veo  que  haya  difi- 
cultad alguna  en  admitir  el  principio,  si  bien  con  alguna  ate- 
nuante, pues  el  art.  117  la  establece  de  un  modo  indudable 
cuando  dice:  cEl  contrato  de  Compañía  mercaotil,  celebrado 
con  los  requisitos  esenciales  del  derecho,  será  válido  y  obliga 
torio  entre  los  que  lo  celebren,  cualesquiera  que  sean  la  forma^ 
condiciones  y  combinaciones  lícitas  y  honestas  con  que  lo 
constituyan,  siempre  que  no  estén  expresamente  prohibidas 
en  este  Código.»  Es,  pues,  indudable,  que  si  expresamente  no 
está  prohibido  en  el  Código  de  Comercio  que  se  constituya 
una  Sociedad  mercantil  con  la  forma  especial  que  revisten 
éstas  de  responsabilidad  limitada,  pueden  y  de\)en  consti 
tuirse  sin  inconveniente  alguno.  A  más  de  esto,  el  art.  122 
confirma  el  principio  de  libertad  á  que  se  refiere  la  exposición 
de  motivos,  pues  así  se  deduce  de  las  palabras  con  que  em- 
pieza. iPor  regla  general^  dice,  las  Compañías  mercantiles  se 
constituirán  adoptando  alguna  de  las  siguientes  formas:  1.^ 
la  colectiva,  etc.»  Luego  si  por  regla  general  se  constituirán 
como  colectivas,  comanditarias  y  anónimas,  es  evidente  que 
por  excepción  podrán  constituirse  adoptando  otras  formas;  y 
entre  ellas  bien  pudiera  estar  la  de  responsabilidad  limitada, 
siempre  que  no  esté  expresamente  prohibida  en  el  Código. 
¿Y  cuáles  son  las  formas  que  expresamente  prohibe  el  C¿- 
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digo?  Pues  08  diré  que  no  prohibe  ninguna;  porque  8i  bien  hay 
un  articulo,  el  127,  que  no  consiente  que  los  socioe  colectivos 
puedan  tener  su  responsabilidad  limitada,  puesto  que  dice  asi: 
cTodos  los  socios  que  formen  la  Compañía  colectiva,  sean  ó  no 
gestores  de  la  mi^tma,  estarán  obligados  personal  y  solidaria- 
mente, con  todos  sus  bienes,  á  las  resultas  de  las  operaciones 
sociales  que  se  hagan  á  nombre  y  por  cuenta  de  la  Compañía» 
bajo  la  firma  de  ésta  y  por  persona  autorizada  para  usarla», 
doctrina  que  es  repetida  sin  atenuante  de  ninguna  especie  en 
el  148,  al  determinar  también  el  carácter  de  los  socios  colecti- 
vos de  una  Sociedad  comanditaria;  y  en  ese  mismo  art.  148  se 
dice  respecto  de  los  socios  comanditarios,  que  no  podrán  hacer 
acto  alguno  de  administración  de  los  intereses  de  la  Compañía 
ni  aun  en  calidad  de  apoderados  de  los  socios  gestores;  y  to- 
davía el  147  prohibe  á  los  comanditarios  que  incluyan  8U0 
nombresen  la  razón  social  de  la  Compañía,  quedando,  si  tal 
hiciesen,  sujetos  á  las  mismas  responsabilidades  que  loe  ges- 
tores; yo  entiendo  que  estas  prohibiciones,  que  alguien  pudiera 
creer  que  imposibilitan  la  formación  de  las  Sociedades  de  res- 
ponsabilidad limitada,  no  tienen  nada  que  ver  con  ellai>,  porque 
sólo  afectan  á  las  constituidas  como  colectivas  y  comandita* 
rias,  las  cuales  han  de  acomodarse  forsosamente  al  patrón  que 
la  ley  les  ha  trazado,  dentro  del  que  no  cabe  ni  la  limitación 
de  la  responsabilidad  de  los  socios  colectivos,  ni  la  existencia 
de  comanditarios  sin  que  haya  socios  comanditados  (los  co!ee- 
tivos),  ni  la  administración  confiada  á  é^tos,  lo  cual  es  lógico 
y  perfectamente  racional.  El  legislador  con  estas  prohibiciones 
ha  pretendido  garantir  los  derechos  de  los  terceros  que  tratan 
con  tales  Compañías;  porque  si  su  estructura  general  y  tradi- 
cional es  la  que  ha  trazado  la  ley,  no  puede  consentirse  que  se 
introduzcan  en  ella  modificaciones  que  induzcan  á  error  á  los 
que  con  ellos  contratan.  Y,  por  eso  cuando  en  Valencia  se  rúe 
consultó  por  un  compañero  de  profesión,  qué  valor  tenia  una 
Sociedad  constituida  entre  dos  personas,  de  las  cuales  una,  la 
qn:e  prestaba  su  nombre  á  la  razón  social,  se  había  reservado 
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el  papel  de  ffocio  industrial,  y  la  otra  el  dé  comanditaria,  fun-» 
dáñíiofie  para  hacer  esto  en  el  principió  de  libertad  proclanaado»' 
en  el  art.  117,  contesté  sin  vacilar  que  tal  forma  era  perfecta*^ 
mente  ilegal;  porque  á  titulo  de  comanditaria  faltábale  un 
edéio  coleictivo  de  responsabilidad  ilimitada,  y  la  exi&tencia 
del  socio  industrial  no  es  compatible  con  la  de  los  comandi*. 
tariós  solamente.  • 

En  resumen:  que  llegado  el  caso  dé  exigir  responf^abilida- 
des  á  dicha  Sociedad,  los  Tribunales,  obrando  muy  cuerda', 
mente,  no  respetarían  los  términos  de  la  escritura  de  consti- 
tución de  esa  Sociedad,  tan  regular  en  su  forma  externa  y  tan 
irregulai  en  su  fondo;  y  que  el  socio  industrial  perdería  irre- 
misiblemente su  carácter  y  se  le  exigiría  la  responsabilidad 
personal  del  colectivo.  • 

Pero  si  la  Sociedad  mercantil  se  constituye  como  Sociedad 
de  responsabilidad  limitada,  y  forma  su  razón  social  de  modo 
y  manera  que  no  induzca  á  engaño  á  los  terceros  que  con  ella 
contraten,  lo  cual  se  resuelve  por  el  procedirtiiento  empleado 
por  las  leyes  inglesa  y  alemana-  es  d^cir,  añadiendo  á  la  r})zón 
social  el  adjetivo  de  limitixda  ó  las  palabras  ds  responsabilidad 
limitada,  ¿no  será  ébta  una  de  las  formas  posibles  de  constitu- 
ción social  á  que  se  refieren  los  arts.  117  y  122  y  la  exposición 
de  motivos,  al  proclamar  también  la  existencia  de  esa  amplia 
libertad  de  que  antes  os  he  hablado?  Porque,  tenel  en  cuenta 
esto,  que  es  fundamentalísimo  para  mi  argumentación.  la  So- 
ciedad de  responsabilidad  limitada  no  es  ni  una  Sociedad  co- 
lectiva ni  una  Sociedad  comanditaria;  es  sencillamente  una 
Sociedad  distinta  por  completo  de  todas  las  demás;  y  que  tiene, 
lo  mismo  que  ellas,  un  nombre  técnico  que  la  permite  distin- 
guirse de  las  otras  formas  de  sociedad  especificadas  en  la  ley. 

Y  ahora,  como  ultima  palabra,  os  diré  que,  en  mi  sentir, 
esta  Sociedad  de  responsabilidad  limitada  es  la  verdadera  So- 
ciedad ndercantil  de  carácter  personal  que  exigen  los  tiempos 
actuales;  pues  ^i  es  cierto,  como  dicen  las  modernas  leyef«,  que 
la  Sociedad,  una  vez  constituida,  determina  la  existencia  de 

TOMO   104  96 


562  REVISTA  DB  LKOIBLACIÓH 

r  ona  persoDalidad  juridica  distinta  de  la  personalidad  de  los 

oocioe  que  la  forman,  esto  que  no  es  posible  Ugicamente  en  Ub 
Sociedades  colectivas,  y  comanditarias  de  tipo  legal,  se  realisa 
cumplidamente  en  las  Sociedades  de  responsabilidad  limitada. 
Y  es  que  no  es  popible  olvidar,  señores,  que  si  las  formas  son 
algo  más  que  meras  apariencias,  y  han  de  responder  al  fondo 
de  las  cosas,  la  sociedad  actual,  organizada  con  arreglo  á  bases 
muy  distintas  de  las  de  las  sociedades  del  antiguo  régimen,  re-> 
quieren  para  desenvolver  sus  energías  con  toda  la  amplitud 
necesaria,  nuevos  moldes  jurídicos.— He  dicho. 

LOBBNBO    BitNITO, 

OiiiadráHeo   de   Dareolio  MeroaaiU 
en  U  Universidad  d«  BaroeloBA. 


REVISTA  DE  REVISTAS  JURÍDICAS 


HISP  A  N  O- AMERIC  A3Sr  AS 


Revieti  de  Oereob*  y  Jirfsprideaeia. 

tNúm.  8.*,  Diotombre,  1906.  8«niUro  da  ChUe.) 

Eliodoro  Yáñbz:  Onu»  probandi.—XnteB  de  ser  promolfado 
^1  Código  de  ProoedUniento  civil  rhileno^  vigente  desde  1.®  de  Munso 
de  1903,  Us  leyee  de  I»  Partida  8^^  eran  invocadas  en  la  práctica  de 
los  Tribanales  par»  resolver  las  cuestiones  á  qne  da  logar  la  obli* 
gación  de  la  prueba.  Y  pomo  el  Oódigo  citado  no  contiene  disposi- 
ción algana  relativa  á  determinar  á  quién  corresponde  el  peso  de  la 
prueba  en  juicio,  habiendo  sido  derogadas  las  leyes  de  Partida,  ha 
quedado  como  única  dispopií-ión  general  vigente  en  Chile  el  pre- 
cepto contenido  en  el  art.  169S  del  Código  civil^  que  dice:  clncumbe 
probar  las  obligaciones  ó  su  extinción  al  que  alega  aquéllas  ó  ésta  > 
Precepto  es  éste  de  derecho  universal,  que  cont'iffnado  se  halla,  ea- 
térmicos  n)ás  o  menos  análogos,  en  los  ^rts.  1816  del  Oódigo  fran- 
cés, 1408  del  sardo,  1902  del  holandés,  972  del  de  Vaud,  2329  de  la 
LoisiauA,  1812  del  italiano,  2406  del  portugués,  1314  del  eppifi'il, 
1281  del  de  Venezuela,  1767  del  de  Colombia,  1368  del  de  Bjüvia, 
1681  del  de  Uruguay. 

La  disposición  citada,  quizás  por  su  carácter  sustantivo,  no  apa- 
rece suficientemente  explícita  para  resolver  las  diversas  cuesticn^'B 
procesales  á  que  da  lugar  la  obligación  de  la  prueba.  Las  leyes  de 
las  Partidlas  eran  más  claras  y  expresivas.  El  articulista,  para  pro< 
bar  so  afirmación,  transcribe  y  comenta  las  leyes  1.^  y  2.^^  tít.  li 
de  la  Partida  3.^.  Las  disposiciones  de  las  leyes  de  las  Paitidas  han 
dejado  de  regir  en  Chile,  pero  conviene  investigar  si  la  doctrina  ea 
ellas  contenida  puede  considerarse  incorporada  al  precepto  del  Ar- 
ticulo 169S.  Es  incuestionable  que  la  regla  onu8  probandi  incumbí 
ttctori^  tomada  por  las  Partidas  del  derecho  romano,  conserva  toda 
ca  íaeraa  y  eficaeia,  ain  excepciones  ni  limitaciones.  Consecuencia 
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de  esa  regí»  ee  otra,  ya  de  carácter  meramente  procesal:  €actore- 
non  probante,  reus- es  absolvendu9>. 

La  tercera  regla  del  derecho  romano,  trasladada  también  á  lae 
Partidas,  contiene  como  la  primera  nn  principio  absoluto,  treta  in 
exeeptione  actor  esti;  principio  comprendido  también  en  elar-- 
tícnlo  1698.  La.  última  regla  del  derecho  romano  j  de  las  Partidas 
€ei  incumbe  probatio  qui  dicit,  non  qui  negaty^  no  aparece  con- 
«ignada  en  el  citado  artícnlo,  ó  mejor  dicho,  el  Oódigo  ne  establece 
excepción  alguna  á  la  regla  del  articulo  mencionado,  por  tratarse  de 
hechos  negativos.  Pero  exige  en  otros  artículos  la  prueba  de  hechos 
negativos,  como  sucede  cuando  se  pide  la  declaración  de  muerte 
presunta,  pues  en  e§te  caso  es  necesario  probar  que  se  ignora  el  pa- 
radero  del  desaparecido...  Mas  de  la  circunstancia  de  exigir  el  Có- 
digo en  ciertos  casos  la  prueba  de  un  hecho  negativo  y  de  no  con- 
tener restricciones  en  su  texto  el  art.  1698,  ¿9e  puede  deducir  que  eR 
falso  en  abssluto  el  principio  sentado  por  el  jurisconsulto  Paulo? 
Xse  principio  es  verdadero,  pero  es  necesario  entenderlo  en  ea 
sentido  cierto,  en  cuanto  se  refiere  á  las  relaciones  jurídicas  de  las 
partes. 

Al  demandado  se  le  presentan  tres  clases.de  defensa  posible:  1.^ 
Oponer  una  defensa  negativa,  ó  negativa  absoluta,  negando  el 
hecho  jurídico  que  es  base  de  la  acción;  2.*  Oponer  una  defensa 
poaitioay  6  negación  relativa,  contraponiendo  al  hecho  alegado  por 
«1  actor  otro  hecho,  del  cual  resulta  la  negativa  de  las  formas  ó  de 
los  efectos  jnrí  lieos  del  hecho  alegado  por  el  demandante;  y  3.^' 
Oponer  una  excepción,  nn  derecho  del  demandado,  que  hsga  in- 
eficaz en  todo  ó  en  parte  el  derecho  del.  actor.  La  prueba  en  el  pri- 
mer caso  incumbe  al  demandante,  y  en  los  dos  restantes  al  de- 
mandado. 

E<«,  pues,  nn  error  grave,  atender  á  la  situación  material  de  las 
partes  litigantes,  para  imponer  auna  ó  á  otra  el  peso  de  la  prueba; 
ee  también  un  error  tomaren  su  sentido  absoluto  el  principio  de 
que  incumbe  la  prueba  al  que  afirma,  no  al  que  niega.  Es  necesario 
atender  á  la  naturaleza  de  los  hechos  alegados  en  el  juicio  para  im- 
poner la  obligación  de  probarlos  á  la  parte  que,  sea  demandante  ó 
demandada,  pretende  dtirivar  de  ellos  un  derecho  ó  una  relación  ju- 
rídica. 

«La  regla  de  que  el  peso  de  la  prueba  corresponde  al  que  deman- 
da, al  que  afirma,  se  aplica  sólo  al  caso  en  que  el  demandado,  ó  no 
comparece,  ó,  si  comparece,  niega  sencillamente  el  hecho;  pero 
«uando  comparece  y  se  defiende,  cuando  no  sólo  impuflrna  las  pre- > 
tensiones  del  actor,  sino  que  además  pretende  un  derecho,  le  in-^ 
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cnmbe  la  prueba,  lo  miemo  que  en  el  caso  de  oponer  í raucamente 
ana  excepción-. > 

Toda  pia«)ba  de  nna  negativa,  dice  Bonnier,  ei  lia  de  merecer  «1 
nombre  de  prueba,  supone  la  afirmación  de  ciertos  hechos.  O  estos 
hechos  son  precisos,  directamente  opuestos  á  los  que  puede  invocar 
el  adversario,  lo  cual  sucede  siempre  en  las  negativas  de  derecho  ó 
de  cualidad,  y  entunces  la  negativa  es  generadora  y  conduce  á  una 
afirmación  palpable  y  positiva,  ó  bien  los  hechos  invocados  en  apoyo 
de  la  negativa  sun  indefinidos;  y  entonces,  aunque  es  cierto  que  la 
prueba  será  dificil,  y  eu  alganas  ocasiones  moralmente  imposible, 
lo  miemo  acontecerá  que  respecto  de  una  proposición  afírmatiira 
compniasta  de  los  mismos  elementos:  non  quia  negattóa,  sed  guía 
indelinita,,. 

Es  necesario,  dice  Marcadé,  entender  con  discreción  esta  otra 
máxima,  tan  frecuentemente  citada  y  que  ha  sido  á  las  veces  mal 
4íompren'li  la:  la  prueba  corresponde  al  que  afirma  y  no  al  que  niega, 
ei  qui  dicítf  non  ei  qui  negat,  Bs  necesario  entender  ei  qui  didt 
ea  el  sentiJo  de  aqu'l  que  hace  valer  una  pretensión,  que  trae  al 
debate  una  alegación  nueva,  ya  sea  negando  lo  que  parecía  ser, 
como  afirmando  lo  que  parecía  no  ser;  reicíprocamente,  is  qui  negat 
será  el  que,  por  una  negación  ó  por  una  afirmación,  contradecirá, 
rechazará  la  alegación  nueva  para  mantenerse  en  el  staiU  quo.  Loa 
antigaos  glosadores  entendían  de  otra  manera  esta  regla,  apoyan* 
dose  sobre  un  pasajo  mal  interpretado  del  Código  de  Justiniano, 
llegando  á  formular  esta  máxima  general:  cNo  tiene  que  rendir 
prueba  el  que  niega;  to  la  prueba  de  una  negación  es  imposible  por 
la  naturaleza  misma  de  las  cosas.» 

La  verdadera  doctrina,  á  juicio  del  articulista,  legal,  en  éata 
materia,  consiste  en  que  la  prut^ba  de  los  hechos  en  juicio  corres- 
ponde á  la  parte  qpe  fonda  en  ellos  un  derecho  ó  deduce  una  re- 
lación  jurídica  que  es  la  base  de  su  acción  ó  de  su  defensa. 

£1  Código  civil  chileno  establece  en  el  art.  1698  un  principio 
más  amplio  y  más  jurídico  que  los  del  derecho  romano  citados 
antes,  pues  al  referirse  á  las  obligaciones,  ha  comprendido,  inda- 
dablemente,  los  derechos,  estando  por  eso  la- obligación  de  probar 
determinada  por  la  relación  jurídica  que  para  una  ú  otra  pártese 
deriva  del  hecho,.'.  En  el  art.  1693  deben  entenderse  comprendidoa 
los  principios  siguientes:  El  que  hace  valer  un  derecho,  debe  d^r  la 
prueba  de  los  hechos  necesarios  para  La  existencia  ó  eficacia  de  eae 
derecho;  el  que  quiere  hacer  valer  derechos  resultantes  de  un  aeto 
jurídico  debe  probar  que  tal  acto  se  ha  verificado;  el  que  reclama  el 
efecto  jurídico  de  un  estado  de  hecho^  debe  probar  el  hecho  que  cona- 
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litojre  ó  justifica  ese  Mtado.  81  ae  alega  qae  aquel  derecho,  eae  aeto^ 
jaridico  6  este  eetado  ae  han  extinguido,  anulado  6  /modificado,  la 
proeha  de  la  extinción,  de  nulidad  ó  de  la  modificación,  corresponde^ 
«1  que  la  opone. 

JoaÉ  García  Fermámoez. 


aijbm;anas 


Zaitcobrlft  für  4le  gesainte  Staaiswfaseoscliafl  TuJilage*- 

lOoadMno  fi.*,  1904.) 

Albbrt  Schabpfle,  como  80CIÓLOG0,  por  el  Dr.  Olhmar  Spann, 

La  jóyen  ciencia  de  la  Sociología  lamenta  con  la  muerte  de  Schae-- 
fle  la  pérdida  de  eu  más  significado  fundador  jr  promovedor  en  Ale- 
mania.  La  Sociología  ee  la  ciencia  qu^  más  necesita  darse  cuenta  de 
lo  que  cada  uno  de  sus  cultivadores  ha  aportado,  y  precisamente  la 
obra  sociológica  de  Sjhaeífid  ha  sido  la  menos  aclarada  y  meditada 
de  todas. 

Sjhaeffie  es  el  fundador  de  la  Sociología  alemana.  Ha  roto  pot^ 
primera  ves  el  hielo  que  cubría  laa  agitas  de  la  ciencia  social  j  he- 
ebo  el  c primer  gran  intento  de  una  Sjclología  en  Alemaoia»,  como- 
dice  Schmoller.  Si  la  ciencia  alemana  se  dispone  hoy  á  tomar  tam- 
bién la  dirección  en  esta  terreno,  á  él  se  lo  del)e  antes  que  á  nadie«. 

Ensayemos  una  enumeración  de  su  posiclóa  y  servicios  en  laSo- 
aiología.  Esto  no  puede  ser,  sino  de  modo  incompleto,  por  faltar 
aun  en  nuestra  ciencia  los  f  andamentos  y  escalas  adecuados. 

Veamos  la  idea  de  Sociología  en  Oomte  para  darnos  cuenta  de  lo 
que  había  edificado  antes  de  Schaeffle. 

Sociología  era  para  Oomte  una  ciencia  que  supone  todas  las  otras.. 
Las  ciencias  se  agrupan,  según  el  principio  de  generalidad  descen- 
dente ó  de  complicación  ascendente,  de  este  modo:  Sjciología,  Bio- 
logía, Química,  Física,  Astronomía  y  Matemáticas.  La  Sociología 
necesita,  pues,  un  suficiente  desarrollo  y  formación  de  todas  las 
otras.  El  asunto  de  la  Sociología  es  la  sociedad  humana,  la  huma- 
nidad. 

Todas  las  manifestaciones  que  en  su  seno  se  dan,  como  ciencia,, 
arte,  etc.,  son  en  la  misma  medida  manifestaciones  ioeiala.  Toda 
esa  jerarquía  de  ciencias  forma  una  uiidad  á  la  que  corresponde 
tina  unidad  de  <¡hjeto^  ó  sea  una  c(mexián,  (Zasammenhang)  de  todo  lo^ 
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•  exUtente*  Begúa  eso,  se  ordenan  las  manifeetacionee  Boeiales  boma- 
aae  en  nna  conexión  nnitaria,  cÓBmica,  total.  Eete  pensamiento  de 
Oomte  ee  en  alto  grado  eigniñoatlvo  para  la  idea  y  espirita  de  en 
fiocioiogia.  £4  el  pensamiento  de  Xzf&rmida  del  mímelo  de  Laplaee»  la 
idea»  como  si  la  ciencia  taviese  qoe  formar  nn  concepto  tan  general 
de  lo  existente,  qne  cada  manifestación  especial  pueda  ser  recono- 
cida exactamente  como  nn  caso  especial  de  tal  concepto.  Partiendo 
de  esta  coacepción,  y  dado  el  carácter  empírico -relativo  de  so  flloeo-^ 
lia,  pnede  comprenderse  qne  Oomte  se  prometiera  nna  reyolnciÓB 
de  todas  las  ciencias  como  resaltado  de  la  elaboración  de  la  ciencia 
más  general.  La  Sociología  era  para  él  la  ciencia  qne  suetitaia  el 
pnnto  de  vista  limitado  del  individno  por  otro  de  general  valor:  el 
de  la  sociedad;  y  en  cnanto  todas  las  ciencias  (manifestaciones  so- 
dale»)  ban  de  ser  investigadas  eociológicamente,  snf rirán  nna  revo- 
lución recibiendo  el  espíritu  sociológico  en  lugar  del  matemático. 
Li  sociedad  bnmana  no  era,  pues,  para  Oomte  otra  cosa  que  un 
sistema  de  mutua  dependenci» ;  una  ammán  eomún  eautal  de  indi- 
viduos, y  en  su  cualiJai  de  uu  superior  producto  de  desarrollo,  una 
formación  que  representa  la  continuación  del  mundo  orgánico,  un 

Desde  este  punto  de  vista,  exigía  Oomte  un  estudio  coberente 
de  la  sjciedad,  y  tenía  como  infructuoso  el  estudiar  aspectos  deter- 
«minados  de  la  vida  social,  como  bace,  por  ejemplo,  la  Economía  po- 
lítica. La  sociedad  ps  nn  todo,  un  solo  nnoo  Mal  coiisa^,  y  sólo  de 
ese  toio  puede  descenderse  á  lo  especial.  A  esta  omnipotencia  de  la 
idea  de  la  conexión  total  cauí«al  se  unía  naturalmente  la  idea  de  la 
eon(>xióa  eyolotiva  unitaria  del  todo  social. 

Ocigen  de  la  Sociología  de  Scbaefflo.  Tales  eran  las  ideas  que  mo- 
vían también  á  Schaeffl  3:  consideración  total  unitaria  de  la  sociedad 
como  conexión  total  evolutiva  causal.  Qiería  la  unidad  en  el  frac- 
cionamiento y  especial isación  de  las  disciplinas  especiales  y  la  busca 
é  investigación  de  las  manifestaciones  fundamentales,  simples  y  ge- 
nerales de  la  vida  social  que  son  comunes  á  los  diversos  lados  de 
ésta. 

¿Mas  puede  buscarse  en  Oomte  el  origen  de  estas  tendencias 'de 
Scbaefflr?  Sería  erróneo  aceptarlo  así  estrictamente,  porque  el  punto 
de  vista  de  la  sociedad  como  todo  causal  y  evolutivo  no  era  en 
Alemania  una  cosa  nueva  en  la  época  del  desarrollo  de  Scbaeffle.  El 
único  tema  de  la  Filosofía  de  Hegel  era  la  evolución  racional  del 
mundo  y  de  la  sociedad  como  parte  suya.  Se  recibía  con  la  lecbe  de 
la  madre  la  idea  de  la  Filosofía  de  la  Historia.  Mientras  Oomte  des- 
cubría para  Francia  esa  concepción,  era  en  Alemania  desde  Herder 
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patrimonio  ootnúa  de  la  caltura.  PreolsameQta  entonces,  cnando  h(- 
bÍA  Adquirido  en  ia  Filosofía  de  He<ol  aaa  formacióa  más  precisa  v 

«más  rica  qae  en  Oomte,  aparecía  dominando  en  primer  término  en 

.  todos  los  terrenos;  por  ejamplo,  en  la  ciencia  del  Estado  con  la  doc- 
trina de  Stein  Moiil. 

Especialmente,  la  idea  de  evolnción  experimentó  despnés  sn  más 
alto  peiCecqionamiento  y  fnndamentación,  con  ei  materialismo  hls- 

.  tórico  de  Marx  iiacia  el  la  io  sociológico  y  con  el  daiwinismo  en  la 
dirección  de  las  ciencias  naturales.  Naturalmente,  fué  «1  h^gelia- 

.  n^smo  quien  se  apoderó  antes  del  alma  de  Schaelfla  y  dio  á  sus  ideas 
desde  el  principio  la  dlreccióo  toeiolágica,  es  decir,  ia  direccióp  hacia 

.  el  todo.  Podría  decirse  que  la  idea  sociológica  en  el  pensamiento  social 
de  Sckafjfie  es  de  origen  kfgeliano. 

Los    pensamientos    capitales    de  la  Sociología  anglo  francesa 

.  (Spencer,  Comtf ),  no  eran,  pues,  nuevos  en  Alemania.  Pero  liay 
más;  en  cnanto  al  método  ee  da  nna  oposición;  la  Filosofía  de  Ja 
historia,  de  Hegel,  y  la  Sociología,  de  Comte,  son  en  ese  aspecto 
como  tesis  y  antítesis.  Es  la  relación  metodológica  general  entre 
Filosofía  especulativa  y  positiva.  La  Sociología  empírica  de  Comte 
tenía  que  obrar  sobre  la  Filosofía  de  la  historia  espeunlativa,  como 

.  nna  invasión  de  ésta  por  el  pensamiento  de  las  ciencias  natorale(!>. 
Hasta  el  marxismo,  nacido  de  la  última,  obraba  sobre  ella  en  for- 
ma an41oga  (1). 

Es  de  notar  especialmente,  que  cuando  Schafffle  planeaba  su 
Estructura  y  vida  del  cuerpo  social,  no  conocía  ni  á  Comte  ni  á  Spen  • 
cer  en  sus  trabajos  originales  (2^.  Esto  no  impedía  que  sus  doctri- 
nas ejercieran  sobre  él  influjo.  Mucho  más  actuó  subre  Schaeffle 
como  cultivador  de  la  ciencia  del  Estado  ia  doctrina  orgánica  de 
Stein  y  Muhl.  También  después  Lange  y  Sotze. 

Podría  decirse  que  Comte  ha  iohaí  lo  predominantemente  sobre 
el  carácter  empírico  de  ia  Sociología  de  Schaeffie,  es  decir, /ormMÍan- 
do,  mientras  Hegel  ha  influido  dando  ia  dirección,  fundamentando. 
O  de  otro  modo:  la  idea  de  la  Sociología  de  Schaeffi  i  es  de  origen  he- 
geliano;  su  carácter  empírico  é  importantes  puntos  de  vista  y  con- 
cepciones proceden  de  la  esfera  Comte  Spencer,  de  la  ciencia  social 

(1)  Windelband:  Oeschichte  der  Fhüosophie.  Tüblngen,  1900. 

(2)  Véase  el  Prólogo  de  Bau  und  Leben,  ...  1874. —  Especialmente 
las  obras  de  Spencer  The  study  ofSociology  y* Principios  de  Sociología^ 
aparecidas  en  l»7d  y  1874,  no  pudieron  inflalr  en  el  primer  tomo 
de  la  obra  de  Schaeffle,  qpe  se  imprimió  en  ld74.~Por  otra  parte,  se 
hallan  los  pensamientos  fundamentales  de  Schaeffle  en  escritos  sn^ 
yos  anteriores  á  1873  (desde  1856). 
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8teÍQ-M(  h1,  de  la  teoría  org&nica  del  Estado,  dé  la  Psicolcgfa  soQial 
7  dd  la  dirección  nataraÜBia  de  la  época  en  general.  .Pero  todos  es- 
toa  f  irtoree  aparecen  frente  á  las  propias  producciones  de  Scbaeffle 
eottiO  medio  (miiien),  no  como  elementos  de  construcción. 

I  leas  fundamentales  de  la  Sociologia  de  Shafffle.Schsieiñe  conside- 
ra-la  la  suciedad  como  una  conexión  de  conciencia,  una  relación 
psíquica  de  cambio  entre  los  hombres.  Substrat  externo  y  corporifi- 
C'ciónde  ese  mecanismo  psíquico  son  les  bienes,  con  sus  egrupa- 
ei  iues  íancionales  y  las  Qiganisaciones  con  sus  íancioñe».  Los  bie- 
nes deben  ser  apreciados  en  sus  funciones.  Scbaetfl^  distingue:  bie- 
n?iB  que  sirven  para  el  eomercio  idealy  comunicación  ó  simbolización 
dd  ideai*  (imágenes,  grabado,'e8crito,  palabra,  sonido,  señas,  etc.),  y 
bienes  que  sirven  al  comercio  práctico» 

Pero  al  lado  del  cambio  de  ideas  existe  la  transmisión  ó  tradidán 
de  unas  generatiiones  á  otras,  y  así  aparece  la  sociedad  como  cone- 
xión espirilual,  causal,  evolutiva.      . 

La  di  f  tiren  elación  firmal  y  estructura  funcional  de  ese  com- 
puesto se  deduce  en  cuanto  á  la  organización  externa  de  las  funcio- 
n'^^s  de  los  bienes;  y  en  cuanto  á  las  fjrmaciones  psíquico- sociales 
de  las  formas  fundamentales  de  la  actividad  espiritual  de  los  Indi- 
Ylduus  (1). 

H:ice  tíchaeffi 3  la  clasificación  de  ios  bienes  según  sus  funcio- 
nes (2).  La  familia  es  independiente  por  su  condicionalidad  psicoló- 
gica y  forma  la  sociedad  elemental,  ó  célula,  con  sus  funciones  (pro- 
pagnciOD,  alimentación  y  educación). 

El  mutuo  obrar  de  las  funciones  hace  aparecer  los  órganos  so- 
ciales (instltucionec^).  E^os  putos  sistemas  funcionales  son  las  com- 
binaciones sociales  fundamentales  ó  tejidos,  es  decir,  las  partes  ele- 
mentales que  se  dan  en  cualquier  institución  compleja.  Esos  teji^ 
dos  son: 

1.^  Del  establecimiento  y  transporte  (relaciones  de  los  órganos 
.  «ocíales  con  el  territorio). 

2.^    De  la  protección  (prevención,  defensa). 

3.^  De  la  economía  (cambio  de  materia,  como  la  función  orgá- 
nica de  asimilar  y  desasimilar  en  la  alimentación). 

4.^  De  la  técnica  y  ejercicio  de  fuerza  (análogo  al  sistema  mus- 
cular; vencimiento  de  lo  que  se  opone  á  la  realización  de  nUa  idea; 

(1)  Schaeífld  ha  introducido  algunas  variaciones  en  su  sistema  en 
los  escritos  que  recientemente  publicó  en  esta  misma  Revista. 
Desgraciadamente  no  pudo  concluirlos. 

(2)  Puedo  prescindir  de  detalles,  por  ser  en  Efpafia  bastante  co- 
nocida la  obra  ISstructura  y  vida  del  cuerpo  socxaU—CN,  del  T,) 
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prodacir  y  hacer.  Asi  en  el  Eeiado»  el  ejército;  en  le  particalitr,  ana 
indaetrla). 

6.°  Ddl  trabajo  espiritual  (análogo  al  sistema  nervioso;  repre- 
sentación y  comunicación  de  ideas  j  sentimientos,  facilitar  la  per- 
cepción, por  ejemplo»  con  informaciones,  etc.). 

Al  lado  de  esos  encadenamientos  sociales  diferenciados  hay  otro» 
indeterminados,  la  coherencia  de  masas,  ó  sea  nniones  elementale» 
no  organisadas  de  personas,  eetablecidas  por  comercio  eepiritaal  ó 
analogía  de  intereees.  Por  ejemplo:  la  clase,  el  estado,  la  naciona- 
lidad de  idioma,  etc. 

Esos  cinco  tejidos  dan  Ingar  A  los  órganos  sociales.  En  la  doc- 
trina de  éstos  considera  8cha«ffle  sn  forma  (doctrina  de  las  personas 
sociales)  y  sa  nacimiento  (doctrina  de  la  organisadón  social). 

Los  órganos  se  forman  ó  por  la  actividad  de  los  tejidos  (órganos 
de  la  vida  ezternü)  ó  por  la  directa  conexión  espiritoal  de  los  indi* 
▼idnos  (órganos  de  la  vida  espiritnal  social).  Los  primeros  corres- 
ponden á  lus  cinco  tejidos  enumerados:  Edtableoimiento,  Protec- 
ción, Técnica,  Economía,  Oonciencia  social  (vida  social  espiritual)» 
Loa  segundos  se  agrupan:  8oclab«lidad,  £  iucacion  y  Formación, 
Ciencia,  Bellas  Artes,  Vida  religiosa  é  Iglesia.  A  esos  dos  gropoe 
afiade  un  tercero:  Sistema  de  órganos  de  la  voluntad  y  poder  uoos^ 
para  el  sostenimiento  y  vida  común  de  la  sociedad  en  general  (Qo- 
bierno). 

El  proceso  da  desarrollo  de  la  sociedad  humana  es  para  Sehaeffie 
una  contiaoación  y  complicación  especificas  de  la  lucha  por  la  exis- 
tencia en  los  aaimafes.  La  aniquilación  y  desalojo  como  formas  de 
lucha,  se  convierten  luego  en  contrato  y  competencia  con  la  con- 
secuencia de  división  y  unión  para  el  trabajo.  La  adaptación  útil 
predomina  sobre  la  aniquilación.  Formase  aeí  la  civilixación,  en  la 
cual  la  contienda,  la  adaptación  y  la  tradición  se  perfeccionan  en  for- 
mas cada  vez  más  nobles:  derecho,  costumbres,  moral  (1).  En  el 
desarrollo  de  la  sociedad  distiogue  Schaeffla  cinco  gradus:  poblada 
fundado  en  la  descendencia  de  un  tronco;  sociedad  de  clases  ó  feu- 
dal; sociedad  político -municipal;  comunidad  territorial  y  comunidad 
nacional. 

» 

¿Pertenece  Sehaeffie  á  la  escuela  biológica?  Hoy  se  contesta  afir- 
mativamente, teniendo  en  cuenta  que  en  su  i  aducción  ha  operado 
Schaeffld  con  analogía  y  terminología  biológicas;  pero  en  realidad» 
hay  que  rechazar  categóricamente  tal  supuesto. 

(1)  C^ntiéoese  aquí  en  esencia  lo  que  8immel  ha  determinado 
después  como  doctrina  de  las  formas  sociales  y  á  lo  cual  pretende 
limitar  la  Sociología. 
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Las  ÍQociones  capitales  de  los  bienes,  en  el  comercio  espiritual 
j  en  el  práctico,  no  están  evidentemente  pensadas  como  orgánicas» 
Lo  mismo  ocarre  con  las  ínnclones  especiales  del  establecimiento, 
•cooomla,  etc. 

81  bien  Schaeffle  ha  encontrado  para  cada  nna  nna  analogía,  bxu^ 
conceptos  no  están  concebidos  como  biológicos.  No  son  homologías^ 
•iao  se  emplean  más  bien  como  comparaciones  aclaratorias,  qne  en 
«1  aspecto  metodológico  pueden,  hasta  cierto  punto,  servir  de  hilo» 
oondnetores  de  la  inducción  posterior. 

Nj  puede  negarse  qne  Schaeffla  ha  descuidado  con  frecuencia  ha- 
cer nna  separación  escrupulosa  entre  la  analogía  como  auxiliar  de 
la  inducción  y  de  la  percepción  clara  y  como  directa  homolrgía;  e» 
decir,  que  ha  Ido  demasiado  lejos  en  el  empleo  de  la  analogía.  Mas 
la  conclusión  de  que  la  estructura  primordial  de  su  sociología  mues- 
tre nna  homolc  gía  biológica,  es  contraria  á  todas  las  ideas  funda* 
mentales  de  su  doctrina.  Sociedad  es  para  él  relación  de  cambio  psí- 
quico entre  individüoscy  el  mundo  de  los  bienes  es  la  disposición  ex- 
terna p4ra  tal  cambio.  ¿Dónde  ei>tá  ahí  el  concepto  de  organismo? 

Xq  analogU  orgánica  es  en  S'haffjíi  tan  tolo  un  exceso  técnico  meto* 
Mágico  de  ngnijlcación  secundaria.—  ülu  el  curso  de  sus  trabujos  ha  ido 
desembarttzándose  de  ella  cada  vea  nnás,  hn^ta  evitarla  últimamente 
|ior  completo  (ú  timas  ediciones  dt*  cB.iu  uud  L<*ben»  y  especialmente 
en  cLiuiíwirte  haftebediA  >gnii?»).  Kn  innumerables  lugares  déla 
primera  edición  de  cBan  und  I^ben»  aparece  con  qué  claridad  y  de- 
cisión  rechfiaó  Schaeffl»  desiie  el  priocipio  la  concepción  orgáoica  (1).. 

La  opinióu  qun  coloca  á  Sjbaeífle  entre  los  partidarios  de  la  es- 
cuela orgánica,  ha  llevado  á  mirarle  como  discípulo  de  Spencer.  Es- 
pecialmente Piiul  Bdrth  ha  afirmado  una  dependencia  general  de< 
éste.  Ptsro  sin  rasón.  La  primera  posición  del  problema  es  ya  en  am- 
bos diferente:  Spencer  pregunta  por  la  unidad  social  que  por  su  amon- 
tonamiento, al  modo  de  células  en  el  organismo,  ha  de  formaa  el 
úgregado  soeial;  Schaeífl:),  al  contrario,  pregunta  por  la  naturaleza 
elemental  del  gran  conexo  general  social.  No  es  este  para  él  una 
aonmulación  físico- orgánica,  sino  un  nuevo  mundo  psicológico  de 
fenómenos. 

Tampoco  concebía  Schaeffl)  la  Sociología  al  modo  de  Spencer^ 
como  ciencia  deductiva  que  partiendo  del  individuo  (unidad  ó  átomo 
eocia'),  ha  de  remontarse  hasta  el  agregado  socfVd^ari.  Al  contrario^ 

(1)  Por  ejemplo,  en  el  Prólogo,  páginas  vii  y  viu;  al  final  del 
tomo  I,  páffM.  827  y  828,  y  en  otros  muchos  lugares  (págs.  88,  04  y  si- 
guientes, 8S8,  836,  880  y  siguientes,  etc.)- 
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partió,  como  Gomte,  del  todo  para  peraegalr,  en  la  intalción,  suBde- 
talles  y  ramlficacionefl* 

Ni  aaa  siquiera  el  estimulo  para  el  empleo  de  la  analogía  pned^ 
atribairse  á  Spencer,  sino  más  bien  á  la  obra  de  P.  v.  Lilienfeld, 
JPentamÍ€nto8  8obre  la  ciencia  social  del  porvenir,  aparecida  en  lengua 
.alemana  (1873  y  sigalentes). 

Aitfmás^  la  concepción  orgánica  es  un  antiquísimo  método  cien- 
tífico que  en  Alemania  tenía  ya  tras  sí  una  vieja  tradición,  y  qa» 
precisamente  entonces  celebraba  orgías  formales  en  el  campo  de  la 
ciencia  del  Estado  (Biuntacbhl).    , 

Por  último,  basta  comparar  la  originalidad  y  fuerza  imaginativa 
de  Bcbaeífld  en  el  empleo  de  analogía,  con  el  penoso  fastidiar  d» 
Spencer,  para  reconocer  el  ídAijo  mínimo  de  éste. 

Lo  que  Spencer  aventaja  a  Scbaeiñd  y  lo  que  dló  tal  fama  á  so 
Sociología,  no  está  en  el  campo  de  ésta.  Está  en  la  circunstancia 
(sin  duda  relevante)  de  que  dio  á  la  Sociología  un  fundamento  in- 
mediato en  su  filosofía,  que  es  dd  carácter  teorético  descendente. 
Mas  estos  son  otros  servicios^  Como  sociólogo  está  muy  detrás  de 
Schaeffle. 

La  extendida  opinión  del  naturalismo  biológico  y  la  dependen- 
cia de  Spencer  en  Sohaeffl  j  ba  contribuido  á  pasar  por  alto  el  tmbajo 
«otológico  de  éste.  Es  también  parte  para  ello,  el  que,  c  Britructura 
y  vida>,  es  una  obra  no  comprensible  por  completo  sin  un  estudio 
profundo  y  preparación  conveniente.  Llegando  con  paci<^ncia  á  lo 
qne  constituye  su  grano  se  aprecian  sus  profundos  rasgos  fíiosófico* 
religiosos. 

Aunque  el  pensamiento  deSjbaeCfia  se  dirigía  siempre  á  la  cone* 
xión  superior,  su  fuerza  natural  no  estriba  en  la  abetracción  y  de» 
dncción  desnudas,  sino  en  la  intuición.  Tenía  siempre  delunt:)  la 
vida  social  bumana  en  su  conexión  cósmica;  pero  no  se  orientaba 
«n  los  últimos  principios  para  deducir  de  ellos;  no  violenta  los  be- 
<3bo8,  no  los  comprende  á  priori^  no  los  comprende  en  modo  alguno, 
eino  los  percibe  (1). 

Pudo  recibir  sólo  impulsos  fundamentales  generales  de  Hegel  (/ 
respectivamente  de  Comte^  que  le  incitasen  á  la  intuición  del  mun- 
do de  los  fenómenos  sociales  y  le  prestasen  un  apoyo  filosófico.  La 
idda  general  de  la  vida  y  el  devenir  sociales  unitarios  la  recibió  da 
Hegel;  pero  la  concepción  original  y  la  ejecución  completa,  becha 


(1)    Sein  Denken  war  zwar  pbllosopbiscbar  aber  nicbt  erkennt- 
ziistheoretiscber  Natur. 
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con  (zcepcioBal  faerza  inductiva  intuitiva,  fué  obra  suya  ex- 
clusiva. 

8i  Hegel  prepentó  Ja  idea  de  ana  ciencia  del  mnndo  fenomenal 
uno,  snpraorgánico,  cSociedad»;  ei  Comte  la  foroonló  por  vez  pri- 
mera como  Sociología,  es  decir,  la  colocó  sobre  base  empírica,  Schaef- 
fle  ba  realizado  la  primera  etapa  de  t  jf^cnciÓD. 

Así  ba  ido  Sübaf  ffle  mncbo  mÁ'B  allá  qne  Comte  y  especialmente 
qne  Speocer.  Comte  no  llegó  á  un  enálieis  de  Ids  formas  y  funcio- 
nes de  JOS  becbos  sociales.  A  ^pencer  le  faltaron  los  conocimientos 
profundos  científico-sociales  que  no  podían  compensar  los  étnicos  y 
«lentíñco  naturales. 

La  obra  sociológica  de  Sohaefñe  sirve  de  complemento  al  mate* 
Tialismo  histórico  de  Marx.  8i  éste  comprendió  por  vez  primera  la 
gran  conexión  evolutiva  de  los  fenómenos  soclalep,  Scbaeffle  descn- 
brió  ó  tocó  de  cerca,  como  problema,  su  correlativo:  la  gran  cone- 
xión funcional  y  difarenciación  primordial  de  ios  fenómenos  ^o- 
«lales. 

Marx  fué  el  maestro  del  problema  dinámico;  Scbaeffle  el  del  pro» 
btoma  estático  de  la  Sociología. 

Otro  aspecto  significativo  de  la  Sociología  de  Scbaeffle  consiste 
•n  su  original  penetración  del  pensamiento  socialista  por  la  idefr 
del  colectivismo  gremial. 

Lo  m^jor  de  lo  que  8cha«'ífle  dio,  no  ba  germinado  aún  en  el  cam- 
po de  la  ciencia  alemana.  Su  espíritu  y  su  doctrina  continúan  obran- 
do en  múltiples  maneras,  abierta  y  ocultamente,  en  la  moderna  li- 
teratura sociológica  de  Alemania.  La  funiamentaclón  de  la  Socio- 
logía de  Simmel  como  doctrina  de  la  forma  socialf  aunque  sea  de  otrc^ 
todo  propia  suya,  tiene  sns  raíces  en  el  análisis  que  hace  Scbaeffle 
de  la  lucha  por  la  existencia;  también  la  doctrina  social  de  tiempa 
y  espacio  de  éste,  ha  hallado  en  Simmel  un  continuador.  La  llamada 
Sconomía  técnica,  de  que  tantos  ensayos  Se  han  hecho  en  los  últi- 
mos tiempos,  está  calcada  en  la  Sociología  de  Srhaeffle.  A  pesar 
de  ello,  contiene  ésta  aún  innchos  tesoros  ocultos  é  inexplotados. 

José  Castillejo. 

Berlin,  Hayo  1004. 
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